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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ríos Santander, Mario

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los señores Ministros del Interior; de Justicia subrogante; de Salud, y Directora del Servicio Nacional de la Mujer, y Director General del Servicio Médico Legal.
Actuó de Secretario subrogante el señor José Luis Alliende  Leiva, y de Prosecretario subrogante, el señor César Berguño Benavente.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Las actas de las sesiones 29ª, ordinaria, en 30 de agosto; 31ª, especial, y 31ª, ordinaria, ambas en 31 de agosto, todas del año en curso, se encuentran en secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor BERGUÑO (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira la urgencia y la hace presente de nuevo,  en el carácter de "discusión inmediata", respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que establece como obligatoria para las autoridades que ejercen una función pública la declaración jurada patrimonial de bienes (boletín Nº 2.394-07).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los dos siguientes retira la urgencia y la hace presente de nuevo, en el carácter de "suma", respecto de los siguientes asuntos: 



1) Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.290, en materia de tránsito terrestre (boletín Nº 999-15).



2) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (boletín Nº 3.465-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el cuarto hace presente la urgencia, en el carácter de "suma", respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea y regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación (boletín N° 3.964-14).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el quinto y el sexto retira la urgencia y hace presente una nueva, en el carácter de "simple", respecto de los siguientes asuntos: 



1) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el "Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de las Naciones Unidas", suscrito en Santiago el 19 de junio de 2003 (boletín Nº 3.624-10).



2) Proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que autoriza al Estado de Chile para aprobar el Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional (boletín Nº 2.912-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Nueve de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó el proyecto que modifica la Ley de Navegación respecto de naves abandonadas (boletín Nº 2.733-02). (Véase en los Anexos, documento 1)



--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.



Con el segundo comunica que ha prestado su aprobación al proyecto que modifica la ley N° 19.886, para asegurar la protección de los trabajadores y la libre competencia en la provisión de bienes y servicios a la Administración del Estado (boletín N° 3.620-13). (Véase en los Anexos, documento 2)


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el tercero informa que ha aprobado el proyecto de ley que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (boletín N° 3.507-13). (Véase en los Anexos, documento 3)


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso.



Con el cuarto comunica que otorgó su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, al proyecto de modernización y rediseño funcional del Ministerio de Educación (boletín N° 3.026-04).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el quinto informa que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Ruiz De Giorgio, que modifica diversas normas del Código del Trabajo, contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social (boletín N° 1.394-13).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el sexto comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, con el objeto de proteger el patrimonio de las organizaciones sindicales (Boletín Nº 3.610-13).



Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con los dos siguientes informa que ha aprobado las proposiciones formuladas por las Comisiones Mixtas constituidas para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación de los siguientes asuntos:



1) Proyecto que introduce modificaciones a la ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativas a los actos de violencia intrafamiliar, con urgencia calificada de "suma" (Boletín Nº 2.318-18).



2) Proyecto que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos, con urgencia calificada de "discusión inmediata" (Boletín Nº 3.885-07).



--Quedan para tabla.



Con el noveno comunica que ha designado a los señores Diputados miembros de la Comisión de Hacienda para que integren la Comisión Especial que deberá informar el proyecto de Ley de Presupuestos para 2006.



--Se toma conocimiento.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual remite su parecer respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, referido a reformas orgánicas y procedimentales concernientes al Poder Judicial (Boletín Nº 3.790-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, a través del cual responde un oficio del Honorable señor Prokurica, respecto de los oficios remitidos por los señores Senadores no contestados por los distintos Ministerios y Servicios Públicos.



Del señor Ministro de Hacienda, por medio del que informa sobre los oficios remitidos en nombre de los señores Senadores, cuyas respuestas se encuentran pendientes. 



Del señor Ministro de Educación, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Stange, sobre becas alimenticias de los alumnos de la Escuela de Alerce Norte en la comuna de Puerto Varas. 



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, acerca del proyecto Portal Bicentenario que se desarrollará en el actual Aeropuerto de Los Cerrillos.



De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, a través del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a medidas adoptadas para evitar daño en los ecosistemas de los Parques y Áreas Silvestres Protegidas.



De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores, con el que da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, en cuanto a la posibilidad de financiar la reparación de la multicancha del Centro de Vida Familiar Beata Laura Vicuña de Traiguén.



Del señor Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, acerca de los efectos negativos que sufrirán algunas comunidades indígenas por la construcción del Centro de Manejo de Residuos Sólidos de La Araucanía en la comuna de Lautaro.



Del señor Director Nacional de Pesca, con el que contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, respecto de la situación de los pescadores artesanales de Puerto Cisnes.



De la señora Directora Nacional del Instituto de Normalización Previsional, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Stange, sobre procedimientos que deben seguir sus ex imponentes para acceder a beneficios previsionales.



Del señor Director Regional del Servicio Agrícola y Ganadero de La Araucanía, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, tocante a actividades realizadas por derrame de petróleo en la comuna de Renaico.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Lautaro, a través del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, referente a inversiones consideradas ante eventual incremento de recursos municipales desde el Fondo Común Municipal.



Del señor Gerente General del Servicio de Cooperación Técnica, mediante el que responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, respecto de asesorías a la Ilustre Municipalidad de Curacautín para el desarrollo del turismo.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, con urgencia calificada de "suma" (boletín Nº 3.021-07). (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5)


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las penas en los casos de delitos de maltrato de obra a carabineros con resultado de muerte o lesiones graves, con urgencia calificada de "simple" (boletín Nº 3.587-02). (Véase en los Anexos, documento 6)


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, Ley Orgánica de Polla Chilena de Beneficencia (boletín Nº 2.815-05). (Véase en los Anexos, documento 7)


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede acción pública respecto de infracciones a las normas relativas al trabajo de menores (boletín N° 3.524-13). (Véase en los Anexos, documento 8)


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea y regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación, con urgencia calificada de "suma" (boletín Nº 3.964-14). (Véase en los Anexos, documento 9)


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción del Senador señor Moreno, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, a Monseñor Ricardo Ezatti Andrello (boletín Nº 3.948-07). (Véase en los Anexos, documento 10)


--Quedan para tabla.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1º Tratar como si fuera de Fácil Despacho el proyecto de acuerdo que figura en el segundo lugar del Orden del Día de hoy, aprobatorio del Convenio de Santa Cruz de la Sierra, constitutivo de la Secretaría General Iberoamericana.



2º Agregar, como puntos 2 y 3 de la tabla de esta sesión, respectivamente, los siguientes proyectos: el que introduce modificaciones a la ley Nº 19.325, acerca de normas sobre procedimiento y sanciones relativas a los actos de violencia intrafamiliar; y el que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos, ambos con informes de Comisión Mixta de los cuales se dio cuenta hace algunos momentos.



3º Enviar a la Comisión de Economía, para informe, el proyecto, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales, iniciativa que figura hoy en el cuarto lugar del Orden del Día, y



4º Devolver a la Comisión de Economía, para nuevo segundo informe, el proyecto que modifica diversos cuerpos legales para limitar el cobro de intereses, regular la subasta hipotecaria y enmendar el recurso de revisión, signado con el número 5 en la tabla de esta sesión.

El señor ROMERO (Presidente).- En consecuencia, corresponde discutir, en primer término y como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Santa Cruz de la Sierra, constitutivo de la Secretaría General Iberoamericana.

V. ORDEN DEL DÍA
CONVENIO DE SANTA CRUZ DE LA SIERRA PARA CREACIÓN DE

SECRETARÍA GENERAL IBEROAMERICANA

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el "Convenio de Santa Cruz de la Sierra, constitutivo de la Secretaría General Iberoamericana", suscrito en La Paz, Bolivia, el 15 de noviembre de 2005, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de "suma".

--Los antecedentes sobre el proyecto (3730-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 5ª, en 14 de junio de 2005.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 31ª, en 31 de agosto de 2005.
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- El objetivo principal del Convenio es la creación de la Secretaría General Iberoamericana, sucesora de la Secretaría de Cooperación Iberoamericana con sede en Madrid, como un organismo internacional dotado de personalidad jurídica propia y con capacidad para celebrar los actos y contratos necesarios para el cumplimiento de sus fines.



La Comisión de Relaciones Exteriores, en vista de que la constitución de la referida entidad no supone nuevos gastos para el país, aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez y Valdés, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Por último, de conformidad con lo establecido en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión propone al señor Presidente que la iniciativa sea discutida en general y en particular a la vez. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En la discusión general y particular, tiene la palabra el Honorable señor Larraín, quien lo informará.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el titular de la Comisión me pidió efectuar en su nombre la relación de la iniciativa.



El proyecto, originado en mensaje del Presidente de la República y que cumple su segundo trámite constitucional en el Senado, fue analizado en la Comisión con la asistencia del Director General de Política Exterior, señor Carlos Portales; el Director de Políticas Multilaterales, señor Pedro Oyarce; el Director de Planificación, señor  Eduardo Gálvez, y el Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso.



El Convenio se inscribe dentro de la política del Gobierno de España de dar al organismo impulsado por dicho país en relación con las Cumbres Iberoamericanas, mayor fuerza y capacidad operativa para articular las vinculaciones que corresponden de acuerdo con su contexto.



En lo específico, el instrumento tiene como objetivo la creación de la Secretaría General Iberoamericana, con sede en Madrid, como sucesora de la Secretaría de Cooperación Iberoamericana y como un organismo internacional dotado de personalidad jurídica propia y capacidad para celebrar los actos y contratos necesarios para el cumplimiento de sus fines.



El Convenio, además, refuerza el marco institucional de la Conferencia Iberoamericana, al brindarle cohesión interna y darle mayor proyección internacional.



La Secretaría General, como órgano de apoyo de la referida entidad, tendrá los siguientes objetivos:



Primero, contribuir al fortalecimiento de la Comunidad Iberoamericana y asegurarle su proyección internacional.



Segundo, coadyuvar a la organización del proceso preparatorio de las Cumbres y de todas las reuniones iberoamericanas.



Tercero, fortalecer la labor desarrollada en materia de cooperación dentro del marco de la Conferencia Iberoamericana, promoviendo la cooperación, de conformidad con el Convenio de Bariloche.



Y cuarto, promover los vínculos históricos, culturales, sociales y económicos entre los países iberoamericanos, reconociendo y valorando la diversidad de sus pueblos.



A juicio de la Comisión, la iniciativa reviste especial importancia para las relaciones de Chile con las naciones iberoamericanas, en especial con España, país que ha impulsado las Cumbres Iberoamericanas de Jefes de Estado y de Gobierno, a fin de reforzar los lazos históricos que nos unen.



Cabe destacar que el Convenio se encuentra actualmente en vigor y que el destacado hombre público señor Enrique Iglesias -hasta hace poco Presidente del Banco Interamericano de Desarrollo- ha sido propuesto para desempeñar el cargo que se crea. El señor Iglesias es una distinguida personalidad internacional y, por sus roles en el BID, garantiza a la nueva entidad mayor fuerza y proyección en el contexto latinoamericano.



La iniciativa no implica nuevos gastos para el erario, toda vez que su costo, de aproximadamente 15 mil dólares, equivale a la suma que nuestro país paga en la actualidad a la Secretaría de Cooperación.



Reitero que este acuerdo es relevante para Chile, en particular en lo concerniente a sus relaciones con las demás naciones latinoamericanas, pues las reuniones a nivel iberoamericano son una excelente oportunidad para afianzarlas.



A la Comisión le asiste la convicción de que la prioridad que tiene América Latina dentro de nuestras relaciones internacionales se verá favorecida con la creación de la Secretaría General.



Sin embargo, durante el debate surgió una preocupación por la presencia y, en general, por la política de Chile en cuanto a su incorporación en múltiples organismos internacionales. A solicitud del Presidente de la Comisión, la Cancillería acompañó un documento sobre el particular, elaborado por ella, según el cual nuestro país participa en 180 entidades de esa índole, con un costo anual que bordea los 15 millones de dólares. Al respecto, cabe subrayar que Chile adeuda en este minuto 9 millones de dólares por concepto de cuotas, lo cual, ciertamente, parece incorrecto a la luz de la importante presencia internacional que nuestra nación ha estado teniendo desde hace varios años.



Por tal motivo, con ocasión de este proyecto y sin perjuicio de prestarle su aprobación, la Comisión hizo presente a la Cancillería la necesidad de realizar una reunión específica destinada a evaluar la enorme participación de Chile en organismos internacionales, con el fin de averiguar el resultado obtenido. Desde luego, se aprecian grandes beneficios a propósito de muchas de estas entidades, pero se quiere determinar si lo mismo ocurre con todas, con el objeto de focalizar mejor los gastos de nuestro país en el ámbito internacional.



La Comisión, como indicó el señor Secretario, aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros, y recomienda a la Sala proceder en idéntica forma.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo que aprueba el "Convenio de Santa Cruz de la Sierra, constitutivo de la Secretaría General Iberoamericana".



--Se aprueba en general y en particular, y queda despachado en este trámite.


El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de pasar al siguiente punto, solicito autorización para que ingrese a la Sala el doctor Oscar Vargas, Director Nacional del Servicio Médico Legal.



--Se accede.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Parece que el doctor tiene muy buen ambiente en su Servicio, lo que nos parece muy bien, sin perjuicio de lo cual debo hacer presente a las personas que están en las tribunas que el Reglamento del Senado impide efectuar manifestaciones.



En todo caso, doy la bienvenida a los funcionarios del Servicio Médico Legal.



--(Aplausos en tribunas).
MODERNIZACIÓN DE Servicio Médico Legal 
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre modernización, regulación orgánica y planta del personal del Servicio Médico Legal, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la de Hacienda y con urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3154-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 37ª, en 9 de marzo de 2004.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 52ª, en 21 de abril de 2004.


Constitución (segundo), 29ª, en 30 de agosto de 2005.


Hacienda, sesión 29ª, en 30 de agosto de 2005.


Discusión:



Sesión 54ª, en 5 de mayo de 2004 (se aprueba en general).
El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).-
Ambas Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos permanentes 1º, 6º, 8º, 9º y 13 (que pasa a ser 22), y el artículo 5º transitorio. Estas disposiciones conservan el mismo texto con que fueron aprobadas en general, por lo que, de conformidad con lo preceptuado en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento, deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, contando con la unanimidad de los Senadores presentes, solicite someterlas a discusión y votación.



El artículo 5º transitorio es de quórum calificado, por lo que su aprobación requiere el voto conforme de 25 señores Senadores.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas.



--Quedan aprobadas reglamentariamente las normas enunciadas por el señor Secretario, dejándose constancia, para los efectos relativos al quórum, de que emitieron pronunciamiento favorable 29 señores Senadores. 

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Las restantes constancias reglamentarias se transcriben en los respectivos informes.



Las modificaciones efectuadas al proyecto aprobado en general por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento se consignan en su segundo informe. Todas ellas fueron acordadas por unanimidad.



Por su parte, la Comisión de Hacienda, conociendo de los preceptos de su competencia, efectuó diversas enmiendas a la iniciativa despachada por la de Constitución, las que se transcriben en el informe correspondiente. Todas ellas fueron acordadas por unanimidad.



Cabe señalar que la Comisión de Hacienda incorporó al proyecto un Título III, nuevo, que establece una Asignación de Estímulo a la Función Pericial Médico-Legal.



Por su parte, según lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, las enmiendas acordadas por unanimidad deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador, antes de iniciarse la discusión particular, solicite debatir la proposición respecto de alguna de ellas o haya indicaciones renovadas, las cuales no se han presentado hasta este momento.



El artículo 4º es de quórum calificado, por lo que su aprobación requiere el voto conforme de 25 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que transcriben el proyecto aprobado en general por el Senado, las modificaciones efectuadas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, las enmiendas realizadas por la de Hacienda, y el texto final que resultaría de aprobarse dichas modificaciones.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En la discusión particular del proyecto, tiene la palabra el Honorable señor Espina, Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, agradezco a la Comisión de Hacienda, a través del Senador señor Ominami, en su calidad de Presidente, por los diversos asuntos que ha incorporado al proyecto.



Deseo hacer un breve resumen de los principales aspectos que en él se abordan.



La iniciativa tiene como propósito central modernizar el Servicio Médico Legal. Con tal finalidad, precisa su naturaleza jurídica, sus objetivos y las funciones que debe desarrollar; establece su organización desconcentrada sobre la base de una Dirección Nacional y direcciones regionales; regula su organización interna; fija las funciones que corresponderán a cada uno de sus órganos, y establece normas sobre personal. Enseguida, efectúa una delegación de facultades al Presidente de la República para determinar las nuevas plantas del personal del Servicio y dispone normas para el encasillamiento.



¿Cuáles son algunos de los principales cambios realizados al proyecto en la discusión particular?



El artículo 2º reordena las funciones del Servicio Médico Legal, estableciendo en forma más clara y precisa su misión.



El artículo 3º estatuye que el Servicio ejercerá la tuición técnica sobre el personal que participe en la ejecución de peritajes médico-legales, y se dispuso que también lo hará respecto de los organismos donde se desempeñen los profesionales a cargo de las pericias. Esto resulta fundamental, considerando la entrada en funcionamiento de la nueva reforma procesal penal, particularmente, en la Región Metropolitana.



El artículo 7º, referido a las funciones del Director Nacional del Servicio, confiere a éste atribuciones más sustantivas en materia de elaboración de los presupuestos anuales del organismo, de fijación de metas de gestión y fortalecimiento de la estructura y de la labor del Servicio en Regiones.



Los funcionarios plantearon insistentemente la necesidad de establecer con mayor claridad sus atribuciones y la forma como deben llevarse adelante en Regiones aspectos de tanta importancia como las pericias.



El artículo 11 precisa las funciones que el Servicio desempeñará para contribuir a la formación y perfeccionamiento de postulantes y funcionarios del Poder Judicial, del Ministerio Público y de la Defensoría Penal Pública en materias médico-legales, cuando esa asistencia docente le sea solicitada oficialmente.



El artículo 12 enfatiza la importancia de la labor que desarrolla el Servicio, particularmente en Regiones.



El artículo 14 regula en mejor forma lo relativo al deber de reserva que pesa sobre el personal del Servicio Médico Legal. Con este objetivo, se establecen las consecuencias de su vulneración; las personas ante las cuales se practicará un examen médico-legal; la utilización de los resultados de tales exámenes en la enseñanza, y las normas que regirán la reserva cuando la pericia que se efectúe se relacione con la investigación de un hecho que revista caracteres de delito.



El artículo 16 contiene diversas precisiones en cuanto al cumplimiento de las órdenes judiciales y del Ministerio Público y a la realización de exámenes a personas que se encuentran bajo la custodia de Carabineros y de la Policía de Investigaciones.



El artículo 1º transitorio faculta al Presidente de la República para fijar las plantas del personal del Servicio Médico Legal mediante decreto con fuerza de ley. Se dispone que, en el ejercicio de esta facultad, el Jefe del Estado dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije, y que, de igual forma, establecerá la fecha de vigencia de éstas, así como la dotaciones máximas de personal y los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y el artículo 7º bis de la ley Nº 18.834.



Por último, señor Presidente, al finalizar la discusión particular, los miembros de la Comisión de Constitución resolvieron enviar un oficio a los señores Ministros de Justicia y de Hacienda, con el fin de expresarles que en el contexto de la tramitación del proyecto se escuchó a representantes de las distintas organizaciones que agrupan a los funcionarios del Servicio Médico Legal, y que se evaluaron las necesidades de este organismo en materia de profesionales especialistas, habida consideración de las insuficiencias que lo afectan y de los nuevos desafíos que le reporta el nuevo sistema procesal penal.



Por estas consideraciones, en dicho oficio la Comisión planteó a los Secretarios de Estado la conveniencia de que durante el diseño de las futuras plantas de personal de esa entidad, se haga un especial esfuerzo por incluir en ellas el mayor número posible de cargos servidos por profesionales afectos a la ley Nº 15.076. Además, se les manifestó que la dictación de una nueva Ley Orgánica del Servicio Médico Legal representa una oportunidad para resolver de manera más realista y permanente esas materias.



En virtud de las consideraciones expuestas, la Comisión de Constitución recomienda a la Sala la aprobación del proyecto en comento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, seré muy breve. Sólo me limitaré a complementar el informe del Presidente de la Comisión de Constitución.



En el artículo 7º del Título III de la iniciativa, se crea una asignación de estímulo a la función pericial médico-legal para todos los profesionales funcionarios de la ley Nº 15.076. Tal asignación constituye una herramienta para incentivar la permanencia de los recursos humanos valiosos en que ha invertido el país, tanto en su formación como en su perfeccionamiento, y también para atraer especialidades en falencia al Servicio Médico Legal.



Las características de dicha asignación son las siguientes:



En primer lugar, se otorga contra el cumplimiento de ciertas metas, que deben alcanzar, a lo menos, el 90 por ciento de lo establecido.



En segundo término, su monto será de entre 32 y 50 por ciento de la base compuesta por el sueldo base más la asignación de estímulo (fluctuará entre los porcentajes señalados de ese valor de referencia); es imponible y tributable, y se pagará en cuotas trimestrales, sin el tope de la ley Nº 15.076. Todo ello bajo el control del Ministerio de Justicia.



Deseo agregar que la asignación se pagará a todo evento durante el primer semestre de 2006. En el segundo semestre de dicho año se pagará de acuerdo al cumplimiento de las metas del primer semestre, hasta un 37,5 por ciento de la base, y el 2007 entra en régimen, pagándose hasta 50 por ciento de la base.



Adicionalmente, se abre la posibilidad de mejorar los viáticos de los profesionales funcionarios de la ley Nº 15.076, desde el equivalente al grado 21º se pasa al grado 4º, cuando deban comparecer a audiencias judiciales.



Termino señalando que el costo total de esta iniciativa alcanza a mil 377 millones 484 mil pesos.  

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor ARELLANO (Ministro de Justicia subrogante).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero agradecer al Honorable Senado el que haya hecho llegar finalmente al conocimiento de la Sala esta iniciativa, largamente anhelada por el Servicio Médico Legal, por sus administrativos, auxiliares y funcionarios de la ley 15.076 -nos encontramos en compañía del Director Nacional del Servicio-, con quienes hemos trabajado arduamente en su estudio.



El Gobierno del Presidente Lagos se ha esforzado desde el año 2001 en incrementar de manera permanente el presupuesto del Servicio Médico Legal. Paralelamente a ello se presentó este proyecto de ley, que busca modernizar la planta y la orgánica del Servicio Médico Legal.



Hemos ido, por lo tanto, reforzando su presupuesto para los efectos de la reforma procesal penal, pero necesitábamos –como bien señalaron los Senadores informantes- mejorar la orgánica de la referida entidad.



Además, presentamos una indicación, la cual surgió a raíz  del debate llevado a cabo en la Comisión de Constitución, donde sus miembros nos dieron a conocer su preocupación por establecer una forma de incentivar la incorporación de profesionales al Servicio Médico Legal y de retener a aquellos que se han ido formando como peritos en él. Y eso se logrará a través de la asignación de estímulo.



Junto con ello, el proyecto permitirá mejorar notablemente la relación contrata-planta en la Escala Única de Sueldos. Ello es también tremendamente importante y generador de estabilidad en el trabajo de los funcionarios.



Sin ánimo de alargarme, debo señalar que la iniciativa en debate crea las Direcciones Regionales que antes no existían en la ley orgánica del Servicio, que data de 1960, y -como ya se señaló- establece claramente las atribuciones de la Dirección Nacional, de las Subdirecciones y otorga de manera adecuada, a través de un decreto con fuerza de ley, la facultad para fijar las plantas del Servicio.



El Ejecutivo está muy complacido por el perfeccionamiento de que fue objeto el proyecto y por el apoyo que éste recibió de parte de las Comisiones de Constitución y de Hacienda del Senado. 



Por lo tanto, solicitamos a la Sala que lo apruebe, para que en breve, una vez cumplida su tramitación en el Parlamento, pueda ser ley.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, sólo quiero decir que la modernización del Servicio Médico Legal es vital para la entrada en marcha de la reforma procesal penal. Porque es uno de los puntos que estaba atascado y que, entre otros, incidía justamente en los exámenes periciales de algunos de los juicios más importantes.



En segundo lugar, éste es uno de los pocos casos en que, en los últimos años, el Gobierno ha hecho una modernización de un servicio público que va acompañada de una reestructuración de sus plantas, con aumento de sueldo. Aquí ha habido una novedad importante. Y, quizás porque estamos muy atrasados, se establecen asignaciones que mejoran sustancialmente las remuneraciones de los empleados.



He dicho.

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El seño ORPIS.- Señor Presidente, sin perjuicio de estar de acuerdo con el proyecto, quiero dejar testimonio en esta Sala de un inconveniente que se presentó y que ha pasado a ser un tema público bastante importante hace un tiempo.



El Senador señor Viera-Gallo tiene toda la razón al señalar que la materia que nos ocupa se vincula con la nueva reforma procesal penal, especialmente con los servicios auxiliares de la Administración de Justicia.



Deseo hacer presente que en el norte existía un grave problema con la toma de exámenes respecto de los delitos de tráfico de drogas. Durante seis meses aquéllos fueron enviados por la Fiscalía al Instituto de Salud Pública en Santiago, a objeto de formalizar las querellas. Sin embargo, al menos dos reos quedaron en libertad, al no poder cumplirse con dicho trámite.



¿Qué tiene que ver lo que señalo con este proyecto?



Resulta que el Servicio Médico Legal tiene un laboratorio en Iquique que podría implementar la toma de exámenes correspondientes a las cuatro primeras Regiones del país.



Lamento que en la iniciativa que nos ocupa no se haya incorporado esa materia, que creo indispensable. Es absurdo enviar los exámenes a Santiago, a dos mil kilómetros de distancia, si existe la posibilidad de que dicho Servicio funcione en la referida ciudad, a fin de que la Fiscalía tenga acceso expedito a los resultados.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señores Senadores, no corresponde debatir cada uno de los artículos, porque fueron todos aprobados en forma unánime, tanto en la Comisión de Constitución como en la de Hacienda.



El artículo 4º es de quórum especial.



Por lo tanto, propongo que primero votemos este precepto, y si se aprueba con el quórum requerido, podríamos acoger el resto del articulado con la misma votación. Ello, para no pronunciarnos respecto de cada artículo.



Si le parece a la Sala, se aprobará el artículo 4º.



--Se aprueba, dejándose constancia, para los efectos constitucionales relativos al quórum, de que se pronunciaron favorablemente 26 señores Senadores. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el resto del articulado con la misma votación.



--Se aprueba en particular el proyecto, con el voto favorable de 26 señores Senadores, y queda despachado en este trámite.


--(Aplausos en las tribunas).
REEMPLAZO DE LEY CONTRA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. 
INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Informe de Comisión Mixta, en segundo trámite constitucional, recaído en el proyecto que deroga la ley Nº 19.325 y establece normas sobre procedimiento y sanciones relativos a los actos de violencia intrafamiliar, con urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (2318-18) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 5 de noviembre de 2003.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 16ª, en 13 de julio de 2005.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 23ª, en 4 de enero de 2005.


Constitución (segundo), sesión 52ª, en 17 de mayo de 2005.


Comisión Mixta, sesión 32ª, en 6 de septiembre de 2005.


Discusión:



Sesión 27ª, en 12 de enero de 2005 (se aprueba en general), sesión 1ª, en 7 de junio de 2005 (se aprueba en particular).
El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- La controversia entre ambas ramas del Congreso se originó en el rechazo por la Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de una serie de modificaciones efectuadas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



La Comisión Mixta formula en su informe la proposición destinada a resolver la divergencia entre ambas Corporaciones, la que fue acordada por unanimidad, con excepción del artículo 19, que establece la improcedencia de los acuerdos reparatorios en los procesos por delitos constitutivos de violencia intrafamiliar, que fue aprobado por 5 votos a favor (Senadores señores Chadwick y Viera-Gallo, y Diputadas señoras Allende, Mella y Saa), y el voto en contra del Senador señor Espina.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe la normativa legal correspondiente, el proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, el texto aprobado por el Senado, la proposición de la Comisión Mixta y el texto final que resultaría de aprobarse dicha proposición.



Cabe tener presente que los artículos 9º, 10, 15, 17 y 18, las letras b) y c) del artículo 22 y el artículo 23 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que para su aprobación requieren el voto conforme de 27 señores Senadores.



Finalmente, corresponde informar que la Honorable Cámara de Diputados, en sesión de hoy, dio su aprobación a la proposición de la Comisión Mixta.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, en mi calidad de Presidente de la Comisión Mixta, quiero expresar mi reconocimiento a las señoras Diputadas y a los señores Diputados y Senadores que participaron en el acuerdo que se logró entre ambas Cámaras respecto de este proyecto -quizás uno de los más relevantes que nos ha tocado tramitar durante este año-, que dice relación a un tema social de fondo que afecta especialmente a miles de mujeres: el drama de la violencia intrafamiliar, situación que la legislación actual ha sido incapaz de resolver, por vacíos legales que, en la práctica, dejaban en la total impunidad -me atrevería a decir- cientos de casos en que se vivía un verdadero infierno en las familias, producto de la violencia de que eran objeto, por regla general, las mujeres -cónyuges o convivientes- y también los hijos.



El acuerdo alcanzado, entre otros aspectos, permite crear por primera vez en nuestro país el delito de maltrato habitual, figura que establece una penalidad de 61 a 540 días de cárcel para quienes ejercen de forma usual la violencia física o psíquica respecto de alguna de las personas referidas en la disposición que precisa lo que se entiende por violencia intrafamiliar, salvo, por cierto, que el hecho constituya un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará la pena del delito más grave.



También se consigna que, para apreciar la habitualidad, se atenderá al número de actos ejecutados, así como a la proximidad temporal de ellos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre la misma víctima u otra diferente. Este aspecto es relevante, porque los actos de violencia intrafamiliar no se ejecutan sólo en contra de uno de los miembros del grupo familiar, sino también, en forma reiterada, habitual, en contra de varios de ellos. Y, para estos efectos, obviamente no se van a considerar los casos de violencia intrafamiliar que hayan sido objeto de una sentencia anterior.



Además, se establece una norma novedosa y distinta que señala que los procesos por estos delitos de ejercicio habitual de violencia física y psíquica se inician con la interposición de acciones ante el respectivo tribunal de familia. Éste evaluará la configuración de las exigencias legales para tipificar tal delito y remitirá los antecedentes al Ministerio Público para que siga adelante el proceso, la investigación y la sanción del responsable.



En seguida, deseo dar a conocer brevemente otros aspectos relevantes de esta iniciativa legal.



Se amplía el concepto de violencia intrafamiliar con relación a quiénes pueden ser víctimas de ella. Se lo define como “todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él; o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente.



“También habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente ocurra entre los padres de un hijo común, o recaiga sobre persona menor de edad o con discapacidad que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.”.



Todo acto que constituya violencia intrafamiliar, como señalé recién, es de conocimiento de los tribunales de familia, salvo que constituya un delito más grave, caso en el cual, obviamente, le corresponde intervenir al Ministerio Público. 



El tribunal de familia calificará los hechos denunciados. Si éstos configuran un delito común de mayor gravedad o de maltrato habitual -al que hice mención anteriormente-, dicho tribunal remitirá de inmediato los antecedentes al Ministerio Público.



Ya describí el delito de maltrato familiar e indiqué la conducta típica del que incurre en él.



Por otra parte, señor Presidente, y en concordancia con lo anterior, se establecen las siguientes normas: se eleva la pena del delito de lesiones corporales cuando la víctima tiene con el ofensor alguno de los vínculos que señala la nueva ley sobre violencia intrafamiliar, esto es, una relación conyugal, de parentesco o convivencia permanente. Ello, respecto de los delitos comunes tipificados en el Código Penal. Es decir, cometer esos delitos en contra de un pariente evidentemente implica una agravación de la pena.



Las lesiones corporales nunca podrán ser calificadas de leves, si afectan a las personas a quienes se refiere la nueva normativa. Por lo tanto, siempre serán consideradas menos graves.



Se incorpora al conviviente entre aquellos respecto de los cuales se puede configurar la atenuante de haberse ejecutado el hecho en vindicación próxima de una ofensa grave. Es el caso de una persona que reacciona frente a la permanente violencia que se ejerce en su contra, producto de lo cual comete una acción que provoca daño al agresor. En tal caso, se entiende que es una circunstancia atenuante cuando la conducta realizada se debe a un acto de hostigamiento o de violencia cometido en forma habitual.



Como consecuencia de las modificaciones anteriormente señaladas, se establece un sistema equilibrado de sanciones penales entre el delito de maltrato habitual y las lesiones, donde éstas conservan una pena mayor.




Señor Presidente, otro tema extraordinariamente importante es el relativo a las medidas cautelares, que son aquellas que deben dictar los jueces de inmediato para impedir que se sigan cometiendo estos delitos. Tanto los tribunales de familia como los tribunales en lo penal quedan facultados para decretar medidas cautelares de protección para la víctima. Quizá éste ha sido uno de los puntos más controvertidos de la legislación vigente, porque cuando las víctimas acudían a los tribunales de justicia, éstos habitualmente no adoptaban las medidas de protección en forma urgente e inmediata y estas personas quedaban en la indefensión, producto de lo cual no sólo se generaba un abuso mayor en su contra, sino también una verdadera desprotección del derecho a la integridad física y psíquica de las personas agredidas.



Para tales efectos, además, se considerarán especialmente las situaciones de riesgo que ponen en peligro a la víctima, como la drogadicción, el alcoholismo, las denuncias o condenas previas por violencia intrafamiliar, la existencia de procesos pendientes o condenas previas por crímenes o simple delito en contra de las personas por la ley sobre control de armas, o antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta, como también los casos en que la víctima esté embarazada, sea discapacitada o se halle en una condición que la haga vulnerable.



En este punto, señor Presidente, quiero señalar que por primera vez se incorpora lo que se llama “situación de riesgo”. Es decir, antes de que se materialice la agresión y se consume la agresión física o psíquica, se permite que la víctima -habitualmente una mujer- pueda recurrir a los tribunales y pida la protección adecuada, y no como ocurre lamentablemente hoy en día, que sólo puede actuar una vez que ha sido agredida y se ha materializado la acción de violencia intrafamiliar. Lo que ha hecho el legislador es prevenir que se materialice la agresión, entregándole esta herramienta a la víctima para que pueda recurrir a los tribunales, a fin de que se adopten las medidas de protección o las medidas cautelares pertinentes.



En materia de sanciones, se establece que en los tribunales de familia se castigará el maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su gravedad, con una multa que va de media a quince unidades tributarias mensuales. Y, en lo penal, se aplicará la pena principal y las accesorias que correspondan al delito.



En lo tocante a medidas accesorias -las que acompañan a la sanción principal: si se trata de los tribunales de familia, va a ser habitualmente una sanción de multa, y si son los tribunales del crimen, una de cárcel-, se consagran las siguientes: obligación del ofensor de abandonar el hogar que comparte con la víctima; prohibición de acercarse a ella o a su domicilio, lugar de trabajo o de estudio; prohibición de porte y tenencia y, en su caso, comiso de armas de fuego, y asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar.



El incumplimiento de alguna de estas medidas accesorias da origen al delito de desacato a una resolución judicial, que, como Sus Señorías saben, tiene una penalidad que -si mal no recuerdo- va desde tres años y un día a cinco años de cárcel para quien lo comete.



En cuanto al incumplimiento de las medidas cautelares, tanto en los tribunales de familia como en los del crimen, se presentan también importantes efectos. El juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes del caso a fin de que se investigue el desacato -la inobservancia de medidas cautelares o penas accesorias- por parte de la persona condenada, sin perjuicio de aplicar a ésta, como medida de apremio, el arresto hasta por quince días.



Una vez que el Ministerio Público haya conocido la situación, el infractor enfrentará una pena de hasta cinco años de privación de libertad. La policía deberá detener de inmediato a quien sea sorprendido en el quebrantamiento flagrante de estas medidas. 



La única excepción se establece respecto de la persona que tiene la obligación de asistir a programas terapéuticos o de orientación familiar. En ese caso, se le exige cumplir con ese deber o se le aplica una medida accesoria de reemplazo.



Por otra parte, se introducen importantes modificaciones en materia procesal penal: se consagra la improcedencia de los denominados “acuerdos reparatorios” en los procesos por delitos constitutivos de violencia intrafamiliar. Éste es un aspecto relevante, porque llegamos a la convicción, en virtud de los antecedentes que nos fueron proporcionados, de que dichos acuerdos habitualmente son forzados y no voluntarios…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor ESPINA.- Termino de inmediato, señor Presidente.



Me queda muy poco y, además, estoy informando un proyecto de ley.

El señor PROKURICA.- ¡Es el Senador informante!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede continuar, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Muchas gracias, señor Presidente.



Fundamentalmente, creemos que en este tipo de conflictos no deben existir los acuerdos reparatorios, porque son el resultado de presiones ejercidas más que de un acuerdo puro y simple, lo que, en definitiva, lleva a soluciones artificiales que  no resuelven el problema de fondo.



Por otra parte, se faculta al Servicio Nacional de la Mujer para que, en casos calificados por esta institución, represente judicialmente a la mujer víctima de delitos asociados a violencia intrafamiliar que sea mayor de edad y siempre que lo requiera, a fin de que pueda ejercer sus derechos procesales.



También se establece que el juez de garantía impondrá como condición para decretar la suspensión del procedimiento una o más de las medidas accesorias contempladas en esta normativa y, adicionalmente, la contenida en el Código Procesal Penal.



Por último, señor Presidente, se modifican dos cuerpos legales.



En la ley Nº 18.216, que consagra medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, se incorporan los delitos constitutivos de violencia intrafamiliar entre aquellos respecto de los cuales el tribunal podrá imponer, para conceder cualquiera de los beneficios de que se trata, la condición de que el condenado no ingrese ni acceda a las inmediaciones del hogar, al establecimiento educacional o al lugar de trabajo de la persona ofendida.



En la ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia, se enmiendan algunas de sus normas para guardar la debida correspondencia y armonía con las disposiciones de este proyecto.



Por todas estas consideraciones, señor Presidente, en nombre de la Comisión Mixta, integrada por Senadores, Diputadas y Diputados, solicito la aprobación de la iniciativa.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Junto con decir que son muy bienvenidas a este debate las personas que se encuentran en las tribunas, debo advertirles que el Reglamento impide hacer manifestaciones.



Por lo tanto, les sugiero que las reserven para el final.



Tiene la palabra el Senador señor Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, hablo en nombre del Consejo Nacional del Adulto Mayor, en el cual –como Sus Señorías saben- represento al Honorable Senado.



En dicho organismo se me planteó cierta inquietud en orden a que un proyecto de esta relevancia podría eventualmente no aplicarse a los adultos mayores como sujetos de protección. Después de analizarlo, llegamos a la conclusión de que, conforme al inciso primero del artículo 5º, se puede deducir con claridad que la iniciativa se hace extensiva a los adultos mayores, por lo menos a los que tienen vínculos de parentesco con el cónyuge del ofensor o con algunos de los integrantes del hogar donde se plantea el problema de la violencia intrafamiliar. 



Respecto de los adultos mayores que son terceros, pero que viven en un régimen de protección en hogares de determinadas personas, existía una duda. Sin embargo, no había tiempo para aclararla en el inciso segundo. En todo caso, al analizar dicho artículo, se deduce con nitidez que éste se aplica tanto a los adultos mayores que, en calidad de sujetos pasivos, aparecen vinculados al cónyuge o a determinado pariente, como a aquellos que simplemente son amigos o protegidos en la casa de que se trata.



Planteé este asunto en la reunión de Comités esta tarde y el señor Presidente me aconsejó que dejara constancia de esta circunstancia en la Sala para que en la historia fidedigna de la ley quedara perfectamente diáfano que este proyecto rige en plenitud para los adultos mayores en los mismos términos en que opera para la mujer o los hijos.



Cumpliendo con ese cometido, he hecho presente esta explicación.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Quedará constancia en la historia de la ley, como lo ha solicitado el señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, vamos a apoyar la iniciativa en debate, y lo haremos con la fuerza y el entusiasmo que hemos puesto al trabajar en estos temas desde que asumimos la senaduría.



En esta oportunidad, para poner en claro lo que estamos haciendo, deseo señalar que hay pocos hechos más violentos y más abyectos que la violencia intrafamiliar. En ese sentido, todo lo que hagamos para mejorar la condición de la mujer -sobre todo dentro del matrimonio, de la pareja- es poco. 



Lo que hemos hecho en este proyecto, que respaldamos, representa la culminación de un largo proceso de mejoramiento de las condiciones legales y de la situación concreta de las mujeres en la materia.



Sólo quiero formular dos observaciones.



La primera de ellas es que, a pesar de que se concluye que esto tiene que ver con los niños, la verdad es que el tema de los menores maltratados sigue siendo un problema no resuelto en Chile. 



En los años 1994-1995, aprobamos en el Senado una normativa llamada “Ley sobre Maltrato Infantil”. Pero, desgraciadamente, fue subsumida por lo que en ese momento era la gran preocupación: la violencia intrafamiliar. Después de eso, las políticas referentes a los niños han ido quedando en rezago.



En esta Sala y a través de gestiones realizadas con el Senador señor Viera-Gallo, con el cual hemos trabajado en conjunto, planteamos al Gobierno la necesidad de implementar una política general sobre la infancia, porque cuatro millones y medio de niños significan algo más que un simple grupo etario. Hemos pedido en reiteradas oportunidades -y lo hemos señalado públicamente- que aquí se requiere hacer una política para la infancia. 



Pese a que en su momento se nos dijo que éramos terroristas sociales, porque en 1994 hablamos de 8, 10 ó 15 por ciento de niños maltratados, hoy día vemos en forma permanente lo que está sucediendo sobre el particular. Esto no sólo significa que se publiciten más casos, sino que también hay más maltrato y que éste es más refinado.



 Francamente, se ha llegado a un refinamiento que nos induce a pensar que podríamos estar en presencia de un aumento de las patologías mentales en el país, porque ya no se trata de un maltrato simple, sino prácticamente de una tortura, que habla de la insania con que se cometen estas acciones.



A propósito de esto, señor Presidente, pronto entraremos a debatir un proyecto sobre delincuencia infantil. Entre otras cosas muy positivas, vamos a disminuir la edad para hacer responsables a los niños. Me preocupa esta situación, porque se origina una paradoja descomunal: estamos en un país donde se maltrata cada vez más a los menores sin que entreguemos soluciones más concretas -lo digo porque en la iniciativa la expresión “niño” sólo figura en dos partes- y, al mismo tiempo, estamos haciendo leyes más punitivas para ellos.



El otro tema que me preocupa es que aquí no abordamos la esencia de la violencia chilena, de la intrafamiliar y de la relacionada con los más jóvenes, fundamentalmente los niños. 



Resulta que los niños nacen en un ambiente en el que ya se les empieza a violentar. No quiero adelantar debate sobre proyectos que vamos a ver en el futuro, pero cuando no hay interés en mejorar la condición del feto, que comienza a tener sentimientos muy profundos según la situación de la madre; cuando los niños no reciben un acunamiento suficiente y largo, como corresponde; o cuando no aparecemos ni en la televisión ni en la prensa para tratar el tema de fondo acerca de cómo se presenta la violencia en Chile, creo que estamos haciendo muy buenas leyes parcelares referentes, por una parte, a la mujer, y por otra, a los niños, pero sin una visión general, holística, del problema fundamental de por qué se produce la violencia en nuestra sociedad.



En el transcurso del tiempo, la juventud, y especialmente los adolescentes, ven un grado de violencia que se acerca a las cifras de Estados Unidos, donde a los trece años un niño ha visto del orden de diez mil o doce mil asesinatos, con la agravante de que no queda claro nunca quién es el verdadero asesino y, lo que es peor, nunca se sabe cuál es el asesino bueno o cuál el bueno que mata. 



Voy a apoyar este proyecto con entusiasmo, porque se halla en la raíz de nuestras concepciones de paz, de convivencia, de respeto al ser humano. Y lo hago con fuerza, porque nos enorgullecemos de que en un Gobierno y en un Parlamento como los nuestros hayamos alcanzado una forma de tratar a la mujer que no se compadece con la existente.



Sin perjuicio de ello, aprovecho de hacer una observación en voz alta: siento cierta decepción respecto de la manera en que hemos abordado esta materia. Esquivamos el tema esencial relativo a dónde surge la pedagogía de la violencia; qué hacemos al respecto; cómo transformamos esta sociedad que en todos los niveles se caracteriza por la violencia verbal, física, e incluso, la ejercida por la mayoría que tiene el poder. Lo señalo con mucha tranquilidad, porque ésa ha sido mi postura permanente en la vida.



Por eso, expreso mi respaldo al proyecto, pero también planteo mi preocupación por el hecho de que estemos eludiendo el tema básico: el de los niños. En efecto, aun cuando técnicamente se subsume la situación del maltrato infantil, no se le atribuye la relevancia que merece, ni tenemos, al parecer, la disposición de tratarla de una manera mucho más profunda, seria, a largo plazo y con mayor actitud.



En un tiempo se contó con el llamado “Plan Nacional de la Infancia”. Hay proyectos y leyes que podríamos mejorar. Nos quedan tareas por hacer. Y yo espero que próximamente avancemos hasta arribar a una sociedad en la cual el niño sea la parte esencial.



La madre, la compañera, es el fundamento de la pareja humana. No puede tocársela ni con el pétalo de una rosa. Pero también es verdad que si no tenemos la seguridad de tratar a nuestros hijos como corresponde, podemos hacerlo de una manera equivocada: con más cárceles, más gendarmes, más carabineros, más punición. Y, a la larga, les estamos dando ejemplos para que se hagan violentos. El 60 por ciento de los adultos culpables en las cárceles de Estados Unidos relata una historia clínica de maltrato. Ojalá podamos superar eso también, por la vía de mejorar las condiciones de la mujer. No es posible una juventud estable, bien criada, con principios claros y con posibilidades de cariño si la mujer no está en su casa un mínimo de tiempo, o no recibe tratamientos laborales adecuados, o si el marido carece de condiciones suficientes para lograr el acunamiento a que me he referido.



Señor Presidente, he querido manifestar estas ideas, sin perjuicio de apoyar el proyecto.



Muchas gracias.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, sin duda esta tarde estamos presenciando un debate de mucha importancia. No es una casualidad que “La Segunda” haya titulado su primera página con el contenido de este proyecto de ley. Y tampoco lo es que, además de nuestras dos queridas y muy destacadas Senadoras señoras Carmen Frei y Evelyn Matthei, se encuentren con nosotros las Diputadas señoras Isabel Allende, María Eugenia Mella, Adriana Muñoz y María Antonieta Saa, que han impulsado mucho esta iniciativa, así como la Ministra del SERNAM, señora Cecilia Pérez. 



Ahora, ¿qué es lo más relevante de esta normativa?



Desgraciadamente, en uno de cada cuatro hogares -el lugar donde debiera encontrarse afecto, acogida y comprensión- hay violencia, generalmente en contra de la mujer y de los niños.



Quiero señalar al Senador señor Ruiz-Esquide que en realidad la iniciativa es global, pues se refiere a la violencia contra cualquier miembro de la familia. Puede tratarse también, como ha dicho el Honorable señor Silva, de una persona de la tercera edad. Lo que pasa es que normalmente las víctimas tienen nombre de mujer. No es casualidad que 28 mujeres hayan sido asesinadas este año en Chile…



--(Aplausos en las tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ruego no hacer manifestaciones.

El señor VIERA-GALLO.- Qué más quisiéramos nosotros que el maltrato a los menores tuviera la misma visibilidad, porque, obviamente, también es un hecho repudiable que debemos erradicar de la convivencia nacional.



La importancia del proyecto -lo ha explicado muy bien el Senador señor Espina- radica en que estos buenos propósitos, o estas buenas intenciones, se traduzcan en instituciones jurídicas, que -esperamos- actúen con eficacia. A partir del 1 de octubre van a entrar en funcionamiento los tribunales de familia en todo Chile. El otro día, con motivo de la inauguración de los de Concepción y Talcahuano, los visité y debo decir que quedé muy impresionado por la enorme inversión que se ha hecho. Sólo resta esperar que la justicia que se imparta esté a la altura de la buena estructura que se ha creado.



Además, se entregan atribuciones al SERNAM para prevenir la violencia intrafamiliar. Eso es importante: no sólo podrá actuarse en forma sancionatoria, sino también se apunta a la educación, al cambio cultural y de hábitos, a la prevención.



Una vez que se produce la agresión y que la víctima se da cuenta de que no puede seguir soportándola y denuncia el hecho, desde ese momento un tribunal de familia podrá dictar medidas protectoras y cautelares, las que pueden ser drásticas, como obligar al acusado a salir del hogar, a no acercarse a la víctima, a fin de interrumpir la espiral de la violencia.



Asimismo, logramos precisar cuándo la violencia en cuanto tal constituye delito por dejar lesiones y cuándo también se lo comete a pesar de no dejar huellas físicas, como en la violencia psicológica habitual o en el encierro, tremendamente cruel para mujeres, adultos y menores. En estos casos, el tribunal de familia pasa los antecedentes al fiscal. Al respecto -hasta hace poco se encontraba presente el señor Ministro subrogante de Justicia-, hay un llamado de las señoras Diputadas (que, estoy cierto, las señoras Senadoras harán suyo, al igual que yo), en el sentido de que ojalá los fiscales pudieran especializarse más, para que cuando intervengan en casos de violencia intrafamiliar no apliquen rápidamente el principio de oportunidad y los archiven, sino que realmente tomen el peso a lo que está ahí siendo denunciado, porque de esa denuncia después pueden derivarse consecuencias muy graves para el resto de la familia. Para eso sería relevante que los fiscales y los defensores se especializaran y que, obviamente, los tribunales de familia, los jueces de garantía y los jueces orales, cuando deban tocar estos temas, lo hagan sobre la base de una concepción más amplia de todo lo involucrado en un acto de violencia intrafamiliar.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ruego evitar los aplausos, por favor. 



Tengo la obligación de aplicar el Reglamento.

El señor VIERA-GALLO.- Lo hacen simplemente porque están de acuerdo, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Imagino que es así, señor Senador.

El señor VIERA-GALLO.- Para terminar, quiero señalar lo siguiente. 



Nos encontramos hoy ante una buena iniciativa de ley. Hay consenso. Ha sido votada prácticamente por la unanimidad del Parlamento, y no después de muchas desconfianzas y discusiones. En realidad, todos hemos estado de acuerdo con su texto y, como lo demuestra la portada de “La Segunda” de hoy, contamos con la opinión pública a favor.



¿Qué falta ahora? Que la ley se aplique bien, lo cual va a depender mucho del Gobierno, de los tribunales...



--(Aplausos en las tribunas).

El señor VIERA-GALLO.- Por último, ello dependerá mucho de que los mismos aplausos que se escuchan esta tarde se hagan sentir con fuerza cada vez que se produzca un maltrato intrafamiliar que afecte a una mujer o a un niño.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Frei.

La señora FREI (doña Carmen).- Señor Presidente, la verdad es que es muy alentador ver esta tarde cómo nuestro país está llegando a un grado de madurez cívica que echábamos mucho de menos. Estamos dejando atrás hipocresías o situaciones que no se querían reconocer.



Como sabemos, la violencia intrafamiliar aqueja a toda la sociedad. No podemos decir que es propia de los sectores más modestos o con menor educación, porque se registra en todos los niveles. Es muy bueno -algunos reclaman que hoy se den cifras- que las mujeres tengan la libertad para contar y denunciar los maltratos. Porque de cada cinco mujeres tres los han sufrido, no sólo físicos, sino también sicológicos. ¡Y, por Dios, que es terrible para las mujeres sentir cómo se les va menospreciando en su dignidad!



Por eso, es muy relevante el consenso que ha permitido -¡por fin!- hacer realidad la aprobación de este proyecto. Sin embargo, muchas veces despachamos textos que en su letra pueden ser perfectas. Pero lo esencial es que se apliquen y que se apliquen bien.



Rescato mucho los fundamentos de esta iniciativa, porque en Chile nos estamos acostumbrando a que todo necesita ley. Mientras más restrictiva y más sancionatoria sea, mayor respaldo recibe, pero al final queda hasta por ahí nomás. En cambio, en este caso nuestro compromiso y nuestra preocupación guardan relación con que todas las medidas que se tomen sobre la base de estas disposiciones apunten, primero, a prevenir y, después, a prestar asistencia.



En realidad, éste es un tema de educación. Desde la infancia a las niñas hay que enseñarles qué es el maltrato. 



La televisión cada día muestra una creciente violencia, que produce reacciones que se advierten en las relaciones de los niños más pequeños y que  se ven en colegios y escuelas.



Por eso, fue esencial establecer la obligatoriedad de la educación preescolar, porque permitirá educar en los valores de la sociedad y no será necesario después estar castigando, por cuanto ya habremos aprendido a prevenir los daños que pueden sufrirse.



Y será básico que los tribunales de familia -espero que así suceda- tengan personal especializado para recibir a mujeres dañadas y que requieren orientación. Y no sólo aludo a ellas, porque también se dan casos de hombres. No estamos discriminando: la violencia contra un hombre o una mujer debe ser sancionada. Porque una sociedad que realmente quiere ser justa y equilibrada debe contar no únicamente con mecanismos para sancionar a los agresores, sino, sobre todo -lo recalco-, para prevenir y prestar asistencia a los agredidos.



Todos sabemos que, cuando los niños o niñas ven violencia en su hogar, de adultos van a golpear, se van a desquitar. 



Creo que la iniciativa en debate -si procedemos bien- permitirá prevenir y ayudará a los afectados. 



Lo más importante es que las mujeres pierdan el miedo y sean capaces de denunciar los hechos de violencia intrafamiliar. Porque muchas veces llegan a la comisaría a hacer la denuncia y les dicen: “Bueno, algo habrá hecho usted para que su marido o su compañero le pegue.” Y eso es muy malo.



--(Aplausos en las tribunas).

La señora FREI (doña Carmen).- Por eso, estimo que prevenir y educar es parte esencial de nuestra labor, para que no tengamos que lamentar después la muerte de mujeres. 



Cuando en un país, que se dice tan desarrollado y dentro de la globalización, etcétera, surgen estas lacras sociales, los legisladores tenemos la obligación de terminarlas.



Realmente, estoy muy contenta con la ley en proyecto. Considero que tanto las señoras Diputadas como las señoras Senadoras hemos hecho una tremenda labor. Pero, sobre todo, estoy muy feliz porque en el futuro una Presidenta va a poder hacer que estas normas…



--(Aplausos en las tribunas).

La señora FREI (doña Carmen).- …se pongan en práctica como corresponde y no sean letra muerta.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, los Honorables colegas que estudiaron la iniciativa en las respectivas Comisiones han expuesto con mucha claridad y profundidad sus alcances. Debo felicitar el trabajo que realizaron tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado.



También es de justicia congratular a los Parlamentarios de todas las bancadas, tanto de la Oposición como de la Concertación, que no tuvieron discrepancias en legislar sobre una materia tan delicada y trascendente y cuya tramitación hoy está culminando en la Cámara Alta.



Con esa misma claridad –excúsenme-, con justificado orgullo, quiero destacar a las dos Parlamentarias autoras de la moción, las Diputadas señoras Adriana Muñoz y María Antonieta Saa, que por supuesto en este minuto…



--(Aplausos en las tribunas).

El señor MUÑOZ BARRA.- …deben estar gozando íntimamente de una iniciativa tan inteligente y justa, y cuya discusión siguen desde las tribunas una cantidad de mujeres de diferentes edades, pero todas de una belleza –yo diría- muy uniforme.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Como está por terminar la discusión, quiero que entiendan que debo aplicar el Reglamento. He sido extraordinariamente permisivo. Por eso, les pediría que guarden los aplausos para el final, una vez que se despache el proyecto. Así, los señores Senadores que restan podrán intervenir sin problemas.



Continúa con el uso de la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente,  creo que hemos puesto término a una situación real de la sociedad chilena y que se presentaba de diversas formas.



Es una verdad indiscutible que la actual sociedad sancionaba con penas mucho más fuertes –como alguien dijo- a quien robaba una gallina que a aquel que golpeaba a una mujer, a un niño o a un familiar.



Ésa es una verdad dolorosa, pero que felizmente estamos dejando en el pasado con este tipo de legislación.



Subrayo la labor de ambas Corporaciones en orden a avanzar en la construcción de una cultura de respeto entre los miembros del grupo familiar, donde el páter familias o el hombre no siempre debe imponerse al resto, hasta el punto de recurrir, a veces, a la violencia dolorosa que hoy nos espanta cuando, como se ha planteado en la Sala, 28 mujeres han sido asesinadas.



Y a todos los chilenos nos sorprendió uno de estos casos, no hace muchos meses, donde un individuo que mató a su esposa salió en libertad antes de quince o veinte días, sin que sepamos las razones de lo resuelto por la justicia.



Quiero destacar que este proyecto no está dirigido sólo a la mujer, sino asimismo a la familia, en su conjunto. Va orientado a la mujer, a los niños y, sin duda –como lo expresaba un señor Senador–, también al hombre y la mujer de la tercera edad.



Por medio de esta iniciativa se crea el delito de violencia intrafamiliar. En buena hora. El maltrato familiar se define como una acción habitual que debe ser sancionada con absoluta claridad. Y no sólo serán los tribunales de familia los que deberán ocuparse en ello, sino también los juzgados del crimen, contemplándose el castigo para cada uno de los casos, como lo precisó el señor Presidente de la Comisión de Constitución.



Declaro, en representación de los Senadores del Partido Por la Democracia, que apoyamos con entusiasmo el texto en análisis.



No obstante, deseo referirme a lo manifestado por la Honorable señora Frei en el sentido de que éste sea un proyecto que se desarrolle en toda su plenitud en la práctica y no se constituya en letra muerta. Porque en esta materia -ello hay que plantearlo- el Presupuesto de la Nación debe ser extraordinariamente generoso. Y para que la futura ley se concrete deben crearse 30 fiscalías que se encarguen de los delitos de violencia intrafamiliar, a fin de que quienes deban recurrir a la justicia tengan el camino para alcanzar sus fines y nos sintamos orgullosos de las normas que estamos aprobando por unanimidad. Son necesarias 30 fiscalías –repito-, y envío un mensaje sobre el particular al señor Ministro de Hacienda, pues, si hay que hacer una discriminación positiva en ese sentido, creo que todo Chile lo va a aplaudir.



Termino manifestando que, felizmente, en pocos días más, a partir del 1º de octubre, van a comenzar a funcionar los tribunales de familia, que tendrán un papel muy importante en la aplicación del articulado que ahora se despacha.



Felicitaciones a las Parlamentarias que presentaron la moción, Diputadas Adriana Muñoz y María Antonieta Saa. Felicitaciones a los integrantes de todas las corrientes políticas de la Cámara Baja. Y, también, el agradecimiento y reconocimiento a los miembros del Senado, que han entregado sin ninguna vacilación sus votos favorables para este acto de justicia.



En consecuencia, la bancada del Partido Por la Democracia anuncia que se pronunciará a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, el Senador señor Viera-Gallo habló de 28 víctimas de violencia intrafamiliar durante este año. Por desgracia, hoy son 29. En la mañana, una mujer menor de 30 años fue asesinada en Tierras Blancas, en la comuna de Coquimbo, por su conviviente, de aproximadamente 46 años. Y lo peor es que se habían hecho varias denuncias por violencia intrafamiliar, de la cual existía una larga historia.



Por lo tanto, es muy amargo que estemos dando la aprobación final a este proyecto y que hoy día mismo tengamos que lamentar una muerte más de una mujer a manos de la persona que se supone que debía quererla.



La verdad, señor Presidente, es que la cantidad de casos de violencia intrafamiliar que uno conoce resulta impresionante. Hace poco estuve en un hogar de menores ubicado en Los Vilos y me llamó mucho la atención el hecho de que varias niñas internas, enviadas a dicho establecimiento por jueces, hablaban en forma bastante natural de que un hermanastro o el conviviente de la madre las había tratado de violar. Y muchas veces la madre, en lugar de proteger a su hija, se pone de lado del conviviente, porque no lo quiere perder a él o al ingreso que representa, en caso de que vaya a la cárcel. Las situaciones son realmente dramáticas.



Una niña, con una liviandad impresionante, decía: "Yo, por suerte, me salvé, pero mi hermana no".



El otro día, en el sector de Las Compañías, una señora estaba con su guagua en brazos debajo de un puente. ¿Por qué? Porque su hermanastro andaba detrás de ella desde hacía mucho tiempo. Y, entonces, cada vez que él -que es camionero- llega a casa, ella se va a dormir con la criatura a dicho lugar.



Están también los casos de guaguas maltratadas de los que ahora último nos hemos enterado. A una de ellas, de seis meses, alguien le pegó en la cabeza y la dejó en estado grave en el hospital.



Recuerdo que hace dos o tres semanas se supo de un niño de tres años al que dejaban amarrado y que, además, se hallaba desnutrido, sin pelo y con varios huesos rotos.



Asimismo, todos conocemos que hay abuelos abusados, psicológica o físicamente.



Lo más importante es que por fin se está hablando de estos temas, que antes se escondían. Eran una vergüenza para la familia, que los mantenía y sufría en privado. Hoy, en cambio, son expuestos y denunciados.



Desgraciadamente, la situación actual, antes de la promulgación de la ley, enseña que muchas veces la denuncia no sirve de nada y que, por el contrario, la persona que la formula sufre aún más maltrato, pues, al no existir ninguna medida efectiva, viene la revancha del denunciado ante Carabineros. Por tanto, tal cual está la normativa vigente, representa un arma de doble filo.



De haberse adoptado alguna acción eficaz, señor Presidente, la mujer asesinada hoy en la mañana quizás no hubiera tenido ese destino.



Por ello, celebro que por primera vez se contemplen ahora medidas efectivas, como la obligación de abandonar el hogar, la prohibición de acercarse a la víctima, la asistencia a un tratamiento de reeducación. No sé si el plazo máximo de un año para aplicarlas, que puede ser prorrogado, será suficiente, pero por lo menos es un avance, porque claramente la situación más complicada se da cuando recién se formula la denuncia, que es el momento de más rabia. Tal vez la separación por un año disminuya un poco esa presión.



Por mi parte, señor Presidente, adhiero a la solicitud de contar con personal especializado tanto en Carabineros como en los juzgados o las fiscalías. Porque, cuando alguien llega a denunciar violencia intrafamiliar, muchas veces ello se toma a la ligera y la conclusión es: "Éstos se pelearon”; “La otra persona debe de haberle puesto el gorro”; “La mujer está enojada o, a lo mejor, quiere una pensión alimenticia”. Y, por desgracia, eso ocurre, así como también existen denuncias falsas, sencillamente porque se quiere conseguir algún otro objetivo. Por eso resulta tan importante contar con asistentes sociales, jueces, fiscales y policías que puedan ver si una situación es de cuidado o de peligro y debe ser tratada en forma rápida, o si efectivamente es una pelea o una revancha de otro tipo.



Quiero alegrarme por un pronunciamiento tan significativo como el de hoy, pero cuando esta mañana venía hacia el Congreso y me enteré del asesinato en Tierras Blancas, encontré que era una ironía terrible. ¡Dios quiera que con este proyecto podamos evitar muchos casos!



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, seré breve, porque creo que cada una de las exposiciones ha dado cuenta muy bien y en forma muy fiel de la trascendencia de la iniciativa que hoy estamos aprobando unánimemente.



Más allá de referirme a cuestiones técnicas o a normas específicas, de lo cual se ocupó muy bien el señor Presidente de la Comisión, me parece que dos aspectos fundamentales son lo más sustantivo del paso que estamos dando con esta nueva legislación.



El primero de ellos es que, a partir de este momento, no aceptamos ni toleramos en nuestra sociedad ninguna circunstancia ni lugar que pueda amparar o esconder la violencia intrafamiliar. Ya no hay más espacio para justificaciones que invoquen la intimidad del hogar o el ámbito de la privacidad de la familia.



A partir del ordenamiento de que se trata, la conducta de violencia intrafamiliar pasa a ser pública y a interesar y preocupar a todos y a cada uno de nosotros. Ya no constituye un problema al interior de la familia, sino que la estamos transformando en un problema al interior de la sociedad. Ya no hay nada, reitero, que la justifique ni la tolere.



Y creo que ese criterio que recoge el proyecto es relevante. Es algo que se convierte en un asunto público de primera magnitud, no justificable en el ámbito de la privacidad o la intimidad, ni en alguna circunstancia que busque atenuar su gravedad.



El segundo aspecto que me parece trascendente es que el paso inicial dado al abordar esta materia con la legislación existente hasta el día de hoy queda ampliamente superado por lo que hacemos en el proyecto.



Jurídicamente, ya no es cuestión de que la conducta de violencia intrafamiliar sea una falta que deba ser vista por los tribunales civiles, equivalente a una infracción de tránsito. Estamos introduciendo un cambio sustancial: la transformamos en un delito específico y propio, independiente por sí mismo, de competencia de los tribunales del crimen y, al mismo tiempo, con sanciones rigurosas. Aquel que incurre en ella recibe una pena agravada, frente a la comisión de cualquier delito común.



Por lo tanto, estamos dando un paso muy importante, desde una falta de la que conoce un tribunal civil, equivalente a una infracción común, a un delito correspondiente a los tribunales del crimen, con penas rigurosas y, aún más, agravadas.



Y entregamos atribuciones especialísimas a los jueces, ya sea de los tribunales de familia o del crimen, según sean la circunstancia y la competencia, para colocarse -como lo expresó recién la Senadora señora Matthei y que estimo muy importante- en la situación de proteger a la víctima ¡a tiempo, señor Presidente! ¡A tiempo!



Porque en muchas oportunidades ha ocurrido que, por no ser dispuestas medidas eficaces y oportunas, las personas objeto de violencia intrafamiliar terminan sufriendo una todavía mayor, lamentablemente. Por lo tanto, precisamente para los efectos de resguardarlas con la mayor prontitud posible les estamos otorgando a los jueces facultades que no tienen respecto a otros delitos.



El Senador señor Viera-Gallo observó, acertadamente, que lo que resta por delante es quizás el desafío mayor: que la ley funcione bien. ¡Sí! ¡Que la ley funcione bien! Y también es nuestra tarea controlar que así sea.



Sin embargo, por importante que resulte la iniciativa, por satisfechos que nos sintamos al haber logrado unanimidad para transformarla en una nueva ley, no es suficiente. No podemos descansar -y debe ser una preocupación permanente de toda la sociedad chilena- en la continuación del proceso educativo, formativo y cultural, para que desde el más humilde de los ciudadanos y hasta la más importante de las autoridades tengan grabado en su espíritu y su conciencia el que ojalá nunca más la violencia intrafamiliar sea un acto tolerable, sino, por el contrario, un delito absolutamente repudiable.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PÉREZ (Ministra del Servicio Nacional de la Mujer).- Señor Presidente, señores Senadores, señoras Senadoras y Diputadas que nos acompañan, deseo manifestar mi profunda satisfacción, como integrante del Gabinete del Presidente Lagos, como Ministra del SERNAM y como mujer, por el privilegio de asistir a este momento histórico.



Y reviste ese carácter, en efecto, para las mujeres, para la familia chilena, para nuestra sociedad. Porque, más allá de los esfuerzos que hicimos a comienzos de la década de los noventa, con la primera ley que buscó justamente sacar la violencia de la impunidad de lo privado, de las cuatro paredes donde era vivida, a la esfera de lo público, de las preocupaciones del Estado y de la opinión ciudadana, es ahora cuando la expectativa de hacer realidad esa vocación política y pública se puede vivir verdaderamente con más realismo.



Creo que la aprobación de este proyecto es una manifestación más del compromiso del Estado -y lo digo en su más amplia acepción- en el sentido de consagrar en una ley la posibilidad de ejercer plenamente los derechos humanos de quienes viven al interior de la familia.



Y simplemente quiero destacar lo que a nuestro juicio da la connotación de histórica o de inédita a esta iniciativa, porque la explicación y el resumen notables que realizó el Presidente de la Comisión Mixta me ahorran mucho tiempo para extenderme en el contenido.



En primer lugar, deseo consignar que por primera vez queda expresamente establecida por ley la responsabilidad constitucional del Estado de preocuparse tanto de la prevención y la sanción de las acciones que nos ocupan como de la protección a las víctimas. Y ello, mediante la expresa referencia a instrumentos internacionales que Chile ha suscrito y ratificado, como la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem do Pará) y la Convención sobre los Derechos del Niño. Lo menciono, con mucha satisfacción, porque no siempre convergemos en la necesidad de incorporar estos tratados a nuestra legislación, por distintas razones.



Insisto en que el Estado tiene una amplia responsabilidad, no solamente en la sanción, sino también en la prevención. Y así lo señala la primera parte del proyecto, en cuanto a las políticas de salud, educación, justicia, seguridad ciudadana, en fin. Se hace referencia al complejo, diverso y amplio ámbito de su acción.



En segundo término, cabe mencionar algo que aquí se ha manifestado con mucha fuerza, porque era una expectativa y, sin duda, una deuda pendiente de la legislación actual: la protección a las víctimas.



El Servicio Nacional de la Mujer sabe a ciencia cierta, porque ha trabajado durante largo tiempo en esto, que transcurren años para que una mujer interponga su primera denuncia. Tal vez, en 1990 tenían que pasar siete o diez años. Hoy, probablemente son dos o tres. Pero todavía es demasiado tiempo: existe mucha violencia antes.



Por lo tanto, la obligación de las policías, de los jueces, del Estado, de dar protección inmediata después de la denuncia, nos parece un elemento muy sustantivo en el resguardo a las víctimas.



Y estimo conveniente observar algo a propósito de la intervención del Senador señor Ruiz-Esquide. Más allá de que el proyecto sea amplio y considere efectivamente a todos los miembros de la familia, es necesario preguntarse qué otra pedagogía de la violencia al interior de ese grupo es más potente que la de una sociedad que naturaliza y legitima la desigualdad de derechos, de trato, de oportunidades, por razones de sexo; cuál es más poderosa que aquella que se expresa brutalmente y, en los casos más extremos, en el femicidio. ¡Qué maltrato más brutal pueden sufrir los niños o niñas que el presenciar la muerte de su madre a manos del  padre de ellos!



Entonces,  al establecer este proyecto -sin duda pronto será ley, dado el trámite en que está- mecanismos de protección, sanciones penales y un endurecimiento judicial mediante la figura específica del maltrato, así como el aumento de las penas de lesiones en un grado en todos los casos, creo que se da una señal nítida de que estamos en condiciones de decir realmente y en forma legítima que somos una sociedad y  un Estado que rechazan de manera absoluta la violencia.



Señor Presidente, este paso histórico abre al Estado un nuevo tremendo desafío, al igual que a los que deban aplicar la futura ley, a los operadores de la justicia, a la policía. A todos ellos demandamos todavía más esfuerzos que los llevados a cabo hasta ahora para incorporar en su formación, en sus mecanismos, en sus instituciones, en sus procedimientos, mayor sensibilidad y respeto por las denuncias; que entiendan que cuando una mujer acude y pide socorro, su agresor no es cualquier hombre, sino la persona que vive y duerme con ella, en quien –como señaló la Honorable señora Matthei- alguna vez depositó su confianza imprescriptible de que sería amada y respetada. De ese agresor o victimario habla una mujer cuando concurre a la policía.



Como se dijo, aquí hay un desafío para la nueva justicia penal    -para los fiscales y las fiscales-  y para la nueva justicia de la familia.



No basta con reformar las instituciones. De hecho, considero que hoy nadie está en condiciones de negar el tremendo esfuerzo realizado durante los Gobiernos de la Concertación para reformar, primero, el sistema procesal penal, y ahora, la justicia de familia, que el 1 de octubre próximo  comenzará  a aplicarse.



Adicionalmente, se hace necesario vivir una reforma en las conciencias, en el espíritu, y ampliar la mirada de los operadores de la nueva justicia para comprender la especificidad  y particularidad del fenómeno de la violencia.



Señor Presidente, no quiero concluir mis palabras sin hacer un reconocimiento muy sentido, sincero, legítimo y auténtico del Gobierno por el apoyo prestado a esta legislación. En primer lugar, a la vocación demostrada siempre por las Diputadas señoras Saa y Muñoz, quienes presentaron la primera moción para modificar la ley Nº19.325. Además, a todas las Diputadas y Diputados que integraron la Comisión Mixta, así como a los Senadores señores Andrés Zaldívar, Viera-Gallo, Chadwick, Aburto y Fernández; y en particular al Honorable señor Espina, quien, como presidente de aquélla, demostró una legítima y auténtica vocación y voluntad por sacar adelante la iniciativa y perfeccionarla, incluso más allá del efecto administrativo que pueden provocar las urgencias del Ejecutivo.



Por eso, señor Presidente, tanto el Gobierno como el Parlamento podemos sentirnos orgullosos -ustedes, como representantes soberanos del pueblo que los ha elegido; y nosotros, en representación del Presidente de la República- de entregar a la sociedad, a la familia chilena y a las mujeres fundamentalmente, un verdadero instrumento nuevo, una ley que permita defender con dignidad su integridad física, sexual, y proteger su vida.



Estimo que se trata de una muy buena noticia.



Finalmente, coincido con algunos planteamientos de la Senadora señora Matthei. El 25 de noviembre del año pasado, mientras celebrábamos el Día Mundial por la No Violencia, el marido de Magali Jara la mató en la comuna de San Ramón. Hoy, cuando estamos despachando este proyecto de ley, nos enteramos de que el cónyuge de Jenny Gálvez –en Tierras Blancas, en la comuna de Coquimbo- le quitó la vida, después de haber protagonizado con ella una historia de violencia. 



¡Para que no haya más Jenny Gálvez ni Magali Jara, esperamos que con la aprobación del informe de la Comisión Mixta podamos entregar esta nueva ley contra la violencia a la familia chilena y en especial a las mujeres!



--(Aplausos en tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de cerrar el debate, tiene la palabra, el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, a lo mejor, la discusión deberíamos haberla finalizado con la intervención de la señora Ministra. Sus observaciones han sido realmente importantes. Yo la felicito por su perseverancia en la búsqueda de este proyecto, al igual que a las autoras de él, las Diputadas señoras Adriana Muñoz y María Antonieta Saa.



Sentí gran satisfacción por haber trabajado en la Comisión Mixta junto a las Diputadas señoras Isabel Allende y María Eugenia Mella; y, por supuesto, por la labor desarrollada por los miembros de las Comisiones de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara y del Senado, así como por los de la Comisión Mixta.



Quiero destacar la trascendencia de la iniciativa en debate, aunque ya lo hicieron el señor Presidente de la Comisión y quienes han intervenido en el debate. A mi juicio, la ley Nº 19.325 -que fue buena- constituyó un primer paso en el intento de resolver el problema; pero, sin duda, fue tímido, pues no llegó al fondo de la cuestión como para producir el profundo cambio de tipo cultural requerido para poner atajo a un mal de la sociedad que ha estado oculto por mucho tiempo. 



En mi concepto, el proyecto que hoy aprobaremos va en ese camino. Tengo la confianza y la esperanza de que así será. Porque además se advierte una voluntad de la sociedad en su conjunto y de sus instituciones por tratar de impedir, con carácter prioritario, que en nuestro país exista la violencia intrafamiliar. 



Es efectivo que en la iniciativa se ha simbolizado más que nada la violencia ejercida sobre la mujer, pero también lo es que aquélla tiene mayor amplitud, pues persigue evitar la violencia al interior de la familia, entendida ésta en el concepto más amplio que se  puede dar. Aquí no se excluye a ninguna posible víctima de violencia intrafamiliar, sea contra el hijo propio o adoptado, el conviviente, el adulto mayor, la mujer legítima o ilegítima. En cualquier circunstancia, es el grupo familiar el que pasa a ser protegido por la legislación. 



Sin embargo, el proyecto en debate debe agregarse a la normativa jurídica global que hemos ido creando. Tal vez, podría haber tenido sólo carácter declarativo de no regir ya la ley que crea los tribunales de familia, y que empieza a aplicarse el 1 de octubre próximo. Asimismo, no podría haber una eficiente  justicia para sancionar delitos de violencia intrafamiliar de no contar con la reforma procesal penal, sin perjuicio de reconocer la necesidad –según la petición de ciertas señoras Diputadas- de una mayor especialización en el nuevo procedimiento procesal penal respecto de tal tipo de delitos. 



La futura ley no habría tenido posibilidad de aplicarse en forma eficiente conforme al sistema procesal penal antiguo, así como tampoco habría existido suficiente protección a la familia y a los menores de no haberse aprobado recientemente la normativa que modifica el Servicio Nacional de Menores, la cual dará un entorno de protección a los infantes, muchas veces desplazados de su familia y que al quedar excluidos de ésta terminan cayendo en situaciones irregulares. A ellos se debe amparar y evitarles la violencia que se genera dentro de la sociedad.



Igualmente, no podríamos contar con un sistema que funcionara bien -por eso creo en la importancia de la iniciativa en su conjunto- si el día de mañana no aprobásemos en el Senado el nuevo régimen de responsabilidad penal juvenil, que también tiene una filosofía distinta del actual sistema procesal penal para los jóvenes, pues se  tiende más a la recuperación del imberbe y del niño que a la sanción, per se, que merezcan por el delito cometido.



Eso es lo que debemos destacar hoy, como asimismo la relevancia de la ley en proyecto, que constituye un logro determinante en el objetivo de poner término a un flagelo tan lacerante en la sociedad chilena como el maltrato familiar. Y, efectivamente, aunque es en la mujer en quien se simboliza con mayor fuerza tal hecho, son los miembros de la familia completa los que están sujetos a ese tipo de violencia.



El propósito antedicho se inserta en el conjunto del trabajo realizado por todos -¡todos, sin distinción!- en el país. Y nosotros siempre hemos buscado consensos y la unanimidad con los distintos sectores de pensamiento representados en el Parlamento, como también la colaboración de los entes especializados, para elaborar la mejor legislación, con la participación activa del Poder Ejecutivo: el Presidente de la República, la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer -presente en la Sala- y personeros de la Cartera de Justicia, entre otros.

Me felicito de que el Senado se encuentre hoy analizando el informe de la Comisión Mixta sobre esta iniciativa. Y espero que lo apruebe por unanimidad, tal como lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Dada la trascendencia que reviste la materia, se va a efectuar votación electrónica, para registrar el pronunciamiento de cada uno de los señores Senadores.



El Honorable señor Ávila ha pedido fundar su voto. 



Como está en su derecho, tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, hoy penalizamos la violencia al interior de la familia. Pero hay otra violencia que seguirá acechando el hogar de los más pobres: la injusticia y, en especial, la discriminación de que son objeto las mujeres en el trabajo. Allí se las discrimina y, sistemáticamente, se rebajan sus condiciones salariales en la medida en que se optimizan los resultados de las empresas donde laboran. 



Creo que, si bien esta tarde nos ocupamos, con fundamento, de lo que ha de constituir el derecho más elemental de una persona al interior de su propio hogar, no debemos olvidar que para avanzar en la verdadera justicia es necesario que se amplíe el foco de nuestra atención. Es menester preguntarnos por qué en esta sociedad neurotizada, competitiva, en la cual el trabajo ha pasado a ser una mercancía más, no se generan mecanismos para que el Congreso Nacional haga las transformaciones de fondo tendientes a permitir a las familias chilenas vivir en la tranquilidad que otorga el saber que existe una legislación destinada a defender genuinamente sus derechos más esenciales.



La bancada del Partido Radical celebra el hecho de que se esté votando un proyecto como éste y, por supuesto, concurrirá a la aprobación unánime que todos esperamos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La propuesta de la Comisión requiere 27 votos para su aprobación.



En votación electrónica.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (35 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido.



Votaron los señores Arancibia, Ávila, Boeninger, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Espina, Fernández, Flores, Frei (doña Carmen), Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Prokurica, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vásquez, Vega, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Queda despachado el proyecto.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).



--El público entona la Canción Nacional.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Muchas gracias.



Se suspende la sesión por tres minutos.

)----------(



--Se suspendió a las 18:19.



--Se reanudó a las 18:22.

)----------------(

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Continúa la sesión.



Antes de entrar al próximo asunto de la tabla, que es el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto sobre control de armas y explosivos, informo que los Comités UDI y Renovación Nacional -que representan a más de 16 señores Senadores- han solicitado una sesión especial, con el objeto de referirse al decreto supremo Nº 96 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, relativo a la situación de los deudores del SERVIU.



Como el Reglamento no fija plazos al respecto, yo podría citar a sesión especial incluso para mañana.



Sin embargo, si queremos invitar a representantes de Gobierno para que expliquen el reglamento y otros cuerpos legales atinentes a la materia, propongo que se dé a la Mesa la flexibilidad necesaria a fin de celebrar dicha sesión, no mañana, sino en una fecha que concordemos con los Comités que la han solicitado.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Así se acuerda.

El señor OMINAMI-  Pido la palabra, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La tiene, señor Senador.

El señor OMINAMI-  Señor Presidente,  deseo pedir una doble autorización.



La Cámara de Diputados conocerá en un rato más -a las 19:15- del proyecto que crea un fondo de estabilización de precios de combustibles derivados del  petróleo.



Como la iniciativa viene con urgencia de “discusión inmediata", deberá ser tratada mañana por el Senado.



Por lo tanto, como no se alcanzará a incluir en la Cuenta de hoy, solicito recabar el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Hacienda pueda estudiarla mañana en la mañana y, sobre la base de un informe verbal, ponerla en consideración de la Sala durante la sesión de la tarde.



Ésa es la primera petición.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si no hubiere objeción, se accedería a la solicitud del Honorable señor Ominami.

El señor NÚÑEZ.- No hay quórum para tomar acuerdos, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sí tenemos quórum, señores Senadores.



Si le parece a la Sala, se autorizará a la Comisión de Hacienda para emitir un informe verbal sobre el referido proyecto, en el caso de que tenga urgencia de “discusión inmediata".



--Así se acuerda.

El señor OMINAMI- En segundo lugar, solicito autorización a fin de que la Comisión de Hacienda pueda sesionar paralelamente con la Sala a partir de las 18:30 ó 19, porque -entre otras cosas- debe constituirse la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Hoy día?

El señor OMINAMI- Sí.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si no hay oposición, se accederá a lo solicitado.



--Se accede.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pido que el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto sobre control de armas y explosivos sea visto ahora, pues es fundamental despacharlo de inmediato.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Yo también pensaba tratarlo hoy día. Desgraciadamente, creo que cometeríamos un error...

El señor ESPINA.- Entiendo que no requiere quórum.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No es así. El informe de la Comisión Mixta requiere para su aprobación el voto favorable de 27 señores Senadores y, en este momento, no cuento más de 18.



Por lo tanto, si lo ponemos en discusión ahora, corremos el riesgo de que se rechace por falta de quórum.

El señor ESPINA.- En ese caso, ¿podría colocarse en el primer lugar de la tabla de la sesión de mañana?



Se trata de un tema que, con toda razón, interesa especialmente al Gobierno.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se verá en el primer lugar...

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Mejor en Fácil Despacho, señor Presidente.

El señor ESPINA.- Sí, de acuerdo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En consecuencia, el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto sobre control de armas y explosivos se pondrá en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana.



--Así se acuerda.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En el Orden del Día de hoy figura el proyecto que modifica normas relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, que también contiene artículos de quórum especial. Algunos deben someterse a discusión; otros, no.



Por ello, sugiero tratarlo en la sesión ordinaria de mañana, salvo que haya opinión en contrario.



A mi juicio, si no tenemos quórum resultaría bastante absurdo ponerlo en discusión ahora.

El señor VEGA.- En el segundo lugar de la tabla de mañana.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No, en el primer lugar.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, yo soy partidario de aprovechar los minutos que restan del Orden del Día y comenzar ahora el debate de la iniciativa con los artículos que no requieren quórum y que fueron aprobados por unanimidad en la Comisión.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito que el proyecto sea tratado mañana.



Soy miembro de la Comisión de Constitución, que se encuentra recargada de trabajo, y no he tenido tiempo para estudiar algunas de las normas que en él se proponen.



No tengo problema en que lo despachemos íntegramente mañana, pues habría tiempo para ver qué indicaciones es posible renovar.



Dado que quedan tres minutos para terminar el Orden del Día, es preferible debatir la iniciativa en el primer lugar de la tabla de la sesión de mañana . En esos términos, no tengo inconveniente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El problema, señor Senador, es que mañana llegarán al Senado algunos proyectos con “discusión inmediata" y otros con "suma urgencia" como el relativo a la responsabilidad penal juvenil.



Por lo tanto, propongo que dejemos dicha materia para la sesión de mañana en el lugar de la tabla que corresponda, pues no me parece razonable iniciar la discusión de una iniciativa que reviste gran trascendencia cuando quedan cinco minutos para terminar el Orden del Día.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, una sugerencia: ¿sería posible citar a sesión especial para mañana, por ejemplo, de 12:30 a 14, para tratar ese proyecto? Lo que pasa es que muy pronto comenzará el receso y no vamos a  alcanzar a despachar todas las materias. En la tabla de la sesión de mañana figura el proyecto sobre responsabilidad penal juvenil; el relativo a la regularización de los precios del petróleo...



Por lo tanto, propongo que la Mesa cite a una sesión especial para mañana, aunque sea breve, con el objeto de despachar la iniciativa referente al tabaco. 

La señora FREI (doña Carmen).- A las tres de la tarde.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Cite a las tres, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Conforme, voy a citar a sesión especial para mañana, de 15 a 16 con el propósito de discutir el proyecto sobre el consumo del tabaco.



Después seguiríamos con el resto de la tabla.

El señor GARCÍA (Ministro de Salud).- ¿De tres a cuatro?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Así es, señor Ministro.

El señor GARCÍA (Ministro de Salud).- Gracias, muy amable.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.
VI. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

------------


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



A los señores Ministros del Interior, de Obras Públicas y al señor Director de Vialidad de la Novena Región, solicitándoles LIBERACIÓN  DE PAGO DE PEAJE EN TÚNEL LAS RAÍCES A HABITANTES DE COMUNAS DE LONQUIMAY Y CURACAUTÍN; al señor Director de Vialidad de la Secretaría Regional Ministerial de Obras Públicas de La Araucanía, requiriéndole llevar a cabo OBRAS DE DESMALEZAMIENTO EN AMBOS COSTADOS DE CARRETERA ANGOL-TRAIGUÉN y pidiéndole realizar MEJORAMIENTO Y MANTENCIÓN DE CAMINO RURAL ROBLE BONITO-ANGOL Y DE RUTA QUECHEREGUAS-TRAIGUÉN; y  al señor Alcalde de Angol, sobre URGENTES OBRAS DE URBANIZACIÓN EN SECTOR EL ROSARIO.



De los señores ESPINA y GARCÍA:



Al señor Superintendente de Seguridad Social, referente a INFORMACIÓN SOBRE PERSONAS BENEFICIADAS CON PENSIONES ASISTENCIALES EN PERÍODOS QUE INDICA.



Del señor LARRAÍN:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitándole que disponga en las especificaciones técnicas para la construcción de poblaciones con subsidios habitacionales en la Región del Maule la UTILIZACIÓN DE LADRILLOS FABRICADOS EN LINARES Y CAUQUENES y pidiéndole que exija a las empresas constructoras la OBLIGATORIEDAD DE CONTRATACIÓN DE MANO DE OBRA LOCAL PARA CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS U OBRAS DE URBANISMO Y PAVIMENTACIÓN REALIZADAS CON RECURSOS FISCALES (reiteración de oficio).



Del señor STANGE:



Al señor Intendente de la Región de Los Lagos, requiriéndole información acerca de PROYECTO PARA DOTACIÓN DE AGUA POTABLE A LOCALIDAD DE QUENUIR, COMUNA DE MAULLÍN.

------------
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En Incidentes, los Comités Institucionales 1 y Mixto no harán uso de sus tiempos. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, yo quiero hablar.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Cuando llegue su turno, Su Señoría.

El señor MUÑOZ BARRA.- El Partido Por la Democracia corresponde al Comité Mixto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Excúseme, señor Senador. Tiene usted razón.



Puede usar de la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.
SITUACIÓN DE NIÑA CHILENA ADOPTADA POR 
MATRIMONIO ITALIANO. REITERACIÓN DE OFICIO

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, hace algunos días en la hora de  Incidentes señalé que por espacio de dos meses y medio he estado solicitando al Servicio Nacional de Menores que me informe respecto al caso de una niña de catorce años que fue entregada en adopción a un matrimonio italiano, el cual, posteriormente, por situaciones conductuales de la muchacha, recurrió al tribunal de menores de Bari, que no ratificó la adopción, quedando la niña en condición de ilegal en Italia y con una orden de repatriación entregada, tanto a la institución encargada de las adopciones extranjeras en dicho país como al Consulado de Chile.



En esa oportunidad dije que observaba una conducta muy extraña de parte del Servicio Nacional de Menores, el cual, en circunstancias particularmente complejas y abstractas, no ha puntualizado las razones de por qué no acepta repatriar a esa niña de 14 años, que vive una situación bastante dramática.



Al respecto, comunico que todas las semanas, en la hora de Incidentes y aunque sea por breves minutos, haré notar la indiferencia del SENAME en responder los oficios enviados oficialmente a través del Senado, hasta recibir la información que solicité en tal oportunidad, relativa a las interrogantes que se indican: cantidad de niños adoptados por parejas provenientes de países extranjeros; si los 3 mil 500 dólares recibidos por la institución chilena que tenía a su cargo a la menor y los 10 mil euros percibidos por la intermediaria en Italia, son valores permanentes y sistemáticos, y cuál es el procedimiento seguido por el Servicio Nacional de Menores para comprobar el estado de los niños entregados en adopción.



El Alcalde de la Municipalidad de Quinta de Tilcoco, don Nelson Barrios Orostegui, me envió el 29 de agosto una carta que expresa lo siguiente:



“Honorable Senador de la República



“Don Roberto Muñoz Barra



“Estimado señor:



“El suscrito, Alcalde de la comuna, junto con saludarle cordialmente, tiene a bien plantear a Ud. que con mucha extrañeza y preocupación me he enterado que (...) (se) ha presentado una nota, que dice relación a los jóvenes que están viviendo situaciones especiales, luego de estar participando del proceso de adopción.



“El tema en particular me llama la atención,” -prosigue el Alcalde- “puesto que una de las menores aludidas fue entregada en adopción a un matrimonio italiano desde el Hogar de Menores de esta comuna. Debo precisar y aclarar algunos hechos que lamento profundamente se hayan dado a conocer sin tener todos los antecedentes a la vista, los cuales detallo a continuación:



“a) La menor involucrada se encuentra en Italia desde septiembre del año 2004 y en la actualidad está en una casa-familia por orden de un tribunal de ese país. Por ende, no puede encontrarse en situación de abandono, consumo de drogas, ni menos en riesgo de prostitución".



Esto confirma mis inquietudes, por cuanto en una hora de Incidentes anterior señalé que la niña, teóricamente bajo la custodia de sus padres adoptivos durante seis o siete meses, jamás permaneció en esa casa, a la cual llegaba muy tarde y sólo para alojar, y que en ese largo período mantuvo relaciones bastante íntimas con un italiano de 24 años de edad y se entregó al consumo de la droga.



Continúa luego el señor Alcalde:



“b) La orden Madre de Dios, quien administra el Hogar durante el año 2000 a la fecha, ha realizado 114 procesos de adopción, de los cuales sólo dos han derivado en causas de adopción fallida".



O sea, una sola institución en Chile, desde el año 2000 a la fecha, ha entregado 114 niños en procesos de adopción.



Y aquí viene lo que he consultado: cuál es la entidad nacional que debe informar el resultado de las adopciones en los diferentes países.



Dice el Alcalde en la letra c) de su misiva:



“Los costos que se incurren en el proceso de adopción están estipulados y normados por la ley 19.620, en su artículo 42, además de los tratados y convenios internacionales.".



En el caso denunciado, el Instituto Campamento, de Rancagua, recibió 3 mil 500 dólares de los padres adoptivos, en tanto que la empresa o institución italiana “Nidoli" obtuvo la cantidad de 10 mil euros.



Posteriormente se indica:



“d) El matrimonio que adoptó a la menor en cuestión desde primera instancia firmó y aceptó la solicitud de adopción sin ningún tipo de reparos, lo que dio pie para realizar el proceso previo de estudio y cumplimiento de las normativas que impone el SENAME. Además, ratificó su voluntad ante los tribunales chilenos.". 



Lo que no dice el señor Alcalde es que el certificado entregado a la pareja italiana fue extendido por un siquiatra que trabaja en la misma entidad que recibe 3 mil 500 dólares por cada adopción.



Y sigue la carta:



“Para mayor conocimiento de la menor, durante dos meses antes de partir a Italia estuvieron viviendo juntos.



“e) Una vez en Italia, el matrimonio decide devolver a la menor e iniciar el proceso de adopción fallida, y para eso se tramita la vuelta de la menor a Chile (todo este proceso es conocido por el SENAME y el Hogar de Menores). Según la ley, quien debe decidir es la justicia italiana, la cual la envía a una casa-familia hasta que se realice el pronunciamiento final.



“Senador Muñoz, la comuna que dirijo sabe y conoce la inmensa labor del Hogar de Menores. Durante muchos años esos niños y niñas han sido estigmatizados y marcados por el destino y los comentarios que no son ciertos. Sólo quiero manifestar mi pensar y la opinión que tengo de cada una de las personas que allí labora y que brindan una oportunidad de vivir y crecer en familia.



“Las opiniones que allí se dieron han causado un gran dolor en mi comuna, porque no se ha conocido como corresponde el caso, y las informaciones han dejado mucho que desear. A la espera de su comprensión, le saluda atentamente,



“Nelson Barrios Orostegui



“Alcalde".



Lo que tampoco expresa el Alcalde es que un canal de televisión, “Megavisión", entrevistó a diferentes personalidades de Quinta de Tilcoco (directores de escuela, profesores, compañeros de la niña y vecinos), quienes señalaron que la menor padecía graves problemas siquiátricos y manifestaron estupor al saber que había sido entregada en adopción en tales condiciones.



Señor Presidente, me contestó el señor Alcalde, pero no lo ha hecho el Servicio Nacional de Menores. Por eso, quiero comunicar a la señora Delia del Gatto que todas las semanas, en la hora de Incidentes y dentro del tiempo del Comité Mixto -al cual pertenece el Partido Por la Democracia-, dedicaré algunos minutos para seguir emplazándola, ya que, después de dos meses y medio, o tres meses, no he obtenido ninguna respuesta de Su Señoría sobre las materias que pedí oficiar, a fin de esclarecer y tomar alguna resolución en el caso de una niña chilena de 14 años de edad, en el cual el Estado de Chile no puede aparecer, a través del SENAME, diciendo simplemente que no tiene absolutamente nada que ver con una menor que no ha sido legitimada y cuya extradición a nuestro país ha sido determinada por tribunales italianos.



Muchas gracias, señor Presidente.



El tiempo restante se lo cedo al Senador señor Naranjo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Muy bien.



Los Comités Demócrata Cristiano y Unión Demócrata Independiente no harán uso de sus tiempos.



En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, le cedí los minutos que me quedan al Senador señor Naranjo. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Pensé que Su Señoría los agregaría a los que le corresponde al Comité Socialista.

El señor NARANJO.- No, señor Presidente. Y además la Democracia Cristiana me ha cedido su tiempo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Bien.



Doy mis excusas al Senador señor Cantero.



Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo. 

El señor NARANJO.- Gracias, señor Presidente
INDULTO PARA VIOLADORES DE DERECHOS HUMANOS

El señor NARANJO.- Señor Presidente, en los últimos días hemos tomado conocimiento, a través de los medios de comunicación, de la existencia de un proyecto de ley que busca beneficiar a quienes, como agentes del Estado, violaron sistemáticamente los derechos humanos durante la dictadura militar. Quienes efectúan tal proposición señalan que su objetivo es avanzar hacia la reconciliación, la convivencia y la paz social.



Nadie puede desconocer que sería altamente conveniente, ante un planteamiento tan delicado como el de conceder un indulto generalizado a quienes violaron los derechos humanos durante el Régimen militar, iniciar un diálogo, una discusión abierta, acerca de si iniciativas de esa naturaleza contribuirán a la reconciliación y a la paz social entre los chilenos.



Debo señalar que el Partido Socialista nunca va a estar cerrado a la posibilidad de tratar los temas de la reconciliación. Lo hemos dicho una y otra vez. Al abordar las graves violaciones de los derechos humanos que ocurrieron en el pasado en el país, en nuestro ánimo no ha existido ni la venganza ni el odio ni el rencor. Por el contrario, queremos contribuir a que esta herida, que aún sigue abierta en Chile, de una vez por todas se pueda cerrar.



Sin embargo, considero oportuno señalar que me llama poderosamente la atención que una materia tan delicada como ésta haya sido colocada en el debate poco tiempo después de que el Congreso Nacional aprobara una ley para beneficiar a algunas personas que habían cometido delitos de sangre durante la transición democrática. Da la impresión de que, a través de esa iniciativa, se busca, de alguna manera, hacer comparables o equivalentes tales delitos. A mi juicio, bajo ninguna circunstancia se pueden comparar o equiparar hechos de sangre cometidos al inicio de la transición democrática por personas individuales o por grupos subversivos aislados, con la violencia sistemática que utilizaron agentes del Estado durante la dictadura en contra de los derechos humanos.



Señalo esto, porque pareciera que aquí se quiere establecer una suerte de moneda de cambio: ayer por unos; hoy por otros. 



En este sentido, señor Presidente, consideramos que es un tema en extremo delicado, particularmente para las miles de víctimas de violaciones a los derechos humanos y sus familiares, que se intente equiparar ambos tipos de delitos.



Digámoslo claramente: aquellos que algunos buscan indultar hoy de manera más o menos general son personas que, actuando como agentes del Estado, hicieron de la tortura, la muerte y la desaparición de gente su forma cotidiana de reprimir a los opositores políticos del Régimen militar. Miles de torturados, asesinados y desaparecidos avalan su accionar demencial, situación por la cual sus crímenes no son cualquier crimen. Como lo establece la legislación internacional, se trata de crímenes de lesa humanidad.



Por tal motivo, si tomamos en consideración que el indulto, desde el punto de vista penal, es un tema complejo, más aún lo es cuando se pretende aplicar a quienes cometieron crímenes que -insisto-, de acuerdo con la normativa internacional, son de lesa humanidad, situación que nuestras autoridades y los que tenemos la responsabilidad de legislar no podemos obviar.



Quienes hacemos las leyes no podemos olvidar que nuestro país ha suscritos diversos pactos internacionales -entre éstos, el Pacto de San José de Costa Rica-, que deben guiar nuestra legislación interna y nuestro accionar en materia de derechos humanos. De la misma forma, quienes impulsan esta política generalizada de indultos tampoco pueden desconocer  la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que es muy precisa en este ámbito.



Por tanto, señor Presidente, no debemos olvidar que el Estado chileno ha asumido frente al orden jurídico interamericano e internacional, no sólo un respeto a los derechos humanos, sino también un deber de garantía.



Hoy buscar la dictación de una ley tendiente a indultar a los agentes del Estado que violaron sistemáticamente los derechos humanos en nuestro país significa vulnerar, precisamente, los pactos internacionales suscritos; es olvidar la responsabilidad que nos cabe en esta materia tan importante y decisiva para que una sociedad se pueda desarrollar sobre bases sólidas.



Además, no es menor señalar que el indulto es un acto de clemencia. Pero, cuando se aborda de manera generalizada, muchas veces se puede incurrir en el error.



En consecuencia, para impulsar una política de reconciliación en nuestro país, debe existir una sólida base moral. Para ello, son fundamentales a lo menos tres elementos: verdad, justicia y arrepentimiento.



Nadie puede desconocer que hoy en democracia hemos dado pasos decisivos en ese sentido. Sin embargo, también debemos precisar que, hasta la fecha, no hemos conocido toda la verdad; tampoco hemos alcanzado toda la justicia, y, lo que es más grave, no hay gestos ni señales de arrepentimiento por parte de quienes violaron sistemáticamente los derechos humanos en Chile. A modo de ejemplo, basta señalar el reciente caso de indulto concedido al suboficial de Ejército Manuel Contreras Donaire, quien en ningún momento ha manifestado su arrepentimiento, ni menos ha pedido perdón por el crimen de Tucapel Jiménez.



A su vez, muy por el contrario, casi periódicamente podemos ver cómo los violadores de los derechos humanos que se encuentran condenados o procesados, lejos de colaborar con la justicia o de mostrar el más mínimo arrepentimiento, señalan que cumplieron con su deber ante un supuesto enemigo interno y que participaron en una guerra, aunque la verdad histórica se ha encargado de comprobar que ésta nunca existió. Más aún, sus declaraciones, muchas veces belicosas y altaneras, demuestran que han aprendido poco y que, si estuvieran nuevamente en el poder y en situaciones similares, no trepidarían en cometer de nuevo los mismos crímenes.



Por tanto, señor Presidente, es difícil imaginar que personas como los señores Manuel Contreras, Krassnoff o Corbalán -por citar sólo algunos nombres- puedan el día de mañana gozar de este tipo de beneficios. No tengo ninguna duda de que, si hoy otorgáramos el indulto a esta clase de criminales, en los hechos estaríamos contribuyendo a que haya menos verdad y menos justicia.



En ese sentido, no podemos olvidar que hoy el único camino, el único incentivo que tienen los violadores de los derechos humanos para rebajar sus penas es cooperar con la justicia, a fin de que podamos conocer toda la verdad y todo lo que ocurrió en esa época.



Señor Presidente, no es imponiendo indultos a la fuerza que las sociedades alcanzan el perdón, el olvido y -menos- la paz social entre ellas. No es posible querer imponer la reconciliación a la sociedad chilena y a los familiares de las víctimas, y una política de indultos generalizados busca justamente ese fin. La reconciliación, si quiere ser verdadera y sentarse sobre bases sólidas –insisto-, deberá construirse sobre la verdad, la justicia y el arrepentimiento.



Por tanto, no me parece conveniente dictar una ley que indulte de manera masiva a los violadores de los derechos humanos. Digámoslo con mucha claridad: estamos frente a una nueva Ley de Amnistía, planteada de otra forma.



En todo caso, señor Presidente, reitero que estamos abiertos al diálogo y a colocar el tema sobre la mesa.



Por último, creo importante señalar que cualquier política de indulto que se pretenda impulsar en el país debe considerar a los familiares de las víctimas. Digo esto, porque normalmente se pretende hacer creer a la opinión pública que son estas personas el principal obstáculo para la reconciliación.



He conocido cientos de casos de familiares y no he visto en ellos ni ánimo de rencor ni de venganza. Sólo quieren saber la verdad y obtener la justicia. Y en cuanto al perdón, necesitan saber a quién deben perdonar, con quién se deben reconciliar.



Por eso, señor Presidente, seguiremos muy atentos la discusión que se va a abrir sobre la materia. Pero queremos reiterar -y no nos cansaremos de hacerlo- que lo único que nos llevará a la reconciliación y a construir una sociedad que verdaderamente viva en paz y pueda superar su traumático pasado son la verdad, la justicia y el arrepentimiento.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Cantero.
SITUACIÓN DE EMPRESAS CONTRATISTAS Y SUBCONTRATISTAS EN PROYECTOS DE CONSTRUCCIÓN DE CÁRCELES. OFICIO

El señor CANTERO.- Señor Presidente, quiero referirme a una situación que me viene preocupando desde hace un tiempo, relativa a proyectos de construcción de cárceles que se han llevado a cabo en nuestro país y que muestran graves y serias irregularidades.



Una vez más el Ministerio de Obras Públicas evidencia una situación poco clara, irregular, poco transparente.



Lo peor es que, en reiteradas ocasiones, he escuchado a autoridades de Gobierno señalar que las dificultades de los contratistas y subcontratistas, que han establecido sus faenas, prestado servicios y realizado obras en las cárceles del Grupo 2 y Grupo 1, particularmente en el caso de Concepción y Antofagasta -que es el que me ocupa-, son un problema entre privados.



¡Cómo puede ser un conflicto entre privados, si se trata de un proyecto que ha sido mal ejecutado; si el fiscal de obras del nivel estatal no puso atajo a la situación; si no se resolvió un malentendido entre el Ministerio de Obras Públicas y el de Justicia (particularmente Gendarmería), que ha cambiado partidas! ¡En fin, si ha habido una buena cantidad de irregularidades!



Lo anterior me tiene preocupado, porque, además, las obras se han atrasado prácticamente un año. La situación de las cárceles sigue siendo agobiante, del todo inhumana, pues atropella todos los aspectos que conforman la dignidad de los individuos que se encuentran recluidos.



Pero, quizás, lo más dramático es que un número importante de pequeñas empresas contratistas y subcontratistas han vivido verdaderas e inconmensurables penurias. A algunas de ellas se les adeuda 400, 500 millones de pesos, y el Ministerio de Obras Públicas no ha tenido la capacidad para ejercer las acciones que permitan que el consorcio BAS -formado por las empresas Besalco, Torno y Sodexho- pague sus obligaciones a los contratistas, que son los que han hecho la carga.



¿Quién puede sostener el costo financiero de esta deuda? ¿Qué hará el Gobierno, el Estado, el MOP, la Coordinadora de Concesiones, para actuar en justicia en este caso?



En realidad, resulta molesto, enojoso y decepcionante ver la ineptitud con que el Ministerio de Obras Públicas ha enfrentado este tema.



Por eso, pido que se envíe un oficio, adjuntando la intervención que tengo en mis manos, a Su Excelencia el Presidente de la República para que tome conocimiento de lo que he señalado; sepa lo dramático de la situación; comprenda la urgencia de actuar antes de que estas empresas terminen quebradas definitivamente -con todo el daño que esto significa para esos pequeños empresarios contratistas y subcontratistas y los centenares de trabajadores que han quedado impagos-, y solicite al Ministerio de Obras Públicas que agilice una solución para terminar con la dramática realidad que afecta a estas empresas que ejecutaron obras y servicios en el proyecto de construcción de cárceles.



Espero que, ejerciendo las acciones necesarias, se resuelva de una vez por todas este problema, a fin de que, en la forma más urgente posible, la larga lista de personas que resultaron dañadas -que adjunto a este documento-, efectivamente tengan una respuesta satisfactoria.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:57.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY DE NAVEGACIÓN RESPECTO DE NAVES ABANDONADAS

(2733-02)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese el inciso final del artículo 132 del decreto ley Nº 2.222, de 1978, ley de Navegación, por el siguiente:

“Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicará a las naves o artefactos que se encontraren a la deriva, o bien, sin tripulación a bordo y en malas condiciones de flotabilidad o haciendo agua. En ambos casos, la Autoridad Marítima estará facultada, adicionalmente, para disponer su hundimiento si fuere necesario, una vez que se haya cumplido con el procedimiento establecido en este artículo.”.”.

Dios guarde a V.E.


(Fdo.):PATRICIO CORNEJO VIDAURRÁZAGA,

Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.886, PARA ASEGURAR LA PROTECCIÓN DE LOS TRABAJADORES Y LA LIBRE COMPETENCIA EN LA PROVISIÓN DE BIENES Y SERVICIOS A LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO

(3620-13)


Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Modificase la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y de Prestación de Servicios, de la siguiente forma:

1.‑ Agrégase la siguiente frase final en el inciso primero del artículo 4°:

"Quedarán excluidos quienes, al momento de la presentación de la oferta, de la formulación de la propuesta o de la suscripción de la convención, según se trate de licitaciones públicas, privadas o contratación directa, registren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social, así como aquellas empresas condenadas por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro de los anteriores dos años.".

2.‑ Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 6º: 

a)Intercálase, en el inciso primero, a continuación del punto seguido que sucede a la palabra "futuros”, lo siguiente:

"En el caso de la prestación de servicios habituales, que deban proveerse a través de licitaciones o contrataciones periódicas, se otorgará mayor puntaje o calificación a aquellos postulantes que habiendo prestado el servicio durante el período inmediatamente anterior, exhibieren un mejoramiento en sus condiciones de empleo y remuneraciones.”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“Asimismo, el prestador no podrá subcontratar total o parcialmente el servicio sin autorización expresa de la entidad contratante.".

3.‑ Modifícase el artículo 11 del modo que sigue:

a) Incorpórase la siguiente frase final en su inciso primero:

"Tratándose de la prestación de servicios, dichas garantías deberán asegurar, además, el pago de las obligaciones laborales y sociales con los trabajadores de los contratantes y permanecerán vigentes hasta 60 días hábiles después de recepcionadas las obras o culminados los contratos.".

b) Agrégase, en su inciso segundo, a continuación de la palabra "ofertas", la frase: ", el cumplimiento de las obligaciones laborales y sociales de los trabajadores.".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ALEJANDRO NAVARRO BRAIN,

Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO,
Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA EL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES Y PERFECCIONA EL ESTATUTO DE CAPACITACIÓN Y EMPLEO

(3507-13)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO PRELIMINAR

DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 1º.- Créase el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, en adelante “El Sistema”, que tiene por objeto el reconocimiento formal de las competencias laborales de las personas, independientemente de la forma en que hayan sido adquiridas y de si tienen o no un título o grado académico otorgado por la enseñanza formal de conformidad a las disposiciones de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


Las personas podrán, voluntariamente, solicitar la certificación de sus competencias laborales según el Sistema que establece esta ley, y sin que ésta constituya obligación o requisito para desempeñar una determinada actividad económica u ocupacional, sin perjuicio de las normas específicas que las regulan. La certificación será otorgada mediante entidades acreditadas a través de un marco metodológico común aceptado por los distintos sectores productivos.


Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:


a) Competencia Laboral: actitudes, conocimientos y destrezas necesarias para cumplir exitosamente las actividades que componen una función laboral, según estándares definidos por el sector productivo.


b) Evaluación de Competencias Laborales: es un proceso de verificación del desempeño laboral de una persona contra una unidad de competencia laboral previamente acreditada.


c) Certificación de Competencia Laboral o Certificación de Competencia: corresponde al proceso de reconocimiento formal, por una entidad independiente, de las competencias laborales demostradas por un individuo en el proceso de evaluación.


d) Unidad de Competencia Laboral: es un estándar que describe los conocimientos, las habilidades y actitudes que un individuo debe ser capaz de desempeñar y aplicar en distintas situaciones de trabajo, incluyendo las variables, condiciones o criterios para inferir que el desempeño fue efectivamente logrado.


e) Calificación: es un conjunto de unidades de competencias que reflejan un área ocupacional.

TÍTULO PRIMERO

DE LA COMISIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 3º.- Créase la Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, en adelante también “la Comisión”, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y cuya función será la implementación de las acciones reguladas en la presente ley.


Artículo 4º.- Corresponderá a la Comisión las siguientes funciones y deberes:


a) Proponer a las autoridades competentes las políticas globales de certificación de competencias laborales;


b) Velar por la transparencia y el resguardo de la fe pública del Sistema;


c) Velar por la calidad del Sistema, fijando las metodologías y procedimientos que se utilizarán en su implementación;


d) Supervisar que los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, así como los Evaluadores, den cumplimiento a las obligaciones que emanan de esta ley;


e) Desarrollar, adquirir y actualizar las Unidades de Competencias Laborales;


f) Acreditar las Unidades de Competencias Laborales que se aplicarán en el Sistema y mantener un registro público de éstas, en los términos del artículo 26, Nº 3;


g) Validar los criterios y procedimientos de carácter general y obligatorio involucrados en la acreditación de los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales;


h) Acreditar la condición de Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitado para emitir certificados de competencias laborales, en conformidad al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;


i) Acreditar la condición de Evaluador habilitado para evaluar competencias laborales de las personas, en conformidad al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;


j) Crear y mantener un registro público de las certificaciones otorgadas por los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitados;


k) Aprobar y presentar anualmente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversión de Excedentes;


l) Publicar y entregar anualmente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social los balances financieros auditados;


m) Administrar el patrimonio de la Comisión, con plenas facultades, incluyendo la administración de sus bienes, con atribuciones de disposición de éstos;


n) Proporcionar la información financiera, contable, u otra, que requieran, o lo soliciten los Ministerios del Trabajo y Previsión Social o de Hacienda;


o) Entregar un informe de gestión anual, especialmente respecto de las metas propuestas y sus resultados que incluya los acuerdos que haya adoptado en el ejercicio de sus funciones y deberes;


p) Poner a disposición de los usuarios del Sistema, información relativa a los registros que mantiene la Comisión;


q) Celebrar los actos o contratos con organismos públicos, personas jurídicas de derecho público o privado, nacionales, internacionales o extranjeras, conducentes al cumplimiento de los fines del Sistema; 


r) Elaborar y aprobar las normas de funcionamiento de la Comisión, y


s) Cumplir las demás funciones y deberes que le asigna la ley.


Artículo 5º.- La Comisión estará integrada por un máximo de nueve miembros que serán designados de la siguiente forma:


a) Un miembro designado por el Ministro de Trabajo y Previsión Social;


b) Un miembro designado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción;


c) Un miembro designado por el Ministro de Educación;


d) Tres miembros designados por la organización de empleadores de mayor representatividad del país entre los representantes de los sectores productivos participantes del Sistema en conformidad con lo establecido en el reglamento, y


e) Un máximo de tres miembros designados por cada una de las centrales de trabajadores de mayor representatividad del país, en la forma en que se defina en el reglamento.


No podrán ser miembros de la Comisión aquellas personas que tengan un vínculo de dependencia laboral, de propiedad o sean directivos de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales, de un organismo técnico de capacitación y de un organismo técnico intermedio para capacitación. de igual forma, los miembros no podrán ejercer como evaluadores del Sistema.


Los miembros de la Comisión durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos por un período adicional. La renovación se realizará por parcialidades cada dos años, según se establezca en el reglamento.


En el caso de vacancia, la designación del reemplazante se efectuará dentro de los treinta días corridos siguientes de producida ésta, siguiendo el mismo procedimiento indicado en el inciso primero. El reemplazante durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado.


La Comisión sesionará con, a lo menos, cinco de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los miembros presentes. Su Presidente dirimirá los empates que pudieren producirse.


Sin perjuicio de lo anterior, los acuerdos para aprobar cada año el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversiones, deberán adoptarse con el voto de la mayoría de sus miembros en ejercicio.


El miembro que estime necesario salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo de la Comisión, deberá hacer constar en el acta respectiva su oposición, fundamentando su voto de minoría.


Artículo 6º.- Los miembros de la Comisión deberán presentar una declaración de intereses que exprese cualquier vinculación, ya sea de carácter profesional, por actividades económicas o de parentesco con los directivos, gerentes o socios de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales habilitado, un organismo técnico de capacitación o con un organismo técnico intermedio para capacitación. El reglamento establecerá los requisitos de las declaraciones y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a estas disposiciones.


Los miembros de la Comisión deberán inhabilitarse cuando ésta realice un pronunciamiento que afecte a entidades con las cuales tengan las relaciones descritas en el inciso anterior.


Artículo 7º.- La Comisión será presidida por aquel de sus integrantes que sus miembros designen y durará en su cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una sola vez, para lo cual se requerirá del voto favorable de todos los integrantes en ejercicio de la Comisión. También designará un Vicepresidente, quien subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste, y durará dos años en su cargo, pudiendo ser reelegido por una sola vez.


Artículo 8º.- La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva cuyas funciones serán las que le encomienda esta ley y su reglamento, y aquellas específicas que le encargue la Comisión.


La Comisión elaborará un reglamento que normará todo lo concerniente al funcionamiento y personal de la Secretaría Ejecutiva, el que se regirá por las disposiciones del Código del Trabajo.


Artículo 9º.- La Comisión designará una persona que actuará como Secretario Ejecutivo de la misma, tendrá la calidad de ministro de fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos, y representará judicialmente y extrajudicialmente a la Secretaría Ejecutiva.


Serán funciones propias del Secretario Ejecutivo:


a) Dirigir y coordinar todas las actividades necesarias de la Secretaría Ejecutiva, para dar cumplimiento a los fines de la Comisión;


b) Proporcionar a la Comisión todos los insumos necesarios para su funcionamiento;


c) Contratar al personal para el funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva;


d) Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte;


e) Denunciar ante la autoridad administrativa o judicial que corresponda, las infracciones cometidas a la presente ley;


f) Formular anualmente el Presupuesto, el Plan de Trabajo, el Plan de Inversión de Excedentes y el Balance de la Comisión;


g) Recibir reclamos presentados por terceros contra la decisión adoptada por el centro de evaluación y certificación de competencias laborales, fundada en que no cumple con las unidades de competencias laborales, metodologías y procedimientos fijados por la Comisión, y


h) Relacionarse con los ministerios, servicios públicos y organizaciones productivas, de trabajo y de formación, necesarios para asegurar el cumplimiento de los fines de la Comisión.


No podrá ser Secretario Ejecutivo quien tenga un vínculo de dependencia, de propiedad o sean directivos de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales, de un organismo técnico de capacitación o de un organismo técnico intermedio para capacitación. De igual forma, el Secretario Ejecutivo no podrá ejercer como evaluador del sistema.


El Secretario Ejecutivo estará obligado a guardar reserva respecto de la información que la Comisión señale.

TÍTULO SEGUNDO

DEL FINANCIAMIENTO DE LA COMISIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 10.- El patrimonio de la Comisión estará integrado por:


a) Recursos asignados, para estos fines, en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, transferidos por dicho Ministerio a la Comisión en virtud de convenios de desempeño. Estos recursos no podrán superar el 49% del gasto total de la Comisión y se destinarán para cofinanciar la compra, generación, actualización y validación de unidades de competencias laborales respecto de los cuales el sector privado contribuya a lo menos con un 10% del gasto;


b) Aportes de los sectores productivos participantes efectuados a la Comisión en dinero o en especies preferentemente para comprar, generar, actualizar o validar unidades de competencias laborales, mediante convenios de colaboración o de cooperación.


c) Recursos propios que obtenga con ocasión de la administración de su patrimonio y de los ingresos que perciba por los servicios que preste, y


d) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título y los frutos de estos bienes.


Artículo 11.- La Comisión celebrará anualmente un Convenio de Desempeño con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, mecanismo a través del cual este Ministerio le transferirá los recursos indicados en la letra a) del artículo anterior.


El Convenio de Desempeño contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


a) La proporción del presupuesto anual de la Comisión que se financiará con recursos públicos;


b) La forma, plazos y procedimientos de entrega de los recursos públicos a la Comisión por parte del Ministerio del Trabajo y Previsión Social;


c) Los resultados o las acciones comprometidas en el Plan Anual de Trabajo de la Comisión, asociadas a los recursos públicos;


d) Los mecanismos o procedimientos de rendición de cuenta de la administración de los recursos públicos recibidos y del cumplimiento de los resultados o de las acciones comprometidas en el Convenio de Desempeño, y


e) Los mecanismos de fiscalización del cumplimiento de este convenio.


Artículo 12.- El Ministerio del Trabajo y Previsión Social, previa autorización del Ministerio de Hacienda, fijará por resolución, a propuesta de la Comisión, el arancel máximo que ésta podrá cobrar por los procesos de acreditación, de mantención en los registros y de entrega de duplicados de los certificados emitidos por los centros de evaluación y certificación de competencias laborales. Para su fijación, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social considerará los resultados operacionales del año en curso de acuerdo a los procedimientos e instrumentos que establezca el reglamento y la proyección de ingresos y gastos señalados en el presupuesto anual, de manera tal de equilibrar los ingresos y gastos proyectados para el año siguiente.

TÍTULO TERCERO

DE LOS COMITÉS SECTORIALES


Artículo 13.- La Comisión solicitará, para el proceso de generación, adquisición y actualización de unidades de competencias laborales, la opinión de los sectores relacionados, a través de un Comité Sectorial que se constituirá como un órgano consultivo de la Comisión. Estos Comités otorgarán orientaciones estratégicas sobre el desarrollo de unidades de competencias laborales a incorporar y los lineamientos metodológicos comunes que den consistencia al Sistema; propondrán las unidades de competencias laborales exigidas para el desarrollo de una determinada función laboral y los criterios sectoriales de acreditación.


los comités sectoriales deberán estar compuestos, al menos, por representantes de los servicios públicos encargados de regular las actividades del sector, representantes del sector productivo y representantes de los trabajadores, y funcionarán con el apoyo metodológico y administrativo de la Secretaría Ejecutiva. La Comisión establecerá las normas reglamentarias que regularán la designación de los miembros y el funcionamiento de los comités sectoriales.

TÍTULO CUARTO

DE LA ACREDITACIÓN DE LOS CENTROS DE EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES Y DE LOS EVALUADORES


Artículo 14.- Para los efectos de esta ley, los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales serán desarrollados por entidades ejecutoras acreditadas, denominadas Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, en adelante, los “Centros”.


Los Centros tendrán la responsabilidad de evaluar las competencias laborales de las personas que lo soliciten, de acuerdo a las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, y otorgar las certificaciones cuando corresponda.


Para su labor de evaluación, los Centros deberán contratar a los evaluadores acreditados e inscritos en el Registro que al efecto mantendrá la Comisión, de conformidad a la presente ley. No deberá existir entre el Centro y el evaluador, un vinculo jurídico permanente, sea como dependiente o prestador de servicios.


En todo caso, los Centros serán responsables que dichos servicios sean ejecutados de acuerdo a las normas y procedimientos sancionadas por la Comisión, y responderán por las acciones u omisiones de los evaluadores contratados en su función de evaluar.


Los Centros tendrán las siguientes obligaciones:


a) Aplicar los procedimientos y metodologías validadas por la Comisión, en los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales;


b) Aplicar las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, en los procesos de evaluación y certificación;

c) Mantener las evidencias del proceso de evaluación de las competencias laborales de las personas, por los períodos y en las formas que indique el reglamento;


d) Informar a la Comisión, por escrito, de cualquiera circunstancia que altere o cambie, de manera sustancial, los antecedentes de los Centros, considerados para el proceso de su acreditación, establecidos en el artículo 18 de la presente ley, y


e) Desarrollar su labor, con total independencia, imparcialidad e integridad.


Artículo 15.- Los certificados de competencias laborales que se otorguen en conformidad a esta ley, tendrán la calidad de instrumentos públicos; y su falsificación o utilización maliciosa será sancionada de conformidad con lo dispuesto en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal.


Artículo 16.- No podrán desempeñarse como Centros, en ningún caso, las instituciones que desarrollen actividades de capacitación o de formación en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.518 sobre Estatuto de Capacitación y Empleo o de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, o instituciones que desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas por fondos públicos.


Asimismo, las instituciones señaladas en el inciso anterior no podrán concurrir, directamente o a través de personas jurídicas en las que participen, a la constitución de un Centro, cualquiera sea su naturaleza jurídica.


Los Centros que tengan con las instituciones indicadas en el inciso primero, alguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045, Título XV, del Mercado de Valores, no podrán evaluar o certificar a los egresados de dichas instituciones.


Lo establecido en los incisos anteriores también rige para las personas contratadas por los Centros para ejercer los servicios relacionados con la labor de evaluación de competencias laborales.


Artículo 17.- Corresponderá a la Comisión acreditar a los Centros y a los evaluadores, que cumplan con los requisitos de idoneidad, imparcialidad, y competencia, así como con los requisitos y criterios que se establecen en la presente ley y en su reglamento, y con los que apruebe la Comisión, para asegurar el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.


En los casos en que la entidad o persona postulante no cumpla íntegramente con los requisitos establecidos en el inciso anterior, la Secretaría Ejecutiva formulará las observaciones que deberán ser subsanadas por el postulante dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde su notificación, bajo apercibimiento de rechazar su solicitud sino subsana las observaciones realizadas, dentro del referido plazo. 


La Comisión podrá encomendar a personas jurídicas de derecho público o privado, la ejecución de las actividades necesarias para la evaluación de los Centros y de los Evaluadores, tendientes a la acreditación de los mismos. 


La acreditación se otorgará por un plazo de tres años, sin perjuicio de la facultad de la Comisión para revocarla anticipadamente, en los casos previstos en esta ley.


Artículo 18.- Para obtener la acreditación como Centro, las entidades postulantes deberán cumplir con los criterios que defina la Comisión, de manera general y pública, para asegurar la idoneidad, imparcialidad y competencia de los Centros; y además con los siguientes requisitos:


1°. Tener personalidad jurídica.


2°. Acreditar que los servicios de evaluación y certificación de competencias laborales forman parte de los objetivos contemplados en sus Estatutos o normas por las que se rigen.


3°. Tener contratado a personal idóneo para la dirección y administración del Centro. 


4°. Ser propietario, o disponer a otro título que otorgue posesión o mera tenencia, de la infraestructura necesaria para desempeñar las labores de evaluación y certificación de competencias laborales propias del sector productivo o área de la actividad económica en el cual desea desarrollar sus acciones.


5°. Contar con procesos operacionales que aseguren la idoneidad y transparencia de las decisiones que ellas adopten.


El reglamento de esta ley, establecerá la forma y condiciones a través de los cuales se acreditarán los requisitos y criterios anteriormente prescritos.


Artículo 19.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, no podrán inscribirse ni permanecer en el Registro respectivo las personas jurídicas que tengan como socios, directivos, gerentes o administradores a:


a) Personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva. La inhabilidad que se refiere esta letra cesará, cuando se acredite el cumplimento de la pena.


b) Los fallidos o los administradores o representantes legales de las personas fallidas que hubieran sido condenadas por delito de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 232 y 233 de la Ley de Quiebras. La inhabilidad que se refiere esta letra cesará, cuando se acredite el cumplimento de la pena.


c) Funcionarios públicos que tengan que ejercer, de acuerdo a la ley, funciones de fiscalización o control sobre las personas jurídicas inscritas en el Registro de Centros.


d) Quienes hayan sido administradores, directivos o gerentes de un Centro sancionado en los últimos cinco años con la cancelación de su inscripción en el Registro de Centros, conforme a esta ley.


Para los efectos de este artículo se entenderá por administradores, directivos y gerentes, a las personas que tengan poder de decisión o facultades de administración.


Lo dispuesto en las letras a), b), c) y d) de este artículo será aplicable también a los evaluadores.


Artículo 20.- Para obtener la acreditación como evaluador, los postulantes deberán ser personas naturales, que demuestren su idoneidad, imparcialidad y competencia laboral, en el ámbito donde desempeñarán sus funciones de evaluación, y demuestren conocimientos, habilidades y destrezas, requeridas para la ejecución de las actividades comprendidas en procesos de evaluación de competencias laborales, sin perjuicio de los criterios sectoriales adicionales que valide la Comisión. El reglamento establecerá la forma y condiciones en el que los requisitos y criterios deberán acreditarse.


Artículo 21.- La acreditación que se otorgue a los Centros y evaluadores, se extenderá exclusivamente a aquellos ámbitos que la Comisión señale, conforme al contenido de cada solicitud y a los antecedentes de la evaluación.


La calidad de Centro habilitado y de evaluador habilitado, no podrá ser transferida o cedida, ni perpetua ni temporalmente, a título gratuito u oneroso, ni ser objeto de transacción civil o comercial alguna.


Artículo 22.- De la resolución de la Comisión que deniegue la acreditación a que se refiere el artículo 17 de esta ley, procederá recurso de reposición ante dicho organismo, debiendo interponerse dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de la resolución denegatoria.


Corresponderá al Ministro del Trabajo y Previsión Social, conocer de la apelación que se interponga en contra de la resolución que rechace el recurso de reposición presentado ante la Comisión. Este recurso deberá interponerse en el plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución.


El Ministro del Trabajo y Previsión Social tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver. Si transcurrido el plazo no existiere pronunciamiento, se entenderá que el Ministro acoge el reclamo y la Comisión deberá dictar la resolución que disponga la acreditación del respectivo Centro o evaluador.

TÍTULO QUINTO

DE LA SUPERVISÓN Y DE LAS SANCIONES A LOS CENTROS Y A LOS EVALUADORES


Artículo 23.- La Comisión supervisará que los procesos de evaluación y certificación, sean ejecutados por los Centros de acuerdo al Sistema que crea esta ley, debiendo velar porque éstos den cumplimiento a las obligaciones contempladas en la presente ley y en su reglamento. Para estos efectos, la Comisión podrá requerir de los administradores y responsables de los Centros, todas las explicaciones y antecedentes que juzgue necesarios.


Lo anterior se entiende sin perjuicio de las facultades que le corresponden a otros organismos.


Artículo 24.- Los Centros que infrinjan las normas de la presente ley o su reglamento, serán sancionadas por la Comisión, con alguna de las siguientes medidas:


a) Amonestación por escrito; 


b) Suspensión por un período de seis meses de la acreditación del Centro por no haber cumplido con los criterios y requisitos de evaluación; 


c) Suspensión por un período de un año de la acreditación del Centro por no haber cumplido con los criterios y requisitos de evaluación y si haya sido anteriormente sancionado con una suspensión, y


d) Cancelación de su inscripción en el Registro.


La sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, sólo podrá imponerse, en los siguientes casos:


1. Por error manifiesto que permita presumir que el Centro ha obrado con grave negligencia en la prestación de su servicio;


2. Por coludirse con organismos técnicos de capacitación, con instituciones de educación superior o con usuarios del sistema para la entrega de certificados;


3. Por haber sido sancionado penalmente cualquiera de los directivos, gerentes o administrativos del centro, por el delito de falsedad o utilización maliciosa a que se refiere el artículo 15 de la presente ley;


4. Por no haber adoptado las medidas necesarias para solucionar las observaciones del Secretario Ejecutivo, al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos fijados; o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos;


5. Por no haber aplicado las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión;


6. Por no haber aplicado los procedimientos y metodologías conforme al sistema de calidad definido por la Comisión;


7. Por incumplimiento grave o reiterado de las normas de la presente ley, su reglamento o de las instrucciones impartidas por la Comisión;


8. Por infracción a lo dispuesto en los artículos 16 y 18 de la presente ley;


9. Por utilización de la autorización de la Comisión en ámbitos distintos a los autorizados, y,


10. Si proporcionare información falsa o engañosa acerca de las características de los servicios que presta, o del desempeño que exhiba al interior del Sistema.


Los Centros a quienes se les revoque la acreditación e inscripción en el respectivo Registro, no podrán solicitarla nuevamente sino después de transcurridos dos años contados desde la fecha de la revocación.


La cancelación de la inscripción en el Registro se efectuará por la Comisión, mediante resolución fundada.


Tratándose de las sanciones aludidas en las letras a), b) y c) del presente artículo, en forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro de diez días hábiles contados desde la notificación. Efectuado los descargos, o en rebeldía, la Comisión podrá aplicar estas sanciones. De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver.


Tratándose de la sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, a que alude la letra d) del presente artículo, los Centros podrán reclamar de su aplicación ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social, dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver, si estima que dicha sanción no se ajusta a la presente ley y ello les causa perjuicio.


Artículo 25.- La Comisión podrá cancelar la inscripción en el Registro a los evaluadores que cometan las siguientes infracciones:


1. Aprobar a un postulante  transgrediendo, de manera evidente, las metodologías y unidades de competencias laborales fijadas por la Comisión;


2. Coludirse con organismos de capacitación, con instituciones de educación superior o con usuarios del Sistema, para entregar resultados engañosos de los procesos de evaluación;


3. Proporcionar información falsa o engañosa acerca de las características de los servicios que presta, o del desempeño que exhiba al interior del Sistema;


4. No aplicar los procedimientos y metodologías que haya definido la Comisión;


5. Incumplir, de manera grave o reiterada, las normas de la presente ley, su reglamento o las instrucciones impartidas por la Comisión, y

6. Infringir lo dispuesto en los artículos 16 y 20 de esta ley.


Los evaluadores a quienes se les cancele su inscripción en el Registro, no podrán solicitarla nuevamente sino después de transcurridos cinco años, contados desde la fecha de la revocación.


La cancelación de la inscripción en el Registro se efectuará por la Comisión, mediante resolución fundada.


Tratándose de la sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, a que alude el primer inciso del presente artículo, previamente se le notificará al afectado de los hechos y normas infringidas que se le imputan, pudiendo éste  presentar sus descargos a la Comisión, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de los cargos. La Comisión resolverá, con sus descargos o en rebeldía. De la resolución que imponga una sanción, los evaluadores podrán reclamar  ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de treinta días hábiles  para resolver.

TÍTULO SEXTO

DE LOS REGISTROS


Artículo 26.- La Comisión llevará los siguientes registros de carácter público:


1. Registro Nacional de Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, que tendrá como objeto identificar los Centros habilitados para ejecutar las acciones de evaluación y de certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.


2. Registro Nacional de Evaluadores, que tendrá como objeto identificar a los evaluadores habilitados para ejecutar las acciones de evaluación de competencias laborales contempladas en esta ley. 


3. Registro Nacional de Unidades de Competencias Laborales, que tendrá por objeto informar a los usuarios sobre las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, y su relevancia para determinados sectores productivos, áreas ocupacionales y puestos de trabajo.


4. Registro Nacional de Certificaciones, que tendrá por objeto informar respecto de las certificaciones otorgadas por los Centros, y se construirá a partir de los reportes que emitirán dichos Centros, en conformidad a lo establecido en el reglamento.

La información contenida en los registros será puesta a disposición de las personas e instituciones usuarios del sistema, especialmente de las instituciones educacionales, a fin de permitirles relacionar las competencias con los diferentes niveles educacionales, incorporarlas en el diseño de planes y programas de estudio y facilitar el reconocimiento de las competencias certificadas en los procesos formales de educación.

TÍTULO SÉPTIMO

DEL FINANCIAMIENTO DE LOS PROCESOS DE EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 27.- El servicio de evaluación y certificación de competencias laborales establecido en la presente ley, podrá ser financiado mediante cualquiera de las siguientes alternativas:


a) A través de recursos propios de la persona que solicita el servicio;


b) Con recursos provenientes de la empresa en la que el trabajador se desempeña, los que podrán gozar de la franquicia tributaria señalada en el primer inciso del artículo 36 de la ley N° 19.518, para aquellos beneficiarios que esta norma contempla;


c) Con recursos contemplados en el Fondo Nacional de Capacitación señalado en el artículo 44 de la ley N° 19.518, los que serán aplicados, preferentemente, a los trabajadores cesantes, y


d) A través de los respectivos presupuestos destinados a capacitación en las entidades pertenecientes al sector público.


Artículo 28.- Podrá disponerse de financiamiento público, sólo para los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales cuando concurran las siguientes circunstancias:


a) Que se ejecuten por los Centros acreditados por la Comisión, y


b) Que se basen en los criterios, procedimientos, metodologías y unidades de competencias laborales validadas por la Comisión.


Artículo 29.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, determinará el monto de los gastos de las acciones de evaluación y certificación de competencias laborales que se podrán imputar a la franquicia tributaria que establece la ley N° 19.518.


Para efecto de lo anterior, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en conjunto con el Ministerio de Hacienda deberá fijar anualmente un valor máximo a descontar por cada proceso de evaluación y certificación de competencias laborales efectuado, denominado valor proceso de evaluación y certificación de competencias laborales participante.


El monto autorizado a descontar no podrá exceder del gasto efectivamente realizado por la empresa.


En caso en que el trabajador concurriera al financiamiento de su proceso de evaluación y certificación de competencias laborales, el empleador podrá imputar a la franquicia sólo la parte correspondiente a su aporte.


Artículo 30.- Con todo, las empresas que utilicen la franquicia tributaria establecida en el primer inciso del artículo 36 de la ley N° 19.518, para financiar el servicio de evaluación y certificación de competencias laborales de uno o más de sus trabajadores, deberán financiar directamente, sin derecho a descontar de la franquicia tributaria:


a) El 10% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales no superen las 10 unidades tributarias mensuales;


b) El 30% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales excedan de las 10 unidades tributarias mensuales y no superen las 25;


c) El 50% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales excedan de las 25 unidades tributarias mensuales y no superen las 50, y


d) El 100% del costo del servicio de evaluación y de certificación, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales superen las 50 unidades tributarias mensuales.


Artículo 31.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo autorizará, conforme a los artículos 29 y 30 de la presente ley, el monto de los gastos en evaluación y certificación de competencias laborales que las empresas podrán descontar en conformidad al primer inciso del artículo 36 de la ley N° 19.518.


Sin perjuicio de lo anterior, las empresas sólo podrán imputar como costos directos los gastos en que incurran con ocasión del financiamiento del servicio de evaluación y certificación de competencias laborales contratado directamente con Centros con inscripción vigente en el Registro Nacional de Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales.


Artículo 32.- Los comités bipartitos de capacitación, además de las funciones que estable el articulo 13 de la ley N° 19.518, podrán acordar y evaluar programas de evaluación y certificación de competencias laborales.


Artículo 33.- Las acciones contempladas en las modalidades descritas en el tercer y quinto inciso del artículo 33 de la ley Nº 19.518, podrán ampliarse a acciones de evaluación y certificación de competencias laborales.


Artículo 34.- Los organismos técnicos intermedios para capacitación no servirán de nexo entre las empresas y los Centros.


Los remanentes de las cuentas de capacitación y de reparto, que los organismos técnicos intermedios para capacitación mantienen por cada empresa, que se produjeren al final del ejercicio no podrán ser usados para las actividades de evaluación y certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.


Artículo 35.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo podrá establecer con cargo al Fondo Nacional de Capacitación, acciones de evaluación y certificación de competencias laborales en las letras a), b), d) y e) del artículo 46 de la ley N° 19.518.


Además, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo podrá desarrollar con cargo al Fondo, programas tendientes a ejecutar acciones de evaluación y certificación de competencias laborales para beneficiarios de escasos recursos. Dichos programas deberán ser licitados y ejecutados por los Centros acreditados por la Comisión que crea la presente ley.


Artículo 36.- Para el financiamiento descrito en la letra b) del artículo 27 de la presente ley, se aplicará el Párrafo 4º “De la Capacitación y su Financiamiento” de la ley Nº 19.518, salvo los artículos 31; 32; el último inciso del artículo 33; 34; 35; los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 36; 37; 38; los incisos primero y cuarto del artículo 39, y el inciso segundo del 43.

TITULO OCTAVO

DE LAS MODIFICACIONES A LA LEY 19.518


Artículo 37.- Introducense en la ley Nº 19.518, las siguientes modificaciones:


1) Agrégase en el artículo 21 el siguiente inciso cuarto nuevo:


“Cuando los organismos técnicos de capacitación dejaren de cumplir con alguno de los requisitos señalados en este artículo, cesará su inscripción en el Registro Nacional, perdiendo su calidad de organismos capacitadores.”.


2) Modificase el artículo 22 de la siguiente manera:


a) Eliminanse en la letra a), las palabras “o estén procesadas”, entre las expresiones “que hayan sido condenadas” y “por crimen o simple delito”; y las palabras “procesadas o” entre las expresiones “personas fallidas” y “condenadas por delitos”.


b) Agrégase en el segundo párrafo de la letra a) del artículo 22, a continuación del punto y coma(;) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:


“Asimismo, cesará la inhabilidad cuando se acredite el cumplimento de la pena;”.


c) Intercálase en la letra c) del artículo 22, el siguiente párrafo segundo:


“La inhabilidad a que se refiere esta letra regirá por el plazo de cinco años, contados desde la fecha de la resolución de cancelación de la inscripción del organismo técnico de capacitación del que hayan sido administradores, directivos o gerentes.”.


3) Agrégase, en el artículo 35, el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto, a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“Además, el Servicio llevará un Registro Especial de Cursos, en el que se inscribirán, previa autorización del Servicio, los cursos de capacitación basados en módulos de competencias laborales, que los organismos ofrezcan a las empresas, con cargo a la franquicia tributaria establecida en el artículo siguiente. Dichos cursos deberán construirse en base a las unidades de competencias laborales acreditadas de acuerdo a las normas que regulen el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, tendrán la misma vigencia de las unidades de competencias laborales sobre los cuales se construyeron, y no supondrá cobro por parte del Servicio.”.


4) Modifícase el artículo 77, de la siguiente manera:


a) Elimínanse las letra a) y e), pasando las actuales letras b), c) y d), a ser a), b) y c), respectivamente, y la actual letra f), a ser d).


b) Agrégase la siguiente letra e), nueva:


“e) Por la promoción de servicios, productos, bienes u otros, distintos de capacitación, asociados al uso de la franquicia tributaria establecida en el artículo 36, ya sea directamente o a través de piezas publicitarias escritas, radiales, de televisión, informáticas o de los mensajes utilizados directamente por personas encargadas por el organismo capacitador como fuerza de ventas.”.


c) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, a las entidades que requieran de autorización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para operar como escuelas de conductores, se les cancelará su inscripción en el Registro Nacional consignado en el artículo 19 de esta ley, cuando la escuela de conductores haya sido cancelada del Registro del Ministerio de Transportes, como medida de sanción. Lo anterior será sin perjuicio de las facultades del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo para cancelar su inscripción en el Registro por las infracciones a las normas del Estatuto.”.

TÍTULO FINAL


Artículo 38.- El mayor gasto fiscal que signifique esta ley, durante el año 2005, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Durante dicho año no regirán las limitaciones de financiamiento y destino de recursos dispuestos en la letra a) del artículo 10 de la presente ley.


Artículo 39.- Los reglamentos necesarios para la ejecución de esta ley serán dictados a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y deberán ser firmado además por el Ministro de Hacienda. Asimismo, estos reglamentos serán consultados con el Ministerio de Educación y el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- Los miembros de la Comisión señalados en el artículo 5°, letra d), serán designados de entre los sectores productivos participantes en los procesos de certificación de competencias laborales realizados hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, en el marco de programas financiados total o parcialmente con recursos públicos, y desarrollados a través de procedimientos acordados con los sectores productivos. Estos miembros durarán en sus cargos dos años.


Artículo tercero.- Las certificaciones de competencias laborales emitidas hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, en el marco de programas financiados total o parcialmente con recursos públicos provenientes de alguno de los Ministerios que forman parte de la Comisión o sus organismos dependientes, y desarrollados a través de procedimientos acordados por estos y el sector productivo respectivo, tendrán, para todos los efectos legales, el mismo valor y vigencia que los certificados que emitan los Centros a que se refiere esta ley. Para estos efectos, la Comisión deberá incorporarlos al Registro Nacional de Certificaciones a que alude el artículo 26, Nº 4, de la presente ley.


Asimismo, los estándares en las cuales se basaron las certificaciones señaladas en el inciso anterior, se respetarán, para todos los efectos legales, como unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión. Mantendrán esta calidad por un plazo de dos años, a contar de la fecha de entrada en vigencia de esta ley.”.


Dios guarde a V.E.

(FDO.):ALEJANDRO NAVARRO BRAIN,

Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO,
Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE UN SISTEMA DE RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL

(3021-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de la referencia, que se encuentra en segundo trámite constitucional en el Senado y que se iniciara en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


A las sesiones en que se estudiaron las indicaciones presentadas a esta iniciativa, asistió, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor Ríos.


Participaron también, especialmente invitados, el Ministro de Justicia, señor Luis Bates; el Subsecretario de dicha Cartera de Estado, señor Jaime Arellano; el Jefe de la División Jurídica de ese Ministerio, señor Francisco Maldonado; el Jefe del Departamento de Menores de la misma institución, señor Francisco Estrada, y el Jefe de la División de Defensa Social, señor Decio Mettifogo; la Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores, señora Delia Del Gatto; la Directora subrogante, señora Carmen Andrade, y los asesores jurídicos señoras Laura Albornoz, Daniela González y Marcela Radovic y señor Rodrigo Obrador.


Por parte del Ministerio Público asistieron el Fiscal Nacional, señor Guillermo Piedrabuena; la Abogado Asesora, señora María Eugenia Manaud; el Jefe de la División Administración y Finanzas, señor Juan Enrique Suárez, y el abogado de la División de Estudios de la señalada institución, señor Iván Fuenzalida.


Concurrieron, además, el Defensor Nacional, señor Rodrigo Quintana, y el Jefe de Gabinete, señor Gonzalo Berríos.


Por parte de la Policía de Investigaciones, asistieron el Director General, señor Arturo Herrera, el Prefecto señor Jorge Oliva, el Subprefecto señor Andrés González, y el asesor señor Fredi Gutiérrez.


Representando a Carabineros de Chile concurrieron el General Director (S) señor Nelson Godoy Barrientos, el General Gustavo González y la Coronel señora Lilian González.


Del mismo modo, participaron el Presidente de la Fundación Paz Ciudadana, señor Agustín Edwards; el Gerente de la misma entidad, señor Gonzalo Vargas, la Gerente de Proyectos, señora Javiera Blanco, y los abogados señora Francisca Werth y señor Claudio Valdivia.


Expuso, especialmente invitada, la profesora de Derecho Penal de la Universidad de Sevilla, España, señora Elena Núñez Castaño.


En relación a los aspectos presupuestarios de la iniciativa, se escuchó a la señora Sereli Pardo, Jefa del Sector Justicia de la Dirección de Presupuestos.


Expresaron sus opiniones los profesores señores Vivian Bullemore, Jaime Couso, Juan Pablo Hermosilla y Alvaro Fernández.


Del mismo modo, representantes de una serie de instituciones de estudio, muchas de ellas vinculadas a los menores, dieron a conocer su opinión en relación al proyecto en estudio. Dichas instituciones son la Sociedad Protectora de la Infancia, la Corporación Opción, la Fundación Tierra de Esperanza, la Red Intercomunal por los Niños De y En la Calle, el Proyecto Aura, el Programa Clubes Juveniles Movimiento de Adolescentes y Niños, el Hogar de Cristo, el Proyecto Frontera, el Instituto Libertad y Desarrollo, el Centro de Alumnos de la Escuela de Derecho de Pontificia Universidad Católica de Chile, el Centro de Alumnos de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales y la UNICEF.


En las sesiones finales participaron las señoras Mónica Espósito, Teresa Izquierdo y Fanny Pollarolo y los señores Osvaldo Torres y Osvaldo Vásquez, en representación de CONACE, ACHNNU, Hogar de Cristo y Corporación Opción, quienes presentaron un conjunto de proposiciones que se transcriben como originadas en el “Grupo de Trabajo”.


Finalmente, concurrió la directiva de la Asociación Nacional de Funcionarios del Servicio Nacional de Menores, encabezada por su Presidenta, señora Alicia del Basto.

- - - - - - -

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hubo.


2.-
Indicaciones aprobadas: 1, 2, 50, 95, 136, 166, 181 y, del Oficio N° 167-353, las números 4, 5, 7, 8, 9 y 10;


3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: 3, 4, 5, 6, 9, 13, 20, 21, 22, 23, 32, 34, 35, 37, 38, 42, 44, 45, 47, 48, 52 a 67, 72, 73, 78, 79, 80, 82, 85, 86, 87, 88, 89, 90, 92, 93, 94, 99, 100, 101, 110, 112, 115, 118, 121, 126, 139 a 150, 154, 156, 157, 158, 159, 162, 163, 164, 165, 167, 168, 176, 178, 182, 184, 186, 187, 189 a 196, 199, 204, 205, del Oficio N° 383-352, las números 210 y 212 y, del Oficio N° 167-353, las números 1, 2, 3, 6 y 11;


4.-
Indicaciones rechazadas: 7, 8, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33, 36, 39, 40, 41, 43, 46, 49, 51, 68, 69, 70, 71, 74, 75, 76, 77, 81, 83, 88, 96, 98, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 111, 113, 114, 119, 120, 122, 123, 124, 125, 127, 128, 129, 130, 131, 133, 134, 135, 137, 138, 151, 152, 155, 169, 170, 171, 172, 173, 174, 175, 177, 179, 180, 197, 198, 200, 201, 202, 203, 211, 213;


5.-
Indicaciones retiradas: 84, 91, 97, 116, 117, 132, 153, 160, 161, 183, 185 y 188, y


6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.


Cabe dejar constancia de que diversos preceptos del proyecto fueron objeto de modificaciones que la Comisión, unánimemente, acordó introducirles en mérito de lo dispuesto por el inciso final de  artículo 121 del Reglamento del Senado. De ello se dará cuenta al analizarse cada una de estas disposiciones.


Del mismo modo, debe hacerse presente que los artículos 29; 50; 53; 61, 62, 63, en cuanto a la derogación de los artículos 28, 29, 31, inciso segundo, 41 y 65 de la Ley N° 16.618, de Menores; 64; 65; 66; 68, en lo concerniente al nuevo artículo 102 C que se incorpora a la Ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, y 69 permanentes, y 2° y 3° transitorios del texto que os presentamos, son materia de ley orgánica constitucional y deben ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 74 y 80 B, en relación con el artículo 63, todos de la Constitución Política.


Debe recordarse, asimismo, que a raíz de la incorporación de un conjunto de indicaciones presentadas por el Presidente de la República al Senado durante la discusión particular, incorporando al proyecto normas que irrogan gastos, éste deberá pasar a la Comisión de Hacienda.


Del mismo modo, al haberse introducido en este trámite enmiendas que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales, que no han sido conocidas por la Corte Suprema, se ha hecho necesario remitir nuevamente la iniciativa al Máximo Tribunal, en cumplimiento de lo preceptuado por los artículos 74 de la Constitución Política y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - - - - - -


Es dable señalar que en sesión del día 13 de octubre de 2004, el Senado aprobó en general el primer informe que vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento evacuó sobre este proyecto, por 35 votos a favor, fijándose, en esa oportunidad, un plazo para la presentación de indicaciones hasta el día 9 de noviembre del mismo año.


Posteriormente, fueron abiertos nuevos plazos para estos efectos que vencieron los días 15 y 17 de noviembre de 2004.


Las indicaciones recibidas durante estos laspsos se consignan en el Boletín de Indicaciones.


Luego, se abrió un plazo adicional hasta el 23 de marzo de 2005 para que el Ejecutivo presentara indicaciones, lo que éste hizo mediante oficio Nº 383-352, fechado el 15 del mismo mes y año.


Finalmente, se abrió un último plazo para recibir indicaciones del Jefe de Estado que venció el día 16 de agosto de 2005. En ese lapso se recibieron las indicaciones contenidas en el oficio N° 167-353, de 11 de agosto de 2005.


Cabe poner de manifiesto que durante esta fase de la tramitación, la Comisión estimó conveniente recibir la opinión de diferentes instituciones vinculadas tanto al ámbito de los derechos de los menores y su protección, cuanto a la responsabilidad penal que les corresponde. De tales opiniones se deja constancia en el debate de las disposiciones en las cuales inciden.


Del mismo modo, la Comisión consideró necesario profundizar en el Derecho Comparado, con el objetivo de conocer el tratamiento que la legislación de diferentes naciones otorga a las principales instituciones que este proyecto aborda. De los antecedentes que se recibieron sobre el particular se da cuenta más adelante. Asimismo, se estimó pertinente escuchar una exposición de la antes mencionada profesora de la Universidad de Sevilla, señora Elena Núñez Castaño. Todo ello se consigna en un capítulo especial.


Asimismo, como se ha dicho, como consecuencia de la incorporación en este trámite de un conjunto de normas que irrogan gastos, se recibió de parte de los Ministerios de Hacienda y de Justicia un informe que da cuenta de los recursos que se requerirán y de la forma en que la Ley de Presupuestos los contemplará. Un capítulo específico del presente informe da cuenta de dichos antecedentes.


El capítulo del presente informe dedicado a la discusión particular contiene una relación de las disposiciones del proyecto, las indicaciones presentadas a su respecto, las opiniones que los expertos y representantes de las instituciones invitadas formularon, el debate de la Comisión y los acuerdos adoptados en cada caso.

DERECHO COMPARADO


Primeramente se revisaron los antecedentes relativos a diez países con legislaciones de inspiración latina. Luego, se examinaron cuatro casos de raigambre anglosajona.

ESPAÑA





Texto normativo: Ley N  5/2000, de 13 de enero de 2000, que entró en vigencia el 13 de enero de 2001.





Duración mínima de las penas: no hay.





Duración máxima de dichas penas:





1) Por las faltas sólo se podrán imponer las medidas de amonestación; permanencia de fin de semana, hasta un máximo de 4 fines de semana; prestaciones en beneficio de la comunidad hasta por 50 horas y privación del permiso de conducir o de otras licencias administrativas.





2) La medida de internamiento en régimen cerrado sólo podrá ser aplicable cuando en la descripción y calificación jurídica de los hechos se establezca que en su comisión se ha empleado violencia o intimidación en las personas o actuado con grave riesgo para la vida o la integridad física de las mismas.





3) La duración de las medidas no podrá exceder de 2 años. La medida de prestaciones en beneficio de la comunidad no podrá superar las 100 horas.





Duración máxima de la pena en el caso de los mayores de 16 al momento de la comisión de los hechos:





El plazo de duración de las medidas podrá alcanzar un máximo de 5 años, siempre que el delito haya sido cometido con violencia o intimidación en las personas o con grave riesgo para la vida o la integridad física de las mismas, y un equipo técnico lo aconseje





Excepcionalmente, cuando los supuestos previstos en la regla anterior revistan extrema gravedad, apreciada expresamente en la sentencia, el juez habrá de imponer una medida de internamiento de régimen cerrado de 1 a 5 años de duración, complementada por otra medida de libertad vigilada con asistencia educativa hasta por un máximo de otros 5 años.





Sistema de determinación: es un sistema discrecional. El artículo 7.3 dispone que "Para la elección de la medida o medidas adecuadas, tanto por el Ministerio Fiscal y el letrado del menor en sus postulaciones como por el Juez en la sentencia, se deberá atender de modo flexible no sólo a la prueba y valoración jurídica de los hechos, sino especialmente a la edad, las circunstancias familiares y sociales, la personalidad y el interés del menor, puestos de manifiesto los dos últimos en los informes de los equipos técnicos y, en su caso, de las entidades públicas de protección y reforma de menores emitidos conforme a lo dispuesto en el artículo 27.”.





La norma agrega que “El Juez deberá motivar la sentencia, expresando con detalle las razones por las que aplica una determinada medida, así como el plazo de duración de la misma, a los efectos de la valoración del mencionado interés del menor.".





Edades de intervención: el sistema se dirige a los mayores de 14 y menores de 18 años.





El artículo 4  da posibilidad de aplicar esta ley a mayores de 18 y menores de 21 años en ciertas condiciones:





a) Cuando el imputado hubiere cometido una falta o un delito menos grave sin violencia o intimidación en las personas ni grave peligro para la vida o la integridad física de las mismas, tipificados en el Código Penal o en las leyes penales especiales.





b) Cuando el menor no haya sido condenado en sentencia firme por hechos delictivos cometidos una vez cumplidos los 18 años. A tal efecto, no se tendrán en cuenta las anteriores condenas por delitos o faltas imprudentes ni los antecedentes penales que hayan sido cancelados o que debieran serlo con arreglo a lo dispuesto en el artículo 136 del Código Penal.





c) Cuando las circunstancias personales del imputado y su grado de madurez aconsejen la aplicación de la presente ley, especialmente cuando así lo haya recomendado el equipo técnico en su informe.





En cuanto a los delitos terroristas, la Ley Nº 7/2000 estableció algunas reglas especiales en esta materia:





Cuando alguno de los hechos cometidos sea de los previstos en esta ley y el responsable del delito fuera mayor de 16 años, el juez impondrá una medida de internamiento en régimen cerrado de 1 a 8 años, complementada, en su caso, por otra medida de libertad vigilada, hasta por un máximo de 5 años. Sólo podrá hacerse uso de las facultades de modificación, suspensión o sustitución de la medida impuesta cuando haya transcurrido, al menos, la mitad de la duración del internamiento.





La medida de internamiento en régimen cerrado podrá alcanzar una duración máxima de 10 años para los mayores de 16 y de 5 años para los menores de esa edad, cuando fueren responsables de más de un delito, uno de los cuales esté calificado como grave y sancionado con pena de prisión igual o superior a 15 años.





Catálogo de sanciones: el artículo 7º contempla las siguientes:





a) Internamiento en régimen cerrado.





b) Internamiento en régimen semiabierto.





c) Internamiento en régimen abierto.





d) Internamiento terapéutico.





e) Tratamiento ambulatorio.





f) Asistencia a un centro de día.





g) Permanencia de fin de semana.





h) Libertad vigilada.





i) Convivencia con otra persona, familia o grupo educativo.





j) Prestaciones en beneficio de la comunidad.





k) Realización de tareas socio-educativas.





I) Amonestación.





m) Privación del permiso de conducir ciclomotores o vehículos a motor, o del derecho a obtenerlo, o de las licencias administrativas para caza o para uso de cualquier tipo de armas.

FRANCIA





El texto normativo que rige esta materia es la Ordenanza N° 45-174, de 2 de febrero de 1945, que ha sido modificada dieciocho veces desde su promulgación y, recientemente, por leyes de 9 de septiembre de 2002 y 9 de marzo de 2004. Estas últimas han reforzado la dimensión de represión, hecho lamentado por el Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas en junio del 2004.





Duración mínima de las penas: no hay.





Duración máxima: para los adolescentes declarados imputables de entre 13 y 17 años, es la mitad de la pena del adulto.





En el caso de menores de 16 a 17 años, la rebaja puede ser facultativa, por razones fundadas, atendidas las circunstancias y personalidad del menor.





Tipos de sanciones impuestas: descartando la aplicación del principio de oportunidad y las salidas alternativas, se aplican:





• Amonestación, entrega a los padres y dispensa de medida o pena.





• Libertad vigilada, protección judicial, colocación y reparación.





• Sanciones educativas.





• Multas firmes y suspendidas.





• Prisión con suspensión simple.





• Prisión con suspensión y puesta a prueba.





• Prisión firme.





Sistema de determinación de las penas: se trata de un sistema de protección con traspaso facultativo a la esfera penal. La Ordenanza de 2 de febrero de 1945 señala, en su artículo 2, que, según el caso, se tendrá primero que elegir las medidas de protección, de ayuda, de vigilancia y de educación que parezcan adecuadas. Pero se podrá, según lo indiquen las circunstancias y la personalidad del delincuente, pronunciar una condena penal solamente si el menor tiene más de 13 años en el momento en que ocurrió el delito.





El criterio general no es la naturaleza de la infracción cometida o su gravedad, sino la personalidad del niño, la oportunidad de la medida y su supuesta eficacia.





En cuanto a las edades de intervención, no hay edad mínima para hacer exigible la responsabilidad penal. Ha habido reproche por esta situación por parte del Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas al 2º Informe Periódico ante dicho organismo, en junio de 2004. Sin embargo, hay franjas de edad que influyen en el procedimiento a seguir: 13 a 16 años y 16 a 17.





Por otra parte, las medidas de protección, de ayuda, de vigilancia y de educación pueden dictarse hasta la mayoría de edad y por períodos de hasta 5 años. La sanción de libertad vigilada puede imponerse hasta la mayoría de edad.

ITALIA





Texto Normativo: Decreto Nº. 448 del Presidente de la República, de 22 septiembre de 1988, que contiene la Aprobación de Disposiciones de Procedimiento Criminal aplicables a Infractores Juveniles.





Duración mínima de las penas: 6 meses a 1 año.





Duración máxima: no puede exceder de un tercio de la pena privativa que se le aplique a un adulto. El juez debe evaluar completamente la personalidad del joven desde un punto de vista psicológico, social y ambiental, obteniendo la más completa información sobre su personalidad, familia y sus circunstancias, recursos y apoyos sociales. Esta información se utiliza para determinar si el joven puede ser acusado, fijar su grado de su responsabilidad y evaluar la significación social del delito.





La legislación distingue entre delitos graves (como matar) y menos graves (como sustraer una especie de poco valor). La pena de cárcel obviamente es la más grave y está asociada sólo a los delitos graves. Durante el proceso y antes de la sentencia, la legislación contempla la posibilidad de la reparación a la víctima de modo de evitar el inicio de un juicio. Lo anterior extingue la acción penal.





Sistema de determinación de las penas: una vez iniciado el procedimiento propiamente tal, las sanciones que pueden aplicarse son arresto domiciliario, amonestación, trabajos a favor de la comunidad y cárcel.





Para el caso de delitos por drogas, la pena es automática y se deriva al adolescente condenado a una comunidad terapéutica.





El juez que dictó la sentencia debe realizar el seguimiento de su cumplimiento y, en particular, del cumplimiento del programa de trabajo asignado al joven.





La condena de menores de edad a presidio perpetuo fue abolida por Decisión Nº 168 del Tribunal Constitucional, de 28 de abril de 1994.





Edades de intervención : entre 14 y 18 años.





Las normas que regulan el procedimiento deben siempre aplicarse de una manera que sea consonante con la personalidad y necesidades de educación del imputado.





Las medidas cautelares que pueden asignarse durante la audiencia de convalidación son cuatro:

a) las prescripciones, referidas a la organización del trabajo, el estudio y el tiempo libre, con una duración máxima de 4 meses;

b) Ia permanencia en la casa, que consiste en la prohibición de salir de la misma, salvo por razones de estudio o trabajo previamente organizado;

c) la colocación en una comunidad por un tiempo determinado, y

d) la custodia cautelar, que corresponde al traslado del menor a la cárcel.





Para la aplicación de las medidas cautelares se evalúa la gravedad del delito y si hay reincidencia. Luego de la audiencia cautelar y en espera del proceso, el juez puede decidir enviar al menor a su casa o a una comunidad. Estas comunidades son dependientes de los servicios sociales o de privados y en ellas viven también jóvenes que no tienen familia. En éstas se elabora y desarrolla un programa individual para cada adolescente.

COSTA RICA





Texto normativo: Ley N° 7.576, sobre Justicia Penal Juvenil, de 30 de abril de 1996.





Duración mínima de las penas: no hay





Duración máxima: se distingue de acuerdo al tipo de privación de libertad:

- Internamiento domiciliario: 1 año;

- Internamiento en tiempo libre: 1 año;

- Internamiento en centros especializados: mayores de 12 y menores de 15 años, máximo de 10 años, y mayores de 15 y menores de 18 años, máximo de 15 años;

- Libertad asistida: máximo de 2 años;

- Prestación de servicios a la comunidad: máximo de 6 meses, y

- Órdenes de orientación y supervisión: máximo de 1 año.





Edades de intervención: mayores de 12 y menores de 18 años.





Sistema de determinación de la pena: es de tipo discrecional. El artículo 122 establece que para determinar la sanción aplicable se debe tener en cuenta la vida del menor de edad antes de la conducta punible, la comprobación del acto delictivo, la comprobación de que el menor de edad ha participado en el mismo, la capacidad para cumplir la sanción, la proporcionalidad, racionalidad e idoneidad de ésta, la edad del menor y sus circunstancias personales, familiares y sociales, y sus esfuerzos por reparar los daños causados.





Adicionalmente, el artículo 131 contempla el internamiento en centros especializados. Dispone que ésta es una privación de libertad de carácter excepcional y que puede ser aplicada sólo cuando se trate de delitos dolosos sancionados en el Código Penal o en leyes especiales, con pena de prisión superior a 6 años para los mayores de edad y cuando se hayan incumplido injustificadamente las sanciones socioeducativas o las órdenes de orientación y supervisión impuestas.





Existe un amplio catálogo de sanciones. El artículo 121 contempla las siguientes:





a) Sanciones socio-educativas: amonestación y advertencia, libertad asistida, prestación de servicios a la comunidad y reparación de los daños a la víctima.





b) Órdenes de orientación y supervisión. El Juez Penal Juvenil podrá imponer las siguientes órdenes de orientación y supervisión: instalarse en un lugar de residencia determinado o cambiarse de él; abandonar el trato con determinadas personas; eliminar la visita a bares y discotecas o centros de diversión determinados; matricularse en un centro de educación formal o en otro cuyo objetivo sea enseñarle alguna profesión u oficio; adquirir trabajo; abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, sustancias alucinógenas, enervantes, estupefacientes o tóxicos que produzcan adicción o hábito, y ordenar el internamiento del menor de edad o el tratamiento ambulatorio en un centro de salud público o privado, para desintoxicarlo o eliminar su adicción a las drogas antes mencionadas.





c) Sanciones privativas de libertad: internamiento domiciliario, internamiento durante el tiempo libre e internamiento en centros especializados.

URUGUAY





Texto normativo: Ley N° 17.823, que contiene el Código de la Niñez y la Adolescencia, de 7 de septiembre del 2004.





Duración mínima de las penas: no hay





Duración máxima: la medida de privación de libertad tendrá una duración máxima de 5 años.





Sistema de determinación de las penas: es de tipo discrecional, en consecuencia, las medidas privativas de libertad no son obligatorias para el juez. Se aplicarán cuando, configurándose los requisitos legales, no existan otras medidas adecuadas dentro de las no privativas de libertad. El juez fundamentará los motivos de la no aplicación de otras medidas. Se tendrá en consideración el derecho del adolescente a vivir con su familia y, en caso que proceda la separación, a mantener contacto permanente con ésta, la pareja, los amigos y los referentes afectivos y otras personas, si ellos no fueren perjudiciales.





El artículo 76 señala que si se disponen medidas socioeducativas, las sentencias serán dictadas con la finalidad de preservar el interés del adolescente. Deberá fundamentarse por qué no es posible aplicar una medida distinta de la de privación de libertad. El juez no podrá imponer medidas educativas sin previa solicitud del Ministerio Público, ni hacerlo de manera más gravosa que la solicitada por éste.





La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda.





Edades de intervención: de 14 a 18 años.





El artículo 91 dispone que en ningún caso el adolescente que al llegar a los 18 años permanezca sujeto a medidas, cumplirá lo que le resta en establecimientos destinados a adultos. El artículo 94 prescribe que se deberá decretar en cualquier momento el cese de la medida cuando resulte acreditado en autos que la misma ha cumplido su finalidad socioeducativa.





El artículo 76 establece que el arresto domiciliario y la internación provisoria no podrán durar más de 60 días. Transcurrido ese plazo sin que se haya dictado sentencia de primera instancia, se deberá dejar en libertad al adolescente. Ambas medidas cautelares sólo podrán aplicarse si la infracción que se imputa al adolescente puede ser objeto de una medida privativa de libertad de acuerdo con el artículo 86, y siempre que ello sea indispensable para asegurar la comparecencia del menor a los actos procesales esenciales y la seguridad de la víctima, el denunciante o los testigos.





A su vez, el artículo 69 señala que, a los efectos de este Código, son infracciones a la ley penal:

1) Las acciones u omisiones dolosas consumadas, cometidas en calidad de autor o coautor, tipificadas por el Código Penal y las leyes penales especiales.

2) Las acciones u omisiones culposas consumadas, cometidas en calidad de autor o coautor, tipificadas por el Código Penal y las leyes penales especiales, cuando el juez reúna los elementos de convicción suficientes, fundados exclusivamente en el desarrollo de la personalidad sicosocial del infractor y avalado por un equipo técnico, que permitan concluir que el adolescente disponía de capacidad cognitiva acerca de las posibles consecuencias de su obrar.

3) La tentativa de infracciones gravísimas a la ley penal.

4) La participación en calidad de cómplice en infracciones gravísimas a la ley penal.





Existe, además, un amplio catálogo de sanciones no privativas de libertad: advertencia, formulada por el juez en presencia del defensor y de los padres o responsables, sobre los perjuicios causados y las consecuencias de no enmendar su conducta; amonestación formulada por el juez en presencia del defensor, de los padres o responsables, intimándolo a no reiterar la infracción; orientación y apoyo mediante la incorporación a un programa socioeducativo a cargo del Instituto Nacional del Menor u otras instituciones públicas o privadas por un máximo de 1 año; observancia de reglas de conducta, como la prohibición de asistir a determinados lugares o espectáculos por un período que no exceda de 6 meses; prestación de servicios a la comunidad hasta por un máximo de 2 meses; obligación de reparar el daño a satisfacción de la víctima; prohibición de conducir vehículos motorizados hasta por 2 años; libertad asistida y libertad vigilada.

COLOMBIA





Texto normativo: Código del Menor, Decreto Nº 2.737, de 27 de noviembre de 1989.





Duración mínima de las penas: no hay.





Duración máxima: el artículo 201 dispone que en ningún caso la medida de rehabilitación podrá ser superior a 3 años.





Sistema de determinación: es discrecional con ciertos límites. El artículo 209 señala que será obligatoria la ubicación del menor en una institución de carácter cerrado en los siguientes casos: cuando se trate de una infracción a la ley penal cometida mediante grave amenaza o violencia a las personas, por reiterada comisión de infracciones penales y por incumplimiento injustificado de la medida anteriormente impuesta.





El artículo 216 prescribe que las decisiones del juez que impongan las medidas no tendrán carácter definitivo y podrán ser modificadas o dejadas sin efecto de oficio o a instancia del Defensor de Familia, del apoderado o de los padres del menor o del Director del Centro.





Edades de intervención: de 12 a 18 años.





El artículo 217 señala que si, estando vigente la medida, el menor cumpliere 18 años, ésta continuará en vigor hasta alcanzarse su rehabilitación, pero no se prolongará más allá de la fecha en que éste cumpla 21 años. En ningún caso podrán cumplirse estas medidas en sitios destinados a infractores mayores de edad.

PERÚ





Texto normativo: Código de los Niños y Adolescentes, de 2 de agosto del 2000.





Duración mínima de las penas: no hay.





Duración máxima: la internación es una medida privativa de libertad que se aplicará como último recurso por el período mínimo necesario, el cual no excederá de 3 años. Por pandillaje pernicioso se fija un máximo de 3 años de internación. Si, como consecuencia de las acciones de pandillaje pernicioso, se causare la muerte o se inflingieren lesiones graves, la medida socioeducativa de internación será no menor de 3 ni mayor de 6 años para el autor, autor mediato o coautor del hecho. Al cabecilla, líder o jefe se le aplicará la medida socioeducativa de internación no menor de 2 años ni mayor de 4.





La libertad asistida consiste en la designación por la Gerencia de Operaciones de Centros Juveniles del Poder Judicial, de un tutor para la orientación, supervisión y promoción del adolescente y su familia, debiéndose presentar informes periódicos. Esta medida se aplicará por el término máximo de 8 meses.





La prestación de servicios a la comunidad consiste en la realización de tareas acordes a las aptitudes del adolescente sin perjudicar su salud, escolaridad ni trabajo, por un período máximo de 6 meses, supervisado por personal técnico de la Gerencia de Operaciones de Centros Juveniles del Poder Judicial en coordinación con los Gobiernos Locales.





La libertad restringida consiste en la asistencia y participación diaria y obligatoria del adolescente al Servicio de Orientación al Adolescente a cargo de la Gerencia de Operaciones de Centros Juveniles del Poder Judicial, a fin de sujetarse al Programa de Libertad Restringida, tendiente a su orientación, educación y reinserción. Se aplica por un término máximo de 12 meses.





Sistema de determinación: es discrecional. La internación sólo podrá aplicarse cuando se trate de un acto infractor doloso, que se encuentre tipificado en el Código Penal y cuya pena sea mayor de 4 años, por reiteración en la perpetración de otras infracciones graves y por incumplimiento injustificado y reiterado de la medida socio-educativa impuesta.





El artículo 215 dispone que el juez, al dictar sentencia, tendrá en cuenta la existencia del daño causado, la gravedad de los hechos, el grado de responsabilidad del adolescente, el informe del Equipo Multidisciplinario y el informe social.





Edades de intervención: menores de12 a 18 años.





El artículo 229 señala que las medidas socioeducativas tienen por objeto lograr la rehabilitación del adolescente infractor.

EL SALVADOR





Texto normativo: Decreto Legislativo Nº 863, de 6 de mayo de 1994.





Duración mínima de las penas: no hay.





Duración máxima: en general, tratándose de la internación, las medidas provisionales durarán un máximo de 90 días y las definitivas, 5 años.





El artículo 15 dispone que cuando la infracción fuere cometida por un menor que hubiere cumplido 16 años al momento de su comisión, el juez podrá ordenar el internamiento hasta por un término cuyos mínimo y máximo serán la mitad de los establecidos como pena de privación de libertad en la legislación penal respecto de cada delito. En ningún caso la medida podrá exceder de 7 años. Toda medida será revisada trimestralmente y podrán ser modificadas, sustituidas o revocadas por el juez de oficio o a instancia de parte o del director del centro donde se encuentre el menor, en base a las recomendaciones de los especialistas.





Sistema de determinación: es de tipo discrecional.





Edades de intervención: de 12 a 15 y de 16 a 18 años.





El internamiento constituye una privación de libertad que el juez ordena excepcionalmente, como última medida, cuando concurran las circunstancias establecidas para la privación de libertad por orden judicial. Su duración será por el menor tiempo posible. El juez, dentro de la ejecución de esta medida, podrá permitir o autorizar la realización de actividades fuera del centro siempre que los especialistas lo recomienden y disponer, además, el internamiento de fin de semana. Las medidas adoptadas deben tener una finalidad primordialmente educativa y se complementarán, en su caso, con la intervención de la familia y el apoyo de especialistas.





El catálogo de sanciones contempla las siguientes: orientación y apoyo sociofamiliar; amonestación; imposición de reglas de conducta; servicios a la comunidad; libertad asistida con un mínimo de 6 meses e internamiento.





La aplicación de las sanciones será en forma provisional o definitiva y podrá ser suspendidas, revocadas o sustituidas por otras, previa consulta a las personas encargadas del apoyo al menor durante el cumplimiento de las mismas.





En ningún caso podrá cumplirse la medida de internamiento en sitios de reclusión para personas sujetas a la legislación penal común.





Los principios rectores son la protección integral del menor, su interés superior, el respeto a sus derechos humanos, su formación integral y la reinserción en su familia y en la sociedad.

MÉXICO





Texto normativo: Ley para el Tratamiento de Menores Infractores, para el Distrito Federal en materia común y para toda la República en materia penal. Su última reforma se produjo el 25 de junio de 2003.





Duración mínima de las penas: no hay.





Duración máxima: el tratamiento externo no podrá exceder de 1 año y el tratamiento interno (internamiento), de 5 años.





Sistema de determinación de las penas: la sentencia debe contener un Dictamen Técnico que reunirá los siguientes requisitos: lugar, fecha y hora de emisión, relación sucinta de los estudios biosicosociales practicados al menor y consideraciones mínimas para definir la aplicación de las medidas procedentes según el grado de desadaptación social del menor.





Las mencionadas consideraciones son las que siguen:

a) Naturaleza y gravedad de los hechos que se atribuyan al menor, así como las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión de comisión de los mismos;

b) Nombre, edad, grado de escolaridad, estado civil, religión, costumbres, nivel socioeconómico y cultural y la conducta precedente del menor;

c) Motivos que impulsaron su conducta y condiciones especiales en que se encontraba en el momento de los hechos;

d) Vínculos de parentesco, de amistad o nacidos de otras relaciones sociales con las personas presuntamente ofendidas, así como las características personales de las mismas, y

e) Si el menor fuere indígena, el dictamen deberá considerar también si influyeron en su conducta los usos y costumbres del pueblo o comunidad al que pertenece.





Edades de intervención: mayores de 12 y menores de 18 años.





Se entiende por “tratamiento” la aplicación de sistemas o métodos especializados con aportación de las diversas ciencias, técnicas y disciplinas pertinentes, a partir del diagnóstico de personalidad, para lograr la adaptación social del menor.

HONDURAS





Texto normativo: Código de la Niñez y la Adolescencia, Tomo lII, de los Niños Infractores de Ley.





Duración mínima de las penas: no hay.





Duración máxima: 8 años. El internamiento se aplicará por el menor tiempo posible y no podrá exceder del que sea estrictamente necesario para la rehabilitación del niño.





Sistema de determinación: las medidas se aplicarán de manera proporcional a la infracción, teniendo en cuenta las circunstancias agravantes, atenuantes o eximentes que concurran, así como las necesidades del niño y la sociedad. El internamiento es una medida excepcional, aplicable cuando la infracción cometida ha producido daño a la vida de una persona o ha consistido en amenazas o graves violencias contra otros seres humanos; la acción u omisión ha implicado reincidencia o habitualidad en la comisión de infracciones; el niño ha rechazado expresa, reiterada e injustificadamente el cumplimiento de otras medidas o sanciones impuestas por la autoridad competente, o existe peligro de fuga u obstrucción de la investigación.





Edades de intervención: de 12 a 18 años.





Los efectos del internamiento se evaluarán cada 6 meses. La prescripción es de 5 años para las acciones contra niños infractores de la ley penal y de 60 días para las faltas.





El cumplimiento de los 18 años no afectará el seguimiento o tratamiento decretados por la autoridad competente. Se revisará de oficio la sentencia dictada y podrá disponerse la extensión de las medidas dictadas si no se han alcanzado los propósitos perseguidos o el internamiento del menor en una granja penal, en una institución de tratamiento neurosiquiátrico o en un centro de trabajo. El adolescente deberá estar separado de los niños menores de 18 años.

BRASIL





Texto normativo: Estatuto del Niño y del Adolescente, de 1990.





La duración mínima de las penas depende de cada sanción. En el caso de la internación, son 3 meses.





En cuanto a la duración máxima, en el caso de la sanción de internación son 3 años.





Edades de intervención: de12 a 18 años.





Sistema de determinación: es de tipo discrecional. Se considera “acto infractor” la conducta descrita como crimen o contravención penal.





La medida aplicada al adolescente tendrá en cuenta su capacidad de cumplir la pena, así como las circunstancias y la gravedad de la infracción. En ninguna hipótesis ni bajo ningún pretexto se admitirá la prestación de trabajos forzados. Se permitirá la realización de actividades externas si el equipo técnico de la entidad lo estima pertinente, salvo expresa determinación judicial en contrario. La medida no tiene plazo determinado, debiendo reevaluarse su mantenimiento mediante decisión fundada cada 6 meses como máximo. En ninguna hipótesis el período máximo de internación será superior a 3 años. Alcanzados los 3 años, el adolescente deberá ser liberado y colocado en régimen de semilibertad o de libertad asistida. Finalmente, la puesta en libertad será obligatoria a los 21 años de edad.





El artículo 122 dispone que la medida de internación sólo podrá aplicarse cuando se trate de acto infractor cometido mediante grave amenaza o violencia a la persona, por reiteración en la comisión de otras infracciones graves y por reiterada e injustificada falta de cumplimiento de la medida impuesta anteriormente, caso en el cual el plazo de internación no podrá ser superior a 3 meses. Habiendo otra medida adecuada, en ningún caso se aplicará la internación.





El catálogo de medidas incluye las siguientes: advertencia; obligación de reparar el daño; prestación de servicios a la comunidad con un máximo 6 meses; libertad asistida con un mínimo de 6 meses, pudiendo revocarse, prorrogarse, sustituirse e interrumpirse en cualquier momento; inserción en régimen de semilibertad, remitiéndose a las reglas de la internación, e internación en un establecimiento educacional por un período que podrá ir de los 3 meses a los 3 años. La internación constituye una medida privativa de la libertad sujeta a los principios de brevedad, excepcionalidad y respeto a la condición peculiar de persona en desarrollo.





Además, puede aplicarse cualquiera de las medidas de protección previstas en el artículo 101, entre las cuales se cuenta la entrega del menor a los padres o responsables mediante declaración de responsabilidad, la matrícula y asistencia obligatoria a un establecimiento oficial de enseñanza fundamental y la inclusión en un programa oficial o comunitario de auxilio a la familia, al niño y al adolescente.

CANADÁ





El texto normativo es el YCJA 2003. Canadá formuló reserva al párrafo C del artículo 37 de la Convención sobre los Derechos del Niño.





La edad de intervención es la franja de los 12 a los 17 años. En ella, se aplica un sistema jurídico especial y los adolescentes que son acusados formalmente por la policía son juzgados por tribunales especiales o Cortes Juveniles.





Las sanciones contempladas son las siguientes: apoyo intensivo y orden de supervisión; orden de asistencia a un programa especial; reclusión remitida; privación de libertad rehabilitadota; libertad condicional; multa y servicio a la comunidad.





No se establece una duración mínima para la privación de libertad.





Como criterio para la aplicación de una pena privativa de libertad, ésta se reserva para delitos violentos o reiterados e incidentes en que exista amenaza de ejercer fuerza sobre una persona, entre los cuales se encuentran el homicidio, la violación o abuso sexual, el robo con violencia en las personas, etc.





Todas las sentencias que aplican una pena privativa de libertad deben continuar con un período de supervisión de la conducta del joven en la comunidad.





Se agregan nuevas opciones destinadas a favorecer la dictación de sentencias que impongan sanciones no privativas de libertad y apoyen, de este modo, la reintegración del menor.





Existe un tipo de privación de libertad muy custodiada en el caso de delitos violentos.





Con el objetivo de evitar el contacto criminológico de los jóvenes primerizos que han cometido un delito menor y que por primera vez entran en contacto con el sistema judicial, la policía canadiense cuenta con importantes facultades de derivación, dentro de las cuales se encuentra la de no proseguir la acción, dar una advertencia informal, llamar a los padres, dar amonestaciones verbales y advertencias o derivar al menor a programas especiales. La facultad de derivación puede entenderse desde dos puntos de vista: si la policía decide no acusar al joven y no proseguir con la acción, o si lo acusa pero lo deriva a algún programa especial tras amonestarlo.





El Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas presentó observaciones al Segundo Informe presentado por Canadá, en 2003. Se le recomendó que, como Estado Parte, continuara sus esfuerzos por establecer un sistema de justicia de menores que integre plenamente las disposiciones y principios de la Convención, en particular los artículos 3, 37, 40 y 39 y otras normas internacionales pertinentes en esta materia. En particular, el Comité instó a esta Nación a:





“b) Velar porque las opiniones de los menores implicados se tengan debidamente en cuenta y se respeten en todos los juicios;





c) Velar porque se proteja plenamente el derecho a la intimidad de todos los niños en conflicto con la ley de conformidad con el artículo 40 y el apartado vii) del párrafo b) del artículo 2 de la Convención;





d) Adoptar las medidas necesarias (por ejemplo, penas alternativas no privativas de libertad y liberación condicional) a fin de reducir considerablemente el número de niños en prisión y velar porque la reclusión se utilice únicamente como último recurso y durante el período más corto posible, y porque los niños estén siempre separados de los reclusos adultos.”.

ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMÉRICA





El texto normativo en materia de delincuencia y justicia juvenil es la Ley N° 107-273, del año 2002. Estados Unidos es el único país del mundo que no ha firmado la Convención de los Derechos del Niño.





En cuanto a la edad de intervención, en la mayoría de los Estados los tribunales juveniles tienen jurisdicción sobre los jóvenes que tienen menos de 18 años al momento de ser arrestados o puestos a disposición de la justicia. Sin embargo, ha existido una tendencia a disminuir la edad de la imputabilidad penal y ha habido traspaso de casos al sistema de adultos según la legislación estatal correspondiente.





Entre los tipos de sanciones se cuenta la libertad vigilada y la derivación a programas específicos tales como colegios especiales, campos de entrenamiento, centros de tratamiento de drogas o residencias comunitarias. Una orden de residencia puede significar la reclusión en un centro de privación de libertad propiamente tal.





Se advierte una creciente implementación de programas de justicia restaurativa que dan respuesta a las necesidades de la víctima, la comunidad y el infractor, a veces como salidas alternativas y otras como vías no judiciales con temprana derivación incluso desde sedes policiales.





El pasado 1° de marzo de 2005, la Corte Suprema de los Estados Unidos estableció, en el caso Roper contra Simmons, que no se puede imponer la pena de muerte a los menores de 18 años.





En materia de sistema de determinación de la pena, se ha reconocido por la jurisprudencia y por algunas legislaciones estatales la especialidad del sistema juvenil. Así, en el caso In Re E.T.C., Juvenile, 141 Vt. 375, en 1982, la  Corte Suprema de Vermont sostuvo que “El concepto de establecer diferentes estándares para un joven es un principio legal aceptado desde que los menores generalmente poseen un estatus subordinado y protegido en nuestro sistema legal. Hay diferencias, legal y socialmente reconocidas, entre la presunción de responsabilidad adulta y la juvenil.”.





No se establece duración para las penas privativas de libertad.





Existe la posibilidad de dictar sentencias mixtas a través de las cuales se aplican sanciones establecidas para los jóvenes y otras contempladas inicialmente sólo para los adultos. De esta forma, se otorga al juez una mayor flexibilidad en su actuar y se da la última oportunidad al joven antes de decidir su traspaso a una corte criminal.

INGLATERRA





Los textos normativos son la Ley sobre Niños y Jóvenes, de 1968; la Ley sobre Crimen y Desórdenes, de 1998, y la Ley sobre Justicia Juvenil y Evidencia Criminal, de 1999.





La edad de intervención es entre los 10 y los 17 años inclusive.





El sistema institucional es el siguiente:





1) La ley de 1998 dio lugar a la creación de los Youth Offenders Teams o YOT´s (Equipos de Infractores Juveniles), cuya función principal es coordinar y lograr la ejecución de los programas y servicios para todos los niños y jóvenes en conflicto con la justicia que lo necesiten y dar cumplimiento a los planes anuales desarrollados por las autoridades locales.





2) También se creó una Junta de Justicia Juvenil (Youth Justice Board), para Inglaterra y Gales, cuya función es fiscalizar el funcionamiento de los YOT’s. Además, le corresponde aconsejar al Ministro del Interior acerca de la prevención de las causas que llevan a los jóvenes a delinquir. Otra de sus misiones es fijar estándares nacionales y promover las buenas prácticas, supervigilando el funcionamiento del sistema. En abril de 2000 se le confió la responsabilidad de proveer las instalaciones necesarias para el cumplimiento de las penas privativas de libertad por parte de los menores de 18 años.





3) Existe, además, la Policía, que cumple funciones de filtro y de derivadora de jóvenes infractores para evitar su contacto con el sistema de justicia criminal. Esta facultad se formalizó a través del establecimiento de las denominadas “advertencias finales” (Final Warnings).





Dentro del sistema inglés resulta importante la amplia gama de sentencias que puede aplicar un tribunal a un adolescente. Pueden imponerse desde amonestaciones hasta órdenes de supervisión y reparación, denominadas genéricamente “órdenes comunitarias”. Se trata de buscar la sanción que más se ajuste a las necesidades del menor, lo que se traduce en una mejor forma de intervención.





El Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas presentó observaciones al Primer Informe presentado por el Reino Unido en 1995. Señaló, en su número 19, que al Comité le preocupa el hecho de que los niños sometidos a tutela con arreglo al sistema de bienestar social, puedan ser mantenidos en escuelas de formación profesional en Irlanda del Norte y condenados en el futuro a permanecer en instituciones análogas en Inglaterra y en Gales.





Agregó, en su número 20, que al Comité le preocupa también el hecho de que la Ordenanza sobre Pruebas del Delito, de 1988, pueda ser incompatible con el artículo 40 de la Convención, en particular con los derechos a presunción de inocencia y de no ser obligado a prestar testimonio o a declararse culpable.





Hizo notar que la falta de respuesta al interrogatorio policial puede utilizarse para fundar una condena contra los niños de más de 10 años en Irlanda del Norte y que, por otra parte, el silencio ante un tribunal también puede utilizarse contra los adolescentes de más de 14 años.





El Comité recomendó “que se preste seria atención a la elevación de la edad de la responsabilidad penal en todas las regiones del Reino Unido” y que “se vigile cuidadosamente la aplicación de la nueva Ley sobre Justicia Penal y Orden Público, de 1994, con vistas a asegurar su plena compatibilidad con la Convención sobre los Derechos del Niño. En particular, las disposiciones de la Ley que autorizan, entre otras cosas, la aplicación de órdenes de formación profesional a niños que tienen entre 12 y 14 años de edad, la detención por tiempo indeterminado y la duplicación de sentencias que se pueden imponer a los niños de 15 a 17 años, se deben revisar para determinar su compatibilidad con los principios y disposiciones de la Convención.”.





Posteriormente, en 2002, el mismo Comité de Derechos del Niño presentó observaciones al Segundo Informe presentado por el Reino Unido. Advertió con preocupación que:





“a) La Ley Contra la Delincuencia y la Alteración del Orden, de 1998, ha introducido en Inglaterra y Gales medidas que pueden violar los principios y disposiciones de la Convención;





b) Los niños pueden ser juzgados en tribunales de adultos en determinadas circunstancias;





c) Los niños en situación de detención preventiva no siempre tienen acceso a servicios independientes de defensa jurídica ni a servicios básicos como educación, asistencia sanitaria adecuada, etc.;





d) La vida privada de los niños a los que se aplica el sistema de justicia penal no siempre se protege y con frecuencia sus nombres se hacen públicos en casos de delitos graves;





e) Los jóvenes de 17 años de edad son considerados como adultos a efectos de la prisión preventiva.”.





Agregó que “En particular, el Comité recomienda que el Estado Parte:





a) Aumente de manera considerable la edad mínima de responsabilidad penal;





b) Revise las nuevas disposiciones introducidas por la Ley Contra la Delincuencia y la Alteración del Orden, de 1998, para hacerlas compatibles con los principios y disposiciones de la Convención;





c) Vele porque no se juzgue como adultos a los niños, independientemente de las circunstancias o la gravedad de sus delitos;





d) Vele porque la vida privada de todos los niños que han infringido la ley se proteja plenamente de conformidad con el inciso vii) del apartado b) del párrafo 2 del artículo 40 de la Convención;





e) Vele porque la detención de niños se utilice como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda y porque los niños estén separados de los adultos durante la detención, y promueva la utilización de medidas alternativas de privación de libertad;





f) Vele porque cualquier niño privado de libertad pueda recurrir a servicios independientes de defensa jurídica y a un procedimiento de denuncia independiente, accesible y que tenga en cuenta el interés del niño;





g) Adopte urgentemente todas las medidas necesarias para examinar las condiciones de detención y velar porque todo niño privado de libertad disponga por ley del mismo derecho a la educación, la salud y la protección de los demás niños;





h) Revise la condición de los jóvenes de 17 años de edad a efectos de la prisión preventiva con miras a ofrecer protección especial a todos los jóvenes menores de 18 años;





i) Asigne los recursos adecuados para que el sistema de Children´s Hearings en Escocia pueda aumentar sustancialmente el número de casos atendidos y para que se pueda incluir en dicho sistema a jóvenes delincuentes de 16 a 18 años de edad.”.

ALEMANIA





Los textos normativos son la Ley del Tribunal de Menores (JGG), de la cual hay versiones de los años 1923, 1943 y 1953, siendo la última del año 1990, y la normativa para la organización y funcionamiento de este Tribunal (RLJGG).





En cuanto a la duración mínima de las penas, hay una diferencia entre las medidas formativas y correctivas y la pena de menores. Las medidas formativas y correctivas no la tienen. La pena de menores tiene una duración mínima de 6 meses (§ 18 del JGG).




La duración máxima es de 4 semanas en el caso del arresto de menores por un período permanente (§ 16 IV del JGG).




Las penas privativas de libertad de los menores tienen un máximo de 5 años; sin embargo, tratándose de un delito para el cual la sanción máxima contemplada por el derecho penal general podría ser mayor a los 10 años, se fija como tiempo máximo aplicable el mismo lapso de 10 años (§ 18 I del JGG).




En materia de sistema de determinación de las penas, cabe destacar que una característica especial del derecho penal de menores alemán es la existencia de la “pena única” (§ 31 del JGG). Incluso si el menor ha cometido varios hechos delictivos, será impuesta una única pena, a diferencia de los adultos, para los cuales se establece una pena total según la sistemática utilizada para considerar la variedad de sanciones impuestas. Lo anterior es también valedero para aquellas penas impuestas por sentencias previas, las cuales deben ser incluidas.




Edades de intervención: los adolescentes de 14 a 18 años reciben sanciones según el JGG y medidas concretas para la protección y la corrección. En el caso de los jóvenes adultos de 18 a 21 años, los efectos jurídicos del ilícito dependerán del grado de desarrollo del mismo y se regularán por el JGG o también por el Código Procesal Penal.





El catálogo de sanciones comprende tres tipos:





I. Medidas formativas (§ 9 del JGG), que constituyen el nivel más suave de las sanciones. Son impuestas en aquellos casos delictivos que derivan de falencias claras en la formación del individuo. Son medidas formativas las siguientes:





a) La impartición de instructivos (§ 10 del JGG), por ejemplo, sobre los lugares de permanencia del joven, sitios donde éste tendrá acceso restringido, vivir en ciertas familias o residencias, demostrar buenos resultados en el desempeño laboral, conseguir algún puesto de trabajo o aprendizaje, ofrecerse para cuidar a una persona o participar en el acuerdo reparatorio.




b) La orden de aceptar la posibilidad de participar en un programa de ayuda y aprendizaje(§ 12 del JGG), por ejemplo, vivir en una institución con apoyo permanente o aprovechar la asistencia correctiva.




II. Medidas correctivas (§ 13 bis 16 del JGG). Son las siguientes:





a) La amonestación (§ 14 del JGG).




b) La imposición de condiciones (§15 del JGG), por ejemplo, la reparación del daño causado, la disculpa personal ante la víctima o el pago de una multa o de un monto de dinero a la comunidad.




c) El arresto (§ 16 del JGG). Puede tratarse de un arresto de mínimo tiempo, de arresto en el tiempo libre (fines de semana), de arresto por corto tiempo (máximo de 4 días ), o de arresto por un período permanente (1 a 4 semanas). Este último se cumple en establecimientos penitenciarios para menores y motiva una discusión permanente en el ámbito del Derecho Procesal y la doctrina.




La imposición de la pena para menores en cualquiera de sus tipos requiere, primordialmente, de la comprobación de "tendencias dañinas" y/o de una "grave culpabilidad".





El párrafo 17 Abs. 2 del JGG define las "tendencias dañinas" como carencias o defectos que guardan en sí el peligro de que puedan cometerse nuevamente hechos delictivos si no existe una prolongada formación integral del individuo. Estos hechos delictivos pueden ser no sólo dañinos para la comunidad, sino que también pueden tener el carácter de delitos menores.





Existen modalidades para la suspensión de la pena. Puede determinarse la suspensión condicional del dictamen de la pena para menores (§ 27 del JGG) o la suspensión condicional de la ejecución de la pena.





III. Medidas de seguridad y corrección. Según el párrafo 7 del JGG, puede dictaminarse la internación en un hospital siquiátrico, la internación en un establecimiento reformatorio, la vigilancia guiada o la suspensión del permiso de conducir. En el Derecho Penal de Menores estas medidas tienen una importancia muy relativa y sólo la suspensión del permiso de conducir alcanzaría una mayor relevancia en la práctica.
EXPOSICIÓN DE LA PROFESORA SEÑORA ELENA NÚÑEZ CASTAÑO


La profesora Núñez informó que en España, su país, sólo en el año 1995 el Código Penal reconoció la responsabilidad penal de los menores. Con anterioridad, dijo, éstos eran incapaces y sólo existía un sistema tutelar.


Comentó que una sentencia del Tribunal Constitucional del año 1991 derogó este sistema tutelar y que, entonces, se procedió a fijar marcos de edad para hacer exigible la responsabilidad penal. Se optó por la franja que va entre los 14 y los 18 años, extendiéndola, excepcionalmente, hasta los 21.


Opinó que los 14 años son una edad mínima adecuada, pues el menor a esa edad puede emanciparse, según lo permite el Código Civil español. Bajo los 14 años el sistema es de tipo proteccional solamente y no interviene ningún órgano u operador jurídico. Hizo presente, sin embargo, que no se ha dotado de recursos en forma adecuada a los centros de acogida, razón por la cual en la práctica los menores protegidos se mezclan con los infractores, lo que causa una gran distorsión.


Prosiguió explicando que la franja de los 14 a los 18 años se subdivide en dos tramos: de 14 a 16 años y de 16 a 18, siendo las penas aplicables a cada uno totalmente distintas.


Indicó que el problema inicial en materia de sanciones es que se da la denominación de “medidas de protección” a decisiones que implican verdaderas penas. Además, la duración de estas “medidas” es a veces excesivamente amplia. Puso el ejemplo de casos de internamiento en régimen cerrado de hasta 10 años, que van acompañados de libertad vigilada por los 5 años siguientes. O sea, advirtió, en la práctica son penas des-socializadoras y no resocializadoras, que, para empeorar la situación, se cumplen en un submundo que favorece el desarrollo de grupos potencialmente delincuenciales.


La profesora Núñez connotó que este régimen atiende no necesariamente a la gravedad del hecho cometido, sino a las circunstancias del menor y de su entorno. Informó que si un hecho se produce en un entorno terrorista -como es el caso del grupo vasco ETA-, y hay un menor implicado, a éste siempre se le aplicará la pena de internamiento por 10 años aun cuando se trate de un mero desorden público en que se ha quemado basura. Agregó que si lo mismo ocurriera al sur de España, el menor sería castigado con la mitad de esa pena.


Sostuvo que lo anterior es criticable e inconstitucional, pero que, sin embargo, es así. Insistió en que un sistema de estas características potencia la reincidencia más que la reinserción del menor en la sociedad.


Continuó manifestando que, en el plano jurídico, el mayor problema que ofrecen las penas privativas de libertad de los menores es que infringen dos principios básicos del Derecho Penal y de las convenciones internacionales sobre esta materia, como son la proporcionalidad y la seguridad jurídica.


Informó, asimismo, que en su país existe un catálogo de medidas sin que haya una determinación de las figuras a las cuales corresponde aplicarlas. En consecuencia, al no precisarse en la ley qué sanción se aplicará a un determinado delito, la decisión queda entregada a la discrecionalidad del juez.


Indicó que la excepción es la privación de libertad o el internamiento en régimen cerrado, que procede, según lo dispone la ley, cuando hay violencia o intimidación para las personas o grave riesgo para la seguridad. En el caso de los menores, a los que tienen entre 16 y 18 años se les aplican penas privativas de libertad de hasta 5 años y a los de 14 a 16 años, de hasta 2 años. Si el menor es reincidente, se agregarán 5 años de libertad vigilada.


Ahora bien, destacó que si uno de estos delitos tiene lugar en el ámbito terrorista del país vasco, al menor se le aplicarán 8 años de privación de libertad, seguidos de otros 5 de libertad vigilada. Así ocurre cuando ha habido coacción, situación que aparece como simple si se la compara con un delito de violación o un asesinato.


Reiteró que es problemático que la legislación no  defina qué pena corresponde a cada delito. Al haber multiplicidad de jueces, añadió, puede penalizarse un delito de coacción de muy distintas maneras, violándose de paso la seguridad jurídica y la igualdad.


Afirmó que, evidentemente, debe darse discrecionalidad a los jueces. Pero también deben proporcionárseles criterios para la aplicación de las penas. Manifestó que si esto se hace con los adultos, con mayor razón debe hacerse con los menores, que, por su edad, están en mejores condiciones de resocializarse.


Señaló que, por otra parte, es improcedente repetir para los menores el catálogo de delitos de los adultos. Sin embargo, deben concretarse los marcos de acción de los jueces.


En cuanto a las faltas, opinó que ellas deben eliminarse del ámbito del Derecho Penal e incorporarse al Derecho Administrativo y que así lo aconseja el Derecho Comparado. Enfatizó que si ello es deseable para los adultos, con mayor fuerza lo es para los menores.


Volviendo al tema de la privación de libertad de los menores, puso de relieve que se ha comprobado que todo internamiento en régimen cerrado es contraproducente.


Por ello, su aplicación debe proceder únicamente para atentados de mucha gravedad que han acarreado resultados muy nocivos. En lo demás, estimó que debe cederse en favor de medidas de otra índole.


Dedujo que la legislación penal española está fracasando en los aspectos reseñados. Ésta, dijo, fija penas excesivas para delitos menos graves y penas que resultan bajas para los más graves, a lo que se unen las falencias presupuestarias ya mencionadas.


Afirmó que la reeducación de los menores no se logra por no haber centros específicos que se hagan cargo de ellos en forma adecuada. Resaltó que el internamiento en régimen cerrado supone que también se les brinde educación.


 Más aún, agregó que los centros de atención a los menores deberían diferenciarse, de modo que hubiera un tipo para aquellos de 14 a 16 años y otro distinto para los de 16 a 18.


Indicó que en la actualidad sólo se les imparte la educación básica obligatoria, mas ninguna otra capacitación adicional que les facilite su reubicación en la comunidad.


Concluyendo su exposición, señaló que la iniciativa en estudio es loable y expresó su deseo de que, en definitiva, ésta pueda evitar los puntos críticos que muestra la normativa penal española.

INFORME FINANCIERO DE LA INICIATIVA


Si bien al inicio de la tramitación de esta iniciativa en la Cámara de Diputados, en el año 2002, el Ejecutivo informó que ésta no representaba costos para aquel año, en marzo del año en curso presentó un informe financiero sustitutivo derivado de la incorporación de los artículos 64 a 69, cuya puesta en práctica representa gastos.


A continuación se da cuenta de este nuevo informe financiero y de otros antecedentes complementarios del mismo expuestos por los representantes de los Ministerios de Hacienda y de Justicia.

“INFORME FINANCIERO SUSTITUTIVO

1.
Mediante un proyecto de indicaciones, se introducen modificaciones al proyecto de ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal. En lo sustantivo, perfeccionan la redacción de diversas normas, establecen concordancias internas del proyecto y especialmente, son más adecuadas al nuevo sistema procesal penal que las disposiciones que modifican.
2.
El costo del proyecto, en su globalidad, implica un mayor gasto de: Miles $ 2005

Gastos de Operación en régimen:



a)   De los juzgados de garantía y tribunales orales


-
Gastos en Personal





    409.116


-
Bienes y Servicios de Consumo



      57.276


-
Informática






        7.430


b)
De la Defensoría Penal Pública


-
Gastos en Personal





     58.038


-
Programa de Licitaciones Defensa Penal Pública
1.098.528


-
Peritajes






     64.495


-
Auditorias Externas





     55.500


c)
Del Ministerio Público


-
Gastos en Personal





   751.223


-
Bienes y Servicios de Consumo



   111.579




T O T A L




2.613.185


Gastos por una vez:


a)
De los juzgados de garantía y tribunales orales


-
Mobiliario






    6.000


-
Habilitaciones






  26.832


-
Capacitación inicial





163.868


b)
De la Defensoría Penal Pública


-
Mobiliario






    1.500


-
Informática






    3.000


-
Capacitación inicial





  21.488


c)
Del Ministerio Público


-
Mobiliario






  14.500


-
Informática






  29.000


-
Habilitaciones






  45.567


-
Capacitación inicial





  24.302




T O T A L




336.057




COSTO TOTAL



        2.949.242

3. El gasto que la aplicación del presente proyecto de ley irrogue para el año 2005 se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la partida Tesoro Público. En los años posteriores, se considerará en los respectivos presupuestos anuales, conforme al programa de implementación establecido para el nuevo sistema, y a las disponibilidades presupuestarias correspondientes.”.
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Enseguida, se proporcionaron a la Comisión los antecedentes que continuación se transcriben, referidos a las inversiones demandadas por las labores asignadas al Servicio Nacional de Menores.

Inversión en Infraestructura COD-CERECO
 por región (en M$) 

[image: image30.wmf]TOTAL INGRESOS 

2006:  50.868

TOTAL AUMENTO NETO

11.443 causas 

aprehendidos

TOTAL APREHENDIDOS

21.247

TOTAL ATENCION HOY 

2006:  9.804

PROYECTO DE 

PROYECTO DE 

RESPONSABILIDAD PENAL ADOLESCENTE

RESPONSABILIDAD PENAL ADOLESCENTE

DEFENSORES

DEFENSORES

(41,77 % 

de total de ingresos)


PROYECCION DE MEDIDAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD Y CAPACIDAD MAXIMA CENTROS DE ADMINISTRACION DIRECTA
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· En la cobertura proyectada Año 1 de ejecución de la ley se consideran los datos del Estudio Minjus más los 292 adolescentes vigentes a marzo 2005 en las Secciones de Menores.

Inversión en Centros Semi cerrados
	Año
	Monto M$

	2005
	689.986

	2006-2007
	1.548.769


(*) A la fecha se dispone de 6 centros semi cerrados, ubicados en las regiones I, X, XI, XII y RM.

(*) Entre el 2005 y 2007 se realizará una plan de construcción o habilitación de infraestructura para el funcionamiento de centros Semi cerrados en todo el país por un monto de $2.238.705.000

PROYECCION DE PLAZAS PARA MEDIDA DE LIBERTAD ASISTIDA 
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(*) Estudio de Proyección de sanciones establecidas en el Proyecto de Ley de Responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la Ley penal y de la cobertura del sistema asociado a su ejecución, Ministerio de Justicia, año 2001. El presupuesto contempla una distribución de un 70% de Libertad Asistida normal y un 30% de Libertad Asistida especial.

PROYECCION DE MEDIDAS REPARATORIAS  
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(*) La rotación de plazas en este programa es de 4 veces al año, de manera que con las plazas del año 1 se espera atender a 2.262 y el año 5 a 2.724 adolescentes.

PROGRAMA INTERVENCIÓN CON ADOLESCENTES INFRACTORES CONSUMIDORES DE DROGA
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°°°

DISCUSION EN PARTICULAR

Artículo 1°





Su texto es el siguiente:





“Artículo 1º.- Derechos y garantías. Las personas a quienes se aplica esta ley gozarán de todos los derechos y garantías que les son reconocidos en la Constitución, en las leyes, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 1, del Honorable Senador señor Ríos, y 2, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, ambas para suprimirlo.





En relación a esta disposición, los representantes de la Fundación Tierra de Esperanza sugirieron reorganizar el orden de prelación de los textos normativos señalados en la siguiente forma: Constitución, Convención Internacional de Derechos del Niño y demás tratados internacionales y leyes vigentes.





El Fiscal Nacional, por su parte, explicó que considerando las materias tratadas en este precepto, su ubicación más adecuada sería como artículo 1º del Título I, referido a Derechos y Garantías.





El Honorable Senador señor Viera-Gallo opinó que el contenido de la disposición en estudio resulta obvio, de manera que el precepto se torna innecesario. Hizo presente que resulta más adecuada a los propósitos de la iniciativa en estudio la disposición propuesta a través de la indicación número 3, de su autoría, que define el concepto de “interés superior del niño”.





El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, explicó que en la actualidad se producen flagrantes vulneraciones al principio del debido proceso en relación a los menores, los cuales también se ven afectados por medidas que implican la privación de libertad. Señaló que por estas razones es necesario expresar claramente –a través de esta disposición-, que el proyecto de ley en estudio constituye un marco de garantías para éstos, que reúne tanto aquellas garantías normales como otras de índole específica.





No obstante lo anterior, la Comisión consideró que esta disposición resulta innecesaria, razón por la cual resolvió suprimirla.





Puestas en votación las indicaciones números 1 y 2, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo.

Artículo 2°





Dispone lo siguiente:





“Artículo 2º.- Contenido de la ley. La presente ley regula la responsabilidad derivada de la comisión de infracciones de los adolescentes a la ley penal, el procedimiento para la averiguación y establecimiento de dicha responsabilidad, la determinación de sus consecuencias y la forma de ejecución de éstas.”.





Esta disposición no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, el Fiscal Nacional sugirió incorporar en este artículo una remisión genérica al Código Penal y al Código Procesal Penal en todo lo no previsto y que no sea contrario a las disposiciones de la ley, a objeto de evitar indefiniciones en materias no reguladas por el presente proyecto y sin las cuales su normativa podría no ser aplicable. Señaló que, de otro modo, este estatuto jurídico debería extenderse a muchas otras materias que será indispensable considerar al momento de investigar y resolver sobre la responsabilidad de un adolescente por infracciones a la ley penal.


Al respecto, propuso el siguiente texto: “En lo no previsto por esta ley, serán plenamente aplicables las disposiciones contenidas en el Código Penal y el Código Procesal Penal, que no le fueren contrarias.”.


De igual modo, con el objeto de enfatizar el verdadero sentido y alcance de la expresión “infracción a la ley penal”, consideró aconsejable incorporar un nuevo inciso tercero que señale: “El juzgamiento de las infracciones a la ley penal señaladas en la presente ley y de la responsabilidad penal que de ellas derive, será sometido a las mismas exigencias aplicables respecto del juzgamiento de un delito y de la responsabilidad que emane de la participación punible en su comisión, salvas las modificaciones introducidas por el presente cuerpo normativo.”.


Dado el tenor de las dos propuestas precedentes, señaló que otra alternativa podría consistir en refundir ambos textos en el siguiente nuevo inciso segundo: “El juzgamiento de las infracciones a la ley penal señaladas en la presente ley, y de la responsabilidad penal que de ellas derive, será sometido a las mismas exigencias aplicables respecto del juzgamiento de un delito por parte de un adulto y de la responsabilidad que emane de la participación punible en su comisión, salvas las modificaciones introducidas por el presente cuerpo normativo. En lo no previsto por esta ley, serán plenamente aplicables las disposiciones contenidas en el Código Penal y el Código Procesal Penal, que no le fueren contrarias.”.





Analizada esta disposición y las opiniones antes transcritas, los miembros de la Comisión estimaron aconsejable reemplazar la expresión “infracciones a la ley penal” por “delitos”. Además, acordaron señalar en este artículo, que será el primero del proyecto, que esta ley regulará tanto los procedimientos para el establecimiento de la responsabilidad de los adolescentes, como las sanciones que procedan a raíz de la comisión de tales delitos y su ejecución y prescribir expresamente que en lo no previsto por ella, serán aplicables supletoriamente las disposiciones contenidas en el Código Penal y en las leyes penales especiales.





Complementariamente, se estimó necesario señalar que esta ley también se ocupará de determinadas faltas cometidas por los adolescentes. En este punto, se trajo a colación el artículo 6°, que regula esta materia, así como las indicaciones números 20 a 23. Se tuvo presente, para despejar toda duda de admisibilidad, que este precepto proviene del artículo 5° del Mensaje del Ejecutivo.





Sobre este particular, la Comisión efectuó un discernimiento con miras a proteger los bienes jurídicos más relevantes, de modo de someter a esta ley aquello de mayor relevancia y entregar las restantes a la competencia de los tribunales de familia. Por otra parte, se estimó apropiado distinguir, además, en función de la edad del adolescente, resolviéndose que los menores de dieciséis años -cualquiera sea la falta que cometan- quedarán siempre sujetos a los tribunales de familia.





En esta materia, se tuvo en consideración la indicación número 193, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, que propone incorporar al proyecto un Título nuevo, específicamente dedicado al tratamiento de las faltas.





De los acuerdos adoptados en torno a dicha indicación se dará cuenta en la parte pertinente de este informe. En el debate de la misma se adoptaron también decisiones que inciden en este artículo 2°, como se consignará.





En síntesis, se acordó contemplar un inciso final que disponga que tratándose de faltas, los adolescentes mayores de dieciséis años sólo serán responsables en conformidad con la presente ley en caso de aquellas tipificadas en los artículos 494 números 1, 4, 5 y 19, únicamente en relación con el artículo 477, 494 bis, 495 número 21 y 496 números 5 y 26 del Código Penal y de las tipificadas en la ley N° 20.000.





En consecuencia, quedan incluidas en esta ley faltas cometidas por el que asistiendo a un espectáculo público provocare algún desorden o tomare parte en él; el que amenazare a otro con armas blancas o de fuego y el que riñendo con otro las sacare, como no sea con motivo justo; el que causare lesiones leves, entendiéndose por tales las que, en concepto del tribunal, no se hallaren comprendidas en el artículo 399 del Código Penal, atendidas la calidad de las personas y las circunstancias del hecho; el que cause incendios que no sean de edificios destinados a servir o no de morada, bosques, mieses, pastos, monte, cierros o plantío, siempre que el ilícito se refiera a valores que no excedan de una unidad tributaria mensual; por los autores de hurto-falta y por el que intencionalmente o con negligencia culpable cause daño que no exceda de una unidad tributaria mensual en bienes públicos o de propiedad particular.





Además, se incluirán las faltas cometidas por el que ocultare su verdadero nombre y apellido a la autoridad o a persona que tenga derecho para exigir que los manifieste, o se negare a manifestarlos o diere domicilio falso, y por el que tirare piedras u otros objetos arrojadizos en parajes públicos, con riesgo de los transeúntes, o lo hiciere a las casas o edificios, en perjuicio de los mismos o con peligro de las personas. Finalmente, también se incluirán las faltas contempladas por la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes.




Como se señaló, las restantes faltan serán de conocimiento de los tribunales de familia, materia que se abordará a propósito del artículo 68, nuevo, que se incorporó a esta iniciativa, sobre enmiendas a la ley N° 19.968, que regula los mencionados tribunales.

En consecuencia, las modificaciones introducidas a este artículo 2°, que pasa a ser artículo 1°, se adoptaron en virtud de la aprobación con enmiendas de las indicaciones números 20, 21 y 23, presentadas al artículo 6°, como se explicará más adelante.

Votó favorablemente la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández y Viera-Gallo.
ººº





Enseguida, la indicación Nº 3 del Honorable Senador señor Viera-Gallo propone intercalar, a continuación del artículo 2º, el siguiente, nuevo:





“Artículo…- Interés superior del niño. En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas a que dé origen la aplicación de esta ley, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos fundamentales.





Ninguna autoridad podrá atribuirse la facultad de adoptar las sanciones previstas en esta ley, fuera de los casos que ella contempla, ni aún a pretexto de circunstancias extraordinarias o del supuesto beneficio de una persona menor de catorce años o de un adolescente.”.





El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que esta disposición refleja adecuadamente las exigencias de la Convención sobre los Derechos del Niño.





El Honorable Senador señor Chadwick estimó que bastaría el inciso primero, aun cuando la iniciativa tiene sentido precisamente porque responde a una consideración especial y propia hacia los adolescentes.





El Honorable Senador señor Ríos consideró más apropiada una mención a los “derechos naturales” de los adolescentes, antes que a sus “derechos fundamentales”.





En definitiva, hubo consenso entre los miembros de la Comisión en cuanto a acoger solamente la idea contenida en el inciso primero del texto propuesto, reemplazando el término “niño” por “adolescente” y eliminando el término “fundamentales”.

En consecuencia, la indicación número 3 fue aprobada con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo





El Honorable Senador señor Espina dejó constancia de su opinión en cuanto a que la disposición resulta redundante si se consideran los derechos expresamente garantizados por la Constitución Política. Pese a ello, votó favorablemente por tratarse de una ley especial, orientada específicamente a los adolescentes.

ººº

Artículo 3°





Dispone lo siguiente:





“Artículo 3º.- Principio de legalidad. Sólo en virtud de una sentencia definitiva ejecutoriada que establezca la participación de un adolescente en un hecho constitutivo de infracción penal, de acuerdo al procedimiento establecido en este cuerpo legal, se le aplicarán las sanciones que esta misma ley contempla.”.





La Fundación Tierra de Esperanza propuso establecer con precisión el principio de inocencia, redactando el texto de manera que señale que sólo en virtud de sentencia definitiva que declare culpable al adolescente se le aplicarán las sanciones de esta ley.





Los miembros de la Comisión consideraron que la disposición en estudio resulta innecesaria por cuanto recoge un principio básico consagrado por nuestra Carta Fundamental. En consecuencia, resolvieron suprimirla.

Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo, en virtud de lo establecido por el inciso final del artículo 121 Reglamento del Senado.

Artículo 4°





Dispone lo siguiente:




“Artículo 4º.- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias. La protección del desarrollo e integración social del adolescente y el fortalecimiento del respeto por sus derechos, así como los derechos y libertades de las demás personas, constituyen la finalidad de las sanciones y otras consecuencias que derivan de la responsabilidad regulada en la presente ley.”.





Este precepto fue objeto de las indicaciones números 4, 5 y 6.


La indicación número 4, del Honorable Senador señor Stange, lo sustituye por el siguiente:


“Artículo 4º.- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias. La protección del desarrollo e integración social del adolescente y el acatamiento del respeto por sus derechos, así como el fortalecimiento de los derechos y libertades de las demás personas, constituyen la finalidad de las sanciones y otras consecuencias que derivan de la responsabilidad regulada en la presente ley.”.


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 4º.- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias. Las sanciones y consecuencias que esta ley establece tienen por objeto hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometen, buscando con ello el fortalecimiento del respeto por sus derechos, así como los derechos y libertades de las demás personas y la protección de su desarrollo e integración social.”.


La indicación número 6, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, intercala, a continuación de la palabra inicial “Finalidad”, el vocablo “principal”.





En relación a esta norma, el Profesor Álvaro Fernández destacó que en ella se echa de menos una referencia expresa a la finalidad retributiva de la pena, vinculada a la responsabilidad, que necesariamente debe entrar en juego con las demás finalidades contenidas en dicha disposición.





Representantes de un Grupo de Trabajo que reúne una serie de organizaciones no gubernamentales e instituciones vinculadas al tema de los menores propuso una redefinición de los fines de las sanciones. Sostuvo que en el proyecto se habla de estos fines y no de los fines del sistema, de modo que no parece pertinente hablar de que la sanción va a fortalecer el respeto por los propios derechos del adolescente. Asimismo, enfatizaron que la sanción, en el caso de los jóvenes, debe tener una doble finalidad: responsabilizadora y de reinserción. Por estas razones, propusieron dar a este precepto la siguiente redacción:





“Artículo ….- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias. Las sanciones y consecuencias que esta ley establece tienen por objeto hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de tal manera que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.”.





El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que debe enfatizarse que la iniciativa busca un propósito de reinserción social del adolescente más que un objetivo de punición. Eso, dijo, es lo que pretende expresar con su indicación número 6.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, advirtió acerca de las dificultades que una disposición de esta índole puede representar para los jueces. Opinó que, en todo caso, se trata de principios antiguos que gozan de reconocimiento universal y que la norma propuesta presenta un contenido doctrinario que es controvertible. Agregó que estos aspectos ya están convenientemente regulados por la Convención sobre los Derechos del Niño y que, en consecuencia, esta disposición es innecesaria.





El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, abogado señor Maldonado manifestó que precisamente se trata de operar en base a la consideración de principios. Explicó que el avance consiste en imponer sanciones a hechos cometidos, lo que deriva del carácter de sujeto de derechos que se le reconoce al adolescente, el cual conlleva necesariamente la correspondiente responsabilidad. En este sentido, consideró adecuadas las indicaciones números 5 y 6. Connotó que esta disposición alude a un conjunto de principios que orientan al juez, que no se encuentran en la legislación dedicada a los adultos.





El Honorable Senador señor Chadwick señaló que, pese a que la indicación número 5 es apropiada, la disposición en estudio continúa pareciéndole innecesaria e, incluso, desorientadora.





El Honorable Senador señor Aburto estimó que la indicación número 5 compatibiliza los conceptos en juego en forma armónica. Se opuso a la inclusión del término “principal”, pues, según dijo, ello haría presumir la existencia de finalidades supletorias o secundarias, lo que en esta ley no podría ocurrir.





En definitiva, se acordó reubicar esta disposición como nuevo artículo 20, con la siguiente redacción:





“Artículo 20.- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias.  Las sanciones y consecuencias que esta ley establece tienen por objeto hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de tal manera  que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.”.

Las indicaciones números 4, 5 y 6 fueron aprobadas con enmiendas, con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.
Artículo 5°





Dispone lo siguiente:





“Artículo 5º.- Límites de edad a la responsabilidad. Para los efectos de esta ley se entenderá por adolescente toda persona que al inicio de la infracción a la ley penal que se le imputa sea mayor de catorce años y menor de dieciocho años.





En el caso que el delito tenga su inicio entre los catorce y los dieciocho años del imputado y su consumación se prolongue en el tiempo más allá de los dieciocho años de edad, el juez determinará la legislación aplicable atendiendo a las circunstancias de hecho y personales.





La edad del imputado podrá ser determinada por cualquier medio.





Una vez agotados todos los medios para determinar la edad y en caso de duda acerca de si el imputado es un adolescente o un adulto, el juez presumirá que se trata de un adolescente. Si la duda es si el imputado es un adolescente o un menor de catorce años, el juez presumirá que se trata de un menor de catorce años.





Las personas menores de catorce años carecen de responsabilidad criminal, por lo que, en ningún caso, podrán ser objeto de los procedimientos y sanciones que regula esta ley. Ello sin perjuicio de aplicarles las medidas contempladas en la legislación correspondiente.”.





El artículo fue objeto de las indicaciones números 7 a 19.

La indicación número 7, del Honorable Senador señor Ríos, consulta el precepto como artículo 2º y sustituye, en su inciso primero, la expresión “catorce años” por “dieciséis años”.


La indicación número 8, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, reemplaza, en su inciso primero, la expresión “catorce años” por “dieciséis años”.


La indicación número 9, del Honorable Senador señor Stange, sustituye su inciso segundo por el siguiente:


“En el caso que el delito tenga su inicio entre los catorce y los dieciocho años del imputado y su consumación se prolongue en el tiempo más allá de los dieciocho años de edad, la legislación aplicable será la que rija para los imputados mayores de edad.”.


Las indicaciones números 10, del Honorable Senador señor Ríos, y 11 del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, reemplazan, en su inciso segundo, la expresión “catorce años” por “dieciséis años”.


La indicación número 12, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, reemplaza su inciso tercero por el siguiente:





“La edad del imputado se determinará mediante el certificado de inscripción de su nacimiento en el Registro Civil. Sólo a falta de éste, podrá ser determinada por cualquier medio.”.





La indicación número 13, del Honorable Senador señor Stange, sustituye su inciso tercero por el siguiente:





“La edad del imputado deberá ser determinada por el juez competente en cualquiera de las formas establecidas en el Título XVII del Libro I del Código Civil.”.





Las indicaciones números 14, del Honorable Senador señor Ríos, y 15, del Honorable Senador señor Stange, suprimen su inciso cuarto.





La indicación número 16, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, reemplaza, en su inciso cuarto, la expresión “catorce años” por “dieciséis años”.





Las indicaciones números 17, del Honorable Senador señor Ríos, y 18, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, sustituyen, en su inciso quinto, la expresión “catorce años” por “dieciséis años”.





La indicación número 19, del Honorable Senador señor Ríos, agrega los siguientes incisos nuevos:





“Aquellos delitos cometidos por menores de 16 y mayores de 14 años, se acreditará su discernimiento para ser juzgados. En caso de que ello no fuera confirmado, no podrán ser sujeto de proceso.





En aquellos adolescentes, que se acredite su discernimiento mayores de 14 años y menores de 16, sus padres o personas responsables de su cuidado, serán parte del encauzamiento correspondiente si así el Juez lo resuelve.”.





Puesta en discusión esta norma y las indicaciones presentadas, el abogado señor Maldonado sostuvo que en el contexto de la disposición en estudio deben resolverse tres aspectos centrales, que son la edad en que el menor será imputable penalmente, el caso de los delitos permanentes o de consumación prolongada y la forma de determinar la edad del imputado.





En relación a la edad, la Comisión tuvo presente las opiniones de distintas instituciones.





El Fiscal Nacional indicó que comparte la propuesta referida a fijar en catorce años la edad para la responsabilidad penal adolescente, sin perjuicio de que estima necesario desarrollar de un mejor modo un sistema que permita diferenciar entre adolescentes de 14 y 15 años, por una parte, y aquellos que cuenten con 16 ó 17 años de edad, por otra, de manera de reflejar distintos grados de intensidad en la persecución de la responsabilidad de unos y otros, atendido su diverso nivel de desarrollo.





El Profesor Juan Pablo Hermosilla expresó que la idea de rebajar  la edad de la imputabilidad penal a los 14 años debe ponderarse cuidadosamente. Ello presupone que en el joven exista normalidad siquiátrica y desarrollo a través de la experiencia, pero la doctrina niega que esto se dé a los 14 años. La pubertad supone la última gran crisis del desarrollo, ya que la identidad se torna difusa, lo que puede colisionar con la imputabilidad.





Los representantes de la Policía de Investigaciones, por su parte, agregaron que dado el conocimiento acumulado producto de las detenciones realizadas por esa institución policial, ésta concuerda plenamente con el rango de edad propuesto para considerar como infractor penal al mayor de 14 y menor de 18 años y como inimputables a los menores de 14 años.





El abogado representante del Hogar de Cristo no compartió la rebaja de la edad mínima de responsabilidad penal por ser contraria a la Convención sobre los Derechos del Niño.





Por su parte, el Profesor Bullemore sugirió, en el inciso primero, reemplazar la expresión “inicio”, que es ambigua, por un término de uso habitual en materia penal, como es el de “principio de ejecución”.


El Fiscal Nacional expresó que es atendible lo recién advertido por el profesor Bullemore, lo que podría ser planteado como forma de prevenir futuras discusiones estériles en sede jurisdiccional, referidas a si debiera entenderse por “inicio” un sinónimo del concepto “principio de ejecución” o una cuestión diferente.





La Fundación Tierra de Esperanza propuso anteponer, en el inciso primero, después de la frase inicial, la siguiente: “Sin perjuicio de lo establecido en las leyes civiles”, ya que de lo contrario existiría en nuestro ordenamiento una doble clasificación de los sujetos según edad: impúberes, púberes y adultos para la legislación civil, e impúberes, adolescentes y adultos para la penal.





Analizada esta materia, se produjo consenso entre los miembros presentes de la Comisión en cuanto a fijar los 14 años como edad de inicio de la responsabilidad penal. Se acordó, asimismo, precisar que la presente ley se aplicará a aquellos adolescentes que sean mayores de 14 años y menores de 18 al momento en que se hubiere dado principio de ejecución del delito.





En segundo término, la Comisión analizó la comisión de delitos continuados en el caso de los jóvenes que alcanzan los 18 años. En esta materia se tuvieron presentes las siguientes opiniones:





El Profesor Bullemore connotó que el inciso segundo de la norma en estudio utiliza la expresión “delito”, que es más apropiada que “infracción penal”. En cuanto a la consumación que se prolonga más allá de los 18 años, estimó que no puede dejarse a la facultad del juez la legislación aplicable, porque puede haber un problema constitucional por la consagración en ella del principio de la ley más benigna.





La Fundación Tierra de Esperanza indicó que este inciso no distingue el principio de ejecución del delito. Opinó que debe señalarse expresamente cómo se considerará la tentativa para ese conteo, ya que de lo contrario simplemente la tentativa no sería punible, a menos que se busque expresamente ese efecto.





El Proyecto Frontera propuso remplazar la frase final “el juez determinará la legislación aplicable atendiendo a las circunstancias de hecho y personales”, por la siguiente: “la legislación aplicable será aquella que corresponda a la edad que tenía el adolescente el día en que principió la actividad personal que a él le correspondió realizar en el delito.”.





El abogado señor Maldonado explicó que en esta materia se observan dos vertientes en la jurisprudencia: una, según la cual se valora el inicio de la ejecución; otra, la consumación. Explicó que es difícil adoptar una u otra corriente, de manera que se optó por proponer que el juez resuelva en cada caso, pues de este modo se evitan problemas de interpretación.





Consideradas las ideas propuestas, hubo coincidencia entre los miembros presentes de la Comisión en torno a la fórmula propuesta por la indicación número 9. En efecto, se dijo que lo pertinente es que cuando el delito tiene inicio entre los 14 y los 18 años del imputado y su consumación se prolonga más allá de los 18 años, la legislación aplicable no puede quedar entregada a la decisión del juez, sino que derechamente debe regir la normativa penal de los adultos.





Enseguida, en cuanto a la prueba de la edad del imputado, el Fiscal Nacional expresó que parece adecuado el texto contenido en el proyecto, ya que respeta el régimen de libertad probatoria de la Reforma Procesal Penal. Sin embargo, sostuvo que de estimarse pertinente alguna precisión al respecto, bastaría con agregar la voz “lícito” al final del inciso tercero.





El Profesor Bullemore agregó que deben especificarse los medios de prueba para evitar engaños y diferentes apreciaciones judiciales, dando lugar a las consecuentes discrepancias. Planteó, también, excluir aquellos medios corporales que puedan resultar invasivos.





En esta materia, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión optó por la fórmula propuesta por la indicación número 13, esto es, admitir para estos efectos cualquiera de las fórmulas probatorias establecidas en el título XVII del Libro I del Código Civil, referido a las pruebas del estado civil. Por la misma unanimidad, se acordó suprimir los incisos cuarto y quinto.





En consecuencia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Espina y Viera-Gallo, la Comisión aprobó con enmiendas las indicaciones números 9 y 13. Por la misma unanimidad, desechó las indicaciones números 7, 8, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17 y 18. A su turno, también la indicación número 19 fue desechada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cordero, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 6º





Dispone lo siguiente:




“Artículo 6º.- Infracción a la ley penal. Para los efectos de esta ley se considera infracción a la ley penal la participación de un adolescente como autor, cómplice o encubridor en un hecho tipificado como crimen o simple delito en el Código Penal o en las leyes penales especiales.





Asimismo, se consideran infracciones a la ley penal los hechos cometidos por adolescentes tipificados en los artículos 494, números 1, 3, 4, 5, y 19, sólo en lo que dice relación al artículo 446; y 496 números 5 y 26, del Código Penal.





No podrá procederse penalmente respecto de los delitos contemplados en los párrafos 5º y 6º del Título VII del Libro II del Código Penal, cuando la víctima fuere menor de 14 años y no concurra alguna de las circunstancias enumeradas en los artículos 361 ó 363 de dicho Código, según sea el caso, a menos que exista entre la víctima y el imputado una diferencia de, a lo menos, dos años de edad, tratándose de la conducta descrita en el artículo 362 o de tres años en los demás casos.”.


Este precepto fue objeto de las indicaciones números 20 a 23.


Las indicaciones números 20, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 21, del Honorable Senador señor Horvath, lo reemplazan por el siguiente:





“Artículo 6º.- Infracción a la ley penal. Para los efectos de esta ley se considera infracción a la ley penal la participación de un adolescente como autor, cómplice o encubridor en un hecho tipificado como crimen, simple delito o falta en el Código Penal o en leyes especiales.”.


La indicación número 22, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, suprime su inciso segundo.


La indicación número 23, del Presidente de la República, sustituye, en su inciso segundo, la frase “y 19, sólo en lo que dice relación al artículo 446” por “494 bis”.


En relación a esta disposición, el Fiscal Nacional formuló distintas sugerencias.


En primer término, propuso adecuar este artículo 6º a los artículos 494 y 494 bis del Código Penal y dar una nueva redacción a su inciso final, relativo a las infracciones que constituyen delitos sexuales. Instó a especificar los casos en que es procedente perseguir la responsabilidad penal de un adolescente por el delito de violación impropia (artículo 362 del Código Penal), en contraposición a los supuestos que permiten perseguir dicha responsabilidad por la comisión de otros delitos sexuales. A este respecto, propuso la siguiente redacción:


“No podrá procederse penalmente respecto del delito contemplado en el artículo 362 del Código Penal, a menos que, entre víctima e imputado exista una diferencia de dos o más años de edad, o bien, concurra alguna de las circunstancias previstas en los artículos 361 ó 363 del Código Penal.


Tampoco podrá procederse penalmente respecto de los demás delitos contemplados en los párrafos 5° y 6° del Libro II del Código Penal, cuando la víctima fuere menor de 14 años, a menos que entre víctima e imputado exista una diferencia de edad de tres o más años, o bien, concurra alguna de las circunstancias previstas en los artículos 361 o 363 del Código Penal.”.


Por otra parte, propuso agregar entre las faltas señaladas en el inciso segundo como perseguibles respecto de adolescentes, en sede penal, todas aquellas figuras que reúnan dicho carácter y se encuentren contenidas en la ley N.° 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, o en los cuerpos normativos que la sustituyan. En esta materia, propuso incorporar el siguiente texto a continuación del inciso segundo:


“Se considerará de igual modo una infracción a la ley penal, la participación punible de un adolescente en la comisión de alguna de las faltas contempladas en la ley N.° 19.366 o en los cuerpos normativos que la sustituyan.”.


Finalmente, sugirió agregar, como nuevo inciso final, una disposición que establezca que respecto de las faltas penales que no se encuentren contenidas en esta disposición será aplicable el procedimiento contravencional establecido en la presente ley. Su texto podría ser el que sigue: “Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, si un adolescente participare puniblemente en la comisión de una falta penal no señalada en este artículo, podrá requerirse a su respecto el uso del procedimiento contravencional regulado en la presente ley, a menos que se estimare que no sancionar dicha conducta sea más favorable a los fines señalados en el artículo 20.”.





La Fundación Paz Ciudadana explicó que no toda infracción cometida por un joven debe judicializarse pues una intervención rápida y eficaz puede lograr mejores efectos. Por ello, sostuvo que debe revisarse el procedimiento referido a las faltas. Propuso crear un sistema especial que otorgue una sanción de ejecución inmediata orientada a la responsabilización del joven por medio de una intervención socio-educativa y sugirió, además, un contacto directo de éste con el juez de garantía a través de una audiencia inmediata.





El Defensor Nacional propuso contemplar en este artículo sólo las infracciones dolosas y no las culposas.





El Profesor Bullemore consideró que es impropia la forma de referirse al encubrimiento, que no es participación. Sostuvo que el inciso final es inaceptable pues está transformando el Código Penal y tornando en lícitos, mediante el expediente de una ley especial, comportamientos absolutamente ilícitos. Ello, especialmente cuando se refiere a “los demás casos”, transformando en lícita la violación de una menor con fuerza, por ejemplo, con tres años de diferencia; el caso del estupro; cuando aparecería que quiere referirse al abuso sexual, y no a los artículos 361 y 363.





Añadió que si se lee con atención este precepto, se verá en la defectuosa redacción que no se sanciona la conducta del artículo 361, violación (Nº 1 violación con fuerza o intimidación; Nº 2, violación de víctima privada de sentido o incapaz de oponer resistencia; Nº 3 violación de víctima enajenada o trastornada mentalmente), a menos que haya una diferencia de tres años con la víctima. Por lo tanto, al tenor de esta norma, un menor de 17 años puede violar con violencia o intimidación a una mujer menor, en tanto ésta supere los 14 años, lo que le pareció solamente atribuíble a un error en la redacción.





Agregó que la única interpretación coherente, que tampoco le pareció razonable, es que el redactor quiera referirse con “los demás casos” a los demás delitos contra la libertad sexual, como los abusos sexuales (y no a la violación y al estupro), y a la producción de material pornográfico abusando de una menor, todo lo cual también es rechazable. Sostuvo, además, que con esto se suprime el tan manido concepto de indemnidad sexual, que le corresponde al menor de 14 años.





El Profesor Hermosilla coincidió con las objeciones del profesor Bullemore en cuanto a la defectuosa redacción de los incisos segundo y tercero.





La Fundación Tierra de Esperanza indicó que es conveniente tratar de mejor manera lo concerniente a las faltas pues la redacción actual sugiere que sólo las faltas a que alude la norma serán tratadas y las demás, aun cuando se cometan, no serán objeto de infracción.





Los representantes de la Policía de Investigaciones hicieron presente que no se consideran infracciones a la ley penal las faltas, salvo las que la disposición menciona, pero sólo en lo que dice relación con el hurto (art. 446) y aquellos hechos establecidos en el artículo 496 N° 5 y 26, del Código Penal. Esta restricción deja fuera otras conductas que, considerando la baja penalidad que este proyecto de ley contempla, también deberían ser incluidas, toda vez que constituyen hechos reprochables socialmente y, en algunos casos, son cometidas por menores de edad como, por ejemplo, la generación de desórdenes en espectáculos públicos y la caza en lugares prohibidos.





El representante del Hogar de Cristo acotó que las faltas y los delitos menores requieren de un tratamiento distinto al del resto de las infracciones.





El Instituto Libertad y Desarrollo advirtió que no se divisa una razón para eximir de responsabilidad anticipadamente por las faltas excluidas de sanción.





El Profesor Álvaro Fernández presentó tres órdenes de observaciones. Expresó que el artículo 6º, así como otras normas posteriores del proyecto, se refieren a “infracciones a la ley penal”, lo que constituye un eufemismo y se presta para confusión con las verdaderas infracciones de carácter administrativo. Afirmó que no se puede esconder la realidad de que se trata de auténticos delitos (algunos de ellos extremadamente graves), que, en este caso, son cometidos por adolescentes.





Luego, dijo que debe adaptarse el inciso segundo a la última reforma introducida por la ley Nº 19.950, particularmente la referida al artículo 494 bis del Código Penal, en lo que se conoce como “hurto hormiga”.





Agregó que la norma contenida en el inciso final parece necesaria, pues viene a corregir en buena parte los problemas que introdujo la última reforma a los delitos sexuales, que subió de 12 a 14 años la edad mínima para prestar el consentimiento sexual. En todo caso, indicó que se podría discutir la diferencia de edad requerida, siendo preferible establecer una diferencia de tres años sin distinción entre los delitos.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, señaló que, dentro de las normas generales del proyecto, para definir los ilícitos a que éste se refiere bastaría con señalar que se considerará infracción a la ley penal la participación del adolescente, como autor, cómplice o encubridor, en un hecho tipificado como crimen, simple delito o falta por el Código Penal o por otras leyes especiales. Es decir, agregó, la ley se aplicará a cualquiera de los tipos de ilícitos contemplados en nuestra normativa penal cuando en ellos participa un adolescente en calidad de autor, cómplice o encubridor.


Los restantes miembros de la Comisión consideraron innecesaria la disposición en estudio, salvo para abordar el caso de los delitos sexuales consentidos, contemplados en los artículos 362, 365, 366 bis y 366 quater del Código Penal, situaciones en las cuales no podrá procederse penalmente.


El abogado señor Berríos, representante de la Defensoría Penal Pública, sostuvo que, desde el punto de vista sistemático, parece más apropiado que una norma de este tipo se ubique en el Código Penal y con una denominación distinta, pues la regla precisamente lo que hace es eximir de responsabilidad penal al autor, no configurándose delito alguno. Señaló que, ssimismo, puede generar alguna confusión la forma en que se menciona el “consentimiento”, pues según las reglas generales que regulan esta clase de delitos es su ausencia la que debe ser probada por el fiscal.


En definitiva, la Comisión acordó mantener el precepto en estudio solamente para contemplar una regla especial referida a delitos sexuales. En ella se establecerá que no podrá procederse penalmente respecto de los delitos previstos en los artículos 362, 365, 366 bis.y 366 quáter del Código Penal, cuando la conducta se hubiere realizado con una persona menor de catorce años y no concurra ninguna de las circunstancias enumeradas en los artículos 361 ó 363 de dicho Código, según sea el caso, a menos que exista entre aquélla y el imputado una diferencia de, a lo menos, dos años de edad tratándose de la conducta descrita en el artículo 362 o de tres años en los demás casos.




En lo concerniente a las faltas, como se señaló a propósito del debate habido en torno al artículo 2°, que pasó a ser 1°, éstas quedaron entregadas al conocimiento de los tribunales de familia, salvo las de mayor gravedad cometidas por adolescentes mayores de dieciséis años y menores de dieciocho, las que se sancionarán en los términos de esta ley.

En consecuencia, se aprobó con enmiendas la indicación número 22 con los votos favorables de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cordero, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. A su vez, las indicaciones números 20, 21 y 23 fueron también aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández y Viera-Gallo.

Artículo 7º





Establece lo siguiente:





“Artículo 7º.- Infracciones graves. Para los efectos de esta ley, constituyen infracciones a la ley penal de carácter grave por parte de un adolescente, los siguientes delitos, sea que se encuentren consumados, en grado de tentativa o frustrados:





a) El homicidio;





b) La violación;





c) El secuestro y la sustracción de menores;





d) Las mutilaciones y las lesiones graves tipificadas en el artículo 397, número 1, del Código Penal; y





e) El robo con violencia en las personas.





Constituyen, asimismo, infracciones graves los siguientes delitos consumados:





f) La asociación ilícita para el tráfico de drogas, prevista en el artículo 22 de la ley Nº 19.366, y aquella que tenga por objeto la comisión de delitos terroristas conforme lo dispuesto en el artículo 2º, Nº 5, de la ley Nº 18.314.





g) Robo con intimidación en las personas, en que se amenace a la víctima con causarle la muerte, violación o un grave daño a su integridad física, y





h) Robo con fuerza en las cosas en lugares habitados regulado en el artículo 440 del Código Penal.





Lo dispuesto en este artículo será aplicable a las figuras calificadas o complejas que establece la ley tomando como base las conductas mencionadas en los incisos precedentes.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 24 a 33.

Las indicaciones números 24, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 25, del Honorable Senador señor Horvath, lo sustituyen por el siguiente:





“Artículo 7º.- Infracciones graves. Para los efectos de esta ley, constituye infracción a la ley penal de carácter grave por parte de un adolescente, la participación en un crimen o simple delito que merezca pena aflictiva, sea que se haya consumado, intentado o frustrado.”.


La indicación número 26, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, intercala en su encabezamiento, a continuación de la palabra “delitos”, la expresión “o grupos de ellos”.

Letras b) y c)


La indicación número 27, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, ubica estas letras antes de la letra a).

Letra b)


La indicación número 28, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, la reemplaza por la siguiente:


“b) Los delitos contemplados en los Párrafos 5º y 6º del Título VII del Libro II del Código Penal.”.

Letra e)


La indicación número 29, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, intercala, a continuación de la palabra “violencia”, la expresión “o intimidación”.


La indicación número 30, del Honorable Senador señor Cordero, suprime, en el inciso que sigue a la letra e), la palabra “consumados”.

Letra f)


La indicación número 31, del Honorable Senador señor Moreno, incluye como delito la infracción al artículo 1º de la ley Nº 19.366, sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

Letra g)


La indicación número 32, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, suprime esta letra.

Letra h)


La indicación número 33, del Honorable Senador señor Moreno, ubica esta letra a continuación de la letra e).


El Fiscal Nacional planteó agregar en la disposición en estudio una norma de clausura que incluya como infracciones graves los delitos consumados que cuenten con una pena abstracta mínima equivalente a presidio mayor en su grado mínimo, de modo de evitar que conductas de una gravedad equivalente a las contempladas en el catálogo, queden excluidas por el casuismo del legislador. Además, sugirió estudiar algunas modificaciones respecto de las infracciones graves de las letras d) y g), de modo de incluir expresamente las castraciones y el robo con intimidación, cuando la amenaza recaiga sobre un tercero.





En síntesis, recomendó sustituir el texto de este precepto por el siguiente:





“Artículo 7°.- Infracciones Graves. Para efectos de esta ley, se entiende por infracciones graves a la ley penal, la participación de un adolescente en la comisión de un delito consumado, que tenga pena mínima abstracta de crimen.






Lo dispuesto en el inciso anterior será también aplicable respecto del robo con fuerza en las cosas en lugar habitado y de los simples delitos y crímenes contemplados en la ley N.° 19.366 o en los cuerpos normativos que la sustituyan, en forma independiente a la pena mínima abstracta asignada a éstos.





Asimismo, se considerarán infracciones graves, sin importar el grado de ejecución del delito, la participación de un adolescente en la comisión de:

a) Homicidio, sea éste simple, calificado o constitutivo de parricidio;

b) Violación o abuso sexual agravado por introducción de objetos;

c) Secuestro o sustracción de menores;

d) Castraciones, mutilaciones y lesiones graves gravísimas;

e) Robo con violencia.





Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a las figuras complejas o calificadas que existan en nuestro ordenamiento penal y tengan como base alguno de los ilícitos allí señalados.





Las disposiciones del Código Penal o de leyes especiales, que permitan el castigo como consumado de un delito que aún se encuentre en fase de ejecución, no serán consideradas para los efectos de definir si el hecho se enmarca dentro de los supuestos señalados en el inciso primero de esta disposición.”.





El Defensor Nacional propuso eliminar la “tentativa” de las infracciones graves, en los casos de las letras a) a e).





El Profesor Cousso indicó que la distinción entre infracciones graves y menos graves por la vía de un catálogo de delitos, es insuficiente. Señaló que debe complementarse, sobre todo para resolver el problema de las formas imperfectas de ejecución (tentativas, delitos frustrados) y las formas de participación distintas de la autoría. Por ello, podría contemplarse una referencia al marco penal concreto que les correspondería en el derecho penal de adultos. Sugirió, al efecto, la siguiente redacción: “No se considerarán infracciones graves las conductas del artículo 7º si, para una persona mayor de edad, atendido su grado de ejecución y la forma de participación, no merecerían una pena de crimen.”.





La Fundación Paz Ciudadana hizo presente que si se considera que la privación de libertad debe aplicarse como última alternativa y sólo para delitos de mayor gravedad, debe revisarse el que no se considere en el inciso segundo el grado de desarrollo del delito en la determinación de la pena, toda vez que esta consideración puede significar una rebaja de la sanción en el sistema adulto.





El Profesor Bullemore planteó diversas interrogantes:





1) ¿Por qué se habla en el inciso segundo de delitos consumados, dejando fuera la tentativa y la frustración?





2) Se incluye la asociación ilícita para el tráfico de drogas y se deja fuera el tráfico de drogas de los artículos 1, 2, 3, 4, 5 y 6 de la ley Nº 19.366. Se preguntó por qué. ¿Acaso no es reprochable en un menor el hecho de traficar y sí lo es que el mismo menor se asocie para traficar, aunque no se haya realizado ninguna de las conductas de tráfico para las que se asoció?





3) En el inciso final deben mencionarse los casos de figuras complejas, que son el robo con homicidio, el robo con violación, etc., y las figuras calificadas como el homicidio calificado, tal vez señalando “el homicidio en todas sus clases”. Se preguntó por qué no se mencionan las figuras que se asimilan a estos delitos, por ejemplo, la del artículo 365 bis, del abuso sexual agravado por introducción de objetos o utilización de animales, que fue olvidado tal vez porque sólo se modificó recientemente por ley Nº 19.925, de 14 de enero de 2004. O los casos de delito de extorsión y de piratería y, especialmente, el delito de aborto.





El Profesor Juan Pablo Hermosilla advirtió que falta desarrollar el íter criminis en las letras f), g) y h).





La Fundación Tierra de Esperanza sugirió precisar específicamente cuáles serán las infracciones graves, para armonizar así dicha enumeración con la escala de sanciones a aplicar. A su vez, opinó que la letra f) respecto de la asociación ilícita requiere una definición de, a lo menos, una presunción de voluntad para pertenecer. De lo contrario, la amplitud de la norma es inmensa y sin límite de participación a este respecto.





La Policía de Investigaciones indicó que las infracciones graves cometidas por adolescentes y su grado de ejecución, de acuerdo a las estadísticas y a la opinión pública, son aquéllas en que la sociedad exige una sanción ejemplarizadora por cuanto atentan contra los derechos más esenciales del ser humano. Sin embargo, estimó que también debieran ser considerados como infracciones graves los siguientes delitos consumados:





- Abuso sexual severo, en el caso de penetración con objetos.





- Asociación ilícita en la producción de material pornográfico, en cuya elaboración hayan sido utilizados menores de 18 años.





El Hogar de Cristo propuso restringir el catálogo de las infracciones graves sólo a aquellos atentados que comprometan la vida y la integridad física.





El Instituto Libertad y Desarrollo sostuvo lo siguiente:





a) El proyecto ganaría en claridad y en su relación con el ordenamiento jurídico si reconociera que el menor puede cometer un delito (homicidio, violación, etc., que no son meras infracciones) y que puede reincidir, caso en el cual la pena debería ser objetivamente más grave que la que se le impuso anteriormente. El aspecto central que puede objetarse a esta iniciativa es la concepción de un sistema meramente infraccional, que desconoce la posibilidad de que los menores cometan un delito que merece un grado de castigo o represión acorde con su gravedad.





b) Asimismo, explícitamente el proyecto se refiere a las mutilaciones y a las lesiones gravísimas. ¿Qué sucede con las lesiones simplemente graves, menos graves y leves?, se preguntó. En general, consideró que falta adecuar las penas a la gravedad de las infracciones.





c) A su juicio, también aparecen desarticuladas las figuras del robo.





d) Finalmente, planteó si podría un menor cometer un delito terrorista o un delito sancionado en la ley de control de armas de fuego y explosivos.





El Proyecto Frontera propuso lo siguiente:





a) En el inciso primero, después de la palabra “delitos” y antes de la coma (,), agregar la frase: “en que haya participado como autor”.





b) En el mismo inciso primero, suprimir la frase “en grado de tentativa”.





c) Agregar la siguiente oración al inciso final: “Sin embargo, no serán aplicables aquellas normas que en determinados casos equiparen el iter críminis o establezcan presunciones simplemente legales que alteren la presunción de inocencia.”.





El Profesor Álvaro Fernández expresó que en relación a las infracciones graves, para evitar problemas de interpretación, sería necesario precisar en todos los casos el artículo que sanciona el delito a que se hace referencia. Así por ejemplo, en el proyecto queda la duda de si en el robo con violencia o intimidación se incluyen o no el delito de robo por sorpresa o el delito de extorsión (están en el párrafo respectivo); o si dentro del homicidio se incluye el parricidio (lo que parecería obvio) o el auxilio al suicidio.


Por otra parte, opinó que debe agregarse a las “infracciones graves” el delito de lesiones simplemente graves del artículo 397 N°2 del Código Penal, que en algunos casos puede revestir mayor gravedad (piénsese, por ejemplo, en una puñalada) que el delito de robo con fuerza en las cosas en lugar habitado (el que sí está incluido). Por último, sostuvo que no es procedente la distinción que se hace, no contemplada en la ley penal, entre robo con violencia y robo con intimidación. El delito es uno solo, y la violencia no necesariamente es más grave que la intimidación. Compárese, por ejemplo, dijo, un empujón con una amenaza de muerte. 


La Directora del Servicio Nacional de Menores, señora Delia del Gatto, afirmó que esta iniciativa busca crear un sistema de responsabilidad penal especial para los jóvenes que, sin ser “blando” o excesivamente permisivo, contemple sanciones adecuadas para esta fase de desarrollo de la personalidad.


Agregó que en ningún caso se trata de evitar la consagración de penas privativas de libertad, las que ya se contemplan para las figuras penales más graves, sino que establecer sanciones que atiendan a los factores de madurez y de imputabilidad propios de la adolescencia y que sean coherentes con los requerimientos de la Convención sobre Derechos del Niño.


Acotó que otra definición importante, vinculada al tema en análisis, es la duración de la privación de libertad. Explicó que el Ejecutivo la concibe con límites que, por una parte, marquen una diferencia con el sistema de adultos y, por otra, que digan relación con la connotación social del ilícito cometido. Sostuvo que no se trata, simplemente, de aplicar el sistema de sanciones para adultos con algunos ajustes, sino de establecer uno propio para los jóvenes.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, complementó el planteamiento anterior dejando constancia que, cualquiera sea el sistema de penas que la Comisión acuerde, el Gobierno aspira a que se alcancen dos objetivos básicos: primero, que no se aplique a un adolescente una pena mayor a la que le correspondería a un adulto en un caso análogo y, segundo, que tampoco se le apliquen penas superiores a las que hoy existen.


Los Honorables Senadores señores Chadwick y Viera-Gallo aclararon que no está dentro de los objetivos del trabajo de la Comisión consagrar para los jóvenes penas que superen las de los adultos y que si, en algún caso se incurriere en eso, ello debería corregirse.


Al comentar la norma en análisis, el Honorable Senador señor Viera-Gallo destacó que es conveniente precisar si el factor violencia determinará la nómina de delitos graves, toda vez que existen diversas figuras penales de envergadura cuya comisión no supone, necesariamente, el empleo de la violencia.


Por otra parte, advirtió que si bien en el texto aprobado en primer trámite se estableció una nómina de tipo genérico, bien podría optarse por otro camino, que podría consistir en la fijación de una categoría de delitos graves que hagan aplicables penas privativas de libertad. Este camino, dijo, permitiría solucionar la aprensión referida en el párrafo anterior.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, precisó que aspiraba a consagrar un sistema penal justo para los jóvenes, que contemple normas adecuadas para ellos y que proporcione tranquilidad a la sociedad.





Sostuvo que la fórmula aprobada en primer trámite en este artículo 7º suscita diversas interrogantes. Desde luego, determinar cuáles serían los delitos menos graves. Asimismo, establecer hasta qué punto la concurrencia de la violencia sería un factor para determinar la gravedad del ilícito. Además, determinar si todas las figuras penales propias de los adultos se aplicarán a los adolescentes.





Explicó que un método más apropiado podría consistir en aplicar al menor un determinado porcentaje de la pena asignada al adulto que comete el mismo delito, tal como lo hacen diversos países latinoamericanos. Finalmente, planteó la posibilidad de contemplar derechamente la privación de libertad en el caso de los crímenes.





El Honorable Senador señor Aburto opinó que la inclusión del elemento “violencia” para dirimir si un delito es grave puede inducir a muchas confusiones. Por ejemplo, dijo, la violación de una persona demente puede no suponer el empleo de la violencia, lo que no hace menos grave el ilícito cometido. Por ello, se mostró partidario de mantener la clásica diferenciación que el Código Penal hace entre crímenes, simples delitos y faltas.





El Honorable Senador señor Chadwick expresó, en primer lugar, que, aún tratándose de adolescentes, la sociedad chilena consideraría inaceptable no sancionar con privación de libertad los delitos de mayor gravedad. Por otro lado, señaló que, a su juicio, debería procederse a la fijación de puntos de referencia o criterios objetivos para llegar a la determinación de la pena en cada caso concreto. Lo importante, resumió, es alcanzar una solución técnicamente eficaz, teniendo en consideración que se está legislando para jóvenes.





El abogado señor Maldonado sugirió que estos puntos de referencia pueden ser la relación entre la gravedad de la conducta y la duración de la sanción que se aplicará, teniendo en especial consideración que se trata de sujetos que están en su fase de desarrollo. Para este efecto, propuso basarse en la definición de los tipos penales de los adultos, pero en ningún caso en las penalidades aplicables a éstos.





El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, señaló que lo central de esta iniciativa es establecer un sistema penal especial para los adolescentes que les proporcione un tratamiento diferente del de los adultos y que aplique sanciones que faciliten o coadyuven, en la mayor medida posible, a la rehabilitación de los menores y que incluyan la privación de libertad únicamente en el caso de delitos de mayor gravedad.





Agregó que el proyecto debe asegurar a los jóvenes el acceso a todos los mecanismos de beneficios que hoy favorecen a los adultos, considerando incluso la consagración de una suerte de “principio pro reo juvenil”.





Los Honorables Senadores señores Aburto y Viera-Gallo coincidieron en la conveniencia de consagrar, en materia de determinación de la pena, un necesario grado de flexibilidad para los jueces que les permita considerar las peculiaridades de cada caso, las necesidades de cada joven y sus posibilidades de rehabilitación. Afirmaron que el sistema de penas, especialmente en el caso de los jóvenes, no debe traducirse en un ejercicio matemático por cuanto no puede olvidarse que, aparte del afán sancionador, existe el propósito de la sociedad de reinsertar al joven infractor.





El Honorable Senador señor Chadwick precisó que en esta materia, si bien no se busca un aumento de las penas actuales, tampoco se pretende rebajarlas.





El Honorable Senador señor Espina concordó con la opinión anterior e hizo presente que existe ya un mecanismo que privilegia al joven por su condición de tal. En efecto, añadió, el artículo 72 del Código Penal dispone que al menor que ha actuado con discernimiento se le impondrá la pena inferior en grado al mínimo de los señalados por la ley para el delito de que sea responsable.





Complementando sus reflexiones, la Comisión tuvo presente que cualquier sistema de sanciones penales que se desee establecer, debe considerar las garantías de orden constitucional de los incisos séptimo y octavo del número 3 del artículo 19 de la Carta Fundamental, que recogen el conocido principio de legalidad penal. Se recordó que, en virtud de éste, ningún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley favorezca al afectado, y que ninguna ley podrá establecer una pena sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella.




Es decir, se dijo, toda ley que persiga imponer sanciones penales debe contener una descripción clara de la conducta cuya realización acarrea la imposición de la pena y la singularización de la pena misma, sea por la vía de la expresión directa en ella o de la remisión a otra contenida en un cuerpo legal distinto. Una consecuencia de tales garantías es, entonces, que la ley no podría dejar enteramente entregada al arbitrio del juez la aplicación de las sanciones penales en cuanto a su naturaleza y duración, sino que debe fijar, al menos, parámetros claros y objetivos para que éste pueda optar entre determinados tipos de sanciones en relación con las conductas concretas que se trata de sancionar.




Se hizo notar que, como derivación de lo anterior, un nuevo sistema penal que se quiera crear, distinto del consagrado en el Código del ramo, tendrá que contemplar la descripción de las conductas punibles así como cada una de sus sanciones posibles, definiendo claramente los conceptos que sean distintos de los ya contemplados en las normas generales y en la doctrina, o bien, utilizar sus propios tipos penales, conceptos y categorías, para establecer penas diferentes.




Finalmente, se puso de manifiesto que, cualquiera fuera el camino que se adopte, éste debe que guardar armonía con las disposiciones de la Convención sobre los Derechos del Niño.





La abogada del Ministerio Público, señora María Eugenia Manaud, se hizo cargo de las apreciaciones precedentes. Sobre el particular, señaló que en el proyecto en estudio se desea utilizar los tipos penales del Código Penal y de otras leyes complementarias, cambiándoles la penalidad, para seguir las orientaciones o recomendaciones de la mencionada Convención, que, en lo medular, insta al reemplazo del sistema proteccionista vigente por otro que reconozca la calidad de sujetos de derecho de los menores, con capacidad de imputabilidad disminuida por su estado de desarrollo incompleto, pero con derecho a gozar de las garantías individuales que se consagran para los adultos en materias penales, como el derecho a ser escuchado, al debido proceso, a defensa jurídica, a la presunción de inocencia, a juicio rápido y con doble instancia, etc.





Puntualizó que dicha Convención, en lo que al régimen sancionatorio se refiere, previene que los Estados Partes reconocen el derecho del niño a ser tratado de una manera que sea acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y que fortalezca su respeto por los derechos y las libertades de terceros, teniendo en cuenta la edad del menor imputado y su necesaria reintegración a la sociedad.




Destacó que, en relación con la función educativa y resocializadora de las penas, el artículo 37 de la misma previene que los Estados Partes velarán porque la detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se lleven a cabo de conformidad con la ley y se utilicen como medida de último recurso y durante el período más breve posible.




Resaltó, además, que el número 3 del artículo 40 del mismo instrumento internacional dispone que los Estados Partes promoverán el establecimiento de leyes que, en lo punitivo, adopten sanciones sin recurrir a procedimientos judiciales, o medidas diversas tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda y los programas de enseñanza y formación profesional. Además, propone que se contemplen alternativas a la internación de los niños en instituciones, para asegurar que éstos sean tratados de manera apropiada.




Continuó expresando que, como puede apreciarse, ni la función allí asignada a la pena ni el concepto de última ratio de la privación de libertad corresponden a los que consagra nuestro Código Penal para los adultos.




Por lo anterior, planteó que resulta esencial, entonces, dilucidar si para seguir las recomendaciones del tratado, es posible instaurar un sistema de penas alternativas para los menores, diverso del contemplado en el Código aludido y que no vincule al juez en cuanto a las penas posibles de aplicar con respecto de determinados delitos. Para ello, aseguró, sería necesario aclarar si las prescripciones del tratado son obligatorias para el legislador nacional o constituyen sólo una recomendación a tener en cuenta al momento de legislar, tanto a partir de sus propios términos, como de la interpretación constitucional que se ha hecho en Chile acerca de la sujeción de los convenios internacionales a la normativa fundamental.




En relación con los términos de las disposiciones del tratado en cuestión, le pareció que se trata de recomendaciones a los Estados para actuar en el sentido anotado, porque claramente sus disposiciones no son imperativas ni autoejecutivas, sino que requieren de la dictación de una legislación que las consagre.




De otro lado, en cuanto a la interpretación constitucional sobre el valor de los tratados, hizo presente que no obstante ser una materia discutible dado el tenor del artículo 5º de la Carta Fundamental, por el principio de supremacía constitucional, reconocido por el Tribunal Constitucional a propósito de la pretendida ratificación del Tratado sobre Tribunal Penal Internacional, los preceptos de estos instrumentos deben adecuarse o someterse a los mandatos constitucionales.




Concluyó que, así las cosas, la instauración de un sistema de penas diverso del ya consagrado para los adultos, que sí cumple con las exigencias del principio constitucional de legalidad anotado, requeriría igualmente de su adecuación a dichas exigencias. 




Sostuvo que, jurídicamente, ello podría lograrse por dos vías. Una, mediante la dictación de un Código especial para los menores, que incluya la tipificación de cada una de las conductas punibles con sus respectivas sanciones. La otra, estableciendo un catálogo sustitutivo de sanciones, diverso del ya considerado en el Código Penal, con las penas o “medidas” recomendadas por el Tratado, pero vinculadas expresamente a los tipos penales existentes en dicho Código, sea en relación a sus categorías de faltas, simples delitos y crímenes o en relación a las categorías de sanciones, haciendo las asimilaciones, diferenciaciones y excepciones que correspondan o se deseen introducir. 




Agregó que, a partir de allí, pueden además establecerse topes o límites mínimos y máximos para cada clase de sanción, en relación con la pena asignada al tipo penal en abstracto o a la que pueda corresponder en concreto, según el grado de participación y habida consideración de las atenuantes y agravantes del caso.




Advirtió que el Tratado en cuestión propicia una legislación especializada e independiente para los menores, y que el sistema propuesto en el punto anterior empaña de alguna forma esa finalidad, pues implica necesariamente referirse para todos los efectos a la legislación de adultos. Señaló que lamentablemente no divisa otra forma de abordar el tema, que no violente el principio de legalidad, el que, a su vez, constituye una garantía para los mismos menores.




Consecuentemente, no le pareció que para aquellos delitos que puedan llegar a definirse como graves, -que podría ser un primer criterio de diferenciación- el juez “pueda” imponer una sanción privativa de libertad o no, según su criterio, y que para los no graves, que tendrían que ser definidos y no inferidos por exclusión, “pueda” imponer cualquiera de las sanciones no privativas de libertad y “pueda” también imponer medidas privativas de libertad “en caso que debiere sancionarse la ejecución habitual de dichas infracciones”.




Propuso, a este respecto, hacer más bien alusión al juego de atenuantes y agravantes y a los grados de participación, para fijar los parámetros en que se podría mover el juez, lo que necesariamente implica no limitarlo estableciendo una pena única, sino tan sólo establecer estándares claros y objetivos.




Agregó que igualmente se podría, mediante recursos procesales tales como los acuerdos reparatorios y suspensiones condicionales del juicio o de la dictación de la sentencia, imponer medidas en forma condicional que, de ser cumplidas, permitan la sustitución de las penas por otras más favorables o que eliminen en definitiva la imposición de la condena propiamente penal.




Destacó, asimismo, que un sistema sancionatorio que entregue excesivas atribuciones a los jueces también puede jugar en contra del interés de los menores, porque así como podría imponer sanciones muy bajas para delitos que el común de la población considera graves, podría aplicar sanciones muy gravosas para delitos de poca significación, considerado el daño causado.





Complementariamente, sugirió introducir una norma expresa que prevenga que las sanciones que este cuerpo legal establecerá reemplazarán las contenidas en el Código Penal y sus leyes complementarias, porque de lo contrario se suscitará la duda, y las consecuentes diferentes interpretaciones, acerca de la procedencia de la aplicación de las penas alternativas y accesorias que esas leyes sustantivas consagran.




En este punto de su estudio, la Comisión recapituló lo debatido y se detuvo largamente a analizar diversas fórmulas sobre determinación de la pena distinguiendo los tipos que se considerarían delitos graves; la naturaleza de las sanciones que se aplicarían tanto a dichos delitos como a los simples delitos y a las faltas; la duración de las mismas, y los casos en que correspondería la aplicación de penas privativas de libertad y la extensión de éstas, entre otros elementos.





Con la colaboración del Ministerio de Justicia y de los representantes del Ministerio Público y de la Defensoría Penal Pública se elaboró una serie de diseños normativos a partir de los cuales se efectuaron múltiples ejercicios.





Así, por ejemplo, en cuanto a la definición de delito grave se consideró tanto la alternativa de mantener una enumeración de los mismos como la de contemplar una definición especial que podría ser la de considerar como delito grave todo aquel que tenga asignada una pena de crimen y en cuya ejecución se haya ejercido violencia.





En lo concerniente a la duración de la privación de la libertad se exploraron fundamentalmente dos fórmulas. Una, consistente en fijar un límite temporal de 5 años, o de 8 en caso de que el condenado tenga más de 16 años de edad. En esta alternativa, se planteó que no podría imponerse una sanción que fuera superior a los dos tercios de la que le habría correspondido a un mayor de edad.





La otra, consistía en señalar que la privación de libertad no podría imponerse por un lapso superior a la mitad del tiempo que habría correspondido al adulto y que, si el condenado tuviere menos de 16 años, no podría exceder de los 5 años.





En torno de estos criterios, con la colaboración de los representantes de las instituciones antes mencionadas, la Comisión efectuó simulaciones de aplicación de penas a infractores menores de edad en base a delitos como el homicidio calificado, la violación, el abuso sexual infantil y las distintas hipótesis de robo.





En definitiva, la Comisión concluyó que debe consagrarse un sistema de determinación de penas enteramente nuevo, específicamente dedicado a los adolescentes, que refleje adecuadamente las finalidades tanto de punición como de rehabilitación y que conjugue equilibradamente las aspiraciones sociales de seguridad y justicia, las necesidades del joven de completar sus procesos de maduración y educación y el necesario grado de compromiso de la familia.





Por otra parte, en este nuevo sistema se reflejan las transformaciones que el proyecto impulsa en el orden administrativo, especialmente a través de la creación de fórmulas diferentes de internación, que suponen la creación de los correspondientes centros especiales.





En concreto, en primer lugar se resolvió que no debe existir un catálogo restringido de delitos graves, sino más bien reglas que contemplen los criterios consagrados por el Código Penal en materia de determinación de las penas, adecuándolas a los propósitos que inspiran esta iniciativa.





Para este efecto, se optó por crear un catálogo de sanciones especiales para los infractores de ley menores de edad y un mecanismo específico al respecto a la forma en que se determinará la pena en el caso concreto.





Con estas finalidades, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión acordó reestructurar el Título I del proyecto, referido a las consecuencias de la declaración de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, en la forma y con los propósitos que a continuación se explicarán:





1.- Suprimir el artículo 7° del proyecto aprobado en general;





2.- Modificar el artículo 18 aprobado en general, por otro, que pasa a ser 6°, dedicado a enumerar las sanciones;





3.- Sustituir el artículo 32 aprobado en general, por otro, que pasa a ser 18, en cuanto al límite máximo de las penas privativas de libertad, y





4.- Incluir un párrafo 5°, compuesto por los artículos 20 a 26, para regular la determinación de las sanciones.





La supresión del artículo 7° se debió a la decisión más global de reenfocar el proyecto de manera de no estructurarlo a partir de un catálogo de ilícitos, sino que en función de grupos de sanciones orientadas específicamente a los adolescentes, que se ha estimado pertinente asignar, por una parte, a los delitos y, por otra, a las faltas cometidos por estos.





Se consideró que el grado de consenso que hoy en día existe en la práctica, la doctrina y la jurisprudencia en cuanto al catálogo de ilícitos que el derecho penal sanciona, hace innecesario innovar en esta materia en los términos que lo hacía este artículo 7°. Asimismo, pareció arbitrario incorporar cualquier tipo de discriminación entre los ilícitos que el Código Penal y sus leyes complementarias sancionan, para los efectos de considerarlos “delitos graves”.





También se desechó, como criterio diferenciador, atender al grado de desarrollo del ilícito y considerar “graves” ciertos delitos sólo cuando se encuentren consumados y otros, en cambio, aunque solamente alcancen las etapas de tentado o frustrado.





Del mismo modo, por las razones antes expuestas, se estimó que el uso de la violencia en la comisión de los ilícitos no ayuda necesariamente a dirimir si se trata de una figura penal “grave”.





Por estas razones, se acordó eliminar el artículo 7°.





A consecuencia de lo anterior, se resolvió modificar el artículo 18, aprobado en general, que pasa a ser 6°, relativo a las sanciones, para establecer una escala general de penas que se aplicarán a los adolescentes en sustitución de las contempladas en el Código Penal y en otras leyes complementarias.





Dicha escala se estructura en dos grupos: uno, las propias de los delitos, y otra, de las faltas. Se contempla, además, una pena accesoria consistente en la prohibición de conducir vehículos motorizados.





Luego de las normas que definen cada una de las sanciones que componen la referida escala, se acordó sustituir el artículo 32 aprobado en general, que pasa a ser 18, para consignar el acuerdo de la Comisión en torno al límite máximo de las sanciones privativas de libertad. Éste consiste en que tales penas no podrán exceder de cinco años si el infractor tuviere menos de dieciséis años, o de diez, si tuviere más de esa edad. 





Finalmente, la inclusión del nuevo párrafo 5°, compuesto por los artículos signados como 20 a 26 dentro de la nueva estructuración del proyecto, tiene por objeto agrupar las normas que consagran el mecanismo que los jueces deberán seguir para determinar la sanción que se aplicará a un adolescente. Éste se explicará sucintamente a continuación.





En virtud de dicho sistema, llegado el momento de condenar, el juez deberá, primeramente, considerar, en abstracto, la pena asignada al delito en el Derecho Penal común. Luego, por tratarse de un adolescente, dicha pena se rebajará a la inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para dicho ilícito, siguiendo la regla del artículo 72 del Código del ramo.





Enseguida, considerará las reglas sobre aplicación de las penas del párrafo 4° del Título III, del Libro I del mismo Código Penal.





Con todo, si la sanción calculada en esta forma supera los límites de cinco y diez años -en el caso de las penas privativas de libertad- su extensión definitiva deberá ajustarse a dichos límites.





Fijada la extensión de la pena en términos de privación de libertad que correspondería aplicar, el proyecto vincula, paralelamente, en cinco diferentes tramos las penas privativas de libertad con las sanciones de distinta naturaleza que se podrán aplicar en cada uno de esos rangos. 





Dicho parangón es el siguiente:

1. Si la extensión de la sanción resulta equivalente a una pena de crimen, el tribunal deberá aplicar la pena de internación en régimen cerrado o internación en régimen semicerrado.

2. Si la sanción va de tres años y un día a cinco años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado, internación en régimen semicerrado o libertad asistida.

3. Si la sanción se extiende entre quinientos cuarenta y un días y tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado, internación en régimen semicerrado, arresto de fin de semana o libertad asistida.

4. Si la sanción se ubica entre sesenta y uno y quinientos cuarenta días, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado, arresto de fin de semana, libertad asistida, prestación de servicios en beneficio de la comunidad o reparación del daño causado.

5. Si la sanción es igual o inferior a sesenta días, el tribunal podrá imponer las penas de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, multa o amonestación.





Complementando este diseño, el artículo 24, nuevo, establece que, dentro de los márgenes ya señalados, para determinar la naturaleza de la sanción, el Tribunal deberá atender a la gravedad del ilícito de que se trate; a la calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción; a la concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes de la responsabilidad criminal; a la edad del adolescente infractor; a la extensión del mal causado con la ejecución del delito; a la idoneidad de la sanción para fortalecer el respeto del adolescente por los derechos y libertades de las personas, y a las necesidades de desarrollo e integración social del adolescente.




Finalmente, el artículo 26, según la nueva enumeración, dispone que la privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso. Agrega que, en ningún caso, se podrá imponer una sanción privativa de libertad si un adulto condenado por el mismo hecho no debiere cumplir una pena de esa naturaleza.





Con posterioridad, el ya mencionado Grupo de Trabajo formuló un conjunto de proposiciones en relación al nuevo párrafo 5° que se acordó incorporar.





En primer lugar, en cuanto al artículo 20, nuevo, señaló que, ya que se habla de fines de la sanciones y no fines del sistema, no parece pertinente señalar de que la sanción fortalecerá el respeto del adolescente por sus propios derechos y que la pena en el caso de los menores debe tener una doble finalidad: responsabilizadora y de reinserción. Para este efecto, sugirió añadir que la pena formará parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.





En relación con el artículo 23, nuevo, planteó distinguir dos catálogos de sanciones, según si se trata de un adolescente de 14 a 16 años o de 16 a 18.





Además, sugirió que el sistema de internación en régimen semicerrado fuera siempre acompañado de un programa de reinserción social del menor.





Respecto de la libertad asistida, distinguió dos categorías: una, que denominó “de moderada intensidad”, y otra “de alta intensidad”.





En relación al arresto de fin de semana, planteó su supresión.





Luego, el Grupo de Trabajo adaptó estas distintas proposiciones a las categorías de penas fijadas por la Comisión en el artículo 23, estructurando una escala dirigida a los adolescentes de entre 14 y 16 años y otra diferente para los de 16 a 18 años.





Enseguida, dentro de los criterios que el tribunal deberá atender para determinar la pena según el artículo 24, ubicó como el primero de ellos, la idoneidad de la sanción para fortalecer el respeto del adolescente por los derechos y libertades de las personas y su pertinencia en relación a sus necesidades y potencialidades con miras a su desarrollo e integración social.





Además, sugirió agregar un nuevo artículo referido al concuros de delitos, para explicitar la mantención de la norma del régimen adulto y evitar que en estos casos simplemente se sumen penas.





Finalmente, en relación al artículo 26 sobre límites a la imposición de sanciones, recomendó establecer que no se podrá imponer al adolescente una sanción que suponga una mayor restricción de derechos ni por un tiempo superior al solicitado por el Ministerio Público.




Los miembros de la Comisión analizaron detenidamente estas proposiciones. En definitiva, se acogió la idea de establecer que la sanción tendrá una connotación socioeducativa y orientada a la plena integración social del menor. Igualmente, se acordó suprimir el arresto de fin de semana como penalidad. Del mismo modo, se acogió la incorporación en el proyecto de un nuevo tipo de libertad asistida, que se denominará “especial”. Se resolvió incluir la exigencia de un programa de reinserción social en todas las penas de internación en régimen cerrado y semicerrado. Se desechó, sin embargo, la diferenciación de escalas de penas dependiendo de si el menor tiene 14 a 16 años o 16 a 18.





En definitiva, el Párrafo 5° incorporado por la Comisión al Título I del proyecto quedó como sigue:

“Párrafo 5°

De la determinación de las sanciones





Artículo 20.- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias.  Las sanciones y consecuencias que esta ley establece tienen por objeto hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de tal manera  que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.





Artículo 21.- Pena asignada a los delitos. Para los efectos de la presente ley, se entenderá que la pena asignada al delito cometido por un adolescente es la inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para el ilícito correspondiente.





Artículo 22.-  Reglas de determinación de la extensión de las penas. Para establecer la duración de la sanción que deba imponerse con arreglo a la presente ley, el tribunal deberá aplicar, a partir de la pena señalada en el artículo precedente, las reglas previstas en el Párrafo 4 del Título III del Libro I del Código Penal, con excepción de lo dispuesto en el artículo 69 de dicho Código.

                                          Con todo, si la sanción calculada en la forma dispuesta en el inciso precedente supera los límites máximos dispuestos en el artículo 18, su extensión definitiva deberá ajustarse a dichos límites.





Artículo 23.- Reglas de determinación de la naturaleza de la pena. La determinación de la naturaleza de la pena que deba imponerse a los adolescentes con arreglo a la presente ley, se regirá por las reglas siguientes:

1. Si la extensión de la sanción resulta equivalente a una pena de crimen, el tribunal deberá aplicar la pena de internación en régimen cerrado o internación en régimen semicerrado, ambas con programa de reinserción social.

2. Si la sanción va de tres años y un día a cinco años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida especial.

3. Si la sanción se extiende entre quinientos cuarenta y un días y tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida en cualquiera de sus formas.

4. Si la sanción se ubica entre sesenta y uno y quinientos cuarenta días, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social,  libertad asistida en cualquiera de sus formas, prestación de servicios en beneficio de la comunidad o reparación del daño causado.

5. Si la sanción es igual o inferior a sesenta días, el tribunal podrá imponer las penas de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, multa o amonestación.

Tabla Demostrativa

Extensión de la sanción y penas aplicables

Desde 5 años y 1 día:

-   Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

-  Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

Desde 3 años y un día a 5 años:

· Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

· Libertad asistida especial.

Desde 541 días a 3 años:

· Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

-Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

Desde 61 a 540 días:

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

· Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

· Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

· Reparación del daño causado.

Desde 1 a 60 días:

· Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

· Multa.

· Amonestación.

                                           Artículo 24.- Criterios de determinación de la pena. Para determinar la naturaleza de las sanciones, dentro de los márgenes antes establecidos, el tribunal deberá atender, dejando constancia de ello en su fallo, a los siguientes criterios:
a) La gravedad del ilícito de que se trate;

b) La calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción;

c) La concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes de la responsabilidad criminal;

d) La edad del adolescente infractor;
e) La extensión del mal causado con la ejecución del delito, y
f) La idoneidad de la sanción para fortalecer el respeto del adolescente por los derechos y libertades de las personas y sus necesidades de desarrollo e integración social.
                                          Artículo 25.- Imposición conjunta de más de una pena. En las situaciones regladas en los numerales 3 y 4 del artículo 23, el tribunal podrá imponer conjuntamente dos de las penas que las mismas reglas señalan, siempre que la naturaleza de éstas permita su cumplimiento simultáneo.





Lo dispuesto en el inciso precedente tendrá lugar sólo cuando ello permita el mejor cumplimiento de las finalidades de las sanciones de esta ley expresadas en el artículo 20 y así se consigne circunstanciadamente en resolución fundada.




Artículo 26.- Límites a la imposición de sanciones. La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso.





En ningún caso se podrá imponer una pena privativa de libertad si un adulto condenado por el mismo hecho no debiere cumplir una sanción de dicha naturaleza.”.





Las modificaciones antes explicadas, adoptadas al discutirse el artículo 7°, derivaron de los acuerdos que se consignarán a continuación:





1. La supresión del artículo 7° fue consecuencia de la aprobación con enmiendas de la indicación número 32. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Aburto, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Las restantes indicaciones presentadas a este precepto –números 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31 y 33- fueron desechadas. Votaron en contra los mismos señores Senadores.





2. La modificación del artículo 18, que pasó a ser 6°, y del 35, que pasó a ser artículo 7°, nuevo, se produjeron a consecuencia de la aprobación con enmiendas de las indicaciones números 56, 57 y 118. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





3. La modificación del artículo 26, que pasó a ser 13, y la incorporación del artículo 14, nuevo, fueron acordadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Dicho acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.





4. La modificación del artículo 32, que pasó a ser 18, se acordó en base a la aprobación con enmiendas de la indicación número 110. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





5. Las normas del Párrafo 5°, nuevo, artículos 20 a 26, derivaron de lo siguiente:





5.1. El artículo 20, de la aprobación con enmiendas de las indicaciones números 4, 5 y 6. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





5.2. Los artículos 21 y 22, nuevos, fueron incorporados en virtud de un acuerdo unánimemente adoptado por los miembros de la Comisión en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





5.3. El artículo 23 deriva de la aprobación con enmiendas de las indicaciones números 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65 y 66. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





5.4. El artículo 24 se acordó en base a las indicaciones números 72, 73, 78, 79 y 80, que fueron aprobadas con enmiendas. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





5.5. El artículo 25 tuvo origen en la aprobación con enmiendas de la indicación número 67, que fue votada favorablemente por los Honorables Senadores señores Aburto, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





5.6. Finalmente, el artículo 26, nuevo, fue incorporado en virtud de un acuerdo unánimemente adoptado por los miembros de la Comisión en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. Votaron a favor de este acuerdo los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 8º





Dispone lo siguiente:





“Artículo 8º.- Presupuestos de la responsabilidad. Para que exista responsabilidad del adolescente conforme a la presente ley se requiere:





Que éste haya realizado una conducta constitutiva de infracción a la ley penal en conformidad con lo dispuesto en el artículo 6º de la presente ley.





Que no concurra a su respecto alguna de las causas que, conforme a la ley, eximen de responsabilidad penal a las personas mayores de dieciocho años.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 34 y 35.

La indicación número 34, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, agrega al citado artículo el siguiente inciso nuevo:


“Para los efectos de esta norma, todo menor de 16 años a quien se impute una conducta constitutiva de infracción a la ley penal, deberá someterse a un examen psiquiátrico, con el objeto de acreditar que no sufre de enfermedad mental alguna.”.


La indicación número 35, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, agrega los siguientes incisos nuevos:


“Se encuentra exento de la responsabilidad establecida en esta ley el adolescente que al tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de intoxicación plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos, o se encontrare bajo la influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su dependencia de tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión.


En el caso de infracciones graves en que se acreditara que ella fue cometida bajo las circunstancias descritas en el inciso anterior, el Juez aplicará medidas de corrección destinadas al tratamiento de la dependencia de estas sustancias, las que tendrán una duración máxima de dos años; pudiendo el Juez ponerles término anticipado en cualquier momento, o modificar su modalidad de ejecución, si ello fuera necesario para el cumplimiento de los objetivos terapéuticos.”.





El Profesor Bullemore indicó que el inciso tercero puede estimarse redundante y confuso porque no sólo las causales de exculpación eximen de responsabilidad penal, sino también las de justificación y de atipicidad.


El Fiscal Nacional expresó que sería aconsejable incorporar, en el inciso final de esta disposición, entre la voz “eximen” y la expresión “de responsabilidad”, la frase “o exculpan”. Asimismo, sería pertinente complementar este inciso con la introducción de una segunda frase, entre las voces “penal” y “a”, del siguiente tenor “o permiten justificar su conducta,”.





Considerada la disposición en estudio, hubo consenso entre los miembros de la Comisión en cuanto a estimarla innecesaria por contener y repetir principios generales del Derecho Penal. Por esta razón, se resolvió desecharla.

Las indicaciones números 34 y 35 fueron aprobadas con enmiendas, con el objeto de desechar el artículo 8º. Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 9º





Dispone lo siguiente:




“Artículo 9º.- Concursos. Si a una misma persona se le imputa una infracción sancionada por esta ley y un delito cometido siendo mayor de 18 años, la investigación y juzgamiento de estos hechos se regirá por las normas del Código Procesal Penal aplicable a los imputados mayores de edad, si tuviere 20 años o más. En caso contrario se regirá por las reglas de procedimiento establecidas en la presente ley.





En caso de condenarse a una persona por hechos cometidos como adolescente y como adulto, se estará a las siguientes reglas:





La sanción o pena correspondiente a cada uno de estos hechos será determinada conforme a las reglas de la ley que le sea aplicable, imponiéndose sólo aquella que sea de carácter privativo de libertad.





En todo caso, si correspondiere la aplicación de más de una pena privativa de libertad, se impondrá aquella que se funde en el delito ejecutado como adulto, pudiendo ser aumentada hasta por un máximo de 2 años atendida la naturaleza y circunstancias de la infracción cometida como adolescente.





Si no correspondiere imponer penas privativas de libertad, preferirá la pena que se funda en el delito cometido como adulto.





Para la aplicación de las reglas precedentes, en aquellos casos en que se hubiere concedido la remisión condicional de la pena establecida en la ley Nº 18.216, se considerará que dicha pena no es privativa de libertad.





Lo dispuesto en los incisos primero y segundo del presente artículo se aplicará también en caso que se cometa una nueva infracción penal durante el período de cumplimiento de una condena impuesta en base a la presente ley.”.





A este artículo se presentaron las indicaciones números 36 a 41.

La indicación número 36, del Presidente de la República, suprime su inciso primero.


Las indicaciones números 37, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 38, del Honorable Senador señor Horvath, reemplazan su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 9º.- Concursos. Si a una misma persona mayor de 18 años se le imputan infracciones sancionadas por esta ley y delitos cometidos siendo mayor de 18 años, la investigación y juzgamiento de todos ellos se regirá por las normas aplicables a los mayores de edad.”.


La indicación número 39, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, sustituye su inciso cuarto por el siguiente:


“Si correspondiere la aplicación de más de una pena privativa de libertad, se impondrá la mayor de ellas. Sin embargo, si la sanción derivada de la infracción cometida como adolescente fuera la más extensa, podrá ser reducida hasta por un máximo de 2 años, atendida la naturaleza y circunstancias en que tuvo lugar, siempre que no se trate de un delito de los señalados en las letras a), b) y c) del artículo 7º y que el adolescente haya tenido al momento de cometerlo más de 16 años.”.


La indicación número 40, del Presidente de la República, reemplaza, en su inciso sexto, la palabra “establecida” por la frase “o la medida de libertad vigilada, establecidas”.


La indicación número 41, del Presidente de la República, sustituye, en su inciso séptimo, la frase “los incisos primero y segundo del” por el artículo “el”.





El Profesor Bullemore expresó que, en el inciso primero, lo que se menciona como caso contrario es redundante. A su vez, el inciso tercero constituye un atentado contra el principio pro reo. En el inciso cuarto, propuso reemplazar la preposición “por” por “en”.





La Fundación Tierra de Esperanza estableció que las reglas sobre la aplicación de la pena en caso de concurso adolecen de un error de principio, toda vez que en el inciso quinto dispone que “Si no correspondiere imponer penas privativas de libertad, preferirá la pena que se funda en el delito cometido como adulto”. Aclaró que, sin embargo, de acuerdo con el principio in dubio pro reo debiera siempre aplicarse la pena menor, por lo que esta redacción contraría dicho criterio.





El Profesor Juan Pablo Hermosilla explicó que hay confusión en esta norma en cuanto a la procedencia de las penas privativas de libertad.

El Fiscal Nacional sostuvo que parece atendible la propuesta del Ejecutivo de separar en dos textos independientes la normativa aplicable para definir el régimen procesal al que será sometida la investigación de delitos cometidos como adolescente y como adulto, y la normativa aplicable para determinar la pena.

Los miembros presentes de la Comisión acordaron, en primer lugar, ubicar este precepto como artículo 28, dentro del Párrafo 1º del Título II del proyecto, que contendrá las disposiciones generales sobre procedimiento.





Luego, como criterios generales en esta materia, se adoptaron aquéllos propuestos por la indicación número 42, del Ejecutivo, que se transcribirá a continuación.





En consecuencia, se estableció que si a una misma persona se le imputa una infracción sancionada por esta ley y un delito cometido siendo mayor de 18 años, la investigación y juzgamiento de estos hechos se regirá por las normas del Código Procesal Penal aplicable a los imputados mayores de edad.





A su vez, si en un mismo procedimiento se investiga la participación punible de personas mayores y menores de edad, tendrá lugar lo dispuesto en los artículos 185 y 274 del Código Procesal Penal. Es decir, procederá la agrupación y separación de investigaciones por parte del Fiscal, si éste así lo decide, o bien la unión o separación de acusaciones por parte del Juez de Garantía. En todo caso, si se hubiere determinado la sustanciación conjunta de los procesos, se dará cumplimiento, respecto del menor, de las normas que conforme a esta ley son aplicables al juzgamiento de los adolescentes.

Las indicaciones números 37 y 38 fueron aprobadas con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Las indicaciones números 36, 39, 40 y 41 fueron desechadas por la misma unanimidad.

º º º


La indicación número 42, del Presidente de la República, intercala, a continuación del artículo 9º, el siguiente, nuevo:


 “Artículo…- Concurso de procedimientos. Si a una misma persona se le imputa una infracción sancionada por esta ley y un delito cometido siendo mayor de 18 años, la investigación y juzgamiento de estos hechos se regirá por las normas del Código Procesal Penal aplicable a los imputados mayores de edad.


Por su parte, si en un mismo procedimiento se investiga la participación punible de personas mayores y menores de edad, tendrá lugar lo dispuesto en los artículos 185 y 274 del Código Procesal Penal. En todo caso, si se hubiere determinado la investigación conjunta de los procesos, se ajustará la sustanciación a las reglas previstas en la presente ley.”.





En relación a esta indicación, el Ministerio Público expresó que se inclinaba por no alterar el sistema de los artículos 185 y 274 del Código Procesal Penal, para que quede a criterio del fiscal si investiga y acusa en conjunto o por separado a adultos y menores. Propuso el siguiente texto para el inciso segundo de esta disposición:




"Por su parte, si en un mismo procedimiento confluye la participación punible de personas mayores y menores de edad, tendrá lugar lo dispuesto en los artículos 185 y 274 del Código Procesal Penal."




Agregó que no compartía la indicación número 42, pues en su parte final es rígida, en el sentido que impone que una vez iniciada una investigación conjunta, necesariamente deben aplicarse las reglas de la presente ley de responsabilidad juvenil. Es decir, impide que la investigación que se inicia en conjunto después pueda separarse, como es la regla general y permanente, y además, impone las normas de todo tipo de esta ley a los adultos, con lo cual éstos se favorecen con los plazos y, lo más importante, de todos los restantes beneficios, incluidas las sanciones especiales.
Como se consignó anteriormente, la indicación número 42 fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.





Los criterios planteados por esta indicación se consagraron el artículo 28 del proyecto.

º º º

Artículo 10





Dispone lo siguiente:





“Artículo 10.- Extinción de la responsabilidad. La responsabilidad derivada de la infracción a la ley penal por parte de un adolescente, se extingue de la misma forma y por las mismas causas que aquella que deriva de la comisión de un delito por parte de una persona mayor de dieciocho años.





Tanto el cumplimiento de la sanción impuesta, como su revocación ordenada por el Tribunal en conformidad a lo dispuesto en el párrafo 3 del Título IV de la presente ley, extinguen la responsabilidad derivada de la infracción a la ley penal que se hubiere cometido.





Sin embargo, el término de la prescripción de la acción penal y de la pena será de dos años, con excepción de las conductas a que se refiere el articulo 7º, respecto de las cuales será de cinco años, y de las faltas, cuya prescripción será de seis meses. Para el cómputo respectivo, se estará a lo dispuesto en los artículos 95 y 98 del Código Penal.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 43 a 46.

La indicación número 43, del Honorable Senador señor Cordero, suprime el inciso tercero.


Las indicaciones números 44, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 45, del Honorable Senador señor Horvath, reemplazan su inciso tercero por el siguiente:


“Sin embargo, el término de la prescripción de la acción para perseguir dicha responsabilidad y de las sanciones impuestas en conformidad a ella será de dos años, con excepción de las conductas a que se refiere el artículo 7º, respecto de las cuales será de cinco años, y de las faltas, en que será de seis meses. Para el cómputo respectivo, se estará a lo dispuesto en los artículos 95 y 98 del Código Penal.”.


La indicación número 46, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, sustituye su inciso tercero por el siguiente:


“Sin embargo, el término de la prescripción de la acción penal y de la pena será de seis meses para las faltas, cuatro años para las infracciones graves contenidas en el artículo 7º de esta ley, y dos años para las demás infracciones.”.


El Fiscal Nacional hizo notar que parece más apropiado, desde una perspectiva de técnica legislativa, eliminar toda redundancia, sobre todo en caso de ser acogida la propuesta relacionada con el inciso segundo del artículo 2º, ya señalada. En dicho sentido, sería deseable omitir el inciso primero de este artículo.


Asimismo, agregó, si se acoge la observación anterior, señaló que sería igualmente propicio reemplazar la voz “revocación”, contemplada en el inciso segundo, por “remisión”, que parece más propia de la naturaleza de la institución.





El Profesor Bullemore sugirió que, en el inciso primero, debe hacerse una mención a las “reglas generales”. Además, en este mismo inciso se usan términos de equivalencia que confunden. Primero se habla de “infracción a la ley penal” y luego, de comisión de un “delito”.





El Proyecto Frontera propuso reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “revocación” por “remisión”.





El abogado señor Maldonado señaló que lo esencial en esta disposición son los plazos de prescripción de la acción penal y de la pena.





Al respecto, propuso mantener, como regla general, la prescripción de la acción penal y de la pena en un lapso de dos años, con excepción de las conductas constitutivas de crímenes, respecto de las cuales este plazo sería de cinco años, y de las faltas, en que sería de seis meses.





Explicó que los lapsos propuestos difieren de la norma general referida a los ilícitos cometidos por adultos, con el afán de lograr concordancia con la mayor celeridad que se busca dar a estos procesos.





La Comisión coincidió con esta proposición.

En consecuencia, las indicaciones números 44 y 45 fueron aprobadas con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Las indicaciones números 43 y 46 fueron desechadas por la misma unanimidad.

TÍTULO I

Derechos y garantías


La indicación número 47, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, suprime este Título.


La Comisión acordó tratar separadamente las disposiciones que integran este Título I y pronunciarse sobre cada una de ellas o de las indicaciones presentadas a su respecto.


Sin perjuicio de ello, como se verá más adelante, a consecuencia de la supresión y reubicación de las normas que lo integran, el Título I y su epígrafe fueron desechados.

En consecuencia, la indicación número 47 fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita, para los efectos de desechar la expresión “Título I Derechos y Garantías”.

Artículo 11





Dispone lo siguiente:





“Artículo 11.- Igualdad. Los derechos y garantías reconocidos en esta ley se aplicarán a todos los adolescentes, sin discriminación alguna por razones de sexo, origen étnico, condición social, económica, religión o cualquier otro motivo semejante, ni en atención a las circunstancias de sus padres, familiares, tutores o personas que lo tengan a su cuidado.”.


La indicación número 48, del Honorable Senador señor Ríos, agrega a este artículo la siguiente oración: “Estos últimos podrán ser encausados junto a aquellos adolescentes que tengan entre 14 y 16 años.”.





Hubo consenso entre los miembros de la Comisión en cuanto a que la disposición en estudio es innecesaria por estar ya consagrada tanto en nuestra Carta Fundamental como en la Convención sobre los Derechos del Niño.

Por esta razón, la indicación número 48 fue aprobada con enmiendas con el objeto de desechar el artículo 11. Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 12





Dispone lo siguiente:





“Artículo 12.- Interés superior del niño. En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores a la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos fundamentales.





Ninguna autoridad podrá atribuirse la facultad de adoptar las sanciones previstas en esta ley, fuera de los casos que ella contempla, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias o del supuesto beneficio de una persona menor de catorce años o de un adolescente.”.


La indicación número 49, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, reemplaza, en su inciso segundo, la expresión “catorce años” por “dieciséis años”.





La Fundación Tierra de Esperanza explicó que cuando se dice que se deberá tener presente el interés superior del niño en las actuaciones judiciales y administrativas, deben incluirse también las actuaciones policiales y luego recalcar que se trata de obligaciones funcionarias, para reforzar su cumplimiento.





Como se señaló al tratar la indicación número 3, el reconocimiento del interés superior del niño quedó consagrado como artículo 2º del proyecto, dentro de las normas generales contenidas en el Título Preliminar.

En consecuencia, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita, acordó suprimir este artículo 12.

Igualmente, la indicación número 49 fue rechazada por la misma unanimidad.

Artículo 13





Dispone lo siguiente:







“Artículo 13.- Integridad corporal. Ningún adolescente puede ser sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, ni a cualquier otra forma de atentado contra su dignidad y desarrollo integral.”


La indicación número 50, del Honorable Senador señor Ríos, suprime este artículo.

La señalada indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 14





Dispone lo siguiente:





“Artículo 14.- Privación de libertad. Para los efectos de esta ley, se entiende por privación de libertad toda forma de aprehensión, arresto o detención, así como el internamiento en cárceles o recintos públicos o privados, ordenado o practicado por la autoridad judicial u otra autoridad pública, del que no se permita salir al adolescente por su propia voluntad.“.





La Fundación Tierra de Esperanza propuso incluir la palabra “encierro”, de manera que la expresión “del que no se permita salir al adolescente por su propia voluntad” alcance los hogares de menores, centros de rehabilitación u otros lugares de tránsito, y también el caso en que, no habiéndose encontrado padres o parientes, se haga entrega del menor al SENAME.





El Proyecto Frontera sugirió suprimir este artículo.





Aun cuando este precepto no fue objeto de indicaciones, en conformidad a lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión acordó desecharlo y contemplar, en cambio, una disposición que señale que las sanciones privativas de libertad consisten en la internación en régimen semicerrado y en la internación en régimen cerrado y que ambos regímenes se acompañarán por un programa de reinserción social del adolescente.





Complementariamente, se estimó conveniente establecer que, en lo posible, dichos programas se lleverán a cabo con la colaboración de la familia.





Se resolvió ubicar dicha norma como artículo 15, dentro del Párrafo 3° del Título II, referido a las sanciones privativas de libertad.





Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Rglamento del Senado y se pronunciaron a su favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 15





El tenor de este artículo es el siguiente:




“Artículo 15.- Excepcionalidad de la privación de libertad. Las sanciones privativas de libertad que contempla esta ley son de carácter excepcional, sólo podrán aplicarse en los casos expresamente previstos en ella y siempre como último recurso.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 51 y 52.

La indicación número 51, del Honorable Senador señor Cordero, suprime este precepto.


La indicación número 52, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, intercala, a continuación de la expresión “previstos en ella”, la frase “por el más breve plazo”.





El Proyecto Frontera sugirió intercalar entre los términos “Las” y “sanciones” la expresión “medidas cautelares personales y”.





La Comisión sólo introdujo cambios formales a este precepto y lo reubicó como artículo 26, dentro del párrafo 5° del Título I.





En consecuencia, la indicación número 52 fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita. Los mismos señores Senadores desecharon la indicación número 51.

Artículo 16





Su texto es del siguiente tenor:





“Artículo 16.- Principio de separación. Las personas que se encontraren privadas de libertad por la aplicación de alguna de las sanciones o medidas previstas en esta ley, sea en forma transitoria o permanente, en un lugar determinado o en tránsito, deberán permanecer siempre separadas de los adultos privados de libertad.





Las instituciones encargadas de practicar detenciones, de administrar los recintos en que se deban cumplir sanciones o medidas que implican la privación de libertad, los administradores de los tribunales y, en general, todos los organismos que intervengan en el proceso para determinar la responsabilidad que establece esta ley, deberán adoptar todas las medidas necesarias para dar estricto cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior.”.


A este artículo se presentó la indicación número 53, del Honorable Senador señor Ríos, que suprime su inciso segundo.





El Profesor Juan Pablo Hermosilla destacó que en el inciso primero debe aclararse si la segregación se llevará a cabo en un mismo recinto o en lugares diferentes.





El antes mencionado Grupo de Trabajo señaló que debía resguardarse el cumplimiento efectivo de lo dispuesto en este precepto, estableciéndose la sanción penal respectiva para el caso de efectuarse una detención ilegal. Para este efecto, propuso agregar el siguiente inciso final:





“El funcionario que no diere cumplimiento a lo dispuesto en este artículo, será castigado con las penas de la detención ilegal del artículo 149 del Código Penal.”.





La Comisión acordó mantener esta disposición, reubicándola como artículo 48, dentro del Párrafo 1° del Título III del proyecto -que se referirá a la ejecución de las sanciones y medidas y, particularmente, a la administración de éstos-, agregándole un inciso final destinado a establecer que el incumplimiento de la obligación de mantener a los adolescentes separados de los adultos constituirá una infracción grave a los deberes funcionarios.





En consecuencia, la indicación número 53 fue aprobada con modificaciones por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 17





Dispone lo siguiente:





“Artículo 17.- Habeas corpus. Toda persona menor de dieciocho años que se encontrare privada de libertad, tendrá los derechos que consagra el artículo 95 del Código Procesal Penal.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 54, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 55, del Honorable Senador señor Horvath, que lo sustituyen por el siguiente:





 “Artículo 17.- Habeas corpus. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 21 de la Constitución Política de la República, toda persona menor de dieciocho años que se encontrare privada de libertad, tendrá los derechos que consagra el artículo 95 del Código Procesal Penal.”.





El Profesor Juan Pablo Hermosilla propuso agregar la siguiente frase final: “sin perjuicio de las acciones constitucionales que correspondan”, para ser coherente con la Constitución Política.





Analizado este precepto, hubo consenso entre los miembros de la Comisión en cuanto a que él resulta innecesario.

En consecuencia, las indicaciones números 54 y 55 fueron aprobadas con enmiendas con el fin de rechazar este precepto. Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Título II

CONSECUENCIAS DE LA DECLARACIÓN DE RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL





En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión resolvió numerar este Título como I. Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.
Párrafo 1º

De las sanciones en general

Artículo 18





Este precepto es del siguiente tenor:





“Artículo 18.- Sanciones. En virtud de la declaración de responsabilidad fundada en la comisión de una infracción a la ley penal por parte de un adolescente, se le podrá imponer una de las siguientes sanciones:





a) Amonestación;





b) Multa;





c) Prohibición de conducir vehículos motorizados;





d) Reparación del daño causado;





e) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad;





f) Libertad asistida;





g) Arresto de fin de semana;





h) Internación en régimen semicerrado, e





i) Internación en régimen cerrado.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 56 y 57.

La indicación número 56, del Honorable Senador señor Cordero, suprime la letra d).


La indicación número 57, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, agrega al artículo el siguiente inciso nuevo:


“Sin perjuicio de su aplicación como sanción principal, los servicios en beneficio de la comunidad complementarán siempre las sanciones dispuestas en las letras b) y d) precedentes.”.





El Fiscal Nacional sugirió complementar el catálogo de sanciones con otras hasta ahora no previstas. Propuso incluir las medidas cautelares personales consistentes en la prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, de visitar determinados lugares y la prohibición de aproximarse al ofendido, a su familia o a otras personas. Asimismo, señaló que podría considerarse como sanción la convivencia por un período con otra persona, familia o grupo educativo. Informó que esta pena, actualmente contemplada en el catálogo contenido en la ley orgánica española reguladora de la responsabilidad penal de los menores, ha recibido buenas críticas en cuanto a su capacidad resocializadora. Para conservar el orden del listado de sanciones, que al parecer reflejaría la gravedad de las mismas, propuso que la inclusión de estas sanciones sea efectuada en nuevas letras f), g) y h) del artículo 18, pasando las actuales letras f), g), h) e i) a ser, respectivamente, i), j), k) y l).





La Fundación Tierra de Esperanza hizo presente que al establecerse la pena de multa, no se comprende qué pasa si el menor carece de medios económicos. ¿Quien actúa en subsidio? ¿Los padres? ¿Cómo? ¿Con responsabilidad civil o penal?. Sostuvo que esto abre las puertas a que paguen los que tienen medios, frente a los más pobres o sin recursos. Por otra parte, se preguntó cómo operará la reparación del daño causado. ¿Será sólo en base a factores de índole pecuniaria?





El Instituto Libertad y Desarrollo expresó que en el contexto del proyecto, la amonestación puede ser aplicable a cualquier delito por grave que sea. Opinó que, en realidad, no constituye realmente una sanción. Añadió que, por su parte, la multa puede ser fácilmente eludible. La reparación del daño causado tampoco tiene la calidad de sanción penal. El arresto domiciliario parece insuficiente tratándose de los delitos más graves a que es aplicable.





El Profesor Cousso explicó que la letra g), esto es, la sanción de arresto de fin de semana, se cumpliría en establecimientos carcelarios, lo que implica transmitir todas las desventajas de la experiencia carcelaria sin alcanzar, en cambio, ninguna utilidad de seguridad pública. Propuso establecer el arresto de fin de semana domiciliario acompañado de libertad asistida.





Representantes de la Policía de Investigaciones indicaron que la multa, tratándose de menores de edad, es un castigo para los padres pero no así para el menor, que difícilmente tiene fuentes de ingreso. La amonestación y las multas por sí solas serían suficientes en caso de faltas, pero no de otros delitos. Sostuvieron que la amonestación sólo tiene efectos en los niños. Sin embargo, con los adolescentes se requiere otro tipo de sanciones más drásticas que un simple llamado de atención. Pusieron de relieve que para determinar la gravedad de la infracción y la pena se establece un conjunto de consideraciones que deberá tener en cuenta el juez, dentro de las cuales no se incluye la reincidencia, elemento que debería tenerse presente. La reincidencia, se trate o no de infracciones graves, debe constituir un antecedente importante para la aplicación de las penas.





El Proyecto Frontera propuso suprimir las letras b) y c).





Por su parte, el ya mencionado Grupo de Trabajo formado por distintas organizaciones no gubernamentales e instituciones vinculadas al tema de los menores, propuso la conveniencia de ampliar la variedad de sanciones que este proyecto contempla y, a la vez, eliminar el arresto de fin de semana. Como redacción para esta norma sugirió la siguiente:





“Artículo 6.- Sanciones. En sustitución de las penas contempladas en el Código Penal y leyes complementarias, las sanciones que se aplicarán a los adolescentes, serán las de la siguiente Escala General:
Penas de delitos 

a) Internación en régimen cerrado

b) Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social

c) Libertad asistida de alta intensidad 

d) Libertad Asistida de moderada intensidad

e) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad

f) Reparación del daño causado

Penas de faltas

a) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad

b) Multa

c) Amonestación

Pena Accesoria

           Prohibición de conducir vehículos motorizados.”.





Complementariamente, el mismo Grupo de Trabajo propuso incorporar, como medida complementaria, el acceso al tratamiento y la rehabilitación en caso de existir dependencia de las drogas o del alcohol. Para estos efectos, sugirió ubicar en esta parte del proyecto el artículo 35 del proyecto, con la siguiente redacción:





“Artículo 6 bis.-  Medida Complementaria. El juez podrá ofrecer como medida complementaria a todas las dispuestas en esta ley, siempre que se acredite que sea necesario, el acceso a tratamiento y rehabilitación de la dependencia a drogas y alcohol.”.





Como se explicó a propósito de la discusión del artículo 7°, esta disposición pasó a ser artículo 6°. En éste, la Comisión acordó contemplar una regla según la cual, en sustitución de las penas contempladas en el Código Penal y en otras leyes complementarias, las sanciones que se aplicarán a los adolescentes serán las de la siguiente escala general:
Penas de delitos:

a) Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social

b) Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social

c) Libertad asistida

d) Libertad asistida especial

e) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad y

f) Reparación del daño causado.

Penas de faltas:

a) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad

b) Multa y

c) Amonestación

Pena Accesoria: prohibición de conducir vehículos motorizados.





Del mismo modo, se ubica, como artículo 7°, el artículo 35 con algunas modificaciones meramente formales. Este último dispone que el juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 6° y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del menor, la obligación de someterlo a tratamientos de cura a la adicción a las drogas o al alcohol.

Las indicaciones números 56 y 57 fueron aprobadas con modificaciones para los efectos de enmendar el artículo 18, que pasó a ser 6°. Las modificaciones al artículo 35, que pasó a ser 7°, derivaron de la aprobación con enmiendas de la indicación número 118. Votó favorablemente en ambos casos la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 19





Dispone lo siguiente:





“Artículo 19.- Restricciones a las sanciones. Tratándose de las infracciones a que se refiere el artículo 7°, el tribunal no podrá imponer las sanciones previstas en las letras a), b), d) o e) del artículo precedente, a menos que lo justifique fundadamente en base a los criterios señalados en el artículo 20 de la presente ley.





Las sanciones previstas en las letras g), h) o i) del artículo precedente sólo podrán imponerse al adolescente que ha sido declarado responsable de la comisión de alguna de las infracciones graves a las cuales se refiere el artículo 7°, o en los casos contemplados en el artículo 73 de esta ley, a menos que excepcionalmente se justifique, por resolución fundada, su no aplicación, en base a los criterios señalados en el artículo 20 de la presente ley. Sin embargo, en caso alguno podrán imponerse dichas sanciones tratándose de las infracciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 6°.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 58 a 67.

Las indicaciones números 58, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 59, del Honorable Senador señor Horvath, reemplazan el artículo por el siguiente:





“Artículo 19.- Restricciones a las sanciones. Tratándose de las infracciones graves señaladas en el artículo 7°, el tribunal no podrá imponer las sanciones previstas en las letras a), b), d) o e) del artículo precedente. Lo anterior, sin perjuicio de la aplicación de la sanción prevista en su letra c), que podrá imponerse sólo como accesoria, en conformidad al artículo 34.





Las sanciones previstas en las letras g), h) o i) del artículo precedente sólo podrán imponerse al adolescente que ha sido declarado responsable de la comisión de alguna de las infracciones graves a las cuales se refiere el artículo 7° o, tratándose de otras infracciones, cuando su aplicación resulte justificada sobre la base a los criterios que señala el artículo siguiente, y en caso de reincidencia o de quebrantamiento de condena. Sin embargo, las sanciones previstas en las letras h) e i) en caso alguno podrán imponerse tratándose de infracciones que consistan en hechos constitutivos de faltas.”.


La indicación número 60, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, lo sustituye por los siguientes:


 “Artículo 19.- Restricciones a las sanciones. Las sanciones previstas en las letras g), h) e i) del artículo precedente sólo podrán imponerse al adolescente que ha sido declarado responsable de la comisión de alguna de las infracciones graves a las cuales se refiere el artículo 7º o en los casos contemplados en el artículo 76 de esta ley.


Sin embargo, el arresto de fin de semana y la internación en régimen semicerrado podrán aplicarse, también, para castigar otro tipo de infracciones, cuando se cometieren reiteradamente, pese a haberse aplicado, oportunamente, sanciones menos rigurosas.


Artículo 20.- Reglas para la aplicación de sanciones por infracciones graves. Tratándose de las infracciones graves a que alude el artículo 7º se estará a las siguientes reglas:


1.- Si los responsables fueran mayores de 14 años y menores de 16.


a) El tribunal no podrá aplicar sino las sanciones previstas en las letras f), g), h) e i) del artículo 18, a menos que lo justifique fundadamente en base a los criterios señalados en el artículo 21 de la presente ley.


b) Si el delito cometido fuera alguno de los indicados en las letras a), b) o c) del artículo 7º, no procederá dicha justificación y deberá imponerse necesariamente alguna de aquéllas.


2.- Si los responsables fueran mayores de 16 años.


a) El tribunal no podrá aplicar sino las sanciones previstas en las letras f), g), h) e i) del artículo 18.


b) Las sanciones privativas de libertad podrán extenderse hasta el doble de lo dispuesto en el inciso final del artículo 26, en el inciso primero del artículo 28 y en el inciso final del artículo 32, respectivamente.


c) Si el delito cometido fuera alguno de los indicados en las letras a), b) o c) del artículo 7º, sólo procederá aplicar las sanciones de las letras h) o i) del artículo 18 o la letra g), sin que pueda tener lugar, en dicho caso, lo previsto en el artículo 29.”.


La indicación número 61, del Honorable Senador señor Moreno, reemplaza su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 19.- Tratándose de las infracciones de las letras a), b), c) y d) a que se refiere el artículo 7º el tribunal solamente podrá imponer la sanción de internación en régimen cerrado.”.


La indicación número 62, del Honorable Senador señor Cordero, suprime, en su inciso primero, la frase final “, a menos que lo justifique fundadamente en base a los criterios señalados en el artículo 20 de la presente ley.”.


La indicación número 63, del Honorable Senador señor Moreno, sustituye su inciso segundo por el siguiente:


“Solamente las sanciones previstas en las letras g), h) o i) del artículo precedente podrán imponerse al adolescente que ha sido declarado responsable de la comisión de alguna de las infracciones graves de las letras e), f), g) y h) a que se refiere el artículo 7º, o en los casos contemplados en el artículo 73 de esta ley. Sin embargo, en caso alguno podrán imponerse dichas sanciones tratándose de las infracciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 6º.”.


La indicación número 64, del Presidente de la República, sustituye, en su inciso segundo, la referencia al “artículo 73” por otra al “artículo 77”.


La indicación número 65, del Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), suprime, en su inciso segundo, las frases “, a menos que excepcionalmente se justifique, por resolución fundada, su no aplicación, en base a los criterios señalados en el artículo 20 de la presente ley. Sin embargo, en caso alguno podrán imponerse dichas sanciones tratándose de las infracciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 6º”.


La indicación número 66, del Honorable Senador señor Cordero, suprime las frases “, a menos que excepcionalmente se justifique, por resolución fundada, su no aplicación, en base a los criterios señalados en el artículo 20 de la presente ley”.


La indicación número 67, del Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), agrega el siguiente inciso nuevo:





“Con todo, al adolescente que en un período de un año haya cometido dos o más delitos de hurto de objetos de un valor más de 4 unidades tributarias mensuales o de robo por sorpresa o robo con fuerza en las cosas, no calificados como infracción grave por el artículo 7º, podrá imponérsele una sanción combinada de arresto de fin de semana domiciliario o en centrosemicerrado, con libertad asistida, por un período de hasta 18 meses.”.





La Corporación Opción indicó que la redacción de esta norma es confusa y que ella debe reflejar con claridad que las sanciones privativas de libertad sólo pueden aplicarse en el caso de infracciones graves y que las demás infracciones nunca se sancionarán con tales penas.





El Profesor Álvaro Fernández coincidió en que la redacción de este artículo no es clara y que debe rehacerse. Señaló que la referencia del inciso segundo al artículo 73 del proyecto simplemente no se entiende, pues el artículo 73 se refiere a la competencia en la ejecución de la ley, que nada tiene que ver con esta materia.


Agregó que son pertinentes, en todo caso, las orientaciones generales contenidas en esta disposición. Sostuvo que deben reservarse las sanciones contenidas en las letras g), h) e i) del artículo 18 únicamente para las “infracciones graves” del artículo 7º y los supuestos de quebrantamiento de condena y reincidencia. Sólo en casos excepcionales, y siempre por resolución fundada, podría aplicarse en los casos anteriores una sanción distinta a las contenidas en las letras g), h) e i) del artículo 18.





Como se explicó a propósito del debate del artículo 7°, la Comisión estableció un sistema nuevo y específico para efectuar la determinación de la pena aplicable a un adolescente infractor de la ley penal. Del estudio de este artículo 19 y de sus indicaciones, así como de las demás normas del proyecto vinculadas a esta materia, surgió el nuevo artículo 23, en el cual se proporcionan las reglas que permitirán al juez, una vez fijada la extensión de la sanción aplicable al menor, determinar su naturaleza.





Dichas reglas son las que siguen:

1. Si la extensión de la sanción resulta equivalente a una pena de crimen, el tribunal deberá aplicar la pena de internación en régimen cerrado o internación en régimen semicerrado, ambas con programa de reinserción social.

2. Si la sanción va de tres años y un día a cinco años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida especial.

3. Si la sanción se extiende entre quinientos cuarenta y un días y tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida en cualquiera de sus formas.

4. Si la sanción se ubica entre sesenta y uno y quinientos cuarenta días, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social,  libertad asistida en cualquiera de sus formas, prestación de servicios en beneficio de la comunidad o reparación del daño causado.

5. Si la sanción es igual o inferior a sesenta días, el tribunal podrá imponer las penas de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, multa o amonestación.

Tabla Demostrativa

Extensión de la sanción y penas aplicables

Desde 5 años y 1 día:

-   Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

-  Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

Desde 3 años y un día a 5 años:

· Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

· Libertad asistida especial.

Desde 541 días a 3 años:

· Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

-Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

Desde 61 a 540 días:

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

· Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

· Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

· Reparación del daño causado.

Desde 1 a 60 días:

· Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

· Multa.

· Amonestación.





El representante de la Defensoría Penal Pública, abogado señor Berríos, dejó constancia de su parecer en torno a cuatro de las cinco reglas contempladas por esta disposición.





En cuanto a la segunda, sostuvo que para la Defensoría resulta esencial la incorporación de la libertad asistida en este marco, de modo que el juez tenga más opciones que la mera pena carcelaria, siguiendo las orientaciones derivadas de la Convención sobre los Derechos del Niño y la idea de promover la reinserción social del infractor.





En relación a la tercera, manifestó que no compartía la idea de incluir penas privativas de libertad en esta regla, por implicar una extensión indebida de su uso en términos contradictorios con la ya citada Convención sobre Derechos del Niño. Por el contrario, propuso incorporar la sanción de trabajos comunitarios en este marco de penas.





Acerca de la cuarta, discrepó de incluir en ella el internamiento en régimen semicerrado, por las mismas razones señaladas respecto a la regla tercera.





Finalmente, en cuanto a la quinta regla, hizo presente que no incorporar en ella la reparación es un error, ya que, por ejemplo, sería razonable sancionar con dicha sanción el delito de daños simples al resultar más beneficioso para la víctima que las otras penas contempladas. Además, daños mayores podrían sancionarse con reparación y no los simples que caben en esta regla, que son de menor cuantía, cuestión que no parece lógica.





Las indicaciones números 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65 y 66 fueron aprobadas con modificaciones por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, para los efectos de estructurar el nuevo artículo 23.

Artículo 20





Dispone lo siguiente:





“Artículo 20.- Determinación de la pena. Para determinar las sanciones, así como para fijar su extensión temporal o cuantía, el juez siempre deberá considerar:





1.- El número de infracciones cometidas;





2.- La edad del adolescente infractor, y





3.- La proporcionalidad que debe existir entre la gravedad de la o las infracciones cometidas y la severidad de la sanción.





Para evaluar la gravedad de la infracción, el tribunal deberá determinar, en primer lugar, si ésta corresponde a una infracción de las que señala el artículo 7° de esta ley. Además, el tribunal deberá considerar:





a) La naturaleza y extensión de las penas asignadas por la legislación penal al hecho constitutivo de la infracción;





b) La calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción;





c) La concurrencia de circunstancias que, conforme a la legislación penal, den lugar a la formación de delitos calificados, agravados o especiales, en relación a la infracción a la ley penal que se imputa, y





d) La extensión del mal causado y la concurrencia de circunstancias atenuantes de la responsabilidad criminal, previstas en la legislación penal o alguna análoga a éstas, o de circunstancias agravantes, con excepción de las contenidas en los números 14 a 16 del artículo 12 del Código Penal, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 77 de la presente ley.





4.- Para determinar la sanción aplicable a un adolescente por la comisión de más de una infracción, el juez deberá considerar en su conjunto la naturaleza y características de la totalidad de las infracciones cometidas, de acuerdo a lo previsto en los números 1, 2 y 3 del presente artículo.





En caso alguno podrá imponerse una sanción separada para cada infracción, debiendo darse aplicación a lo previsto en el artículo 164 del Código Orgánico de Tribunales.





Asimismo, en caso alguno podrá imponerse una sanción que sea superior a los dos tercios de aquella que hubiere correspondido en caso de haberse ejecutado el hecho que la fundamenta por parte de un mayor de edad.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 68 a 81.

Nº 1


La indicación número 68, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, reemplaza el punto y coma (;) por punto (.) y agrega la siguiente oración: “Cuando se tratare de infractores que anteriormente hubieren cometido otras infracciones de igual o mayor gravedad, el juez deberá aplicar las sanciones establecidas en las letrasf), g), h) o i) del artículo 18 y la cuantía asignada a los mayores de edad, sin reducción de grado.”.

Nº 2


La indicación número 69, del Honorable Senador señor Cordero, lo suprime.


La indicación número 70, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, intercala, a continuación de la coma (,), las siguientes frases: “cuando las dos terceras partes de la cuantía de la sanción que deba aplicar el juez al infractor vayan a transcurrir después de cumplir su mayoría de edad, se le aplicará la que le corresponda al mayor de edad sin disminución de grado, y”.

Nº 3

Letra a)



La indicación número 71, del Presidente de la República, intercala, a continuación de la palabra “penal”, la expresión “de adultos”.

Letra d)


La indicación número 72, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, sustituye la letra d) por la siguiente:


“d) La extensión del mal causado y la concurrencia de circunstancias que, en conformidad a la ley penal aplicable a los adultos, atenúan o agravan la responsabilidad criminal. Para determinar la reincidencia se estará al Registro contemplado por el artículo 80.”.


La indicación número 73, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza la letra d) por la siguiente:





“d) La extensión del mal causado y la concurrencia de circunstancias que, en conformidad a la ley penal aplicable a los adultos, atenúan o agravan la responsabilidad criminal. Para determinar la reincidencia se estará a lo dispuesto en al artículo 80.”.


La indicación número 74, del Honorable Senador señor Cordero, suprime su frase inicial “La extensión del mal causado y”.


La indicación número 75, del Presidente de la República, sustituye la referencia al “artículo 77” por otra al “artículo 80”.

Nº 4


La indicación número 76, del Honorable Senador señor Cordero, suprime el guarismo “2”.


La indicación número 77, del Honorable Senador Viera-Gallo, agrega el siguiente numeral nuevo:


“La circunstancia de haber sido sancionado el adolescente anteriormente con una determinada pena y, pese a ello, haber perseverado en la comisión de conductas de la misma o mayor gravedad.”.


Las indicaciones números 78, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, 79, del Honorable Senador señor Cordero, y 80, del Honorable Senador señor Horvath, suprimen su inciso final.


La indicación número 81, del Honorable Senador señor Moreno, sustituye su inciso final por el siguiente:





“Asimismo, en caso alguno podrá imponerse una sanción que sea superior a los 10 años. Sin embargo en aquellos delitos que cometidos por un adulto tengan asignada como pena máxima la de presidio perpetuo, el juez solamente podrá aplicar una condena máxima de 15 años.”.





En relación a esta norma, la Fundación Tierra de Esperanza indicó que cuando se determina la pena, atendiendo a que se trata de menores de edad probablemente sin ingresos, debiera contemplarse como criterio adicional el establecer si el adolescente tuvo posibilidad de obrar de un modo distinto a como lo hizo. El principio de oportunidad y alternativa es esencial para diferenciar su participación en grupos o asociaciones ilícitas y apreciar en concreto su conducta. Señaló que deben contemplarse también parámetros aminorantes como el señalado. Así, incluso la facultad del número 4 de este artículo adquiere mayor racionalidad. Asimismo, el inciso final parece innecesario si sólo se reafirma el principio in dubio pro reo. De otra forma, el techo de dos tercios de la pena parece ser, a su vez, el piso de aplicación.





El Centro de Alumnos Facultad de Derecho PUC sugirió que en el número 2), podría moderarse lo tajante del criterio referido a la edad, incorporándose como variable para la determinación de la pena el mayor o menor nivel de madurez del sujeto.


El Fiscal Nacional explicó que dado que el catálogo de penas aplicables a los adolescentes es más amplio que el de los adultos, se recomienda estudiar una redacción alternativa para el inciso final, de manera de explicitar que el límite máximo de la pena para un adolescente (equivalente a los dos tercios de la sanción que se habría aplicado a un adulto en un caso semejante) sólo es procedente respecto de las sanciones de multa y de privación de libertad. Ello, a objeto de evitar discusiones posteriores respecto de si una pena concreta no establecida para los adultos supera o no dicho máximo. Por ejemplo, la pena de prestar servicios en favor de la comunidad es mayor que dos tercios de una pena de multa o de una corta privación de libertad.





Dentro del nuevo sistema de fijación de sanciones para adolescentes, explicado al debatirse el artículo 7°, la Comisión convino que, una vez determinada la extensión y los posibles tipos de pena a aplicar al menor, el juez procederá a considerar una serie de criterios, de los cuales dejará constancia en su fallo. 





Tales criterios – que se consagrarán en el artículo que se signará como 24-, son los siguientes:

a) La gravedad del ilícito de que se trate;

b) La calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción;

c) La concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes de la responsabilidad criminal;

d) La edad del adolescente infractor;
e) La extensión del mal causado con la ejecución del delito, y
f) La idoneidad de la sanción para fortalecer el respeto del adolescente por los derechos y libertades de las personas y sus necesidades de desarrollo e integración social.




En cuanto al literal f), el representante de la Defensoría Penal Pública, abogado señor Berríos, dejó constancia de que tal criterio debe entenderse como un límite a la pena a aplicar, pues nunca se puede justificar un castigo más severo en base a ciertos hechos ajenos al delito mismo, por ejemplo, por los problemas sociales o familiares que pueda sufrir el menor. Señaló que para enfrentar estas carencias, se debe recurrir a la red de protección social, manteniéndose el proyecto de ley fiel a un derecho penal del acto y no del autor.


Las indicaciones números 72, 73, 78, 79 y 80 fueron aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Las indicaciones números 68, 69, 70, 71, 74, 75, 76, 77 y 81 fueron desechadas con el voto en contra de los mismos señores Senadores.
°°°





Cabe hacer presente en esta parte del informe que, para complementar el nuevo sistema de determinación de penas aplicables a los adolescentes que antes se ha explicado, -que motivó, como también se ha señalado, la incorporación de un nuevo párrafo 5° dentro del Título I-, la Comisión resolvió incorporar tres disposiciones nuevas, signadas como artículos 21, 22 y 26.





El primero de estos preceptos reproduce la regla actualmente consagrada por el inciso primero del artículo 72 del Código Penal, en cuanto a que, para los efectos de esta ley, se entenderá que la pena asignada al delito cometido por un adolescente es la inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para el ilícito correspondiente.





El segundo, preceptúa que, a partir de la pena señalada conforme al artículo precedente, el juez observará las reglas sobre aplicación de las penas contenidas en el Párrafo 4 del Título III del Libro I del mismo Código. Agrega que, con todo, si la sanción calculada en la forma dispuesta en el inciso precedente supera los límites de 5 o de 10 años –dependiendo de si el infractor tuviere menos de 16 años o más de esa edad-, su extensión definitiva se ajustará a esos límites.





El tercero manda que la privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso y que en ningún caso se podrá imponer a un adolescente una pena privativa de libertad si un adulto condenado por el mismo hecho no debiere cumplir una sanción de dicha naturaleza.





Estos acuerdos se adoptaron por la unanimidad de los miembros de la Comisión, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. En relación a la incorporación de los artículos 21 y 22 votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. La inclusión del artículo 26 fue acogida con los votos afirmativos de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





Del mismo modo, es pertinente consignar que, en esta sección del proyecto, el señalado Grupo de Trabajo formuló una propuesta en orden a incorporar el siguiente precepto, orientado a explicitar la mantención de la norma del régimen adulto en materia de concursos, a fin de evitar que simplemente se sumen penas.





“Artículo 25 bis.- Concurso. El concurso de delitos se regirá por lo dispuesto en los artículos 74 y 75 del Código Penal y 351 del Código Procesal Penal, debiendo, en todo, darse aplicación a lo previsto en el artículo 164 del Código Orgánico de Tribunales.





Para la aplicación de estas reglas se tendrá en consideración la sanción concreta que hubiere correspondido imponerse separadamente por cada delito.”.





La Comisión desechó esta proposición en atención a que, en el contexto del proyecto de ley en estudio, para los efectos de los concursos, se aplican precisamente las normas generales.

°°°

Párrafo 2º

De las sanciones no privativas de libertad

Artículo 21





Dispone lo siguiente:





“Artículo 21.- Amonestación. La amonestación consiste en la reprensión enérgica al adolescente hecha por el juez, en forma oral, clara y directa, en un acto único, dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que los mismos han tenido o podrían haber tenido, tanto para la víctima como para el propio adolescente; instándole a cambiar de comportamiento, y formulándole recomendaciones para el futuro.





La aplicación de esta sanción, en todo caso, requerirá una previa declaración del adolescente, asumiendo su responsabilidad en la infracción cometida.”.





El artículo fue objeto de las indicaciones números 82 y 84.

La indicación número 82, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, suprime, en su inciso primero, la conjunción “y” que precede a la palabra “formulándole”, y agrega la siguiente frase final: “y advirtiéndole que en caso de volver a cometer infracciones podrá ser castigado en forma más severa.”.


La indicación número 84, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, suprime su inciso segundo.





El Proyecto Frontera propuso agregar, al final del inciso segundo, antes del punto final, la expresión “en cualquier estado del juicio.”.





Los miembros de la Comisión estimaron necesario dar participación a los adultos que tienen a su cargo al menor acerca de la amonestación que éste recibirá. Para estos efectos, se acordó agregar a la disposición en estudio un inciso final que disponga que los padres o guardadores del adolescente serán notificados de la imposición de la sanción, en caso de no encontrarse presentes en la audiencia.

La indicación número 82 fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Zaldívar, don Andrés, y Zurita. La indicación número 84 fue retirada por su autor.

Artículo 22





Dispone lo siguiente:





“Artículo 22.- Multa. El juez podrá imponer una multa a beneficio fiscal que no exceda de diez unidades tributarias mensuales. Para su aplicación y la determinación de su monto, se tomará en consideración fundamentalmente la gravedad del hecho y las facultades económicas del infractor o de la persona a cuyo cuidado se encontrare.





El juez, a petición del adolescente o de su defensor, podrá autorizar el pago de la multa en cuotas, atendida la situación económica del adolescente condenado y de su familia.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 83, 85, 86 y 87.

La indicación número 83, del Presidente de la República, reemplaza, en su inciso primero, la frase “y las facultades económicas del infractor o de la persona a cuyo cuidado se encontrare” por ”las facultades del infractor y de la persona a cuyo cuidado se encontrare, en miras a hacer efectiva la sanción”, precedida de una coma (,).





La indicación número 85, también del Jefe de Estado, suprime, en su inciso segundo, la frase “y de su familia”.


Las indicaciones números 86, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 87, del Honorable Senador señor Horvath, agregan el siguiente inciso nuevo:


“La multa será conmutable, a elección del infractor, por arresto de fin de semana, de acuerdo a lo previsto en el artículo 28, a razón de un fin de semana por cada tres unidades tributarias mensuales; o por servicios en beneficio de la comunidad, conforme a lo establecido en el artículo 24, a razón de 30 horas por cada tres unidades tributarias mensuales.”.





El Profesor Bullemore explicó que la pena de multa inevitablemente gravará el patrimonio de los padres, quienes ya se ven afectados pecuniariamente al responder por la responsabilidad civil extracontractual. Es decir, deben responder –injustamente- dos veces por el mismo hecho del menor a su cuidado.





El Proyecto Frontera sugirió suprimir este artículo.





Los miembros de la Comisión analizaron la conveniencia de tomar en cuenta, al imponer y fijar el monto de las multas, la condición y las facultades económicas del infractor y de la persona a cuyo cuidado se encuentre, considerando la posibilidad de eliminar este criterio. Sin embargo, se tuvo presente que tal criterio corresponde a la regla general consagrada en esta materia por el Código Penal en el inciso primero de su artículo 70. Por esta razón, se resolvió mantenerlo, eliminándolo, sin embargo, al momento de determinarse el pago de la multa en cuotas.





Por otra parte, se acordó permitir que la multa sea conmutable, a solicitud del infractor, por la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, fijándose una equivalencia de 30 horas por cada tres unidades tributarias mensuales.





La indicación número 83 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Zaldívar, don Andrés, y Zurita. Las indicaciones números 85, 86 y 87 fueron aprobadas con enmiendas en forma unánime, con los votos a favor de los señores Senadores recién mencionados.

Artículo 23





Dispone lo que sigue:





“Artículo 23.- Reparación del daño. La reparación del daño consiste en la obligación de resarcir a la víctima el perjuicio causado con la infracción, ya sea mediante una prestación en dinero, la restitución de la cosa objeto de la infracción o un servicio no remunerado en su favor. En este último caso la imposición de la sanción requerirá de la aceptación previa de la víctima.





En su caso, el juez regulará prudencialmente el monto de la prestación en dinero o la naturaleza de los servicios, basándose en los antecedentes probatorios que se presenten en el juicio.





El cumplimiento de la sanción no obstará a que la víctima persiga la responsabilidad contemplada en el artículo 2320 del Código Civil, pero sólo en aquello en que la reparación sea declarada como insuficiente.”.


Esta disposición fue objeto de las indicaciones números 88, 89 y 90.


La indicación número 88, del Honorable Senador señor Cordero, suprime el artículo 23.


Las indicaciones números 89, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 90, del Honorable Senador señor Horvath, reemplazan, en su inciso primero, la palabra “restitución” por “reposición”.





El Fiscal Nacional explicó que esta norma contempla la devolución de una cosa a su dueño como una de las modalidades de cumplimiento de la pena de reparación del daño. Sin embargo, dijo, ello es una exigencia en el marco de todo proceso penal, no obsta a la persecución del delito y no requiere de la voluntad del imputado, por lo que parece inapropiado considerar que el cumplimiento de este deber legal importa el cumplimiento de una pena. Por esto, propuso eliminar del inciso primero la expresión “la restitución de la cosa”.





La Fundación Tierra de Esperanza opinó que respecto de la reparación del daño se incorpora sólo la variante pecuniaria del mismo. Ello conlleva dos dificultades que atentan contra la igualdad ante la ley: primero, que se pueda reparar el daño con trabajo, por ejemplo, cuando se carezca de bienes o se elija esto con aceptación de la víctima. Ello atendiendo a que la finalidad de responsabilización debe primar. Segundo, de mantenerse, debe incorporarse al inciso segundo la situación socioeconómica para su determinación prudencial.





Los miembros presentes de la Comisión acordaron establecer que la reparación del daño también podrá consistir en la reposición de la cosa objeto de la infracción. Para el caso en que la reparación signifique la prestación de un servicio no remunerado a favor de la víctima, se estimó necesario prescribir que la imposición de la sanción requerirá de la aceptación previa tanto de aquélla como del adolescente condenado. Asimismo, se resolvió suprimir el inciso segundo del precepto en estudio.

La indicación número 88 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Zaldívar, don Andrés, y Zurita. Las indicaciones números 89 y 90 fueron aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los ya mencionados miembros presentes de la Comisión.

Artículo 24





Dispone lo siguiente:





“Artículo 24.- Servicios en beneficio de la comunidad. La sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad.





La prestación de servicios en beneficio de la comunidad no podrá exceder en ningún caso de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el adolescente realice. La sanción podrá tener una extensión mínima de 30 horas y máxima de 120.”.


A este precepto se formuló la indicación número 91, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, que sustituye su inciso segundo por el siguiente:


“La prestación de servicios en beneficio de la comunidad no podrá exceder en ningún caso de tres horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el condenado realice. La sanción podrá tener una extensión mínima de 30 horas y máxima de 120.”.





La Fundación Tierra de Esperanza indicó que la prestación de servicios comunitarios no contempla su forma de control, de manera que queda abierta la vía para que este precepto sea letra muerta.





Los miembros presentes de la Comisión consideraron necesario agregar un inciso final con el objeto de disponer que la imposición de esta sanción requerirá del acuerdo del condenado y que, si fuere el caso, será sustituida por una sanción superior que no sea privativa de libertad.





La indicación número 91 fue retirada por su autor, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés.





La modificación señalada se acordó en base a la aprobación con enmiendas de las indicaciones números 92 y 93, presentadas en relación con la disposición siguiente. Votó favorablemente la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.

Artículo 25





Dispone lo siguiente:





“Artículo 25.- Objeción de trabajo. Tratándose de la sanción prevista en el artículo precedente o en aquellos casos en que la sanción de reparación del daño conlleve la prestación de servicios personales por parte del adolescente infractor, éste podrá objetar su aplicación al momento en que le sea impuesta, debiendo el tribunal, en tal caso, sustituirla por la inmediatamente superior.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 92 y 93.

La indicación número 92, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza el artículo por el siguiente:





“Artículo 25.- Objeción de trabajo. Tratándose de la sanción prevista en el artículo precedente o en aquellos casos en que la sanción de reparación del daño conlleve la prestación de servicios personales por parte del adolescente infractor, éste podrá objetar su aplicación al momento en que le sea impuesta, debiendo el tribunal, en tal caso, sustituirla por la de libertad asistida o arresto de fin de semana, de acuerdo a la gravedad de la infracción y a la situación personal del infractor.”.





La indicación número 93, del Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), sustituye la frase “sustituirla por la inmediatamente superior” por “sustituirla por otra sanción no privativa de libertad”.


El Fiscal Nacional opinó que la redacción de este artículo es innecesariamente abierta. Propone sustituir las penas de trabajos en beneficio de la comunidad y de servicios a favor de la víctima, en el caso que el imputado no consienta en someterse a dichas penas, por pena de multa. Sostuvo que con ello, se evitarían posibles discusiones sobre qué pena debe entenderse como superior.





La Fundación Tierra de Esperanza explicó que lo que se señala en cuanto a que en caso de objetarse el trabajo se aumentará la pena al menor que lo objete, resulta inconstitucional, pues no puede modificarse la pena sin una sentencia, a menos que se obligue al juez a establecer en su fallo esta posibilidad y a determinar previamente la pena en caso de objeción.





Hubo consenso entre los miembros de la Comisión en torno a la idea de contemplar la posibilidad de que el adolescente infractor objete la aplicación de una sanción que importe la prestación de servicios personales en la disposición anterior, referida a la prestación de servicios en beneficio de la cominidad. Este criterio quedó contenido en el inciso final que se agregó a dicho precepto, en el cual se dispuso que, en esta situación, se aplicará una sanción superior no privativa de libertad. Como consecuencia de este acuerdo, el artículo 25 fue suprimido.

Como se señaló precedentemente, las indicaciones números 92 y 93 fueron aprobadas con modificaciones para los efectos de suprimir este artículo 25 y enmendar el 24. Dichos acuerdos contaron con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.

Artículo 26





Dispone lo siguiente:





“Artículo 26.- Libertad asistida. La libertad asistida consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado, unida a la orientación para que aquél acceda a programas y servicios comunitarios que favorezcan su integración social.





La función del delegado consistirá en la orientación, control y motivación del adolescente, e incluirá la obligación de procurar por todos los medios a su alcance el acceso efectivo a los programas y servicios requeridos.





El control del delegado se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria del adolescente a encuentros periódicos previamente fijados con él mismo. Para ello, una vez designado, el delegado deberá proponer al tribunal un plan personalizado de cumplimiento de actividades periódicas en programas o servicios de carácter educativo, socio-educativo, de terapia, de promoción y protección de sus derechos y de participación. En ello, deberá cuidar especialmente incluir la asistencia regular al sistema escolar o de enseñanza que corresponda.





En la resolución que apruebe el plan el tribunal fijará la frecuencia y duración de los encuentros obligatorios y las tareas de supervisión que ejercerá el delegado.





La duración de esta sanción no podrá exceder de los tres años.”.





La Fundación Tierra de Esperanza expresó que respecto del delegado, la reglamentación es insuficiente. Sugirió incluir un párrafo especial que disponga, además, en forma explícita su función, los requisitos para ser delegado, su dependencia, su remuneración, etc. Agregó que en el mismo artículo parecería necesario adecuar el inciso final a la mutación o mantención de las penas al pasar a la mayoría de edad.





La Corporación Opción indicó que la definición de la libertad asistida presenta serios problemas. Señaló que ella supone el ejercicio de derechos fundamentales y no puede ser forzada. Según la norma, pareciera que, aprobado el plan por el juez, éste no podrá modificarse, en circunstancias que los objetivos de la libertad asistida son socio-educativos y de reinserción a la vida normal antes que constituir meramente un mecanismo represivo.





La Sociedad Protectora de la Infancia sugirió clarificar la obligatoriedad de la asistencia del adolescente a las citas con su delegado y a los cursos educativos y terapeúticos que ofrece la red social.





En el contexto de esta disposición, el ya mencionado Grupo de Trabajo integrado por diversas instituciones vinculadas al ámbito de los menores propuso hacer más precisa la participación del adolescente en programas de integración social. Del mismo modo, recomendó incorporar su participación en programas socioeducativos de moderada intensidad. Con estos ajustes, el texto propuesto por el referido grupo sería el siguiente:





“Artículo ….- Libertad asistida. La libertad asistida consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado conforme al plan de desarrollo personal en programas y servicios que favorezcan su integración social




La función del delegado consistirá en la orientación, control y motivación del adolescente, e incluirá la obligación de procurar por todos los medios a su alcance el acceso efectivo a los programas y servicios requeridos.





El control del delegado se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria del adolescente a encuentros periódicos previamente fijados con él mismo y asistencia a programas socioeducativos de moderada intensidad. Para ello, una vez designado, el delegado deberá proponer al tribunal un plan personalizado de cumplimiento de actividades periódicas en programas o servicios de carácter educativo, socio-educativo, de terapia, de promoción y protección de sus derechos y de participación. En ello, deberá incluir la asistencia regular al sistema escolar o de enseñanza que corresponda.





Podrán incluirse en dicho plan medidas como la prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, de visitar determinados lugares o de aproximarse a la víctima, sus familiares o a otras personas, u otras condiciones similares.





La duración de esta sanción no podrá exceder de los tres años.”.





Enseguida, el mismo Grupo de Trabajo propuso incorporar una modalidad de mayor intensidad en la intervención psicosocial que implique un trabajo más intenso con el adolescente y su familia por la vía de la cantidad de contactos con el delegado, de un completo programa de actividades socioeducativas, una mayor estrictez en el control y la especialización de la intervención (por ejemplo, en el caso de ofensores sexuales o de quienes cometen delitos violentos). El texto de la norma propuesta para estos efectos es el siguiente:




“Artículo … bis.- Libertad asistida de alta intensidad. En esta modalidad de libertad asistida, deberá asegurarse la asistencia a un programa intensivo de actividades socioeducativas y de reinserción social en el ámbito comunitario que permita la participación en el proceso de educación formal, la capacitación laboral, la posibilidad de acceder a programas de reinserción o de tratamiento y rehabilitación de drogas en centros previamente acreditados por los organismos competentes y la promoción del vínculo con su familia o adulto responsable.





En la resolución que apruebe el plan, el Tribunal fijará la frecuencia y duración de los encuentros obligatorios y las tareas de supervisión que ejercerá el delegado.





La duración de esta sanción no podrá exceder los tres años.”.





No obstante que no se presentaron indicaciones a esta disposición, la Comisión estimó pertinente introducir algunas modificaciones a la sanción de la libertad vigilada.

En primer término, consideró razonable incorporar la idea de que se trata de una sanción orientada a la reinserción social del adolescente y enfatizar la asistencia de éste a programas socioeducativos.

Del mismo modo, estimó conveniente posibilitar que en el plan que el delegado confeccione para el cumplimiento de esta sanción se incluyan medidas como la prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, de visitar determinados lugares o de aproximarse a la víctima, sus familiares o a otras personas, u otras condiciones similares.





Enseguida, atendiendo a las observaciones planteadas por el Grupo de Trabajo antes mencionado, se consideró pertinente consagrar una diferenciación entre dos tipos de libertad asistida, de modo que una de ellas, que se acordó denominar “especial”, presente un mayor nivel de rigor para el adolescente al cual se le impone. Para estos efectos, se acordó incorporar una nueva disposición, que pasó a ser artículo 14.





El representante de la Defensoría Penal Pública, abogado señor Berríos, hizo presente que, siendo bien intencionadas algunas exigencias señaladas tanto en esta disposición como en los preceptos que pasarán a ser 14, 16 y 17, no debe perderse de vista que en ellos se regulan auténticas sanciones penales que han ser impuestas por la comisión de delitos y no intervenciones sociales fundadas en vulneraciones de derechos, puesto que los problemas sociales debieran enfrentarse a través de las políticas públicas respectivas y no del sistema de justicia criminal.

Las enmiendas del artículo 26 –que pasó a ser 13- y la incorporación del artículo 14 fueron acordadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.
Párrafo 3º

De las sanciones privativas de libertad

Artículo 27





Dispone lo siguiente:




“Artículo 27.- Sanciones privativas de libertad. Las sanciones privativas de libertad consisten en el arresto de fin de semana, en la internación en régimen semicerrado y en la internación en régimen cerrado.”.





Refiriéndose al Párrafo 3°, la Corporación Opción explicó que, en cumplimiento de los principios de la Convención de los Derechos del Niño, es conveniente regular un sistema de visitas más amplio; reducir al mínimo el encierro al interior de las celdas; diferenciar fuertemente el régimen cerrado del semi-cerrado y aplicarlo en centros totalmente independientes entre sí, y, en el caso del régimen cerrado, posibilitar el paso gradual hacia formas menos intensas de encierro.





El Instituto Libertad y Desarrollo indicó que ciertas conductas delictuales deben sancionarse necesariamente con alguna de estas penas privativas de libertad.





El antes mencionado Grupo de Trabajo propuso establecer que las sanciones privativas de libertad a que se refiere esta disposición pueden ser de dos tipos: la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social e internación en régimen cerrado.





Aun cuando a esta disposición no se presentaron indicaciones, la Comisión consideró conveniente modificarla con el fin de incluir los programas de reinserción social tanto en el caso de la internación en régimen cerrado, cuanto en la de régimen semicerrado. Además, se le incorporó un nuevo inciso a objeto de prescribir que los mencionados programas de reinserción social se realizarán, en lo posible, con la familia.





Asimismo, se acordó dejar constancia de que la aplicación de las normas que integrarán el Párrafo 3° del proyecto, sobre sanciones privativas de libertad, deben ajustarse a lo prescrito por la Convención sobre los Derechos del Niño.

Dichas modificaciones fueron acordadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.
Artículo 28





Dispone lo siguiente:





“Artículo 28.- Arresto de fin de semana. El arresto de fin de semana consiste en el encierro del infractor, durante el fin de semana, en un centro de privación de libertad y tendrá una duración máxima de 52 fines de semanas.





Para estos efectos se entenderá por fin de semana el período de tiempo comprendido entre las 19.00 horas del día viernes de cada semana, hasta las 19.00 horas del día domingo respectivo.”.





A este artículo se presentó la indicación número 94, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, que reemplaza, en su inciso primero, la expresión “centro de privación de libertad” por “Centro de Privación de Libertad en Régimen Semicerrado”.





La Fundación Tierra de Esperanza sugirió reglamentar mejor esta pena de arresto de fin de semana, ya que es precisamente en esos días en los que el adolescente puede desarrollar otras actividades. Sugirió reglamentarla con la alternativa de participar obligatoriamente en actividades que él elija, como se hace con quienes efectúan el Servicio Militar en la Defensa Civil. De lo contrario, opinó que se estaría impidiendo el normal desarrollo de los jóvenes de acuerdo a su edad.





El antes referido Grupo de Trabajo propuso eliminar esta disposición.





El abogado señor Maldonado hizo notar que la indicación número 94 persigue un objetivo de garantía en cuanto a que el menor sancionado con esta pena se mantenga segregado de aquellos sometidos al régimen cerrado. Sugirió señalar que dicha sanción se cumpla preferentemente en recintos especializados, pudiendo en todo caso ejecutarse en centros de privación de libertad en régimen semicerrado. Complementariamente, propuso establecer que el juez encargado de la ejecución de esta sanción autorice la asistencia del adolescente a actividades formativas, con el fin de compatibilizarla con su desarrollo educativo.





Considerada la disposición en estudio, la Comisión optó por desecharla.





En consecuencia, la indicación número 94 fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, para los efectos de suprimir el artículo 28.

Artículo 29





Dispone lo siguiente:





“Artículo 29.- Arresto domiciliario sustitutivo. En casos calificados, el tribunal podrá autorizar que el arresto de fin de semana sea cumplido en el propio domicilio del infractor, debiendo en dicho caso determinar las medidas de control que se adoptarán para asegurar el cumplimiento de la sanción.





En caso de quebrantamiento de esta medida sustitutiva, deberá cumplirse el resto del período en la forma prevista en el artículo precedente.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 95 a 98.

La indicación número 95, del Honorable Senador señor Cordero, suprime este artículo.


La indicación número 96, del Presidente de la República, intercala, a continuación de su inciso primero, el siguiente, nuevo:


“El Servicio Nacional de Menores podrá solicitar al Tribunal la adopción de medidas determinadas tendientes a dicho fin, particularmente en caso de medidas de naturaleza policial.”.


Las indicaciones números 97, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 98, del Honorable Senador señor Horvath, sustituyen su inciso segundo por el siguiente:





“En caso de quebrantamiento de esta medida sustitutiva, deberá cumplirse el resto del período en la forma prevista en el artículo precedente, con un aumento de uno a cinco fines de semana, de acuerdo a la ocasión y circunstancias del quebrantamiento.”.





En relación a este precepto, la Fundación Tierra de Esperanza consultó qué pasa con aquellos jóvenes que no tienen domicilio. Se preguntó si quedan expuestos a una virtual discriminación social legal previa. Al efecto, sugirió incluir una pena que permita otras opciones en este caso.





La Policía de Investigaciones advirtió que la norma no señala cuáles serán las medidas de control que podría adoptar el tribunal y tampoco qué organismo sería el encargado de asegurar el cumplimiento de la sanción, que podrían ser los funcionarios del SENAME, de Gendarmería, del propio tribunal o del Ministerio Público. Sostuvo que no es conveniente que la policía realice esta actividad de control, toda vez que se estigmatizaría al joven en su entorno y, consecuentemente, se desvirtuaría la labor de las instituciones de control social.





El Profesor Juan Pablo Hermosilla propuso establecer con claridad el criterio según el cual debe aplicarse con prioridad el arresto domiciliario sustitutivo antes que el arresto de fin de semana.




En atención a las dudas que se presentaron en relación a la utilidad de esta sanción y a la operatividad de los mecanismos de control de su cumplimiento, la Comisión optó por desechar este artículo 29.





En consecuencia, la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, acogió la indicación número 95. Por la misma unanimidad, se desecharon las indicaciones números 96 y 98. El Honorable Senador señor Espina retiró la indicación número 97.

Artículo 30





Dispone lo siguiente:





“Artículo 30.- Internación en régimen semicerrado. La sanción de privación de libertad bajo la modalidad de internación en régimen semicerrado, será decretada por el tribunal y consistirá en la residencia obligatoria del adolescente en un centro de privación de libertad, sujeto a un plan de actividades a ser desarrolladas tanto al interior del recinto como en el medio libre.





Una vez impuesta la medida y determinada su duración, el Director del Centro que haya sido designado para su cumplimiento, deberá proponer al tribunal un régimen o programa personalizado de actividades, que considerará las siguientes prescripciones:





a) asistencia del adolescente al proceso de educación formal;





b) desarrollo periódico de actividades de formación, socioeducativas y de participación, especificando aquellas que serán ejecutadas al interior del recinto como aquellas que se desarrollarán en el medio libre, y





c) las actividades a desarrollar en el medio libre contemplarán, a lo menos, ocho horas, no pudiendo llevarse a cabo entre las 22.00 y las 07.00 horas del día siguiente, a menos que excepcionalmente ello sea necesario para el cumplimiento de los fines señalados en las letras precedentes y en el artículo 4°.





El programa será aprobado judicialmente en la audiencia de lectura de la sentencia o en otra posterior, la que deberá realizarse dentro de los quince días siguientes a aquélla.”.


A esta norma se presentó la indicación número 99, del Presidente de la República, que intercala, en su inciso final, a continuación de la expresión “la que”, la frase “, en su caso,”.





El Centro de Alumnos Facultad de Derecho Universidad Diego Portales expresó que, no obstante lo dispuesto en la letra a), el proyecto no se hace cargo mayormente de la educación del joven, por cuanto no establece la obligación de aprobar los respectivos niveles educativos ni se fiscaliza el cumplimiento de esta medida.





El Grupo de Trabajo propuso establecer en este régimen de internación en régimen semicerrado la realización, con carácter imperativo, de un programa de reinserción social a ser desarrollado tanto al interior del respectivo centro como durante la salida del adolescente al medio libre.





Además, sugirió incorporar en la letra a), la posibilidad de reescolarización para aquellos adolescentes que habiendo salido de los procesos formales requieran, al menos transitoriamente, de un recurso adecuado a sus necesidades.





La Comisión coincidió con los criterios consagrados por esta disposición. Estimó necesario, sin embargo, enfatizar, por una parte, que este tipo de internación conllevará un programa de reinserción social y precisar, por otra, la función que le corresponde al director del correspondiente centro en lo concerniente a cuidar el efectivo cumplimiento de esta pena.





Para estos efectos, se resolvió prescribir que el mencionado director propondrá, en el programa que presente al tribunal, las medidas necesarias para asegurar la asistencia del adolescente a actividades de educación formal o de reescolarización y velar por el cumplimiento de esta obligación, manteniendo, para estos efectos, comunicación permanente con el respectivo establecimiento educacional. Se acordó encomendarle, asimismo, que informe periódicamente al tribunal acerca de la ejecución y evolución de las medidas antes mencionadas.





En relación a esta disposición y a la siguiente, el representante de la Defensoría Penal Pública, abogado señor Berríos, puso de manifiesto una vez más que no debe perderse de vista que en ellas se regulan auténticas sanciones penales que han ser impuestas por la comisión de delitos y no intervenciones sociales fundadas en vulneraciones de derechos, puesto que los problemas sociales debieran enfrentarse a través de las políticas públicas respectivas y no del sistema de justicia criminal. 





En forma unánime se aprobó con enmiendas la indicación número 99. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 31





Dispone lo siguiente:





“Artículo 31.- Internación en régimen cerrado. La internación en régimen cerrado importará la privación de libertad en un centro especializado para adolescentes, bajo un régimen orientado al cumplimiento de los objetivos previstos en el artículo 4° de esta ley.





En virtud de ello, dicho régimen deberá considerar necesariamente la plena garantía de continuidad de sus estudios básicos y medios, incluyendo su reinserción escolar, en el caso de haber desertado del sistema escolar formal, y la participación en actividades de carácter socioeducativo, de formación y de desarrollo personal.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 100 y 101.

La indicación número 100, del Honorable Senador señor Stange, reemplaza su inciso segundo por el siguiente:


“En virtud de ello, dicho régimen deberá considerar necesariamente la plena garantía de continuidad de sus estudios básicos, medios y especializados, incluyendo su reinserción escolar, en el caso de haber desertado del sistema escolar formal y la participación en actividades de carácter socioeducativo, de formación y de desarrollo personal.”.


La indicación número 101, del Presidente de la República, intercala, en su inciso segundo, a continuación de la palabra “formación”, la frase “, preparación para el desarrollo laboral”.





En el contexto de la internación en régimen cerrado, el Grupo de Trabajo antes mencionado propuso incluir en forma obligatoria los procesos de tratamiento de drogadicción, atendida la prevalencia de esta problemática en los casos de infractores juveniles. Explicó que CONACE está desarrollando en estos momentos un modelo de intervención especializado.





Para estos efectos, propuso incorporar al inciso final de este precepto la siguiente oración: “Además, deberá asegurar el tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas para quienes lo requieran y accedan a ello.”.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, puso de manifiesto las dudas que le asisten en cuanto a la posibilidad real de implementar esta disposición. Se preguntó si nuestro sistema se encuentra en condiciones de asumir la obligación de garantizar la continuidad de los estudios de los adolescentes infractores, así como su reinserción escolar y la participación en las actividades que el precepto menciona.





Por esta razón, recabó de la Comisión el acuerdo para oficiar al Ministerio de Educación a fin de conocer su parecer en torno a esta norma e informar si una exigencia como la que se plantea dispondría del respaldo necesario en materia de recursos y medios para materializarse.





La Directora del SENAME, señora Del Gatto, señaló que no debe perderse de vista que la educación básica y media constituye una garantía constitucional para todas las personas.





En definitiva, la norma fue acogida, incorporándose la exigencia de que esta pena se realice con un programa de reinserción social y de que, además, se asegure al menor el tratamiento y rehabilitación de las drogas.





Puestas en votación las indicaciones números 100 y 101, fueron aprobadas con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 32





Dispone lo siguiente:





“Artículo 32.- Duración de las sanciones privativas de libertad. Las sanciones de privación de libertad que se aplican bajo las modalidades establecidas en los artículos 30 y 31, tendrán una duración mínima de un año para los delitos cometidos por adolescentes mayores de 14 años y menores de 16, y de dos años para los mayores de 16 años y menores de 18.





Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 77 y 78 de esta ley, en el caso en que se haya establecido la pena mínima de un año para los jóvenes entre 14 y 16 años y de dos años para aquéllos entre 16 y 18 años, y durante la vigencia de la sanción existan antecedentes de buen comportamiento y reinserción del joven, evaluados por el juez de control de la ejecución, podrá sustituirse la pena privativa de libertad por libertad asistida o arresto de fin de semana por el tiempo de condena que quedare por cumplir.





En todo caso, la duración máxima no podrá exceder de cinco años.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones 102 a 111.

La indicación número 102, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, propone suprimirlo.


La indicación número 103, del Honorable Senador señor Horvath, lo sustituye por el siguiente:





“Artículo 32.- Duración de las sanciones privativas de libertad. Las sanciones de privación de libertad que se aplican bajo las modalidades establecidas en los artículos 30 y 31, tendrán una duración mínima de  un año y máxima de cinco años.





En todo caso, tratándose de infracciones graves de las señaladas en el artículo 7º, a las cuales la ley penal señale pena de crimen, el mínimo indicado en el inciso precedente será de tres años.”.


La indicación número 104, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, reemplaza su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 32.- Las sanciones de privación de libertad establecidas en los artículos 30 y 31, tendrán una duración mínima de 1 año.”.


La indicación número 105, del Honorable Senador señor Moreno, sustituye su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 32.- Las sanciones de privación de libertad que se aplican bajo las modalidades establecidas en los artículos 30 y 31, no podrán ser inferiores a las penas mínimas establecidas en la ley para los delitos previstos en el artículo 7º, sin perjuicio de la aplicación de alguna atenuante si procediere.”.


La indicación número 106, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, reemplaza, en su inciso primero, las frases “tendrán una duración mínima de un año para los delitos cometidos por adolescentes mayores de 14 años y menores de 16, y de dos años para los mayores de 16 años y menores de 18.” por “tendrán una duración mínima de un año para los delitos cometidos por adolescentes mayores de 16 años y menores de 17, y de 2 años para los mayores de 17 años y menores de 18.”.


La indicación número 107, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, sustituye, en su inciso primero, la frase “los delitos cometidos” por “las infracciones a la ley penal cometidas”.


La indicación número 108, del Honorable Senador señor Moreno, reemplaza su inciso segundo por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 74 y 75 de esta ley, en el caso que se haya establecido la pena mínima prevista en la ley y durante la vigencia de la sanción existan antecedentes de buen comportamiento y reinserción del joven, evaluados por el juez de control de la ejecución, podrá substituirse la pena privativa de libertad por libertad asistida o arresto de fin de semana una vez transcurridos tres años de condena. En todo caso, tratándose de los delitos de homicidio, sustracción de menores previsto en el artículo 142 del Código Penal, mutilaciones y lesiones graves previstas en el artículo 397 del Código Penal no podrá substituirse la pena privativa de libertad, sino transcurridos cinco años de internación en régimen cerrado.”.


La indicación número 109, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, sustituye, en su inciso segundo, las frases “en el caso que se haya establecido la pena mínima de un año para los jóvenes entre 14 y 16 años y de dos años para aquéllos entre 16 y 18 años,“ por “en el caso en que se haya establecido la pena mínima de un año para los jóvenes entre 16 y 17 años y de dos años para aquéllos entre 17 y 18 años,”.


La indicación número 110, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, reemplaza su inciso final por el siguiente:





“En todo caso, la duración máxima de las sanciones privativas de libertad será de 5 años para los jóvenes mayores de 14 años y menores de 16 años, y de 10 años para los adolescentes mayores de 16 años y menores de 18 años; todo ello, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.”.


La indicación número 111, del Honorable Senador señor Moreno, sustituye su inciso final por el siguiente:


“La duración máxima de la sanción privativa de libertad no podrá exceder de cinco años. Sin embargo, en los delitos de homicidio simple, sustracción de menores previsto en el artículo 142 del Código Penal, mutilaciones y las lesiones graves previstas en el artículo 397 del Código Penal la duración máxima de la sanción privativa de libertad no será superior a los 10 años. Sin embargo, en aquellos delitos que cometidos por un adulto tengan asignada como pena máxima la de presidio perpetuo, el juez solamente podrá aplicar una condena máxima de 15 años.”.





El Defensor Nacional propuso eliminar la duración mínima y revisar la máxima en el caso de los niños de 14 y 15 años.





La Fundación Paz Ciudadana sugirió revisar el establecimiento de una pena mínima privativa de libertad, pues la cárcel debe considerarse como última alternativa y sólo para los delitos de mayor gravedad.





Refiriéndose al inciso primero, el Profesor Bullemore inquirió por qué distinguir entre dos grupos de menores. ¿Por qué no distinguir, entonces, con sanciones diferenciadas por edad, por ejemplo, 14, 15, 16, y 17? Esto, dijo, es consecuencia de la distinción que hace la ley española y es proponer una diferencia odiosa entre un menor de 15 años y 364 días de edad y un menor de 16 años y un día. Es decir, el doble de pena por dos días más de edad, criterio que parece injusto.





En cuanto al inciso final, resaltó que la duración máxima de la pena no podrá exceder de cinco años. Pero parece mejor, sostuvo, establecer una escala diferenciadora propia, porque en ésta no cumple fin ni función una pena que no distingue entre bienes jurídicos de distinto valor. Así, por ejemplo, se aplicaría la misma pena de cinco años al autor de un homicidio calificado múltiple con alevosía y premeditación con violación y con robo a las víctimas y la misma pena a un autor de un robo con fuerza en las cosas. Desaparecen los principios básicos de la retribución y de la prevención. Además, nuevamente se da la odiosa distinción entre un menor de 17 años y 364 días de edad al momento de la comisión del delito, que recibiría la pena de cinco años, mientras que su coautor, por ejemplo, su hermano gemelo, nacido poco después pero al día siguiente, y con sólo un día más de edad ante la ley, pero con unos minutos más de vida, podría recibir la pena de presidio perpetuo calificado.





En relación al mencionado inciso final, la Fundación Tierra de Esperanza hizo presente que éste establece que la duración máxima de la privación de libertad no podrá exceder de 5 años y que sería prudente señalar si será para todo delito o si esa es la pena máxima incluso al llegar a la mayor edad. De la misma forma, consideró necesario tener presente que los jóvenes debieran tener primera opción a tratamiento en el medio libre o en centros abiertos de Gendarmería al pasar a la mayor edad.





La Policía de nvestigaciones estableció que la norma abre la posibilidad de sustituir la “pena privativa de libertad” por “libertad asistida” o “arresto de fin de semana”, cuando existan antecedentes de buen comportamiento y reinserción del menor de edad, materia que deberá ser evaluada por el juez de control de la ejecución. Recomendó que en esta evaluación también se consideren otros antecedentes socio-psicológicos que ayudarían a determinar si el adolescente ha asumido la responsabilidad por el delito cometido y agregó que es pertinente que dichos elementos sean aportados por un profesional expresamente designado por el tribunal.





La Corporación Opción expresó que el inciso primero sólo es aceptable de mantenerse el inciso segundo. De lo contrario, señaló que habría que eliminar los mínimos señalados en el inciso primero.

Carabineros destacó que para los adolescentes entre 14 y 16 años, la duración mínima de la sanción privativa de libertad es de 1 año, en tanto que entre los 16 y 18 años, es de 2, y que en ambos casos la pena no podrá exceder de los 5 años.


Sostuvo que las infracciones graves del artículo 7º del proyecto coinciden en su mayoría con los delitos de mayor connotación social cometidos por adolescentes, los que demuestran un sostenido aumento con un fuerte impacto en la comunidad. Los delitos de homicidio y violación, en particular, tienen una pena para sus figuras simples de presidio mayor en su grado mínimo a medio, lo que implica que, cometidos por un adolescente, jamás se le impondría ni siquiera el mínimo de la pena. Lo anterior sin considerar las agravantes que pudieran intervenir en la determinación de la pena. A su turno, para las otras infracciones graves del artículo 7º, de configurarse circunstancias que agraven la responsabilidad del infractor y que superen el límite máximo, no podría aplicarse por imposición de la norma en comento, una pena que las supere.


Ahora bien, agregó, así como se establece un mínimo desde el cual parte la pena privativa de libertad para los menores entre los 14 y 16 años y los 16 y 18, debería haber un límite superior también diferenciado: hasta 5 años para el adolescente entre 14 y 16 y hasta 10 años para el de 16 a 18 años. La misma razón debería imperar en la misma disposición.


El Profesor Álvaro Fernández expresó que no comparte el criterio de establecer una duración mínima de las sanciones privativas de libertad a que se refiere el inciso primero. Esta norma le pareció discriminatoria respecto de los adultos y por ello, de dudosa constitucionalidad. Propuso eliminarla.


En cuanto a la duración máxima de cinco años de las sanciones privativas de libertad que establece el inciso final, opinó que en casos excepcionales puede ser muy baja (piénsese, por ejemplo, en un supuesto de violación con homicidio cometido por un adolescente de 17 años). Ello es todavía más grave si considera el artículo 77 del proyecto, que permite la sustitución de la condena habiéndose cumplido sólo un tercio de la duración de la misma. Al respecto, planteó que debiera mantenerse el máximo de cinco años para las sanciones privativas de libertad tratándose de adolescentes entre 14 y 16 años y establecerse un máximo de ocho años para los adolescentes entre 16 y 18 años.





El Grupo de Trabajo hizo presente la conveniencia de establecer lapsos menores de duración de las sanciones privativas de libertad, en consideración a la etapa de desarrollo en que se encuentran los adolescentes y a la mayor efectividad que tienen los sistemas sancionatorios abiertos y de tipo especializado. Para estos efectos, propuso la siguiente redacción para esta norma:





“Artículo ….  Límite máximo de las penas privativas de libertad. La internación en régimen cerrado y semicerrado con programa de reinserción social que se impongan a los adolescentes no podrán exceder de 3 años si el infractor tuviere menos de 16 años o de 8 años si tuviere más de esa edad.”.





Al debatirse, a propósito del artículo 7°, la estructuración de un sistema de penas y de determinación de la mismas para los adolescentes, la Comisión efectuó un detenido análisis sobre los lapsos máximos de privación de libertad a que puede ser sometido un menor.





En ello, se tuvo en consideración tanto la necesidad de buscar la resocialización de éstos como la de cautelar el propósito sancionatorio propiamente tal, todo ello, a la luz de los principios consagrados por la Convención sobre los Derechos del Niño.





Efectuado este discernimiento, se consideró la posibilidad de establecer que las penas de internación tanto en régimen cerrado como semicerrado que se impongan a los adolescentes no podrán exceder de cinco años si el infractor tuviere menos de 16 años, o de diez, si éste tuviere más de esa edad.





Enseguida, sin embargo, antes de adoptar una decisión definitiva, se puso en votación un lapso de tres años para el infractor de 14 a 16 años y de 8, para el de 16 a 18.





Los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, acogieron este criterio, en tanto que los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina se opusieron. Repetida dicha votación en la forma prescrita por el artículo 182 del Reglamento de la Corporación, se produjo el mismo empate, razón por la cual fue desechada.





En consecuencia, se mantuvo el acuerdo ya consignado en cuanto a los lapsos máximos de cinco y diez años, dependiendo de si el menor tiene entre 14 y 16 o 16 y 18 años, respectivamente.





El representante de la Defensoría Penal Pública, abogado señor Berríos, opinó que la distinción entre los dos grupos etéreos es un imperativo de proporcionalidad entre el mal que significa la sanción y la edad del infractor. Por ello, sostuvo que es deseable que mientras más jóvenes sean los imputados, las penas sean más breves y menos criminógenas. Por lo mismo, no compartió los límites superiores señalados para las penas privativas de libertad por ser contrarios a una efectiva reinserción social de los adolescentes.





La indicación número 110 fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Las indicaciones números 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 109 y 111 fueron desechadas por los mismos señores Senadores.

Párrafo 4º

Sanciones mixtas o accesorias





La Comisión acordó sustituir el epígrafe de este Párrafo por “Sanciones mixtas”. Así lo resolvió la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Artículo 33





Dispone lo siguiente:





“Artículo 33.- Sanción mixta. El tribunal podrá imponer complementariamente una sanción de libertad asistida por un máximo de dos años, la que será ejecutada con posterioridad al cumplimiento efectivo de la internación en régimen cerrado, siempre que en su conjunto no excedan de cinco años.





Asimismo, en caso de haberse impuesto la libertad asistida, podrá complementar dicha medida con la imposición del arresto de fin de semana, conforme a lo dispuesto en los artículos 28 ó 29.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 112, 113 y 114.

La indicación número 112, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, suprime, en su inciso primero, las frases “por un máximo de dos años” y “, siempre que en su conjunto no excedan de cinco años”.


La indicación número 113, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, agrega, a su inciso primero, la siguiente oración: “Dicho máximo no será aplicable en el caso previsto en la letra b) del numeral 2 del artículo 20.”.


La indicación número 114, del Presidente de la República, agrega, a su inciso segundo, la siguiente oración: “Lo dicho deberá aplicarse preferentemente en caso de reiteración de infracciones que no sean de carácter grave.”.





El Grupo de Trabajo propuso eliminar el inciso final de esta disposición, en consideración a que previamente sugirió suprimir el arresto de fin de semana. Además, también en forma concordante con sus propuestas anteriores, incorporó una mención al programa de reinserción social después de la alusión a la internación en régimen cerrado o semicerrado que se hace en el inciso primero.





Considerada la disposición en estudio, los miembros de la Comisión coincidieron en que procedería la aplicación de la libertad asistida en cualquiera de sus formas como sanción complementaria, tratándose de ilícitos de gravedad en que sea procedente la imposición de internación en régimen cerrado o semicerrado.





En cuanto a su duración, se estimó que su límite máximo no puede superar el tiempo de la condena principal.


Se precisó que esta sanción complementaria podrá aplicarse con posterioridad a la ejecución de la sanción principal, siempre y cuando en total no supere el máximo de duración de la pena privativa de libertad. También podrá aplicarse en forma previa a su ejecución, quedando la pena principal en suspenso y en carácter condicional para ser ejecutada en caso de incumplimiento de la libertad asistida, en el caso de las penas que se extienden hasta 540 días.


Como consecuencia de la eliminación del arresto de fin de semana, se acordó suprimir el inciso final de esta disposición.




En consecuencia, unánimemente se aprobó con enmiendas la indicación número 112. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Las indicaciones números 113 y 114 fueron desechadas por la misma unanimidad.

Artículo 34





Dispone lo siguiente:





“Artículo 34.- Prohibición de conducir vehículos motorizados. La prohibición de conducir vehículos motorizados se podrá imponer a un adolescente como sanción accesoria cuando la conducta en que se funda la infracción por la cual se le condena, haya sido ejecutada mediante la conducción de dichos vehículos.





La sanción regirá por un período que puede extenderse hasta por un plazo de dos años, contado a partir del cumplimiento de la edad que lo habilita para obtener el respectivo permiso.





En caso de quebrantamiento, se estará a lo dispuesto en el artículo 76 de esta ley, a menos que producto de la conducción se hubiere afectado la vida, integridad corporal o la salud de alguna persona, caso en el cual se instruirá el proceso respectivo.”.


A este precepto se presentó la indicación número 115, del Honorable Senador señor Stange, que agrega, a su inciso primero, la siguiente oración: “La aplicación se hará en conformidad a lo establecido en la ley Nº 18.290 sobre tránsito.”.





La Fundación Tierra de Esperanza expresó que siendo correcta la intención de hacer efectiva esta pena de prohibición de conducir cuando se tenga la edad, la pérdida de actualidad la debilita y evade la responsabilización, además de tener un carácter de exclusión social en perjuicio de los jóvenes que carecen de vehículos o bienes. En este caso, impide, además, su derecho al trabajo si es que para reinsertarse el joven pudiese ser chofer, por ejemplo. Por estas razones, estimó que esa pena podría ser inconstitucional.





El Proyecto Frontera sugirió suprimir este artículo.





Hubo consenso entre los miembros de la Comisión en torno a esta disposición. Sin embargo, con el objeto de que esta sanción tenga un efecto útil, se acordó precisar que ella se hará efectiva desde el momento de la dictación de la sentencia condenatoria y que su duración podrá extenderse por el período que le falte al adolescente para cumplir 20 años.





La indicación número 115 fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 35





Dispone lo siguiente:





“Artículo 35.- Sanción accesoria. El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 18 de esta ley, y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del menor, la obligación de someterlo a tratamientos de cura a adicción a las drogas o alcohol.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 116, 117 y 118.
 
La indicación número 116, del Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), suprime el artículo.


La indicación número 117, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 35.- Sanción accesoria. El juez estará facultado para establecer al adolescente y a sus responsables legales, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 18 de esta ley y hasta por el plazo de dos años, una o más de las que a continuación se detallan:


a) Matricularse y cursar educación formal, básica o media, según el caso.


b) Fijar un lugar de residencia o cambiarse de él, atendiendo la disponibilidad económica.


c) Abandonar el trato con determinadas personas o no aproximarse a ellas.


d) No asistir a discotecas o espectáculos públicos.


e) Procurar adquirir un empleo.


f) Abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas o drogas.


g) Someterse a tratamientos destinados a la rehabilitación de la adicción a las drogas o el alcohol.


La medida señalada en la letra a) precedente deberá decretarse en todo caso, cualquiera sea la infracción y la sanción principal asignada, si el Juez comprueba que el menor ha suspendido su asistencia regular a algún establecimiento de enseñanza.”.


La indicación número 118, del Presidente de la República, agrega el siguiente inciso nuevo


“En caso que la conducta punible haya sido ejecutada producto de la dependencia del alcohol o las drogas, deberá dictarse sobreseimiento y remitirse los antecedentes al Tribunal de Familia competente, para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior. Igual procedimiento se aplicará si el Ministerio Público hace uso del principio de oportunidad en base a dicho fundamento.”.





Representantes de la Policía de Investigaciones indicaron que es necesario incluir también la obligación de someter a tratamiento psicológico individual y grupal a los adolescentes condenados por delitos sexuales. Esta atención psicológica es, asimismo, oportuna para aquellos menores condenados por cualquier otro delito, especialmente si implicó agresión grave a otro y para los que hayan sido víctimas de agresión sexual durante su infancia, particularmente si ésta fue realizada por alguna figura de autoridad afectivamente significativa para el menor.





El Centro de Alumnos de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales explicó que es dudosa la eficacia del tratamiento de rehabilitación de las drogas y del alcohol impuesto como sanción, toda vez que éste exige la voluntad del joven de abandonar la adicción.





La Corporación Opción recomendó eliminar esta sanción accesoria puesto que es materia de protección especial de derechos y la eventual aplicación de medidas coactivas de tratamiento sólo puede ser decidida por los tribunales de familia.





El Proyecto Frontera sugirió reemplazar la palabra “menor” por “adolescente”.





El Grupo de Trabajo antes mencionado estimó conveniente dar una redacción más técnica a este precepto y ubicarlo como artículo 6 bis, cuyo texto se transcribió precedentemente. Se colocó a continuación de la disposición que contiene el catálogo de penas, proponiéndose como medida complementaria a todas las sanciones que el proyecto contempla.





Como se explicó precedentemente, este precepto fue reubicado, con cambios meramente formales, como artículo 7°.





La indicación número 118 fue acogida con enmiendas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Los Honorables Senadores señores Zaldívar, don Andrés, y Viera-Gallo retiraron sus indicaciones números 116 y 117, respectivamente.

°°°





Como se ha explicado, en esta parte del proyecto la Comisión agregó una división nueva denominada “Párrafo 5° De la determinación de las sanciones” para agrupar los artículos que se signarán como 20 a 26. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

°°°

Título III

PROCEDIMIENTO





La Comisión acordó sustituir el número de este Título por “II”. Así lo resolvió la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Párrafo 1º

Disposiciones generales

Artículo 36





Dispone lo siguiente:





“Artículo 36.- Reglas de procedimiento. La investigación y juzgamiento de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes, se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.





En todo caso, el conocimiento y fallo de las infracciones contempladas en el inciso segundo del artículo 6°, se sujetarán al procedimiento establecido en los artículos 392 ó 393 bis del Código Procesal Penal, según sea el caso.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 119, 120, 121 y 122.

Las indicaciones números 119, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 120, del Honorable Senador señor Horvath, sustituyen el artículo por el siguiente:





“Artículo 36.- Reglas de procedimiento. La investigación y juzgamiento de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes, y las demás materias contempladas en este Título, se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.”.


La indicación número 121, del Presidente de la República, intercala, a continuación de su inciso primero, los siguientes, nuevos:


“El conocimiento y fallo de las infracciones que conforme a lo dispuesto en los artículos 6º y 7º de la presente ley no fueren de carácter grave, se sujetará a las reglas del procedimiento simplificado regulado en los artículos 388 y siguientes del Código Procesal Penal.


Asimismo, se sujetarán a las reglas del procedimiento simplificado aquellas infracciones respecto de las cuales el Ministerio Público requiera una pena no privativa de libertad.”.





La indicación número 122, del Presidente de la República, reemplaza, en su inciso segundo, la frase “el conocimiento y fallo de” por “la sustanciación de los procesos referidos a”, y, “según sea el caso” por “según corresponda”.





El Profesor Jaime Cousso indicó que el proyecto reglamenta el procedimiento de una manera que lo alarga indebidamente en los muchos casos de delitos menos graves que pueden resolverse inmediatamente con sanciones no privativas de libertad. Afirmó que se expone, además, al adolescente a privaciones de libertad innecesarias durante el proceso, por incumplimiento de medidas cautelares no privativas de libertad.





La Corporación Opción estableció que es conveniente crear un procedimiento breve en que sólo se posibilite la aplicación de sanciones que se agoten inmediatamente, aplicable a las faltas actualmente contempladas en el catálogo infraccional y considerando la posibilidad de aplicarlas a la criminalidad leve en que exista aceptación de los hechos por el adolescente. Esto permitirá cumplir con la Convención de Derechos del Niño en cuanto a establecer un abanico de posibilidades no punitivas para reaccionar adecuadamente frente a la delincuencia leve.


El Fiscal Nacional explicó que la indicación número 121 del Ejecutivo erróneamente hace referencia a los artículos 6º y 7º, en circunstancias que el artículo 7º regula sólo las infracciones graves. Sin embargo, dada la confusa redacción del texto aprobado por la Cámara de Diputados, la citada indicación 121 avanza en el sentido correcto, sin perjuicio de la necesidad de excluir la mención al artículo 7°. Ahora bien, señaló que una variación menor respecto del texto del Ejecutivo facilitaría la comprensión del artículo. Por ello, planteó la siguiente redacción alternativa:


“Artículo 36. Reglas de procedimiento. El conocimiento y fallo de las infracciones que conforme a lo dispuesto en el artículo 6° de la presente ley no fueren de carácter grave y de aquellas respecto de las cuales se requiera una pena no privativa de libertad, se sujetará a las reglas del procedimiento simplificado, regulado en los artículos 388 y siguientes del Código Procesal Penal.


Aquellas infracciones respecto de las cuales se requiera una pena privativa de libertad, se someterán a las disposiciones sobre procedimiento ordinario, contenidas en el Código Procesal Penal, a menos que concurran los requisitos que hicieren procedente el uso del procedimiento abreviado, regulado en los artículos 406 y siguientes del referido Código.

 
Lo dispuesto en los incisos precedentes es sin perjuicio de las modificaciones introducidas por la presente ley a dichos procedimientos.”.





Explicó que el nuevo inciso segundo que se propone, tiene íntima relación con las modificaciones que se sugieren más adelante respecto del artículo 40, oportunidad en que se abunda en los fundamentos de esta innovación.




El mencionado Grupo de Trabajo señaló que, a fin de resguardar un debido proceso y considerando que se cuenta con recursos para juicios orales, estima necesario que cuando se discuta una sanción privativa de libertad se haga ante un tribunal oral en lo penal. Para ello, propuso agregar al el siguiente inciso:





“Si el fiscal solicita como pena una sanción privativa de libertad, el caso deberá ser resuelto en juicio oral.”.





Al considerarse este precepto, hubo coincidencia entre los miembros de la Comisión en cuanto a la necesidad de diferenciar los procedimientos aplicables atendiendo a la gravedad de la infracción cometida.





Del mismo modo, se señaló que debía establecerse con claridad cuál sería el procedimiento pertinente, de modo que no quede imprecisión alguna en esta materia ni tampoco se entregue al juez esta definición.





Analizadas distintas fórmulas de redacción en base a estas apreciaciones, en definitiva se adoptaron los siguientes acuerdos:





Se resolvió preceptuar, en primer término y como norma general, que la investigación y juzgamiento de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.





Enseguida, se agregó que el conocimiento y fallo de las infracciones que no constituyan crímenes se sujetará a las reglas del procedimiento simplificado o monitorio, según sea el caso, regulados en el Título I del Libro IV del Código Procesal Penal.





Finalmente, se estableció que se sujetarán, asimismo, a las reglas del procedimiento simplificado aquellas infracciones constitutivas de crímenes respecto de las cuales el Ministerio Público requiera una pena no privativa de libertad.





En consecuencia, la indicación número 121 fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo. Por la misma unanimidad, las indicaciones números 119, 120 y 122 fueron rechazadas.

Artículo 37





Dispone lo siguiente:





“Artículo 37.- Protección de la vida privada del adolescente. Durante todas las etapas del procedimiento se deberá resguardar la vida privada del adolescente.





Prohíbese a los funcionarios públicos y abogados defensores informar a terceros ajenos al proceso acerca de la identidad del adolescente detenido o imputado, o que sea víctima de una infracción, ni de                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                        aquellos datos o antecedentes que permitieren dicha identificación.





La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior será sancionada con las penas previstas en el artículo 247 del Código Penal, a menos que los hechos constituyan otro delito sancionado con igual o mayor pena.”.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 123, 124 y 125.

La indicación número 123, del Honorable Senador señor Stange, reemplaza su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 37.- Protección de la vida privada del adolescente. Durante todas las etapas del procedimiento solamente se deberá resguardar la vida privada del adolescente.”.


La indicación número 124, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, sustituye, en su inciso primero, la frase “vida privada del adolescente” por “identidad y privacidad del adolescente y su familia”.





La indicación número 125, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, intercala, en su inciso primero, a continuación de las palabras “resguardar la”, la expresión “identidad y”, y agregar, después de “adolescente”, la expresión “y de su familia”.





El Fiscal Nacional explicó que es conveniente extender la protección de identidad a los adolescentes que sean testigos de delitos, de modo concordante con lo dispuesto por el artículo 33 de la ley N° 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo. Para ello, propuso reemplazar el inciso segundo de este precepto por el siguiente:


“Prohíbese a los funcionarios públicos y abogados defensores informar a terceros ajenos al proceso acerca de la identidad del adolescente detenido o imputado, que sea testigo o víctima de una infracción,  ni de aquellos datos o antecedentes que permitieren dicha infracción.”.





La Policía de Investigaciones indicó que esta disposición viene a garantizar el derecho a la privacidad, situación que es plenamente compartida por esta institución policial, por cuanto este tema es especialmente relevante para el futuro desarrollo personal y la reinserción social del joven.





Hubo dudas entre los miembros de la Comisión en torno al contenido y los alcances de esta disposición, si bien se explicó que ella propende a evitar la estigmatización del adolescente y su futura reinserción en la sociedad y que guarda concordancia con la reserva de la identidad ya consagrada por nuestro ordenamiento.





A este respecto, se tuvo en consideración que el artículo 33 de la ley N° 19.733 prohibe la divulgación de la identidad de menores de edad que sean autores, cómplices, encubridores o testigos de delitos, o de cualquier antededente que conduzca a ella, agregando que esta prohibición regirá también respecto de las víctimas de delitos que atenten contra el orden de las familias o la moralidad pública, a menos que éstas consientan en la divilgación.





En atención a que la mencionada disposición ya regula esta situación, se concluyó que el precepto en estudio es innecesario.





En consecuencia, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión acordó suprimir este precepto. Votaron en este sentido los Honorables Senadores señores Aburto, Espina, Chadwick y Viera-Gallo. Por la misma unanimidad, se rechazaron las indicaciones números 123, 124 y 125.

Párrafo 2º

Sistema de justicia especializada





Los miembros de la Comisión estudiaron conjuntamente los artículos 38 a 43, referidos al sistema de justicia especializada que el proyecto establece para los adolescentes, y acordaron refundirlos en una disposición única, de la que se dará cuenta al tratar el artículo 43.





Este acuerdo se adoptó en conformidad a lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo.

Artículo 38

Dispone lo siguiente:





“Artículo 38.- Competencia del Ministerio Público. Para el cumplimiento de las funciones de dirección de la investigación de las infracciones de que trata la presente ley, así como para el ejercicio de la acción penal pública y la adopción de las medidas de protección para las víctimas y los testigos, los fiscales regionales designarán en cada fiscalía local de sus respectivas regiones a los fiscales adjuntos especializados en justicia penal de adolescentes.”.


El Fiscal Nacional explicó que no es adecuado exigir que en cada una de las 124 fiscalías locales del país exista un fiscal especializado en responsabilidad penal adolescente. Sostuvo que debe haber flexibilidad en la distribución de los nuevos fiscales especializados, disponiéndose que sea el Fiscal Regional quien designe los fiscales adjuntos especializados, de acuerdo a la realidad de cada territorio jurisdiccional. Al respecto, sugirió la siguiente redacción para este artículo:


“Artículo 38.- Competencia del Ministerio Público. Cada Fiscal Regional designará a los fiscales adjuntos especializados en justicia penal adolescente que, dentro del ámbito de la competencia territorial de la respectiva Fiscalía Regional, cumplirán las funciones de dirigir la investigación, ejercer la acción penal pública y adoptar medidas de protección a favor de víctimas y testigos, respecto de las infracciones a la ley penal cometidas por adolescentes.”.




El Hogar de Cristo opinó que el proyecto no logra asegurar la especialidad para el sistema procesal penal juvenil a causa de la débil exigencia de preparación que se establece. Los actores de este sistema, tribunales, fiscales y defensores, son los mismos del sistema procesal de adultos.





La Fundación Tierra de Esperanza propuso establecer expresamente la figura y los requisitos de especialización de un Fiscal de Menores experto en el tema y con disponibilidad y disposición para este trabajo.





Esta disposición no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, como se señaló anteriormente, fue refundida con los artículos 39 a 43.





Este acuerdo se adoptó en conformidad a lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo.

Artículo 39





Dispone lo siguiente:





“Artículo 39.- Competencia del juez de garantía. Corresponde el conocimiento de las causas a que diere lugar la aplicación de esta ley, al juez de garantía del territorio jurisdiccional respectivo, especializado en el conocimiento de las infracciones de adolescentes a la ley penal.





En los lugares donde no hubiere jueces dedicados exclusivamente al conocimiento de las causas por infracciones a la ley penal cometidas por adolescentes, el procedimiento objetivo y general de distribución de causas del juzgado, comprenderá la radicación de éstas en sólo uno de los jueces de garantía que cumpla con el requisito de la especialización, sin perjuicio de las normas sobre subrogación respectivas.





Los jueces de garantía unipersonales y los jueces de letras que ejercen competencia de garantía, asumirán el conocimiento de las infracciones a la ley penal cometidas por adolescentes, previa aprobación del curso de especialización respectivo.”.


El artículo fue objeto de las indicaciones números 126 y 127.

La indicación número 126, del Presidente de la República, sustituye su inciso segundo por los siguientes:


“Para dichos efectos, el Comité de Jueces designará anualmente a uno de sus integrantes que hubiere cumplido con el curso de especialización para que cumpla dicha función. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final, en los tribunales de garantía que no cuenten con Comité de Jueces, la designación la hará la Corte de Apelaciones respectiva.


En virtud de dicha designación, el procedimiento objetivo y general de distribución de causas del juzgado, comprenderá la radicación de éstas en dicho juez, sin perjuicio de las normas sobre subrogación respectivas.”.


La indicación número 127, del Presidente de la República, reemplaza, en su inciso tercero, la frase “previa aprobación del” por “debiendo en todo caso cumplir el”.





Carabineros inquirió si el establecer que será juez competente el de garantía especializado hará que el resto de los jueces de garantía, esto es, los no especializados, pierdan su competencia para el conocimiento de este tipo de causas.





Como se indicó precedentemente, esta norma fue refundida con los artículos 38 a 43.





La indicación número 126 fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. La indicación número 127 fue desechada con los votos en contra de los mismos señores Senadores.

Artículo 40





Dispone lo siguiente:





“Artículo 40.- Competencia e integración de sala especializada para adolescentes del tribunal de juicio oral en lo penal. En los casos en que el fiscal solicitare la aplicación de alguna sanción privativa de libertad, el juicio oral será conocido por una sala especializada de justicia penal para adolescentes del tribunal de juicio oral en lo penal, integrada por un juez del tribunal de familia y por dos jueces del tribunal de juicio oral en lo penal de la jurisdicción de que se trate, uno de los cuales lo presidirá. Los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal que integren dicha sala deberán haber aprobado previamente el curso de especialización respectivo.”.


A este precepto se presentó la indicación número 128, del Presidente de la República, que lo sustituye por el siguiente:


“Artículo 40.- Competencia e integración de sala especializada para adolescentes del tribunal de juicio oral en lo penal. En los casos en que el fiscal solicitare la aplicación de alguna sanción privativa de libertad, el juicio oral será conocido por una sala del tribunal de juicio oral en lo penal, integrada, en la forma ordinaria, con a lo menos dos jueces del tribunal de juicio oral en lo penal de la jurisdicción de que se trate, que hayan cumplido el curso de especialización respectivo.


Para dichos efectos, el Comité de Jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, designará, cada dos años, a dos o más de sus miembros, según sea necesario, para constituir e integrar la sala especializada de justicia penal para adolescentes, de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior.”.


El Fiscal Nacional reiteró su opinión contraria a que cada vez que se solicite pena privativa de libertad deba efectuarse un juicio oral, como hace suponer lo dispuesto en este artículo 40. Propuso, en consecuencia, sustituir la frase “En los casos en que el fiscal solicitare la aplicación de alguna sanción privativa de libertad,” por “El tribunal competente para conocer”, de manera de eliminar dicha obligación.


Recordó que se propuso regular el procedimiento aplicable al caso de requerir la aplicación de sanciones privativas de libertad en un nuevo inciso segundo del artículo 36, que haga referencia en general al procedimiento ordinario del Código Procesal Penal y al procedimiento abreviado, de manera que sea aplicable lo dispuesto respecto de este procedimiento y del juicio inmediato, de estimarse ello pertinente por parte del fiscal adjunto a cargo del caso y de darse los supuestos legales que lo hagan pertinente.

Expresó que la indicación número 128 del Ejecutivo, si bien mejora la composición del tribunal excluyendo de éste la participación de un juez de familia (no especializado en materias penales), mantiene aún la regulación que pareciera exigir juicio oral en todos los casos en que se solicite pena privativa de libertad.




Como se indicó precedentemente, esta disposición fue refundida con los artículos 38 a 43.





Este acuerdo se adoptó en conformidad a lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo.





La indicación número 128 fue desechada por la misma unanimidad.

Artículo 41





Dispone lo siguiente:





“Artículo 41.- Designación de los miembros de la sala especializada de justicia penal para adolescentes. El Comité de Jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como el homónimo del tribunal de familia correspondiente, designarán, cada dos años, a uno o más de sus miembros, según sea necesario, para constituir e integrar la sala especializada de justicia penal para adolescentes, de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior.”.


A esta disposición se presentó la indicación número 129, del Presidente de la República, para suprimirlo.





Como se indicó precedentemente, este precepto fue refundido con los artículos 38 a 43.





Las indicación número 129 fue desechada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo.

Artículo 42





Dispone lo siguiente:





“Artículo 42.- Competencia de la Defensoría Penal Pública. La Defensoría Penal Pública organizará un sistema especial asignando defensores y estableciendo normas específicas de licitación, para prestar defensa penal a los adolescentes imputados de infringir esta ley que carezcan de abogados.”.


A esta norma se presentó la indicación número 130, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, que la reemplaza por la siguiente:


“Artículo 42.- Competencia de la Defensoría Penal Pública. La Defensoría Penal Pública organizará un sistema especial designando en cada Defensoría Local a los defensores especializados en justicia penal de adolescentes y estableciendo normas específicas de licitación, para prestar defensa penal a los imputados de infringir esta ley que carezcan de abogados.”.





El Defensor Nacional concordó con la proposición de que debe existir un sistema especial, otorgándosele autonomía a la Defensoría para estructurarlo. Al efecto propuso incorporar una remisión a la ley Nº 19.718. Como criterios de estructuración del sistema especial de defensa juvenil, sugirió la demanda proyectada, la carga de trabajo, la cobertura y la especialización. Por último, postuló la creación de una Unidad Nacional de Asesoría Técnica.





El Proyecto Frontera recomendó agregar el siguiente inciso segundo: “En dicha licitación, deberá tomarse en cuenta la preparación específica y la experiencia en la defensa jurídica de adolescentes infractores a la ley penal.”.





Como se indicó precedentemente, esta norma fue refundida con los artículos 38 a 43.





Las indicación número 130 fue desechada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo.

Artículo 43





El texto de este artículo es el siguiente:





“Artículo 43.- Especialización de la justicia penal para adolescentes. Los jueces de garantía, los jueces de familia, los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como los fiscales adjuntos y los defensores penales públicos que intervengan en las causas de adolescentes infractores a la ley penal, deberán estar capacitados en los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones, en los objetivos y contenidos de la presente ley, en la Convención de los Derechos del Niño y en el sistema de ejecución de sanciones establecido en esta misma ley.





Para estos efectos, cada institución deberá adoptar las medidas pertinentes tendientes a garantizar dicha especialización.”.


A esta disposición se presentó la indicación número 131, del Presidente de la República, que suprime, en su inciso primero, la frase “, los jueces de familia,”.





La Corporación Opción sostuvo que tanto en la fiscalía como en la defensa jurídica la especialización debe ser total y exclusiva. Agregó que si ello no se pudiera alcanzar, al menos debe ser más seria que el requisito de realizar cursos, como propone el artículo 40.





El Proyecto Frontera recomendó reemplazar el inciso segundo por el siguiente: “Para estos efectos, cada institución deberá procurar que los operadores que intervengan en la justicia penal para adolescentes se dediquen exclusivamente al conocimiento de estas causas. El reglamento señalará las horas de trabajo práctico y de formación teórica necesarias para completar la especialización.”.





El Fiscal Nacional aclaró que la especialización a que alude esta norma es de responsabilidad de cada institución.





Los miembros de la Comisión analizaron las disposiciones del Párrafo 2, referido al sistema de justicia especializada para los adolescentes. Estimaron que la exigencia de contar con fiscales adjuntos especializados en cada región, así como de jueces de garantía, de salas de justicia penal y de defensores igualmente especializados no resulta del todo justificada y que, incluso, podría obstaculizar la aplicación práctica del sistema.





Por esta razón, se prefirió contemplar una única regla –que reemplazaría los artículos 38 a 43-, en virtud de la cual los jueces de garantía, los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como los fiscales adjuntos y los defensores penales públicos que intervengan en las causas de adolescentes infractores a la ley penal, deberán, de preferencia, estar capacitados en los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones, en la Convención de los Derechos del Niño y en el sistema de ejecución de sanciones establecido en esta misma ley.


Se acordó establecer con claridad que, no obstante lo anterior, todo fiscal, defensor o juez con competencia en materias criminales se encuentra habilitado para intervenir, en el marco de sus competencias, si, excepcionalmente, por circunstancias derivadas del sistema de distribución de las cargas de trabajo, ello se hace necesario.

Para estos efectos, se acordó disponer que los comités de jueces de los tribunales de garantía y orales en lo penal considerarán, en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas del tribunal, la radicación o integración preferente de quienes hayan cumplido con dicha capacitación.


Finalmente, se resolvió establecer que cada institución adoptará las medidas pertinentes tendientes a garantizar este proceso de especialización.





En una sesión posterior, el ya mencionado Grupo de Trabajo sostuvo que debía buscarse remarcar la especialización de la justicia penal para los adolescentes, lo que consideró un elemento clave del proyecto. Agregó que la incorporación de peritos que puedan asesorar al juez es útil, enfatizando que la necesidad de que los actores especializados entiendan la especificidad de la etapa de la adolescencia.





Por estas razones, propuso eliminar la expresión “de preferencia” que la Comisión acordó incluir en el inciso primero y agregar que los funcionarios a que se refiere el mismo inciso deben estar capacitados en materia de características y especificidades de la etapa adolescente. Complementariamente, sugirió agregar un inciso final con el objeto de prescribir que cada institución adoptará las medidas pertinentes tendientes a garantizar la especialización a que se refiere esta disposición.




La Comisión acogió solamente la propuesta referida a exigir que los funcionarios señalados en el inciso primero deberán estar capacitados en relación a las características y especificidades de la etapa adolescente.





El representante de la Defensoría Penal Pública, abogado señor Berríos, indicó que para esa institución la expresión “de preferencia”, incluida en el inciso primero de la disposición aprobada, resulta redundante en virtud del inciso segundo que permite una cierta flexibilidad, en casos excepcionales, respecto a la intervención de fiscales, jueces y defensores especializados. Agregó que más bien se presta para relajar aún más las exigencias de especialización del sistema. Asimismo, estuvo en desacuerdo con eliminar el art. 42 del proyecto despachado por la Cámara de Diputados.





El nuevo texto de artículo 43, que pasó a ser 29, fue adoptado en base a la aprobación con enmiendas de la indicación número 126, la cual contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.




La indicación número 131 fue desechada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo.
º º º


La indicación número 132, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, intercala, a continuación del artículo 44, el siguiente, nuevo:


“Artículo x.- Criterios de especialización. Un reglamento establecido por medio de un decreto supremo, dictado por el Ministerio de Justicia, normará los criterios referidos a horas de instrucción y naturaleza de los cursos o estudios rendidos, bajo los cuales deberán entenderse cumplidas las exigencias sobre especialización de fiscales, defensores, jueces y policías.”.


El Fiscal Nacional indicó que esta indicación parece contraria a la autonomía constitucional del Ministerio Público y a la facultad concedida por el artículo 80 I de la Constitución al Fiscal Nacional, en el sentido de que sólo él será la autoridad competente para ejercer labores de superintendencia del servicio, lo que contiene la potestad reglamentaria que luego es desarrollada en el artículo 17 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.


De prosperar esta indicación, añadió, debería adecuarse su texto para especificar que, en el caso del Ministerio Público, corresponderá al Fiscal Nacional dictar dicho Reglamento.





Como consecuencia de los acuerdos referidos a la sustitución de los artículos 38 a 43, el Honorable Senador señor Viera-Gallo retiró su indicación número 132.
º º º

Artículo 44





Dispone lo siguiente:





“Artículo 44.- Capacitación de las policías. Las instituciones policiales incorporarán dentro de sus programas de formación y perfeccionamiento, los estudios necesarios para que los agentes policiales cuenten con los conocimientos relativos a los objetivos y contenidos de la presente ley, a la Convención de los Derechos del Niño y a los fenómenos criminológicos asociados a la ocurrencia de estas infracciones.”.





Carabineros e Investigaciones explicaron que ambas instituciones policiales adecuarán sus mallas curriculares a estos nuevos requerimientos.





La Comisión mantuvo esta disposición en sus mismos términos, con la sola adecuación de su numeración. Ella complementará el Párrafo 2°, referido al sistema de justicia especializada para los adolescentes.

Párrafo 3º

De las medidas cautelares personales

Artículo 45





Esta disposición tiene el siguiente texto:





“Artículo 45.- Detención.- Ninguna persona menor de dieciocho años podrá ser privada de libertad sino por orden del juez competente para conocer de las infracciones a la ley penal cometidas por adolescentes, y después que dicha orden le fuera intimada en forma legal, a menos que fuere sorprendido en la ejecución flagrante de una infracción.”.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 133, 134 y 135.

La indicación número 133, del Honorable Senador señor Stange, suprime el artículo.


Las indicaciones números 134, de los Honorables Senadores Chadwick y Espina, y 135, del Honorable Senador señor Horvath, agregan la siguiente frase final: “y, en este caso, para el único efecto de ser conducido ante la autoridad que correspondiere”.





Carabineros indicó que el proyecto que modifica el Código Procesal Penal, actualmente en trámite de Comisión Mixta (Boletín Nº 3.465-07), contempla un camino expedito para efectuar detenciones en los casos urgentes a que se refiere el artículo 9º de dicha iniciativa y que el proyecto en análisis podría consagrar una vía análoga.


El Fiscal Nacional comentó que la propuesta de Carabineros en orden a hacer ver la conveniencia de establecer el procedimiento de orden verbal de detención propuesto en el proyecto de modificaciones al Código Procesal Penal es pertinente y que procedería contemplar expresamente la facultad de recabar órdenes verbales de detención en casos urgentes.


Agregó que en esta materia, cabe hacer presente un problema: este precepto plantea lo mismo que el artículo 136 del Código Procesal Penal, sin que se fije plazo de horas para poner la persona a disposición de la autoridad, de modo que, en principio, regiría ese artículo en subsidio. En consecuencia, propuso relacionarlo con el artículo 48, en el que se establece para lo mismo un plazo de 24 horas.





El Proyecto Frontera sugirió agregar el siguiente inciso segundo: “El adolescente privado de libertad gozará de todas las garantías y derechos consagrados en el artículo 94 del Código Procesal Penal, además de los que esta ley le reconoce.”.





La Comisión tuvo presente que, actualmente, la Ley de Menores considera un régimen de detención que desaparecería con la entrada en vigencia de esta ley. Sobre esa base, se produjo acuerdo en torno a la idea de mantener dicha regulación especial sin modificaciones, lo que implica trasladarla desde la mencionada ley e incorporarla al proyecto en estudio.





Tomando como base el contenido del artículo 16 de la ley N° 16.618, de Menores, se acordó regular en esta disposición la detención en caso de flagrancia.





La representante del Ministerio Público, abogada señora Manaud, sugirió eliminar, en el inciso primero de la norma que se incluirá en este proyecto, la exigencia de que Carabineros ponga a los menores a disposición del juez de garantía en forma “directa”, como lo prescribe el ya mencionado artículo 16 de la Ley de Menores. Explicó que en la actualidad, esto genera problemas de interpretación con las policías y con algunos tribunales.




Ante esta proposición, el representante de la Defensoría Penal Pública, abogado señor Berríos, propuso que de aceptarse aquel cambio a la ley vigente, se incorpore como contrapeso una norma que establezca que el adolescente sólo podrá declarar lícitamente ante el fiscal si es asistido por su defensor. Ello, con el fin de garantizar la voluntariedad e inteligencia de la renuncia al derecho a guardar silencio.





Ambas cuestiones fueron acogidas.





En virtud de los criterios acordados por la Comisión, este precepto –que pasa a ser artículo 31-, dispone que Carabineros de Chile deberá poner a los menores de dieciocho años y mayores de catorce que se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 129 y 131 del Código Procesal Penal, a disposición del juez de garantía competente en forma inmediata. Agrega que el adolescente sólo podrá declarar ante el fiscal en presencia de un defensor. Dicha detención se regulará, salvo en los aspectos previstos en este artículo, por el párrafo 3° del Título V, del Libro I del Código Procesal Penal. Si se diere lugar a la ampliación del plazo de la detención conforme al artículo 132 de dicho Código, ésta sólo podrá ser ejecutada en los centros de internación provisoria de que trata la presente ley.





Se agrega que la detención de una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados en el inciso anterior, constituirá una infracción grave a dicha obligación funcionaria y será sancionada con la medida disciplinaria que proceda de acuerdo al mérito de los antecedentes, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda haber incurrido el infractor.





En la ejecución de la detención e internación provisoria que sea decretada deberá darse cumplimiento a lo previsto en los artículos 17 de la ley N° 16.618 y 37, letra c), de la Convención sobre los Derechos del Niño. El menor privado de libertad siempre podrá ejercer los derechos consagrados en los artículos 93 y 94 del Código Procesal Penal y 37 y 40 de esa Convención. Los encargados de dichos centros no podrán aceptar el ingreso de menores sino en virtud de órdenes impartidas por el juez de garantía competente.





Se puntualiza que si el hecho imputado al menor fuere alguno de aquellos señalados en el artículo 124 del Código Procesal Penal, Carabineros de Chile se limitará a citar al menor a la presencia del fiscal y lo dejará en libertad, previo señalamiento de domicilio en la forma prevista por el artículo 26 del mismo Código.





Se dispone, finalmente, que las disposiciones contenidas en los incisos anteriores serán aplicables a la Policía de Investigaciones.





Los acuerdos de la Comisión en torno a este precepto fueron recogidos por el Ejecutivo a través de la indicación número 1, presentada por el Jefe de Estado mediante oficio N° 167-353, de fecha 11 de agosto de 2005.





Su texto es el siguiente:





“1) Para sustituir el artículo 48, que pasa a ser 31, por el siguiente:





“Artículo 31.- Detención en caso de flagrancia. Carabineros de Chile deberá poner a los menores de dieciocho años y mayores de catorce que se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 129 y 131 del Código Procesal Penal, inmediatamente a disposición del juez de garantía competente. El adolescente sólo podrá declarar ante el fiscal en presencia de un defensor. Dicha detención se regulará, salvo en los aspectos previstos en este artículo, por el párrafo 3° del Título V, del Libro I del Código Procesal Penal. Si se diere lugar a la ampliación del plazo de la detención conforme al artículo 132 de dicho Código, ésta sólo podrá ser ejecutada en los centros de internación provisoria de que trata la presente ley.





La detención de una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados en el inciso anterior, constituirá una infracción grave a dicha obligación funcionaria y será sancionada con la medida disciplinaria que proceda de acuerdo al mérito de los antecedentes, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda haber incurrido el infractor.





En la ejecución de la detención e internación provisoria que sea decretada en conformidad a la ley, deberá darse cumplimiento a lo previsto en los artículos 17 de la ley N° 16.618 y 37, letra c), de la Convención sobre los Derechos del Niño. El menor privado de libertad siempre podrá ejercer los derechos consagrados en los artículos 93 y 94 del Código Procesal Penal y 37 y 40 de esa Convención. Los encargados de dichos centros no podrán aceptar el ingreso de menores sino en virtud de órdenes impartidas por el juez de garantía competente.





Si el hecho imputado al menor fuere alguno de aquellos señalados en el artículo 124 del Código Procesal Penal, Carabineros de Chile se limitará a citar al menor a la presencia del fiscal y lo dejará en libertad, previo señalamiento de domicilio en la forma prevista por el artículo 26 del mismo Código.





Las disposiciones contenidas en los incisos anteriores serán aplicables a la Policía de Investigaciones.”.”.





La Comisión desechó las indicaciones números 133, 134 y 135 y se aprobó con enmiendas la señalada indicación número 1, presentada por el Presidente de la República mediante el ya citado oficio N° 167-353. Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 46





Dispone lo que sigue:





“Artículo 46.- Formalidades del arresto y la detención. El funcionario que practicare el arresto o la detención deberá informar al adolescente imputado acerca del motivo de la misma y, en su caso, señalarle la autoridad que la hubiere ordenado. Asimismo, deberá darle a conocer sus derechos de acuerdo con lo dispuesto en el Código Procesal Penal.”.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 136, 137 y 138.

La indicación número 136, del Honorable Senador señor Stange, propone suprimirlo.


Las indicaciones números 137, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 138, del Honorable Senador señor Horvath, agregan el siguiente inciso nuevo:


“En todo caso, se pondrá en conocimiento de los padres del adolescente o de las personas que lo tengan legalmente a su cuidado, el hecho de la detención, sus motivos y la autoridad que la decretó, en su caso.”.





La Fundación Tierra de Esperanza opinó que respecto de las formalidades del arresto no se contempla el aviso al adulto responsable, como sí se hace para los menores de 14 años.




Considerada esta disposición, la Comisión acordó suprimirla.





En consecuencia, se acogió la indicación número 136 y se desecharon las indicaciones números 137 y 138. Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 47





El texto de este precepto es el siguiente:





“Artículo 47.- Citación y no comparecencia del imputado. Cuando fuere necesaria la presencia de un adolescente imputado ante el tribunal, éste dispondrá su citación, de acuerdo con lo previsto en el Código Procesal Penal. La no comparecencia injustificada del imputado ante el juez que lo ha citado, autorizará a que éste ordene su conducción ante su presencia por medio de la fuerza pública.





En forma excepcional, y a petición del Ministerio Público, el juez podrá ordenar la detención del adolescente imputado de una infracción de las que trata esta ley, para ser traído a su presencia, sin previa citación, cuando existan antecedentes que demuestren que de otra forma la comparecencia pueda verse demorada o dificultada con riesgo para la investigación.”.

 



Este artículo fue objeto de las indicaciones números 139, 140 y 141.

La indicación número 139, del Honorable Senador señor Stange, reemplaza su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 47.- Citación y no comparecencia del imputado. Cuando fuere necesaria la presencia de un adolescente imputado ante el tribunal, éste dispondrá su citación, de acuerdo con lo previsto en el Código Procesal Penal. La no comparecencia injustificada del imputado ante el Juez que lo ha citado, autorizará a que éste ordene su arresto por medio de la fuerza pública.”.


La indicación número 140, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, intercala, a continuación de su inciso primero, el siguiente, nuevo:





“La citación será puesta en conocimiento, por escrito, de los padres del adolescente o de las personas que lo tengan a su cuidado, advirtiéndoles de las consecuencias de la no comparecencia injustificada del citado.”.


La indicación número 141, del Honorable Senador señor Horvath, intercala, a continuación de su inciso primero, el siguiente, nuevo:





“La citación será puesta en conocimiento, por escrito, de los padres del adolescente o de las personas que lo tengan a su cuidado, advirtiéndoles de las consecuencias de la no comparecencia del citado.”.


El Fiscal Nacional explicó que las indicaciones que establecen como requisito previo la citación a los padres del imputado que no comparece para advertirles las consecuencias de la incomparecencia no justificada, parecen positivas. Agregó que esta innovación podría matizarse, ya que en caso de niños que vivan desde temprana edad en situación de abandono será difícil definir quienes son sus padres y carecerán de adultos que los tengan actualmente bajo su cuidado, como ocurre con aquellos adolescentes que residen habitualmente en la vía pública, formando pequeñas comunidades o ”caletas”. Dado ello, de prosperar estas indicaciones, sería aconsejable consultar una frase que señale: “a menos que ello fuera materialmente impracticable, por ignorarse la identidad o paradero de dichas personas”.

Expresó, además, que en un estudio interno del Ministerio Público se consideró la conveniencia de modificar el inciso segundo para suprimir la frase que condiciona la orden de detención a que el juez califique si, al no despacharse, existe “riesgo para la investigación”. Se hizo ver que la orden es de todos modos facultativa para el juez, quien debe evaluar si es necesario impartirla a fin que la comparecencia no se vea demorada o dificultada, resultando redundante la condición indicada.





Considerada esta norma, la Comisión acordó desecharla.





En consecuencia, se acogieron con enmiendas las indicaciones números 139, 140 y 141, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 48





Dispone lo siguiente:





“Artículo 48.- Citación, registro y detención en casos de flagrancia. El adolescente que fuere sorprendido in fraganti cometiendo una infracción a la ley penal que no se encuentre sancionada con penas privativas ni restrictivas de la libertad, será citado a la presencia del fiscal, previa comprobación de su domicilio.





La policía podrá registrar las vestimentas, el equipaje o el vehículo de la persona que será citada.





Asimismo, podrá conducir al imputado al recinto policial, para efectuar allí la citación.





En el caso de ser sorprendido el adolescente en la comisión flagrante de una infracción grave, deberá procederse a su detención.





En aquellos casos en que los agentes policiales hayan procedido a detener a un adolescente sorprendido en la comisión flagrante de una infracción a la ley penal, según lo dispuesto en el inciso anterior, deberán comunicarla de inmediato al fiscal, para los efectos de que éste adopte la decisión de que el detenido sea dejado en libertad o sea conducido ante el juez, dentro del plazo máximo de 24 horas desde que se hubiere practicado la detención. El fiscal comunicará su decisión al defensor en el momento en que la adopte.”.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 142 a 150.

La indicación número 142. del Honorable Senador señor Horvath, lo sustituye por el siguiente:





“Artículo 48.- Citación, registro y detención en casos de flagrancia. El adolescente que fuere sorprendido in fraganti cometiendo una infracción a la ley penal que no se encuentre sancionada con penas privativas ni restrictivas de la libertad, será citado a la presencia del fiscal, previa comprobación de su domicilio. En tal caso, será conducido a un recinto policial o a su domicilio, con la finalidad de devolverlo a sus padres o a la persona legalmente encargada de su cuidado.

 



Si el adolescente fuere conducido al recinto policial, se adoptarán las medidas necesarias para informar a su familia o a las personas que se encuentren a su cuidado del lugar en el que se encuentra. Al devolver al adolescente a sus padres o a la persona encargada de su cuidado, se los apercibirá por escrito del hecho de la citación y de las consecuencias de la no comparecencia del adolescente.




La policía podrá registrar las vestimentas, el equipaje o el vehículo en que se encuentra el adolescente que será citado.





En el caso de ser sorprendido el adolescente en la comisión flagrante de una infracción grave, deberá procederse a su detención, dándose cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del  artículo 46.


En aquellos casos en que los agentes policiales hayan procedido a detener a un adolescente sorprendido en la comisión flagrante de una infracción a la ley penal, según lo dispuesto en el inciso anterior, deberán comunicarla de inmediato al fiscal, para los efectos de que éste adopte la decisión de que el detenido sea dejado en libertad o sea conducido ante el juez, dentro del plazo máximo de 24 horas desde que se hubiere practicado la detención. El fiscal comunicará su decisión al defensor en el momento en que la adopte.”.


La indicación número 143, del Honorable Senador señor Stange, reemplaza su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 48.- Citación, registro y detención en casos de flagrancia. El adolescente que fuere sorprendido in fraganti cometiendo una infracción a la ley penal que no se encuentra sancionada con penas privativas ni restrictivas de la libertad, será puesto a disposición del fiscal.”.





La indicación número 144, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, agrega, a su inciso primero, la siguiente oración: “En tal caso, será conducido a un recinto policial o a su domicilio, con la finalidad de devolverlo a sus padres o a la persona legalmente encargada de su cuidado.”.


La indicación número 145, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, intercala, a continuación de su inciso primero, el siguiente, nuevo:





“Si el adolescente fuere conducido al recinto policial, se adoptarán las medidas necesarias para informar a su familia o a las personas que se encuentren a su cuidado del lugar en el que se encuentra. Al devolver al adolescente a sus padres o a la persona encargada de su cuidado, se los apercibirá por escrito del hecho de la citación y de las consecuencias de la no comparecencia del adolescente.”.

La indicación número 146, del Honorable Senador señor Stange, sustituye su inciso segundo por el siguiente:


“En todos los casos, la policía podrá registrar las vestimentas, el equipaje o el vehículo de la persona que será puesta a disposición del fiscal.”.





La indicación número 147, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, reemplaza, en su inciso segundo, la frase “el vehículo de la persona que será citada” por “el vehículo en que se encuentra el adolescente que será citado”.


La indicación número 148, del Honorable Senador señor Stange, sustituye su inciso tercero por el siguiente:


“Asimismo, podrá detener al imputado para trasladarlo al recinto policial, para efectuar allí los trámites de comparecencia ante el fiscal.”.


La indicación número 149, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, agrega, a su inciso cuarto, la frase “, dándose cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 46”.


La indicación número 150, del Presidente de la República, reemplaza, en su inciso final, las frases que se inician con las palabras “deberán comunicarla” hasta el final del inciso, por las siguientes: “deberán ponerlo a disposición del tribunal de garantía competente de inmediato, dando comunicación al fiscal y al defensor”.





La Fundación Tierra de Esperanza indicó que esta norma presenta dos incompatibilidades que son, en verdad, un pre-apremio del citado, antes de determinar su culpabilidad. Sostuvo que no existe ningún fundamento para registrar al citado ni para conducirlo al recinto policial. Se trata de una verdadera detención por sospecha, que es ilegal tras su derogación en materia procesal penal sustantiva, además de una discriminación, ya que no existe situación similar para los adultos.





El Profesor Juan Pablo Hermosilla expresó que el registro de vestimenta, equipaje y vehículo a que se refiere el inciso segundo, debe ser excepcional por la seguridad del policía y porque el vehículo se considera recinto privado. Además, tiene que existir un riesgo fundado que lo justifique.





El Defensor Nacional acotó que, en el inciso final, debe reducirse el plazo de 24 horas, fijarse un plazo para informar al fiscal y establecerse en forma obligatoria que se debe dar aviso al defensor.





Carabineros agregó que el inciso final presenta una diferencia en relación al sistema de adultos en cuanto al plazo dentro del cual la policía debe comunicar al fiscal la detención de un menor en caso de flagrancia. El proyecto indica que dicha comunicación debe hacerse “de inmediato”; en cambio, tratándose de un adulto, el inciso segundo del artículo 131 del Código Procesal Penal fija un lapso de 12 horas para estos mismos fines.





En relación a esta norma, el Fiscal Nacional formuló las siguientes proposiciones:

a) Hizo presente que la materia es tratada en forma contradictoria en los artículos 36, 45 y 48, disposiciones que debieran ser puestas en concordancia.

b) Sugirió especificar las infracciones penales que permiten la detención por flagrancia, ya que, de mantenerse el texto propuesto, se extendería la facultad a más casos que los permitidos en el Código Procesal Penal, que no contempla esta medida respecto de los números 1 y 3 del artículo 494 del Código Penal.

c) Propuso sustituir, en el inciso 2° del artículo 48, la frase “de la persona que será citada” por la expresión “el adolescente” o, en su defecto, “el imputado”, para evitar el absurdo de que se pueda registrar a quien será citado, pero no a quien es detenido.

d) Recomendó complementar el inciso final respecto del caso en que el fiscal adopte la decisión de mantener la detención y el adolescente carezca de abogado, agregando la siguiente frase: “a menos que el adolescente careciera de asesoría letrada, caso en que lo conminará a designar un abogado de confianza o a aceptar la designación de un defensor penal público, en subsidio.” como frase final de este inciso.


Puntualizó que ciertas indicaciones recogen algunas de las inquietudes planteadas. Destacó el hecho de que una de ellas proponga introducir un inciso para poner la detención en conocimiento de los padres. Al respecto, señaló que es de interés una sección de la indicación presentada por el Honorable Senador señor Horvath que sustituye la mención a la revisión del “vehículo de la persona que será citada” por el “vehículo en que se encuentra el adolescente que será citado”, expresión que si bien no es del todo feliz, ya que aún se refiere sólo a quien será citado, extiende el supuesto de aplicación a vehículos de propiedad de un tercero, lo que será frecuentemente una realidad.


También en cuanto a esta materia, consideró deseable agregar una remisión al artículo 85 del Código Procesal Penal, para no inducir a error respecto de que estas medidas sólo operarían en caso de flagrancia. Una redacción en este sentido podría ser: “Lo anterior es sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto respecto del control de identidad, en el artículo 85 del Código Procesal Penal, en los casos en que ello sea pertinente.”.




Considerada esta disposición, la Comisión resolvió desecharla. Como se ha visto, la detención en caso de flagrancia fue analizada y resuelta a propósito del artículo 45.





En consecuencia, se acogieron con enmiendas las indicaciones números 142 a 150, para los efectos de rechazar este precepto. Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita.

º º º


Enseguida, las indicaciones números 151, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 152, del Honorable Senador señor Horvath, intercalan, a continuación del artículo 48, el siguiente, nuevo:





“Artículo…- Control de identidad. Son aplicables a los adolescentes las normas sobre control de identidad previstas en el Código Procesal Penal.”.





La Comisión desechó las indicaciones números 151 y 152. Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita.

º º º

Artículo 49





Dispone lo siguiente:





“Artículo 49.- Medidas cautelares del procedimiento. Para los efectos de garantizar el éxito de diligencias de la investigación, proteger al ofendido y asegurar la comparecencia del adolescente a los actos del procedimiento, podrá imponérsele una o más de las siguientes medidas cautelares personales:





a) Prohibición de salir del país, de la localidad en la cual residiere o del ámbito territorial que el juez determine;





b) Prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, o de visitar determinados lugares;





c) Prohibición de aproximarse al ofendido o a su familia o a otras personas;





d) Prohibición de comunicarse con determinadas personas, siempre que no se afecte el derecho a defensa;





e) Obligación de concurrir periódicamente al tribunal, ante la autoridad policial u otra que el juez determine.





Asimismo, tratándose de la imputación de infracciones graves y sólo cuando los objetivos antes expuestos no pueden ser alcanzados mediante la aplicación de alguna de las medidas que señala el inciso anterior, podrá solicitarse la aplicación de alguna de las siguientes:





a) Arresto domiciliario, o 





 b) Internación provisoria en un centro cerrado.





La aplicación de la medida cautelar personal de internación provisoria en un centro cerrado, sólo podrá decretarse cuando aparezca como estrictamente indispensable.





Asimismo, el incumplimiento flagrante de las medidas cautelares personales de que trata este artículo, autorizará al agente policial para detener al adolescente imputado, con el único fin de que sea llevado ante el juez de garantía, para que éste disponga la medida cautelar necesaria a fin de continuar con el procedimiento, sin perjuicio de las demás peticiones que efectúen los intervinientes en la misma audiencia.”.





El Profesor Cousso indicó que el proyecto no asegura el éxito de las medidas cautelares no privativas de libertad. Aunque existan en cada región, si los programas de libertad asistida o los sistemas de servicios en beneficio de la comunidad se sitúan a 80 o 150 kilómetros del domicilio del adolescente, no son una opción real para él, lo que favorece el uso de sanciones inapropiadas.





La Fundación Tierra de Esperanza hizo presente que este artículo merece dos observaciones: ¿Por qué no se ha incorporado la asistencia a espectáculos públicos como sanción, por ejemplo, opcional al arresto de fin de semana? Además, existe una incongruencia en el tratamiento de las medidas cautelares con respecto al Código Procesal Penal, ya que allí se requiere formalización de la investigación para aplicarlas y aquí esto no se señala.





Investigaciones advirtió que no es conveniente que una institución policial desarrolle la misión que le confía la letra e), ya que ello tiende a la estigmatización social del adolescente. Por lo tanto, sería más apropiado para el proceso de reinserción social del infractor, que dicho control sea realizado por un organismo especializado, como puede ser el mismo SENAME, que, por lo demás –y en conformidad a lo preceptuado en el artículo 80- llevará un registro reservado sobre las sanciones impuestas.


Carabineros acotó que las medidas cautelares personales enumeradas en esta norma son prácticamente las mismas del artículo 155 del Código Procesal Penal, de manera que habría una redundancia. Sólo se agrega, como nueva, la internación provisoria en centro cerrado, en la letra b) del inciso segundo.


El Fiscal Nacional indicó que respecto al inciso final, en lo concerniente a la detención en caso de incumplimiento de medidas cautelares, se aconseja modificarlo para establecer que el funcionario aprehensor debe comunicar la detención al fiscal y éste decidirá si presenta o no el adolescente ante el juez para el solo efecto de solicitar la sustitución de la medida cautelar incumplida. Todo ello, sin perjuicio de las demás peticiones de los intervinientes.


Para ello, propuso sustituir la redacción de este inciso por la siguiente:





“Asimismo, el incumplimiento flagrante de las medidas cautelares personales de que trata este artículo, autorizará al agente policial para detener al adolescente imputado. Esta situación deberá ser comunicada en forma inmediata al fiscal, quien decidirá si el detenido es dejado en libertad o conducido ante el juez de garantía, con el fin de que éste disponga la medida cautelar necesaria a fin de continuar con el procedimiento.”.




La Comisión estimó conveniente establecer una regla en virtud de la cual la internación provisoria en un centro cerrado sólo serán procedentes tratándose de la imputación de crímenes, debiendo aplicarse cuando los objetivos señalados en el inciso primero del artículo 155 del Código Procesal Penal no pudieren ser alcanzados mediante la aplicación de alguna de las demás medidas cautelares personales.





Esta disposición pasa a ser artículo 32.





El Ejecutivo recogió estos acuerdos en la indicación número 2 contenida en el oficio N° 167-353, de 11 de agosto de 2005, cuyo texto es el que sigue: 





2) Para sustituir el artículo 49, que pasa a ser 32, por el siguiente:





“Artículo 32.- Medidas cautelares del procedimiento. La internación provisoria en un centro cerrado y el arresto domiciliario sólo serán procedentes tratándose de la imputación de crímenes, debiendo aplicarse cuando los objetivos señalados en el inciso primero del artículo 155 del Código Procesal Penal no pudieren ser alcanzados mediante la aplicación de alguna de las demás medidas cautelares personales.”.”.





Para estos efectos, la Comisión aprobó con modificaciones la recién transcrita indicación número 2 del Presidente de la República. Dicho acuerdo contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

º º º





La indicación número 153, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, intercala, a continuación del artículo 49, el siguiente, nuevo:


“Artículo…- En los casos de adolescentes imputados por las infracciones a que se refiere el inciso tercero del artículo 19, podrá decretarse como medida cautelar el arresto de fin de semana domiciliario o en centro semicerrado, combinado con libertad asistida. Esta medida se considerará privativa de libertad para todos los efectos señalados en el artículo anterior.”.


El Honorable Senador Zaldívar, don Andrés, en concordancia con el acuerdo anterior, retiró su indicación número 153.

º º º

Artículo 50





Dispone lo siguiente:





“Artículo 50.- Proporcionalidad de las medidas cautelares. En ningún caso podrá el juez dar lugar a una medida que aparezca como desproporcionada en relación con la sanción probable en caso de condena.”.





Respecto de esta norma, no se presentaron indicaciones.





La Comisión la mantuvo, introduciéndole solamente modificaciones de tipo formal y adecuando su numeración.





Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 51





Este artículo tiene el siguiente texto:





“Artículo 51.- Permiso de salida diaria. Tratándose del adolescente imputado que se encuentre sujeto a una medida de internación provisoria, el juez podrá, en casos calificados, concederle permiso para salir durante el día, siempre que con ello no se vulneren los objetivo de la medida. Al efecto, el juez podrá adoptar las providencias que estime convenientes.”.





Respecto de esta norma, no se presentaron indicaciones.





La Comisión le introdujo ajustes meramente formales, además de adecuar su numeración.





Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 52





Dispone lo siguiente:




“Artículo 52.- Carácter provisional de las medidas cautelares. Las medidas indicadas en el artículo 49 son esencialmente provisionales y revocables.





Podrán, empero, en casos calificados, y mediando resolución fundada del tribunal, durar hasta el término del juicio o, incluso, hasta la audiencia de lectura de la sentencia, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 152 del Código Procesal Penal.”.





Respecto de esta norma, no se presentaron indicaciones. No obstante, la Comisión la consideró innecesaria por tratarse de una norma de tipo general. Por ello, resolvió desecharla.





Este acuerdo lo adoptó la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

Artículo 53





Dispone lo siguiente:




“Artículo 53.- Solicitud de término de las medidas cautelares. El imputado siempre podrá solicitar que se ponga término a cualquiera de las medidas cautelares del procedimiento adoptadas en su contra o pedir su reemplazo por otra que cumpla satisfactoriamente los objetivos que justificaron su imposición.”.





Respecto de esta norma, no se presentaron indicaciones; sin embargo, la Comisión la consideró poco clara e innecesaria, por lo cual resolvió desecharla.





Este acuerdo lo adoptó la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita, en conformidad a lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

Artículo 54





Este precepto es del siguiente tenor:




“Artículo 54.- Apelación en las medidas cautelares. La resolución que dé lugar a una medida de internación provisoria o que niegue la solicitud de su término, será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva. La tramitación de la apelación no suspenderá el procedimiento ni la aplicación de la medida.”.





Se presentó la indicación número 154, del Presidente de la República, para agregar el siguiente inciso nuevo:


“Lo dispuesto es sin perjuicio de la procedencia de dicho recurso respecto de las demás medidas cautelares, conforme a las reglas generales.”.


El Fiscal Nacional advirtió que conforme a este artículo, sólo es apelable la resolución que da lugar o deniega poner término a una medida cautelar privativa de libertad. Por ello, debe extenderse este recurso a los casos en que la decisión sea denegar la medida o mantenerla, es decir, ampliar la apelación a todos los casos de decisión de medidas cautelares y no sólo a algunos. Precisó que ello es consistente con lo señalado por la indicación número 154 del Ejecutivo.





La Fundación Tierra de Esperanza expresó que en esta materia existirá una legislación más rigurosa para adolescentes que para adultos. Explicó que las medidas cautelares en el proceso penal pueden apelarse y suspenderse, pero aquí se señala expresamente al tribunal de alzada que no pueden suspenderse. Se deroga para este efecto, tácitamente, la orden de no innovar.





Por las razones señaladas por el Fiscal Nacional y considerando que esta situación está regulada por el Código Procesal Penal en forma clara y amplia, la Comisión estimó preferible rechazar esta disposición.





En consecuencia, se aprobó con modificaciones la indicación número 154, para los efectos de desechar este precepto. Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Párrafo 4º

Inicio de la persecución de la responsabilidad por la infracción a la ley penal por parte de un adolescente

Artículo 55





Dispone lo siguiente:





“Artículo 55.- Principio de oportunidad. Los fiscales del Ministerio Público no podrán iniciar la persecución de la responsabilidad penal de un adolescente o deberán abandonar la ya iniciada, cuando consideren que ello resulta conveniente para la mejor solución del conflicto jurídico-penal o para la vida futura del imputado, salvo en los casos de las infracciones a que se refieren las letras a), b), c), d), e), f) y g) del artículo 7º.





La víctima podrá oponerse a la decisión del fiscal reclamando de ella ante el juez de garantía en el término de diez días. Presentado el reclamo ante el juez, se citará a una audiencia a todos los intervinientes y, previo a resolver, se abrirá debate sobre el punto.





Si se acoge la oposición, el Ministerio Público deberá continuar con la investigación, de acuerdo a las reglas generales.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 155 a 160.




La indicación número 155, del Honorable Senador señor Cordero, suprime este artículo.





Las indicaciones números 156, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 157, del Honorable Senador señor Horvath, reemplazan, en su inciso primero, la frase “salvo en los casos de las infracciones a que se refieren las letras a), b), c), d), e), f) y g) del artículo 7º” por “salvo que se trate de alguna de las infracciones a la ley penal previstas en el artículo 7º”.





La indicación número 158, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, sustituye, en su inciso primero, la frase “refieren las letras a), b), c), d), e), f) y g) del” por “refiere el”.





La indicación número 159, del Honorable Senador señor Stange, reemplaza sus incisos segundo y tercero por los siguientes:





“La víctima y los ofendidos podrán oponerse a la decisión del Fiscal reclamando de ella ante el Juez de Garantía en el término de diez días.





Presentada la reclamación ante el Juez, se citará a una audiencia a todos los intervinientes y previo a resolver se abrirá debate sobre el punto.”.





La indicación número 160, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, agrega los siguientes incisos nuevos:





“Si al momento de cometer las infracciones señaladas en el inciso primero de este artículo, el adolescente se hallare en estado de intoxicación por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos, o cometió la infracción, a causa de su dependencia, para procurarse estas sustancias, el Ministerio Público no iniciará la persecución penal y podrá enviar los antecedentes al Juez de Familia correspondiente al domicilio del adolescente, para que éste disponga, si correspondiere, la aplicación de medidas terapéuticas ambulatorias de protección.





Frente a esta decisión del Ministerio Público, no procederá la oposición, salvo en casos especialmente calificados por el Juez.”.


Carabineros formuló tres órdenes de observaciones a esta disposición.


a) En primer término, hizo presente que este párrafo se inicia con una reproducción del principio de oportunidad del artículo 170 del Código Procesal Penal, pero yerra en su intento. Dice el artículo 55: “Los fiscales del Ministerio Público no podrán iniciar la persecución de la responsabilidad penal de un adolescente...”. Luego recordó que, sin embargo, el artículo 170 del señalado Código dice que “Los fiscales del Ministerio Público podrán no iniciar la persecución penal...”. De esta forma, opinó, la alteración en el orden de las palabras cambia la concepción y esencia del principio de oportunidad.


b) Luego connotó que este precepto agrega otras dos causales diferentes que se entienden como complementarias de las del artículo 170 del Código Procesal Penal y que ampliarían el espectro de posibilidades para que el fiscal aplique este principio a los adolescentes. Las dos nuevas causales consisten en que ello resulte conveniente para la mejor solución del conflicto jurídico-penal o para la vida futura del imputado, salvo en los casos de las infracciones graves a que se refieren las letras a) a g) del artículo 7º del proyecto, cuales son:

a) homicidio,

b) violación,

c) secuestro y sustracción de menores,

d) mutilaciones y lesiones graves tipificadas en el artículo 397 Nº 1 del Código Penal,

e) robo con violencia en las personas,

f) asociación ilícita para el tráfico de drogas, prevista en el artículo 22 de la ley Nº 19.366, y aquella que tenga por objeto la comisión de delitos terroristas conforme lo dispuesto en el artículo 2º, Nº 5, de la ley Nº 18.314, y

g) robo con intimidación en las personas, en que se amenace a la víctima con causarle la muerte, violación o un grave daño a su integridad física.





Sin embargo, según el proyecto procedería la aplicación del principio de oportunidad en el caso de la letra h) del artículo 7º, que corresponde al robo con fuerza en las cosas en lugares habitados, regulado en el artículo 440 del Código Penal.





c) Finalmente, en cuanto a la oposición a la aplicación del principio de oportunidad por parte de la víctima, dijo que el mecanismo es el mismo del artículo 170 del Código Procesal Penal, pero se omite el reclamo jerárquico contemplado en el inciso sexto de ese precepto, ante las autoridades del Ministerio Público. Quizá por la invocación del carácter supletorio del Código Procesal Penal en el artículo 36 del proyecto, podría entenderse que existe este reclamo jerárquico para la víctima si el juez de garantía coincide en ello, pero en tal caso no debieran repetirse en tantas oportunidades las disposiciones de dicho Código, sino que sólo consignarse las innovaciones que alteren las reglas generales.





Los miembros de la Comisión tuvieron presente que esta materia convenía relacionarla con lo relativo a los acuerdos reparatorios y con la idea de la mediación-reparación.





Connotaron que esta disposición consagraría un criterio que resulta más restrictivo que el del artículo 170 del Código Procesal Penal. Por otra parte, se resaltó que la distinción de infracciones graves que el artículo 7º del proyecto planteaba fue desechada. En consecuencia, en principio se estimó preferible mantener la norma general contemplada por la ya mencionada norma del Código Procesal Penal. Se señaló que podría agregarse que, en todo caso, este principio podría fundarse en que su aplicación resulta conveniente para la mejor solución del conflicto jurídico-penal o para la vida futura del imputado.





La representante del Ministerio Público, señora Manaud, también manifestó su preferencia por sujetar esta materia a las reglas generales, para lo cual podría simplemente eliminarse este artículo 55.




Le pareció discutible confiar a los fiscales la decisión de que un delito importante, con penas de hasta 3 o 5 años pueda, lisa y llanamente, no ser investigado. Esto, dijo, contraría el concepto y las finalidades del principio de oportunidad tanto en doctrina como en derecho comparado, en cuanto a que debe regir para delitos de bagatela, que recargan el sistema penal sin mayor justificación.




Calificó como subjetivo el ejercicio de ponderar el concepto de vida futura del menor, especialmente porque puede resultar contrario al interés público cuando se trate de delitos o hechos que lo comprometan gravemente. Agregó que, por lo demás, ya el concepto de “comprometer gravemente el interés público” es relativo.




En definitiva, propuso establecer en esta disposición únicamente que, para los efectos del ejercicio del principio de oportunidad establecido en el artículo 170 del Código Procesal Penal, los fiscales tendrán en especial consideración la incidencia que su decisión podría tener en la vida futura del adolescente imputado.




A su vez, el antes mencionado Grupo de Trabajo expresó que, tratándose de menores de 16, esta herramienta debiera ponderarse más ampliamente.





Sugirió mantener la norma aprobada por la Cámara de Diputados, permitiendo los acuerdos reparatorios con algún mayor alcance y disponiendo la presencia de los padres en la audiencia respectiva como parte de la finalidad educativa del proceso. Al efecto, planteó la siguiente redacción:





“Artículo 35 bis.- Acuerdos reparatorios. El imputado y la víctima podrán convenir acuerdos reparatorios, los que el juez de garantía aprobará en audiencia a la que citará a los intervinientes para escuchar sus planteamientos. Siempre que fuere posible, el imputado comparecerá con sus padres o con quien lo tuviere a su cuidado, a objeto que éstos colaboren con la generación del acuerdo y posibiliten su posterior cumplimiento.





El juez podrá rechazar el acuerdo reparatorio:





a) Si el consentimiento de los que lo hubieren celebrado no apareciere libremente prestado;





b) Si el delito es de aquellos calificado como grave según el art. XXX.





El Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública procurarán disponer de equipos especializados destinados a ofrecer o mediar entre la víctima y el imputado para favorecer estos acuerdos, además de los programas de reparación a la víctima financiados por el SENAME.





Una vez producido el acuerdo o cumplidos los compromisos de reparación asumidos con la víctima o perjudicado por el delito o falta cometido, el imputado o su representante podrá solicitar del juez el sobreseimiento definitivo del caso.”.





El abogado señor Maldonado expresó que si bien el Ministerio de Justicia coincidía en esta materia con el texto aprobado en general, también compartía el criterio de establecer un mecanismo de mediación o reparación, según lo propuesto por el Grupo de Trabajo.





Por su parte, el representante de la Defensoría Penal, señor Berríos, informó que las experiencias de mediación penal juvenil observadas en distintos países exhiben resultados alentadores. No obstante, advirtió que consideraba necesario otorgar al juez de garantía facultades para desechar dichos acuerdos en determinadas circunstancias. Asimismo, estimó indispensable hacer operar en el ámbito juvenil un registro de estos acuerdos, de manera que sea posible verificar que el imputado ha cumplido las condiciones que el juez impuso al aprobar un acuerdo de este tipo y que reúne, en consecuencia, los requisitos para acogerse a un nuevo acuerdo reparatorio.





El abogado señor Maldonado presentó algunas redacciones alternativas, que acogen las ideas recién planteadas. Propuso un conjunto de tres normas, la primera de las cuales permitiría la aplicación del principio de oportunidad respecto de ilícitos que no constituyan crímenes; la segunda, la procedencia de los acuerdos reparatorios en el caso de delitos patrimoniales culposos y de infracciones que no constituyan crímenes, y la tercera, la mediación- reparación. En esta última, se señala que, sin perjuicio de lo prescrito en las dos normas anteriores, el Servicio Nacional de Menores establecerá programas que favorezcan el encuentro y solución del conflicto entre la víctima y el imputado y que, asimismo, el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública procurarán generar intervenciones con la misma finalidad.





En definitiva, la Comisión estimó que el sistema procesal penal actual ha dado muestras de eficiencia en la materia en análisis, razón por la cual no parece necesario introducirle cambios. En razón de la anterior, coincidió con la proposición de la representante del Ministerio Público en orden a señalar que el principio de oportunidad se ejercerá según lo establecido por el artículo 170 del Código Procesal Penal y que en ello, los fiscales tendrán en especial consideración la incidencia que su decisión podría tener en la vida futura del adolescente.





En consecuencia, las indicaciones números 156, 157, 158 y 159 fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Los mismos señores Senadores rechazaron la indicación número 155. La indicación número 160 fue retirada por su autor, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés.

º º º





La indicación número 161, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, intercala, a continuación del artículo 55, el siguiente, nuevo:





“Artículo…- Cuando, en los casos señalados en el inciso primero del artículo anterior, el fiscal considere inconveniente aplicar el principio de oportunidad atendida la necesidad de responsabilizar al adolescente, podrá optar por renunciar a la persecución penal, sometiendo al procedimiento contravencional regulado en el Título V, a aquellos casos de simples infracciones que, dada su escasa gravedad o la poco significativa participación del adolescente, no comprometan seriamente el interés público, o respecto de los cuales, considerando su edad y demás circunstancias del hecho, no sea aconsejable someter al adolescente a un procedimiento o una sanción penal de adolescentes.





En tal caso, el fiscal deberá citar al adolescente para que comparezca a primera audiencia ante el juez de garantía. Con todo, tratándose de un adolescente detenido, podrá ponerlo directamente a disposición del juez de garantía, asegurando que en ningún caso transcurran más de 24 horas entre la detención y la celebración de la audiencia.”.





En consideración al acuerdo precedentemente consignado, esta indicación fue retirada por su autor, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés.

º º º

Artículo 56

 



Dispone lo siguiente:




“Artículo 56.- Primera audiencia. En la primera audiencia judicial será obligatoria la presencia del fiscal, del defensor y del imputado.





En todo caso, deberá notificarse de la audiencia a la víctima y a los padres del adolescente o a la persona que lo tenga bajo su cuidado. Si el juez lo considera necesario, se permitirá la intervención de la víctima y de los padres del adolescente o de quien lo tuviere a su cuidado, si comparecieren a la audiencia.”.


Respecto de esta norma no se presentaron indicaciones. Sin embargo, la Comisión estimó necesario precisar su redacción de manera de establecer con claridad que de la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado se notificará también a sus padres o a quien lo tenga bajo su cuidado y que el juez, si lo considera necesario, permitirá la intervención de éstos si comparecieren a la audiencia.





Este acuerdo se adoptó unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 57





El texto de este artículo es el siguiente:




“Artículo 57.- Acuerdos reparatorios. El imputado y la víctima podrán llegar a acuerdos reparatorios, los que el juez de garantía conocerá en audiencia a la que citará a los intervinientes para escuchar sus planteamientos. Siempre que fuere posible, el imputado comparecerá con sus padres o, en su defecto, con quien lo tuviere a su cuidado, a objeto que éstos colaboren con la generación del acuerdo y posibiliten su posterior cumplimiento.





En la audiencia, el juez podrá aprobar o rechazar el acuerdo reparatorio, para lo que deberá considerar las siguientes circunstancias:





a) Si los interesados han concurrido a prestar su consentimiento en forma libre y con pleno conocimiento de sus derechos;





b) Que el delito no sea de aquéllos a que se refieren las letras a), b), c),d), e),f) y g) del artículo 7º, y





c) Que las obligaciones que haya contraído el imputado en el acuerdo satisfagan el interés de la víctima y conlleven un efecto educativo en el infractor. Asimismo, verificará el compromiso manifestado por los padres del imputado o de quienes lo tengan bajo su cuidado.





El Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública procurarán disponer de equipos especializados destinados a mediar entre la víctima y el imputado para favorecer estos acuerdos.”.





A esta disposición se presentaron las indicaciones números 162, 163 y 164.





La indicación número 162, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, sustituye la letra b) por la siguiente:





“b) Que no se trate de alguna de las infracciones a la ley penal previstas en el artículo 7º, y.”.





La indicación número 163, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza la letra b) por la siguiente:





“b) Que no se trate de una infracción grave, de acuerdo a lo indicado en el artículo 7º, y.”.





La indicación número 164, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, sustituye en la letra b) la frase “refieren las letras a), b), c), d), e), f) y g) del” por “refiere el”.


El Fiscal Nacional expresó que esta norma difiere del artículo 241 del Código Procesal Penal pues otorga al juez un rol decisivo en cuanto a valorar si el acuerdo satisface el interés de la víctima y conlleva un papel educativo. Lo hace improcedente en los casos de las infracciones graves del artículo 7º, salvo la letra h), relativa al robo con fuerza en las cosas.


Por otra parte, agregó que este artículo 57, si bien señala que el fiscal será citado a la audiencia como interviniente, indica que sólo lo será para escuchar los planteamientos del caso. En cambio, el artículo 241 confiere al fiscal el derecho a solicitar el rechazo del acuerdo en determinados casos.


Además, connotó que el referido artículo 57 agrega que el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública procurarán tener equipos especializados para favorecer los acuerdos.


Opinó que debe suprimirse el papel protagónico del juez en los acuerdos reparatorios, eliminando la exigencia de que éste concurra a aprobarlo, sin perjuicio de su función de control de legalidad. Al respecto, propuso la siguiente redacción para este precepto:


“Artículo 57-. Acuerdos Reparatorios. El imputado y la víctima podrán llegar a acuerdos reparatorios, los que el juez de garantía conocerá en audiencia a la que citará a los intervinientes, para escuchar sus planteamientos. Siempre que fuere posible, el imputado comparecerá con sus padres o, en su defecto, con quien lo tuviere a su cuidado, a objeto que éstos colaboren con la generación del acuerdo y posibiliten su posterior cumplimiento.


En la audiencia se aprobará el acuerdo, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

a) Si víctima e imputado han concurrido a prestar consentimiento en forma libre y con pleno conocimiento de sus derechos, y

b) Que el delito no sea de aquellos a que se refieren las letras a), b), c), d), e), f) y  g) del artículo 7°.


El Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública procurarán disponer de equipos especializados destinados a mediar entre la víctima y el imputado para favorecer estos acuerdos.”.





En cuanto a la letra c) del artículo 57, el Defensor Nacional indicó que la satisfacción de la víctima la califica ella y no el juez. Además, dijo que sería relevante el compromiso de los padres sólo en caso de acuerdos patrimoniales.





En relación al inciso final, la Fundación Tierra de Esperanza acotó que el establecimiento de estos equipos de mediación debe ser obligatorio. Además, se preguntó por qué no usar los de los Juzgados de Familia. Si un juez de dicho tribunal integrará el del juicio oral no se ve por qué no puede adquirir competencia a este respecto.





El representante de la Defensoría Penal Pública, abogado señor Berríos, consideró fundamental tener una norma más amplia que para los adultos respecto de los acuerdos reparatorios, pues la experiencia internacional en mediación reparadora o justicia restaurativa confirma la alta efectividad en términos de disminución de la reincidencia, satisfacción de la víctima y responsabilización del infractor que tiene esta clase de alternativa al proceso penal.





El abogado señor Maldonado reiteró su opinión favorable tanto al texto del precepto en análisis cuanto a la adopción de los mecanismos de mediación-reparación. De ello se dio cuenta al tratarse el artículo 55.





Hubo coincidencia entre los miembros de la Comisión en cuanto a la conveniencia de aplicar, en materia de acuerdos reparatorios relativos a los adolescentes, los mismos criterios que los posibilitan en relación a los adultos. Con este propósito, resolvió desechar esta disposición.





En consecuencia, las indicaciones números 162, 163 y 164 fueron aprobadas con modificaciones para los efectos de rechazar este precepto. Votaron en tal sentido los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 58





Dispone lo siguiente:




“Artículo 58.- Juicio inmediato. El juicio inmediato establecido en el artículo 235 del Código Procesal Penal, tendrá lugar respecto de los delitos regulados en la presente ley, con las siguientes modificaciones:





a) La solicitud del fiscal tendrá por objeto recurrir al procedimiento abreviado previsto en los artículos 406 y siguientes del Código Procesal Penal.





b) Acordado el procedimiento inmediato, el juez abrirá el debate, otorgará la palabra al fiscal, quien efectuará una exposición resumida de la acusación y de las actuaciones y diligencias de la investigación que la fundamentaren. A continuación, se dará la palabra a los demás intervinientes, otorgándosela al final al acusado, para que manifieste lo que estime conveniente.





c) Si no hubiere acuerdo, el juez podrá admitir que la causa pase directamente a juicio oral, luego del debate pertinente, a menos que resulte necesario fijar un plazo no menor de diez ni superior a veinte días para los efectos que la defensa ofrezca su prueba.





Lo dispuesto en este artículo no resultará aplicable si el fiscal solicita la aplicación de una sanción privativa de libertad.”.





A este precepto se presentó la indicación número 165, del Presidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 58.- Juicio Inmediato. Las reglas del juicio inmediato establecidas en el artículo 235 del Código Procesal Penal resultarán plenamente aplicables, cada vez que el fiscal así lo solicite. Asimismo, se aplicará dicha disposición siempre que se trate de una infracción flagrante imputada a un adolescente.





Excepcionalmente, sólo por razones fundadas, que el fiscal señalará en su petición, el juez de garantía podrá autorizar la realización de diligencias concretas y determinadas de la investigación de una infracción flagrante, las que no podrán exceder del lapso de 60 días, rigiendo en lo demás lo dispuesto en el artículo 60.”.





El Fiscal Nacional advirtió que el artículo 58 tiene por objeto hacer aplicable el artículo 235 del Código Procesal Penal, sobre procedimiento inmediato cuando la pena solicitada no sea privativa de libertad y dispone que el juicio inmediato se conoce en procedimiento abreviado y no en juicio oral. El artículo 59 del proyecto, en tanto, establece que los casos pueden tramitarse de acuerdo con las normas del procedimiento abreviado, durante la audiencia de preparación del juicio oral, si no se ha solicitado pena privativa de libertad.


Indicó que deben tenerse presente que, en los conceptos del Código Procesal Penal, ambas instituciones, juicio inmediato y procedimiento abreviado, son distintas, aun cuando en algunos casos puedan confundirse. En efecto, la realización de un juicio inmediato no excluye el procedimiento abreviado y pueden darse ambas alternativas si el acusado acepta los hechos de la acusación. Sin embargo, puede haber juicio inmediato sin llegar al procedimiento abreviado porque el acusado no acepta la acusación y, en tal caso, debe llegarse a un juicio oral ante el tribunal penal del juicio oral.


Por consiguiente, si se limita el juicio inmediato a los casos de procedimiento abreviado, no se podría dar lugar a aquél cuando el acusado o su defensor se niegan a aceptar los hechos de la acusación, lo que sería absolutamente contraproducente. En conclusión, propuso eliminar la exigencia de la letra a) del artículo 58.





Asimismo, consideró que no es aconsejable restringir la aplicación del procedimiento abreviado, puesto que es perfectamente posible que al imputado, debidamente asistido por su defensor, le resulte más favorable este tipo de herramienta procesal. Dado lo expuesto, planteó que debería suprimirse el artículo 59, dejando esta materia sujeta a la norma general, contenida en la propuesta de inciso segundo del artículo 36, que hace aplicable el procedimiento abreviado.





Se hizo presente a la Comisión que esta disposición responde a las exigencias de la Convención sobre los Derechos del Niño, la cual propende a que el tratamiento judicial de los menores se caracterice por una mayor celeridad y a que las sanciones que se les impongan deriven de procedimientos rápidos y eficaces.





Se estimó que la indicación número 165 refleja en forma adecuada estos criterios y por ello fue aprobada con algunas modificaciones.





La disposición aprobada, que pasa a ser artículo 37, establece que las reglas del juicio inmediato establecidas en el artículo 235 del Código Procesal Penal serán plenamente aplicables cada vez que el fiscal lo solicite y especialmente cuando se trate de una infracción flagrante imputada a un adolescente. Agrega que, en estos casos, sólo por razones fundadas que el fiscal señalará en su petición, el juez de garantía podrá autorizar la realización de diligencias concretas y determinadas para la investigación de una infracción flagrante, las que no podrán exceder de 60 días, rigiendo, en lo demás, lo dispuesto en el artículo siguiente -que pasará a ser artículo 38-, y que igual derecho asistirá a la defensa del imputado, en el mismo caso.





El representante de la Defensoría Penal Pública, abogado señor Berríos, dejó constancia de la opinión de esa institución, en el sentido de que establecer de modo imperativo el juicio inmediato en caso de flagrancia es un error que puede perjudicar tanto al fiscal como al imputado, implicando decisiones injustas y vulnerando el derecho a una defensa efectiva. Por lo mismo, estimó preferible no regular especialmente esta materia y dejarla sometida a las reglas generales.





La indicación número 165 fue aprobada con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 59





Su texto es el siguiente:




“Artículo 59.- Procedimiento abreviado. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, el procedimiento abreviado, regulado en los artículos 406 y siguientes del Código Procesal Penal, podrá también tener lugar durante la audiencia de preparación del juicio oral, a menos que la sanción solicitada por el fiscal sea privativa de libertad.”.





La indicación número 166, del Presidente de la República, suprime el artículo.





El Fiscal Nacional coincidió con la proposición del Jefe de Estado en virtud de los argumentos expuestos a propósito del análisis del artículo 58.





La Comisión acogió la indicación número 166 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 60





Dispone lo siguiente:




“Artículo 60.- Plazo para declarar el cierre de la investigación. Transcurrido el plazo máximo de ciento veinte días desde la fecha en que la investigación hubiere sido formalizada, el fiscal deberá proceder a cerrarla, a menos que el juez le hubiere fijado un plazo inferior.





Previo al término de cualquiera de estos plazos, el fiscal podrá solicitar, fundadamente, su ampliación por un máximo de treinta días.”.





Esta norma no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, motivó distintas apreciaciones.


El Fiscal Nacional acotó que es demasiado exiguo el plazo máximo de investigación fijado. Propuso establecer seis meses prorrogables por otros tres, a lo menos, cuando se trate de infracciones graves, teniendo en cuenta la duración promedio de los casos seguidos actualmente por crímenes o simples delitos.


Carabineros expresó que es extraordinariamente exiguo el plazo de 120 días para cerrar la investigación. Estimó prudente mantener el plazo de 2 años del artículo 247 del Código Procesal Penal u otro menor, pero que en todo caso no haga ilusoria la posibilidad de preparar una responsable investigación penal o una holgada defensa. Con un plazo de 120 días no se podría alcanzar ninguna de estas dos finalidades. Alternativamente, sugirió hacer una diferenciación entre delitos graves y el resto de los ilícitos para los efectos de fijar un plazo máximo de cierre.





En cuanto al inciso segundo, manifestó que la posibilidad de solicitar la ampliación del plazo para declarar el cierre de la investigación por una sola vez parece claramente ventajosa para la fiscalía, pero el lapso de 30 días parece insuficiente.





El Grupo de Trabajo estimó pertinente reproducir en esta disposición la norma del inciso final del artículo 250 del Código Procesal Penal, que impide dictar sobreseimiento definitivo respecto de los delitos que, conforme a los tratados internacionales, sean imprescriptibles o no puedan ser amnistiados. Para estos efectos, propuso agregar un inciso final señalando que “Lo dispuesto en el presente artículo se entiende sin perjuicio de lo dispuesto por el inciso final del artículo 250 del Código Procesal Penal.”.





Pese a que esta disposición no fue objeto de indicaciones, atendiendo a las opiniones recibidas, la Comisión estimó pertinente, en primer lugar, fijar en seis meses el plazo para declarar el cierre de la investigación y posibilitar una ampliación por un término de dos meses.





Este acuerdo fue adoptado en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





Enseguida, se sometió a votación la idea contenida en el nuevo inciso propuesto por el Grupo de Trabajo. Votaron a favor de la misma los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina. Repetida la votación por dos veces conforme a lo dispuesto por el artículo 182 del Reglamento de la Corporación, y producido el mismo empate, se dio por desechada.

Párrafo 5º

Juicio oral y sentencia

Artículo 61





Este artículo es del siguiente tenor:




“Artículo 61.- Audiencia del juicio oral. El juicio oral deberá realizarse dentro de los veinte días posteriores a la notificación de su auto de apertura. Su desarrollo se efectuará en forma continua y sin interrupciones, en una o más audiencias sucesivas. En ningún caso el juicio podrá suspenderse o interrumpirse por un término superior a 72 horas.





Deberán comparecer a la audiencia el fiscal, el adolescente imputado y su defensor. Su asistencia será condición de validez del juicio.





La audiencia del juicio oral se realizará con la presencia ininterrumpida de los jueces que integraren el tribunal y del fiscal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 258 del Código Procesal Penal.





Lo dispuesto en el inciso final del artículo 76 del Código citado respecto de la inhabilidad, se aplicará también a los casos en que, iniciada la audiencia, faltare un integrante del tribunal de juicio oral en lo penal.





Cualquier infracción de lo dispuesto en los incisos precedentes implicará la nulidad del juicio oral y de la sentencia que se dictare en él.





En todo caso, deberán ser notificados de la audiencia los padres del adolescente o quienes lo tuvieren a su cuidado y la víctima, quienes podrán hacerse acompañar por sus abogados. Finalizado el examen de las pruebas y, en caso de considerarlo conveniente, podrá el juez otorgar la palabra a la víctima, si se encontrare presente, para que haga uso de ella en forma personal o representada por su abogado.”.





El Fiscal Nacional hizo presente que sería importante estudiar más en profundidad los efectos prácticos de la sanción automática de nulidad del juicio por infracción a cualquiera de las formalidades exigidas por esta disposición.





Respecto de esta norma, no se presentaron indicaciones. Sin embargo, la Comisión estimó que lo central es abordar en ella únicamente lo relativo al plazo para iniciar el juicio oral a partir de la notificación de su auto de apertura y a las interrupciones que dicho proceso puede tener.





En cuanto a la conveniencia de mantener el lapso de veinte días para realizar el juicio oral a contar de la notificación de su auto de apertura, se tuvo presente que este plazo, que es inferior al que establece el Código Procesal Penal, podría perjudicar el juicio y, por ende, la defensa del adolescente, ya que un término reducido favorecería más bien a la víctima.




Por tal razón, en este precepto, que pasa a ser artículo 39, se optó por establecer que el juicio oral deberá tener lugar no antes de los quince ni después de los treinta días siguientes a la notificación del auto de apertura del juicio oral y que en ningún caso el juicio podrá suspenderse o interrumpirse por un término superior a 72 horas.





Este acuerdo fue adoptado en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

° ° °





A continuación, el Grupo de Trabajo propuso considerar la audiencia de lectura de la sentencia como el espacio en que, ya declarada la culpabilidad del adolescente, se discuta la sanción más idónea. Sugirió que el tribunal cuente, en esa oportunidad, con la opinión de un experto que lo asesore. Al efecto, planteó la siguiente disposición:





 “Artículo 39 bis.- Determinación judicial de la pena. En caso de dictarse una sentencia condenatoria, el tribunal deberá citar a la audiencia a que se refiere el artículo 345 del Código Procesal Penal para efectos de proceder en ella a determinar la pena aplicable. En  dicha audiencia podrá escuchar el dictamen de un experto sobre el particular.”.





El Honorable Senador señor Viera-Gallo coincidió con esta propuesta.





La señora Delia del Gatto sostuvo que, de acuerdo a la experiencia, el dictamen del experto que se ha propuesto no irá, necesariamente, a favor del joven infractor.





La abogado del Ministerio Público, señora Manaud, concordó con la idea de que el juez cuente en ese momento con la opinión de un experto, siempre que ello sea facultativo.





En definitiva, se acordó acoger esta proposición en la forma sugerida por la señora Manaud, contemplándola en un nuevo precepto que se incorporaría para estos efectos, signado como artículo 40.





Para estos efectos, se aprobó con modificaciones la indicación número 3 del Presidente de la República, contenida en su oficio N° 167-353, de 11 de agosto de 2005. Dicho acuerdo contó con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





Dicha indicación es la siguiente:





“3) Para sustituir el artículo 62, que pasa a ser 40, por el siguiente:





“Artículo 40.- Audiencia de determinación de la pena. La audiencia a que se refiere el artículo 345 del Código Procesal Penal deberá llevarse a cabo en caso de dictarse sentencia condenatoria. En dicha audiencia, el tribunal podrá requerir la opinión de peritos expertos.”.”.

° ° °





Enseguida, la Comisión estimó necesario incorporar un nuevo precepto a fin de regular la posibilidad de suspender la imposición de la condena.





Se convino que ello debería proceder cuando haya mérito para aplicar sanciones privativas o restrictivas de libertad iguales o inferiores a 540 días, pero concurran antecedentes favorables que hagan desaconsejable su imposición. En este caso, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses.




Se acordó establecer que, transcurrido el mencionado plazo de seis meses sin que el imputado sea objeto de nuevo requerimiento o de una formalización de la investigación, el tribunal dejará sin efecto la sentencia y, en su reemplazo, decretará el sobreseimiento definitivo de la causa.




Complementariamente, se puntualizó que esta suspensión no afectará la responsabilidad civil derivada del delito y que lo dispuesto precedentemente será sin perjuicio de la posibilidad de decretar la suspensión condicional del procedimiento.





Para incluir este precepto, que pasa a ser artículo 41, la Comisión aprobó la indicación número 4 del Presidente de la República, contenida en su oficio N° 167-353, de 11 de agosto de 2005. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





Esta indicación es del siguiente tenor:





“4) Para sustituir el artículo 63, que pasa a ser 41, por el siguiente:





“Artículo 41.- Suspensión de la imposición de condena. Cuando hubiere mérito para aplicar sanciones privativas o restrictivas de libertad iguales o inferiores a 540 días, pero concurrieren antecedentes favorables que hicieren desaconsejable su imposición, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses.





Transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior, sin que el imputado hubiere sido objeto de nuevo requerimiento o de una formalización de la investigación, el tribunal dejará sin efecto la sentencia y, en su reemplazo, decretará el sobreseimiento definitivo de la causa.





Esta suspensión no afectará la responsabilidad civil derivada del delito.





Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de la posibilidad de decretar la suspensión condicional del procedimiento.”.”.

° ° °

Artículo 62





El texto de este artículo es el siguiente:




“Artículo 62.- Presencia del imputado en el juicio oral. El adolescente imputado tendrá derecho a estar presente durante toda la audiencia del juicio oral. En todo caso, el tribunal podrá autorizar su salida de la sala cuando éste lo solicite o podrá disponer su abandono de la misma, cuando así lo estime conveniente para la realización de algunas actuaciones específicas que pudieren afectar la integridad del adolescente o de un tercero que tenga derecho a intervenir o asistir al juicio.”.





A este precepto se presentó la indicación número 167, del Honorable Senador señor Stange, que suprime su tercera oración.





Por tratarse de un derecho ya establecido en el Código Procesal Penal, la Comisión acordó suprimir esta norma.





En consecuencia, la indicación número 167 fue aprobada con modificaciones, con el fin de desechar este precepto. Votó favorablemente la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 63





Este precepto es del siguiente tenor:




“Artículo 63.- Pena máxima a imponer. El tribunal no podrá determinar la aplicación de una sanción privativa de libertad si el fiscal no la hubiere solicitado, ni podrá exceder el tiempo de duración que éste hubiere pedido.”.





La indicación número 168, del Honorable Senador señor Cordero, suprime este artículo.





El Fiscal Nacional hizo ver que el proyecto fija al juez como límite, al momento de determinar la pena, aquella solicitada por el fiscal y que lo anterior deja de lado la solicitud de pena que pueda efectuar el querellante. Por ello, propuso incorporar en el texto una referencia expresa a que el tribunal estará limitado por la pena más alta que le hubiere sido solicitada, sea por el querellante o por el fiscal.





Sobre la base de las razones sostenidas por el Ministerio Público, la Comisión decidió rechazar la norma en estudio.





La indicación número 168 fue aprobada por tres votos a favor y una abstención. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zurita. Se abstuvo el Honorable Senador señor Viera-Gallo.

Título IV

DE LA EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES Y MEDIDAS





En mérito de lo dispuesto en en inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión acordó sustituir el número de este Título por “III”. Así lo resolvió la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

° ° °

Párrafo 1º

Administración





Iniciado el estudio de las normas que integran este Párrafo, la Comisión estimó adecuado encabezarlo con una disposición que contenga las ideas establecidas en el artículo 70, para referirse a la administración de las medidas no privativas de libertad contempladas por este proyecto.





De ello se dará cuenta al abordarse el artículo 70.

° ° °

Artículo 64





El texto de este artículo es el siguiente:




“Artículo 64.- Centros de privación de libertad. Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad que se aplican bajo las modalidades señaladas en los artículos 30 y 31 de esta ley y a la medida de internación provisoria, existirán tres tipos de centros, respectivamente:





a) Los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado.





b) Los Centros Cerrados de Privación de Libertad.





c) Los Centros de Internación Provisoria. 





Para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los centros a que se refieren las letras b) y c) precedentes, podrá establecerse en ellos una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile.





La organización y funcionamiento de los recintos aludidos en el presente artículo, se dispondrá en un reglamento establecido por decreto supremo, por medio del Ministerio de Justicia, conforme a las normas contenidas en el presente Título.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 169 a 175.




La indicación número 169, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, reemplaza su encabezamiento por el siguiente:





“Artículo 64.- Centros de Privación de Libertad. Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad y a la medida cautelar de internación provisoria contenidas en esta ley, existirán tres tipos de Centros que deberán funcionar independientemente entre sí:”.





Las indicaciones números 170, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 171, del Honorable Senador señor Horvath, sustituyen, en su encabezamiento, la frase “los artículos 30 y 31 de esta ley” por “los artículos 28, 30 y 31 de esta ley”.





Las indicaciones números 172, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 173, del Honorable Senador señor Cordero, reemplazan, en su inciso segundo, la palabra “podrá” por “deberá”.





La indicación número 174, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, suprime, en su inciso segundo, la expresión “de carácter externo,” y agrega la siguiente oración final: “Dicho contingente deberá permanecer fuera del recinto, pero estará autorizado para ingresar en caso de un motín o situaciones de grave riesgo para los adolescentes y para la realización de revisiones a las dependencias y pertenencias de aquéllos con el objeto de evitarlas.”.





La indicación número 175, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, agrega el siguiente inciso nuevo:





“En caso alguno los centros semicerrados podrán formar parte de la misma infraestructura física de los centros señalados en las letras b) y c).”.





En relación al inciso segundo, los Funcionarios del SENAME propusieron reemplazar la forma verbal “podrá” por “deberá”.





Por su parte, el Centro de Alumnos de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile sugirió mantener seguridad privada en los recintos penales de menores, por cuanto así se alejaría definitivamente la injerencia de Gendarmería, organismo que, por su contacto constante con los criminales adultos, no resulta el más adecuado para los fines del tratamiento rehabilitador y educativo que busca el proyecto.





En cuanto al inciso final, la Fundación Tierra de Esperanza expresó que no se entiende por qué no quedan organizados por ley los recintos semicarcelarios a que esta norma alude. Sostuvo que un reglamento no cumple con la exigencia de ley para la ejecución de las penas.





El abogado del Ministerio de Justicia, señor Estrada, hizo presente a la Comisión que esta disposición constituye el fundamento legal de los nuevos centros de privación de libertad que se crean, así como de las funciones que le competerán a Gendarmería de Chile en la preservación de la seguridad y la permanencia en ellos de los adolescentes infractores.





La Comisión resolvió encabezar la norma en estudio contemplando la regla contenida en el artículo 69. En virtud de ella, la administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores.





Se precisó que en tales centros se cumplirán tanto las sanciones privativas de libertad como las medidas cautelares de internación provisoria.


Por otra parte, hubo consenso en torno a la idea de que, para garantizar la seguridad y permanencia de los infractores en los respectivos centros de privación de libertad, se establezca en forma obligatoria –y no facultativa- una guardia armada a cargo de Gendarmería.


Complementariamente, también hubo coincidencia en cuanto a prescribir que el personal de Gendarmería de Chile permanecerá fuera de estos recintos, pero estará autorizado para ingresar en caso de motines o en otras situaciones de grave riesgo para los adolescentes, así como también para efectuar revisiones a estas dependencias con el objeto de evitar tales situaciones.


La disposición aprobada pasó a ser artículo 43.


Para estos efectos, la Comisión acogió la indicación número 5 del Presidente de la República, contenida en su oficio N° 167-353, de 11 de agosto de 2005. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Las indicaciones números 169 a 175 fueron desechadas por los mismos señores Senadores.





El texto de dicha indicación es el siguiente:





“5) Para sustituir el artículo 64, que pasa a ser 43, por el siguiente:





“Artículo 43.- Centros de privación de libertad. La administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores.





Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad y a la medida de internación provisoria contenidas en esta ley existirán tres tipos de centros:





a) Los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado,





b) Los Centros Cerrados de Privación de Libertad y





c) Los Centros de Internación Provisoria.





Para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los centros a que se refieren las letras b) y c) precedentes, se establecerá en ellos una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile. Ésta permanecerá fuera del recinto, pero estará autorizada para ingresar en caso de motín o en otras situaciones de grave riesgo para los adolescentes y revisar sus dependencias con el sólo objeto de evitarlas.





La organización y funcionamiento de los recintos aludidos en el presente artículo se regulará en un reglamento dictado por decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Justicia, conforme a las normas contenidas en el presente Título.”.”.

Artículo 65





Dispone lo siguiente:




“Artículo 65.- Condiciones básicas de los centros de privación de libertad. En los centros a que se refiere el artículo anterior, se deberán desarrollar acciones específicas destinadas a respetar y promover los vínculos familiares del adolescente, como asimismo procurar el cumplimiento del proceso educativo y la participación en actividades socioeducativas, de formación y de desarrollo personal.”.





A este artículo se formuló la indicación número 176, del Presidente de la República, intercala, a continuación de la palabra “formación”, la frase “, preparación para el desarrollo laboral”.





Los miembros de la Comisión estimaron conveniente dar una redacción más genérica a este precepto, señalando que la ejecución de las sanciones privativas de libertad propenderá a la reintegración del adolescente al medio libre y que, en virtud de ello, se desarrollarán acciones tendientes al fortalecimiento del respeto por los derechos de las demás personas y al cumplimiento del proceso de educación formal, así como a su participación en actividades socioeducativas, de formación y de desarrollo personal.





La disposición pasa a ser artículo 44.





La indicación número 176 fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 66





Este precepto es del siguiente tenor:




“Artículo 66.- Normas de seguridad en recintos de privación de libertad. Los adolescentes estarán sometidos a las normas disciplinarias que dicte la autoridad para mantener la seguridad y el orden. Estas normas deben ser compatibles con los derechos reconocidos en la Constitución, en la Convención de los Derechos del Niño, en los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.”.





Este artículo fue objeto de la indicación número 177, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, que propone suprimirlo.






Atendido el contenido de estos preceptos, la Comisión consideró pertinente refundir en una disposición única los artículos 66 y 67 del proyecto.






En esta nueva norma, concerniente a la seguridad y el orden interno en los recintos de privación de libertad, se enfatizará que las reglas que regulen el uso de la fuerza respecto de los adolescentes establecerán el carácter excepcional y restrictivo del uso de la fuerza, lo que implica que ésta se utilizará sólo cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás medios de control y por el menor tiempo posible, y la prohibición de aplicar medidas disciplinarias que constituyan castigos corporales, encierro en celda obscura y penas de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del adolescente o que sea degradante, cruel o humillante.





Este precepto pasa a ser artículo 45.





En consecuencia, la indicación número 177 fue desechada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita. La indicación número 178 –presentada al artículo 67-, fue aprobada con modificaciones por los mismos señores Senadores.

Artículo 67





El texto de este artículo es el siguiente:




“Artículo 67.- Normas de orden interno y seguridad en recintos de privación de libertad. La autoridad competente dictará normas que regulen el orden interno y la seguridad en los centros de privación de libertad a que se refiere esta ley. Dichas normas regularán el uso legítimo de la fuerza respecto de los adolescentes y deberán contener a lo menos los siguientes aspectos:





a) La procedencia del uso de la coerción exclusivamente para impedir que el adolescente lesione a otro o a sí mismo o cause importantes daños materiales.





b) El carácter excepcional del uso de la coerción, lo que implica que deberá ser utilizada sólo cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás medios de control.

 



c) El carácter restrictivo del uso de la fuerza, lo que implica su utilización por el menor tiempo posible.





d) La prohibición de aplicar medidas disciplinarias que constituyan castigos corporales, el encierro en celda obscura y las penas de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del adolescente.





e) La prohibición de aplicar sanciones degradantes, crueles o humillantes respecto de los adolescentes.”.





A este artículo se formuló la indicación número 178, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, sustituye su inciso primero por los siguientes:





“Artículo 67.- Los adolescentes estarán sometidos a las normas disciplinarias que dicte la autoridad para mantener la seguridad y el orden interno en los centros de privación de libertad a que se refiere esta ley. Estas normas deben ser compatibles con los derechos reconocidos en la Constitución, en la Convención de los Derechos del Niño, en los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.





Dichas normas regularán el uso legítimo de la fuerza respecto de los adolescentes y deberán contener a lo menos los siguientes aspectos:”.





Como se señaló precedentemente, esta disposición se refundió con la anterior, en los términos ya explicados.





La indicación número 178 fue aprobada con modificaciones por los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Articulo 68





Su texto es el siguiente:




“Artículo 68.- Normas disciplinarias en recintos de privación de libertad. Las medidas y procedimientos disciplinarios que se dispongan, deberán encontrarse contenidos en la normativa del establecimiento y deberán tener como único fundamento contribuir a la seguridad y a la mantención de una vida comunitaria ordenada, debiendo, en todo caso, ser compatibles con el respeto de la dignidad del adolescente.





A estos efectos, la normativa relativa a dichos procedimientos deberá precisar, a lo menos, los siguientes aspectos:





a) Las conductas que constituyen una infracción a la disciplina.





b) El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que se pueden imponer.





c) La autoridad competente para imponer esas sanciones y aquella que deberá resolver los recursos que se deduzcan en su contra.”.





La Fundación Tierra de Esperanza hizo notar que se menciona la confección de un reglamento interno de recintos de cumplimiento, sin señalar quien debe elaborarlo. Si no es el Ministerio de Justicia, sostuvo que la norma adolecería de inconstitucionalidad.





A este precepto, que pasó a ser artículo 46, no se presentaron indicaciones. Sin embargo, la Comisión estimó necesario establecer que las medidas y procedimientos disciplinarios que se dispongan tendrán como fundamento principal el de contribuir a la seguridad y a la mantención de una vida comunitaria ordenada.





Esta enmienda se acordó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita.

° ° °





Como se explicó en la parte pertinente de este informe, la Comisión acordó reubicar a continuación del artículo 68, que pasó a ser 46, los artículos 15 y 16, que pasaron a ser 47 y 48, sobre excepcionalidad de la privación de libertad y principio de separación.

° ° °

Artículo 69





Este artículo tiene el siguiente texto:




“Artículo 69.- Administración de los Centros de Privación de Libertad. La administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores.”.





Respecto de esta norma, no se presentaron indicaciones; no obstante, como se explicó anteriormente, la Comisión la reubicó como inciso primero del artículo 64, que pasó a ser 43.





Esta modificación se acordó por la aprobación de la indicación número 5 contenida en el oficio N° 167-353 del Presidente de la República, de 11 de agosto de 2005, y contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 70





Dispone lo siguiente:




“Artículo 70.- Administración de las medidas que contempla la ley. El Servicio Nacional de Menores asegurará la existencia en las distintas regiones del país, de los programas necesarios para ejecutar las medidas a que se refiere esta ley.





Para tal efecto, llevará un registro actualizado de los programas existentes en cada comuna del país, el que estará a disposición de los tribunales competentes.





El Servicio tendrá entre sus obligaciones la de revisar periódicamente la pertinencia e idoneidad de los distintos programas, aprobando su ejecución por parte de las instituciones colaboradoras y fiscalizando el cumplimiento de sus objetivos.





El reglamento a que alude el inciso final del artículo 64 contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo.”.





A este artículo se formuló la indicación número 179, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, que agrega, a su inciso segundo, la siguiente frase final: “, fiscales del Ministerio Público y de los defensores del adolescente”.


Dada la importancia de esta materia y para evitar un desprestigio del catálogo de penas y medidas cautelares que redunde en su inoperatividad, el Fiscal Nacional sugirió que el artículo 70 señale expresamente que el SENAME contará con programas para el cumplimiento de sanciones y medidas cautelares personales, que deberán incluir una supervisión del efectivo cumplimiento de dichas sanciones y medidas. Lo anterior, sin perjuicio de las funciones constitucionales y legales asignadas al Poder Judicial para el control jurídico de la ejecución de las penas. Al respecto, propuso reemplazar la frase final del inciso primero por la siguiente: “para ejecutar las sanciones y medidas cautelares a que se refiere esta ley.”.





El Defensor Nacional indicó que el registro de condenas previsto en el inciso segundo debe estar disponible para todos los intervinientes, incluso para el abogado privado a fin de evitar toda discriminación.


La Sociedad Protectora de la Infancia hizo presente que en el inciso tercero debe establecerse que el SENAME será evaluado por entidades ajenas al Servicio y que dicha evaluación se presentará al Ministerio de Justicia. En el inciso cuarto, propuso incluir la participación del sector privado en la elaboración del reglamento.


Como se señaló precedentemente, la Comisión acordó reubicar esta disposición, colocándola como artículo 42, al inicio del Párrafo 1° del Título III.


Se puntualizó que ella se referirá a la administración de las medidas no privativas de libertad que contempla este proyecto. Para estos efectos, se acordó precisar en su inciso primero que el Servicio Nacional de Menores asegurará la existencia en las distintas regiones del país, de los programas necesarios tanto para la ejecución como para el control de tales medidas, agregándose que éstas serán ejecutadas por las instituciones colaboradoras que hayan celebrado los convenios respectivos con dicha institución.





El ya referido Grupo de Trabajo expresó que el efectivo cumplimiento de la modalidad de libertad asistida que la Comisión contempló como “especial”, exige contar con la totalidad de los agentes y recursos de la red pública que requieran los planes individuales que se estructuren.





Además, propuso dos órdenes de enmiendas a este precepto.





En el inciso primero, sugirió agregar que el Servicio Nacional de Menores asegurará también la existencia en las distintas regiones del país, de los informes de expertos propuestos a propósito de la incorporación del nuevo artículo 40, para lo cual llevará un registro de expertos nacionales, profesionales del area psicosocial y reconocidos por su alta especialización, así como también un registro de los programas existentes en cada comuna del país, los que estarán a disposición de los tribunales competentes.





Además, propuso establecer que en la modalidad de libertad asistida especial, se asegurará “la completa intervención de la red institucional y de protección del Estado, según se requiera, y que será responsabilidad del SENAME la coordinación con los respectivos servicios públicos”.




La Comisión desechó la primera proposición y acogió la segunda, eliminando, sin embargo, la expresión “completa”.


Los acuerdos de la Comisión fueron recogidos por el Ejecutivo a través de la indicación número 6, contenida en el oficio N° 167-353, de 11 de agosto de 2005, la que fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. La indicación número 179 fue desechada por los mismos señores Senadores.


La indicación número 6 del Gobierno es del siguiente tenor:





“6) Para sustituir el artículo 70, que pasa a ser 42, por el siguiente:





“Artículo 42.- Administración de las medidas no privativas de libertad. El Servicio Nacional de Menores asegurará la existencia en las distintas regiones del país de los programas necesarios para la ejecución y control de las medidas no privativas de libertad a que se refiere esta ley, las que serán ejecutadas por las instituciones colaboradoras que hayan celebrado los convenios respectivos con dicha institución.





Para tal efecto, llevará un registro actualizado de los programas existentes en cada comuna del país, el que estará a disposición de los tribunales competentes.





El Servicio revisará periódicamente la pertinencia e idoneidad de los distintos programas, aprobando su ejecución por parte de las instituciones colaboradoras y fiscalizando el cumplimiento de sus objetivos.





En la modalidad de libertad asistida especial se asegurará la intervención de la red institucional y de protección del Estado, según se requiera. Será responsabilidad del Servicio Nacional de Menores la coordinación con los respectivos servicios públicos.





El reglamento a que alude el inciso final del artículo siguiente contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo.”.”.

Párrafo 2º

Derechos y garantías de la ejecución

Artículo 71





El texto de este artículo es el siguiente:




“Artículo 71.- Derechos en la ejecución de sanciones. Durante la ejecución de las sanciones que regula esta ley, el adolescente tendrá derecho a:





a) Ser tratado de una manera que fortalezca su respeto por los derechos y libertades de las demás personas, resguardando su desarrollo, dignidad e integración social;





b) Ser informado de sus derechos y deberes, con relación a las personas e instituciones que lo tuvieren bajo su responsabilidad;





c) Conocer las normas que regulan el régimen interno de las instituciones o programas a que se encuentre sometido, especialmente en lo relativo a las causales que puedan dar origen a sanciones disciplinarias en su contra o a que se declare el incumplimiento de la sanción;





d) Presentar peticiones ante cualquier autoridad competente de acuerdo a la naturaleza de la petición, a obtener una respuesta pronta, a solicitar la revisión de su sanción en conformidad a la ley y a denunciar la amenaza o violación de alguno de sus derechos ante el juez, y





e) Contar con asesoría permanente de un abogado.”.





La Fundación Tierra de Esperanza indicó que la letra e) establece como derecho del adolescente el de contar con asesoría permanente de un abogado. Se preguntó quién es el obligado a dicha prestación. ¿Será la Defensoría siempre? Para aquellos que tuvieron defensa privada ¿quién la prestará posteriormente? En síntesis, sostuvo que falta reglamentación en relación a  la defensoría de los menores.





El Centro de Alumnos de la Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile expresó que en las letras a), b) y c), debe señalarse claramente quién tiene el deber legal de garantizar el cumplimiento de estos derechos del menor, so pena de recibir una sanción administrativa por faltar a su deber.





A esta norma no se presentaron indicaciones. Sin embargo, la Comisión consideró adecuado refundirla con la disposición siguiente, que trata de los derechos aplicables a las sanciones y medidas de privación de libertad, cuidando de observar, en su contenido, los requerimientos de la Convención sobre los Derechos del Niño.





Este precepto pasó a ser artículo 49.





La señalada modificación se acordó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 72





Este precepto dispone lo siguiente:




“Artículo 72.- Derechos aplicables a las sanciones y medidas de privación de libertad. Además de los derechos establecidos en el artículo anterior, los adolescentes sometidos a una sanción de privación de libertad, tendrán derecho a:





a) Recibir visitas periódicas, en forma directa y personal, al menos una vez a la semana;





b) La integridad e intimidad personal;





c) Acceder a servicios educativos;





d) Que se revise periódicamente la pertinencia de la mantención de la sanción en conformidad con lo dispuesto en esta ley, como también a que se controlen las condiciones en que ella se ejecuta, y 





e) La privacidad y regularidad de las comunicaciones, en especial, con sus abogados.”.





La indicación número 180, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, reemplaza su letra a) por la siguiente:





“a) Recibir visitas periódicas, en forma directa y personal al menos dos veces por semana;”.





El Defensor Nacional propuso agregar como derecho la internación provisoria y, si se considera el quebrantamiento de condena como nueva infracción, debiera fijarse la sanción en audiencia, previa prueba y con defensor.





El Hogar de Cristo sugirió preocuparse de una manera más acuciosa de las condiciones de cumplimiento de las sanciones privativas de libertad. Señaló que debe garantizarse de mejor manera y con una mayor frecuencia el derecho a visita de los jóvenes presos. Asimismo, que el cumplimiento de la sanción se efectúe íntegramente dentro del sistema penal juvenil, puesto que si las sanciones se cumplen en el entorno del sistema penal de adultos, los especiales fines que se declara perseguir con el nuevo sistema penal juvenil serán sólo declaraciones de principios imposibles de llevar a la práctica.





Como se señaló precedentemente, esta disposición se refundió con la norma anterior.





La indicación número 180 fue desechada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Párrafo 3º

Del control de ejecución de las sanciones

Artículo 73





Dispone lo siguiente:




“Artículo 73.- Competencia en el control de la ejecución. Corresponderá al juez de garantía del lugar de cumplimiento de la sanción decretada, controlar la legalidad de su ejecución.”.


A esta disposición no se presentaron indicaciones. No obstante, la Comisión estimó atendible la idea de establecer que los conflictos de derecho que se susciten durante la ejecución de alguna de las sanciones que contempla esta ley, sean resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse. Se agregó que, en virtud de ello y previa audiencia, éste adoptará las medidas tendientes al respeto y cumplimiento de la legalidad de su ejecución y resolverá, en su caso, lo que corresponda en caso de quebrantamiento.





Esta modificación se acordó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 74






Este artículo es del siguiente tenor:




“Artículo 74.- Certificación de cumplimiento. La institución que ejecute la sanción, informará el total cumplimiento de la misma a su término, por medio de oficio enviado al juez de que trata el artículo anterior, el que deberá certificar dicho cumplimiento.”.





La Comisión estimó necesario agregar un inciso a esta disposición con el objeto de preceptuar que la señalada institución también tendrá el deber de informar acerca de cualquier incumplimiento cuando éste se produzca.





Para estos efectos, se aprobó la indicación número 8 del Presidente de la República, contenida en su oficio N° 167-353, de 11 de agosto de 2005. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





Esta indicación tiene el siguiente texto:





“8) Para sustituir el artículo 74, que pasa a ser 51, por el siguiente:





“Artículo 51.- Certificación de cumplimiento. La institución que ejecute la sanción, informará sobre el total cumplimiento de la misma a su término, por cualquier medio fidedigno, al juez de que trata el artículo anterior, el que deberá certificar dicho cumplimiento.





Asimismo, deberá informar de cualquier incumplimiento cuando éste se produzca.”.”.

Artículo 75






El texto de esta disposición es el siguiente:




“Artículo 75.- Visita a los recintos privativos de libertad. El juez encargado del control de la legalidad de la ejecución de la sanción, deberá ceñirse íntegramente a lo dispuesto en los artículos 567 y siguientes del Código Orgánico de Tribunales, en lo relativo a la visitas que practique a los recintos en que se ejecuten las medidas de internación provisoria y de internación en régimen cerrado establecidas en la presente ley, debiendo darse especial cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 569 y 571 de dicho Código.”.





La Fundación Tierra de Esperanza indicó que no se contempla un mecanismo de aviso a los abogados de las visitas a los recintos de privación de libertad por el juez, lo que conlleva una vulneración de derecho. Propuso establecer un aviso por correo certificado.





Mediante oficio N° 167-353, de 11 de agosto de 2005, el Presidente de la República presentó su indicación número 9, que sustituye este artículo 75 por un nuevo numeral 6, nuevo, que se incorporará al artículo 65, que contiene una serie de modificaciones al Código Orgánico de Tribunales.





Dicho numeral 6 es del siguiente tenor:





“6. Sustitúyese el artículo 585 bis, por el siguiente:





“Artículo 585 bis. Lo dispuesto en los artículos 567, 578, 580 y 581 será aplicable a los recintos en que se ejecuten las medidas de internación provisoria y de internación en régimen cerrado establecidas en la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.”.”.




Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 76





Dispone lo siguiente:




“Artículo 76.- Quebrantamiento de condena. Si el adolescente no diere cumplimiento a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, el tribunal encargado del control de la ejecución procederá, según la gravedad del incumplimiento, conforme a las reglas siguientes:





1.- Tratándose de la multa, se aplicará en forma sustitutiva la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por un máximo de 30 horas. Si el adolescente hiciere uso del derecho que le reconoce el artículo 25, se aplicará la medida de libertad asistida por el tiempo señalado en el numeral tercero del presente artículo.





2.- Idéntica regla se seguirá en caso de infracción de la prohibición de conducir vehículos motorizados, sin perjuicio de la mantención de la prohibición por el tiempo restante.





3.- Tratándose del incumplimiento grave, reiterado e injustificado de las medidas de la reparación del daño o de la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se aplicará en forma sustitutiva la libertad asistida, con una duración máxima de 90 ó 180 días, respectivamente.





4.- El incumplimiento grave, reiterado e injustificado de la libertad asistida se sancionará con arresto de fin de semana por un período máximo de 8 fines de semana o con internación en régimen semicerrado, con una duración máxima de 60 días, a ser determinado según la gravedad de los hechos que fundan la medida, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta.





5.- El incumplimiento grave, reiterado e injustificado del arresto de fin de semana dará lugar a la sustitución de la sanción por internación en régimen semicerrado, por un período equivalente al número de semanas que faltaren por cumplir.





6.- El incumplimiento grave, reiterado e injustificado de la internación en régimen semicerrado, podrá sancionarse con la internación en un centro cerrado por un período no superior a los noventa días, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta por el tiempo restante. En caso de reiteración de la misma conducta, podrá aplicarse la sustitución, en forma definitiva, por un período no superior a los seis meses.





7.- El incumplimiento grave, injustificado y reiterado del régimen de libertad asistida al que fuere sometido el adolescente conforme lo dispone el inciso primero del artículo 33, facultará al juez para ordenar que se sustituya su cumplimiento por la internación en régimen cerrado por el tiempo que resta.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 181 a 189.




La indicación número 181, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, intercala, en su encabezamiento, a continuación de la expresión “procederá,”, los vocablos “previa audiencia”.

Nº 3





La indicación número 182, del Honorable Senador señor Cordero, sustituye este numeral por el siguiente:





“3.- Tratándose del incumplimiento reiterado e injustificado de la medida de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se aplicará en forma sustitutiva la libertad asistida, con una duración máxima de 180 días.”.

Nº 4





La indicación número 183, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, lo reemplaza por el siguiente:





“4.- El incumplimiento grave, reiterado e injustificado de las obligaciones derivadas de la aplicación de la libertad asistida se sancionará con la internación en centro semicerrado por cinco días o arresto de un fin de semana. De producirse nuevamente el incumplimiento, se sustituirá la libertad asistida por internación en centro semicerrado por la mitad del tiempo que reste por un máximo de cuatro meses.”.





La indicación número 184, del Honorable Senador señor Cordero, suprime la expresión “grave,”.

Nº 5





La indicación número 185, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, lo sustituye por el siguiente:





“5.- El incumplimiento grave, reiterado e injustificado del arresto de fin de semana dará lugar a la sustitución de la sanción por internación en régimen semicerrado, por un período equivalente al número de días que faltaren por cumplir.”.





La indicación número 186, del Honorable Senador señor Cordero, suprime la expresión “grave,”.

Nº 6





La indicación número 187, del Honorable Senador señor Cordero, suprime la expresión “grave,”.

Nº 7





La indicación número 188, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, reemplaza el Nº 7 por el siguiente:





“7.- El incumplimiento grave, injustificado y reiterado del régimen de libertad asistida al que fuere sometido el adolescente conforme lo dispone el inciso primero del artículo 33, facultará al juez para ordenar que se sustituya su cumplimiento por la internación en régimen cerrado por la mitad del tiempo que resta.”.





La indicación número 189, del Honorable Senador señor Cordero, suprime la expresión “grave,”.





El Proyecto Frontera sugirió suprimir los numerales 1 y 2.





En primer lugar, la Comisión acogió la proposición del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, en orden a establecer, en el encabezado de esta disposición, que el Tribunal encargado del control de la ejecución de una sanción, ante una situación de quebrantamiento de la misma, adoptará las medidas del caso previa audiencia de las partes.





En relación al numeral 1, la Comisión introdujo una enmienda formal consistente en omitir la referencia al antiguo artículo 25 y en contemplar directamente la posibilidad del adolescente de no aceptar la sanción de prestar servicios en beneficio de la comunidad.





El numeral 2 no fue objeto de modificaciones.





Enseguida, en los numerales 3, 4, 5, 6 y 7 se eliminó la exigencia de que el incumplimiento sea “grave, reiterado e injustificado”, entregándose al juez la facultad de ponderar dicho incumplimiento.





Respecto del númeral 3, la Comisión consideró la propuesta de la indicación número 182, del Honorable Senador señor Cordero, prefiriendo, sin embargo, que en este caso se aplique en forma sustitutiva el arresto de fin de semana hasta por un máximo de cuatro fines de semana.





El numeral 4 se mantuvo en sus mismos términos solamente para el caso del primer quebrantamiento. En efecto, de producirse un incumplimiento reiterado de la libertad asistida, el juez podrá aplicar lo dispuesto en el numeral siguiente, es decir, el juez aplicará la internación en régimen semicerrado por un período equivalente al número de días que faltare por cumplir.





Se sostuvo que mediante esta fórmula se conjugan adecuadamente las finalidades correccionalistas y rehabilitadoras, propias de una ley de esta naturaleza.





En el numeral 5 sólo se reemplazó la palabra “semanas” por “día” con el objeto de facilitar el cómputo de las respectivas sanciones.





Tocante al número 6, también se prefirió enmendar la situación de la reiteración del quebrantamiento. En este caso, se acordó aplicar la sustitución de la internación en régimen semicerrado por el régimen cerrado, por un período a fijar prudencialmente por el Tribunal, que, en todo caso, no podrá superar el tiempo de duración de la condena inicialmente impuesta.





Por último, el número 7 se mantuvo en sus mismos términos, salvo en cuanto a la referencia que se hacía al artículo 33, que pasó a ser 18.





Esta disposición pasó a ser artículo 52.





En una sesión posterior, el ya señalado Grupo de Trabajo propuso dar la siguiente redacción al precepto acordado:





“Artículo 52.- Quebrantamiento de condena. Si el adolescente no diere cumplimiento a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, el tribunal encargado del control de la ejecución deberá evaluar todas las características y circunstancias que concurrieron a provocar el  quebrantamiento, antes de revocar la pena inicialmente impuesta.





En caso de considerar necesaria su revocación de acuerdo al merito de los antecedentes y evaluación realizada, previa audiencia, se procederá según la gravedad del incumplimiento conforme a las reglas siguientes:





1.- Ante el primer quebrantamiento de la pena impuesta, el tribunal deberá citar al adolescente, explicarle la gravedad de su comportamiento y advertir respecto de cuales serán las consecuencias legales que tendría un segundo incumplimiento.





2.- Tratándose de la multa, se aplicará en forma sustitutiva la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por un máximo de 30 horas. Si el adolescente no aceptare la medida se aplicará la libertad asistida por el tiempo señalado en el numeral tercero del presente artículo.





3.- Idéntica regla se seguirá en caso de infracción de la prohibición de conducir vehículos motorizados, sin perjuicio de la mantención de la prohibición por el tiempo restante.





4.- Tratándose del incumplimiento de las medidas de la reparación del daño o de la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se aplicará en forma sustitutiva la libertad asistida de moderada intensidad hasta por un máximo de 3 meses.





5.- El incumplimiento de la libertad asistida de moderada intensidad se sancionará con libertad asistida de alta intensidad por un período máximo de 3 meses.





En caso de incumplimiento reiterado de la libertad asistida se aplicará lo dispuesto en el siguiente numeral.





6.- El incumplimiento de la libertad asistida de alta intensidad se sancionará con internación en régimen semicerrado con programa de reinserción por un período máximo de 3 meses.





7.- El incumplimiento de la internación en régimen semicerrado, podrá sancionarse con la internación en un centro cerrado por un período no superior a los noventa días, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta por el tiempo restante. En caso de reiteración de la misma conducta, podrá aplicarse la sustitución, en forma definitiva, por un período a fijar prudencialmente por el tribunal que en caso alguno será superior al tiempo de duración de la condena inicialmente impuesta.





8.- El incumplimiento del régimen de libertad asistida al que fuere sometido el adolescente, en virtud de lo dispuesto en el artículo 18 facultará al juez para ordenar que se sustituya su cumplimiento por la internación en régimen semicerrado por el tiempo que resta.”.





Consideradas esta proposición, la Comisión modificó el texto previamente acordado, teniendo en consideración la eliminación del arresto de fin de semana y la nueva clasificación de libertad asistida. Su texto quedó como sigue:





“Artículo 52.- Quebrantamiento de condena. Si el adolescente no diere cumplimiento a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, el tribunal encargado del control de la ejecución procederá, previa audiencia y según la gravedad del incumplimiento, conforme a las reglas siguientes:

1.- Tratándose de la multa, aplicará en forma sustitutiva la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por un máximo de 30 horas. Si el adolescente no aceptare la medida, aplicará la libertad asistida en cualquiera de sus formas por el tiempo señalado en el numeral tercero del presente artículo. 

2.- Idéntica regla se seguirá en caso de infracción de la prohibición de conducir vehículos motorizados, sin perjuicio de la mantención de la prohibición por el tiempo restante.

3.- Tratándose del incumplimiento de las medidas de reparación del daño y prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se aplicará en forma sustitutiva la libertad asistida en cualquiera de sus formas por un periodo de hasta tres meses.

4.- El incumplimiento de la libertad asistida se sancionará con libertad asistida especial o con internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, con una duración máxima de sesenta días, lo que se determinará según la gravedad de los hechos que fundan la medida, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta.

En caso de incumplimiento reiterado de la libertad asistida, se aplicará lo dispuesto en el siguiente numeral. 

5.- El incumplimiento de la libertad asistida especial dará lugar a la sustitución de la sanción por internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, por un período equivalente al número de días que faltaren por cumplir.

6.- El incumplimiento de la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social podrá sancionarse con la internación en un centro cerrado por un período no superior a los noventa días, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta por el tiempo restante. En caso de reiteración de la misma conducta, podrá aplicarse la sustitución, en forma definitiva, por un período a fijar prudencialmente por el tribunal, que en caso alguno será superior al tiempo de duración de la condena inicialmente impuesta. 
7.- El incumplimiento del régimen de libertad asistida en cualquiera de sus formas al que fuere sometido el adolescente en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, facultará al juez para ordenar que se sustituya su cumplimiento por la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social por el tiempo que resta.”.





La indicación número 181 fue aprobada. Las indicaciones números 182, 184, 186, 187 y 189 fueron aprobadas con enmiendas. Estos acuerdos contaron con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





Las indicaciones números 183, 185 y 188 fueron retiradas por su autor, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés.

Artículo 77





Dispone lo siguiente:




“Artículo 77.- Sustitución de condena. El tribunal encargado del control de la ejecución de alguna de las sanciones previstas en esta ley, de oficio o a petición del adolescente o su defensor, podrá sustituirla por una menos gravosa, en tanto ello parezca más favorable para la integración social del infractor y se hubiere dado cumplimiento, al menos, a un tercio de su duración o cuantía.





Para estos efectos el juez, en presencia del condenado, su abogado, el Ministerio Público y un representante de la institución encargada de la ejecución de la sanción, examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá. A esta audiencia pueden asistir los padres del adolescente o las personas que legalmente hubieran ejercido la tuición antes de su privación de libertad.





La resolución que se pronuncie sobre una solicitud de sustitución será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.





En caso alguno la internación en un régimen cerrado podrá sustituirse por una de las sanciones previstas en las letras a), b), c), d) o e) del artículo 18.”.





La indicación número 190, del Honorable Senador señor Cordero, suprime este artículo.





La Fundación Tierra de Esperanza indicó que el inciso final señala que no se podrá sustituir la internación en un régimen cerrado por las penas allí señaladas. Lo anterior le parece desafortunado si el objetivo es la responsabilización efectiva y no la pena. A su vez, no se aprecia por qué no pueden establecerse regímenes de cumplimiento en el medio libre si en caso de infracción se vuelve a la pena original.





El ya citado Grupo de Trabajo propuso que en la audiencia en que se trate la sustitución de la condena participe la víctima, estableciéndose la obligación de citarla. Se sostuvo que su presencia, por la dinámica de dicha audiencia, será un incentivo para que la defensa proponga medidas que aseguren una efectiva reparación. Para estos efectos, sugirió incorporar tanto en los dos primeros incisos la exigencia de citar a la víctima o a su prepresentante.





La Comisión acordó efectuar ciertas precisiones a esta disposición. En primer lugar, en su inciso primero, se puntualizó que la sustitución de la pena procederá cuando se hubiere iniciado su cumplimiento y no cuando se hubiere dado cumplimiento, al menos, a un tercio de su duración o cuantía, como se proponía.





Enseguida, se prescribió, en el inciso segundo, que a la audiencia podrán asistir también la víctima o su representante, agregando que la inasistencia de éstos no será nunca obstáculo para el desarrollo de la misma.





Por último, en el inciso final se estableció que en caso alguno la internación en régimen cerrado podrá sustituirse por prestación de servicios en beneficio de la comunidad o por reparación del daño causado.





Este precepto pasó a ser artículo 53.





La indicación número 190 fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 78





Este artículo es del siguiente tenor:




“Artículo 78.- Sustitución condicional de las medidas privativas de libertad. La sustitución de una sanción privativa de libertad, podrá disponerse de manera condicionada. De esta forma, si se incumpliere la sanción sustitutiva, podrá revocarse su cumplimiento ordenándose la continuación de la sanción originalmente impuesta, por el tiempo que faltare.”.





La indicación número 191, del Honorable Senador señor Cordero, suprime este artículo.





Este precepto, que pasó a ser artículo 54, fue objeto de enmiendas meramente formales.





La indicación número 191 fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 79





Este precepto tiene el siguiente texto:




“Artículo 79.- Revocación de condena. El tribunal podrá revocar el cumplimiento del saldo de condena cuando en base a antecedentes calificados considere que se ha dado cumplimiento a los objetivos pretendidos con su imposición, conforme lo dispuesto en el artículo 4º de esta ley. Para ello será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 77.





Para los efectos de resolver acerca de la revocación, el tribunal deberá contar con un informe favorable emanado del Servicio Nacional de Menores.





Tratándose de una sanción privativa de libertad, la facultad de revocación sólo podrá ser ejercida si se ha cumplido más de la mitad del tiempo de duración de la sanción originalmente impuesta.”.





La indicación número 192, del Honorable Senador señor Cordero, suprime este artículo.





El Fiscal Nacional expresó que en cuanto a la facultad del juez para eximir del cumplimiento de parte de la pena, sería conveniente sustituir la expresión “revocación” por “exención”, puesto que una vez que la resolución que ordena cumplir una condena queda firme, sólo puede ser revocada en virtud de una sentencia dictada por la Corte Suprema conociendo de un recurso de revisión.

 



En todo caso, podría estudiarse una variación a la propuesta anterior, sustituyendo la voz “exención” por “remisión”.





El Proyecto Frontera recomendó reemplazar, todas las veces que se usan en este precepto, las expresiones “revocación” por “remisión” y “revocar” por “remitir”.





Atendiendo a las opiniones escuchadas, la Comisión resolvió sustituir en este precepto –que pasó a ser artículo 55-, las expresiones “revocación” y “revocar” por “remisión” y “remitir”, respectivamente.





En consecuencia, la indicación número 192 fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita.

º º º


La indicación número 193, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, agrega el siguiente Título y artículos nuevos:

“TÍTULO V

DE LA COMPETENCIA CONTRAVENCIONAL DE LOS

JUECES DE GARANTÍA


 Artículo…- Cometen contravenciones los adolescentes que incurran en un hecho tipificado en los artículos 494, números 1, 3, 4, 5 y 19, sólo en lo que dice relación al artículo 446 y 496 números 5 y 26, del Código Penal.


Serán competentes para conocer y juzgar las contravenciones cometidas por adolescentes los jueces de garantía.


Las contravenciones no constituyen sanción penal sino administrativa, para todos los efectos legales.


Artículo…- El proceso contravencional se iniciará con el solo requerimiento de la policía, por medio de un parte escrito, sea que la denuncia haya sido formulada por un particular, sea que el adolescente haya sido sorprendido por la policía en flagrancia. El parte por medio del cual se formule el requerimiento deberá consignar los hechos constitutivos de la contravención y los demás antecedentes en que se funde la imputación e individualizar a su autor, al funcionario requirente y al denunciante particular, en su caso.


Artículo…- Interpuesta la denuncia por un particular, la policía procederá a citar al adolescente para que comparezca a primera audiencia ante el juez de garantía.


Por disposición del juez de garantía, se podrá conducir al adolescente a su presencia por medio de la fuerza pública, en el caso señalado en el inciso primero del artículo 47 o cuando la policía lo solicite al juez en la situación descrita por el inciso segundo del mismo artículo, siempre que la aprehensión se practique en horas en que pueda asegurarse su comparecencia inmediata.


Artículo…- En caso de que la policía sorprenda a un adolescente en contravención flagrante, previa comprobación de su domicilio lo dejará citado a primera audiencia ante el juez de garantía, aplicándose en su caso lo dispuesto en el inciso segundo del artículo anterior.


Tratándose de contravenciones a que se refiere el artículo 134, inciso cuarto, del Código Procesal Penal, el funcionario de policía podrá detener al adolescente, debiendo ponerlo a disposición del juez de garantía en el menor plazo posible, de manera que en ningún caso transcurran más de doce horas entre el momento de la detención y el de la celebración de la audiencia. El Comité de Jueces de Garantía deberá adoptar las medidas necesarias para asegurar la celebración de audiencias en horarios excepcionales cuando sea necesario para el cumplimiento de ese plazo.


Artículo…- El adolescente tendrá derecho a guardar silencio, a entrevistarse con posterioridad a la audiencia con un abogado proporcionado gratuitamente por el Estado, y a impugnar las resoluciones del juez de garantía.


Para el cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, el juez de garantía proporcionará al adolescente la información necesaria para contactar al abogado con el que podrá entrevistarse.


Artículo…- Al comenzar la audiencia, el juez explicará al adolescente sus derechos, y lo interrogará sobre la veracidad de los hechos imputados por el requerimiento. En caso de que el adolescente reconozca los hechos, el juez resolverá pudiendo imponer una sanción contravencional proporcionada a la gravedad de los hechos y a la edad del adolescente, y adecuada para responsabilizar al adolescente por la contravención.


Artículo…- Si el adolescente niega los hechos o guarda silencio, el juez citará a una nueva audiencia, a la que comparecerá el adolescente, que podrá ir acompañado por su abogado, pudiendo el juez además solicitar la comparecencia del funcionario aprehensor, el denunciante particular y los padres o personas encargadas del cuidado personal del adolescente. En esta audiencia el juez resolverá sobre la veracidad de los hechos materia del requerimiento y la sanción contravencional a imponer.


Artículo…- El juez podrá imponer al adolescente alguna de las siguientes sanciones contravencionales:

a) Amonestación;

b) Multa;

c) Reparación material o petición de disculpas al ofendido perjudicado;

d) Una reparación a la comunidad, de ejecución instantánea o de una duración de no más de 3 horas;

e) Prohibición temporal de asistir a determinados espectáculos, hasta por un año;

f) Prohibición temporal de obtener permiso para tenencia y porte de armas o licencia de conducir vehículos motorizados, hasta por un año desde que el adolescente cumpla la mayoría de edad.


Artículo…- En contra de la resolución que le imponga una sanción contravencional, el adolescente podrá interponer reposición ante el mismo juez, dentro de quinto día hábil, fundada en que su reconocimiento de los hechos ha estado viciado. Acogida la reposición, se procederá en la forma señalada por el artículo 86.


Artículo…- El adolescente podrá apelar de la resolución que le imponga una sanción contravencional, para ante la Corte de Apelaciones respectiva, cuando la sanción fuere desproporcionada a la gravedad de los hechos o inconducente para la finalidad de responsabilización. La resolución de la Corte de Apelaciones que acoja el recurso deberá determinar la nueva sanción.


También podrá apelar el adolescente de la resolución que niegue lugar a la reposición interpuesta ante el juez de garantía. La resolución de la Corte de Apelaciones que acoja el recurso deberá señalar el juez de garantía que deberá conocer del asunto en nueva audiencia.”.


Durante la discusión de esta indicación, el Ministerio Público proporcionó a la Comisión dos alternativas destinadas a traspasar las faltas cometidas por adolescentes por una parte, a los juzgados de Policía Local y, por otra, a los Tribunales de Familia.


Se señaló que abona este último camino, la circunstancia que esos tribunales son los que conocerán los delitos cometidos por menores de 14 años y que los adolescentes igualmente tienen padres o algún familiar cercano a quien conminar para que se preocupe por su futuro, por lo que serán citados a la audiencia.




En estos ejemplos, el Ministerio Público excluyó algunas faltas, que son las que se consideraron más graves, las que quedarían siempre en el ámbito penal. Es el caso, por ejemplo, de las amenazas con armas.





Como la casi totalidad de las faltas tiene también relación con Policía Local, se preparó igualmente un texto para el traspaso de estas materias a esos tribunales.





Aclararon que en ninguno de los dos textos se considera el recurso de apelación pues en la ley de Policía Local son inapelables las sentencias definitivas con penas de multas por tránsito y otras, que parecieron equivalentes a las faltas infraccionales que se están tratando en este punto. En cualquier caso, puede incorporarse si se estima necesario, aunque por tratarse de sanciones infraccionales no se aplica la exigencia de doble instancia del Tratado sobre Protección de los Derechos de los Niños.




La primera alternativa referida es del siguiente tenor:

“TITULO  ….

DE LA COMPETENCIA CONTRAVENCIONAL DE LOS

JUZGADOS DE POLICIA LOCAL

      Artículo…   Habida excepción de las faltas tipificadas en los artículos 494, números 1, 4, 5, y 19, este último sólo en lo que dice relación con el artículo 477; en el artículo 494 bis; en el artículo 495 número 21; y, en el artículo 496, números 5 y 26, todos del Código Penal, y de aquellas tipificadas en la ley Nº 20.000 o en los cuerpos normativos que la sustituyan, las restantes faltas penales contenidas en la legislación vigente, que sean cometidas por adolescentes,  constituirán contravenciones de carácter administrativo para todos los efectos legales, y serán conocidas y juzgadas por  los Juzgados de Policía Local.

Artículo… El correspondiente proceso contravencional, que en lo que no sea incompatible con lo dispuesto en el presente título, será el establecido  en la ley Nº 18.287, con las modificaciones siguientes: 

a)  
No tendrá aplicación lo dispuesto en los artículos  6º  y  23   de dicha ley.

b)
En caso de que la policía sorprenda a un adolescente en contravención flagrante, previa comprobación de su domicilio, lo dejará citado a primera audiencia ante el Juzgado de Policía Local.

Igualmente, si la denuncia es interpuesta por un particular, la policía procederá a citar al adolescente para que comparezca a primera audiencia ante el juez de Policía Local.

c) Si el adolescente no concurriere en virtud de dicha citación, el tribunal expedirá una nueva orden de comparecencia. 

Por disposición del tribunal se podrá conducir al adolescente a su presencia por medio de la fuerza pública, en el caso que éste no concurra luego de la segunda citación practicada y siempre que la aprehensión se practique en horas en que pueda asegurarse su comparecencia inmediata.

d)  De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el adolescente infractor deberá notificarse a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado, y al denunciante o perjudicado, según corresponda.

e) Todos quienes sean citados a la audiencia deberán concurrir con sus medios de prueba, lo que deberá advertirse en la correspondiente citación.

f)   El adolescente tendrá derecho a guardar silencio.  

g) Al comenzar la audiencia, el juez explicará al adolescente sus derechos, y lo interrogará sobre la veracidad de los hechos imputados por el requerimiento. En caso de que el adolescente reconozca los hechos, el juez dictará sentencia de inmediato, la que no será susceptible de recurso alguno. 

En la sentencia se podrá imponer la sanción de amonestación si ésta resulta proporcionada a la gravedad de los hechos y a la edad del adolescente, para responsabilizarlo por la contravención, a menos que mediare reincidencia o reiteración, en cuyo caso, deberá imponerse alguna de las restantes sanciones previstas en el artículo xxxx.

h) Si el adolescente niega los hechos o guarda silencio, se realizará el juzgamiento de inmediato,  procediéndose a oír a los comparecientes y a recibir la prueba, tras lo cual se preguntará al adolescente si tuviere algo que agregar. Con su declaración o sin ella, el juez pronunciará su sentencia de absolución o condena.

Si el tribunal estimare necesaria la comparecencia del funcionario policial que hubiere tenido participación en el requerimiento,  citará a una nueva audiencia, a la que quedará citado el adolescente y demás comparecientes.  

En esta audiencia el juez resolverá sobre la veracidad de los hechos materia del requerimiento y la sanción contravencional a imponer.

i) El juez podrá imponer al adolescente únicamente alguna de las siguientes sanciones contravencionales:

a) Amonestación;

b) Reparación material del daño o petición de disculpas al ofendido o perjudicado;

c) Multa de hasta 2 Unidades Tributarias Mensuales;

d) Una reparación a la comunidad, de ejecución instantánea o de una duración de no más de 3 horas; y,

e) Prohibición temporal de asistir a determinados espectáculos, hasta por un año.

h)  Son inapelables las sentencias definitivas dictadas en procesos por simples infracciones cometidas por adolescentes.

i)  A solicitud de parte el juez podrá sustituir una sanción por otra durante el cumplimiento de la misma.

j)  En caso de incumplimiento de la sanción impuesta,  el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público para los efectos previstos en el artículo 240 inciso segundo del Código de Procedimiento Civil.”.





La segunda alternativa, que entrega el conocimiento de las faltas a los Tribunales de Familia, es la siguiente:

“TITULO  ….

DE LA COMPETENCIA CONTRAVENCIONAL DE LOS

JUZGADOS  DE  FAMILIA

Artículo…   Habida excepción de las faltas tipificadas en los artículos 494, números 1, 4, 5, y 19, este último sólo en lo que dice relación con el artículo 477; en el artículo 494 bis; en el artículo 495 número 21; y, en el artículo 496, números 5 y 26, todos del Código Penal, y de aquellas tipificadas en la ley Nº 20.000 o en los cuerpos normativos que la sustituyan, las restantes faltas penales contenidas en la legislación vigente, que sean cometidas por adolescentes,  constituirán contravenciones de carácter administrativo para todos los efectos legales, y serán conocidas y juzgadas por los Tribunales de Familia creados por la ley Nº 19.968.

Artículo… El correspondiente proceso contravencional, que en lo que no sea incompatible con lo dispuesto en el presente título ni con la naturaleza infraccional de las faltas a juzgar, se regirá por los Párrafos primero, segundo y tercero del Título III de la ley Nº 19.968, se iniciará con el solo requerimiento de la policía, por medio de  parte escrito, sea que la denuncia haya sido formulada por un particular, o que el adolescente haya sido sorprendido por la policía en flagrancia. El parte por medio del cual se formule el requerimiento deberá consignar los hechos constitutivos de la contravención y los demás antecedentes en que se funde la imputación, con indicación de tiempo y lugar, la individualización de su autor, del funcionario requirente y del denunciante particular, en su caso.

Artículo… En caso de que la policía sorprenda a un adolescente en contravención flagrante, previa comprobación de su domicilio, lo dejará citado a primera audiencia ante el tribunal de familia.

Igualmente, si la denuncia es interpuesta por un particular, la policía procederá a citar al adolescente para que comparezca a primera audiencia ante el juez de familia.

Artículo… De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse también a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado, y  al denunciante o al perjudicado, según corresponda.

Todos quienes sean citados a la audiencia deberán concurrir con sus medios de prueba.

Artículo… Si el adolescente no concurriere en virtud de dicha citación, el tribunal expedirá una nueva orden de comparecencia. 

Por disposición del tribunal se podrá conducir al adolescente a su presencia por medio de la fuerza pública, en el caso que éste no concurra luego de la segunda citación practicada y siempre que la aprehensión se practique en horas en que pueda asegurarse su comparecencia inmediata.

Artículo… El adolescente tendrá derecho a guardar silencio.  

Artículo… Al comenzar la audiencia, el juez explicará al adolescente sus derechos, y lo interrogará sobre la veracidad de los hechos imputados por el requerimiento. En caso de que el adolescente reconozca los hechos, el juez dictará sentencia de inmediato, la que no será susceptible de recurso alguno. 

En la sentencia se podrá imponer la sanción de amonestación si ésta resulta proporcionada a la gravedad de los hechos y a la edad del adolescente, para responsabilizarlo por la contravención, a menos que mediare reincidencia o reiteración, en cuyo caso, deberá imponerse alguna de las restantes sanciones previstas en el artículo xxxx.

Artículo… Si el adolescente niega los hechos o guarda silencio, se realizará el juzgamiento de inmediato,  procediéndose a oír a los comparecientes y a recibir la prueba, tras lo cual se preguntará al adolescente si tuviere algo que agregar. Con su declaración o sin ella, el juez pronunciará su sentencia de absolución o condena.

Si el tribunal estimare necesaria la comparecencia del funcionario policial que hubiere tenido participación en el requerimiento,  citará a una nueva audiencia, a la que quedará citado el adolescente y demás comparecientes.  

En esta audiencia el juez resolverá sobre la veracidad de los hechos materia del requerimiento y la sanción contravencional a imponer.

Artículo… El juez podrá imponer al adolescente únicamente alguna de las siguientes sanciones contravencionales:

a) Amonestación;

b) Reparación material del daño o petición de disculpas al ofendido o perjudicado;

c) Multa de hasta 2 Unidades Tributarias Mensuales;

d) Una reparación a la comunidad, de ejecución instantánea o de una duración de no más de 3 horas; y,

e) Prohibición temporal de asistir a determinados espectáculos, hasta por un año.

Artículo… Son inapelables las sentencias definitivas dictadas en procesos por simples infracciones cometidas por adolescentes. 

Artículo… A solicitud de parte, el juez podrá sustituir una sanción por otra durante el cumplimiento de la misma.

Artículo… En caso de incumplimiento de la sanción impuesta,  el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público para los efectos previstos en el artículo 240 inciso segundo del Código de Procedimiento Civil.”.





La abogado señora Manaud, representante del Ministerio Público, señaló que si se conservaba una definición del concepto de “infracción de carácter penal”, a que se alude en muchas disposiciones del proyecto de ley, en ambas alternativas sería necesario hacer una referencia a la inclusión en él de las faltas penales que no pasan a ser infracciones administrativas. Expresó que de no ser así, tendría que agregarse un artículo a continuación del 1°, sobre contenido de la ley, que previniera expresamente que las faltas no constitutivas de infracciones siguen siendo de carácter penal y sometidas a los Códigos Penal y Procesal Penal.





Advirtió que, del mismo modo, dependiendo de la redacción definitiva de la definición de adolescentes, si quedara circunscrito a los efectos del proyecto de ley de responsabilidad penal juvenil, será necesario repetir esa definición o hacer una remisión a ella en esta parte del texto, para su aplicación a los procedimientos en Policía Local o ante los Tribunales de Familia.





Iniciado el análisis de la indicación número 193, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, despejó cualquier duda de admisibilidad que pudiere plantearse al considerar que el proyecto remitido por el Ejecutivo se ocupa del tratamiento de las faltas cometidas por los adolescentes en su artículo 5°, que pasó a ser 6° en el texto aprobado en primer trámite constitucional.





Enseguida, hubo coincidencia entre los miembros de la Comisión en cuanto a que el órgano más apropiado para resolver las faltas cometidas por adolescentes son los Tribunales de Familia. Se tuvo presente, además, que los Tribunales de Familia ya cuentan con facultades para conocer de estos ilícitos, según lo dispone el número 10 del artículo 8° de la ley N° 19.968.





Esclarecido este camino y según se señaló al debatirse el artículo 2°, la Comisión resolvió que las faltas de mayor envergadura se regirán por lo establecido en esta ley y que en los demás casos, se estará a lo dispuesto en la ley 19.968, sobre Tribunales de Familia.





Para estos efectos, tal como se explicó, se realizó un discernimiento que permitió precisar en el inciso tercero del señalado precepto, que sólo serán responsables en conformidad con la presente ley los adolescentes mayores de 16 años y exclusivamente tratándose de aquellas faltas tipificadas en los artículos 494 números 1, 4, 5 y 19, sólo en relación con el artículo 477, 494 bis, 495 número 21 y 496 números 5 y 26 del Código Penal y de las tipificadas en la ley N° 20.000. En consecuencia, si estas faltas más graves son cometidas por adolescentes de entre 14 y 16 años, quedarán sujetas al nuevo procedimiento establecido por la Comisión dentro de la ley de Tribunales de Familia.





La totalidad de las restantes faltas, cometidas por adolescentes de entre 14 y 18 años, quedan también sujetas al nuevo procedimiento.





El procedimiento acordado tomó como base la proposición del Ministerio Público y se tradujo en la incorporación de un Párrafo cuarto en el Título IV de la ley N° 19.968, integrado por trece disposiciones que se transcribirán en el capítulo que este informe dedica a las modificaciones.





Tal procedimiento refleja los principios que inspiran la sustanciación de acciones ante los señalados Tribunales de Familia, que buscan, principalmente, la inmediatez, la celeridad, la concentración, la búsqueda de soluciones de colaboración, las actuaciones de oficio, la conciliación, la inmediación, la protección de la intimidad, la libertad de prueba, el ofrecimiento de prueba por parte de las partes, la celebración de convenciones probatorias y la valoración de la prueba según las reglas de la sana crítica, entre otras finalidades.





Hubo acuerdo de parte de los representantes del Ministerio de Justicia en torno a la conveniencia de lo resuelto por la Comisión.





Estos acuerdos se complemementaron, como se dijo, con la enmienda al artículo 2°, que pasó a ser 1°.





La indicación número 193 fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández y Viera-Gallo.

º º º

Título final

Artículo 80





Dispone lo siguiente:




“Artículo 80.- Registro. El Servicio Nacional de Menores llevará un registro reservado sobre las sanciones impuestas.





Los registros o antecedentes derivados de la condena en contra de un adolescente por una infracción a la ley penal, sólo podrán ser conocidos por el Defensor Penal Público, el Ministerio Público y el tribunal para los efectos de determinar la sanción aplicable, una vez concluido el juicio oral o una vez que se haya dado lugar al procedimiento abreviado y éste haya también finalizado. El querellante y el defensor particular, para los mismos efectos, podrán requerir dicha información al Ministerio Público.





En todo caso, quienes en razón a su función hayan tomado conocimiento de dichos antecedentes, mantendrán la obligación de guardar reserva, respondiendo penalmente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 247 del Código Penal.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 194, 195 y 196.

La indicación número 194, del Presidente de la República, suprime, en su inciso segundo, la frase “, una vez concluido el juicio oral o una vez que se haya dado lugar al procedimiento abreviado y éste haya también finalizado”.


La indicación número 195, del Honorable Senador señor Cordero, agrega, en su inciso segundo, la siguiente frase final: “, el que deberá, en tal caso, otorgarla inmediatamente”.


La indicación número 196, del Presidente de la República, intercala, a continuación de su inciso segundo, el siguiente, nuevo:





“Dichos antecedentes podrán ser invocados una vez concluido el juicio oral o una vez que se haya dado lugar al procedimiento abreviado y éste haya también finalizado.”.





El Fiscal Nacional advirtió que no es conveniente que este registro sea llevado por el Servicio Nacional de Menores. Sugirió encomendarlo al Registro Civil o al propio Ministerio Público.


Agregó que, en todo caso, resulta indispensable que el Ministerio Público tenga acceso oportuno al conocimiento de las condenas previas, para determinar la sanción que sea procedente solicitar y las decisiones de persecución que correspondan, sin perjuicio de que se confiera igual atribución a los tribunales y a los defensores de los menores infractores. Consideró necesario que el Ministerio Público tenga conocimiento de los antecedentes contenidos en el registro reservado, puesto que ello es útil para informar sus criterios de actuación en materia de principio de oportunidad, suspensión condicional del procedimiento, formulación de cargos, acusación, etc., sin que aparezca plausible o adecuado para el sistema esperar la finalización del juicio oral o del procedimiento abreviado. Por ello, estimó inadecuado esperar el resultado de la audiencia del juicio oral para sólo en esa fecha conocer los registros reservados, pues el fallo debe expedirse en un plazo muy breve y no siempre se efectúa la audiencia de verificación de antecedentes para la determinación de la pena. Precisó que lo mismo vale para el procedimiento abreviado.





El Defensor Nacional indicó que el registro de condenas debe estar disponible para todos los intervinientes, incluso para el abogado privado a fin de evitar toda discriminación.

I



La Policía de Investigaciones destacó que es de vital importancia que las Policías tengan acceso a este registro, por cuanto ello permitirá agilizar las diligencias, especialmente en procedimientos en horarios inhábiles, como sería el caso de un menor detenido en horario nocturno, del cual se presuma su participación en otros ilícitos y se carezca de antecedentes que permitan precisar su identificación y domicilio.


Sobre esta materia, Carabineros hizo presente, por su parte, la siguiente serie de observaciones:

a) En lo relativo a la consulta del registro por parte del juez, el artículo 20 del proyecto señala los criterios que éste deberá considerar para determinar la pena, no incluyendo la obligación de consultar dicho registro. El artículo 80 contempla la consulta del tribunal sólo con carácter facultativo y no obligatorio.

b) Por su parte, la posibilidad de las Policías de consultar antecedentes penales pretéritos de una persona constituye un antecedente indiciario o que marca la dirección de la investigación, sea para confirmar su curso o para redireccionarla.

c) Así también, la consulta de antecedentes es una fundamental herramienta para las labores preventivas de las Policías, como es el caso de verificar el cumplimiento de medidas cautelares personales en caso de incumplimiento flagrante. ¿Cómo sabría Carabineros, en un control de identidad a un adolescente, que éste es sujeto de una medida cautelar y que la está incumpliendo en forma flagrante si no tiene acceso a este tipo de registros?

d) Para que las Policías cumplan sus funciones, tendrían que crear sus propios registros. Esto es, habría registros paralelos a los que establece esta ley, lo que puede conducir a lamentables errores, con perjuicio para el adolescente y para el policía que cumple su deber. Si se teme que el acceso de las Policías a los registros se preste para arbitrariedades, establézcanse, entonces, mecanismos de debido resguardo, pero permítase que las instituciones policiales cumplan adecuadamente sus obligaciones.

e) Finalmente, no parece del todo adecuado que el registro quede a cargo del SENAME, toda vez que el Servicio de Registro Civil e Identificación posee la experticia para ello, además de las redes habilitadas para efectuar las consultas. En consecuencia, posee mejores ventajas comparativas que el SENAME para llevar y mantener el registro, asumiendo las responsabilidades inherentes a su custodia y actualización en tiempo real.





En esta materia, la Comisión estimó más adecuado mantener las reglas generales e introducir solamente una enmienda al artículo 2º del Decreto Ley N° 645, de 1925, que crea el Registro Nacional de Condenas y lo confía al Servicio de Registro Civil e Identificación. Dicha modificación tiene por finalidad establecer que los antecedentes relativos a los procesos o condenas de menores de edad sólo podrán ser consignados en los certificados que se emitan para ingresar a las Fuerzas Armadas, Carabineros, Gendarmería e Investigaciones o para los fines establecidos en el inciso primero del este artículo, es decir, para comunicar al Ministerio Público, a los tribunales con competencia en lo criminal y a los Juzgados de Policía Local los datos que soliciten para comprobar la reincidencia de los imputados.





Esta disposición pasó a ser artículo 59.





En consecuencia, las indicaciones números 194, 195 y 196 fueron aprobadas con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zurita.

Artículo 81





Este precepto dispone lo siguiente:




“Artículo 81.- Cumplimiento de mayoría de edad. En caso que el imputado o condenado por una infracción juvenil a la ley penal fuere mayor de 18 años o los cumpliere durante la ejecución de cualquiera de las medidas contempladas en esta ley o durante la tramitación del procedimiento, continuará sometido a las normas de esta ley hasta su término.





Excepcionalmente, el Servicio Nacional de Menores podrá solicitar al tribunal de control competente que autorice el cumplimiento de la internación en régimen cerrado en un recinto administrado por Gendarmería de Chile, cuando el condenado hubiere cumplido la mayoría de edad y sea necesario para efectos del control de la sanción. En todo caso, las modalidades de ejecución de dicha condena deberán seguir siendo ejecutadas conforme a las prescripciones de esta ley debiendo ser administradas por el Servicio Nacional de Menores.





En los casos previstos en este artículo, el Servicio Nacional de Menores o las autoridades que correspondan, adoptarán las medidas necesarias para asegurar la separación de las personas menores de 18 años con los mayores de edad, y de éstos respecto de los condenados o procesados conforme a la ley penal de adultos.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 197 y 198.

La indicación número 197, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, sustituye su inciso segundo por el siguiente:


“Excepcionalmente, el Servicio Nacional de Menores podrá solicitar al tribunal de control competente que autorice el cumplimiento de la internación en régimen cerrado en un recinto administrado por Gendarmería de Chile, cuando el condenado hubiere cumplido la mayoría de edad y sea declarado responsable de la comisión de un delito o incumpla de manera grave el reglamento del centro poniendo en riesgo la vida o integridad física de otras personas.”.


La indicación número 198, del mismo señor Senador, intercala, a continuación del inciso segundo, el siguiente, nuevo:


“En el caso de infractores condenados a internación en centro cerrado, que al momento de la condena hubieren cumplido dieciocho años de edad, previa solicitud del Sename, el tribunal podrá ordenar por resolución fundada el cumplimiento de la sanción en un recinto administrado por Gendarmería de Chile. En todo caso, las modalidades de ejecución de dicha condena deberá seguir siendo ejecutadas conforme a las prescripciones de esta ley debiendo ser administradas por el Servicio Nacional de Menores.”.





En relación al inciso segundo, la Fundación Tierra de Esperanza acotó que se entrega al SENAME una atribución sobre las penas que debiera corresponder exclusivamente al Fiscal y no a un ente administrativo desvinculado al proceso y su ejecución.





El Defensor Nacional hizo presente que el envío de jóvenes a recintos de adultos hace inviable el trabajo de reinserción social. La excepción podría aceptarse para una edad mayor, como en España, donde se permite a partir de los 23 años y previa audiencia.





Considerada la disposición en estudio, la Comisión consideró conveniente diferenciar las dos siguientes situaciones:





La primera, si al momento de alcanzar el adolescente infractor los 18 años le restan por cumplir menos de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado. En este caso, permanecerá en el centro de privación de libertad del Servicio Nacional de Menores.


La segunda, si al momento de alcanzar los 18 años le quedan por cumplir más de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado. En esta situación, el Servicio Nacional de Menores evacuará un informe fundado al juez de control de ejecución solicitando la permanencia del adolescente en el centro cerrado de privación de libertad o sugiriendo su traslado a un recinto penitenciario administrado por Gendarmería de Chile.


Se agregó que dicho informe deberá enviarse al tribunal con a lo menos tres meses de anterioridad a la fecha de cumplimiento de la mayoría de edad y se referirá al proceso de reinserción del adolescente y a la conveniencia, para tal fin, de su permanencia en el centro cerrado de privación de libertad. Tal informe deberá ser comunicado a todas las partes involucradas en el proceso.


En caso de ordenar el tribunal su permanencia, se revisará la situación del adolescente según se desarrolle el proceso de reinserción en apreciación de la administración del centro. En caso de ordenar el tribunal su traslado a un recinto penitenciario, las modalidades de ejecución de dicha condena seguirán siendo ejecutadas conforme a las prescripciones de esta ley.


Se mantuvo la regla según la cual excepcionalmente el Servicio Nacional de Menores podrá solicitar al tribunal de control competente que autorice el cumplimiento de la internación en régimen cerrado en un recinto administrado por Gendarmería de Chile, precisándose que ello ocurrirá cuando el condenado hubiere cumplido la mayoría de edad y sea declarado responsable de la comisión de un delito o incumpla de manera grave el reglamento del centro, poniendo en riesgo la vida e integridad física de otras personas.





Se prescribió, además, que en todos los casos previstos en este artículo, el Servicio Nacional de Menores, Gendarmería de Chile y las autoridades que correspondan adoptarán las medidas necesarias para asegurar la separación de las personas sujetas a esta ley menores de 18 años con los mayores de edad y de los adultos sujetos a esta ley respecto de los condenados conforme a la ley penal de adultos.





Esta disposición pasó a ser artículo 56.





El Presidente de la República recogió estos acuerdos en su indicación número 10 contenida en el oficio N° 167-353, de 11 de agosto de 2005, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espína, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Las indicaciones números 197 y 198 fueron desechadas por los mismos señores Senadores.





El texto de la señalada indicación número 10 del Ejecutivo es el siguiente:





“10) Para sustituir el artículo 81, que pasa a ser 56, por el siguiente:





“Artículo 56.- Cumplimiento de la mayoría de edad. En caso que el imputado o condenado por una infracción a la ley penal fuere mayor de dieciocho años o los cumpliere durante la ejecución de cualquiera de las sanciones contempladas en esta ley o durante la tramitación del procedimiento, continuará sometido a las normas de esta ley hasta el término de éste.





Si al momento de alcanzar los dieciocho años restan por cumplir menos de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, permanecerá en el centro de privación de libertad del Servicio Nacional de Menores.





Si al momento de alcanzar los dieciocho años le restan por cumplir más de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, el Servicio Nacional de Menores evacuará un informe fundado al juez de control de ejecución en que solicite la permanencia en el centro cerrado de privación de libertad o sugiera su traslado a un recinto penitenciario administrado por Gendarmería de Chile.





Dicho informe se enviará al tribunal con a lo menos tres meses de anterioridad a la fecha de cumplimiento de la mayoría de edad y se referirá al proceso de reinserción del adolescente y a la conveniencia, para tal fin, de su permanencia en el centro cerrado de privación de libertad. El informe deberá comunicarse a todas las partes involucradas en el proceso.





En caso de ordenar el tribunal su permanencia, se revisará su situación según se desarrolle el proceso de reinserción en apreciación de la administración del centro.





En caso de ordenar el tribunal su traslado a un recinto penitenciario, las modalidades de ejecución de dicha condena deberán seguir siendo ejecutadas conforme a las prescripciones de esta ley.





Excepcionalmente, el Servicio Nacional de Menores podrá solicitar al tribunal de control competente que autorice el cumplimiento de la internación en régimen cerrado en un recinto administrado por Gendarmería de Chile, cuando el condenado hubiere cumplido la mayoría de edad y sea declarado responsable de la comisión de un delito o incumpla de manera grave el reglamento del centro poniendo en riesgo la vida e integridad física de otras personas.





En todos los casos previstos en este artículo, el Servicio Nacional de Menores, Gendarmería de Chile y las autoridades que correspondan adoptarán las medidas necesarias para asegurar la separación de las personas sujetas a esta ley menores de dieciocho años con los mayores de edad y de los adultos sujetos a esta ley respecto de los condenados conforme a la ley penal de adultos.”.”.

Artículo 82





Dispone lo siguiente:




“Artículo 82.- Agravante especial. Las personas que de acuerdo a esta ley tengan la custodia o el cuidado de adolescentes imputados o condenados por una infracción a la ley penal y que en el ejercicio de sus funciones cometieren un delito en su contra, serán sancionadas con la pena señalada al respectivo delito en su grado máximo.”.





El Defensor Nacional propuso que, junto con esta agravante penal, se deben tomar todos los resguardos para que el personal que trabaje con los infractores sea idóneo, de manera de evitar malos tratos, abusos sexuales u otras situaciones indeseables.





El Profesor Bullemore se opuso a consagrar esta agravante especial por varias razones.





En primer lugar, dijo, no se hace diferencia en relación a delito alguno. ¿Qué sucede, por ejemplo, si se trata de una simple apropiación indebida? Debiérase, en este caso, señalar sólo algunos delitos, los de mayor gravedad.





En segundo término, acotó, la norma parece redundante, dada la regla general establecida en algunos casos, por ejemplo, el artículo 368, inciso primero, y las disposiciones que hacen más gravosa la pena en los casos de los artículos 370 bis, 371 y 372. Además, agregó, en el mismo caso señalado se trata de una infracción al principio del non bis in ídem, por lo menos en el estupro, artículo 363 número 2, en el que la circunstancia de la dependencia ya está considerada como elemento del tipo penal.





Por último, indicó que en algunos delitos debe notarse que el parentesco es una circunstancia eximente de responsabilidad (ejemplo, el artículo 489, respecto de hurtos, defraudaciones o daños), y que precisamente estos parientes comúnmente se encontrarán en la circunstancia de tener a su cuidado al adolescente imputado o condenado. Por lo tanto, debe considerarse la eliminación de este artículo o una drástica modificación en el sentido señalado, de restricción a sólo algunas conductas, las de mayor gravedad.





A esta norma no se presentaron indicaciones, sin embargo, la Comisión la estimó innecesaria y acordó, por tanto, suprimirla.





Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Viera-Gallo.

Artículo 83





El texto de este artículo es el siguiente:
 



“Artículo 83.- Especialización. Para los efectos de lo previsto en el artículo 39, la Academia Judicial deberá considerar en el programa de perfeccionamiento destinado a los miembros de los escalafones primario, secundario y de empleados del Poder Judicial, la dictación del curso de especialización a que esa norma se refiere. 





En todo caso, el requisito establecido en dicha disposición podrá ser cumplido sobre la base de antecedentes que acrediten el cumplimiento de cursos de formación especializada en la materia, impartidos por otras instituciones alternativas a la Academia Judicial.”.


La indicación número 199, del Presidente de la República, agrega, a su inciso segundo, la oración “La certificación respectiva deberá emitirla la Academia Judicial, en base a los antecedentes que le proporcione el solicitante.”.





La Comisión coincidió con la propuesta contenida en la indicación transcrita y resolvió incorporarla. Adicionalmente, acordó establecer que el requisito referido a la especialización podrá ser acreditado sobre la base de antecedentes que den cuenta del cumplimiento de los cursos de formación especializada en la materia, impartidos por otras instituciones alternativas a la Academia Judicial.





La indicación número 199 fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.

Artículo 84





Dispone lo siguiente:




“Artículo 84.- Restricción de libertad de menores de 14 años. Si se sorprendiere a una persona menor de 14 años en la ejecución flagrante de una conducta que, cometida por un adolescente, constituiría una infracción a la ley penal, los agentes policiales ejercerán todas las potestades que les otorga la ley para restablecer el orden y la tranquilidad públicas, o dar la debida protección a la víctima en amparo de sus derechos.





Las restricciones a la libertad que se impusieren en tal caso, sólo deberán durar el tiempo que sea estrictamente indispensable para el logro de los objetivos indicados, no pudiendo exceder de doce horas.





Una vez cumplidos dichos propósitos, la autoridad respectiva deberá entregar al niño inmediata y directamente a sus padres o personas que lo tengan legalmente a su cuidado. De no ser ello posible, se le entregará a un adulto que se haga responsable de él, prefiriendo a aquéllos con quienes tuviere una relación parental.





En los casos en que no se encontrare a ningún adulto que se haga responsable del niño o tratándose de una infracción grave, deberá ser puesto a disposición del Servicio Nacional de Menores, a objeto de que dicho Servicio procure su adecuada protección.”.



Este artículo fue objeto de las indicaciones números 200, 201 y 202.


La indicación número 200, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, reemplaza, en su inciso primero, las dos veces que aparece la expresión “14 años” por “16 años”.


La indicación número 201, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, sustituye su inciso final por el siguiente:


 “En los casos que no se encontrare a ningún adulto que se haga responsable del niño o tratándose de una infracción grave, deberá ser puesto a disposición del Servicio Nacional de Menores, a objeto de que dicho Servicio procure su adecuada protección a través de medidas no privativas de libertad.”.


La indicación número 202, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, agrega los siguientes incisos nuevos:


“Junto con devolver al menor a sus padres, familiares o entregarlo al Servicio Nacional de Menores, la autoridad pondrá los antecedentes del caso en conocimiento del Tribunal de Familia competente.


Éste deberá disponer de una o más de las medidas siguientes:


a) Mantenerlo bajo el cuidado de sus padres, guardadores o personas a cuyo cargo estuviere, pero instándolos a tener una mayor preocupación sobre la conducta del menor y advirtiéndoles que la reiteración de dichas conductas podría motivar medidas más severas;





b) Disponer la asistencia del menor y, eventualmente, de sus responsables, a programas o servicios de apoyo, orientación, intervención o reparación ofrecidos por entidades públicas o privadas;





c) Ordenar que el menor sea sometido a tratamiento médico, psiquiátrico o psicológico;





d) Confiarlo al cuidado de un familiar distinto al que actualmente lo tuviera a su cargo o de un tercero;





e) Ingreso a un programa de familias de acogida;





f) Ingreso a un centro residencial.





El Juez privilegiará las medidas que no impliquen la separación del niño, niña o adolescente de su medio familiar y podrá decretar una o varias de las medidas establecidas en el presente artículo. Para resolver, se deberá tomar en cuenta la gravedad de los hechos que ameriten su aplicación, el grado de autonomía y capacidad del niño, niña o adolescente, la presencia de redes de apoyo, y la posibilidad del adecuado ejercicio de los roles protectores por parte de los adultos responsables de su cuidado.





Estas medidas deberán decretarse por un plazo determinado, no superior a un año y podrán renovarse por períodos iguales, mediante resolución fundada, sin perjuicio de las normas especiales contenidas en este párrafo. En todo caso, el tribunal escuchará, en cualquier tiempo, al niño, niña o adolescente, a sus padres y a quienes sean responsables de la ejecución de la medida y podrá suspender, modificar o dejar sin efecto la medida, conforme a las reglas de los incidentes.





El tribunal, las instituciones, centros o programas encargados de dar cumplimiento a la medida decretada deberán informar al niño, niña o adolescente, a lo menos, acerca de la naturaleza y extensión de la medida tomada a su respecto.





El tribunal sólo podrá aplicar a un niño, niña o adolescente una medida de internamiento obligatorio en un establecimiento hospitalario, psiquiátrico o de tratamiento especializado, según corresponda, en la medida que se requiera de los servicios que éstos ofrecen y ello sea indispensable frente a una amenaza a su vida o salud. Esta medida, se impondrá sólo por el plazo estrictamente necesario para superar la situación de amenaza y no podrá exceder de 90 días. Concluido este plazo, la medida podrá prorrogarse, incidentalmente, por resolución fundada.”.





En relación al inciso final, la Fundación Tierra de Esperanza recordó que éste dispone que si a los menores de 14 años se les detiene y no se encuentra a padres o parientes, deben ser puestos a disposición del SENAME. Sobre el particular, señaló que debiera establecerse expresamente que en este caso debe operar el plazo del inciso segundo, de 12 horas, ya que podría darse lugar a responsabilidades estatales por detención ilegal.




En relación a esta disposición, la Comisión resolvió enmendarla en la siguiente forma:





Se eliminó el inciso segundo, que contempla un lapso máximo de doce horas para restringir la libertad del menor de 14 años. Enseguida, se dispuso que el niño deberá ser puesto a disposición del Tribunal de Familia a fin que éste procure su adecuada protección.





Se estimó que la participación de estos tribunales es imprescindible en estos casos ya que parece insuficiente la sola acción del SENAME o, incluso, la de la familia. Por otra parte, se estimó que sólo un tribunal –y no el señalado Servicio- debe determinar las medidas que se aplicarán al menor.





Se puntualizó, sin embargo, que tratándose de infracciones de menor entidad, la autoridad respectiva podrá entregar al niño inmediata y directamente a sus padres o a las personas que lo tengan a su cuidado y que, de no ser ello posible, lo entregará a un adulto que se haga responsable de él, prefiriendo a aquellos con quienes tuviere una relación de parentesco, informando en todo caso al Tribunal de Familia competente.





Finalmente, se estableció que para los efectos que el fiscal pueda interrogar al menor en calidad de testigo, se estará a las normas generales que regulan esta materia.





La Comisión dejó constancia de la necesidad de coordinar el proyecto de ley sobre protección de los derechos de los menores, actualmente en trámite ante el Congreso Nacional, con lo dispuesto en este precepto.





La disposición aprobada pasó a ser artículo 58.





Los criterios acordados por la Comisión en relación con esta norma fueron recogidos por el Presidente de la República en su indicación número 11, contenida en el oficio N° 167-353, de 11 de agosto de 2005, la cual fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Las indicaciones números 200, 201 y 202 fueron rechazadas con el voto en contra de los mismos señores Senadores.





El texto de la mencionada indicación número 11 del Ejecutivo es el siguiente:





“11) Para sustituir el artículo 84, que pasa a ser 58, por el siguiente:





“Artículo 58.- Restricción de libertad de menores de catorce años. Si se sorprendiere a un menor de catorce años en la ejecución flagrante de una conducta que, cometida por un adolescente constituiría delito, los agentes policiales ejercerán todas las facultades legales para restablecer el orden y la tranquilidad públicas y dar la debida protección a la víctima en amparo de sus derechos.





Una vez cumplidos dichos propósitos, la autoridad respectiva deberá poner al niño a disposición del tribunal de familia a fin de que éste procure su adecuada protección. En todo caso, tratándose de infracciones de menor entidad podrá entregar al niño inmediata y directamente a sus padres y personas que lo tengan a su cuidado y, de no ser ello posible, lo entregará a un adulto que se haga responsable de él, prefiriendo a aquellos con quienes tuviere una relación familiar, informando en todo caso al Tribunal de Familia competente.





Para los efectos de que el fiscal pueda interrogar al menor en calidad de testigo, se estará a las normas generales que regulan la materia.”.”.

Artículo 85





Dispone lo siguiente:




“Artículo 85.- Modificaciones al Código Penal. Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:





a) Substitúyese el número 2º del artículo 10 por el siguiente:





“2º El menor de 18 años. Sin perjuicio de lo anterior la responsabilidad de los menores de 18 años pero mayores de 14, será establecida de acuerdo a lo dispuesto en la ley de responsabilidad penal juvenil.”.





b) Derógase el número 3º del artículo 10.





c) Derógase el inciso primero del artículo 72.”.





La indicación número 203, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, reemplaza la expresión “mayores de 14” por “mayores de 16” en el número 2º propuesto.





La Comisión acordó introducir algunos ajustes de índole meramente formal a este precepto, que pasó a ser artículo 60.





Dicho acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, Votó a favor la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández y Viera-Gallo. La indicación número 203 fue desechada por los mismos señores Senadores.

º º º





Enseguida, los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina presentaron las siguientes indicaciones para agregar los artículos nuevos que se consignan:





La indicación número 204 propone el siguiente precepto:





“Artículo…- Derógase el artículo 26 de la ley Nº 18.287 que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.”.





A su vez, la indicación número 205 propone el que sigue:





“Artículo…- Elimínanse los incisos segundo y tercero del artículo 135 del Código de Justicia Militar.”.





La Comisión estimó atendibles estas indicaciones, por cuanto ellas son consecuencia necesaria de la supresión del trámite de discernimiento.





En el caso de la segunda, se acordó sustituir los señalados incisos segundo y tercero del artículo 135 del Código de Justicia Militar por otro en virtud del cual los menores de edad exentos de responsabilidad penal deberán ser puestos a disposición del tribunal competente en asuntos de familia.





Las nuevas disposiciones incorporadas al proyecto pasaron a ser artículos 61 y 62.





Ambas indicaciones fueron aprobadas con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.

° ° °

Artículo 86





Dispone lo siguiente:





“Artículo 86.- Modificaciones a la Ley de Menores. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 16.618, que fija el texto definitivo de la Ley de Menores:





a) Derógase el artículo 16.





b) En el inciso segundo del artículo 16 bis, suprímese la siguiente frase: “De la misma forma procederá respecto de un menor de dieciséis años imputado de haber cometido una falta.”.





c) Suprímese el inciso cuarto del artículo 16 bis.





d) En el inciso segundo del artículo 19, suprímese la siguiente frase: “con arreglo a lo dispuesto por el artículo 28 de la presente ley, de todos los asuntos en que aparezcan menores inculpados de crímenes, simples delitos y faltas, y”.





e) Deróganse los números 9º y 10º del artículo 26.





f) Deróganse los artículos 28 y 29.





g) Derógase el inciso segundo del artículo 31.





h) Deróganse los incisos tercero y cuarto del artículo 51.





i) Deróganse los artículos 58 y 65.





j) Sustitúyese el artículo 71 por el siguiente:





“Artículo 71.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Justicia, determinará los centros de tránsito y distribución existentes y su localización.”.





Esta disposición no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, la Comisión tuvo presente que el proyecto de ley sobre protección de los derechos del niño –actualmente en trámite ante el Congreso Nacional- plantea la derogación orgánica de la Ley Nº 16.618, de Menores, de modo que ponderó la conveniencia de desechar este precepto a objeto de aguardar la derogación contemplada en aquella iniciativa.





Sin embargo, se puso de manifiesto que es altamente probable que el proyecto de ley en estudio se transforme en ley antes que aquélla, de modo que se concluyó que era necesario efectuar desde ya la derogación o la adecuación de aquellas normas que pugnen con la entrada en vigor de la ley sobre Tribunales de Familia, que ocurrirá el próximo 1° de octubre, o con las disposiciones del proyecto en estudio, o que se regulen en forma diferente en este último.





En base a estas consideraciones, se acordó acoger la disposición en estudio en la medida en que plantea la derogación del artículo 16, del inciso cuarto del artículo 16 bis, de los artículos 28 y 29, del inciso segundo del artículo 31 y de los artículos 58 y 65, así como la modificación del inciso segundo del artículo 16 bis y del artículo 71, todos de la Ley de Menores.





Complementariamente, la Comisión acordó derogar los artículos 41, 51, 52, 53 de la misma ley.





Las razones de dichos acuerdos son los que se consignan a continuación.





La derogación del artículo 16 se debe a que éste fue incorporado como artículo 31 del proyecto en estudio. La modificación del inciso segundo del artículo 16 bis, obedece a que el tratamiento de las faltas se regulará en la ley de Tribunales de Familia, de modo que se excluye del ámbito de la Ley de Menores. En cuanto a la derogación del inciso cuarto del referido artículo 16 bis, se debe a que los casos a que éste alude se regulan en el presente proyecto. La derogación del artículo 28 responde a la supresión del trámite del discernimiento. La del artículo 29, concerniente a las medidas que se pueden imponer a menores imputados de delitos que no tienen discernimiento, deriva de que estos casos pasan a regularse en la inciativa en estudio. El inciso segundo del artículo 31, que se refiere específicamente a casos de delitos que tienen acción privada, debe derogarse pues esta materia también se regula en el presente proyecto. Los artículos 58 y 65 abordan materias relativas al cumplimiento de la condena y a ciertas actuaciones procesales que también pasaron a regularse en la iniciativa en estudio, por lo cual se tornan innecesarios. A su vez, el artículo 71 debe modificarse para coordinarse con las nuevas denominaciones de los centros a que esta norma se refiere.





Finalmente, la derogación de los artículos 41, 51, 52 y 53, no contemplada en la disposición aprobada en general, es consecuencia de la nueva institucionalidad que se crea para los menores y de la correspondiente nomenclatura contemplada para estos efectos por la iniciativa en estudio.





Estos acuerdos se adoptaron en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación y contaron con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández y Viera-Gallo.

º º º





A continuación, mediante oficio N° 383-352, de fecha 15 de marzo de 2005, el Presidente de la República, presentó una nueva indicación destinada a agregar los artículos 87 a 92, nuevos, que a continuación se transcribirán:

“ARTÍCULOS 87 A 92, NUEVOS





Para introducir los siguientes artículos 87 a 92, nuevos:





“Artículo 87.- Modificaciones a la Ley N° 19.640. En el inciso primero del artículo 72 de la ley Nº 19.640, sustitúyase el guarismo "625" por el guarismo "647", referido a la categoría “Fiscal Adjunto”; el guarismo "69" por el guarismo "70", referido a la categoría “Jefe de Unidad”; y el guarismo "860" por el guarismo "866" referido a la categoría “Profesionales".





Artículo 88.- Modificaciones al Código Orgánico de Tribunales. Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:





1. Al artículo 14:





a) En la letra f), a continuación de la palabra “penal”, elimínese la coma (,) y la letra “y”, y en su reemplazo, introdúcese un punto coma (;).





b) Reemplázase la actual letra g), que pasa a ser letra h), por la siguiente:





“g) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.





2. Al artículo 16, en el acápite que en cada caso se señala:





a.- Quinta Región de Valparaíso:





En el párrafo séptimo, reemplácese la expresión “Viña del Mar, con seis jueces,” por la siguiente: “Viña del Mar, con siete jueces,”.





b.- Octava Región del Bío Bío:





En el párrafo noveno, reemplácese la expresión “Coronel, con un juez,” por la siguiente: “Coronel, con dos jueces,”.





c.- Décima Región de Los Lagos:





En el párrafo final, reemplácese la expresión “Castro, con un juez,” por la siguiente: “Castro, con dos jueces,”





d.- Región Metropolitana de Santiago:





En el párrafo segundo, reemplácese la expresión “Puente Alto, con siete jueces”, por la siguiente: “Puente Alto, con ocho jueces”.





En el párrafo séptimo, reemplácese la expresión “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,”, por “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”; la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,”, por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”; la expresión “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,” por “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”; y la expresión “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,” por “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”.





3. Al artículo 18:





a) En la letra c), a continuación de la expresión “juicio oral”, elimínese la coma (,) y la letra “y”, y en su reemplazo, introdúcese un punto coma (;).





b) Reemplázase la actual letra d), que pasa a ser letra e), por la siguiente: 





“d) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.





4. En el artículo 21, modifícase en el acápite referido a la Región Metropolitana de Santiago, reemplazando en su párrafo sexto, la expresión “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con quince jueces,”, por la siguiente: “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces,”.





5. Incorpórase un artículo 47 C.-, nuevo, del tenor siguiente:





“Artículo 47 C.- Tratándose de los tribunales de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones podrán ejercer las potestades señaladas en el artículo 47, ordenando que uno o más de los jueces del tribunal se avoquen en forma exclusiva al conocimiento de las infracciones de los adolescentes a la ley penal, en calidad de jueces de garantía, cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere.”.





Artículo 89.- Modificaciones a la ley Nº 19.665. Agréguese en el inciso primero del artículo 6° de la Ley N° 19.665 un párrafo final del siguiente tenor:





“Juzgados con dieciocho jueces: dieciocho jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y cuarenta y tres funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.”.





Artículo 90.- Modificaciones a la Ley N° 19.718. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 28 de la Ley N° 19.718 que fija la planta de personal de la Defensoría Penal Pública:





a) Reemplázase para los profesionales grado 7° el guarismo “16” por “18”.





b) Reemplázase para los administrativos grado 17° el guarismo “20” por “21”.





c) Reemplázase para el Total Planta el guarismo “454” por “457”.”





Artículo 91.- Modificaciones a la ley de Tribunales de Familia. Sustitúyese en el artículo 8 N° 10 de la Ley N° 19.968 la expresión “29” por “30”.





Artículo 92.- Preferencia para integrar ternas. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 281 del Código Orgánico de Tribunales, tendrán preferencia para ser incluidos en las ternas elaboradas para proveer cargos de juez de garantía unipersonales y juez de letras con competencia de garantía los postulantes que hubieren cumplido el curso de especialización a que se refieren los artículos 43 y 83 de la presente ley.”.”.





Como se señaló anteriormente, en atención a que la mayor parte de las disposiciones propuestas por estas indicaciones generan gastos para el Fisco, la Comisión analizó, en conjunto con representantes de los Ministerios de Justicia y de Hacienda, la estimación de estos costos y la forma en que la Ley de Presupuestos los solventará.





Para estos efectos, se presentó a la Comisión un informe financiero en el cual se evalúa detalladamente el ingreso de causas y su proyección, el nivel de judicialización de las mismas y su incidencia en la carga de trabajo del Ministerio Público, de la Defensoría Penal Pública y de los tribunales, tanto en lo concerniente a los Jueces de Garantía como a las Salas de Juicio Oral. Por otra parte, se examinaron también las inversiones que la labor del Servicio Nacional de Menores demandará en materia de infraestructura para atender los nuevos sistemas que el proyecto establece en materia de privación de libertad y de medidas reparatorias.





Complementariamente, se explicó a la Comisión que los gastos que el proyecto pueda irrogar para el año 2005 se imputarán al Item 50-01-03-24-03.104 de la Partida Tesoro Público y que en los años venideros tales gastos se considerarán en los respectivos presupuestos anuales, conforme al programa de implementación establecido para el nuevo sistema y a las disponibilidades presupuestarias correspondientes.





Los antecedentes proporcionados por dichas Secretarías de Estado se transcribieron íntegramente en una sección precedente del informe.





A propósito de la modificación al artículo 72 de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, Nº 19.640, prevista en el artículo 87 propuesto por las indicaciones en estudio, referido al aumento de la dotación de fiscales para que ese organismo aborde sus nuevas cargas de trabajo, la representante del mismo, abogada señora Manaud, dejó constancia de lo siguiente:

1. El aumento de la planta del Ministerio Público en 22 fiscales, 1 jefe de unidad especializada y 6 profesionales, fue concordado con el Ministerio de Justicia luego de sucesivos estudios que permitieron corregir las estimaciones iniciales, arribando a una proyección de 5.64%  -en vez de 2.61%- como tasa de crecimiento anual, para establecer la cantidad de aprehendidos entre 14 y 17 años que se espera para el año 2006, cifra que si bien les ha parecido una tasa conservadora, fue aceptada su utilización para efectuar la proyección en referencia, no obstante que deberá ser contrastada en su oportunidad con los datos reales.

2. En cuanto al número de fiscales estimados necesarios, la cantidad de 22 a que se arribó en las reuniones sostenidas, corresponde a un número obtenido suponiendo que la proyección regional tiene el mismo comportamiento que la proyección nacional, de manera que si bien en principio se concordó con esa estimación, ello no obsta a que de acuerdo con los comportamientos regionales reales, pueda ser necesario modificar dicho número de fiscales en el futuro.

3. Por otra parte, el Ministerio Público mantiene su firme convicción en cuanto a que para que dichos fiscales puedan sostener adecuadamente las cargas de trabajo asociadas al presente proyecto, sería necesario dotarlos de personal administrativo de apoyo, representado especialmente por Ayudantes de Fiscal y Técnicos Jurídicos -no considerados en la modificación- por cuanto las actuales dotaciones de ese personal de apoyo ya guarda relación con un estándar promedio de 1.200 causas por fiscal, estándar que para ellos obviamente se incrementará por las 32.000 nuevas causas, aproximadas, que se ha estimado se generarán por efecto del aumento del límite de responsabilidad penal a los 14 años de edad y por la supresión del trámite de declaración de discernimiento.

4. Por último, aun cuando se incrementó en cuatro el número de fiscales respecto del estudio y proposición original del Ministerio de Justicia, resulta igualmente incomprensible para el Ministerio Público que se haya contemplado un mayor número de defensores –o de jornadas de defensoría pública- que de fiscales, para abordar la carga de trabajo que el presente proyecto generará una vez que se transforme en ley, puesto que cualquiera sea la metodología que se utilice, no puede importar que se revierta la tradicional relación de 1.6 fiscales por cada defensor, por una de alrededor de 1.8 defensor por fiscal, como se ha hecho, pues las labores de los fiscales son naturalmente mucho más amplias que las de los defensores, desde que a los primeros les corresponde investigar, dirigiendo a las Policías para ello, y sostener, luego, la acción penal, sin considerar que las salidas tempranas y alternativas al proceso penal, son de cargo de los fiscales fundamentalmente, a diferencia de los defensores, a quienes solamente corresponde asumir las defensas, una vez que se ha producido una detención o se ha dirigido una investigación en contra de determinada persona y en la medida en que ese imputado no designe un defensor particular.

Todo ello, señaló la señora Manaud, con el objeto que en el futuro próximo se revisen las cargas de trabajo y se establezcan nuevos estándares y dotaciones, materia que el Ministerio Público abordará próximamente ante las autoridades correspondientes, con el objeto de asegurar la eficacia y eficiencia del nuevo sistema, puesto que las proyecciones iniciales de causas tenidas en vistas al instaurar la Reforma Procesal Penal, resultaron sobrepasadas en la realidad, motivo por el cual cada fiscal, en promedio, está asumiendo más de 1.200 causas al año y, en cambio, cada defensor -funcionario o licitado- asume del orden de 384 causas en igual lapso, lo cual carece de sentido.





Hubo acuerdo en la Comisión en cuanto a aprobar los artículos 87, 88, 89, 90, 91 y 92, propuestos por estas indicaciones. Dichos preceptos pasaron a ser artículos 64, 65, 66, 67, 68 y 69.





Según se señaló al estudiarse el artículo 75, se acordó agregar al artículo 65 el nuevo numeral 6° propuesto por el Ejecutivo mediante la indicación número 9, contenida en el oficio N° 167-353. Igualmente, tal como se señaló al discutirse la indicación número 193, en el artículo 68 se incluyeron las reglas sobre competencia contravencional de los tribunales de familia. Las votaciones referidas a estos acuerdos se consignaron precedentemente.





Las indicaciones del Presidente de la República, contenidas en el ya citado oficio N° 383-352, fueron acogidas, con algunas enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

º º º





Enseguida, la Comisión tomó conocimiento de la indicación número 7 del Presidente de la República, contenida en su oficio N° 167-353, de 11 de agosto de 2005, en la cual propone introducir ciertas modificaciones a la ley orgánica de Gendarmería de Chile:





Su texto es el siguiente:





“Artículo 70.- Modifícase la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile. Modifícase el Decreto Ley N° 2.859, que contiene la ley orgánica de Gendarmería de Chile, en la forma que sigue:




1. En el artículo 3°, letra a), agrégase a continuación el punto final la siguiente oración: “Además, deberá estar a cargo de la seguridad perimetral de los centros del Servicio Nacional de Menores para la internación provisoria y el cumplimiento de las sanciones privativas de libertad de los adolescentes por infracción de ley penal.”.





2. En el artículo 3°, agrégase a continuación de la letra c), la siguiente letra d):

“d) Colaborar en la vigilancia de los Centros del Servicio Nacional de Menores para adolescentes que se encuentran en internación provisoria o con sanción privativa de libertad, realizando las siguientes funciones:

1. Ejercer la vigilancia y custodia perimetral permanente de los centros privativos de libertad.

2. Controlar el ingreso al centro.

3. Colaborar en el manejo de conflictos al interior de los centros, tales como fugas, motines y riñas.

4. Asesorar a los funcionarios del Servicio Nacional de Menores en el manejo de conflictos internos y de la seguridad en general.

5. Realizar los traslados de los adolescentes a tribunales y a otras instancias externas de acuerdo a solicitudes de la autoridad competente.”.”.

                                         Esta indicación número 7 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 1º





Dispone lo siguiente:





“Artículo 1º- La presente ley entrará en vigencia luego de seis meses de su publicación en el Diario Oficial.





El reglamento a que se refiere el inciso final del artículo 64 de esta ley, deberá dictarse dentro de dicho término.”.





La indicación número 210, del Presidente de la República, reemplaza su inciso primero por el siguiente:





“Artículo 1º.- La presente ley entrará en vigencia el 2 de enero del año 2006.”.





La  indicación número 211, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, sustituye su inciso segundo por el siguiente:





“Los reglamentos a que se refieren el artículo “x” (nueva disposición final propuesta para el Párrafo 2º del Título III sobre reglamento de especialización) y el inciso final del artículo 64 de esta ley, deberán dictarse dentro de dicho término.”.





En relación a esta disposición, el Fiscal Nacional indicó lo siguiente:





a) Tocante a la entrada en vigencia de esta ley, sugirió que se fije para seis meses después de entrada en vigor la reforma procesal penal en la Región Metropolitana y no desde la publicación de la ley.





b) Para evitar un caos, propuso precisar que las causas por infracciones o delitos iniciadas antes de la entrada en vigencia de la nueva ley seguirán sujetándose a las normas procesales penales vigentes con anterioridad, sin perjuicio de que debe aplicarse el artículo 18 del Código Penal cuando la nueva norma es más favorable al inculpado.


Agregó que el Ejecutivo, mediante las indicaciones números 210 y 212, plantea dividir el tratamiento de esta materia en dos secciones, conservando el artículo 1° transitorio la regulación referida a la vigencia legislativa. Al efecto, propone que el texto comience a regir a partir del día 2 de enero de 2006. Luego, los artículos 3° y  4° transitorios que el Ejecutivo propone incorporar, regulan el traspaso de competencias entre los diferentes sistemas de menores y de persecución penal.





En cuanto a esta última materia, el número 2 del artículo 4° transitorio propuesto, es especialmente preocupante, ya que permite el traspaso de casos de competencia del antiguo sistema de justicia criminal, aún abiertos a la fecha de entrada en vigencia de la ley en comento, al nuevo sistema procesal penal. Ello, fuera de producir un gran impacto en la gestión de la Fiscalía, podría atentar en contra de la disposición 36 transitoria de nuestra Carta Fundamental y, por tanto, pareciera necesario efectuar una prevención al respecto.




En sesiones posteriores, el Grupo de Trabajo estimó razonable contar con más tiempo para la preparación del sistema y de la oferta programática que suponen los cambios propuestos. En consecuencia, sugirieron fijar como fecha de entrada en vigor para esta ley el día 1° de junio de 2006.





Los miembros de la Comisión consideraron más apropiado fijar un plazo de seis meses a contar de la publicación de la ley.





En consecuencia, la indicación número 210 fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. La indicación número 211 fue desechada con el voto en contra de los mismos señores Senadores.

Artículo 2º





Dispone lo siguiente:





“Artículo 2º.- La composición del tribunal oral prevista en el artículo 40, en lo relativo al juez del tribunal de familia que le corresponderá integrarlo para el conocimiento de los procesos incoados en virtud de la presente ley, comenzará a regir el día 1 de marzo siguiente a la fecha en que entre en vigencia la ley que crea los Tribunales de Familia. Previo a ello, el tribunal estará integrado únicamente por miembros del tribunal oral en lo penal que corresponda de acuerdo a las reglas establecidas en el artículo 41.”.





La indicación número 212, del Presidente de la República, sustituye los artículos 2º y 3º transitorios por los siguientes:


“Artículo 2°.- Nombramientos. La provisión de los cargos de Jueces de Garantía, Jueces de Tribunal Oral en lo Penal, Fiscales del Ministerio Público y Defensores Locales que establece la presente ley deberá realizarse de acuerdo a las reglas generales aplicables en cada caso, considerando solamente las siguientes excepciones:


a) Los nuevos cargos deberán encontrarse designados con a lo menos 45 días de antelación a la fecha en que deberá empezar a regir el sistema, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso primero del artículo precedente;


b) Para los efectos de dar cumplimiento a lo previsto en la letra a) precedente en el caso de los Jueces de Garantía e integrantes del Tribunal Oral en lo Penal, las Cortes de Apelaciones respectivas deberán elaborar y remitir al Ministerio de Justicia a más tardar el 1º de Octubre del año 2005 el listado con las ternas respectivas para cada cargo.


Artículo 3°.- Medidas de protección. Las medidas impuestas en virtud de lo dispuesto en los artículos 26 N° 10 y 29 de la ley Nº 16.618 o conforme a lo dispuesto en el artículo 8 N° 10 de la ley Nº 19.968 y que estuvieren siendo cumplidas a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley deberán ser sustituidas por el Tribunal con competencia en materias de familia por alguna de las medidas previstas en el artículo 30 de la ley Nº 16.618, en cuanto corresponda su aplicación. En caso contrario, deberá ser puesto a disposición de sus padres, guardadores o de las personas que lo tuvieren bajo su cuidado.


Para ello el Servicio Nacional de Menores o el propio afectado podrán solicitar al Tribunal competente la citación a una audiencia que se desarrollará con dicho fin.


Se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo precedente.


Artículo 4°.- Procesos en trámite. Los procesos que se hubieren incoado para la investigación de hechos delictivos ejecutados por menores de edad, mayores de 14 años, pasarán a sustanciarse y fallarse conforme a las normas de la presente ley, sujetándose a las siguientes reglas:


1. Si la investigación se encontrare a cargo del Ministerio Público, continuará sustanciando el procedimiento conforme a las reglas de la presente ley; 


2. Si la investigación se encontrare a cargo de un juez del crimen o de jurisdicción común con competencia en materia criminal, los antecedentes deberán ser puestos a disposición del Ministerio Público dentro de los 30 días siguientes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, procediendo este último conforme a las reglas generales. Si en dicho caso, el menor de edad se encontrare cumpliendo una medida privativa de libertad de carácter provisional podrá solicitar su revisión inmediata al juez de garantía competente, debiendo en dicha audiencia procederse como en el caso de detención flagrante.


3. Si la investigación se encontrare a cargo de un tribunal con competencia en materias de familia o de un tribunal con competencia en materias de menores, se aplicará lo dispuesto en el artículo precedente.


Artículo 5º.- Cursos de especialización. La exigencia de especialización y las modalidades de integración de la sala del tribunal oral en lo penal y de distribución de asuntos en los tribunales con competencia en materias criminales establecidas en los artículos 39 y 40 se aplicarán 6 meses después de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


En todo caso, las Cortes de Apelaciones podrán prorrogar dicho término, por otros 6 meses, por motivos fundados.”.





El Fiscal Nacional explicó que el Ejecutivo, mediante su indicación número 212, establece en el nuevo artículo 2º transitorio la obligatoriedad del nombramiento de todos los defensores, jueces y fiscales especializados a partir de 45 días antes de la entrada en vigencia de este proyecto de ley, lo que obligaría a contar con dichos funcionarios a contar de la segunda quincena del mes de noviembre de 2005, dada la fecha propuesta para la entrada en vigencia de la ley.





Señaló que este aspecto no fue considerado al momento de aprobar el presupuesto de los distintos operadores de la Reforma Procesal Penal para el año 2005, por lo que cabría considerar los suplementos presupuestarios pertinentes





Considerada la disposición en análisis así como la indicación presentada por el Ejecutivo, hubo consenso entre los miembros de la Comisión en torno a la conveniencia de incluir como artículo 2° transitorio, únicamente el artículo 2º contenido en la indicación número 212, concerniente a nombramientos. En cuento al plazo a que alude la letra b), se acordó que las Cortes de Apelaciones respectivas elaboren y remitan al Ministerio de Justicia la nómina con las ternas respectivas para cada cargo dentro del plazo de sesenta días contado desde la publicación de esta ley.




En consecuencia, la indicación número 212 fue aprobada con enmiendas por los Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.
Artículo 3º





Dispone lo siguiente:

 



“Artículo 3º.- Dentro de los dos primeros años de vigencia de esta ley, la Academia Judicial deberá impartir los cursos de especialización respectivos para los jueces de garantía, los de letras con competencia de garantía y los de juicio oral en lo penal que vayan a asumir el conocimiento de las causas de adolescentes infractores a la ley penal. Sin perjuicio de lo anterior, en el tiempo intermedio y mientras no se cuente con jueces especializados, podrán asumir las funciones judiciales quienes no tengan la correspondiente especialización.”.





Como se indicó a propósito de la disposición precedente, el Presidente de la República propuso, en su indicación número 212, reemplazar este precepto por el siguiente:


“Artículo 5º.- Cursos de especialización. La exigencia de especialización y las modalidades de integración de la sala del tribunal oral en lo penal y de distribución de asuntos en los tribunales con competencia en materias criminales establecidas en los artículos 39 y 40 se aplicarán 6 meses después de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


En todo caso, las Cortes de Apelaciones podrán prorrogar dicho término, por otros 6 meses, por motivos fundados.”.





La indicación número 213, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, le introduce las siguientes enmiendas:





a) Reemplazar, la frase “de los dos primeros años” por “del primer año”.





b) Suprimir su oración final.





c) Agregar los siguientes incisos nuevos:





“En el mismo plazo, el Ministerio Público, la Defensoría Penal Pública y las policías deberán propiciar la capacitación, contratación o licitación, según sea el caso, del personal idóneo para el cumplimiento de las normas previstas en el Párrafo 2º del Título III de esta ley.





Sin perjuicio de lo anterior, en el tiempo intermedio y mientras no se cuente con fiscales, defensores, policías y jueces especializados, podrán asumir las respectivas funciones quienes no tengan la correspondiente especialización.”.





Los miembros de la Comisión coincidieron con los criterios contenidos en la indicación número 212, en cuanto establece que la exigencia de especialización y las modalidades de integración de la sala del tribunal de juicio oral en lo penal y de distribución de asuntos en los tribunales con competencia en materias criminales se aplicarán seis meses después de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. Se acordó agregarle únicamente un inciso para prescribir que, en todo caso, las Cortes de Apelaciones podrán prorrogar dicho término por otros seis meses, por motivos fundados.





La indicación número 212 fue aprobada con modificaciones por los Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Los mismos señores Senadores rechazaron la indicación número 213.

- - - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley acogido en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°


Suprimirlo. Indicaciones números 1 y 2. (4 x 0)
Artículo 2°


Pasa a ser artículo 1°, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 1°.- Contenido de la ley. La presente ley regula la responsabilidad penal de los adolescentes por los delitos que cometan, el procedimiento para la averiguación y establecimiento de dicha responsabilidad, la determinación de las sanciones procedentes y la forma de ejecución de éstas.





En lo no previsto por ella serán aplicables, supletoriamente, las disposiciones contenidas en el Código Penal y en las leyes penales especiales.





Tratándose de faltas,  sólo serán responsables en conformidad con la presente ley los adolescentes mayores de dieciséis años y exclusivamente tratándose de aquellas tipificadas en los artículos 494 números 1, 4, 5 y 19, sólo en relación con el artículo 477, 494 bis, 495 número 21 y 496 números 5 y 26 del Código Penal y de las tipificadas en la ley N° 20.000. En los demás casos se estará a lo dispuesto en la ley 19.968.”. Indicaciones números 20, 21, 23 y 193. (4 x 0)
°°°°

Artículo 2°, nuevo

Intercalar como tal el siguiente:





“Artículo 2°.- Interés superior del adolescente. En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores de la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos.”. Indicación número 3. (4 x 0).

°°°°

Artículo 3°


Suprimirlo. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).

Artículo 4°


Pasa a ser artículo 20, con el siguiente texto:





“Artículo 20.- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias.  Las sanciones y consecuencias que esta ley establece tienen por objeto hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de tal manera  que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.”. Indicaciones números 4, 5 y 6. (5 x 0).
Artículo 5°


Pasa a ser artículo 3°, reemplazado por el que sigue:





“Artículo 3°.- Límites de edad a la responsabilidad. La presente ley se aplicará a quienes al momento en que se hubiere dado principio de ejecución del delito sean mayores de catorce y menores de dieciocho años, los que, para los efectos de esta ley, se consideran adolescentes.





En el caso que el delito tenga su inicio entre los catorce y los dieciocho años del imputado y su consumación se prolongue en el tiempo más allá de los dieciocho años de edad, la legislación aplicable será la que rija para los imputados mayores de edad.





La edad del imputado deberá ser determinada por el juez competente en cualquiera de las formas establecidas en el título XVII del Libro I del Código Civil.”. Indicaciones números 9 y 13. (3 x 0).
Artículo 6°


Pasa a ser artículo 4°, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 4º.- Regla especial para delitos sexuales. No podrá procederse penalmente respecto de los delitos previstos en los artículos 362, 365, 366 bis.y 366 quater del Código Penal, cuando la conducta se hubiere realizado con una persona menor de 14 años y no concurra ninguna de las circunstancias enumeradas en los artículos 361 ó 363 de dicho Código, según sea el caso, a menos que exista entre aquella y el imputado una diferencia de, a lo menos, dos años de edad, tratándose de la conducta descrita en el artículo 362, o de tres años en los demás casos.”

Indicaciones números 20, 21, 22 y 23. (4 x 0).
Artículo 7°


Suprimirlo. Indicación número 32. (5 x 0).
Artículo 8°


Desecharlo. Indicaciones números 34 y 35. (3 x 0).
Artículo 9°


Pasa a ser artículo 28, con el siguiente texto:





“Artículo 28.- Concurso de procedimientos. Si a una misma persona se le imputa una infracción sancionada por esta ley y un delito cometido siendo mayor de dieciocho años, la investigación y juzgamiento de estos hechos se regirá por las normas del Código Procesal Penal aplicable a los imputados mayores de edad.





Por su parte, si en un mismo procedimiento se investiga la participación punible de personas mayores y menores de edad, tendrá lugar lo dispuesto en los artículos 185 y 274 del Código Procesal Penal. En todo caso, si se hubiere determinado la sustanciación conjunta de los procesos, se dará cumplimiento, respecto del menor, de las normas que conforme a esta ley son aplicables al juzgamiento de los adolescentes.” Indicaciones números 37, 38 y 42. (4 x 0).
Artículo 10°


Pasa a ser artículo 5°, con el siguiente texto:


“Artículo 5°.- Prescripción. La prescripción de la acción penal y de la pena será de dos años, con excepción de las conductas constitutivas de crímenes, respecto de las cuales será de cinco años, y de las faltas, en que será de seis meses.” Indicaciones números 44 y 45. (4 x 0).
°°°

TÍTULO I

DERECHOS Y GARANTÍAS


Desecharlo. Indicación número 47. (4 x 0).

°°°

Artículo 11


Suprimirlo. Indicación número 48. (4 x 0).
Artículo 12


Desecharlo. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).

Artículo 13


Suprimirlo. Indicación número 50. (4 x 0).

Artículo 14


Pasa a ser artículo 15, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 15.- Sanciones privativas de libertad. Las sanciones privativas de libertad consisten en la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social y en la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.


Estos programas de reinserción social se realizarán, en lo posible, con la colaboración de la familia.” Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (5 x 0).

Artículo 15


Pasa a ser artículo 47, con el siguiente texto:


“Artículo 47.- Excepcionalidad de la privación de libertad. Las sanciones privativas de libertad que contempla esta ley son de carácter excepcional. Sólo podrán aplicarse en los casos expresamente previstos en ella y siempre como último recurso.” Indicación número 52. (5 x 0).

Artículo 16


Pasa a ser artículo 48, con el siguiente texto:





“Artículo 48.- Principio de separación. Las personas que se encontraren privadas de libertad por la aplicación de alguna de las sanciones o medidas previstas en esta ley, sea en forma transitoria o permanente, en un lugar determinado o en tránsito, deberán permanecer siempre separadas de los adultos privados de libertad.





Las instituciones encargadas de practicar detenciones, de administrar los recintos en que se deban cumplir sanciones o medidas que implican la privación de libertad, los administradores de los tribunales y, en general, todos los organismos que intervengan en el proceso para determinar la responsabilidad que establece esta ley,  adoptarán las medidas necesarias para dar estricto cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior.


El incumplimiento de esta obligación constituirá una infracción grave a los deberes funcionarios.” Indicación número 53. (5 x 0).

Artículo 17


Desecharlo. Indicaciones números 54 y 55. (4 x 0).

°°°

TÍTULO II

CONSECUENCIAS DE LA DECLARACIÓN DE RESPONSABILIDAD DE 

LOS ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL


Pasa a ser Título I, con el mismo epígrafe. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).

°°°

Artículo 18


Pasa a ser artículo 6°, con la siguiente redacción:





“Artículo 6°.- Sanciones. En sustitución de las penas contempladas en el Código Penal y en las leyes complementarias, las sanciones que se aplicarán a  los adolescentes serán las de la siguiente Escala General:




Penas de delitos:

a) Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social;

b) Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social;

c) Libertad asistida especial;

d) Libertad asistida;

e) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad, y

f) Reparación del daño causado

Penas de faltas:

a) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad;

b) Multa, y

c) Amonestación.

Pena accesoria:

       Prohibición de conducir vehículos motorizados.”. Indicaciones números 56 y 57 (5 x 0).

Artículo 19


Pasa a ser artículo 23, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 23.- Reglas de determinación de la naturaleza de la pena. La determinación de la naturaleza de la pena que deba imponerse a los adolescentes con arreglo a la presente ley, se regirá por las reglas siguientes:

1. Si la extensión de la sanción resulta equivalente a una pena de crimen, el tribunal deberá aplicar la pena de internación en régimen cerrado o internación en régimen semicerrado, ambas con programa de reinserción social.

2. Si la sanción va de tres años y un día a cinco años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida especial.

3. Si la sanción se extiende entre quinientos cuarenta y un días y tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida en cualquiera de sus formas.

4. Si la sanción se ubica entre sesenta y uno y quinientos cuarenta días, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social,  libertad asistida en cualquiera de sus formas, prestación de servicios en beneficio de la comunidad o reparación del daño causado.

5. Si la sanción es igual o inferior a sesenta días, el tribunal podrá imponer las penas de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, multa o amonestación.

Tabla Demostrativa

Extensión de la sanción y penas aplicables

Desde 5 años y 1 día:

-   Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

-  Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

Desde 3 años y un día a 5 años:

· Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

· Libertad asistida especial.

Desde 541 días a 3 años:

· Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

-Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

Desde 61 a 540 días:

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

· Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

· Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

· Reparación del daño causado.

Desde 1 a 60 días:

· Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

· Multa.

· Amonestación.”. Indicaciones números 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65 y 66. (5 x 0).

Artículo 20


Pasa a ser artículo 24, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 24.- Criterios de determinación de la pena. Para determinar la naturaleza de las sanciones, dentro de los márgenes antes establecidos, el tribunal deberá atender, dejando constancia de ello en su fallo, a los siguientes criterios:
a) La gravedad del ilícito de que se trate;

b) La calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción;

c) La concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes de la responsabilidad criminal;

d) La edad del adolescente infractor;
e) La extensión del mal causado con la ejecución del delito, y
f) La idoneidad de la sanción para fortalecer el respeto del adolescente por los derechos y libertades de las personas y sus necesidades de desarrollo e integración social.”. Indicaciones números 72, 73, 78, 79 y 80. (5 x 0).
°°°

Artículos 21, 22, 25 y 26, nuevos


Incorporar como tales los siguientes:





“Artículo 21.- Pena asignada a los delitos. Para los efectos de la presente ley, se entenderá que la pena asignada al delito cometido por un adolescente es la inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para el ilícito correspondiente.” Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (5 x 0).




“Artículo 22.-  Reglas de determinación de la extensión de las penas. Para establecer la duración de la sanción que deba imponerse con arreglo a la presente ley, el tribunal deberá aplicar, a partir de la pena señalada en el artículo precedente, las reglas previstas en el Párrafo 4 del Título III del Libro I del Código Penal, con excepción de lo dispuesto en el artículo 69 de dicho Código.





Con todo, si la sanción calculada en la forma dispuesta en el inciso precedente supera los límites máximos dispuestos en el artículo 18, su extensión definitiva deberá ajustarse a dichos límites.” Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (5 x 0).




“Artículo 25.- Imposición conjunta de más de una pena. En las situaciones regladas en los numerales 3 y 4 del artículo 23, el tribunal podrá imponer conjuntamente dos de las penas que las mismas reglas señalan, siempre que la naturaleza de éstas permita su cumplimiento simultáneo.





Lo dispuesto en el inciso precedente tendrá lugar sólo cuando ello permita el mejor cumplimiento de las finalidades de las sanciones de esta ley expresadas en el artículo 20 y así se consigne circunstanciadamente en resolución fundada.”. Indicación 67. (5 x 0).




“Artículo 26.- Límites a la imposición de sanciones. La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso.





En ningún caso se podrá imponer una pena privativa de libertad si un adulto condenado por el mismo hecho no debiere cumplir una sanción de dicha naturaleza.” Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (5 x 0).
°°°

Artículo 21


Pasa a ser artículo 8°, con la siguiente redacción:





“Artículo 8°.- Amonestación. La amonestación consiste en la reprensión enérgica al adolescente hecha por el juez, en forma oral, clara y directa, en un acto único, dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que los mismos han tenido o podrían haber tenido, tanto para la víctima como para el propio adolescente, instándole a cambiar de comportamiento y formulándole recomendaciones para el futuro.





La aplicación de esta sanción, en todo caso, requerirá una previa declaración del adolescente asumiendo su responsabilidad en la infracción cometida.





Los padres o guardadores del adolescente serán notificados de la imposición de la sanción, en caso de no encontrarse presentes en la audiencia.”. Indicación número 82. (3 x 0).
Artículo 22


Pasa a ser artículo 9°, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 9°.- Multa. El juez podrá imponer una multa a beneficio fiscal que no exceda de diez unidades tributarias mensuales. Para su aplicación y la determinación de su monto, además de los criterios señalados en el artículo 24 de la presente ley, se considerarán la condición y las facultades económicas del infractor y de la persona a cuyo cuidado se encontrare.





El juez, a petición del adolescente o de su defensor, podrá autorizar el pago de la multa en cuotas.





La multa será conmutable, a solicitud del infractor, por la sanción de servicios en beneficio de la comunidad, a razón de 30 horas por cada tres Unidades Tributarias Mensuales.” Indicaciones números 85, 86 y 87. (4 x 0).
Artículo 23


Pasa a ser artículo 10, con la siguiente redacción:





“Artículo 10.- Reparación del daño. La reparación del daño consiste en la obligación de resarcir a la víctima el perjuicio causado con la infracción, sea mediante una prestación en dinero, la restitución o reposición de la cosa objeto de la infracción o un servicio no remunerado en su favor. En este último caso, la imposición de la sanción requerirá de la aceptación previa del condenado y de la víctima.





El cumplimiento de la sanción no obstará a que la víctima persiga la responsabilidad contemplada en el artículo 2320 del Código Civil, pero sólo en aquello en que la reparación sea declarada como insuficiente.”. Indicaciones números 89 y 90. (4 x 0).
Artículo 24


Pasa a ser artículo 11, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 11.- Servicios en beneficio de la comunidad. La sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad.





La prestación de servicios en beneficio de la comunidad no podrá exceder en ningún caso de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el adolescente realice. La sanción tendrá una extensión mínima de 30 horas y máxima de 120.





La imposición de esta sanción requerirá del acuerdo del condenado, debiendo, en su caso, ser sustituida por una sanción superior, no privativa de libertad.” Indicaciones números 92 y 93. (4 x 0).
Artículo 25


Suprimirlo. Indicaciones números 92 y 93. (4 x 0).
Artículo 26


Pasa a ser artículo 13, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 13.- Libertad asistida. La libertad asistida consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado conforme a un plan de desarrollo personal basado en programas y servicios que favorezcan su integración social.




La función del delegado consistirá en la orientación, control y motivación del adolescente e incluirá la obligación de procurar por todos los medios a su alcance el acceso efectivo a los programas y servicios requeridos.





El control del delegado se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria del adolescente a encuentros periódicos previamente fijados con él mismo y a programas socioeducativos. Para ello, una vez designado, el delegado propondrá al tribunal un plan personalizado de cumplimiento de actividades periódicas en programas o servicios de carácter educativo, socio-educativo, de terapia, de promoción y protección de sus derechos y de participación. En él, deberá incluir la asistencia regular al sistema escolar o de enseñanza que corresponda.





Podrán incluirse en dicho plan medidas como la prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, de visitar determinados lugares o de aproximarse a la víctima, a sus familiares o a otras personas, u otras condiciones similares.

                              La duración de esta sanción no podrá exceder de tres años.”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (5 x 0).
°°°

Artículo 14, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:





“Artículo 14.- Libertad asistida especial. En esta modalidad de libertad asistida, deberá asegurarse la asistencia del adolescente a un programa intensivo de actividades socioeducativas y de reinserción social en el ámbito comunitario que permita la participación en el proceso de educación formal, la capacitación laboral, la posibilidad de acceder a programas de tratamiento y rehabilitación de drogas en centros previamente acreditados por los organismos competentes y el fortalecimiento del vínculo con su familia o adulto responsable.





En la resolución que apruebe el plan, el tribunal fijará la frecuencia y duración de los encuentros obligatorios y las tareas de supervisión que ejercerá el delegado.




La duración de esta sanción no podrá exceder los tres años.” Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (5 x 0).
° ° °

Artículo 27


Pasa a ser artículo 15, con la siguiente redacción:





“Artículo 15.- Sanciones privativas de libertad. Las sanciones privativas de libertad consisten en la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social y en la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.




Estos programas de reinserción social se realizarán, en lo posible, con la colaboración de la familia.”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (5 x 0).
Artículo 28


Suprimirlo. Indicación número 94. (5 x 0).
Artículo 29


Desecharlo. Indicación número 95. (5 x 0).
Artículo 30


Pasa a ser artículo 16, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 16.- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.  La sanción de privación de libertad bajo la modalidad de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social consistirá en la residencia obligatoria del adolescente en un centro de privación de libertad, sujeto a un programa de reinserción social a ser desarrollado tanto al interior del recinto como en el medio libre.





Una vez impuesta la pena y determinada su duración, el director del centro que haya sido designado para su cumplimiento, propondrá al tribunal un régimen o programa personalizado de actividades, que considerará las siguientes prescripciones:





a) Las medidas a adoptar para la asistencia y cumplimiento del adolescente del proceso de educación formal o de reescolarización. El director del centro deberá velar por el cumplimiento de esta obligación y para dicho efecto mantendrá comunicación permanente con el respectivo establecimiento educacional;





b) El desarrollo periódico de actividades de formación, socioeducativas y de participación, especificando las que serán ejecutadas al interior del recinto y las que se desarrollarán en el medio libre, y




c) Las actividades a desarrollar en el medio libre contemplarán, a lo menos, ocho horas, no pudiendo llevarse a cabo entre las 22.00 y las 07.00 horas del día siguiente, a menos que excepcionalmente ello sea necesario para el cumplimiento de los fines señalados en las letras precedentes y en el artículo 20.





El programa será aprobado judicialmente en la audiencia de lectura de la sentencia o en otra posterior, que deberá realizarse dentro de los quince días siguientes a aquélla.





El director del centro informará periódicamente al tribunal acerca del cumplimiento y evolución de las medidas a que se refiere la letra a).” Indicación número 99. (5 x 0).
Artículo 31


Pasa a ser artículo 17, con el siguiente texto:





“Artículo 17.- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social. La internación en régimen cerrado con programa de reinserción social importará la privación de libertad en un centro especializado para adolescentes, bajo un régimen orientado al cumplimiento de los objetivos previstos en el artículo 20 de esta ley.





En virtud de ello, dicho régimen considerará necesariamente la plena garantía de la continuidad de sus estudios básicos, medios y especializados, incluyendo su reinserción escolar, en el caso de haber desertado del sistema escolar formal, y la participación en actividades de carácter socioeducativo, de formación, de preparación para la vida laboral y de desarrollo personal. Además, deberá asegurar el tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas para quienes lo requieran y accedan a ello.”. Indicaciones números 100 y 101. (5 x 0).
Artículo 32


Pasa a ser artículo número 18, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 18. Límite máximo de las penas privativas de libertad. Las penas de internación en régimen cerrado y semicerrado, ambas con programa de reinserción social, que se impongan a los adolescentes no podrán exceder de cinco años si el infractor tuviere menos de dieciséis años, o de diez años si tuviere más de esa edad.”. Indicación número 110. (4 x 0)
Párrafo 4°

Sanciones mixtas o accesorias


Sustituir el epígrafe de este Párrafo por “Sanciones mixtas”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
Artículo 33


Pasa a ser artículo número 19, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 19.- Sanciones mixtas. En los casos en que fuere procedente la internación en régimen cerrado o semicerrado, ambas con programa de reinserción social, el tribunal podrá imponer complementariamente una sanción de libertad asistida en cualquiera de sus formas, por un máximo que no supere el tiempo de la condena principal. Esta última se cumplirá:





a) Con posterioridad a la ejecución de la pena privativa de libertad, siempre y cuando en total no se supere la duración máxima de ésta, o





b) En forma previa a su ejecución. En este caso la pena principal quedará en suspenso y en carácter condicional, para ejecutarse en caso de incumplimiento de la libertad asistida en cualquiera de sus formas, en el caso de las penas que se extienden hasta quinientos cuarenta días.” Indicación número 112. (5 x 0).
Artículo 34


Pasa a ser artículo número 12, con el siguiente texto:





“Artículo 12.- Prohibición de conducir vehículos motorizados. La prohibición de conducir vehículos motorizados se podrá imponer a un adolescente como sanción accesoria cuando la conducta en que se funda la infracción por la cual se le condena haya sido ejecutada mediante la conducción de dichos vehículos.





La sanción se hará efectiva desde el momento de dictación de la sentencia condenatoria y su duración podrá extenderse hasta el período que le faltare al adolescente para cumplir veinte años.





En caso de quebrantamiento, se estará a lo dispuesto en el artículo 52 de esta ley, a menos que a consecuencia de la conducción se hubiere afectado la vida, la integridad corporal o la salud de alguna persona, caso en el cual se remitirán los antecedentes al Ministerio Público para el ejercicio de las acciones que correspondan.” Indicación número 115. (4 x 0).
Artículo 35


Pasa a ser artículo 7°, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 7°.- Sanción accesoria. El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 6° de esta ley y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol.” Indicaciones números 56, 57 y 118. (5 x 0).
°°°

“Párrafo 5°

De la determinación de las sanciones”





Intercalar este nueva división en el texto del proyecto. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
°°°

TÍTULO III

PROCEDIMIENTO


Pasa a ser Título II, con el mismo epígrafe. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
°°°

Artículo 36


Pasa a ser artículo 27, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 27.- Reglas de procedimiento. La investigación y juzgamiento de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.





El conocimiento y fallo de las infracciones que no constituyan crímenes se sujetará a las reglas del procedimiento simplificado o monitorio, según sea el caso, regulados en el Título I del Libro IV del Código Procesal Penal.





Asimismo, se sujetarán a las reglas del procedimiento simplificado aquellas infracciones constitutivas de crímenes respecto de las cuales el Ministerio Público requiera una pena no privativa de libertad.”. Indicación número 121. (4 x 0).
Artículo 37


Suprimirlo. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
Artículo 38


Desecharlo. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
Artículo 39


Suprimirlo. Indicación número 126. (4 x 0).
Artículo 40


Desecharlo. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
Artículo 41


Suprimirlo. Indicación número 129. (4 x 0).
Artículo 42


Desecharlo. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
Artículo 43


Pasa a ser artículo 29, con el siguiente texto:





“Artículo 29.- Especialización de la justicia penal para adolescentes. Los jueces de garantía, los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como los fiscales adjuntos y los defensores penales públicos que intervengan en las causas de adolescentes, deberán, de preferencia, estar capacitados en los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones, en la Convención de los Derechos del Niño, en las  características y especificidades de la etapa adolescente y en el sistema de ejecución de sanciones establecido en esta misma ley.





No obstante, todo fiscal, defensor o juez con competencia en materias criminales se encuentra habilitado para intervenir, en el marco de sus competencias, si, excepcionalmente, por circunstancias derivadas del sistema de distribución del trabajo, ello fuere necesario.




En virtud de lo dispuesto en los incisos precedentes, los comités de jueces de los tribunales de garantía y orales en lo penal considerarán, en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la radicación e integración preferente de quienes cuenten con dicha capacitación.





Cada institución adoptará las medidas pertinentes para garantizar la especialización a que se refiere la presente disposición.”. Indicación número 126. (5 x 0).
Artículo 44


Pasa a ser artículo número 30, en sus mismos términos.

Artículo 45


Pasa a ser artículo número 31, con la siguiente redacción:





“Artículo 31.- Detención en caso de flagrancia. Carabineros de Chile deberá poner a los menores de dieciocho años y mayores de catorce que se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 129 y 131 del Código Procesal Penal, inmediatamente a disposición del juez de garantía competente. El adolescente sólo podrá declarar ante el fiscal en presencia de un defensor. La detención se regulará, salvo en los aspectos previstos en este artículo, por el párrafo 3° del Título V, del Libro I del Código Procesal Penal. Si se diere lugar a la ampliación del plazo de la detención conforme al artículo 132 de dicho Código, ésta sólo podrá ser ejecutada en los centros de internación provisoria de que trata la presente ley.




La detención de una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados en el inciso anterior, constituirá una infracción funcionaria grave y será sancionada con la medida disciplinaria que proceda de acuerdo al mérito de los antecedentes, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda haber incurrido el infractor.





En la ejecución de la detención e internación provisoria que sea decretada deberá darse cumplimiento a lo previsto en los artículos 17 de la ley N° 16.618 y 37, letra c), de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. El menor privado de libertad siempre podrá ejercer los derechos consagrados en los artículos 93 y 94 del Código Procesal Penal y 37 y 40 de esa Convención. Los encargados de dichos centros no podrán aceptar el ingreso de menores sino en virtud de órdenes impartidas por el juez de garantía competente.





Si el hecho imputado al menor fuere alguno de aquellos señalados en el artículo 124 del Código Procesal Penal, Carabineros de Chile se limitará a citar al menor a la presencia del fiscal y lo dejará en libertad, previo señalamiento de domicilio en la forma prevista por el artículo 26 del mismo Código.





Las disposiciones contenidas en los incisos anteriores serán aplicables a la Policía de Investigaciones.”. Indicación número 1, oficio número 167-353, del Presidente de la República, de fecha 11 de agosto de 2005. (4 x 0).
Artículo 46


Suprimirlo. Indicación número 136. (3 x 0).
Artículo 47


Desecharlo. Indicaciones números 139, 140 y 141. (3 x 0).

Artículo 48


Suprimirlo. Indicaciones números 142, 143, 144, 145, 146, 147, 148, 149 y 150. (3 x 0).

Artículo 49


Pasa a ser artículo 32, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 32.- Medidas cautelares del procedimiento. La internación provisoria en un centro cerrado sólo será procedente tratándose de la imputación de crímenes, debiendo aplicarse cuando los objetivos señalados en el inciso primero del artículo 155 del Código Procesal Penal no pudieren ser alcanzados mediante la aplicación de alguna de las demás medidas cautelares personales.”. Indicación número 2, oficio número 167-353, del Presidente de la República, de fecha 11 de agosto de 2005. (4 x 0).
Artículo 50


Pasa a ser artículo 33, con la siguiente redacción:





“Artículo 33.- Proporcionalidad de las medidas cautelares. En ningún caso podrá el juez dar lugar a una medida que parezca desproporcionada en relación con la sanción que resulte probable de aplicar en caso de condena.”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
Artículo 51


Pasa a ser artículo 34, sustituido por el siguiente:





“Artículo 34.- Permiso de salida diaria. Tratándose de un adolescente imputado sujeto a una medida de internación provisoria, el juez podrá, en casos calificados, concederle permiso para salir durante el día, siempre que ello no vulnere los objetivos de la medida. Al efecto, el juez podrá adoptar las providencias que estime convenientes.”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
Artículo 52


Desecharlo. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
Artículo 53


Suprimirlo. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
Artículo 54


Rechazarlo. Indicación número 154 (3 x 0).
Artículo 55


Pasa a ser artículo 35, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 35.- Principio de oportunidad. Para el ejercicio del principio de oportunidad establecido en el artículo 170 del Código Procesal Penal, los fiscales tendrán en especial consideración la incidencia que su decisión podría tener en la vida futura del adolescente imputado.” Indicaciones números 156, 157, 158 y 159. (5 x 0).
Artículo 56


Pasa a ser artículo 36, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 36.- Primera audiencia.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado. Si el juez lo considera necesario, permitirá la intervención de éstos, si estuvieren presentes en la audiencia.” Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
Artículo 57


Desecharlo. Indicaciones números 162, 163 y 164. (4 x 0).
Artículo 58


Pasa a ser artículo 37, sustituyéndose su texto por el siguiente:





“Artículo 37.- Juicio Inmediato. Las reglas del juicio inmediato establecidas en el artículo 235 del Código Procesal Penal serán plenamente aplicables cada vez que el fiscal lo solicite y especialmente cuando se trate de una infracción flagrante imputada a un adolescente.





En estos casos, sólo por razones fundadas que el fiscal señalará en su petición, el juez de garantía podrá autorizar la realización de diligencias concretas y determinadas para la investigación de una infracción flagrante, las que no podrán exceder de 60 días, rigiendo, en lo demás, lo dispuesto en el artículo siguiente. Igual derecho asistirá a la defensa del imputado, en el mismo caso.” Indicación número 165. (4 x 0).
Artículo 59


Rechazarlo. Indicación número 166. (4 x 0).
Artículo 60


Pasa a ser artículo 38, sustituido por el siguiente:





“Artículo 38.- Plazo para declarar el cierre de la investigación. Transcurrido el plazo máximo de seis meses desde la fecha en que la investigación hubiere sido formalizada, el fiscal procederá a cerrarla, a menos que el juez le hubiere fijado un plazo inferior.


Antes de cumplirse cualquiera de estos plazos, el fiscal podrá solicitar, fundadamente, su ampliación por un máximo de dos meses.”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
Artículo 61


Pasa a ser artículo 39, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 39.- Audiencia del juicio oral. El juicio oral, en su caso, deberá tener lugar no antes de los 15 ni después de los 30 días siguientes a la notificación del auto de apertura del juicio oral.


En ningún caso el juicio podrá suspenderse o interrumpirse por un término superior a 72 horas.” Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
°°°

Artículos 40 y 41, nuevos


Incorporar como tales los siguientes:





“Artículo 40.- Audiencia de determinación de la pena. La audiencia a que se refiere el artículo 345 del Código Procesal Penal deberá llevarse a cabo en caso de dictarse sentencia condenatoria. En dicha audiencia, el tribunal podrá requerir la opinión de peritos.





Artículo 41.- Suspensión de la imposición de condena. Cuando hubiere mérito para aplicar sanciones privativas o restrictivas de libertad iguales o inferiores a 540 días,  pero concurrieren antecedentes favorables que hicieren desaconsejable su imposición, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses.




Transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin que el imputado hubiere sido objeto de nuevo requerimiento o de una formalización de la investigación, el tribunal dejará sin efecto la sentencia y, en su reemplazo, decretará el sobreseimiento definitivo de la causa.




Esta suspensión no afectará la responsabilidad civil derivada del delito.




Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de la posibilidad de decretar la suspensión condicional del procedimiento.”.





Indicaciones números 3 y 4, oficio número 167-353, del Presidente de la República, de fecha 11 de agosto de 2005. (4 x 0).
°°°

Artículo 62


Suprimirlo. Indicación número 167. (4 x 0).
Artículo 63


Desecharlo. Indicación número 168. (3 x 1 abstención).
TÍTULO IV

DE LA EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES Y MEDIDAS


Sustituir el número de este Título por “III”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0). 

Artículos 64 y 69


Pasan a ser artículo 43, reemplazándose sus textos por el siguiente:





“Artículo 43.- Centros de privación de libertad. La administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores.





Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad y a la medida de internación provisoria contenidas en esta ley existirán tres tipos de centros:

a) Los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado.

b) Los Centros Cerrados de Privación de Libertad.

c) Los Centros de Internación Provisoria.





Para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los centros a que se refieren las letras b) y c) precedentes, se establecerá en ellos una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile. Ésta permanecerá fuera del recinto, pero estará autorizada para ingresar en caso de motín o en otras situaciones de grave riesgo para los adolescentes y revisar sus dependencias con el sólo objeto de evitarlas.





La organización y funcionamiento de los recintos aludidos en el presente artículo se regulará en un reglamento dictado por decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Justicia, conforme a las normas contenidas en el presente Título.” Indicación número 5, oficio número 167-353, del Presidente de la República, de fecha 11 de agosto de 2005. (4 x 0).
Artículo 65


Pasa a ser artículo 44, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 44.- Condiciones básicas de los centros de privación de libertad. La ejecución de las sanciones privativas de libertad estará dirigida a la reintegración del adolescente al medio libre.





En virtud de ello, deberán desarrollarse acciones tendientes al fortalecimiento del respeto por los derechos de las demás personas y al cumplimiento del proceso de educación formal y considerarse la participación en actividades socioeducativas, de formación y de desarrollo personal.” Indicación número 176. (3 x 0).
Artículos 66 y 67


Pasan a ser artículo 45, reemplazados por el siguiente:





“Artículo 45.- Normas de orden interno y seguridad en recintos de privación de libertad. Los adolescentes estarán sometidos a las normas disciplinarias que dicte la autoridad para mantener la seguridad y el orden. Estas normas deben ser compatibles con los derechos reconocidos en la Constitución, en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.





Dichas normas regularán el uso de la fuerza respecto de los adolescentes y contendrán, a lo menos, los siguientes aspectos:





a) El carácter excepcional y restrictivo del uso de la fuerza, lo que implica que deberá ser utilizada sólo cuando se hayan agotado todos los demás medios de control y por el menor tiempo posible, y





b) La prohibición de aplicar medidas disciplinarias que constituyan castigos corporales, encierro en celda obscura y penas de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del adolescente o sea degradante, cruel o humillante.”. Indicación número 178. (3 x 0).
Artículo 68


Pasa a ser artículo 46, reemplazado por el siguiente:





“Articulo 46.- Normas disciplinarias en recintos de privación de libertad. Las medidas y procedimientos disciplinarios que se dispongan deberán encontrarse contemplados en la normativa del establecimiento y tendrán como fundamento principal contribuir a la seguridad y a la mantención de una vida comunitaria ordenada, debiendo, en todo caso, ser compatibles con el respeto de la dignidad del adolescente.





A estos efectos, la normativa relativa a dichos procedimientos precisará, a lo menos, los siguientes aspectos:





a) Las conductas que constituyen una infracción a la disciplina;





b) El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que se pueden imponer, y





c) La autoridad competente para imponer esas sanciones y aquella que deberá resolver los recursos que se deduzcan en su contra.”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (3 x 0).
Artículo 70


Pasa a ser artículo 42, sustituido por el siguiente:





“Artículo 42.- Administración de las medidas no privativas de libertad. El Servicio Nacional de Menores asegurará la existencia en las distintas regiones del país de los programas necesarios para la ejecución y control de las medidas a que se refiere esta ley, las que serán ejecutadas por los colaboradores acreditados que hayan celebrado los convenios respectivos con dicha institución.





Para tal efecto, llevará un registro actualizado de los programas existentes en cada comuna del país, el que estará a disposición de los tribunales competentes.





El Servicio revisará periódicamente la pertinencia e idoneidad de los distintos programas, aprobando su ejecución por parte de los colaboradores acreditados y fiscalizando el cumplimiento de sus objetivos.





En la modalidad de libertad asistida especial se asegurará la intervención de la red institucional y de protección del Estado, según se requiera. Será responsabilidad del Servicio Nacional de Menores la coordinación con los respectivos servicios públicos.





El reglamento a que alude el inciso final del artículo siguiente contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo.”. Indicación número 6, oficio número 167-353, del Presidente de la República, de fecha 11 de agosto de 2005. (4 x 0).
Artículos 71 y 72


Pasan a ser artículo 49, reemplazándose sus textos por el siguiente:





“Artículo 49.- Derechos en la ejecución de sanciones. Durante la ejecución de las sanciones que regula esta ley, el adolescente tendrá derecho a:





a) Ser tratado de una manera que fortalezca su respeto por los derechos y libertades de las demás personas, resguardando su desarrollo, dignidad e integración social;





b) Ser informado de sus derechos y deberes con relación a las personas e instituciones que lo tuvieren bajo su responsabilidad;





c) Conocer las normas que regulan el régimen interno de las instituciones y los programas a que se encuentre sometido, especialmente en lo relativo a las causales que puedan dar origen a sanciones disciplinarias en su contra o a que se declare el incumplimiento de la sanción;





d) Presentar peticiones ante cualquier autoridad competente de acuerdo a la naturaleza de la petición, obtener una respuesta pronta, solicitar la revisión de su sanción en conformidad a la ley y denunciar la amenaza o violación de alguno de sus derechos ante el juez, y





e) Contar con asesoría permanente de un abogado.





Tratándose de adolescentes sometidos a una medida privativa de libertad, éstos tendrán derecho a:





a) Recibir visitas periódicas, en forma directa y personal, al menos una vez a la semana;





b) La integridad e intimidad personal;





c) Acceder a servicios educativos, y





d) La privacidad y regularidad de las comunicaciones, en especial con sus abogados.”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
Artículo 73


Pasa a ser artículo 50, con el siguiente texto:





“Artículo 50.- Competencia en el control de la ejecución. Los conflictos de derecho que se susciten durante la ejecución de alguna de las sanciones que contempla la presente ley serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse.





En virtud de ello y previa audiencia, el juez de garantía adoptará las medidas tendientes al respeto y cumplimiento de la legalidad de la ejecución y resolverá, en su caso, lo que corresponda en caso de quebrantamiento.”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (3 x 0).
Artículo 74


Pasa a ser artículo 51, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 51.- Certificación de cumplimiento. La institución que ejecute la sanción, informará sobre el total cumplimiento de la misma a su término, por cualquier medio fidedigno, al juez de que trata el artículo anterior, el que deberá certificar dicho cumplimiento.





Asimismo, deberá informar de cualquier incumplimiento cuando éste se produzca.” Indicación número 8, oficio número 167-353, del Presidente de la República, de fecha 11 de agosto de 2005. (4 x 0).
Artículo 75


Pasa a ser nuevo numeral 6 del artículo 65, con el siguiente texto:


“6. Sustitúyese el artículo 585 bis, por el siguiente:


“Artículo 585 bis. Lo dispuesto en los artículos 567, 578, 580 y 581 será aplicable a los recintos en que se ejecuten las medidas de internación provisoria y de internación en régimen cerrado establecidas en la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.”.”. Indicación número 9, oficio número 167-353, del Presidente de la República, de fecha 11 de agosto de 2005. (4 x 0).
Artículo 76


Pasa a ser artículo 52, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 52.- Quebrantamiento de condena. Si el adolescente no diere cumplimiento a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, el tribunal encargado del control de la ejecución procederá, previa audiencia y según la gravedad del incumplimiento, conforme a las reglas siguientes:





1.- Tratándose de la multa, aplicará en forma sustitutiva la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por un máximo de 30 horas. Si el adolescente no aceptare la medida, aplicará la libertad asistida en cualquiera de sus formas por el tiempo señalado en el numeral tercero del presente artículo. 





2.- Idéntica regla se seguirá en caso de infracción de la prohibición de conducir vehículos motorizados, sin perjuicio de la mantención de la prohibición por el tiempo restante.





3.- Tratándose del incumplimiento de las medidas de reparación del daño y prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se aplicará en forma sustitutiva la libertad asistida en cualquiera de sus formas por un periodo de hasta tres meses.





4.- El incumplimiento de la libertad asistida se sancionará con libertad asistida especial o con internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, con una duración máxima de sesenta días, lo que se determinará según la gravedad de los hechos que fundan la medida, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta.





En caso de incumplimiento reiterado de la libertad asistida, se aplicará lo dispuesto en el siguiente numeral. 





5.- El incumplimiento de la libertad asistida especial dará lugar a la sustitución de la sanción por internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, por un período equivalente al número de días que faltaren por cumplir.





6.- El incumplimiento de la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social podrá sancionarse con la internación en un centro cerrado por un período no superior a los noventa días, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta por el tiempo restante. En caso de reiteración de la misma conducta, podrá aplicarse la sustitución, en forma definitiva, por un período a fijar prudencialmente por el tribunal, que en caso alguno será superior al tiempo de duración de la condena inicialmente impuesta. 




7.- El incumplimiento del régimen de libertad asistida en cualquiera de sus formas al que fuere sometido el adolescente en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, facultará al juez para ordenar que se sustituya su cumplimiento por la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social por el tiempo que resta.”. Indicaciones números 181, 182, 184, 186, 187 y 189. (5 x 0).
Artículo 77


Pasa a ser artículo 53, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 53.- Sustitución de condena. El tribunal encargado del control de la ejecución de las sanciones previstas en esta ley, de oficio o a petición del adolescente o su defensor, podrá sustituirla por una menos gravosa, en tanto ello parezca más favorable para la integración social del infractor y se hubiere iniciado su cumplimiento.





Para estos efectos, el juez, en presencia del condenado, su abogado, el Ministerio Público y un representante de la institución encargada de la ejecución de la sanción, examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá. A esta audiencia podrán asistir los padres del adolescente o las personas que legalmente hubieren ejercido la tuición antes de su privación de libertad, y la víctima o su representante. La inasistencia de estos últimos no será nunca obstáculo para el desarrollo de la audiencia.





La resolución que se pronuncie sobre una solicitud de sustitución será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.





En caso alguno la internación en un régimen cerrado podrá sustituirse por una de las sanciones previstas en las letras e) o f) del artículo 6°.”. Indicación número 190. (5 x 0).
Artículo 78


Pasa a ser artículo 54, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 54.- Sustitución condicional de las medidas privativas de libertad. La sustitución de una sanción privativa de libertad podrá disponerse de manera condicionada. De esta forma, si se incumpliere la sanción sustitutiva, podrá revocarse su cumplimiento ordenándose la continuación de la sanción originalmente impuesta por el tiempo que faltare.”. Indicación número 191. (3 x 0).
Artículo 79


Pasa a ser artículo 55, con el siguiente texto:





“Artículo 55.- Remisión de condena. El tribunal podrá remitir el cumplimiento del saldo de condena cuando, en base a antecedentes calificados, considere que se ha dado cumplimiento a los objetivos pretendidos con su imposición. Para ello será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y  tercero del artículo 53.





Para los efectos de resolver acerca de la remisión, el tribunal deberá contar con un informe favorable del Servicio Nacional de Menores.





Tratándose de una sanción privativa de libertad, la facultad de remisión sólo podrá ser ejercida si se ha cumplido más de la mitad del tiempo de duración de la sanción originalmente impuesta.”. Indicación número 192. (3 x 0).
Artículo 80


Pasa a ser artículo 59, reempazado por el siguiente:





“Artículo 59.- Modificaciones al Decreto Ley N° 645 de 1925. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 2° del Decreto Ley N° 645 de 1925, que crea el Registro Nacional de Condenas: “Los antecedentes relativos a los procesos o condenas de menores de edad sólo podrán ser consignados en los certificados que se emitan para ingresar a las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Gendarmería de Chile y a la Policía de Investigaciones o para los fines establecidos en el inciso primero del presente artículo.”.”. Indicaciones números 194, 195 y 196. (3 x 0).
Artículo 81


Pasa a ser artículo 56, con el siguiente texto:





“Artículo 56.- Cumplimiento de la mayoría de edad. En caso que el imputado o condenado por una infracción  a la ley penal fuere mayor de dieciocho años o los cumpliere durante la ejecución de cualquiera de las sanciones contempladas en esta ley o durante la tramitación del procedimiento, continuará sometido a las normas de esta ley hasta el término de éste.





Si al momento de alcanzar los dieciocho años restan por cumplir menos de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, permanecerá en el centro de privación de libertad del Servicio Nacional de Menores.





Si al momento de alcanzar los dieciocho años le restan por cumplir más de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, el Servicio Nacional de Menores evacuará un informe fundado al juez de control de ejecución en que solicite la permanencia en el centro cerrado de privación de libertad o sugiera su traslado a un recinto penitenciario administrado por Gendarmería de Chile.





Dicho informe se enviará al tribunal con a lo menos tres meses de anterioridad  a la fecha de cumplimiento de la mayoría de edad y se referirá al proceso de reinserción del adolescente y a la conveniencia, para tal fin, de su permanencia en el centro cerrado de privación de libertad. El informe deberá comunicarse a todas las partes involucradas en el proceso.





En caso de ordenar el tribunal su permanencia, se revisará su situación según se desarrolle el proceso de reinserción en apreciación de la administración del centro.





En caso de ordenar el tribunal su traslado a un recinto penitenciario, las modalidades de ejecución de dicha condena deberán seguir siendo ejecutadas conforme a las prescripciones de esta ley.





Excepcionalmente, el Servicio Nacional de Menores  podrá solicitar al tribunal de control competente que autorice el cumplimiento de la internación en régimen cerrado en un recinto administrado por Gendarmería de Chile, cuando el condenado hubiere cumplido la mayoría de edad y sea declarado responsable de la comisión de un delito o incumpla de manera grave el reglamento del centro poniendo en riesgo la vida e integridad física de otras personas.





En todos los casos previstos en este artículo, el Servicio Nacional de Menores, Gendarmería de Chile y las autoridades que correspondan adoptarán las medidas necesarias para asegurar la separación de las personas sujetas a esta ley menores de dieciocho años con los mayores de edad y de los adultos sujetos a esta ley respecto de los condenados conforme a la ley penal de adultos.”. Indicación número 10, oficio número 167-353, del Presidente de la República, de fecha 11 de agosto de 2005. (4 x 0).
Artículo 82





Suprimirlo. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (3 x 0).
Artículo 83


Pasa a ser artículo 57, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 57.- Academia Judicial. Para los efectos de lo previsto en el artículo 29, la Academia Judicial considerará la dictación de los cursos de especialización a que esa norma se refiere en el programa de perfeccionamiento destinado a los miembros de los escalafones primario, secundario y de empleados del Poder Judicial.





En todo caso, el requisito establecido en dicha disposición podrá ser acreditado  sobre la base de antecedentes que den cuenta del cumplimiento de cursos de formación especializada en la materia, impartidos por otras instituciones alternativas a la Academia Judicial. La certificación respectiva la emitirá dicha institución, en base a los antecedentes que proporcione el solicitante.”. Indicación número 199. (4 x 0).
Artículo 84


Pasa a ser artículo 58, con el siguiente texto:





“Artículo 58.- Restricción de libertad de menores de catorce años. Si se sorprendiere a un menor de catorce años  en la ejecución flagrante de una conducta que, cometida por un adolescente constituiría delito, los agentes policiales ejercerán todas las facultades legales para restablecer el orden y la tranquilidad públicas y dar la debida protección a la víctima en amparo de sus derechos.





Una vez cumplidos dichos propósitos, la autoridad respectiva deberá poner al niño a disposición del tribunal de familia a fin de que éste procure su adecuada protección. En todo caso, tratándose de infracciones de menor entidad podrá entregar al niño inmediata y directamente a sus padres y personas que lo tengan a su cuidado y, de no ser ello posible, lo entregará a un adulto que se haga responsable de él, prefiriendo a aquellos con quienes tuviere una relación de parentesco, informando en todo caso al Tribunal de Familia competente.





Para los efectos de que el fiscal pueda interrogar al menor en calidad de testigo, se estará a las normas generales que regulan la materia.”. Indicación número 11, oficio número 167-353, del Presidente de la República, de fecha 11 de agosto de 2005. (4 x 0).
Artículo 85


Pasa a ser artículo 60, con el siguiente texto:





“Artículo 60.- Modificaciones al Código Penal. Introdúcense las siguientes modificaciones:

a) Sustitúyese el número 2º del artículo 10 por el siguiente:

“2º El menor de dieciocho años. La responsabilidad de los menores de dieciocho años y mayores de catorce se regulará por lo dispuesto en la ley de responsabilidad penal juvenil.”.

b) Derógase el número 3º del artículo 10.

c) Suprímese el inciso primero del artículo 72.”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
°°°

Artículos 61 y 62, nuevos


Incorporar como tales los siguientes:





“Artículo 61.- Modificaciones a la Ley N° 18.287. Derógase el artículo 26 de la ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.





Artículo 62.- Modificaciones al Código de Justicia Militar. Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 135, por el siguiente: “Los menores de edad exentos de responsabilidad penal serán puestos a disposición del tribunal competente en asuntos de familia.”. Indicaciones números 204 y 205. (4 x 0).
°°°

Artículo 86


Pasa a ser artículo 63, con el siguiente texto:





“Artículo 63.- Modificaciones a la Ley de Menores. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 16.618, que fija el texto definitivo de la Ley de Menores:

a) Derógase el artículo 16;
b) En el inciso segundo del artículo 16 bis, suprímese la siguiente frase: “De la misma forma procederá respecto de un menor de dieciséis años imputado de haber cometido una falta.”.

c) Suprímese el inciso cuarto del artículo 16 bis.

d) Deróganse los artículos 28 y 29.

e) Suprímese el inciso segundo del artículo 31.

f) Deróganse los artículos 41, 51, 52, 53, 58 y 65.

g) Sustitúyese el artículo 71, por el siguiente:

“Artículo 71. El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido mediante el Ministerio de Justicia, determinará los Centros de Diagnósticos existentes y su localización.”.”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (4 x 0).
°°°

Artículos 64, 65, 66, 67, 68,  69 y 70, nuevos


Incorporar como tales los siguientes:





“Artículo 64.- Modificaciones a la Ley N° 19.640. En el inciso primero del artículo 72, sustitúyese el guarismo “625” por “647”, referido a la categoría “Fiscal Adjunto”; el guarismo “69” por “70”, referido a la categoría “Jefe de Unidad”, y el guarismo “860” por “866” referido a la categoría “Profesionales”.


Artículo 65.- Modificaciones al Código Orgánico de Tribunales. Introdúcense las siguientes modificaciones:

1.  Al artículo 14:

a) En la letra f), a continuación de la palabra “penal”, sustitúyese la coma (,) y la letra “y” por un punto y coma (;).

b) Reemplázase la actual letra g), que pasa a ser letra h), por la siguiente:

“g) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.

2. Al artículo 16, en el acápite que en cada caso se señala:

a.- Quinta Región de Valparaíso:

En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Viña del Mar, con seis jueces,” por la siguiente: “Viña del Mar, con siete jueces,”.

b.- Octava Región del Bío Bío:

En el párrafo noveno, reemplázase la expresión “Coronel, con un juez,” por la siguiente: “Coronel, con dos jueces,”.

c.- Décima Región de Los Lagos:

En el párrafo final, reemplázase la expresión “Castro, con un juez,” por la siguiente: “Castro, con dos jueces,”

d.- Región Metropolitana de Santiago:

En el párrafo segundo, reemplázase la expresión “Puente Alto, con siete jueces”, por la siguiente: “Puente Alto, con ocho jueces”. 

En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,”, por “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”; la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,”, por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”; la expresión “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,” por “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”, y la expresión “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,” por “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”.

3. Al artículo 18:

a) En la letra c), a continuación de la expresión “juicio oral”, elimínase la coma (,) y la letra “y”, y en su reemplazo, introdúcese un punto coma (;).

b) Reemplázase la actual letra d), que pasa a ser letra e), por la siguiente: 

“d) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.

4. En el artículo 21, reemplázase, en el acápite referido a la Región Metropolitana de Santiago, la expresión “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con quince jueces,”, por “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces,”.

5. Incorpórase un artículo 47 C, nuevo, del tenor siguiente:

“Artículo 47 C.- Tratándose de los tribunales de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones podrán ejercer las potestades señaladas en el artículo 47, ordenando que uno o más de los jueces del tribunal se aboquen en forma exclusiva al conocimiento de las infracciones de los adolescentes a la ley penal, en calidad de jueces de garantía, cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere.”.

6. Sustitúyese el artículo 585 bis, por el siguiente: 

“Artículo 585 bis. Lo dispuesto en los artículos 567, 578, 580 y 581 será aplicable a los recintos en que se ejecuten las medidas de internación provisoria y de internación en régimen cerrado establecidas en la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.”.




Artículo 66.- Modificaciones a la Ley  Nº 19.665. Agrégase en el inciso primero del artículo 6° de la ley N° 19.665, un párrafo final del siguiente tenor:


“Juzgados con dieciocho jueces: dieciocho jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y cuarenta y tres funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.”  


Artículo 67.- Modificaciones a la Ley N° 19.718. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 28 de la ley N° 19.718, que fija la planta de personal de la Defensoría Penal Pública:

a) Reemplázase, para los profesionales grado 7°, el guarismo “16” por “18”.

b) Reemplázase, para los administrativos grado 17°, el guarismo “20” por “21”.

c) Reemplázase, para el Total Planta, el guarismo “454” por “457”.”





Artículo 68.- Modificaciones a la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley 19.968: 

a) En el número 10 del artículo 8°, sustitúyese la expresión “29” por “30” y agrégase el siguiente párrafo nuevo antes del punto y coma (;) que pasa a ser punto seguido (.): “El procedimiento se sujetará a las reglas establecidas en el párrafo cuarto del Título IV de la presente ley;”.

b) Incorpórase al artículo 8° el siguiente numeral 10 bis, nuevo: 

“10 bis) Las infracciones que en caso de ser ejecutadas por mayores de edad constituirían faltas y que no dan lugar a responsabilidad penal, conforme al artículo 102 A. El juzgamiento de las mismas se someterá a las reglas establecidas en el párrafo cuarto del Título IV de la presente ley.”.

     c) Incorpórase, a continuación del artículo 102, el siguiente párrafo cuarto, nuevo:

“Párrafo cuarto

Procedimiento Contravencional ante los Tribunales de Familia





Artículo 102 A.- Las faltas contenidas en la legislación vigente que sean cometidas por adolescentes, constituirán contravenciones de carácter administrativo para todos los efectos legales y su juzgamiento se sujetará al procedimiento regulado en este párrafo.





Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior únicamente las faltas tipificadas en los artículos 494, N°s 1, 4, 5, y 19, este último en lo que dice relación con el artículo 477; en el artículo 494 bis y en el artículo 496, N°s 5 y 26, todos del Código Penal, y aquellas contempladas en la ley Nº 20.000 o en los cuerpos normativos que la sustituyan, cometidas por adolescentes mayores de 16 años, cuyo conocimiento estará sujeto a lo preceptuado por la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.





Artículo 102 B.- Será aplicable al proceso contravencional lo dispuesto en los párrafos primero, segundo y tercero del Título III de esta ley, en lo que no sea incompatible con lo dispuesto en el presente título y con la naturaleza infraccional de las faltas a juzgar.





Artículo 102 C.- Será competente para el conocimiento de los asuntos a que se refiere el inciso primero del artículo 102 A el tribunal del lugar en que se hubiere ejecutado el hecho. Tratándose de los asuntos a que se refiere el numeral 10 del artículo 8°, será competente el tribunal del domicilio del menor, sin perjuicio de la potestad cautelar que pudiere corresponder al tribunal que inicialmente conozca del asunto en razón del lugar donde se cometió el hecho.





Artículo 102 D.- El procedimiento podrá iniciarse con el sólo mérito del parte policial que dé cuenta de la denuncia interpuesta por un particular o de la falta flagrante en que se haya sorprendido a un adolescente. En ambos casos la policía procederá a citar al adolescente para que concurra a primera audiencia ante el tribunal, lo que deberá quedar consignado en el parte respectivo.





Los particulares también podrán formular la denuncia directamente al tribunal.




Artículo 102 E.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse también a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado, y al denunciante o al afectado, según corresponda.





Todos quienes sean citados deberán concurrir a la audiencia con sus medios de prueba.





Artículo 102 F.- Si el adolescente no concurriere a la primera citación, el tribunal podrá ordenar que sea conducido a su presencia por medio de la fuerza pública. En este caso se procurará que la detención se practique en el tiempo más próximo posible al horario de audiencias del tribunal.





Artículo 102 G.-  El adolescente tendrá derecho a guardar silencio.





Artículo 102 H.- Al inicio de la audiencia, el juez explicará al adolescente sus derechos y, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, lo interrogará sobre la veracidad de los hechos imputados por el requerimiento. En caso de que el adolescente reconozca los hechos, el juez dictará sentencia de inmediato, la que no será susceptible de recurso alguno.





En la sentencia se podrá imponer la sanción de amonestación si ésta resulta proporcionada a la gravedad de los hechos y a la edad del adolescente para responsabilizarlo por la contravención, a menos que mediare reiteración, en cuyo caso deberá imponerse alguna de las restantes sanciones previstas en el artículo 102 J.





Artículo 102 I.- Si el adolescente negare los hechos o guardare silencio, se realizará el juzgamiento de inmediato, procediéndose a oír a los comparecientes y a recibir la prueba, tras lo cual se preguntará al adolescente si tiene algo que agregar. Con su declaración o sin ella, el juez pronunciará sentencia de absolución o condena.





Artículo 102 J.- El juez podrá imponer al adolescente únicamente alguna de las siguientes sanciones contravencionales:

a) Amonestación;

b) Reparación material del daño;

c) Petición de disculpas al ofendido o afectado;

d) Multa de hasta 2 Unidades Tributarias Mensuales;

e) Servicios en beneficio de la comunidad, de ejecución instantánea o por un máximo de tres horas, y

f) Prohibición temporal de asistir a determinados espectáculos, hasta por tres meses.




El tribunal podrá aplicar conjuntamente más de una de las sanciones contempladas en este artículo, lo que deberá fundamentarse en la sentencia.




Artículo 102 K.- Las sentencias definitivas dictadas en procesos por infracciones cometidas por adolescentes serán inapelables.




Artículo 102 L.- A solicitud de parte, el juez podrá sustituir una sanción por otra durante el cumplimiento de la misma.





Artículo 102 M.- En caso de incumplimiento de la sanción impuesta, el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público para los efectos previstos en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.”.




Artículo 69.- Preferencia para integrar ternas. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 281 del Código Orgánico de Tribunales, tendrán preferencia para ser incluidos en las ternas elaboradas para proveer cargos de juez de garantía unipersonales y juez de letras con competencia de garantía los postulantes que hubieren cumplido el curso de especialización a que se refieren los artículos 29 y 56 de la presente ley.





Artículo 70.- Modificaciones a la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile. Modifícase el Decreto Ley N° 2.859, que contiene la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, en la forma que sigue:
1) En el artículo 3°, letra a), agrégase a continuación el punto final la siguiente oración: “Además, deberá estar a cargo de la seguridad perimetral de los centros del Servicio Nacional de Menores para la internación provisoria y el cumplimiento de las sanciones privativas de libertad de los adolescentes por infracción de ley penal.”.

2) En el artículo 3°, agrégase a continuación de la letra c), la siguiente letra d):

“d) Colaborar en la vigilancia de los Centros del Servicio Nacional de Menores para adolescentes que se encuentran en internación provisoria o con sanción privativa de libertad, realizando las siguientes funciones: 

1. Ejercer la vigilancia y custodia perimetral permanente de los centros privativos de libertad.

2. Controlar el ingreso al centro.

3. Colaborar en el manejo de conflictos al interior de los centros, tales como fugas, motines y riñas.

4. Asesorar a los funcionarios del Servicio Nacional de Menores en el manejo de conflictos internos y de la seguridad en general.

5. Realizar los traslados de los adolescentes a tribunales y a otras instancias externas de acuerdo a solicitudes de la autoridad competente.”.





Indicaciones contenidas en el oficio N° 383-352, de 15 de marzo de 2005, del Presidente de la República, indicación número 193 e indicaciones números 7 y 9, contenidas en el oficio N° 167-353, de 11 de agosto de 2005, también del Jefe de Estado. (4 x 0).
°°°

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 1°


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- Vigencia.  La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación.”. Indicación número 210. (5 x 0).
Artículo 2°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- Nombramientos. La provisión de los cargos de Jueces de Garantía, Jueces de Tribunal Oral en lo Penal y Fiscales del Ministerio Público que establece la presente ley se realizará de acuerdo a las reglas generales aplicables en cada caso, considerando solamente las siguientes excepciones:

a) Los nuevos cargos deberán encontrarse provistos con a lo menos 45 días de antelación a la fecha en que empezará a regir el sistema, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo precedente;

b) Para los efectos de dar cumplimiento a lo previsto en la letra a) en el caso de los Jueces de Garantía e integrantes del Tribunal Oral en lo Penal, las Cortes de Apelaciones respectivas deberán elaborar y remitir al Ministerio de Justicia la nómina con las ternas respectivas para cada cargo dentro del plazo de sesenta días contado desde la publicación de esta ley.”. Indicación número 212. (4 x 0).
Artículo 3°


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3º.- Cursos de especialización. La exigencia de especialización y las modalidades de integración de la sala del tribunal de juicio oral en lo penal y de distribución de asuntos en los tribunales con competencia en materias criminales se aplicarán seis meses después de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


En todo caso, las Cortes de Apelaciones podrán prorrogar dicho término por otros seis meses, por motivos fundados.”. Indicación número 212. (4 x 0).
- - - - - -

TEXTO PROPUESTO AL SENADO


Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO PRELIMINAR

DISPOSICIONES GENERALES





Artículo 1°.- Contenido de la ley. La presente ley regula la responsabilidad penal de los adolescentes por los delitos que cometan, el procedimiento para la averiguación y establecimiento de dicha responsabilidad, la determinación de las sanciones procedentes y la forma de ejecución de éstas.





En lo no previsto por ella serán aplicables, supletoriamente, las disposiciones contenidas en el Código Penal y en las leyes penales especiales.





Tratándose de faltas,  sólo serán responsables en conformidad con la presente ley los adolescentes mayores de dieciséis años y exclusivamente tratándose de aquellas tipificadas en los artículos 494 números 1, 4, 5 y 19, sólo en relación con el artículo 477, 494 bis, 495 número 21 y 496 números 5 y 26 del Código Penal y de las tipificadas en la ley N° 20.000. En los demás casos se estará a lo dispuesto en la ley 19.968.





Artículo 2°.- Interés superior del adolescente. En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores de la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos.





Artículo 3°.- Límites de edad a la responsabilidad. La presente ley se aplicará a quienes al momento en que se hubiere dado principio de ejecución del delito sean mayores de catorce y menores de dieciocho años, los que, para los efectos de esta ley, se consideran adolescentes.





En el caso que el delito tenga su inicio entre los catorce y los dieciocho años del imputado y su consumación se prolongue en el tiempo más allá de los dieciocho años de edad, la legislación aplicable será la que rija para los imputados mayores de edad.





La edad del imputado deberá ser determinada por el juez competente en cualquiera de las formas establecidas en el título XVII del Libro I del Código Civil.




Artículo 4º.- Regla especial para delitos sexuales. No podrá procederse penalmente respecto de los delitos previstos en los artículos 362, 365, 366 bis y 366 quater del Código Penal, cuando la conducta se hubiere realizado con una persona menor de 14 años y no concurra ninguna de las circunstancias enumeradas en los artículos 361 ó 363 de dicho Código, según sea el caso, a menos que exista entre aquella y el imputado una diferencia de, a lo menos, dos años de edad, tratándose de la conducta descrita en el artículo 362, o de tres años en los demás casos.





Artículo 5°.- Prescripción. La prescripción de la acción penal y de la pena será de dos años, con excepción de las conductas constitutivas de crímenes, respecto de las cuales será de cinco años, y de las faltas, en que será de seis meses.

TÍTULO I

CONSECUENCIAS DE LA DECLARACIÓN DE RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL

Párrafo 1º

De las sanciones en general





Artículo 6°.- Sanciones. En sustitución de las penas contempladas en el Código Penal y en las leyes complementarias, las sanciones que se aplicarán a  los adolescentes serán las de la siguiente Escala General:




Penas de delitos:

a) Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social;

b) Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social;

c) Libertad asistida especial;

d) Libertad asistida;

e) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad, y

f) Reparación del daño causado

Penas de faltas:

a) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad;

b) Multa, y

c) Amonestación.

Pena accesoria:

       Prohibición de conducir vehículos motorizados.




Artículo 7°.- Sanción accesoria. El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 6° de esta ley y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol.

Párrafo 2º

De las sanciones no privativas de libertad




Artículo 8°.- Amonestación. La amonestación consiste en la reprensión enérgica al adolescente hecha por el juez, en forma oral, clara y directa, en un acto único, dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que los mismos han tenido o podrían haber tenido, tanto para la víctima como para el propio adolescente, instándole a cambiar de comportamiento y formulándole recomendaciones para el futuro.





La aplicación de esta sanción, en todo caso, requerirá una previa declaración del adolescente asumiendo su responsabilidad en la infracción cometida.





Los padres o guardadores del adolescente serán notificados de la imposición de la sanción, en caso de no encontrarse presentes en la audiencia.





Artículo 9°.- Multa. El juez podrá imponer una multa a beneficio fiscal que no exceda de diez unidades tributarias mensuales. Para su aplicación y la determinación de su monto, además de los criterios señalados en el artículo 24 de la presente ley, se considerarán la condición y las facultades económicas del infractor y de la persona a cuyo cuidado se encontrare.





El juez, a petición del adolescente o de su defensor, podrá autorizar el pago de la multa en cuotas.





La multa será conmutable, a solicitud del infractor, por la sanción de servicios en beneficio de la comunidad, a razón de 30 horas por cada tres Unidades Tributarias Mensuales.





Artículo 10.- Reparación del daño. La reparación del daño consiste en la obligación de resarcir a la víctima el perjuicio causado con la infracción, sea mediante una prestación en dinero, la restitución o reposición de la cosa objeto de la infracción o un servicio no remunerado en su favor. En este último caso, la imposición de la sanción requerirá de la aceptación previa del condenado y de la víctima.





El cumplimiento de la sanción no obstará a que la víctima persiga la responsabilidad contemplada en el artículo 2320 del Código Civil, pero sólo en aquello en que la reparación sea declarada como insuficiente.





Artículo 11.- Servicios en beneficio de la comunidad. La sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad.





La prestación de servicios en beneficio de la comunidad no podrá exceder en ningún caso de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el adolescente realice. La sanción tendrá una extensión mínima de 30 horas y máxima de 120.





La imposición de esta sanción requerirá del acuerdo del condenado, debiendo, en su caso, ser sustituida por una sanción superior, no privativa de libertad.





Artículo 12.- Prohibición de conducir vehículos motorizados. La prohibición de conducir vehículos motorizados se podrá imponer a un adolescente como sanción accesoria cuando la conducta en que se funda la infracción por la cual se le condena haya sido ejecutada mediante la conducción de dichos vehículos.





La sanción se hará efectiva desde el momento de dictación de la sentencia condenatoria y su duración podrá extenderse hasta el período que le faltare al adolescente para cumplir veinte años.





En caso de quebrantamiento, se estará a lo dispuesto en el artículo 52 de esta ley, a menos que a consecuencia de la conducción se hubiere afectado la vida, la integridad corporal o la salud de alguna persona, caso en el cual se remitirán los antecedentes al Ministerio Público para el ejercicio de las acciones que correspondan.





Artículo 13.- Libertad asistida. La libertad asistida consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado conforme a un plan de desarrollo personal basado en programas y servicios que favorezcan su integración social.




La función del delegado consistirá en la orientación, control y motivación del adolescente e incluirá la obligación de procurar por todos los medios a su alcance el acceso efectivo a los programas y servicios requeridos.





El control del delegado se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria del adolescente a encuentros periódicos previamente fijados con él mismo y a programas socioeducativos. Para ello, una vez designado, el delegado propondrá al tribunal un plan personalizado de cumplimiento de actividades periódicas en programas o servicios de carácter educativo, socio-educativo, de terapia, de promoción y protección de sus derechos y de participación. En él, deberá incluir la asistencia regular al sistema escolar o de enseñanza que corresponda.





Podrán incluirse en dicho plan medidas como la prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, de visitar determinados lugares o de aproximarse a la víctima, a sus familiares o a otras personas, u otras condiciones similares.

                              La duración de esta sanción no podrá exceder de tres años.





Artículo 14.- Libertad asistida especial. En esta modalidad de libertad asistida, deberá asegurarse la asistencia del adolescente a un programa intensivo de actividades socioeducativas y de reinserción social en el ámbito comunitario que permita la participación en el proceso de educación formal, la capacitación laboral, la posibilidad de acceder a programas de tratamiento y rehabilitación de drogas en centros previamente acreditados por los organismos competentes y el fortalecimiento del vínculo con su familia o adulto responsable.





En la resolución que apruebe el plan, el tribunal fijará la frecuencia y duración de los encuentros obligatorios y las tareas de supervisión que ejercerá el delegado.





La duración de esta sanción no podrá exceder los tres años.

Párrafo 3º

De las sanciones privativas de libertad





Artículo 15.- Sanciones privativas de libertad. Las sanciones privativas de libertad consisten en la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social y en la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.





Estos programas de reinserción social se realizarán, en lo posible, con la colaboración de la familia.





Artículo 16.- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.  La sanción de privación de libertad bajo la modalidad de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social consistirá en la residencia obligatoria del adolescente en un centro de privación de libertad, sujeto a un programa de reinserción social a ser desarrollado tanto al interior del recinto como en el medio libre.





Una vez impuesta la pena y determinada su duración, el director del centro que haya sido designado para su cumplimiento, propondrá al tribunal un régimen o programa personalizado de actividades, que considerará las siguientes prescripciones:





a) Las medidas a adoptar para la asistencia y cumplimiento del adolescente del proceso de educación formal o de reescolarización. El director del centro deberá velar por el cumplimiento de esta obligación y para dicho efecto mantendrá comunicación permanente con el respectivo establecimiento educacional;





b) El desarrollo periódico de actividades de formación, socioeducativas y de participación, especificando las que serán ejecutadas al interior del recinto y las que se desarrollarán en el medio libre, y




c) Las actividades a desarrollar en el medio libre contemplarán, a lo menos, ocho horas, no pudiendo llevarse a cabo entre las 22.00 y las 07.00 horas del día siguiente, a menos que excepcionalmente ello sea necesario para el cumplimiento de los fines señalados en las letras precedentes y en el artículo 20.





El programa será aprobado judicialmente en la audiencia de lectura de la sentencia o en otra posterior, que deberá realizarse dentro de los quince días siguientes a aquélla.





El director del centro informará periódicamente al tribunal acerca del cumplimiento y evolución de las medidas a que se refiere la letra a).





Artículo 17.- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social. La internación en régimen cerrado con programa de reinserción social importará la privación de libertad en un centro especializado para adolescentes, bajo un régimen orientado al cumplimiento de los objetivos previstos en el artículo 20 de esta ley.





En virtud de ello, dicho régimen considerará necesariamente la plena garantía de la continuidad de sus estudios básicos, medios y especializados, incluyendo su reinserción escolar, en el caso de haber desertado del sistema escolar formal, y la participación en actividades de carácter socioeducativo, de formación, de preparación para la vida laboral y de desarrollo personal. Además, deberá asegurar el tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas para quienes lo requieran y accedan a ello.





Artículo 18.- Límite máximo de las penas privativas de libertad. Las penas de internación en régimen cerrado y semicerrado, ambas con programa de reinserción social, que se impongan a los adolescentes no podrán exceder de cinco años si el infractor tuviere menos de dieciséis años, o de diez años si tuviere más de esa edad.

Párrafo 4°

Sanciones mixtas





Artículo 19.- Sanciones mixtas. En los casos en que fuere procedente la internación en régimen cerrado o semicerrado, ambas con programa de reinserción social, el tribunal podrá imponer complementariamente una sanción de libertad asistida en cualquiera de sus formas, por un máximo que no supere el tiempo de la condena principal. Esta última se cumplirá:





a) Con posterioridad a la ejecución de la pena privativa de libertad, siempre y cuando en total no se supere la duración máxima de ésta, o





b) En forma previa a su ejecución. En este caso la pena principal quedará en suspenso y en carácter condicional, para ejecutarse en caso de incumplimiento de la libertad asistida en cualquiera de sus formas, en el caso de las penas que se extienden hasta quinientos cuarenta días.

Párrafo 5°

De la determinación de las sanciones





Artículo 20.- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias.  Las sanciones y consecuencias que esta ley establece tienen por objeto hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de tal manera  que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.





Artículo 21.- Pena asignada a los delitos. Para los efectos de la presente ley, se entenderá que la pena asignada al delito cometido por un adolescente es la inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para el ilícito correspondiente.





Artículo 22.-  Reglas de determinación de la extensión de las penas. Para establecer la duración de la sanción que deba imponerse con arreglo a la presente ley, el tribunal deberá aplicar, a partir de la pena señalada en el artículo precedente, las reglas previstas en el Párrafo 4 del Título III del Libro I del Código Penal, con excepción de lo dispuesto en el artículo 69 de dicho Código.

                                          Con todo, si la sanción calculada en la forma dispuesta en el inciso precedente supera los límites máximos dispuestos en el artículo 18, su extensión definitiva deberá ajustarse a dichos límites.





Artículo 23.- Reglas de determinación de la naturaleza de la pena. La determinación de la naturaleza de la pena que deba imponerse a los adolescentes con arreglo a la presente ley, se regirá por las reglas siguientes:

1. Si la extensión de la sanción resulta equivalente a una pena de crimen, el tribunal deberá aplicar la pena de internación en régimen cerrado o internación en régimen semicerrado, ambas con programa de reinserción social.

2. Si la sanción va de tres años y un día a cinco años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida especial.

3. Si la sanción se extiende entre quinientos cuarenta y un días y tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida en cualquiera de sus formas.

4. Si la sanción se ubica entre sesenta y uno y quinientos cuarenta días, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social,  libertad asistida en cualquiera de sus formas, prestación de servicios en beneficio de la comunidad o reparación del daño causado.

5. Si la sanción es igual o inferior a sesenta días, el tribunal podrá imponer las penas de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, multa o amonestación.

Tabla Demostrativa

Extensión de la sanción y penas aplicables

Desde 5 años y 1 día:

-   Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

-  Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

Desde 3 años y un día a 5 años:

· Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

· Libertad asistida especial.

Desde 541 días a 3 años:

· Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

-Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

Desde 61 a 540 días:

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

· Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

· Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

· Reparación del daño causado.

Desde 1 a 60 días:

· Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

· Multa.

· Amonestación.

                                           Artículo 24.- Criterios de determinación de la pena. Para determinar la naturaleza de las sanciones, dentro de los márgenes antes establecidos, el tribunal deberá atender, dejando constancia de ello en su fallo, a los siguientes criterios:
a) La gravedad del ilícito de que se trate;

b) La calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción;

c) La concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes de la responsabilidad criminal;

d) La edad del adolescente infractor;
e) La extensión del mal causado con la ejecución del delito, y
f) La idoneidad de la sanción para fortalecer el respeto del adolescente por los derechos y libertades de las personas y sus necesidades de desarrollo e integración social.
                                          Artículo 25.- Imposición conjunta de más de una pena. En las situaciones regladas en los numerales 3 y 4 del artículo 23, el tribunal podrá imponer conjuntamente dos de las penas que las mismas reglas señalan, siempre que la naturaleza de éstas permita su cumplimiento simultáneo.





Lo dispuesto en el inciso precedente tendrá lugar sólo cuando ello permita el mejor cumplimiento de las finalidades de las sanciones de esta ley expresadas en el artículo 20 y así se consigne circunstanciadamente en resolución fundada.




Artículo 26.- Límites a la imposición de sanciones. La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso.





En ningún caso se podrá imponer una pena privativa de libertad si un adulto condenado por el mismo hecho no debiere cumplir una sanción de dicha naturaleza.

TÍTULO II

PROCEDIMIENTO

Párrafo 1º

Disposiciones generales





Artículo 27.- Reglas de procedimiento. La investigación y juzgamiento de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.





El conocimiento y fallo de las infracciones que no constituyan crímenes se sujetará a las reglas del procedimiento simplificado o monitorio, según sea el caso, regulados en el Título I del Libro IV del Código Procesal Penal.





Asimismo, se sujetarán a las reglas del procedimiento simplificado aquellas infracciones constitutivas de crímenes respecto de las cuales el Ministerio Público requiera una pena no privativa de libertad.





Artículo 28.- Concurso de procedimientos. Si a una misma persona se le imputa una infracción sancionada por esta ley y un delito cometido siendo mayor de dieciocho años, la investigación y juzgamiento de estos hechos se regirá por las normas del Código Procesal Penal aplicable a los imputados mayores de edad.





Por su parte, si en un mismo procedimiento se investiga la participación punible de personas mayores y menores de edad, tendrá lugar lo dispuesto en los artículos 185 y 274 del Código Procesal Penal. En todo caso, si se hubiere determinado la sustanciación conjunta de los procesos, se dará cumplimiento, respecto del menor, de las normas que conforme a esta ley son aplicables al juzgamiento de los adolescentes.
Párrafo 2º

Sistema de justicia especializada





Artículo 29.- Especialización de la justicia penal para adolescentes. Los jueces de garantía, los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como los fiscales adjuntos y los defensores penales públicos que intervengan en las causas de adolescentes, deberán, de preferencia, estar capacitados en los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones, en la Convención de los Derechos del Niño, en las  características y especificidades de la etapa adolescente y en el sistema de ejecución de sanciones establecido en esta misma ley.





No obstante, todo fiscal, defensor o juez con competencia en materias criminales se encuentra habilitado para intervenir, en el marco de sus competencias, si, excepcionalmente, por circunstancias derivadas del sistema de distribución del trabajo, ello fuere necesario.




En virtud de lo dispuesto en los incisos precedentes, los comités de jueces de los tribunales de garantía y orales en lo penal considerarán, en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la radicación e integración preferente de quienes cuenten con dicha capacitación.





Cada institución adoptará las medidas pertinentes para garantizar la especialización a que se refiere la presente disposición.





Artículo 30.- Capacitación de las policías. Las instituciones policiales incorporarán dentro de sus programas de formación y perfeccionamiento, los estudios necesarios para que los agentes policiales cuenten con los conocimientos relativos a los objetivos y contenidos de la presente ley, a la Convención de los Derechos del Niño y a los fenómenos criminológicos asociados a la ocurrencia de estas infracciones.

Párrafo 3º

De las medidas cautelares personales





Artículo 31.- Detención en caso de flagrancia. Carabineros de Chile deberá poner a los menores de dieciocho años y mayores de catorce que se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 129 y 131 del Código Procesal Penal, inmediatamente a disposición del juez de garantía competente. El adolescente sólo podrá declarar ante el fiscal en presencia de un defensor. La detención se regulará, salvo en los aspectos previstos en este artículo, por el párrafo 3° del Título V, del Libro I del Código Procesal Penal. Si se diere lugar a la ampliación del plazo de la detención conforme al artículo 132 de dicho Código, ésta sólo podrá ser ejecutada en los centros de internación provisoria de que trata la presente ley.




La detención de una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados en el inciso anterior, constituirá una infracción funcionaria grave y será sancionada con la medida disciplinaria que proceda de acuerdo al mérito de los antecedentes, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda haber incurrido el infractor.





En la ejecución de la detención e internación provisoria que sea decretada deberá darse cumplimiento a lo previsto en los artículos 17 de la ley N° 16.618 y 37, letra c), de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. El menor privado de libertad siempre podrá ejercer los derechos consagrados en los artículos 93 y 94 del Código Procesal Penal y 37 y 40 de esa Convención. Los encargados de dichos centros no podrán aceptar el ingreso de menores sino en virtud de órdenes impartidas por el juez de garantía competente.





Si el hecho imputado al menor fuere alguno de aquellos señalados en el artículo 124 del Código Procesal Penal, Carabineros de Chile se limitará a citar al menor a la presencia del fiscal y lo dejará en libertad, previo señalamiento de domicilio en la forma prevista por el artículo 26 del mismo Código.





Las disposiciones contenidas en los incisos anteriores serán aplicables a la Policía de Investigaciones.





Artículo 32.- Medidas cautelares del procedimiento. La internación provisoria en un centro cerrado sólo será procedente tratándose de la imputación de crímenes, debiendo aplicarse cuando los objetivos señalados en el inciso primero del artículo 155 del Código Procesal Penal no pudieren ser alcanzados mediante la aplicación de alguna de las demás medidas cautelares personales.




Artículo 33.- Proporcionalidad de las medidas cautelares. En ningún caso podrá el juez dar lugar a una medida que parezca desproporcionada en relación con la sanción que resulte probable de aplicar en caso de condena.





Artículo 34.- Permiso de salida diaria. Tratándose de un adolescente imputado sujeto a una medida de internación provisoria, el juez podrá, en casos calificados, concederle permiso para salir durante el día, siempre que ello no vulnere los objetivos de la medida. Al efecto, el juez podrá adoptar las providencias que estime convenientes.





Artículo 35.- Principio de oportunidad. Para el ejercicio del principio de oportunidad establecido en el artículo 170 del Código Procesal Penal, los fiscales tendrán en especial consideración la incidencia que su decisión podría tener en la vida futura del adolescente imputado.

Párrafo 4º

Inicio de la persecución de la responsabilidad por la infracción a la ley penal por parte de un adolescente





Artículo 36.- Primera audiencia.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado. Si el juez lo considera necesario, permitirá la intervención de éstos, si estuvieren presentes en la audiencia.





Artículo 37.- Juicio Inmediato. Las reglas del juicio inmediato establecidas en el artículo 235 del Código Procesal Penal serán plenamente aplicables cada vez que el fiscal lo solicite y especialmente cuando se trate de una infracción flagrante imputada a un adolescente.





En estos casos, sólo por razones fundadas que el fiscal señalará en su petición, el juez de garantía podrá autorizar la realización de diligencias concretas y determinadas para la investigación de una infracción flagrante, las que no podrán exceder de 60 días, rigiendo, en lo demás, lo dispuesto en el artículo siguiente. Igual derecho asistirá a la defensa del imputado, en el mismo caso.





Artículo 38.- Plazo para declarar el cierre de la investigación. Transcurrido el plazo máximo de seis meses desde la fecha en que la investigación hubiere sido formalizada, el fiscal procederá a cerrarla, a menos que el juez le hubiere fijado un plazo inferior.





Antes de cumplirse cualquiera de estos plazos, el fiscal podrá solicitar, fundadamente, su ampliación por un máximo de dos meses.

Párrafo 5º

Juicio oral y sentencia





Artículo 39.- Audiencia del juicio oral. El juicio oral, en su caso, deberá tener lugar no antes de los 15 ni después de los 30 días siguientes a la notificación del auto de apertura del juicio oral.





En ningún caso el juicio podrá suspenderse o interrumpirse por un término superior a 72 horas.





Artículo 40.- Audiencia de determinación de la pena. La audiencia a que se refiere el artículo 345 del Código Procesal Penal deberá llevarse a cabo en caso de dictarse sentencia condenatoria. En dicha audiencia, el tribunal podrá requerir la opinión de peritos.





Artículo 41.- Suspensión de la imposición de condena. Cuando hubiere mérito para aplicar sanciones privativas o restrictivas de libertad iguales o inferiores a 540 días,  pero concurrieren antecedentes favorables que hicieren desaconsejable su imposición, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses.




Transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin que el imputado hubiere sido objeto de nuevo requerimiento o de una formalización de la investigación, el tribunal dejará sin efecto la sentencia y, en su reemplazo, decretará el sobreseimiento definitivo de la causa.




Esta suspensión no afectará la responsabilidad civil derivada del delito.




Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de la posibilidad de decretar la suspensión condicional del procedimiento.

TÍTULO III

DE LA EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES Y MEDIDAS

Párrafo 1º

Administración





Artículo 42.- Administración de las medidas no privativas de libertad. El Servicio Nacional de Menores asegurará la existencia en las distintas regiones del país de los programas necesarios para la ejecución y control de las medidas a que se refiere esta ley, las que serán ejecutadas por los colaboradores acreditados que hayan celebrado los convenios respectivos con dicha institución.





Para tal efecto, llevará un registro actualizado de los programas existentes en cada comuna del país, el que estará a disposición de los tribunales competentes.





El Servicio revisará periódicamente la pertinencia e idoneidad de los distintos programas, aprobando su ejecución por parte de los colaboradores acreditados y fiscalizando el cumplimiento de sus objetivos.





En la modalidad de libertad asistida especial se asegurará la intervención de la red institucional y de protección del Estado, según se requiera. Será responsabilidad del Servicio Nacional de Menores la coordinación con los respectivos servicios públicos.





El reglamento a que alude el inciso final del artículo siguiente contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo.





Artículo 43.- Centros de privación de libertad. La administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores.





Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad y a la medida de internación provisoria contenidas en esta ley existirán tres tipos de centros:

a) Los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado.

b) Los Centros Cerrados de Privación de Libertad.

c) Los Centros de Internación Provisoria.





Para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los centros a que se refieren las letras b) y c) precedentes, se establecerá en ellos una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile. Ésta permanecerá fuera del recinto, pero estará autorizada para ingresar en caso de motín o en otras situaciones de grave riesgo para los adolescentes y revisar sus dependencias con el sólo objeto de evitarlas.





La organización y funcionamiento de los recintos aludidos en el presente artículo se regulará en un reglamento dictado por decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Justicia, conforme a las normas contenidas en el presente Título.





Artículo 44.- Condiciones básicas de los centros de privación de libertad. La ejecución de las sanciones privativas de libertad estará dirigida a la reintegración del adolescente al medio libre.





En virtud de ello, deberán desarrollarse acciones tendientes al fortalecimiento del respeto por los derechos de las demás personas y al cumplimiento del proceso de educación formal y considerarse la participación en actividades socioeducativas, de formación y de desarrollo personal.





Artículo 45.- Normas de orden interno y seguridad en recintos de privación de libertad. Los adolescentes estarán sometidos a las normas disciplinarias que dicte la autoridad para mantener la seguridad y el orden. Estas normas deben ser compatibles con los derechos reconocidos en la Constitución, en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.





Dichas normas regularán el uso de la fuerza respecto de los adolescentes y contendrán, a lo menos, los siguientes aspectos:





a) El carácter excepcional y restrictivo del uso de la fuerza, lo que implica que deberá ser utilizada sólo cuando se hayan agotado todos los demás medios de control y por el menor tiempo posible, y





b) La prohibición de aplicar medidas disciplinarias que constituyan castigos corporales, encierro en celda obscura y penas de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del adolescente o sea degradante, cruel o humillante.





Articulo 46.- Normas disciplinarias en recintos de privación de libertad. Las medidas y procedimientos disciplinarios que se dispongan deberán encontrarse contemplados en la normativa del establecimiento y tendrán como fundamento principal contribuir a la seguridad y a la mantención de una vida comunitaria ordenada, debiendo, en todo caso, ser compatibles con el respeto de la dignidad del adolescente.





A estos efectos, la normativa relativa a dichos procedimientos precisará, a lo menos, los siguientes aspectos:





a) Las conductas que constituyen una infracción a la disciplina;





b) El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que se pueden imponer, y





c) La autoridad competente para imponer esas sanciones y aquella que deberá resolver los recursos que se deduzcan en su contra.





Artículo 47.- Excepcionalidad de la privación de libertad. Las sanciones privativas de libertad que contempla esta ley son de carácter excepcional. Sólo podrán aplicarse en los casos expresamente previstos en ella y siempre como último recurso.





Artículo 48.- Principio de separación. Las personas que se encontraren privadas de libertad por la aplicación de alguna de las sanciones o medidas previstas en esta ley, sea en forma transitoria o permanente, en un lugar determinado o en tránsito, deberán permanecer siempre separadas de los adultos privados de libertad.





Las instituciones encargadas de practicar detenciones, de administrar los recintos en que se deban cumplir sanciones o medidas que implican la privación de libertad, los administradores de los tribunales y, en general, todos los organismos que intervengan en el proceso para determinar la responsabilidad que establece esta ley,  adoptarán las medidas necesarias para dar estricto cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior.





El incumplimiento de esta obligación constituirá una infracción grave a los deberes funcionarios.

Párrafo 2º

Derechos y garantías de la ejecución





Artículo 49.- Derechos en la ejecución de sanciones. Durante la ejecución de las sanciones que regula esta ley, el adolescente tendrá derecho a:





a) Ser tratado de una manera que fortalezca su respeto por los derechos y libertades de las demás personas, resguardando su desarrollo, dignidad e integración social;





b) Ser informado de sus derechos y deberes con relación a las personas e instituciones que lo tuvieren bajo su responsabilidad;





c) Conocer las normas que regulan el régimen interno de las instituciones y los programas a que se encuentre sometido, especialmente en lo relativo a las causales que puedan dar origen a sanciones disciplinarias en su contra o a que se declare el incumplimiento de la sanción;





d) Presentar peticiones ante cualquier autoridad competente de acuerdo a la naturaleza de la petición, obtener una respuesta pronta, solicitar la revisión de su sanción en conformidad a la ley y denunciar la amenaza o violación de alguno de sus derechos ante el juez, y





e) Contar con asesoría permanente de un abogado.





Tratándose de adolescentes sometidos a una medida privativa de libertad, éstos tendrán derecho a:





a) Recibir visitas periódicas, en forma directa y personal, al menos una vez a la semana;





b) La integridad e intimidad personal;





c) Acceder a servicios educativos, y





d) La privacidad y regularidad de las comunicaciones, en especial con sus abogados.

Párrafo 3º

Del control de ejecución de las sanciones





Artículo 50.- Competencia en el control de la ejecución. Los conflictos de derecho que se susciten durante la ejecución de alguna de las sanciones que contempla la presente ley serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse.





En virtud de ello y previa audiencia, el juez de garantía adoptará las medidas tendientes al respeto y cumplimiento de la legalidad de la ejecución y resolverá, en su caso, lo que corresponda en caso de quebrantamiento.





Artículo 51.- Certificación de cumplimiento. La institución que ejecute la sanción, informará sobre el total cumplimiento de la misma a su término, por cualquier medio fidedigno, al juez de que trata el artículo anterior, el que deberá certificar dicho cumplimiento.





Asimismo, deberá informar de cualquier incumplimiento cuando éste se produzca.





Artículo 52.- Quebrantamiento de condena. Si el adolescente no diere cumplimiento a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, el tribunal encargado del control de la ejecución procederá, previa audiencia y según la gravedad del incumplimiento, conforme a las reglas siguientes:





1.- Tratándose de la multa, aplicará en forma sustitutiva la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por un máximo de 30 horas. Si el adolescente no aceptare la medida, aplicará la libertad asistida en cualquiera de sus formas por el tiempo señalado en el numeral tercero del presente artículo. 





2.- Idéntica regla se seguirá en caso de infracción de la prohibición de conducir vehículos motorizados, sin perjuicio de la mantención de la prohibición por el tiempo restante.





3.- Tratándose del incumplimiento de las medidas de reparación del daño y prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se aplicará en forma sustitutiva la libertad asistida en cualquiera de sus formas por un periodo de hasta tres meses.





4.- El incumplimiento de la libertad asistida se sancionará con libertad asistida especial o con internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, con una duración máxima de sesenta días, lo que se determinará según la gravedad de los hechos que fundan la medida, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta.





En caso de incumplimiento reiterado de la libertad asistida, se aplicará lo dispuesto en el siguiente numeral. 





5.- El incumplimiento de la libertad asistida especial dará lugar a la sustitución de la sanción por internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, por un período equivalente al número de días que faltaren por cumplir.





6.- El incumplimiento de la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social podrá sancionarse con la internación en un centro cerrado por un período no superior a los noventa días, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta por el tiempo restante. En caso de reiteración de la misma conducta, podrá aplicarse la sustitución, en forma definitiva, por un período a fijar prudencialmente por el tribunal, que en caso alguno será superior al tiempo de duración de la condena inicialmente impuesta. 




7.- El incumplimiento del régimen de libertad asistida en cualquiera de sus formas al que fuere sometido el adolescente en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, facultará al juez para ordenar que se sustituya su cumplimiento por la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social por el tiempo que resta.





Artículo 53.- Sustitución de condena. El tribunal encargado del control de la ejecución de las sanciones previstas en esta ley, de oficio o a petición del adolescente o su defensor, podrá sustituirla por una menos gravosa, en tanto ello parezca más favorable para la integración social del infractor y se hubiere iniciado su cumplimiento.





Para estos efectos, el juez, en presencia del condenado, su abogado, el Ministerio Público y un representante de la institución encargada de la ejecución de la sanción, examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá. A esta audiencia podrán asistir los padres del adolescente o las personas que legalmente hubieren ejercido la tuición antes de su privación de libertad, y la víctima o su representante. La inasistencia de estos últimos no será nunca obstáculo para el desarrollo de la audiencia.





La resolución que se pronuncie sobre una solicitud de sustitución será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.





En caso alguno la internación en un régimen cerrado podrá sustituirse por una de las sanciones previstas en las letras e) o f) del artículo 6°.





Artículo 54.- Sustitución condicional de las medidas privativas de libertad. La sustitución de una sanción privativa de libertad podrá disponerse de manera condicionada. De esta forma, si se incumpliere la sanción sustitutiva, podrá revocarse su cumplimiento ordenándose la continuación de la sanción originalmente impuesta por el tiempo que faltare.





Artículo 55.- Remisión de condena. El tribunal podrá remitir el cumplimiento del saldo de condena cuando, en base a antecedentes calificados, considere que se ha dado cumplimiento a los objetivos pretendidos con su imposición. Para ello será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y  tercero del artículo 53.





Para los efectos de resolver acerca de la remisión, el tribunal deberá contar con un informe favorable del Servicio Nacional de Menores.





Tratándose de una sanción privativa de libertad, la facultad de remisión sólo podrá ser ejercida si se ha cumplido más de la mitad del tiempo de duración de la sanción originalmente impuesta.

TITULO FINAL





Artículo 56.- Cumplimiento de la mayoría de edad. En caso que el imputado o condenado por una infracción  a la ley penal fuere mayor de dieciocho años o los cumpliere durante la ejecución de cualquiera de las sanciones contempladas en esta ley o durante la tramitación del procedimiento, continuará sometido a las normas de esta ley hasta el término de éste.





Si al momento de alcanzar los dieciocho años restan por cumplir menos de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, permanecerá en el centro de privación de libertad del Servicio Nacional de Menores.





Si al momento de alcanzar los dieciocho años le restan por cumplir más de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, el Servicio Nacional de Menores evacuará un informe fundado al juez de control de ejecución en que solicite la permanencia en el centro cerrado de privación de libertad o sugiera su traslado a un recinto penitenciario administrado por Gendarmería de Chile.





Dicho informe se enviará al tribunal con a lo menos tres meses de anterioridad  a la fecha de cumplimiento de la mayoría de edad y se referirá al proceso de reinserción del adolescente y a la conveniencia, para tal fin, de su permanencia en el centro cerrado de privación de libertad. El informe deberá comunicarse a todas las partes involucradas en el proceso.





En caso de ordenar el tribunal su permanencia, se revisará su situación según se desarrolle el proceso de reinserción en apreciación de la administración del centro.





En caso de ordenar el tribunal su traslado a un recinto penitenciario, las modalidades de ejecución de dicha condena deberán seguir siendo ejecutadas conforme a las prescripciones de esta ley.





Excepcionalmente, el Servicio Nacional de Menores  podrá solicitar al tribunal de control competente que autorice el cumplimiento de la internación en régimen cerrado en un recinto administrado por Gendarmería de Chile, cuando el condenado hubiere cumplido la mayoría de edad y sea declarado responsable de la comisión de un delito o incumpla de manera grave el reglamento del centro poniendo en riesgo la vida e integridad física de otras personas.





En todos los casos previstos en este artículo, el Servicio Nacional de Menores, Gendarmería de Chile y las autoridades que correspondan adoptarán las medidas necesarias para asegurar la separación de las personas sujetas a esta ley menores de dieciocho años con los mayores de edad y de los adultos sujetos a esta ley respecto de los condenados conforme a la ley penal de adultos.





Artículo 57.- Academia Judicial. Para los efectos de lo previsto en el artículo 29, la Academia Judicial considerará la dictación de los cursos de especialización a que esa norma se refiere en el programa de perfeccionamiento destinado a los miembros de los escalafones primario, secundario y de empleados del Poder Judicial.





En todo caso, el requisito establecido en dicha disposición podrá ser acreditado  sobre la base de antecedentes que den cuenta del cumplimiento de cursos de formación especializada en la materia, impartidos por otras instituciones alternativas a la Academia Judicial. La certificación respectiva la emitirá dicha institución, en base a los antecedentes que proporcione el solicitante.





Artículo 58.- Restricción de libertad de menores de catorce años. Si se sorprendiere a un menor de catorce años  en la ejecución flagrante de una conducta que, cometida por un adolescente constituiría delito, los agentes policiales ejercerán todas las facultades legales para restablecer el orden y la tranquilidad públicas y dar la debida protección a la víctima en amparo de sus derechos.





Una vez cumplidos dichos propósitos, la autoridad respectiva deberá poner al niño a disposición del tribunal de familia a fin de que éste procure su adecuada protección. En todo caso, tratándose de infracciones de menor entidad podrá entregar al niño inmediata y directamente a sus padres y personas que lo tengan a su cuidado y, de no ser ello posible, lo entregará a un adulto que se haga responsable de él, prefiriendo a aquellos con quienes tuviere una relación de parentesco, informando en todo caso al Tribunal de Familia competente.





Para los efectos de que el fiscal pueda interrogar al menor en calidad de testigo, se estará a las normas generales que regulan la materia.





Artículo 59.- Modificaciones al Decreto Ley N° 645 de 1925. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 2° del Decreto Ley N° 645 de 1925, que crea el Registro Nacional de Condenas: “Los antecedentes relativos a los procesos o condenas de menores de edad sólo podrán ser consignados en los certificados que se emitan para ingresar a las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Gendarmería de Chile y a la Policía de Investigaciones o para los fines establecidos en el inciso primero del presente artículo.”.





Artículo 60.- Modificaciones al Código Penal. Introdúcense las siguientes modificaciones:

a) Sustitúyese el número 2º del artículo 10 por el siguiente:

“2º El menor de dieciocho años. La responsabilidad de los menores de dieciocho años y mayores de catorce se regulará por lo dispuesto en la ley de responsabilidad penal juvenil.”.

b) Derógase el número 3º del artículo 10.

c) Suprímese el inciso primero del artículo 72.





Artículo 61.- Modificaciones a la Ley N° 18.287. Derógase el artículo 26 de la ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.





Artículo 62.- Modificaciones al Código de Justicia Militar. Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 135, por el siguiente: “Los menores de edad exentos de responsabilidad penal serán puestos a disposición del tribunal competente en asuntos de familia.”.





Artículo 63.- Modificaciones a la Ley de Menores. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 16.618, que fija el texto definitivo de la Ley de Menores:

a) Derógase el artículo 16;
b) En el inciso segundo del artículo 16 bis, suprímese la siguiente frase: “De la misma forma procederá respecto de un menor de dieciséis años imputado de haber cometido una falta.”.

c) Suprímese el inciso cuarto del artículo 16 bis.

d) Deróganse los artículos 28 y 29.

e) Suprímese el inciso segundo del artículo 31.

f) Deróganse los artículos 41, 51, 52, 53, 58 y 65.

g) Sustitúyese el artículo 71, por el siguiente:

“Artículo 71. El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido mediante el Ministerio de Justicia, determinará los Centros de Diagnósticos existentes y su localización.”.





Artículo 64.- Modificaciones a la Ley N° 19.640. En el inciso primero del artículo 72, sustitúyese el guarismo "625" por "647", referido a la categoría “Fiscal Adjunto”; el guarismo "69" por "70", referido a la categoría “Jefe de Unidad”, y el guarismo "860" por "866" referido a la categoría “Profesionales".


Artículo 65.- Modificaciones al Código Orgánico de Tribunales. Introdúcense las siguientes modificaciones:

1.  Al artículo 14:

a) En la letra f), a continuación de la palabra “penal”, sustitúyese la coma (,) y la letra “y” por un punto y coma (;).

b) Reemplázase la actual letra g), que pasa a ser letra h), por la siguiente:

“g) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.

2. Al artículo 16, en el acápite que en cada caso se señala:

a.- Quinta Región de Valparaíso:

En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Viña del Mar, con seis jueces,” por la siguiente: “Viña del Mar, con siete jueces,”.

b.- Octava Región del Bío Bío:

En el párrafo noveno, reemplázase la expresión “Coronel, con un juez,” por la siguiente: “Coronel, con dos jueces,”.

c.- Décima Región de Los Lagos:

En el párrafo final, reemplázase la expresión “Castro, con un juez,” por la siguiente: “Castro, con dos jueces,”

d.- Región Metropolitana de Santiago:

En el párrafo segundo, reemplázase la expresión “Puente Alto, con siete jueces”, por la siguiente: “Puente Alto, con ocho jueces”. 

En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,”, por “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”; la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,”, por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”; la expresión “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,” por “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”, y la expresión “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,” por “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”.

3. Al artículo 18:

a) En la letra c), a continuación de la expresión “juicio oral”, elimínase la coma (,) y la letra “y”, y en su reemplazo, introdúcese un punto coma (;).

b) Reemplázase la actual letra d), que pasa a ser letra e), por la siguiente: 

“d) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.

4. En el artículo 21, reemplázase, en el acápite referido a la Región Metropolitana de Santiago, la expresión “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con quince jueces,”, por “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces,”.

5. Incorpórase un artículo 47 C, nuevo, del tenor siguiente:

“Artículo 47 C.- Tratándose de los tribunales de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones podrán ejercer las potestades señaladas en el artículo 47, ordenando que uno o más de los jueces del tribunal se aboquen en forma exclusiva al conocimiento de las infracciones de los adolescentes a la ley penal, en calidad de jueces de garantía, cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere.”.

6. Sustitúyese el artículo 585 bis, por el siguiente: 

“Artículo 585 bis. Lo dispuesto en los artículos 567, 578, 580 y 581 será aplicable a los recintos en que se ejecuten las medidas de internación provisoria y de internación en régimen cerrado establecidas en la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.”.




Artículo 66.- Modificaciones a la Ley  Nº 19.665. Agrégase en el inciso primero del artículo 6° de la ley N° 19.665, un párrafo final del siguiente tenor:


“Juzgados con dieciocho jueces: dieciocho jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y cuarenta y tres funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.”  


Artículo 67.- Modificaciones a la Ley N° 19.718. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 28 de la ley N° 19.718, que fija la planta de personal de la Defensoría Penal Pública:

a) Reemplázase, para los profesionales grado 7°, el guarismo “16” por “18”.

b) Reemplázase, para los administrativos grado 17°, el guarismo “20” por “21”.

c) Reemplázase, para el Total Planta, el guarismo “454” por “457”.”





Artículo 68.- Modificaciones a la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley 19.968: 

a) En el número 10 del artículo 8°, sustitúyese la expresión “29” por “30” y agrégase el siguiente párrafo nuevo antes del punto y coma (;) que pasa a ser punto seguido (.): “El procedimiento se sujetará a las reglas establecidas en el párrafo cuarto del Título IV de la presente ley;”.

b) Incorpórase al artículo 8° el siguiente numeral 10 bis, nuevo: 

“10 bis) Las infracciones que en caso de ser ejecutadas por mayores de edad constituirían faltas y que no dan lugar a responsabilidad penal, conforme al artículo 102 A. El juzgamiento de las mismas se someterá a las reglas establecidas en el párrafo cuarto del Título IV de la presente ley.”.

c) Incorpórase, a continuación del artículo 102, el siguiente párrafo cuarto, nuevo:

“Párrafo cuarto

Procedimiento Contravencional ante los Tribunales de Familia





Artículo 102 A.- Las faltas contenidas en la legislación vigente que sean cometidas por adolescentes, constituirán contravenciones de carácter administrativo para todos los efectos legales y su juzgamiento se sujetará al procedimiento regulado en este párrafo.





Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior únicamente las faltas tipificadas en los artículos 494, N°s 1, 4, 5, y 19, este último en lo que dice relación con el artículo 477; en el artículo 494 bis y en el artículo 496, N°s 5 y 26, todos del Código Penal, y aquellas contempladas en la ley Nº 20.000 o en los cuerpos normativos que la sustituyan, cometidas por adolescentes mayores de 16 años, cuyo conocimiento estará sujeto a lo preceptuado por la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.





Artículo 102 B.- Será aplicable al proceso contravencional lo dispuesto en los párrafos primero, segundo y tercero del Título III de esta ley, en lo que no sea incompatible con lo dispuesto en el presente título y con la naturaleza infraccional de las faltas a juzgar.





Artículo 102 C.- Será competente para el conocimiento de los asuntos a que se refiere el inciso primero del artículo 102 A el tribunal del lugar en que se hubiere ejecutado el hecho. Tratándose de los asuntos a que se refiere el numeral 10 del artículo 8°, será competente el tribunal del domicilio del menor, sin perjuicio de la potestad cautelar que pudiere corresponder al tribunal que inicialmente conozca del asunto en razón del lugar donde se cometió el hecho.





Artículo 102 D.- El procedimiento podrá iniciarse con el sólo mérito del parte policial que dé cuenta de la denuncia interpuesta por un particular o de la falta flagrante en que se haya sorprendido a un adolescente. En ambos casos la policía procederá a citar al adolescente para que concurra a primera audiencia ante el tribunal, lo que deberá quedar consignado en el parte respectivo.





Los particulares también podrán formular la denuncia directamente al tribunal.




Artículo 102 E.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse también a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado, y al denunciante o al afectado, según corresponda.





Todos quienes sean citados deberán concurrir a la audiencia con sus medios de prueba.





Artículo 102 F.- Si el adolescente no concurriere a la primera citación, el tribunal podrá ordenar que sea conducido a su presencia por medio de la fuerza pública. En este caso se procurará que la detención se practique en el tiempo más próximo posible al horario de audiencias del tribunal.





Artículo 102 G.-  El adolescente tendrá derecho a guardar silencio.





Artículo 102 H.- Al inicio de la audiencia, el juez explicará al adolescente sus derechos y, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, lo interrogará sobre la veracidad de los hechos imputados por el requerimiento. En caso de que el adolescente reconozca los hechos, el juez dictará sentencia de inmediato, la que no será susceptible de recurso alguno.





En la sentencia se podrá imponer la sanción de amonestación si ésta resulta proporcionada a la gravedad de los hechos y a la edad del adolescente para responsabilizarlo por la contravención, a menos que mediare reiteración, en cuyo caso deberá imponerse alguna de las restantes sanciones previstas en el artículo 102 J.





Artículo 102 I.- Si el adolescente negare los hechos o guardare silencio, se realizará el juzgamiento de inmediato, procediéndose a oír a los comparecientes y a recibir la prueba, tras lo cual se preguntará al adolescente si tiene algo que agregar. Con su declaración o sin ella, el juez pronunciará sentencia de absolución o condena.





Artículo 102 J.- El juez podrá imponer al adolescente únicamente alguna de las siguientes sanciones contravencionales:

d) Amonestación;

e) Reparación material del daño;

f) Petición de disculpas al ofendido o afectado;

g) Multa de hasta 2 Unidades Tributarias Mensuales;

h) Servicios en beneficio de la comunidad, de ejecución instantánea o por un máximo de tres horas, y

i) Prohibición temporal de asistir a determinados espectáculos, hasta por tres meses.




El tribunal podrá aplicar conjuntamente más de una de las sanciones contempladas en este artículo, lo que deberá fundamentarse en la sentencia.




Artículo 102 K.- Las sentencias definitivas dictadas en procesos por infracciones cometidas por adolescentes serán inapelables.




Artículo 102 L.- A solicitud de parte, el juez podrá sustituir una sanción por otra durante el cumplimiento de la misma.





Artículo 102 M.- En caso de incumplimiento de la sanción impuesta, el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público para los efectos previstos en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.”.




Artículo 69.- Preferencia para integrar ternas. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 281 del Código Orgánico de Tribunales, tendrán preferencia para ser incluidos en las ternas elaboradas para proveer cargos de juez de garantía unipersonales y juez de letras con competencia de garantía los postulantes que hubieren cumplido el curso de especialización a que se refieren los artículos 29 y 56 de la presente ley.





Artículo 70.- Modificaciones a la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile. Modifícase el Decreto Ley N° 2.859, que contiene la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, en la forma que sigue:
1) En el artículo 3°, letra a), agrégase a continuación el punto final la siguiente oración: “Además, deberá estar a cargo de la seguridad perimetral de los centros del Servicio Nacional de Menores para la internación provisoria y el cumplimiento de las sanciones privativas de libertad de los adolescentes por infracción de ley penal.”.

2) En el artículo 3°, agrégase a continuación de la letra c), la siguiente letra d):

“d) Colaborar en la vigilancia de los Centros del Servicio Nacional de Menores para adolescentes que se encuentran en internación provisoria o con sanción privativa de libertad, realizando las siguientes funciones: 

1. Ejercer la vigilancia y custodia perimetral permanente de los centros privativos de libertad.

2. Controlar el ingreso al centro.

3. Colaborar en el manejo de conflictos al interior de los centros, tales como fugas, motines y riñas.

4. Asesorar a los funcionarios del Servicio Nacional de Menores en el manejo de conflictos internos y de la seguridad en general.

5. Realizar los traslados de los adolescentes a tribunales y a otras instancias externas de acuerdo a solicitudes de la autoridad competente.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo 1°.- Vigencia.  La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación.


Artículo 2°.- Nombramientos. La provisión de los cargos de Jueces de Garantía, Jueces de Tribunal Oral en lo Penal y Fiscales del Ministerio Público que establece la presente ley se realizará de acuerdo a las reglas generales aplicables en cada caso, considerando solamente las siguientes excepciones:

a) Los nuevos cargos deberán encontrarse provistos con a lo menos 45 días de antelación a la fecha en que empezará a regir el sistema, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo precedente;

b) Para los efectos de dar cumplimiento a lo previsto en la letra a) en el caso de los Jueces de Garantía e integrantes del Tribunal Oral en lo Penal, las Cortes de Apelaciones respectivas deberán elaborar y remitir al Ministerio de Justicia la nómina con las ternas respectivas para cada cargo dentro del plazo de sesenta días contado desde la publicación de esta ley.


Artículo 3º.- Cursos de especialización. La exigencia de especialización y las modalidades de integración de la sala del tribunal de juicio oral en lo penal y de distribución de asuntos en los tribunales con competencia en materias criminales se aplicarán seis meses después de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


En todo caso, las Cortes de Apelaciones podrán prorrogar dicho término por otros seis meses, por motivos fundados.”.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 16, 17 y 30 de noviembre y 15 de diciembre de 2004 y 4, 5, 11, 12 y 17 de enero, 1, 8 y 16 de marzo, 4, 12, 19 y 20 de abril, 4, 9, 11, 16 y 17 de mayo, 20 de julio y 3, 9 y 16 de agosto de 2005, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 22 de agosto de 2005.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE UN SISTEMA DE RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL

(3021-07)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Justicia (S), señor Jaime Arellano; el Jefe de la División de Defensa Social, señor Decio Mettifogo; la Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores, señora Delia Del Gatto, y la Directora subrogante, señora Carmen Andrade.
- - -


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


I.- Indicaciones aprobadas: número 9 del Oficio N° 167-353.


II.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 85, 86, 87 y las del Oficio N° 383-352.

III.- Indicaciones rechazadas: número 83.


Cabe hacer presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció respecto de los artículos 9°, 64, 65, 66, 67 y 68 del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como reglamentariamente corresponde.

DISCUSIÓN


Al darse inicio al análisis de la iniciativa, el señor Ministro de Justicia (S) efectuó una breve exposición acerca de los aspectos financieros asociados a la iniciativa.




Para estos efectos, se presentó a la Comisión un informe financiero en el cual se evalúa detalladamente el ingreso de causas y su proyección, el nivel de judicialización de las mismas y su incidencia en la carga de trabajo del Ministerio Público, de la Defensoría Penal Pública y de los tribunales, tanto en lo concerniente a los Jueces de Garantía como a las Salas de Juicio Oral. Se examinaron también las inversiones que la labor del Servicio Nacional de Menores demandará en materia de infraestructura para atender los nuevos sistemas que el proyecto establece en materia de privación de libertad y de medidas reparatorias.





Se explicó a la Comisión que los gastos que el proyecto pueda irrogar para el año 2005 se imputarán al Item 50-01-03-24-03.104 de la Partida Tesoro Público y que en los años venideros tales gastos se considerarán en los respectivos presupuestos anuales, conforme al programa de implementación establecido para el nuevo sistema y a las disponibilidades presupuestarias correspondientes.





Los antecedentes proporcionados se transcriben íntegramente a continuación.
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Enseguida, se proporcionaron a la Comisión los antecedentes que continuación se transcriben, referidos a las inversiones demandadas por las labores asignadas al Servicio Nacional de Menores.

Inversión en Infraestructura COD-CERECO
 por región (en M$) 


PROYECCION DE MEDIDAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD Y CAPACIDAD MAXIMA CENTROS DE ADMINISTRACION DIRECTA


· En la cobertura proyectada Año 1 de ejecución de la ley se consideran los datos del Estudio Minjus más los 292 adolescentes vigentes a marzo 2005 en las Secciones de Menores.

Inversión en Centros Semi cerrados
	Año
	Monto M$

	2005
	689.986

	2006-2007
	1.548.769


(*) A la fecha se dispone de 6 centros semi cerrados, ubicados en las regiones I, X, XI, XII y RM.

(*) Entre el 2005 y 2007 se realizará una plan de construcción o habilitación de infraestructura para el funcionamiento de centros Semi cerrados en todo el país por un monto de $2.238.705.000

PROYECCION DE PLAZAS PARA MEDIDA DE LIBERTAD ASISTIDA 


(*) Estudio de Proyección de sanciones establecidas en el Proyecto de Ley de Responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la Ley penal y de la cobertura del sistema asociado a su ejecución, Ministerio de Justicia, año 2001. El presupuesto contempla una distribución de un 70% de Libertad Asistida normal y un 30% de Libertad Asistida especial.

PROYECCION DE MEDIDAS REPARATORIAS  


(*) La rotación de plazas en este programa es de 4 veces al año, de manera que con las plazas del año 1 se espera atender a 2.262 y el año 5 a 2.724 adolescentes.

PROGRAMA INTERVENCIÓN CON ADOLESCENTES INFRACTORES CONSUMIDORES DE DROGA


°°°


Cabe hacer presente que concluida la exposición del señor Ministro (S), se produjo un extenso intercambio de ideas acerca de aspectos generales de la iniciativa, y los miembros de la Comisión coincidieron unánimemente en la conveniencia de tipificar como delito específico la utilización de menores en la comisión de un delito, y solicitaron a los personeros del Ejecutivo analizar la materia.


Los representantes del Ministerio de Justicia manifestaron su disposición a estudiar el planteamiento de los integrantes de la Comisión.


A continuación se efectúa, en el orden del articulado del proyecto -que se describe-, una relación de las distintas indicaciones presentadas, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

Artículo 22, que pasó a ser 9°

El artículo 22 aprobado en general es del siguiente tenor:





“Artículo 22.- Multa. El juez podrá imponer una multa a beneficio fiscal que no exceda de diez unidades tributarias mensuales. Para su aplicación y la determinación de su monto, se tomará en consideración fundamentalmente la gravedad del hecho y las facultades económicas del infractor o de la persona a cuyo cuidado se encontrare.





El juez, a petición del adolescente o de su defensor, podrá autorizar el pago de la multa en cuotas, atendida la situación económica del adolescente condenado y de su familia.”.





Este artículo fue objeto de las indicaciones números 83, 85, 86 y 87.



La indicación número 83, del Presidente de la República, reemplaza, en su inciso primero, la frase “y las facultades económicas del infractor o de la persona a cuyo cuidado se encontrare” por ”las facultades del infractor y de la persona a cuyo cuidado se encontrare, en miras a hacer efectiva la sanción”, precedida de una coma (,).





La indicación número 85, también del Jefe de Estado, suprime, en su inciso segundo, la frase “y de su familia”.




Las indicaciones números 86, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y 87, del Honorable Senador señor Horvath, agregan el siguiente inciso nuevo:




“La multa será conmutable, a elección del infractor, por arresto de fin de semana, de acuerdo a lo previsto en el artículo 28, a razón de un fin de semana por cada tres unidades tributarias mensuales; o por servicios en beneficio de la comunidad, conforme a lo establecido en el artículo 24, a razón de 30 horas por cada tres unidades tributarias mensuales.”.





La indicación número 83 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami. Las indicaciones números 85, 86 y 87 fueron aprobadas en forma unánime, en la misma forma en que lo había hecho la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con los votos de los señores Senadores recién mencionados.

Artículo 64



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento incorporó un artículo 64, nuevo, en virtud de la aprobación de la indicación contenida en el oficio N° 383-352, de 15 de marzo de 2005, de S.E. el Presidente de la República.

Artículo 65


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento incorporó un artículo 65, nuevo, en virtud de la aprobación de la indicación contenida en el oficio N° 383-352, de 15 de marzo de 2005, de S.E. el Presidente de la República, e indicación número 9 del oficio N° 167-353, también de S.E. el Presidente de la República.

Artículos 66, 67 y 68


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento incorporó los artículos 66, 67 y 68, nuevos, en virtud de la aprobación de la indicación contenida en el oficio N° 383-352, de 15 de marzo de 2005, de S.E. el Presidente de la República.





En efecto, mediante oficio N° 383-352, de fecha 15 de marzo de 2005, en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, se presentó una nueva indicación, de S.E. el Presidente de la República, destinada a agregar los artículos 87 a 92, nuevos, que a continuación se transcriben:





“Artículo 87.- Modificaciones a la Ley N° 19.640. En el inciso primero del artículo 72 de la ley Nº 19.640, sustitúyase el guarismo "625" por el guarismo "647", referido a la categoría “Fiscal Adjunto”; el guarismo "69" por el guarismo "70", referido a la categoría “Jefe de Unidad”; y el guarismo "860" por el guarismo "866" referido a la categoría “Profesionales".





Artículo 88.- Modificaciones al Código Orgánico de Tribunales. Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:





1. Al artículo 14:





a) En la letra f), a continuación de la palabra “penal”, elimínese la coma (,) y la letra “y”, y en su reemplazo, introdúcese un punto coma (;).





b) Reemplázase la actual letra g), que pasa a ser letra h), por la siguiente:





“g) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.





2. Al artículo 16, en el acápite que en cada caso se señala:





a.- Quinta Región de Valparaíso:





En el párrafo séptimo, reemplácese la expresión “Viña del Mar, con seis jueces,” por la siguiente: “Viña del Mar, con siete jueces,”.





b.- Octava Región del Bío Bío:





En el párrafo noveno, reemplácese la expresión “Coronel, con un juez,” por la siguiente: “Coronel, con dos jueces,”.





c.- Décima Región de Los Lagos:





En el párrafo final, reemplácese la expresión “Castro, con un juez,” por la siguiente: “Castro, con dos jueces,”





d.- Región Metropolitana de Santiago:





En el párrafo segundo, reemplácese la expresión “Puente Alto, con siete jueces”, por la siguiente: “Puente Alto, con ocho jueces”.





En el párrafo séptimo, reemplácese la expresión “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,”, por “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”; la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,”, por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”; la expresión “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,” por “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”; y la expresión “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,” por “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”.





3. Al artículo 18:





a) En la letra c), a continuación de la expresión “juicio oral”, elimínese la coma (,) y la letra “y”, y en su reemplazo, introdúcese un punto coma (;).





b) Reemplázase la actual letra d), que pasa a ser letra e), por la siguiente: 





“d) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.





4. En el artículo 21, modifícase en el acápite referido a la Región Metropolitana de Santiago, reemplazando en su párrafo sexto, la expresión “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con quince jueces,”, por la siguiente: “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces,”.





5. Incorpórase un artículo 47 C.-, nuevo, del tenor siguiente:





“Artículo 47 C.- Tratándose de los tribunales de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones podrán ejercer las potestades señaladas en el artículo 47, ordenando que uno o más de los jueces del tribunal se avoquen en forma exclusiva al conocimiento de las infracciones de los adolescentes a la ley penal, en calidad de jueces de garantía, cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere.”.





Artículo 89.- Modificaciones a la ley Nº 19.665. Agréguese en el inciso primero del artículo 6° de la Ley N° 19.665 un párrafo final del siguiente tenor:





“Juzgados con dieciocho jueces: dieciocho jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y cuarenta y tres funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.”.





Artículo 90.- Modificaciones a la Ley N° 19.718. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 28 de la Ley N° 19.718 que fija la planta de personal de la Defensoría Penal Pública:





a) Reemplázase para los profesionales grado 7° el guarismo “16” por “18”.





b) Reemplázase para los administrativos grado 17° el guarismo “20” por “21”.





c) Reemplázase para el Total Planta el guarismo “454” por “457”.”





Artículo 91.- Modificaciones a la ley de Tribunales de Familia. Sustitúyese en el artículo 8 N° 10 de la Ley N° 19.968 la expresión “29” por “30”.





Artículo 92.- Preferencia para integrar ternas. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 281 del Código Orgánico de Tribunales, tendrán preferencia para ser incluidos en las ternas elaboradas para proveer cargos de juez de garantía unipersonales y juez de letras con competencia de garantía los postulantes que hubieren cumplido el curso de especialización a que se refieren los artículos 43 y 83 de la presente ley.”.”.





Como se explicó con anterioridad, en atención a que la mayor parte de las disposiciones propuestas por estas indicaciones generan gastos para el Fisco, los representantes del Ministerio de Justicia efectuaron una exposición relativa a la estimación de estos costos y la forma en que los solventará la Ley de Presupuestos.





Las indicaciones del Presidente de la República contenidas en el oficio N° 383-352, fueron aprobadas, en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.





En el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, al estudiarse el artículo 75, se acordó agregar al artículo 65 el nuevo numeral 6° propuesto por el Ejecutivo mediante la indicación número 9, contenida en el oficio N° 167-353. 





La indicación número 9, de S.E. el Presidente de la República, sustituye el artículo 75 por un nuevo numeral 6, nuevo, que se incorporó al artículo 65, que contiene una serie de modificaciones al Código Orgánico de Tribunales.





Dicho numeral 6 es del siguiente tenor:





“6. Sustitúyese el artículo 585 bis, por el siguiente:





“Artículo 585 bis. Lo dispuesto en los artículos 567, 578, 580 y 581 será aplicable a los recintos en que se ejecuten las medidas de internación provisoria y de internación en régimen cerrado establecidas en la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.”.”.




- La indicación número 9, contenida en el oficio N° 167-353, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Hacienda, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.





Igualmente, al discutirse en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento la indicación número 193, se incluyeron en el artículo 68 las reglas sobre competencia contravencional de los tribunales de familia.





La indicación número 193, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, agrega el siguiente Título y artículos nuevos:

“TÍTULO V

DE LA COMPETENCIA CONTRAVENCIONAL DE LOS

JUECES DE GARANTÍA





Artículo…- Cometen contravenciones los adolescentes que incurran en un hecho tipificado en los artículos 494, números 1, 3, 4, 5 y 19, sólo en lo que dice relación al artículo 446 y 496 números 5 y 26, del Código Penal.





Serán competentes para conocer y juzgar las contravenciones cometidas por adolescentes los jueces de garantía.




Las contravenciones no constituyen sanción penal sino administrativa, para todos los efectos legales.




Artículo…- El proceso contravencional se iniciará con el solo requerimiento de la policía, por medio de un parte escrito, sea que la denuncia haya sido formulada por un particular, sea que el adolescente haya sido sorprendido por la policía en flagrancia. El parte por medio del cual se formule el requerimiento deberá consignar los hechos constitutivos de la contravención y los demás antecedentes en que se funde la imputación e individualizar a su autor, al funcionario requirente y al denunciante particular, en su caso.




Artículo…- Interpuesta la denuncia por un particular, la policía procederá a citar al adolescente para que comparezca a primera audiencia ante el juez de garantía.




Por disposición del juez de garantía, se podrá conducir al adolescente a su presencia por medio de la fuerza pública, en el caso señalado en el inciso primero del artículo 47 o cuando la policía lo solicite al juez en la situación descrita por el inciso segundo del mismo artículo, siempre que la aprehensión se practique en horas en que pueda asegurarse su comparecencia inmediata.




Artículo…- En caso de que la policía sorprenda a un adolescente en contravención flagrante, previa comprobación de su domicilio lo dejará citado a primera audiencia ante el juez de garantía, aplicándose en su caso lo dispuesto en el inciso segundo del artículo anterior.




Tratándose de contravenciones a que se refiere el artículo 134, inciso cuarto, del Código Procesal Penal, el funcionario de policía podrá detener al adolescente, debiendo ponerlo a disposición del juez de garantía en el menor plazo posible, de manera que en ningún caso transcurran más de doce horas entre el momento de la detención y el de la celebración de la audiencia. El Comité de Jueces de Garantía deberá adoptar las medidas necesarias para asegurar la celebración de audiencias en horarios excepcionales cuando sea necesario para el cumplimiento de ese plazo.




Artículo…- El adolescente tendrá derecho a guardar silencio, a entrevistarse con posterioridad a la audiencia con un abogado proporcionado gratuitamente por el Estado, y a impugnar las resoluciones del juez de garantía.




Para el cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, el juez de garantía proporcionará al adolescente la información necesaria para contactar al abogado con el que podrá entrevistarse.




Artículo…- Al comenzar la audiencia, el juez explicará al adolescente sus derechos, y lo interrogará sobre la veracidad de los hechos imputados por el requerimiento. En caso de que el adolescente reconozca los hechos, el juez resolverá pudiendo imponer una sanción contravencional proporcionada a la gravedad de los hechos y a la edad del adolescente, y adecuada para responsabilizar al adolescente por la contravención.




Artículo…- Si el adolescente niega los hechos o guarda silencio, el juez citará a una nueva audiencia, a la que comparecerá el adolescente, que podrá ir acompañado por su abogado, pudiendo el juez además solicitar la comparecencia del funcionario aprehensor, el denunciante particular y los padres o personas encargadas del cuidado personal del adolescente. En esta audiencia el juez resolverá sobre la veracidad de los hechos materia del requerimiento y la sanción contravencional a imponer.




Artículo…- El juez podrá imponer al adolescente alguna de las siguientes sanciones contravencionales:

g) Amonestación;

h) Multa;

i) Reparación material o petición de disculpas al ofendido perjudicado;

j) Una reparación a la comunidad, de ejecución instantánea o de una duración de no más de 3 horas;

k) Prohibición temporal de asistir a determinados espectáculos, hasta por un año;

l) Prohibición temporal de obtener permiso para tenencia y porte de armas o licencia de conducir vehículos motorizados, hasta por un año desde que el adolescente cumpla la mayoría de edad.




Artículo…- En contra de la resolución que le imponga una sanción contravencional, el adolescente podrá interponer reposición ante el mismo juez, dentro de quinto día hábil, fundada en que su reconocimiento de los hechos ha estado viciado. Acogida la reposición, se procederá en la forma señalada por el artículo 86.




Artículo…- El adolescente podrá apelar de la resolución que le imponga una sanción contravencional, para ante la Corte de Apelaciones respectiva, cuando la sanción fuere desproporcionada a la gravedad de los hechos o inconducente para la finalidad de responsabilización. La resolución de la Corte de Apelaciones que acoja el recurso deberá determinar la nueva sanción.




También podrá apelar el adolescente de la resolución que niegue lugar a la reposición interpuesta ante el juez de garantía. La resolución de la Corte de Apelaciones que acoja el recurso deberá señalar el juez de garantía que deberá conocer del asunto en nueva audiencia.”.





- La indicación número 193 fue aprobada por unanimidad, en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señala que el costo del proyecto, en su globalidad, implica un mayor gasto de:

                                                                                                  Miles de $ 2005

Gastos de Operación en régimen:

a) De los juzgados de garantía y tribunales orales

- Gastos en Personal                                                                            409.116

- Bienes y Servicios de Consumo                                                           57.276

- Informática                                                                                              7.430

b) De la Defensoría Penal Pública

- Gastos en Personal                                                                              58.038

- Programa de Licitaciones Defensa Penal Pública                           1.098.528

- Peritajes                                                                                                64.495

- Auditorías Externas                                                                               55.500

c) Del Ministerio Público

- Gastos en Personal                                                                             751.223

- Bienes y Servicios de Consumo                                                          111.579

             TOTAL                                                                                   2.613.185

Gastos por una vez:

a) De los juzgados de garantía y tribunales orales

- Mobiliario                                                                                                 6.000

- Habilitaciones                                                                                        26.832

- Capacitación inicial                                                                              163.868

b) De la Defensoría Penal Pública

- Mobiliario                                                                                                1.500

- Informática                                                                                              3.000

- Capacitación inicial                                                                                21.488

c) Del Ministerio Público

- Mobiliario                                                                                               14.500

- Informática                                                                                             29.000

- Habilitaciones                                                                                        45.567

- Capacitación inicial                                                                                24.302

            TOTAL                                                                                       336.057

            COSTO TOTAL                                                                      2.949.242


El informe financiero indica que el gasto que la aplicación del presente proyecto de ley irrogue para el año 2005 se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la partida Tesoro Público. En los años posteriores se considerará en los respectivos presupuestos anuales, conforme al programa de implementación establecido para el nuevo sistema, y a las disponibilidades presupuestarias correspondientes.


En consecuencia, las normas del proyecto no producirán desequilibrios presupuestarios ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO PRELIMINAR

DISPOSICIONES GENERALES





Artículo 1°.- Contenido de la ley. La presente ley regula la responsabilidad penal de los adolescentes por los delitos que cometan, el procedimiento para la averiguación y establecimiento de dicha responsabilidad, la determinación de las sanciones procedentes y la forma de ejecución de éstas.





En lo no previsto por ella serán aplicables, supletoriamente, las disposiciones contenidas en el Código Penal y en las leyes penales especiales.





Tratándose de faltas,  sólo serán responsables en conformidad con la presente ley los adolescentes mayores de dieciséis años y exclusivamente tratándose de aquellas tipificadas en los artículos 494 números 1, 4, 5 y 19, sólo en relación con el artículo 477, 494 bis, 495 número 21 y 496 números 5 y 26 del Código Penal y de las tipificadas en la ley Nº 20.000. En los demás casos se estará a lo dispuesto en la ley 19.968.





Artículo 2°.- Interés superior del adolescente. En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores de la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos.





Artículo 3°.- Límites de edad a la responsabilidad. La presente ley se aplicará a quienes al momento en que se hubiere dado principio de ejecución del delito sean mayores de catorce y menores de dieciocho años, los que, para los efectos de esta ley, se consideran adolescentes.





En el caso que el delito tenga su inicio entre los catorce y los dieciocho años del imputado y su consumación se prolongue en el tiempo más allá de los dieciocho años de edad, la legislación aplicable será la que rija para los imputados mayores de edad.





La edad del imputado deberá ser determinada por el juez competente en cualquiera de las formas establecidas en el título XVII del Libro I del Código Civil.




Artículo 4º.- Regla especial para delitos sexuales. No podrá procederse penalmente respecto de los delitos previstos en los artículos 362, 365, 366 bis y 366 quater del Código Penal, cuando la conducta se hubiere realizado con una persona menor de 14 años y no concurra ninguna de las circunstancias enumeradas en los artículos 361 ó 363 de dicho Código, según sea el caso, a menos que exista entre aquella y el imputado una diferencia de, a lo menos, dos años de edad, tratándose de la conducta descrita en el artículo 362, o de tres años en los demás casos.





Artículo 5°.- Prescripción. La prescripción de la acción penal y de la pena será de dos años, con excepción de las conductas constitutivas de crímenes, respecto de las cuales será de cinco años, y de las faltas, en que será de seis meses.

TÍTULO I

CONSECUENCIAS DE LA DECLARACIÓN DE RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL

Párrafo 1º

De las sanciones en general





Artículo 6°.- Sanciones. En sustitución de las penas contempladas en el Código Penal y en las leyes complementarias, las sanciones que se aplicarán a los adolescentes serán las de la siguiente Escala General:




Penas de delitos:

g) Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social;

h) Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social;

i) Libertad asistida especial;

j) Libertad asistida;

k) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad, y

l) Reparación del daño causado

Penas de faltas:

j) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad;

k) Multa, y

l) Amonestación.

Pena accesoria:

       Prohibición de conducir vehículos motorizados.




Artículo 7°.- Sanción accesoria. El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 6° de esta ley y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol.

Párrafo 2º

De las sanciones no privativas de libertad




Artículo 8°.- Amonestación. La amonestación consiste en la reprensión enérgica al adolescente hecha por el juez, en forma oral, clara y directa, en un acto único, dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que los mismos han tenido o podrían haber tenido, tanto para la víctima como para el propio adolescente, instándole a cambiar de comportamiento y formulándole recomendaciones para el futuro.





La aplicación de esta sanción, en todo caso, requerirá una previa declaración del adolescente asumiendo su responsabilidad en la infracción cometida.





Los padres o guardadores del adolescente serán notificados de la imposición de la sanción, en caso de no encontrarse presentes en la audiencia.





Artículo 9°.- Multa. El juez podrá imponer una multa a beneficio fiscal que no exceda de diez unidades tributarias mensuales. Para su aplicación y la determinación de su monto, además de los criterios señalados en el artículo 24 de la presente ley, se considerarán la condición y las facultades económicas del infractor y de la persona a cuyo cuidado se encontrare.





El juez, a petición del adolescente o de su defensor, podrá autorizar el pago de la multa en cuotas.





La multa será conmutable, a solicitud del infractor, por la sanción de servicios en beneficio de la comunidad, a razón de 30 horas por cada tres Unidades Tributarias Mensuales.





Artículo 10.- Reparación del daño. La reparación del daño consiste en la obligación de resarcir a la víctima el perjuicio causado con la infracción, sea mediante una prestación en dinero, la restitución o reposición de la cosa objeto de la infracción o un servicio no remunerado en su favor. En este último caso, la imposición de la sanción requerirá de la aceptación previa del condenado y de la víctima.





El cumplimiento de la sanción no obstará a que la víctima persiga la responsabilidad contemplada en el artículo 2320 del Código Civil, pero sólo en aquello en que la reparación sea declarada como insuficiente.





Artículo 11.- Servicios en beneficio de la comunidad. La sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad.





La prestación de servicios en beneficio de la comunidad no podrá exceder en ningún caso de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el adolescente realice. La sanción tendrá una extensión mínima de 30 horas y máxima de 120.





La imposición de esta sanción requerirá del acuerdo del condenado, debiendo, en su caso, ser sustituida por una sanción superior, no privativa de libertad.





Artículo 12.- Prohibición de conducir vehículos motorizados. La prohibición de conducir vehículos motorizados se podrá imponer a un adolescente como sanción accesoria cuando la conducta en que se funda la infracción por la cual se le condena haya sido ejecutada mediante la conducción de dichos vehículos.





La sanción se hará efectiva desde el momento de dictación de la sentencia condenatoria y su duración podrá extenderse hasta el período que le faltare al adolescente para cumplir veinte años.





En caso de quebrantamiento, se estará a lo dispuesto en el artículo 52 de esta ley, a menos que a consecuencia de la conducción se hubiere afectado la vida, la integridad corporal o la salud de alguna persona, caso en el cual se remitirán los antecedentes al Ministerio Público para el ejercicio de las acciones que correspondan.





Artículo 13.- Libertad asistida. La libertad asistida consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado conforme a un plan de desarrollo personal basado en programas y servicios que favorezcan su integración social.




La función del delegado consistirá en la orientación, control y motivación del adolescente e incluirá la obligación de procurar por todos los medios a su alcance el acceso efectivo a los programas y servicios requeridos.





El control del delegado se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria del adolescente a encuentros periódicos previamente fijados con él mismo y a programas socioeducativos. Para ello, una vez designado, el delegado propondrá al tribunal un plan personalizado de cumplimiento de actividades periódicas en programas o servicios de carácter educativo, socio-educativo, de terapia, de promoción y protección de sus derechos y de participación. En él, deberá incluir la asistencia regular al sistema escolar o de enseñanza que corresponda.





Podrán incluirse en dicho plan medidas como la prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, de visitar determinados lugares o de aproximarse a la víctima, a sus familiares o a otras personas, u otras condiciones similares.

                              La duración de esta sanción no podrá exceder de tres años.





Artículo 14.- Libertad asistida especial. En esta modalidad de libertad asistida, deberá asegurarse la asistencia del adolescente a un programa intensivo de actividades socioeducativas y de reinserción social en el ámbito comunitario que permita la participación en el proceso de educación formal, la capacitación laboral, la posibilidad de acceder a programas de tratamiento y rehabilitación de drogas en centros previamente acreditados por los organismos competentes y el fortalecimiento del vínculo con su familia o adulto responsable.





En la resolución que apruebe el plan, el tribunal fijará la frecuencia y duración de los encuentros obligatorios y las tareas de supervisión que ejercerá el delegado.





La duración de esta sanción no podrá exceder los tres años.

Párrafo 3º

De las sanciones privativas de libertad





Artículo 15.- Sanciones privativas de libertad. Las sanciones privativas de libertad consisten en la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social y en la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.





Estos programas de reinserción social se realizarán, en lo posible, con la colaboración de la familia.





Artículo 16.- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.  La sanción de privación de libertad bajo la modalidad de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social consistirá en la residencia obligatoria del adolescente en un centro de privación de libertad, sujeto a un programa de reinserción social a ser desarrollado tanto al interior del recinto como en el medio libre.





Una vez impuesta la pena y determinada su duración, el director del centro que haya sido designado para su cumplimiento, propondrá al tribunal un régimen o programa personalizado de actividades, que considerará las siguientes prescripciones:





a) Las medidas a adoptar para la asistencia y cumplimiento del adolescente del proceso de educación formal o de reescolarización. El director del centro deberá velar por el cumplimiento de esta obligación y para dicho efecto mantendrá comunicación permanente con el respectivo establecimiento educacional;





b) El desarrollo periódico de actividades de formación, socioeducativas y de participación, especificando las que serán ejecutadas al interior del recinto y las que se desarrollarán en el medio libre, y




c) Las actividades a desarrollar en el medio libre contemplarán, a lo menos, ocho horas, no pudiendo llevarse a cabo entre las 22.00 y las 07.00 horas del día siguiente, a menos que excepcionalmente ello sea necesario para el cumplimiento de los fines señalados en las letras precedentes y en el artículo 20.





El programa será aprobado judicialmente en la audiencia de lectura de la sentencia o en otra posterior, que deberá realizarse dentro de los quince días siguientes a aquélla.





El director del centro informará periódicamente al tribunal acerca del cumplimiento y evolución de las medidas a que se refiere la letra a).





Artículo 17.- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social. La internación en régimen cerrado con programa de reinserción social importará la privación de libertad en un centro especializado para adolescentes, bajo un régimen orientado al cumplimiento de los objetivos previstos en el artículo 20 de esta ley.





En virtud de ello, dicho régimen considerará necesariamente la plena garantía de la continuidad de sus estudios básicos, medios y especializados, incluyendo su reinserción escolar, en el caso de haber desertado del sistema escolar formal, y la participación en actividades de carácter socioeducativo, de formación, de preparación para la vida laboral y de desarrollo personal. Además, deberá asegurar el tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas para quienes lo requieran y accedan a ello.





Artículo 18.- Límite máximo de las penas privativas de libertad. Las penas de internación en régimen cerrado y semicerrado, ambas con programa de reinserción social, que se impongan a los adolescentes no podrán exceder de cinco años si el infractor tuviere menos de dieciséis años, o de diez años si tuviere más de esa edad.

Párrafo 4°

Sanciones mixtas





Artículo 19.- Sanciones mixtas. En los casos en que fuere procedente la internación en régimen cerrado o semicerrado, ambas con programa de reinserción social, el tribunal podrá imponer complementariamente una sanción de libertad asistida en cualquiera de sus formas, por un máximo que no supere el tiempo de la condena principal. Esta última se cumplirá:





a) Con posterioridad a la ejecución de la pena privativa de libertad, siempre y cuando en total no se supere la duración máxima de ésta, o





b) En forma previa a su ejecución. En este caso la pena principal quedará en suspenso y en carácter condicional, para ejecutarse en caso de incumplimiento de la libertad asistida en cualquiera de sus formas, en el caso de las penas que se extienden hasta quinientos cuarenta días.

Párrafo 5°

De la determinación de las sanciones





Artículo 20.- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias.  Las sanciones y consecuencias que esta ley establece tienen por objeto hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de tal manera  que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.





Artículo 21.- Pena asignada a los delitos. Para los efectos de la presente ley, se entenderá que la pena asignada al delito cometido por un adolescente es la inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para el ilícito correspondiente.





Artículo 22.-  Reglas de determinación de la extensión de las penas. Para establecer la duración de la sanción que deba imponerse con arreglo a la presente ley, el tribunal deberá aplicar, a partir de la pena señalada en el artículo precedente, las reglas previstas en el Párrafo 4 del Título III del Libro I del Código Penal, con excepción de lo dispuesto en el artículo 69 de dicho Código.

                                          Con todo, si la sanción calculada en la forma dispuesta en el inciso precedente supera los límites máximos dispuestos en el artículo 18, su extensión definitiva deberá ajustarse a dichos límites.





Artículo 23.- Reglas de determinación de la naturaleza de la pena. La determinación de la naturaleza de la pena que deba imponerse a los adolescentes con arreglo a la presente ley, se regirá por las reglas siguientes:

1. Si la extensión de la sanción resulta equivalente a una pena de crimen, el tribunal deberá aplicar la pena de internación en régimen cerrado o internación en régimen semicerrado, ambas con programa de reinserción social.

2. Si la sanción va de tres años y un día a cinco años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida especial.

3. Si la sanción se extiende entre quinientos cuarenta y un días y tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida en cualquiera de sus formas.

4. Si la sanción se ubica entre sesenta y uno y quinientos cuarenta días, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social,  libertad asistida en cualquiera de sus formas, prestación de servicios en beneficio de la comunidad o reparación del daño causado.

5. Si la sanción es igual o inferior a sesenta días, el tribunal podrá imponer las penas de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, multa o amonestación.

Tabla Demostrativa

Extensión de la sanción y penas aplicables

Desde 5 años y 1 día:

-   Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

-  Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

Desde 3 años y un día a 5 años:

· Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

· Libertad asistida especial.

Desde 541 días a 3 años:

· Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

-Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

Desde 61 a 540 días:

· Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

· Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

· Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

· Reparación del daño causado.

Desde 1 a 60 días:

· Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

· Multa.

· Amonestación.

                                           Artículo 24.- Criterios de determinación de la pena. Para determinar la naturaleza de las sanciones, dentro de los márgenes antes establecidos, el tribunal deberá atender, dejando constancia de ello en su fallo, a los siguientes criterios:
g) La gravedad del ilícito de que se trate;

h) La calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción;

i) La concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes de la responsabilidad criminal;

j) La edad del adolescente infractor;
k) La extensión del mal causado con la ejecución del delito, y
l) La idoneidad de la sanción para fortalecer el respeto del adolescente por los derechos y libertades de las personas y sus necesidades de desarrollo e integración social.
                                          Artículo 25.- Imposición conjunta de más de una pena. En las situaciones regladas en los numerales 3 y 4 del artículo 23, el tribunal podrá imponer conjuntamente dos de las penas que las mismas reglas señalan, siempre que la naturaleza de éstas permita su cumplimiento simultáneo.





Lo dispuesto en el inciso precedente tendrá lugar sólo cuando ello permita el mejor cumplimiento de las finalidades de las sanciones de esta ley expresadas en el artículo 20 y así se consigne circunstanciadamente en resolución fundada.




Artículo 26.- Límites a la imposición de sanciones. La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso.





En ningún caso se podrá imponer una pena privativa de libertad si un adulto condenado por el mismo hecho no debiere cumplir una sanción de dicha naturaleza.

TÍTULO II

PROCEDIMIENTO

Párrafo 1º

Disposiciones generales





Artículo 27.- Reglas de procedimiento. La investigación y juzgamiento de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.





El conocimiento y fallo de las infracciones que no constituyan crímenes se sujetará a las reglas del procedimiento simplificado o monitorio, según sea el caso, regulados en el Título I del Libro IV del Código Procesal Penal.





Asimismo, se sujetarán a las reglas del procedimiento simplificado aquellas infracciones constitutivas de crímenes respecto de las cuales el Ministerio Público requiera una pena no privativa de libertad.





Artículo 28.- Concurso de procedimientos. Si a una misma persona se le imputa una infracción sancionada por esta ley y un delito cometido siendo mayor de dieciocho años, la investigación y juzgamiento de estos hechos se regirá por las normas del Código Procesal Penal aplicable a los imputados mayores de edad.





Por su parte, si en un mismo procedimiento se investiga la participación punible de personas mayores y menores de edad, tendrá lugar lo dispuesto en los artículos 185 y 274 del Código Procesal Penal. En todo caso, si se hubiere determinado la sustanciación conjunta de los procesos, se dará cumplimiento, respecto del menor, de las normas que conforme a esta ley son aplicables al juzgamiento de los adolescentes.
Párrafo 2º

Sistema de justicia especializada





Artículo 29.- Especialización de la justicia penal para adolescentes. Los jueces de garantía, los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como los fiscales adjuntos y los defensores penales públicos que intervengan en las causas de adolescentes, deberán, de preferencia, estar capacitados en los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones, en la Convención de los Derechos del Niño, en las  características y especificidades de la etapa adolescente y en el sistema de ejecución de sanciones establecido en esta misma ley.





No obstante, todo fiscal, defensor o juez con competencia en materias criminales se encuentra habilitado para intervenir, en el marco de sus competencias, si, excepcionalmente, por circunstancias derivadas del sistema de distribución del trabajo, ello fuere necesario.




En virtud de lo dispuesto en los incisos precedentes, los comités de jueces de los tribunales de garantía y orales en lo penal considerarán, en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la radicación e integración preferente de quienes cuenten con dicha capacitación.





Cada institución adoptará las medidas pertinentes para garantizar la especialización a que se refiere la presente disposición.





Artículo 30.- Capacitación de las policías. Las instituciones policiales incorporarán dentro de sus programas de formación y perfeccionamiento, los estudios necesarios para que los agentes policiales cuenten con los conocimientos relativos a los objetivos y contenidos de la presente ley, a la Convención de los Derechos del Niño y a los fenómenos criminológicos asociados a la ocurrencia de estas infracciones.

Párrafo 3º

De las medidas cautelares personales





Artículo 31.- Detención en caso de flagrancia. Carabineros de Chile deberá poner a los menores de dieciocho años y mayores de catorce que se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 129 y 131 del Código Procesal Penal, inmediatamente a disposición del juez de garantía competente. El adolescente sólo podrá declarar ante el fiscal en presencia de un defensor. La detención se regulará, salvo en los aspectos previstos en este artículo, por el párrafo 3° del Título V, del Libro I del Código Procesal Penal. Si se diere lugar a la ampliación del plazo de la detención conforme al artículo 132 de dicho Código, ésta sólo podrá ser ejecutada en los centros de internación provisoria de que trata la presente ley.





La detención de una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados en el inciso anterior, constituirá una infracción funcionaria grave y será sancionada con la medida disciplinaria que proceda de acuerdo al mérito de los antecedentes, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda haber incurrido el infractor.





En la ejecución de la detención e internación provisoria que sea decretada deberá darse cumplimiento a lo previsto en los artículos 17 de la ley N° 16.618 y 37, letra c), de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. El menor privado de libertad siempre podrá ejercer los derechos consagrados en los artículos 93 y 94 del Código Procesal Penal y 37 y 40 de esa Convención. Los encargados de dichos centros no podrán aceptar el ingreso de menores sino en virtud de órdenes impartidas por el juez de garantía competente.





Si el hecho imputado al menor fuere alguno de aquellos señalados en el artículo 124 del Código Procesal Penal, Carabineros de Chile se limitará a citar al menor a la presencia del fiscal y lo dejará en libertad, previo señalamiento de domicilio en la forma prevista por el artículo 26 del mismo Código.





Las disposiciones contenidas en los incisos anteriores serán aplicables a la Policía de Investigaciones.





Artículo 32.- Medidas cautelares del procedimiento. La internación provisoria en un centro cerrado sólo será procedente tratándose de la imputación de crímenes, debiendo aplicarse cuando los objetivos señalados en el inciso primero del artículo 155 del Código Procesal Penal no pudieren ser alcanzados mediante la aplicación de alguna de las demás medidas cautelares personales.




Artículo 33.- Proporcionalidad de las medidas cautelares. En ningún caso podrá el juez dar lugar a una medida que parezca desproporcionada en relación con la sanción que resulte probable de aplicar en caso de condena.





Artículo 34.- Permiso de salida diaria. Tratándose de un adolescente imputado sujeto a una medida de internación provisoria, el juez podrá, en casos calificados, concederle permiso para salir durante el día, siempre que ello no vulnere los objetivos de la medida. Al efecto, el juez podrá adoptar las providencias que estime convenientes.





Artículo 35.- Principio de oportunidad. Para el ejercicio del principio de oportunidad establecido en el artículo 170 del Código Procesal Penal, los fiscales tendrán en especial consideración la incidencia que su decisión podría tener en la vida futura del adolescente imputado.

Párrafo 4º

Inicio de la persecución de la responsabilidad por la infracción a la ley penal por parte de un adolescente





Artículo 36.- Primera audiencia.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado. Si el juez lo considera necesario, permitirá la intervención de éstos, si estuvieren presentes en la audiencia.





Artículo 37.- Juicio Inmediato. Las reglas del juicio inmediato establecidas en el artículo 235 del Código Procesal Penal serán plenamente aplicables cada vez que el fiscal lo solicite y especialmente cuando se trate de una infracción flagrante imputada a un adolescente.





En estos casos, sólo por razones fundadas que el fiscal señalará en su petición, el juez de garantía podrá autorizar la realización de diligencias concretas y determinadas para la investigación de una infracción flagrante, las que no podrán exceder de 60 días, rigiendo, en lo demás, lo dispuesto en el artículo siguiente. Igual derecho asistirá a la defensa del imputado, en el mismo caso.





Artículo 38.- Plazo para declarar el cierre de la investigación. Transcurrido el plazo máximo de seis meses desde la fecha en que la investigación hubiere sido formalizada, el fiscal procederá a cerrarla, a menos que el juez le hubiere fijado un plazo inferior.





Antes de cumplirse cualquiera de estos plazos, el fiscal podrá solicitar, fundadamente, su ampliación por un máximo de dos meses.

Párrafo 5º

Juicio oral y sentencia





Artículo 39.- Audiencia del juicio oral. El juicio oral, en su caso, deberá tener lugar no antes de los 15 ni después de los 30 días siguientes a la notificación del auto de apertura del juicio oral.





En ningún caso el juicio podrá suspenderse o interrumpirse por un término superior a 72 horas.





Artículo 40.- Audiencia de determinación de la pena. La audiencia a que se refiere el artículo 345 del Código Procesal Penal deberá llevarse a cabo en caso de dictarse sentencia condenatoria. En dicha audiencia, el tribunal podrá requerir la opinión de peritos.





Artículo 41.- Suspensión de la imposición de condena. Cuando hubiere mérito para aplicar sanciones privativas o restrictivas de libertad iguales o inferiores a 540 días,  pero concurrieren antecedentes favorables que hicieren desaconsejable su imposición, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses.




Transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin que el imputado hubiere sido objeto de nuevo requerimiento o de una formalización de la investigación, el tribunal dejará sin efecto la sentencia y, en su reemplazo, decretará el sobreseimiento definitivo de la causa.




Esta suspensión no afectará la responsabilidad civil derivada del delito.




Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de la posibilidad de decretar la suspensión condicional del procedimiento.

TÍTULO III

DE LA EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES Y MEDIDAS

Párrafo 1º

Administración





Artículo 42.- Administración de las medidas no privativas de libertad. El Servicio Nacional de Menores asegurará la existencia en las distintas regiones del país de los programas necesarios para la ejecución y control de las medidas a que se refiere esta ley, las que serán ejecutadas por los colaboradores acreditados que hayan celebrado los convenios respectivos con dicha institución.





Para tal efecto, llevará un registro actualizado de los programas existentes en cada comuna del país, el que estará a disposición de los tribunales competentes.





El Servicio revisará periódicamente la pertinencia e idoneidad de los distintos programas, aprobando su ejecución por parte de los colaboradores acreditados y fiscalizando el cumplimiento de sus objetivos.





En la modalidad de libertad asistida especial se asegurará la intervención de la red institucional y de protección del Estado, según se requiera. Será responsabilidad del Servicio Nacional de Menores la coordinación con los respectivos servicios públicos.





El reglamento a que alude el inciso final del artículo siguiente contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo.





Artículo 43.- Centros de privación de libertad. La administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores.





Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad y a la medida de internación provisoria contenidas en esta ley existirán tres tipos de centros:

a) Los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado.

b) Los Centros Cerrados de Privación de Libertad.

c) Los Centros de Internación Provisoria.





Para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los centros a que se refieren las letras b) y c) precedentes, se establecerá en ellos una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile. Ésta permanecerá fuera del recinto, pero estará autorizada para ingresar en caso de motín o en otras situaciones de grave riesgo para los adolescentes y revisar sus dependencias con el sólo objeto de evitarlas.





La organización y funcionamiento de los recintos aludidos en el presente artículo se regulará en un reglamento dictado por decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Justicia, conforme a las normas contenidas en el presente Título.





Artículo 44.- Condiciones básicas de los centros de privación de libertad. La ejecución de las sanciones privativas de libertad estará dirigida a la reintegración del adolescente al medio libre.





En virtud de ello, deberán desarrollarse acciones tendientes al fortalecimiento del respeto por los derechos de las demás personas y al cumplimiento del proceso de educación formal y considerarse la participación en actividades socioeducativas, de formación y de desarrollo personal.





Artículo 45.- Normas de orden interno y seguridad en recintos de privación de libertad. Los adolescentes estarán sometidos a las normas disciplinarias que dicte la autoridad para mantener la seguridad y el orden. Estas normas deben ser compatibles con los derechos reconocidos en la Constitución, en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.





Dichas normas regularán el uso de la fuerza respecto de los adolescentes y contendrán, a lo menos, los siguientes aspectos:





a) El carácter excepcional y restrictivo del uso de la fuerza, lo que implica que deberá ser utilizada sólo cuando se hayan agotado todos los demás medios de control y por el menor tiempo posible, y





b) La prohibición de aplicar medidas disciplinarias que constituyan castigos corporales, encierro en celda obscura y penas de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del adolescente o sea degradante, cruel o humillante.





Articulo 46.- Normas disciplinarias en recintos de privación de libertad. Las medidas y procedimientos disciplinarios que se dispongan deberán encontrarse contemplados en la normativa del establecimiento y tendrán como fundamento principal contribuir a la seguridad y a la mantención de una vida comunitaria ordenada, debiendo, en todo caso, ser compatibles con el respeto de la dignidad del adolescente.





A estos efectos, la normativa relativa a dichos procedimientos precisará, a lo menos, los siguientes aspectos:





a) Las conductas que constituyen una infracción a la disciplina;





b) El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que se pueden imponer, y





La autoridad competente para imponer esas sanciones y aquella que deberá resolver los recursos que se deduzcan en su contra.





Artículo 47.- Excepcionalidad de la privación de libertad. Las sanciones privativas de libertad que contempla esta ley son de carácter excepcional. Sólo podrán aplicarse en los casos expresamente previstos en ella y siempre como último recurso.





Artículo 48.- Principio de separación. Las personas que se encontraren privadas de libertad por la aplicación de alguna de las sanciones o medidas previstas en esta ley, sea en forma transitoria o permanente, en un lugar determinado o en tránsito, deberán permanecer siempre separadas de los adultos privados de libertad.





Las instituciones encargadas de practicar detenciones, de administrar los recintos en que se deban cumplir sanciones o medidas que implican la privación de libertad, los administradores de los tribunales y, en general, todos los organismos que intervengan en el proceso para determinar la responsabilidad que establece esta ley,  adoptarán las medidas necesarias para dar estricto cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior.





El incumplimiento de esta obligación constituirá una infracción grave a los deberes funcionarios.

Párrafo 2º

Derechos y garantías de la ejecución





Artículo 49.- Derechos en la ejecución de sanciones. Durante la ejecución de las sanciones que regula esta ley, el adolescente tendrá derecho a:





a) Ser tratado de una manera que fortalezca su respeto por los derechos y libertades de las demás personas, resguardando su desarrollo, dignidad e integración social;





b) Ser informado de sus derechos y deberes con relación a las personas e instituciones que lo tuvieren bajo su responsabilidad;





c) Conocer las normas que regulan el régimen interno de las instituciones y los programas a que se encuentre sometido, especialmente en lo relativo a las causales que puedan dar origen a sanciones disciplinarias en su contra o a que se declare el incumplimiento de la sanción;





d) Presentar peticiones ante cualquier autoridad competente de acuerdo a la naturaleza de la petición, obtener una respuesta pronta, solicitar la revisión de su sanción en conformidad a la ley y denunciar la amenaza o violación de alguno de sus derechos ante el juez, y





e) Contar con asesoría permanente de un abogado.





Tratándose de adolescentes sometidos a una medida privativa de libertad, éstos tendrán derecho a:





a) Recibir visitas periódicas, en forma directa y personal, al menos una vez a la semana;





b) La integridad e intimidad personal;





c) Acceder a servicios educativos, y





d) La privacidad y regularidad de las comunicaciones, en especial con sus abogados.

Párrafo 3º

Del control de ejecución de las sanciones





Artículo 50.- Competencia en el control de la ejecución. Los conflictos de derecho que se susciten durante la ejecución de alguna de las sanciones que contempla la presente ley serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse.





En virtud de ello y previa audiencia, el juez de garantía adoptará las medidas tendientes al respeto y cumplimiento de la legalidad de la ejecución y resolverá, en su caso, lo que corresponda en caso de quebrantamiento.





Artículo 51.- Certificación de cumplimiento. La institución que ejecute la sanción, informará sobre el total cumplimiento de la misma a su término, por cualquier medio fidedigno, al juez de que trata el artículo anterior, el que deberá certificar dicho cumplimiento.





Asimismo, deberá informar de cualquier incumplimiento cuando éste se produzca.





Artículo 52.- Quebrantamiento de condena. Si el adolescente no diere cumplimiento a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, el tribunal encargado del control de la ejecución procederá, previa audiencia y según la gravedad del incumplimiento, conforme a las reglas siguientes:





1.- Tratándose de la multa, aplicará en forma sustitutiva la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por un máximo de 30 horas. Si el adolescente no aceptare la medida, aplicará la libertad asistida en cualquiera de sus formas por el tiempo señalado en el numeral tercero del presente artículo. 





2.- Idéntica regla se seguirá en caso de infracción de la prohibición de conducir vehículos motorizados, sin perjuicio de la mantención de la prohibición por el tiempo restante.





3.- Tratándose del incumplimiento de las medidas de reparación del daño y prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se aplicará en forma sustitutiva la libertad asistida en cualquiera de sus formas por un periodo de hasta tres meses.





4.- El incumplimiento de la libertad asistida se sancionará con libertad asistida especial o con internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, con una duración máxima de sesenta días, lo que se determinará según la gravedad de los hechos que fundan la medida, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta.





En caso de incumplimiento reiterado de la libertad asistida, se aplicará lo dispuesto en el siguiente numeral. 





5.- El incumplimiento de la libertad asistida especial dará lugar a la sustitución de la sanción por internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, por un período equivalente al número de días que faltaren por cumplir.





6.- El incumplimiento de la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social podrá sancionarse con la internación en un centro cerrado por un período no superior a los noventa días, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta por el tiempo restante. En caso de reiteración de la misma conducta, podrá aplicarse la sustitución, en forma definitiva, por un período a fijar prudencialmente por el tribunal, que en caso alguno será superior al tiempo de duración de la condena inicialmente impuesta. 




7.- El incumplimiento del régimen de libertad asistida en cualquiera de sus formas al que fuere sometido el adolescente en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, facultará al juez para ordenar que se sustituya su cumplimiento por la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social por el tiempo que resta.





Artículo 53.- Sustitución de condena. El tribunal encargado del control de la ejecución de las sanciones previstas en esta ley, de oficio o a petición del adolescente o su defensor, podrá sustituirla por una menos gravosa, en tanto ello parezca más favorable para la integración social del infractor y se hubiere iniciado su cumplimiento.





Para estos efectos, el juez, en presencia del condenado, su abogado, el Ministerio Público y un representante de la institución encargada de la ejecución de la sanción, examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá. A esta audiencia podrán asistir los padres del adolescente o las personas que legalmente hubieren ejercido la tuición antes de su privación de libertad, y la víctima o su representante. La inasistencia de estos últimos no será nunca obstáculo para el desarrollo de la audiencia.





La resolución que se pronuncie sobre una solicitud de sustitución será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.





En caso alguno la internación en un régimen cerrado podrá sustituirse por una de las sanciones previstas en las letras e) o f) del artículo 6°.





Artículo 54.- Sustitución condicional de las medidas privativas de libertad. La sustitución de una sanción privativa de libertad podrá disponerse de manera condicionada. De esta forma, si se incumpliere la sanción sustitutiva, podrá revocarse su cumplimiento ordenándose la continuación de la sanción originalmente impuesta por el tiempo que faltare.





Artículo 55.- Remisión de condena. El tribunal podrá remitir el cumplimiento del saldo de condena cuando, en base a antecedentes calificados, considere que se ha dado cumplimiento a los objetivos pretendidos con su imposición. Para ello será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y  tercero del artículo 53.





Para los efectos de resolver acerca de la remisión, el tribunal deberá contar con un informe favorable del Servicio Nacional de Menores.





Tratándose de una sanción privativa de libertad, la facultad de remisión sólo podrá ser ejercida si se ha cumplido más de la mitad del tiempo de duración de la sanción originalmente impuesta.

TITULO FINAL





Artículo 56.- Cumplimiento de la mayoría de edad. En caso que el imputado o condenado por una infracción  a la ley penal fuere mayor de dieciocho años o los cumpliere durante la ejecución de cualquiera de las sanciones contempladas en esta ley o durante la tramitación del procedimiento, continuará sometido a las normas de esta ley hasta el término de éste.





Si al momento de alcanzar los dieciocho años restan por cumplir menos de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, permanecerá en el centro de privación de libertad del Servicio Nacional de Menores.





Si al momento de alcanzar los dieciocho años le restan por cumplir más de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, el Servicio Nacional de Menores evacuará un informe fundado al juez de control de ejecución en que solicite la permanencia en el centro cerrado de privación de libertad o sugiera su traslado a un recinto penitenciario administrado por Gendarmería de Chile.





Dicho informe se enviará al tribunal con a lo menos tres meses de anterioridad  a la fecha de cumplimiento de la mayoría de edad y se referirá al proceso de reinserción del adolescente y a la conveniencia, para tal fin, de su permanencia en el centro cerrado de privación de libertad. El informe deberá comunicarse a todas las partes involucradas en el proceso.





En caso de ordenar el tribunal su permanencia, se revisará su situación según se desarrolle el proceso de reinserción en apreciación de la administración del centro.





En caso de ordenar el tribunal su traslado a un recinto penitenciario, las modalidades de ejecución de dicha condena deberán seguir siendo ejecutadas conforme a las prescripciones de esta ley.





Excepcionalmente, el Servicio Nacional de Menores  podrá solicitar al tribunal de control competente que autorice el cumplimiento de la internación en régimen cerrado en un recinto administrado por Gendarmería de Chile, cuando el condenado hubiere cumplido la mayoría de edad y sea declarado responsable de la comisión de un delito o incumpla de manera grave el reglamento del centro poniendo en riesgo la vida e integridad física de otras personas.





En todos los casos previstos en este artículo, el Servicio Nacional de Menores, Gendarmería de Chile y las autoridades que correspondan adoptarán las medidas necesarias para asegurar la separación de las personas sujetas a esta ley menores de dieciocho años con los mayores de edad y de los adultos sujetos a esta ley respecto de los condenados conforme a la ley penal de adultos.





Artículo 57.- Academia Judicial. Para los efectos de lo previsto en el artículo 29, la Academia Judicial considerará la dictación de los cursos de especialización a que esa norma se refiere en el programa de perfeccionamiento destinado a los miembros de los escalafones primario, secundario y de empleados del Poder Judicial.





En todo caso, el requisito establecido en dicha disposición podrá ser acreditado  sobre la base de antecedentes que den cuenta del cumplimiento de cursos de formación especializada en la materia, impartidos por otras instituciones alternativas a la Academia Judicial. La certificación respectiva la emitirá dicha institución, en base a los antecedentes que proporcione el solicitante.





Artículo 58.- Restricción de libertad de menores de catorce años. Si se sorprendiere a un menor de catorce años  en la ejecución flagrante de una conducta que, cometida por un adolescente constituiría delito, los agentes policiales ejercerán todas las facultades legales para restablecer el orden y la tranquilidad públicas y dar la debida protección a la víctima en amparo de sus derechos.





Una vez cumplidos dichos propósitos, la autoridad respectiva deberá poner al niño a disposición del tribunal de familia a fin de que éste procure su adecuada protección. En todo caso, tratándose de infracciones de menor entidad podrá entregar al niño inmediata y directamente a sus padres y personas que lo tengan a su cuidado y, de no ser ello posible, lo entregará a un adulto que se haga responsable de él, prefiriendo a aquellos con quienes tuviere una relación de parentesco, informando en todo caso al Tribunal de Familia competente.





Para los efectos de que el fiscal pueda interrogar al menor en calidad de testigo, se estará a las normas generales que regulan la materia.





Artículo 59.- Modificaciones al Decreto Ley N° 645 de 1925. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 2° del Decreto Ley N° 645 de 1925, que crea el Registro Nacional de Condenas: “Los antecedentes relativos a los procesos o condenas de menores de edad sólo podrán ser consignados en los certificados que se emitan para ingresar a las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Gendarmería de Chile y a la Policía de Investigaciones o para los fines establecidos en el inciso primero del presente artículo.”.





Artículo 60.- Modificaciones al Código Penal. Introdúcense las siguientes modificaciones:

a) Sustitúyese el número 2º del artículo 10 por el siguiente:

“2º El menor de dieciocho años. La responsabilidad de los menores de dieciocho años y mayores de catorce se regulará por lo dispuesto en la ley de responsabilidad penal juvenil.”.

b) Derógase el número 3º del artículo 10.

c) Suprímese el inciso primero del artículo 72.





Artículo 61.- Modificaciones a la Ley N° 18.287. Derógase el artículo 26 de la ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.





Artículo 62.- Modificaciones al Código de Justicia Militar. Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 135, por el siguiente: “Los menores de edad exentos de responsabilidad penal serán puestos a disposición del tribunal competente en asuntos de familia.”.





Artículo 63.- Modificaciones a la Ley de Menores. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 16.618, que fija el texto definitivo de la Ley de Menores:

a) Derógase el artículo 16;
b) En el inciso segundo del artículo 16 bis, suprímese la siguiente frase: “De la misma forma procederá respecto de un menor de dieciséis años imputado de haber cometido una falta.”.

c) Suprímese el inciso cuarto del artículo 16 bis.

d) Deróganse los artículos 28 y 29.

e) Suprímese el inciso segundo del artículo 31.

f) Deróganse los artículos 41, 51, 52, 53, 58 y 65.

g) Sustitúyese el artículo 71, por el siguiente:

“Artículo 71. El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido mediante el Ministerio de Justicia, determinará los Centros de Diagnósticos existentes y su localización.”.





Artículo 64.- Modificaciones a la Ley N° 19.640. En el inciso primero del artículo 72, sustitúyese el guarismo "625" por "647", referido a la categoría “Fiscal Adjunto”; el guarismo "69" por "70", referido a la categoría “Jefe de Unidad”, y el guarismo "860" por "866" referido a la categoría “Profesionales".




Artículo 65.- Modificaciones al Código Orgánico de Tribunales. Introdúcense las siguientes modificaciones:

1.  Al artículo 14:

a) En la letra f), a continuación de la palabra “penal”, sustitúyese la coma (,) y la letra “y” por un punto y coma (;).

b) Reemplázase la actual letra g), que pasa a ser letra h), por la siguiente:

“g) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.

2. Al artículo 16, en el acápite que en cada caso se señala:

a.- Quinta Región de Valparaíso:

En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Viña del Mar, con seis jueces,” por la siguiente: “Viña del Mar, con siete jueces,”.

b.- Octava Región del Bío Bío:

En el párrafo noveno, reemplázase la expresión “Coronel, con un juez,” por la siguiente: “Coronel, con dos jueces,”.

c.- Décima Región de Los Lagos:

En el párrafo final, reemplázase la expresión “Castro, con un juez,” por la siguiente: “Castro, con dos jueces,”

d.- Región Metropolitana de Santiago:

En el párrafo segundo, reemplázase la expresión “Puente Alto, con siete jueces”, por la siguiente: “Puente Alto, con ocho jueces”. 

En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,”, por “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”; la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,”, por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”; la expresión “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,” por “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”, y la expresión “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,” por “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”.

3. Al artículo 18:

a) En la letra c), a continuación de la expresión “juicio oral”, elimínase la coma (,) y la letra “y”, y en su reemplazo, introdúcese un punto coma (;).

b) Reemplázase la actual letra d), que pasa a ser letra e), por la siguiente: 

“d) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.

4. En el artículo 21, reemplázase, en el acápite referido a la Región Metropolitana de Santiago, la expresión “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con quince jueces,”, por “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces,”.

5. Incorpórase un artículo 47 C, nuevo, del tenor siguiente:

“Artículo 47 C.- Tratándose de los tribunales de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones podrán ejercer las potestades señaladas en el artículo 47, ordenando que uno o más de los jueces del tribunal se aboquen en forma exclusiva al conocimiento de las infracciones de los adolescentes a la ley penal, en calidad de jueces de garantía, cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere.”.

6. Sustitúyese el artículo 585 bis, por el siguiente: 

“Artículo 585 bis. Lo dispuesto en los artículos 567, 578, 580 y 581 será aplicable a los recintos en que se ejecuten las medidas de internación provisoria y de internación en régimen cerrado establecidas en la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.”.




Artículo 66.- Modificaciones a la Ley  Nº 19.665. Agrégase en el inciso primero del artículo 6° de la ley N° 19.665, un párrafo final del siguiente tenor:


“Juzgados con dieciocho jueces: dieciocho jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y cuarenta y tres funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.”  


Artículo 67.- Modificaciones a la Ley N° 19.718. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 28 de la ley N° 19.718, que fija la planta de personal de la Defensoría Penal Pública:

a) Reemplázase, para los profesionales grado 7°, el guarismo “16” por “18”.

b) Reemplázase, para los administrativos grado 17°, el guarismo “20” por “21”.

c) Reemplázase, para el Total Planta, el guarismo “454” por “457”.”





Artículo 68.- Modificaciones a la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley 19.968: 

a) En el número 10 del artículo 8°, sustitúyese la expresión “29” por “30” y agrégase el siguiente párrafo nuevo antes del punto y coma (;) que pasa a ser punto seguido (.): “El procedimiento se sujetará a las reglas establecidas en el párrafo cuarto del Título IV de la presente ley;”.

b) Incorpórase al artículo 8° el siguiente numeral 10 bis, nuevo: 

“10 bis) Las infracciones que en caso de ser ejecutadas por mayores de edad constituirían faltas y que no dan lugar a responsabilidad penal, conforme al artículo 102 A. El juzgamiento de las mismas se someterá a las reglas establecidas en el párrafo cuarto del Título IV de la presente ley.”.

c) Incorpórase, a continuación del artículo 102, el siguiente párrafo cuarto, nuevo:

“Párrafo cuarto

Procedimiento Contravencional ante los Tribunales de Familia





Artículo 102 A.- Las faltas contenidas en la legislación vigente que sean cometidas por adolescentes, constituirán contravenciones de carácter administrativo para todos los efectos legales y su juzgamiento se sujetará al procedimiento regulado en este párrafo.





Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior únicamente las faltas tipificadas en los artículos 494, N°s 1, 4, 5, y 19, este último en lo que dice relación con el artículo 477; en el artículo 494 bis y en el artículo 496, N°s 5 y 26, todos del Código Penal, y aquellas contempladas en la ley Nº 20.000 o en los cuerpos normativos que la sustituyan, cometidas por adolescentes mayores de 16 años, cuyo conocimiento estará sujeto a lo preceptuado por la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.





Artículo 102 B.- Será aplicable al proceso contravencional lo dispuesto en los párrafos primero, segundo y tercero del Título III de esta ley, en lo que no sea incompatible con lo dispuesto en el presente título y con la naturaleza infraccional de las faltas a juzgar.





Artículo 102 C.- Será competente para el conocimiento de los asuntos a que se refiere el inciso primero del artículo 102 A el tribunal del lugar en que se hubiere ejecutado el hecho. Tratándose de los asuntos a que se refiere el numeral 10 del artículo 8°, será competente el tribunal del domicilio del menor, sin perjuicio de la potestad cautelar que pudiere corresponder al tribunal que inicialmente conozca del asunto en razón del lugar donde se cometió el hecho.





Artículo 102 D.- El procedimiento podrá iniciarse con el sólo mérito del parte policial que dé cuenta de la denuncia interpuesta por un particular o de la falta flagrante en que se haya sorprendido a un adolescente. En ambos casos la policía procederá a citar al adolescente para que concurra a primera audiencia ante el tribunal, lo que deberá quedar consignado en el parte respectivo.





Los particulares también podrán formular la denuncia directamente al tribunal.




Artículo 102 E.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse también a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado, y al denunciante o al afectado, según corresponda.





Todos quienes sean citados deberán concurrir a la audiencia con sus medios de prueba.





Artículo 102 F.- Si el adolescente no concurriere a la primera citación, el tribunal podrá ordenar que sea conducido a su presencia por medio de la fuerza pública. En este caso se procurará que la detención se practique en el tiempo más próximo posible al horario de audiencias del tribunal.





Artículo 102 G.-  El adolescente tendrá derecho a guardar silencio.





Artículo 102 H.- Al inicio de la audiencia, el juez explicará al adolescente sus derechos y, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, lo interrogará sobre la veracidad de los hechos imputados por el requerimiento. En caso de que el adolescente reconozca los hechos, el juez dictará sentencia de inmediato, la que no será susceptible de recurso alguno.





En la sentencia se podrá imponer la sanción de amonestación si ésta resulta proporcionada a la gravedad de los hechos y a la edad del adolescente para responsabilizarlo por la contravención, a menos que mediare reiteración, en cuyo caso deberá imponerse alguna de las restantes sanciones previstas en el artículo 102 J.





Artículo 102 I.- Si el adolescente negare los hechos o guardare silencio, se realizará el juzgamiento de inmediato, procediéndose a oír a los comparecientes y a recibir la prueba, tras lo cual se preguntará al adolescente si tiene algo que agregar. Con su declaración o sin ella, el juez pronunciará sentencia de absolución o condena.





Artículo 102 J.- El juez podrá imponer al adolescente únicamente alguna de las siguientes sanciones contravencionales:

m) Amonestación;

n) Reparación material del daño;

o) Petición de disculpas al ofendido o afectado;

p) Multa de hasta 2 Unidades Tributarias Mensuales;

q) Servicios en beneficio de la comunidad, de ejecución instantánea o por un máximo de tres horas, y

r) Prohibición temporal de asistir a determinados espectáculos, hasta por tres meses.




El tribunal podrá aplicar conjuntamente más de una de las sanciones contempladas en este artículo, lo que deberá fundamentarse en la sentencia.




Artículo 102 K.- Las sentencias definitivas dictadas en procesos por infracciones cometidas por adolescentes serán inapelables.




Artículo 102 L.- A solicitud de parte, el juez podrá sustituir una sanción por otra durante el cumplimiento de la misma.





Artículo 102 M.- En caso de incumplimiento de la sanción impuesta, el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público para los efectos previstos en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.”.




Artículo 69.- Preferencia para integrar ternas. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 281 del Código Orgánico de Tribunales, tendrán preferencia para ser incluidos en las ternas elaboradas para proveer cargos de juez de garantía unipersonales y juez de letras con competencia de garantía los postulantes que hubieren cumplido el curso de especialización a que se refieren los artículos 29 y 56 de la presente ley.





Artículo 70.- Modificaciones a la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile. Modifícase el Decreto Ley N° 2.859, que contiene la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, en la forma que sigue:
1) En el artículo 3°, letra a), agrégase a continuación el punto final la siguiente oración: “Además, deberá estar a cargo de la seguridad perimetral de los centros del Servicio Nacional de Menores para la internación provisoria y el cumplimiento de las sanciones privativas de libertad de los adolescentes por infracción de ley penal.”.

2) En el artículo 3°, agrégase a continuación de la letra c), la siguiente letra d):

“d) Colaborar en la vigilancia de los Centros del Servicio Nacional de Menores para adolescentes que se encuentran en internación provisoria o con sanción privativa de libertad, realizando las siguientes funciones: 

1. Ejercer la vigilancia y custodia perimetral permanente de los centros privativos de libertad.

2. Controlar el ingreso al centro.

3. Colaborar en el manejo de conflictos al interior de los centros, tales como fugas, motines y riñas.

4. Asesorar a los funcionarios del Servicio Nacional de Menores en el manejo de conflictos internos y de la seguridad en general.

5. Realizar los traslados de los adolescentes a tribunales y a otras instancias externas de acuerdo a solicitudes de la autoridad competente.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 1°.- Vigencia.  La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación.

Artículo 2°.- Nombramientos. La provisión de los cargos de Jueces de Garantía, Jueces de Tribunal Oral en lo Penal y Fiscales del Ministerio Público que establece la presente ley se realizará de acuerdo a las reglas generales aplicables en cada caso, considerando solamente las siguientes excepciones:

a) Los nuevos cargos deberán encontrarse provistos con a lo menos 45 días de antelación a la fecha en que empezará a regir el sistema, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo precedente;

b) Para los efectos de dar cumplimiento a lo previsto en la letra a) en el caso de los Jueces de Garantía e integrantes del Tribunal Oral en lo Penal, las Cortes de Apelaciones respectivas deberán elaborar y remitir al Ministerio de Justicia la nómina con las ternas respectivas para cada cargo dentro del plazo de sesenta días contado desde la publicación de esta ley.

Artículo 3º.- Cursos de especialización. La exigencia de especialización y las modalidades de integración de la sala del tribunal de juicio oral en lo penal y de distribución de asuntos en los tribunales con competencia en materias criminales se aplicarán seis meses después de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

En todo caso, las Cortes de Apelaciones podrán prorrogar dicho término por otros seis meses, por motivos fundados.”.

- - -


Acordado en sesión de fecha 30 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente), y señores Edgardo Boeninger Kausel, Alejandro Foxley Rioseco  y José García Ruminot.


Sala de la Comisión, a 1 de septiembre de 2005.


(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE

                Secretario
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 SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE AUMENTA LAS PENAS EN CASOS DE DELITOS DE MALTRATO DE OBRA A CARABINEROS CON RESULTADO DE MUERTE O LESIONES GRAVES

(3587-02)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Vicepresidente de la República. 



A la sesión en que se estudió el proyecto de ley, asistieron, además de los miembros de la Comisión, los Honorables Senadores señores Fernando Cordero Rusque y Rodolfo Stange Oelkers.


Concurrieron, especialmente invitados, el Subsecretario de Carabineros, señor Felipe Harboe, el Jefe del Departamento Jurídico de dicha entidad, Capitán de Justicia de Carabineros, señor Alvaro Castillo, y los asesores, señores Raúl Pieratini y Jaime Lepe, y la señora Paulina Donkaster. En representación de Carabineros de Chile asistió el General de Justicia, señor Patricio Moya. A su vez, representando a la Policía de Investigaciones participó el Prefecto Inspector, señor Carlos Wise. Concurrieron, además, el Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios (ANFUP), señor Carlos Donoso, su Vicepresidente, señor Leopoldo Henríquez, y el Secretario Nacional, señor Boris Henríquez .


Cabe dejar constancia que la Comisión acordó considerar en forma especial, durante el estudio de esta iniciativa, dos Mociones parlamentarias. La primera, presentada por el Honorable Senador señor Cantero y por el ex Senador señor Lagos, mediante la cual se inicia un proyecto de ley que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas, y el Código de Justicia Militar, a fin de sancionar los atentados contra la fuerza pública (Boletín Nº 2.352-07), presentada en esta Corporación con fecha 22 de junio de 1999. La segunda, es un proyecto de ley presentado por el Honorable Senador señor Stange, que modifica la penalidad de los delitos contra el personal de Carabineros de Chile (Boletín Nº 3.325-07), cuya tramitación se inició con fecha 27 de agosto de 2003.

- - - - - - -

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS



Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:



1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay



2.-
Indicaciones aprobadas: no hay.



3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 2 y 6.



4.-
Indicaciones rechazadas: no hay.



5.-
Indicaciones retiradas: números 1, 3, 4, 5, 7, 8, 9, 10,11.



6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.




- - - - - - -


Antes de entrar a estudiar en particular el proyecto de ley, la Comisión escuchó los planteamientos realizados por la Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios (ANFUP).


El señor Carlos Donoso, Presidente de la señalada Asociación, explicó que la entidad que él representa estima conveniente que las modificaciones incluidas en la presente iniciativa que modifican el Código de Justicia Militar y la ley orgánica de la Policía de Investigaciones, se hagan también extensivas al personal de Gendarmería de Chile.


Acotó que, si bien es cierto Gendarmería de Chile no se rige por los cuerpos legales antes señalados, sino que por su ley orgánica contenida en el decreto ley N° 2.859, de 1979, y por las disposiciones generales contenidas en el Código Penal, no es menos cierto que por los mismos argumentos señalados en el Mensaje que dio origen a este proyecto, se permitiría aumentar las sanciones para quienes atenten contra alguno de sus funcionarios, otorgándoles así una mayor protección jurídica, al igual que a Carabineros e Investigaciones.


Indicó que Gendarmería de Chile también es un órgano que pertenece a la Administración Centralizada del Estado, al cual se le han asignado competencias especiales y exclusivas asociadas a la seguridad.


Agregó que la función de Gendarmería requiere un marco jurídico ejemplarizador y disuasivo para quienes pretendan o intenten interferir en su legítimo actuar, especialmente cuando dichas conductas se traducen en atentados directos y graves contra la vida o integridad física de los funcionarios que se encuentren en el ejercicio de sus labores.


Hizo presente que su institución sustenta parte de su fortaleza en el recurso humano que la integra, siendo necesario que éste cuente con los debidos resguardos legales que dispongan sanciones proporcionales al mal producido y a los bienes jurídicos afectados. Añadió que la sobrecarga de trabajo del personal operativo y los bajos niveles de remuneración acrecientan aún más este problema.


Señaló que hoy en día, así como la sociedad debe hacer frente a delincuentes más jóvenes y avezados y a organizaciones dedicadas al crimen y al narcotráfico, los funcionarios de Gendarmería deben enfrentar en los establecimientos penitenciarios a un tipo de reclusos más peligrosos, que no dudarán en agredirles o darles muerte. 


Enunció una serie de acontecimientos que dan cuenta de la agresividad con que actúan los internos en los recintos penales. Es el caso de: 

· El rescate de reos Lautaristas desde el Hospital Sótero del Río en el año 1991, en donde perdieron la vida tres funcionarios de Gendarmería.

· El motín con toma de rehenes en el antiguo penal de Valparaíso el año 1996, en donde fueron lesionados cinco funcionarios.

· La fuga de reos desde el Centro Penitenciario de Rancagua en el año 2003, oportunidad en que siete reos huyeron premunidos de armas de fuego, y en donde resultaron heridos de gravedad quince funcionarios.

· El motín en el Centro Penitenciario de Rancagua el 24 de enero del año 2004, en que resultaron con lesiones de diversa consideración siete funcionarios.


Expresó que se deben agregar a lo anterior, las constantes agresiones verbales y físicas de que es víctima el personal en el ejercicio de sus funciones, situaciones que si bien no aparecen registradas en la prensa, constituyen uno de los mayores inconvenientes para ejercer eficaz y eficientemente las funciones propias de la institución.  


Concluyó que existe la urgente necesidad de que el personal de Gendarmería de Chile cuente con disposiciones especiales que resguarden la integridad de sus funcionarios, lo que sin duda se traducirá en una mejor prestación de servicios a la sociedad y en un mayor nivel de seguridad ciudadana. Por las razones ya expresadas, solicitó incluir en el presente proyecto de ley al personal de esa institución.


El Subsecretario de Carabineros, señor Felipe Harboe, manifestó que el Ejecutivo está conteste en otorgar una mayor protección jurídica al personal de Gendarmería de Chile en vista de la particular y peligrosa labor que ellos realizan, consistente en el resguardo de la población penal dentro de las cárceles. Sin embargo, precisó que la función del personal de Carabineros e Investigaciones tiene una connotación distinta, en el sentido de que ésta se realiza en la calle en contacto directo con la ciudadanía. De allí que, añadió, el tema deba ser abordado con una técnica legislativa diferente para cada una de estas instituciones.


Agregó que ha sostenido conversaciones con el Ministerio de Justicia, del cual depende administrativamente Gendarmería de Chile, con el objetivo de legislar en favor de la totalidad de sus funcionarios.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, compartió el apoyo manifestado por el señor Harboe. No obstante, hizo presente que la inclusión de los funcionarios de Gendarmería de Chile dentro de la presente iniciativa legal se aparta de las ideas matrices de la misma. En efecto, explicó, el Mensaje que da origen al proyecto indica que su propósito es aumentar el ámbito de aplicación y las penas establecidas para el delito de maltrato de obra cometido en contra de los miembros de  Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones, en el ejercicio de sus funciones, cuando tal acción conlleve como resultado la muerte o lesiones graves, supeditando, por tanto, dichos beneficios sólo a los funcionarios pertenecientes a estas dos instituciones. Por ello, concluyó que resulta improcedente incluir otra distinta.


La Comisión, tomando en cuenta esta situación, acordó, en forma unánime, oficiar al Ministerio de Justicia con el objetivo de expresar su preocupación por otorgar una mayor protección jurídica al personal de Gendarmería, solicitando a dicha Cartera que, a la brevedad, elabore y presente un proyecto de ley de similares características a la iniciativa en estudio. De no prosperar esta solicitud, los miembros de la Comisión dejaron constancia que presentarán una Moción parlamentaria que acoja esta aspiración, por tratarse de una materia que no requiere de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

- - - - - - -



Se efectúa, a continuación, una relación de las indicaciones que se presentaron, explicándose su contenido, así como las disposiciones del proyecto en que inciden. Del mismo modo, se consignan los acuerdos adoptados por la Comisión en relación a cada una de ellas.

DISCUSION EN PARTICULAR

Artículo 1°

  
 Introduce las siguientes modificaciones en el Código de Justicia Militar:

Número1)


Con el número1) reemplaza el artículo 416 por el siguiente:



“Artículo 416.- El que matare a un carabinero que se encontrare en el ejercicio de sus funciones será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.”.


 


El Honorable Senador señor Viera-Gallo hizo presente que, de acuerdo a su entender, el delito descrito actualmente en el artículo 416 N° 1 del Código de Justicia Militar, que sanciona al que violentare o maltratare de obra a un Carabinero en el ejercicio de sus funciones causándole la muerte, es una figura más amplia que la propuesta por el proyecto de ley, ya que para su configuración no exige dolo de matar por ser un delito de resultado, el cual sí sería necesario para el ilícito de homicidio contemplado en el artículo 416 propuesto en la iniciativa. 





Señaló que, a su juicio, la norma propuesta viene a resultar menos drástica que el precepto actualmente vigente.





El Subsecretario de Carabineros, señor Harboe, hizo presente que el proyecto de ley tipifica como delitos independientes los de homicidio y lesiones en sus distintos grados, armonizando así este régimen con el establecido en el Código Penal, que contempla un sistema de sanciones proporcionales al daño producido. 


  La indicación número 1 del H. Senador señor Stange, agrega al artículo 416 propuesto, el siguiente inciso segundo nuevo:



“Cuando se hiciere uso de arma de fuego en contra de un carabinero que se encontrare en ejercicio de sus funciones, se presumirá la intención de cometer este delito, cualquiera sea el resultado material del mismo.”.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que la indicación era innecesaria, toda vez que las hipótesis imperfectas de delitos, en sus grados de tentativa y frustración, dispuestos en el artículo 7° del Código Penal, ya incluyen la figura propuesta por el citado señor Senador. Agregó que estos preceptos son de aplicación supletoria a las normas especiales contendidas en el Código de Justicia Militar y en la ley orgánica de Investigaciones de Chile.


El Honorable Senador señor Stange, en atención a la explicación del Honorable Senador señor Espina, retiró su indicación.

 



Considerando que la idea del proyecto, como lo explicó el señor Harboe, fue establecer en forma independiente los delitos de homicidio y lesiones siguiendo los criterios del Código Penal, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó mantener en sus mismos términos este numeral 1).
Número 2)


Con el número 2) se sustituye el artículo 416 bis por el siguiente:



“Artículo 416 bis.- El que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un carabinero que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, o bien atentare en su contra, será castigado:



1.º Con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, si de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.



2.º Con presidio menor en sus grados medio a máximo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.



3.º Con presidio menor en sus grados mínimo a medio, si le causare lesiones menos graves.



4.º Con prisión en su grado máximo o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.”.


A esta disposición se presentaron las indicaciones números 2, 3 y 11.

  
La indicación número 2, de S.E. el Presidente de la República, reemplaza los numerales 2º, 3º y 4º del artículo 416 bis propuesto por los siguientes:



“2º. Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de 30 días.



3º. Con presidio menor en grado medio a máximo, si le causare lesiones menos graves.



4º. Con presidio menor en su grado mínimo, o multa de once a veinte unidades tributarias si le ocasionare lesiones leves.”.

                                                 La indicación número 3, del Honorable Senador señor Cordero, sustituye el numeral 2º del artículo 416 bis propuesto por el siguiente:



“2º. Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido incapacidad para el trabajo por más de 30 días.”.


                                     La indicación número 11, del Honorable Senador señor Cordero, reemplaza los numerales 3° y 4° del artículo 416 bis, por los siguientes:



“3º.- Con presidio menor en su grado medio a máximo, si le causare lesiones menos graves.



4º.- Con presidio menor en su grado máximo o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.”.”



En primer término, El Honorable Senador señor Viera-Gallo solicitó eliminar la frase “o bien atentare en su contra,”, incluida en el encabezado del artículo, ya que puede producir confusión de interpretación, puesto que la norma consagra claramente las conductas sancionadas, que son herir, golpear o maltratar de obra a un Carabinero en el ejercicio de sus funciones.


La Comisión coincidió con el planteamiento anterior y acordó suprimir la citada frase. Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Stange y Viera-Gallo, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

 En cuanto a la gravedad de las sanciones propuestas en el número 1°, el Prefecto Inspector, señor Wise, acotó que la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio (5 años y un día a 15 años), puede rebajarse por el concurso de eventuales atenuantes de que pudiera gozar el condenado por dichas lesiones, lo que podría llevar a disminuir en dos grados la sanción, llegándose a presidio menor en grado mínimo a medio, lo que le permitiría fácilmente optar al beneficio de remisión condicional de la pena.


El Honorable Senador señor Espina, tomando en cuenta los fundamentos del Inspector Wise y considerando el aumento de las sanciones para los otros tipos de lesiones propuestas por la indicación número 2), sugirió fijar como pena única del delito de lesiones gravísimas el presidio mayor en su grado medio (10 años y un día a 15 años), evitando así que el condenado pueda acceder al citado beneficio de remisión condicional de la pena.


Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, con los votos a favor de los  Honorables Senadores señores Espina, Stange y Viera-Gallo, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Puesta en análisis la indicación número 2 del Ejecutivo, la Comisión estuvo por aprobarla, considerando que la penalidad asignada al delito de lesiones gravísimas y graves cometido en contra del personal policial se gradúa, al igual que en el Código Penal, de acuerdo a los días de enfermedad o incapacidad que le causen a la víctima. 

 
Se tuvo presente, no obstante, que en la práctica, los avances científicos y tecnológicos de la medicina permiten que lesiones de gran consideración, como una herida de bala, supongan una recuperación rápida que no logre completar los 30 días de imposibilidad laboral exigidos para configurar el delito de lesiones graves. En consecuencia, se estimó que no existe una correspondencia entre la gravedad jurídica del ilícito cometido y la gravedad médica de la lesión producida por el mismo.

 
Por esta razón, la Comisión aprobó la señalada indicación del Ejecutivo, que aumenta las penas para las distintas hipótesis del delito de lesiones.


                          
En cuanto al númeral 4°, la Comisión, además, rebajó el monto de la multa de once a veinte unidades tributarias mensuales a otra de seis a once de dichas unidades, con el objetivo de  hacerla coincidir con la establecida por la ley N° 20.048, que recientemente modificó el Código Penal y el Código de Justicia Militar en materia de desacato.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo, a propósito del establecimiento de multas como sanción en los ilícitos contemplados en la presente iniciativa legal, hizo presente que las personas sin recursos que sean condenados por estos delitos no están obligadas al pago de las mismas, en virtud del privilegio de pobreza.


La aprobación con enmiendas de la indicación número 2) fue acordada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Stange y Viera-Gallo.

El Honorable Senador señor Cordero, considerando que la indicación del Ejecutivo apuntaba al mismo objetivo buscado por él en orden a aumentar las penas para el delito de lesiones en contra de un Carabinero, retiró sus indicaciones números 3 y 11.

0 0 0


 A continuación, el Honorable Senador señor Espina indicó que si el propósito del presente proyecto de ley es otorgar una mayor protección legal a los Carabineros que se encuentren en el ejercicio de sus funciones, procedía añadir un artículo que sancione los delitos de castración y mutilación, tipificados en los artículos 395 y 396 del Código Penal, para que cuando éstos se perpetren en contra de dichos funcionarios, se aumente su penalidad en un grado.





Señaló que el citado artículo 395 dispone que el que maliciosamente castrare a otro será castigado con presidio mayor en sus grados mínimo a medio, en tanto que el artículo 396 prescribe que cualquiera otra mutilación de un miembro importante que deje al paciente en la imposibilidad de valerse por sí mismo o de ejecutar las funciones naturales que antes ejecutaba, hecha también con malicia, será penada con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y que, en los casos de mutilaciones de miembros menos importantes, como un dedo o una oreja, la pena será presidio menor en sus grados mínimo a medio.


La Comisión, considerando los fundamentos dados por el Honorable Senador señor Espina, acogió su sugerencia y acordó agregar un nuevo numeral 3) al artículo 1° del proyecto de ley, para agregar un artículo 416 ter al Código de Justicia Militar, en los siguientes términos:

 
“Artículo 416 ter.- Las penas establecidas en los artículos 395 y 396 del Código Penal,  serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un Carabinero en el ejercicio de sus funciones.”
 
Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, en virtud del inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, con los votos a favor de los  Honorables Senadores señores Espina, Stange y Viera-Gallo.
0 0 0


 


Enseguida, la Comisión acordó modificar el artículo 417 del Código de Justicia Militar, que sanciona al que amenazare en los términos del artículo 296 del Código Penal, ofendiere o injuriare de palabra, por escrito o por cualquier otro medio a Carabineros a uno de sus integrantes con conocimiento de su calidad de miembro de esa institución, unidades o reparticiones, con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.


Dicha modificación consiste, en primer lugar, en incorporar en el señalado precepto una mención al artículo 297 del  Código Penal, que sanciona otras formas de amenaza y, en segundo lugar, en suprimir la oración “ofendiere o injuriare de palabra, por escrito o por cualquier otro medio”, con el objetivo de eliminar el delito de injuria, el cual, de acuerdo al artículo 416 del Código Penal, es toda expresión proferida o acción ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona. Con ello, el ilícito queda circunscrito sólo al delito de amenazas, dejando fuera las injurias, que podrán ser perseguidas por los funcionarios afectados de acuerdo a las reglas generales del Código Penal.


Se hizo presente, además, que la no inclusión del delito de injurias obedece a los criterios que la Comisión tuvo a la vista al estudiar el proyecto que dio lugar a la ley N° 20.018, sobre desacato.


Con estas enmiendas, el texto del artículo 417 del Código de Justicia Militar quedaría como sigue:


 


“Artículo 417.- El que amenazare en los términos del artículo 296 y 297 del Código Penal a uno de los integrantes de Carabineros de Chile con conocimiento de su calidad de miembro de esa Institución, unidades o reparticiones, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.” 


Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, en virtud de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, con los votos a favor de los  Honorables Senadores señores Espina, Stange y Viera-Gallo.
0 0 0

Artículo 2°





 La Comisión consideró que las normas que se establezcan para los funcionarios de la Policía de Investigaciones de Chile deben ser análogas a las que se acordaron para Carabineros, que fueron analizadas en el artículo 1°. 





Por tal razón, acordó aplicar a este artículo 2° del proyecto los mismos criterios en que se fundamentaron las enmiendas introducidas para Carabineros a través del artículo 1°.


Este artículo 2° introduce las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 2.460, de 1979, ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile:

Número 1)


El numeral
1) reemplaza el artículo 17 del referido decreto con fuerza de ley N° 2.460, por el siguiente:



“Artículo 17.- El que matare a un miembro de la Policía de Investigaciones de Chile que se encontrare en el ejercicio de sus funciones será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.”.

                                                 La indicación número 4, del Honorable Senador señor Stange, propone agregar al artículo 17 propuesto, el siguiente inciso nuevo:



“Cuando se hiciere uso de arma de fuego en contra de un miembro de la Policía de Investigaciones de Chile que se encontrare en ejercicio de sus funciones, se presumirá la intención de cometer este delito, cualquiera sea el resultado material del mismo.”.


La Comisión resolvió mantener este numeral en sus mismos términos.


El Honorable Senador señor Stange, considerando los mismos argumentos dados en el artículo 1°, número 1), del proyecto de ley, retiró su indicación.

Número 2)



El numeral 2) intercala el siguiente artículo 17 bis:



“Artículo 17 bis.- El que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un miembro de la Policía de Investigaciones de Chile que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, o bien atentare en su contra, será castigado:



1.- Con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, si de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.



2.- Con presidio menor en sus grados medio a máximo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.



3.- Con presidio menor en sus grados mínimo a medio, si le causare lesiones menos graves.



4.- Con prisión en su grado máximo o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.

 
Asimismo, el que amenazare u ofendiere públicamente a un miembro de la Policía de Investigaciones de Chile en el desempeño de sus deberes funcionarios será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio.”.


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Cordero, sustituye, en el numeral 1 del artículo 17 propuesto, la frase “presidio mayor en sus grados mínimo a medio” por “presidio mayor en su grado medio”.

                                                La indicación número 6, de S.E. el Presidente de la República, reemplaza los numerales 2.-, 3.- y 4.- del artículo 17 bis propuesto por los siguientes:



“2.- Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de 30 días.



3.- Con presidio menor en grado medio a máximo, si le causare lesiones menos graves.



4.- Con presidio menor en su grado mínimo, o multa de once a veinte unidades tributarias si le ocasionare lesiones leves.



Asimismo, el que amenazare u ofendiere públicamente a un miembro de la Policía de Investigaciones de Chile en el desempeño de sus deberes funcionarios será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio.”.

 
La indicación número 7, del Honorable Senador señor Cordero, sustituye, en el numeral 2 del artículo 17 bis propuesto, la frase “presidio menor en sus grados medio a máximo” por “presidio mayor en su grado mínimo”.

 
La indicación número 8, del Honorable Senador señor Cordero, reemplaza, en el numeral 3 del artículo 17 bis propuesto, la frase “presidio menor en sus grados mínimo a medio” por “presidio menor en su grado máximo”.

 
La indicación número 9, del Honorable Senador señor Cordero, sustituye el numeral 4 del artículo 17 bis propuesto por el siguiente:



“4.- Con presidio o reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a cuatro Unidades Tributarias Mensuales si le ocasionare lesiones leves.”.


La Comisión acordó aprobar con modificaciones la indicación número 6, rebajando el monto de las multas dispuestas en el numeral 4 del artículo 17 bis, de once a veinte unidades tributarias mensuales por otro de seis a once unidades tributarias mensuales, de acuerdo a los mismos fundamentos dispuestos en el artículo 1° numeral 2). Además, decidió suprimir en este precepto el inciso final y agregar a este artículo 2° un numeral 4), nuevo, que agrega un artículo 17 quáter, que sanciona el delito de amenazas en contra de un funcionario de la Policía de Investigaciones, como se verá en su oportunidad. 


 


Lo anterior fue acordado unánimemente por los miembros de la Comisión, con los votos a favor los Honorables Senadores señores Espina, Stange y Viera-Gallo. 


El Honorable Senador señor Cordero retiró las indicaciones números 5, 7, 8 y 9 por cuanto éstas fueron recogidas por la indicación número 6 del Ejecutivo.

0 0 0


A continuación, la Comisión, considerando los fundamentos dados por el Honorable Senador señor Espina a propósito de las enmiendas referidas a Carabineros, acordó agregar un nuevo numeral 3) al artículo 2° del proyecto de ley, que incorpora un artículo 17 ter, nuevo, a la ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, con el propósito de establecer que las penas dispuestas en los artículos 395 y 396 del Código Penal, relativas a los delitos de castración y mutilación, cuando sean perpetrados en contra de un funcionario de esta institución, serán aumentadas en un grado.

 
Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, con los votos a favor de los  Honorables Senadores señores Espina, Stange y Viera-Gallo.
0 0 0

 
Como se señaló anteriormente, la Comisión, atendiendo los mismos argumentos en que se basó la enmienda introducida al Código de Justicia Militar para el caso de Carabineros, acordó incorporar a la ley orgánica de la Policía de Investigaciones, un nuevo artículo 17 quáter,  del siguiente tenor:


 


“Artículo 17 quáter.- El que amenazare en los términos del artículo 296 y 297 del Código Penal a uno de los integrantes de la Policía de Investigaciones de Chile con conocimiento de su calidad de miembro de esa Institución, unidades o reparticiones, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.” 


Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, en virtud de lo prescrito por el inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado, con los votos a favor de los  Honorables Senadores señores Espina, Stange y Viera-Gallo.
0 0 0

 
Finalmente, la indicación número 10, del Honorable Senador señor Stange, agrega el siguiente artículo nuevo:



“Artículo…- Introdúcense los siguientes artículos 15 A y 15 B al Decreto ley Nº 2.859 de 1979, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile:



“Artículo 15 A.- El que matare a un miembro de Gendarmería de Chile en el ejercicio de sus funciones, será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.



Cuando se hiciere uso de arma de fuego en contra de un miembro de Gendarmería de Chile que se encontrare en ejercicio de sus funciones, se presumirá la intención de cometer este delito, cualquiera sea el resultado material del mismo.



Artículo 15 B.- El que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un miembro de Gendarmería de Chile que se encontrare en ejercicio de sus funciones, o bien atentare en su contra, será castigado:



1º Con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, si de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.



2º Con presidio menor en sus grados medio a máximo, si las lesiones produjeren el ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.



3º Con presidio menor en sus grados mínimo a medio, si le causare lesiones menos graves.



4º Con prisión en su grado máximo o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.”.”.

 
El Honorable Senador señor Stange retiró la indicación número 10, considerando el acuerdo adoptado por la Comisión de solicitar al Ministerio de Justicia la presentación de un proyecto de ley que, en términos análogos a la presente iniciativa, regule el caso de los funcionarios de Gendarmería.

º º º º

MODIFICACIONES PROPUESTAS


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley acogido en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°

Número 2)


Eliminar en el inciso primero del artículo 416 bis la frase:”o bien atentare en su contra,” seguida de una coma (,). Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.(3x0)


Reemplazar en el numeral 1°, la expresión “presidio mayor en sus grados mínimo a medio” por “ presidio mayor en su grado medio”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (3x0) 


 


Sustituir los numerales 2°, 3º y 4º del artículo 416 bis propuesto por los siguientes:


“2º. Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.


3º. Con presidio menor en grado medio a máximo, si le causare lesiones menos graves.


4º. Con presidio menor en su grado mínimo, o multa de seis a once unidades tributarias mensuales si le ocasionare lesiones leves.”. Indicación número 2. (3x0)
0 0 0

 
Números 3) y 4), nuevos


 


Agregar como tales los siguientes:

 
“3) Incorpórase el siguiente artículo 416 ter, nuevo:


“Artículo 416 ter.- Las penas establecidas en los artículos 395 y 396 del Código Penal, serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un Carabinero en el ejercicio de sus funciones.”
                                 
4) Sustitúyese el artículo 417 por el siguiente:

                                
 “Artículo 417.- El que amenazare en los términos de los artículos 296 y 297 del Código Penal a uno de los integrantes de Carabineros de Chile con conocimiento de su calidad de miembro de esa Institución, unidades o reparticiones, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (3x0)

ooo

Artículo 2°

Número 2)

  



Eliminar en el inciso primero del artículo 17 bis la frase:”o bien atentare en su contra,” seguida de una coma (,). Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (3x0)





Reemplazar en el numeral 1°, la expresión “presidio mayor en sus grados mínimo a medio” por “ presidio mayor en su grado medio”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (3x0) 


 


Sustituir los numerales 2°, 3º y 4º del artículo 17 bis propuesto por los siguientes:





“2º. Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.





3º. Con presidio menor en grado medio a máximo, si le causare lesiones menos graves.





4º. Con presidio menor en su grado mínimo, o multa de seis a once unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.” 





Suprimir su inciso final. Indicación número 6. (3x0)

0 0 0

Números 3) y 4), nuevos


Incorporar como tales los siguientes:
 



“3) Agrégase el siguiente artículo 17 ter, nuevo:

 
 


“Artículo 17 ter.- Las penas establecidas en los artículos 395 y 396 del Código Penal,  serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un funcionario de la Policía de Investigaciones de Chile en el ejercicio de sus funciones.” 

                                 
4) Agrégase el siguiente artículo 17 quáter, nuevo:

                                
 “Artículo 17 quáter.- El que amenazare en los términos de los artículos 296 y 297 del Código Penal a uno de los integrantes de la Policía de Investigaciones de Chile con conocimiento de su calidad de miembro de esa Institución, unidades o reparticiones, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.”. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (3x0)

- - - - -

TEXTO PROPUESTO AL SENADO


Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Justicia Militar:


1) Reemplázase el artículo 416 por el siguiente:


“Artículo 416.- El que matare a un carabinero que se encontrare en el ejercicio de sus funciones será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.”.

                                 
2) Sustitúyese el artículo 416 bis por el siguiente:


“Artículo 416 bis.- El que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un carabinero que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, será castigado:


1.º Con la pena de presidio mayor en su grado medio, si de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.


2.º Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.


3.º Con presidio menor en grado medio a máximo, si le causare lesiones menos graves.


4.º Con presidio menor en su grado mínimo  o multa de seis a once unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.”.

              
3) Incorpórase el siguiente artículo 416 ter, nuevo:

                                  
“Artículo 416 ter.- Las penas establecidas en los artículos 395 y 396 del Código Penal, serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un Carabinero en el ejercicio de sus funciones.”.

                                                4) Sustitúyese el artículo 417 por el siguiente:

 
“Art. 417.- El que amenazare en los términos de los artículos 296 y 297 del Código Penal a uno de los integrantes de Carabineros de Chile con conocimiento de su calidad de miembro de esa Institución, unidades o reparticiones, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.

                                   
Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 2.460, de 1979, ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile:


1) Reemplázase el artículo 17 por el siguiente:

                                
   “Artículo 17.- El que matare a un miembro de la Policía de Investigaciones de Chile que se encontrare en el ejercicio de sus funciones será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado .”

                                
 2) Intercálase el siguiente artículo 17 bis:


“Artículo 17 bis.- El que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un miembro de la Policía de Investigaciones de Chile que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, será castigado:


1.- Con la pena de presidio mayor en su grado medio, si de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.


2.- Con presidio menor en su grado  máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.


3.- Con presidio menor en grado medio a máximo, si le causare lesiones menos graves.


4.- Con presidio menor en su grado mínimo o multa de seis a once unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.”.

                                 
3) Agrégase el siguiente artículo 17  ter, nuevo:

 
“Artículo 17 ter.- Las penas establecidas en los artículos 395 y 396 del Código Penal, serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un funcionario de la Policía de Investigaciones de Chile en el ejercicio de sus funciones.”.
                                 
4) Agrégase el siguiente artículo 17 quáter, nuevo:


“Artículo 17 quáter.- El que amenazare en los términos de los artículos 296 y 297 del Código Penal a uno de los integrantes de la Policía de Investigaciones de Chile con conocimiento de su calidad de miembro de esa Institución, unidades o reparticiones, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 30 de agosto de 2005, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Sergio Fernández Fernández (Marcos Aburto Ochoa), Rodolfo Stange Oelkers (Sergio Fernández Fernández) y José Antonio Viera-Gallo Quesney.


Sala de la Comisión, a 2 de septiembre de 2005.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 13 DEL DFL. Nº 120, DE 1960, DE HACIENDA, LEY ORGÁNICA DE POLLA CHILENA DE BENEFICENCIA

(2815-05)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en Moción del Honorable Diputado señor Navarro.

- - -


A las sesiones en que se debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre; el Presidente del Directorio de la Polla Chilena de Beneficencia, señor Sergio Henríquez; el Gerente General, señor Santiago González, y la Fiscal, señora Paulina Chiffelle, y los asesores jurídicos del Ministerio de Hacienda, señores Manuel Brito y Adrián Fuentes, y de la Dirección de Presupuestos, señor Francisco Javier González.

- - -


Cabe hacer presente que por ser originalmente el proyecto de artículo único, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO


El principal objetivo de la iniciativa en informe consiste en modificar la nómina actual de beneficiarios de los recursos que administran la “Polla Chilena de Beneficencia” y la Lotería de Concepción, y la proporción en que se distribuyen los fondos entre diversas entidades.

- - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presentes los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Decreto Nº 152, de 1980, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del D.F.L. Nº 120, de 1960, Ley Orgánica de Polla Chilena de Beneficencia.


- Ley N° 18.586, que establece normas sobre Lotería de Concepción.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Moción


En dicho documento, su autor hace presente que entre las instituciones que conforman la Administración del Estado, la Polla Chilena de Beneficencia, institución fundada en 1934 y que hoy tiene la forma de una sociedad anónima del Estado, tiene por objeto específico administrar juegos de azar, garantizar la fe pública y generar recursos al Estado y a las instituciones que su estatuto jurídico contempla.


Conforme a dicho estatuto, Polla Chilena paga, de los ingresos líquidos percibidos por concepto de las ventas, un porcentaje al Fisco por concepto de impuesto especial, y del remanente se destina una parte a premios de los juegos; otra nuevamente al Fisco bajo el concepto de “rentas generales de la Nación”; un porcentaje ingresa al patrimonio de la Pollla, y el porcentaje restante se distribuye entre los beneficiarios que establece la propia ley, y en la forma que ella indica, en su artículo 13.


En la moción se expresa que los denominados “beneficiarios” son instituciones la mayoría privadas, sin fines de lucro y los montos se distribuyen entre ellas sin un criterio claro y lógico, y que dado que los porcentajes de distribución fueron fijados legalmente, sólo es posible modificarlos también por ley.


El autor de la moción señala que el proyecto tiene por objeto replantear quienes pueden ser beneficiarios de estos fondos públicos y proponer una nueva distribución de los dineros fiscales. Ello, se dice, por cuanto no aparece plenamente justificado el porqué se beneficia a determinadas instituciones privadas que aparecen en la ley de Polla en desmedro de otras que integran el quehacer nacional y que no son destinatarias del beneficio.


A continuación explica que en el listado de instituciones beneficiarias de la Polla existen algunas que aparecen injustificadamente y que en consecuencia deben salir del listado, en beneficio de otras que sí merecerían el apoyo económico estatal.


Los criterios que se proponen para la inclusión y exclusión son los siguientes:


- Deben mantenerse aquellas instituciones que trabajan y realizan labores de beneficencia y asistencia a menores, discapacitados, ancianidad y misceláneas como Bomberos y Cruz Roja.


- Debe excluirse las demás instituciones en atención a que respecto de ellas concurre una o más de las consideraciones siguientes:


- No van en ayuda de grupos de riesgo o altamente vulnerables.


- Corresponden a entidades con fines particulares y a instituciones privadas de educación que no tendrían por qué beneficiarse de manera especial por un fondo estatal.


- Sus balances o estados financieros informados al Ministerio de Justicia no son satisfactorios.


- Su situación financiera consolidada no los hace merecedores de un aporte fiscal directo y especial.


El autor de la moción menciona especialmente el caso de CEMA-Chile, institución que conforme a sus estatutos persigue el “bienestar material y espiritual de la mujer chilena” y señala que el Estado se ha hecho cargo de manera importante, masiva y al más alto rango, de la multiplicidad de problemas que rodean a la  mujer, creando y destinando recursos a nivel ministerial y de servicios públicos para este sector de la sociedad, a través, entre otras instituciones, del Servicio Nacional de la Mujer.


Añade que, paralelamente, CEMA-Chile ha logrado un nivel de autonomía y financiamiento que no resultan compatibles con la exigua subvención fiscal de Polla destinada a asistir a instituciones benéficas con permanentes problemas de financiamiento.


Atendido lo anterior, en su opinión  no resulta justificable una subvención especial por parte del Estado a CEMA-Chile.


Por el proyecto de ley dejan de tener la calidad de beneficiarios de los ingresos de la empresa estatal Polla Chilena de Beneficencia la Fundación Graciela Letelier de Ibáñez CEMA-Chile y la Fundación Septiembre.


Como consecuencia de ello, se propone una reasignación de los recursos que ellas perciben entre otras instituciones, las que se verán fortalecidas y beneficiadas en lo financiero, sin tener que generar recursos fiscales nuevos.

DISCUSIÓN EN GENERAL


En la primera de las sesiones celebradas por la Comisión los señores Senadores presentes manifestaron dudas sobre la iniciativa parlamentaria en la materia, dado que el artículo 62 de la Constitución Política de la República confiere al Presidente de la República la iniciativa exclusiva en los asuntos que conciernan a la administración financiera o presupuestaria del Estado, razón por la cual se acordó, por la unanimidad de los miembros presentes, enviar el proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para solicitar el parecer de esa   Comisión  especializada  al  respecto,  lo que se hizo mediante oficio N° H/30, de fecha 4 de julio de 2002.


El Honorable Senador señor Ominami informó a los demás integrantes de la Comisión que atendido el tiempo transcurrido había conversado con el señor Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, quien le había manifestado que dado que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento no se había pronunciado, debía entenderse que no existirían observaciones respecto de la constitucionalidad de la iniciativa legal en informe.


Los representantes de la Polla Chilena de Beneficencia efectuaron una presentación acerca de los juegos de azar que administra la entidad, en particular aquellos que derivan del D.F.L. Nº 120, que se modifica en la iniciativa en informe, los montos brutos recaudados, la forma de distribución de dichos montos entre las distintas instituciones beneficiarias, la evolución de los aportes desde el año 2000 a la fecha, y las exigencias para el pago de beneficios.


1.- Respecto de la distribución de los montos brutos recaudados, los datos que aportaron son los siguientes:

	
	%
	2004 en MM$ Dic.2004

	Venta
	100,00
	8.793

	Fisco
	17,39
	1.529

	Instituciones Beneficiarias
	4,35
	382

	Sub. Total Aportes
	21,74
	1.912

	Premios
	52,17
	4.588

	Comisión Agentes
	9,00
	791

	Administración
	17,09
	1.502

	Totales
	100,00
	8.793



2.- En lo referente al 4,35% del monto recaudado que se distribuye entre las diferentes instituciones beneficiarias, explicaron que la evolución de dichos aportes, desde el año 2000 hasta el mes de junio de 2005, se puede graficar como a continuación se indica:

	Instituciones Beneficiarias
	% en el Total de Aportes
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	Al 06/2005

	Consejo de Defensa del Niño
	0,01
	13
	11
	10
	9
	10
	4

	Corporación de Ayuda al Menor CORDAM (1)
	0,04
	50
	45
	38
	38
	38
	16

	Corporación de Ayuda al Niño Limitado – COANIL
	0,04
	50
	45
	38
	38
	38
	16

	Corporación Nacional de Protección a la Ancianidad
	0,04
	50
	45
	38
	38
	38
	16

	Cruz Roja de Chile
	0,01
	10
	9
	8
	8
	8
	3

	Cuerpo de Bomberos de Chile
	0,07
	78
	69
	59
	58
	59
	24

	Fondo Nacional de Salud
	0,01
	13
	11
	10
	9
	10
	4

	Fundación Adolfo Matthei
	0,00
	5
	4
	4
	4
	4
	2

	Fundación Graciela Letelier de Ibañez – CEMA CHILE
	0,09
	100
	89
	76
	75
	76
	31

	Fundación Nacional de Jardines Infantiles y Navidad (2)
	0,04
	50
	45
	38
	38
	38
	16

	Fundación Septiembre
	0,01
	8
	7
	6
	6
	6
	2

	Sociedad de Asistencia y Capacitación
	0,01
	15
	13
	11
	11
	11
	5

	Sociedad Pro-Ayuda al Niño Lisiado
	0,03
	30
	27
	23
	23
	23
	9

	Voto Nacional O Higgins
	0,03
	30
	27
	23
	23
	23
	9

	Total
	0,45
	502
	447
	382
	377
	382
	156


(1): Ultimo pago directo abril 2004, luego los fondos se entregan a rentas generales.

(2): Ultimo pago directo diciembre 2002, luego los fondos se entregan a rentas generales


3.- Observaron que la Fundación de Jardines Infantiles y Navidad fue disuelta por decreto supremo 251, de 26 de marzo de 2004 y que la Corporación de Ayuda al Menor informó su disolución el 27 de agosto de 2004, encontrándose pendiente el decreto que aprueba su disolución. Informaron que los beneficios de ambas se entregan a Rentas Generales de la Nación según dictámenes Nºs 7673 de 17 de febrero de 2004 y 56528, de 12 de noviembre de 2004, de la Contraloría General de la República.


4.- Señalaron que las exigencias para la entrega de los aportes a las instituciones beneficiarias son las siguientes: acreditar vigencia de la personalidad jurídica mediante certificado del Ministerio de Justicia; los representantes legales deben acreditar sus poderes y conferir poder para el retiro de cheques; se debe informar las modificaciones estatutarias y deben comunicarse los integrantes de la directiva.


La Fundación Cema Chile informó que sus representantes no concurrirían a la sesión de la Comisión, remitió cuadros demostrativos de ingresos y gastos relativos a los aportes efectuados a esa institución por Polla Chilena de Beneficencia en los últimos 6 años, e hizo presente que estima que el cese de esa contribución sólo perjudicará a los sectores desposeídos que son depositarios de su acción social.


La Fundación Septiembre, por su parte, informó, por escrito, que de conformidad con sus estatutos tiene por finalidad contribuir con los gastos de educación de los hijos de oficiales y personal de las Fuerzas Armadas y Carabineros caídos en actos de servicio a partir del 11 de septiembre de 1973.


Con tal propósito, se captaron donaciones de diversas instituciones, empresas, asociaciones e instituciones privadas, las cuales se invirtieron en diversos inmuebles que permitieron generar rentas para solventar el pago de matrículas en establecimientos educacionales, de los hijos que sufrieron la pérdida de su padre. Adicionalmente, la Fundación fue favorecida con el aporte de un 1,5% de los ingresos líquidos de los sorteos de la Polla de Beneficencia.


La información de detalle de las actividades realizadas y de la forma en que se han invertido los fondos administrados por el Directorio de la Fundación consta de las memorias y balances que se han entregado anualmente al Ministerio de Justicia, conforme lo exige la ley.


El documento que la Fundación Septiembre hizo llegar a la Comisión señala que el proyecto en informe coincide con el término de la finalidad de la Fundación, ya que el último de los jóvenes beneficiados por la Fundación concluye sus estudios el año 2011 y que existen los fondos necesarios para ello, por lo que hacen un reconocimiento formal de la ayuda prestada por la Polla Chilena de Beneficencia, que contribuyó a las labores desarrolladas, y que, por lo tanto, no tienen reparos al proyecto de ley en estudio.


El representante del Ministerio de Hacienda sostuvo que el Ejecutivo mantiene su opinión, ya planteada durante la tramitación de la indicativa en la Cámara de Diputados, en cuanto a que la materia que aborda el proyecto es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, no obstante lo cual se considera conveniente proceder a una revisión de los beneficiarios de Polla Chilena de Beneficencia, por lo que se encuentran trabajando al respecto y apoyarían una iniciativa encaminada a racionalizar el listado de beneficiarios de Polla.


En relación con lo expuesto, observó que en el Ejecutivo se analiza la posibilidad de apoyar la moción con una indicación sustitutiva, o bien presentar a tramitación legislativa un nuevo proyecto de ley.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que en la circunscripción que representa hay varios centros de Cema-Chile, los que desarrollan una valiosa labor con la comunidad. Por otra parte, agregó, opina que el dinero que recibe Cema-Chile de Polla es escaso y querer privar a la entidad de esos aportes es básicamente un problema de odiosidad política. Precisó que, no obstante no apoyar que se eliminen los aportes a la aludida Fundación, estima que los estatutos de la entidad debieran corregirse para que la dirección no esté radicada en una persona determinada, con nombre y apellido.


El Honorable Senador señor García manifestó que en la ciudad de Temuco Cema-Chile tiene un importante centro de capacitación, abierto al público en general, y que los distintos alcaldes de la ciudad han mantenido el apoyo a Cema-Chile, por cuanto la entidad realiza un trabajo serio y no de proselitismo político. 


El Honorable Senador señor Foxley opinó que en una sociedad democrática y pluralista no es adecuado que la dirección de la Fundación Cema-Chile continúe radicada en la persona que la dirige en la actualidad.


Sometido a votación en general el proyecto, la idea de legislar resultó aprobada por tres votos a favor y dos abstenciones. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley y Ominami. Se abstuvieron la Honorable Senadora señora Matthei y el Honorable Senador señor García.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El proyecto consta de un artículo único que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, ley orgánica de Polla Chilena de Beneficencia, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto Nº 152, de 1980, del Ministerio de Hacienda, de la siguiente manera:


1. Reemplaza en el número 5, el guarismo “10%” por “13%”.


2. Sustituye en el número 6, el guarismo “10%” por “13%”.


3. Reemplaza en el número 7, el guarismo “2%” por “10%”.


4. Sustituye en el número 8, el guarismo “15,5%” por “23%”.


5. Deroga los número 9 y 11.


El mencionado artículo 13 establece que los fondos destinados a los beneficiarios se distribuirán entre ellos en la proporción que indica en seguida en varios numerales.


El número 5 señala que a la Corporación de Ayuda al Menor (CORDAM), corresponderá un 10%; el número 6 otorga a la Corporación de Ayuda al Niño Limitado (COANIL) otro 10%; el número 7 entrega a la Cruz Roja de Chile un 2%; el número 8 asigna al Cuerpo de Bomberos de Chile el 15,5%; el número 9 favorece a la Fundación Graciela Letelier de Ibáñez- CEMA-Chile el 20%, y el número 11 otorga a la Fundación Septiembre el 1,5%.


El Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), formuló indicación para sustituir el artículo único por el siguiente:


“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, del Ministerio de Hacienda, de 1960, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 152, del Ministerio de Hacienda, publicado en el Diario Oficial de 02 de junio de 1980, por el siguiente:


“Artículo 13.- Los fondos destinados a los beneficiarios se distribuirán entre ellos en la siguiente proporción:


1.- Banco Nacional de Sangre   2,5%


2.- Consejo de Defensa del Niño   2,5%


3.- Consejo Nacional de Protección a la Ancianidad   10%


4.- Corporación de Ayuda al Niño Limitado, COANIL   14%


5.- Cruz Roja de Chile   10%


6.- Cuerpo de Bomberos de Chile   20%


7.- Fundación de Instrucción Agrícola Adolfo Matthei   2%


8.- Sociedad de Asistencia y Capacitación   2%


9.- Sociedad Pro-Ayuda al Niño Lisiado   6%


10.- Voto Nacional O’Higgins   6%


11.- Asociación de Guías y Scouts de Chile   15%


12.- Fundación de Beneficencia Aldea de niños Cardenal Raúl Silva Henríquez   10%


La participación de los beneficiarios se liquidará y pagará dentro de los diez días primeros de cada mes y comprenderá los recursos que hubieren ingresado al fondo dentro del tercer mes precedente al de liquidación y pago.”.”.


- La Comisión rechazó la indicación precedente por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.


Cabe hacer presente que, no obstante el rechazo de la indicación del Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), algunos aspectos en ella contenidos se recogen en la indicación sustitutiva del Ejecutivo, que se explicará a continuación.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir el texto del proyecto, por el siguiente:

“Artículo 1°.- Modifíquese el artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley N° 120, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que contiene la Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia S.A., cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo del Ministerio de Hacienda N° 152, de 1980, de la siguiente manera:

1) Reemplázase en el numeral 1.-, la frase “Banco Nacional de Sangre”, por “Fondo Nacional de Salud”.
2) Deróguese el numeral 2, 5 y 11, modificándose la numeración correlativa subsiguiente y sustitúyase el actual numeral 9, que pasa a ser 7, por el siguiente:

“7.- Fundación de Beneficencia Aldea de niños Cardenal Raúl Silva Henríquez 15%”.

3) Reemplazase los guarismos previstos en los siguientes numerales, de la siguiente forma:

En el numeral 1.-, “2,5” por “3,0”; en el actual numeral 3.-, que pasa a ser 2.-, “2,5%” por “6,0”; los actuales numerales 4.- y 6.-, que pasan a ser 3.- y 4.-, “10%” por “12%”; en el actual numeral 7.-, que pasa a ser 5.-, “2%” por “8%”; en el actual numeral 8.-, que pasa a ser 6.-, “15,5%” por “20%”; en el actual numeral 10., que pasa a ser 8.-,“1%” por “2%”; en el actual numeral 12.-, que pasa a ser 9.-, “3%” por “5%”; en el actual numeral 13.- que pasa a ser 10.-, “6%” por “10%”; y en el actual numeral 14, que pasa a ser 11, “6%”, por “7%”.

4) Agrégase el siguiente nuevo inciso segundo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero y final:

“A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda o de Justicia, en el caso de las Corporaciones o Fundaciones, cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este articulo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes, en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”.

Artículo 2°.- Modifíquese el inciso primero del artículo 6° de la Ley N° 18.568, que establece normas sobre Lotería de Concepción, del siguiente modo:

1) Suprímase las siguientes referencias: “-Fundación Graciela Letelier de Ibáñez – CEMA CHILE 3,0%” y “Corporación de Ayuda al Menor – CORDAM 3,0%”.

2) Reemplazase los guarismos “2,0%” por “4,0%” y “4,0%” por “5,0”, correspondientes a Cruz Roja de Chile y al Servicio de Salud, Concepción-Arauco para el Hospital "Guillermo Grant Benavente", respectivamente.

Asimismo, sustitúyase el guarismo “3,0%”, correspondiente a la Corporación Nacional de Protección a la Ancianidad - CONAPRAN y a la Corporación de Ayuda al Niño Limitado –COANIL, por “4,5%”, respectivamente.

3) Agrégase el siguiente nuevo inciso segundo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero y final:

“A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda o de Justicia, en el caso de las Corporaciones o Fundaciones, cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este articulo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”.

Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir treinta días después de su publicación en el Diario Oficial.".
Los representantes del Ejecutivo explicaron que con la indicación se  reemplaza y perfecciona el proyecto de ley en informe, iniciado por moción del Diputado señor Navarro, y se refunde con otra iniciativa similar, originada por moción conjunta de las diputadas Señoras Caraball, Mella y Sepúlveda y los diputados Señores Araya, Escalona, Jaramillo, Ojeda, Ortiz, Robles y Walker, más los aportes que el Ejecutivo ha estimado pertinente incorporar.

Hicieron presente, en primer término, que el Decreto Supremo N° 152, de 1980, de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del DFL 120, de Hacienda, de 1960, Ley Orgánica de Polla Chilena de Beneficencia, autorizó a Polla Chilena de Beneficencia a realizar 26 sorteos anuales de lotería, determinar sus fechas y montos de las emisiones, valor de los boletos, sistemas de premios y, en general las demás condiciones técnicas que sean necesarias, dentro de la normativa que determine el Ministerio de Hacienda, a propuesta de la Gerencia General de Polla Chilena.

Señalaron que, por otra parte, el referido sorteo de lotería considera para la distribución de los ingresos un porcentaje para beneficiarios o instituciones de bien común. En efecto, el artículo 10 del D.F.L. N° 120 antes individualizado, dispone que del valor total de los boletos vendidos, excluido el impuesto, establecido en el artículo 2° de la ley 18.110, se destinará el 5% a constituir un fondo de beneficiarios que actualmente se distribuye entre 14 instituciones de beneficencia con diferentes porcentajes.

Destacar que el fondo de beneficiarios se forma con el 5 % del valor total de los boletos vendidos, excluido el impuesto del 15% que establece la Ley N° 18.110.

En segundo lugar, expresaron que la Ley N° 18.568, de 1986, autoriza a la Universidad de Concepción para mantener, realizar y administrar un sistema de sorteos de lotería, en conformidad a las disposiciones de dicha ley.

Para tal efecto, la realización y administración del sistema de sorteos de Lotería, se hace a través de una repartición denominada Lotería de Concepción, que es parte integrante de la Universidad de Concepción y carece de personalidad Jurídica.

Informaron que Lotería de Concepción es administrada por el organismo colegiado superior de la Universidad de Concepción, que puede delegar alguna de sus facultades en el gerente de la señalada Lotería en la forma que determine el reglamento.

Respecto de los fundamentos de la indicación sustitutiva, hicieron notar que existe, desde antiguo, una preocupación de diversos sectores del país, por actualizar y revisar los aportes contemplados en la ley orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia y Lotería de Concepción, ya sea para eliminar aquellas instituciones que no cuentan con existencia legal, como también para revisar si efectivamente se encuentran realizando una labor social significativa, en virtud de la cual el legislador las favoreció como beneficiarias del Fondo, o bien dejaron de cumplir ese rol.

Entre las instituciones beneficiarias de la Polla Chilena y Lotería de Concepción, se cuentan algunas cuya función social es totalmente significativa e incluso, irremplazable. Es el caso, por ejemplo, de Bomberos de Chile o Cruz Roja de Chile.


Manifestaron que hay instituciones beneficiarias que han dejado de tener existencia legal.

Es así como han acordado su disolución: la “Fundación de Jardines Infantiles y de Navidad”, antes el “Comité Nacional de Jardines Infantiles y Navidad” y la “Corporación de Ayuda al Menor- CORDAM”. Esta última institución, también es beneficiaria del Fondo de Lotería de Concepción, previsto en el artículo 6° de la Ley N° 18.568.

La Fundación de Jardines Infantiles y de Navidad fue disuelta por Decreto Supremo N° 251 del Ministerio de Justicia, de fecha 26 de marzo de 2004, que aprobó el acuerdo de disolución y cancelación de su personalidad jurídica, publicado en el Diario Oficial de fecha 11 de mayo de 2004.

Por su parte, la Corporación de Ayuda al Menor ha comunicado a Polla Chilena con fecha 27.08.2004, que en Asamblea Extraordinaria de Socios se acordó poner término a esta Corporación y que se han efectuado todos los trámites necesarios para concretar la disolución ante el Ministerio de Justicia, encontrándose aún pendiente la publicación del respectivo decreto en el Diario Oficial.

A su vez, la Contraloría General de la República, mediante Dictamen N° 007673 de fecha 17 de febrero de 2004, emitió un pronunciamiento respecto de los aportes que Polla Chilena de Beneficencia entregaba a la “Fundación de Jardines Infantiles y Navidad”, en su calidad de beneficiaria del sistema de sorteos, disponiendo que ellos debían cesar a partir de la fecha en que dicha entidad ha dejado de cumplir el objeto para el cual fue constituida, sin esperar la publicación en el Diario Oficial del decreto supremo que apruebe su disolución. Asimismo, dispuso que los recursos que le correspondían como beneficiaria de Polla Chilena debían ser ingresados a Rentas Generales de la Nación.

Consultada la opinión de dicho organismo fiscalizador respecto a la factibilidad de que las sumas correspondientes al aporte que percibe la fundación disuelta sean distribuidas entre las demás entidades titulares del fondo de beneficiarios, la entidad fiscalizadora, concluyó, que ello no es procedente, toda vez que el artículo 13 del cuerpo legal individualizado, le ha asignado nominativamente a cada institución un determinado porcentaje de participación en dicho fondo, sin haber previsto un sistema de acrecimiento entre estos beneficiarios, en caso de faltar alguno de ellos.

Recordaron que la Fundación Septiembre, mediante carta de 12.06.2005, comunicó a esta Comisión que había cumplido los objetivos para los cuales había sido creada, agradeciendo el apoyo financiero que para dicho efecto había recibido del sistema de sorteos de Polla Chilena de Beneficencia, y su disposición, en consecuencia, a ser restada como beneficiaria del mismo.

Hicieron presente que el Banco Nacional de Sangre no existe desde la creación del Sistema Nacional de Servicios de Salud, por lo que el Ministerio de Salud, mediante Oficio MIN.SALUD (O) N°0894 de 17 de agosto de 1981, solicitó a la Empresa Polla Chilena S.A., que los fondos provenientes del Decreto Ley N° 2413, destinados a los bancos de sangre fueren ingresados a una cuenta especial en el Fondo Nacional de Salud, contra la cual solo se giraría por disposición expresa de esa Subsecretaría de Estado.
De esta manera, desde esa fecha, Polla Chilena ha venido entregando los aportes destinados por el referido texto legal, al Banco Nacional de Sangre, al Fondo Nacional de Salud (FONASA), situación que debería ser actualizada, a través de la presente iniciativa de ley, reemplazándose la expresión “Banco Nacional de Sangre” por “Fondo Nacional de Salud”.

Aseguraron que un reciente estudio del Ministerio de Planificación y el Ministerio de Justicia, concluye que de los actuales beneficiarios de la Polla Chilena, sólo dos entidades realizan una labor social significativa e irremplazable: Bomberos de Chile y Cruz Roja. En conjunto perciben un 17,5% de los recursos del Fondo de polla Chilena de Beneficencia. En tanto que Cruz Roja de Chile, recibe un aporte del 2% del Fondo de Lotería de Concepción.

El resto de las instituciones, por su parte, realizan una labor significativa pero compartida con otras instituciones, como sucede con Conaprán, Conail, Fundación de Instrucción Agrícola Adolfo Matthei, Sociedad de Asistencia y Capacitación y Sociedad Pro-Ayuda al Niño Lisiado. Finalmente, existen otras instituciones, según el referido estudio, que en la actualidad no realizan actividad significativa, entre éstas se encuentran la Fundación de Jardines Infantiles y Navidad, Cordam, Cema Chile, Fundación Septiembre, Voto Nacional O’Higgins.


Se refirieron a la necesidad de sustituir beneficiarias racionalizando distribución del Fondo.

Recordaron que entre los beneficiarios del Fondo de Polla Chilena de Beneficencia S.A., se encuentran el Comité Nacional de Jardines Infantiles y Navidad y la Corporación de Ayuda al Menor CORDAM, ambas con una asignación de un 10% del Fondo cada una, sin existencia legal en la actualidad. Por otra parte, se mantiene como beneficiaria del Fondo, la Fundación Graciela Letelier de Ibáñez (CEMA Chile), con una asignación de un 20%.

Las dos últimas entidades, también participan del Fondo de beneficiarios de Lotería de Concepción, con una asignación de un 3%, tanto para CORDAM como para CEMA-Chile.

Pusieron de relieve que, en la actualidad, la Fundación Graciela Letelier de Ibáñez (CEMA Chile), en la práctica, no se encuentra desarrollando una labor social significativa, reduciéndose su aporte exclusivamente a sus socios, sin presentar un impacto en la comunidad, como sucede con el resto de las entidades beneficiarias individualizadas, como Bomberos cuya función es irremplazable.

Por ello, manifestaron se propone suprimir y sustituir, según el caso, a estas entidades como beneficiarias de ambos Fondos. Se busca una necesaria actualización y racionalización de la distribución de éstos. Para ello, se propone en el caso del Fondo de Polla Chilena de Beneficencia, la incorporación de una nueva entidad beneficiaria que, realizando una labor de bien social en favor de la comunidad, no cuentan en la actualidad con el suficiente respaldo financiero. En tanto que, para el Fondo de Lotería de Concepción, se propone redistribuir entre las entidades de mayor beneficio social actualmente favorecidas, los montos que quedan disponibles con la racionalización propuesta.

Con la aprobación de la presente indicación sustitutiva al proyecto de ley del rubro, se permitiría redestinar los recursos del Fondo que ya se encuentran liberados por haberse extinguido algunas de las beneficiarias o con la supresión de algunas instituciones actualmente favorecidas, que no desempeñan un rol relevante.

Así, en el caso del Fondo de Lotería de Concepción, los fondos liberados incrementarían a algunas de la las instituciones actualmente favorecidas, que se consideran socialmente más relevantes.

En tanto que, respecto de las instituciones del Fondo de Polla Chilena de Beneficencia que se suprimen o se encuentran extinguidas, en su reemplazo se incorporaría como beneficiaria una nueva institución que reconocidamente efectúan una labor de alto impacto social: la Fundación de beneficencia Aldea de niños Cardenal Raúl Silva Henríquez. En la actualidad esta institución presenta una urgente necesidad de recursos, debido a la extinción de los aportes que recibía desde su fundación.

Atendido a lo anterior, la indicación establece que los dineros correspondientes al porcentaje total de las instituciones antes referidas se redistribuya entre los restantes beneficiarios que permanecen y la nueva entidad que incorpora.

Asimismo, para el caso de que una entidad beneficiaria cese en la consecución de su objetivo principal para el cual fue creada, se propone una norma a fin de permitir que su porcentaje asignado se redistribuya entre los beneficiarios que permanecen como tales, a prorrata de sus respectivas participaciones en el Fondo de Beneficiarios, sin necesidad de esperar una enmienda legislativa para solucionar esta situación.


- La indicación sustitutiva del Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami, con enmiendas meramente formales de redacción.


El Honorable Senador señor García fundó su voto de aprobación de la indicación del Ejecutivo en la circunstancia de que considera que la materia del proyecto es de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, por lo que con la indicación anteriormente descrita se subsanaría el problema de constitucionalidad del proyecto.


El Honorable Senador señor Ominami hizo notar la conveniencia de establecer normas relativas a la obligación de las instituciones beneficiarias de informar acerca de la actividad que desarrollan. Los representantes del Ejecutivo presentes en la sesión señalaron que estudiarían una disposición que las obligue a informar al respecto a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados.

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero acompañado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 24 de agosto de 2005, señala que la aplicación del presente proyecto de ley no irrogará gastos fiscales directos, dado que implica una redistribución de los porcentajes de asignación de los Fondos de Beneficencia de Polla y Lotería, de acuerdo a las tablas que a continuación se muestran:

a) Polla Chilena de Beneficencia

	INSTITUCIÓN
	Distribución Actual
	Nueva Distribución

	1.- Banco Nacional de Sangre – Fondo Nacional de Salud
	2,5 %
	3,0 %

	2.- Comité Nacional de Jardines Infantiles y Navidad
	10,0 %
	- -

	3.- Consejo de Defensa del Niño
	2,5 %
	6,0 %

	4.- Consejo Nacional de Protección a la Ancianidad – CONAPRAN
	10,0 %
	12,0 %

	5.- Corporación de Ayuda al Menor-CORDAM
	10,0 %
	- -

	6.- Corporación de Ayuda al Niño Limitado-COANIL
	10,0 %
	12,0 %

	7.- Cruz roja de Chile
	2,0 %
	8,0 %

	8.- Cuerpo de Bomberos de Chile
	15,5 %
	20,0 %

	9.- Fundación Graciela Letelier de Ibáñez-CEMA-CHILE
	20,0 %
	- -

	10.- Fundación de Instrucción Agrícola Adolfo Matthei
	1,0 %
	2,0 %

	11.- Fundación Septiembre
	1,5%
	- -

	12.- Sociedad de Asistencia y Capacitación
	3,0 %
	5,0 %

	13.- Sociedad Pro-Ayuda al Niño Lisiado
	6,0 %
	10, 0 %

	14.- Voto Nacional O'Higgins
	6,0 %
	7,0 %

	15.- Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez
	- -
	15,0 %

	TOTAL
	100,0 %
	100,0 %


b) Lotería de Concepción

	INSTITUCIÓN
	Distribución Actual
	Nueva Distribución

	1.- Universidad de Chile 
	21,5 %
	21,5 %

	2.- Universidad Católica de Chile
	21,5 %
	21,5 %

	3.- Fundación Adolfo Matthei
	1,0 %
	1,0 %

	4.- Cruz Roja de Chile
	2,0 %
	4,0 %

	5.- Consejo de Defensa del Niño 
	38,0 %
	38,0 %

	6.- Servicio de Salud, Concepción-Arauco para el Hospital “Guillermo Grant Benavente” 
	4,0 %
	5,0 %

	7. -Fundación Graciela Letelier de Ibáñez – CEMA CHILE
	3,0 %
	--

	8.- Consejo Nacional de Protección a la Ancianidad CONAPRAN
	3,0 %
	4, 5 %

	9.- Corporación de Ayuda al Niño Limitado – COANIL
	3,0 %
	4,5 %

	10.- Corporación de Ayuda al Menor – CORDAM
	3,0 %
	--

	TOTAL
	100,0 %
	100,0 %



En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:


Sustituir el artículo único del proyecto, por el siguiente texto:

“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley N° 120, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que contiene la Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia S.A., cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°152, del Ministerio de Hacienda, de 1980, de la siguiente manera:

1) Reemplázase en el numeral 1.-, la frase “Banco Nacional de Sangre”, por “Fondo Nacional de Salud”.
2) Deróganse los numerales 2, 5 y 11, modificándose la numeración correlativa subsiguiente y sustitúyese el actual numeral 9, que pasa a ser 7, por el siguiente:

“7.- Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez 15%”.

3) Reemplázanse los guarismos previstos en los siguientes numerales, de la siguiente forma:

En el numeral 1.-, “2,5” por “3,0”; en el actual numeral 3.-, que pasa a ser 2.-, “2,5%” por “6,0”; los actuales numerales 4.- y 6.-, que pasan a ser 3.- y 4.-, “10%” por “12%”; en el actual numeral 7.-, que pasa a ser 5.-, “2%” por “8%”; en el actual numeral 8.-, que pasa a ser 6.-, “15,5%” por “20%”; en el actual numeral 10., que pasa a ser 8.-,“1%” por “2%”; en el actual numeral 12.-, que pasa a ser 9.-, “3%” por “5%”; en el actual numeral 13.- que pasa a ser 10.-, “6%” por “10%”; y en el actual numeral 14, que pasa a ser 11, “6%”, por “7%”.

4) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero y final:

“A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda o de Justicia, en el caso de las Corporaciones o Fundaciones, cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este articulo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes, en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”.

Artículo 2°.- Modifícase el inciso primero del artículo 6° de la Ley N° 18.568, de 1986, que establece normas sobre Lotería de Concepción, del siguiente modo:

1)    Suprímense    las    siguientes    referencias:    “-Fundación Graciela Letelier de Ibáñez – CEMA CHILE 3,0%” y “Corporación de Ayuda al Menor – CORDAM 3,0%”.

2) Reemplázanse los guarismos “2,0%” por “4,0%” y “4,0%” por “5,0”, correspondientes a Cruz Roja de Chile y al Servicio de Salud, Concepción-Arauco para el Hospital "Guillermo Grant Benavente", respectivamente.

Asimismo, sustitúyese el guarismo “3,0%”, correspondiente a la Corporación Nacional de Protección a la Ancianidad - CONAPRAN y a Corporación de Ayuda al Niño Limitado –COANIL, por “4,5%”, respectivamente.

3) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero y final:

“A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda o de Justicia, en el caso de las Corporaciones o Fundaciones, cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este articulo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”.

Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir treinta días después de su publicación en el Diario Oficial.".
(Unanimidad 4x0. Indicación sustitutiva del Ejecutivo).


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley N° 120, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que contiene la Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia S.A., cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 152, del Ministerio de Hacienda, de 1980, de la siguiente manera:

1) Reemplázase en el numeral 1.-, la frase “Banco Nacional de Sangre”, por “Fondo Nacional de Salud”.
2) Deróganse los numerales 2, 5 y 11, modificándose la numeración correlativa subsiguiente y sustitúyese el actual numeral 9, que pasa a ser 7, por el siguiente:

“7.- Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez 15%”.

3) Reemplázanse los guarismos previstos en los siguientes numerales, de la siguiente forma:

En el numeral 1.-, “2,5” por “3,0”; en el actual numeral 3.-, que pasa a ser 2.-, “2,5%” por “6,0”; los actuales numerales 4.- y 6.-, que pasan a ser 3.- y 4.-, “10%” por “12%”; en el actual numeral 7.-, que pasa a ser 5.-, “2%” por “8%”; en el actual numeral 8.-, que pasa a ser 6.-, “15,5%” por “20%”; en el actual numeral 10., que pasa a ser 8.-,“1%” por “2%”; en el actual numeral 12.-, que pasa a ser 9.-, “3%” por “5%”; en el actual numeral 13.- que pasa a ser 10.-, “6%” por “10%”; y en el actual numeral 14, que pasa a ser 11, “6%”, por “7%”.

4) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero y final:

“A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda o de Justicia, en el caso de las Corporaciones o Fundaciones, cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este articulo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes, en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”.

Artículo 2°.- Modifícase el inciso primero del artículo 6° de la Ley N° 18.568, que establece normas sobre Lotería de Concepción, del siguiente modo:

1)    Suprímense    las    siguientes    referencias:    “-Fundación Graciela Letelier de Ibáñez – CEMA CHILE 3,0%” y “Corporación de Ayuda al Menor – CORDAM 3,0%”.

2) Reemplázanse los guarismos “2,0%” por “4,0%” y “4,0%” por “5,0”, correspondientes a Cruz Roja de Chile y al Servicio de Salud, Concepción-Arauco para el Hospital "Guillermo Grant Benavente", respectivamente.

Asimismo, sustitúyese el guarismo “3,0%”, correspondiente a la Corporación Nacional de Protección a la Ancianidad - CONAPRAN y a la Corporación de Ayuda al Niño Limitado –COANIL, por “4,5%”, respectivamente.

3) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero y final:

“A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda o de Justicia, en el caso de las Corporaciones o Fundaciones, cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este articulo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”.

Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir treinta días después de su publicación en el Diario Oficial.".
- - -


Acordado en sesiones celebradas el día 2 de julio de 2002, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alejandro Foxley Rioseco (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Edgardo Boeninger Kausel y Carlos Ominami Pascual, y los días 23 de junio, 6 y 13 de julio, 3, 10 y 29 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Edgardo Boeninger Kausel, Alejandro Foxley Rioseco y José García Ruminot.


Sala de la Comisión, a 30 de agosto de 2005.

                                                   (Fdo.):Roberto Bustos Latorre

                                                                   Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CONCEDE ACCIÓN PÚBLICA RESPECTO DE INFRACCIONES A NORMAS RELATIVAS AL TRABAJO DE MENORES

(3524-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señores Maximiano Errázuriz y Carlos Vilches.


Conforme a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que, atendida la naturaleza de este asunto, se discuta, en la Sala, en general y en particular a la vez.


A la sesión en que se consideró este proyecto, concurrió, además de los miembros de la Comisión, el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Yerko Ljubetic.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Permitir que cualquier persona denuncie infracciones relativas al trabajo infantil.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


El Código del Trabajo.


II. ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que dio origen a este proyecto de ley destaca que el trabajo infantil, desarrollado en forma irregular, es una realidad en el mundo, incluido nuestro país.


Las cifras de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) indican que uno de cada seis niños entre los 6 y 17 años trabaja.  En términos más globales, hoy existen alrededor de 250 millones de niños que lo hacen en el mundo.  Más aun, el trabajo infantil parece ser un buen barómetro de la pobreza, cuestión a la que Chile no escapa.


La Moción -en base a encuestas CASEN de los años 1996, 2000 y 2002, y a estadísticas del INE, de 2001- da cuenta de la persistencia de dicho trabajo, realizado en forma irregular, que, entre otras cosas, incide negativamente en cuanto a la asistencia periódica de los niños a la escuela.


Al mismo tiempo, llama la atención a propósito de los resultados de la Primera Encuesta Nacional de Actividades de Niños y Adolescentes en Chile, que realizó el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y la OIT, con la colaboración del SENAME y el INE -entregada el año 2004-, la cual indicó que existirían alrededor de 107.676 niños y adolescentes chilenos que trabajan en condiciones calificadas como inaceptables.


De igual forma, la Moción recuerda el Estudio de Prevalencia sobre la Explotación Sexual Comercial Infantil y Adolescente en Chile, realizado por el SENAME, el cual concluye que en el país existen más de 3.719 niños y adolescentes víctimas de explotación sexual, comercial.


Finalmente, los autores de la iniciativa se refieren a las normas protectoras que, respecto del trabajo de menores, contempla el Código del ramo.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


En primer término, el Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio manifestó su respaldo a la iniciativa, ya que contribuye a dar una mayor protección a los menores que trabajan.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que la propuesta sigue la línea de los esfuerzos que, en diversos ámbitos, se han realizado -tanto en Chile como en el extranjero- para fortalecer las legislaciones restrictivas en materia de trabajo infantil. Por ello, cabe apoyar el proyecto, que se orienta en el sentido correcto.


El Honorable Senador señor Parra coincidió con lo expuesto precedentemente, y subrayó que esta iniciativa, efectivamente, se enmarca en la línea de la legislación que se ha estado impulsando en el último tiempo, que apunta a que se dé cabal cumplimiento a la normativa sobre el trabajo de menores. Así, y entre otras cosas, se vela por el respeto al derecho a la educación de estos últimos, garantizándoles que, aunque trabajen, podrán completar su formación escolar.


Su Señoría resaltó la importancia de resguardar siempre los intereses de los niños y adolescentes.


Finalmente, la Comisión tuvo presente que el proyecto en informe no modifica la normativa sustantiva relacionada con el trabajo de los menores -contenida en el Capítulo II, del Título I, del Libro I del Código del Trabajo-, sino que sólo amplía el campo de quienes pueden denunciar las infracciones relativas al trabajo infantil, ya que, actualmente, como lo señala el inciso único del artículo 17 del citado Código, esta función se radica en el Inspector del Trabajo, quien actua de oficio o a petición de parte.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Canessa, Parra y Ruiz De Giorgio.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único


El proyecto de ley en informe consta de un artículo único que agrega el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 17 del Código del Trabajo:


“Cualquier persona podrá denunciar ante los organismos competentes las infracciones relativas al trabajo infantil de que tuviere conocimiento.”.


Cabe señalar que el actual texto del citado artículo 17, en su único inciso, establece las consecuencias de contratar a un menor sin sujeción a las disposiciones protectoras que, sobre la materia, contempla el Código del Trabajo.


Los miembros presentes de la Comisión, en atención a los planteamientos consignados a propósito de la discusión en general de la iniciativa, resolvieron acoger la norma propuesta.


- En consecuencia, vuestra Comisión, unánimemente, aprobó este precepto, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Parra y Ruiz De Giorgio.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 17 del Código del Trabajo:


“Cualquier persona podrá denunciar ante los organismos competentes las infracciones relativas al trabajo infantil de que tuviere conocimiento.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 31 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Augusto Parra Muñoz (Presidente Accidental), Julio Canessa Robert y José Ruiz De Giorgio.


Sala de la Comisión, a 2 de septiembre de 2005.



(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA




 Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE CREA Y REGULA EL REGISTRO NACIONAL DE REVISORES INDEPENDIENTES DE OBRAS DE EDIFICACIÓN

(3964-14)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

Autorización para estudiar esta iniciativa en general y en particular, a la vez.

Se deja constancia de que la Sala, en sesión de fecha 30 de agosto de 2005,  autorizó a la Comisión para conocer de esta iniciativa en general y en particular, a la vez, en su primer informe.

Asimismo, dejamos constancia de que el proyecto de ley no tiene normas de quórum especial.

A la sesión que vuestra Comisión dedicó a este asunto, asistieron el Director de la  División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Luis Eduardo Bresciani, y la abogada asesora de esa Secretaría de Estado, señora Jeannette Tapia, asimismo, concurrió el señor Vicente Justiniano Stewart, Tesorero Nacional del Colegio de Arquitectos.

- - - - - - -

ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Decreto con Fuerza de Ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

ANTECEDENTE DE HECHO

S. E. el Presidente de la República, en el Mensaje con que dio inicio a este proyecto de ley, expone que mediante el Decreto con Fuerza de Ley Nº 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, se faculta a los propietarios que soliciten permisos de edificación para que puedan contratar revisores independientes y agrega que, para incentivar dicha contratación, se considera una disminución del plazo de 30 a sólo 15 días para que la respectiva Dirección de Obras Municipales se pronuncie sobre el permiso solicitado, como, asimismo, contempla una disminución en un 30% de los derechos municipales que corresponda pagar.

Agrega, el Ejecutivo, en su Mensaje, que la propia Ley General de Urbanismo y Construcciones impone como requisito a los revisores independientes que éstos deben encontrarse inscritos en un registro, que para estos efectos, mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

Cabe hacer presente que la última modificación a la Ley General de Urbanismo y Construcciones, proponía un inciso final en el artículo 116 bis del mismo cuerpo legal, entregándole al Ejecutivo la facultad de regular mediante reglamento el Registro de Revisores Independientes.

Esta disposición fue declarada inconstitucional por el Tribunal Constitucional en su sentencia Rol 437, de 21 de abril de 2005, al conocer de un requerimiento. En dicho fallo el tribunal determinó que la regulación de dicho Registro escapaba a la potestad reglamentaria y era materia propia de ley, en tanto establecía causales de inhabilidad e incompatibilidad, fijaba infracciones y el órgano competente para aplicar sanciones así como el procedimiento.

Por esta razón, agrega el Mensaje que el Ejecutivo se vio en la necesidad de derogar el Decreto Supremo que regulaba el Reglamento del Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Construcción, ya que no podía mantenerse una norma que se fundaba en un precepto legal idéntico al objetado por el Tribunal Constitucional.

Ello ha llevado al Presidente de la República a presentar esta iniciativa legal que permite crear y regular el antes mencionado Registro sujetándose a los requisitos exigidos por el Tribunal Constitucional.

La señora Jeannette Tapia Fuentes, abogado y asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, explicitó fundamentalmente los conceptos vertidos en el Mensaje, y expuso los contenidos del mismo, a saber, la creación de un Registro de Revisores Independientes de Obras de Edificación, los requisitos de inscripción en el Registro, las inhabilidades e incompatibilidades que puedan afectar a los interesados, las infracciones en que éstos pueden incurrir así como las sanciones y el establecimiento de un procedimiento sancionatorio. Asimismo, señaló que se establecía un plazo de prescripción de dos años para perseguir las infracciones. Finalmente, agregó que la iniciativa considera una norma transitoria que resuelve la situación de los que se encontraban inscritos en el antiguo Registro de Revisores que se eliminó.

El desarrollo detallado del contenido de cada norma se realiza en la descripción que se hace a continuación en la discusión particular del proyecto.

Asimismo, el señor Vicente Justiniano Stewart, Tesorero Nacional del Colegio de Arquitectos, indicó que ellos respaldaban esta iniciativa legal y resaltó que un porcentaje muy importante de los profesionales inscritos en el antiguo Registro corresponde a arquitectos que han visto perjudicada su situación laboral por la actual situación. Por esta razón – expresó - no sólo aprueban esta iniciativa sino que instan a su pronta aprobación por el Congreso Nacional.

- Puesta en votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Jaime Naranjo, Mariano Ruiz-Esquide y Hosaín Sabag.

Discusión Particular

El artículo 1º de la iniciativa legal establece la existencia de un Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación y se remite a la norma del artículo 116 Bis del DFL. N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

La Comisión acordó, por unanimidad, hacer una modificación formal del precepto, redactándolo en forma imperativa, a saber:

“Artículo 1º.- Créase el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación de conformidad con el artículo 116 Bis del DFL. N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

- Puesta en votación esta norma, fue aprobada en los términos anteriormente referidos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Sabag.

Su artículo 2º establece que dicho Registro dependerá del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y tendrá una administración  desconcentrada a través de las Secretarías Regionales. Agrega, a continuación, que este Registro tendrá carácter nacional, público y permanente.

- Esta norma, fue aprobada, en los mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Sabag.

El proyecto en sus artículo 3º al 6º propone un Título II que regula los requisitos de inscripción, las inhabilidades e incompatibilidades.

El artículo 3° prescribe que en el Registro sólo podrán inscribirse y mantenerse inscritos las personas naturales que acrediten estar en posesión del título profesional de Arquitecto, Ingeniero Civil, Ingeniero Constructor o Constructor Civil; cuenten con la experiencia y calificación exigida para la categoría en que pretendan inscribirse y no estén afectas a alguna inhabilidad.

Asimismo, se remite a la ley N° 19.880, de Bases de los Procedimientos Administrativos, para recurrir contra las resoluciones que rechacen una inscripción.

- Esta norma, fue aprobada, en los mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Sabag.

El artículo 4°, por su parte, establece tres categorías en que se dividirán los Revisores según criterios de experiencia y de calificación.

Una primera categoría, que reúne los revisores de mayor experiencia y calificación y que podrán revisar todo tipo de proyectos y obras. 

A estos inscritos se les exigirá acreditar los siguientes requisitos:

1.- Dos años de desempeño como revisor independiente de segunda categoría, con tal que acumulando su desempeño en esta categoría y la tercera haya informado, al menos, 50 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 50.000 m2; o

2.- 10 años de ejercicio profesional, con participación como profesional responsable en, al menos, 50 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 50.000 m2; u

3.- Ocho años de desempeño como funcionario en los organismos y bajo las condiciones señaladas en el Nº2 de la letra a) precedente; u

4.- Ocho años de desempeño en los organismos y bajo las condiciones señaladas en el Nº3 de la letra a) precedente, con tal que en dicho período hayan informado, revisado o inspeccionado al menos 50 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 50.000 m2; o

5. - Haber ejercido como Director de Obras Municipales durante dos años en municipalidades con más de 40.000 habitantes o durante cuatro en comunas con una población inferior, con tal que hayan revisado, al menos, 50 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 50.000 m2.

La segunda categoría de revisores sólo podrán revisar proyectos y obras cuya superficie total construida no supere los 5.000 m2.

Los requisitos para estos revisores son los siguientes:

1.- Dos años de desempeño como revisor independiente, con tal que en dicho período haya informado, al menos, 30 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 30.000 m2; o

2.- 5 años de ejercicio profesional, con participación como profesional competente en al menos 30 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 30.000 m2;

3.- Cuatro años de desempeño como funcionario en los organismos y bajo las condiciones señaladas en el Nº2 de la letra a) precedente; o

4.- Cuatro años de desempeño en los organismos y bajo las condiciones señaladas en el Nº3 de la letra a) precedente, con tal que en dicho periodo hayan informado, revisado o inspeccionado al menos 30 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 30.000 m2.

Y, finalmente, una tercera categoría de revisores que pueden revisar proyectos y obras cuya superficie total construida no supere los 2.500 m2.

A éstos se les exige para inscribirse que tengan: 

1.- Participación como profesional competente, en al menos, 10 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 10.000 m2, o

2.- Dos años de desempeño como funcionario en la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo o en alguna Unidad de Desarrollo Urbano e Infraestructura de una Secretaría Regional del mismo Ministerio, realizando, en cualquiera de los dos casos, labores de supervigilancia en el cumplimiento, por parte de las Direcciones de Obras Municipales, de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y toda otra norma legal o reglamentaria referida a la misma materia, o

3.- Dos años de desempeño como revisor de proyectos de obras de edificación en Direcciones de Obras Municipales o en alguna institución fiscal, o como inspector de obras de edificación en estas últimas, con tal que en dicho periodo hayan informado, revisado, o inspeccionado, al menos, 10 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 10.000 m2.

- Esta norma, fue aprobada, en los mismos términos, y con la misma votación anterior por los Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Sabag.

El artículo 5° establece las inhabilidades para inscribirse y permanecer en el Registro, las cuales serán las siguientes: ser funcionario en una Municipalidad, en el Ministerio de Vivienda y Urbanismo o en una Secretaría Regional de este último; estar ya inscrito en alguna categoría del Registro; haber sido condenado por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva, y haber sido sancionado con la eliminación o tener la inscripción suspendida en éste u otro Registro del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

Las inhabilidades derivadas de una condena penal o administrativa quedarán sin efecto transcurridos 5 años desde el término del cumplimiento de la pena o sanción. Sin embargo, cumplida la mitad de este plazo, el Subsecretario de Vivienda y Urbanismo, con consulta al Director del Registro, podrá levantar esta inhabilidad mediante resolución fundada.

Sobre esta norma el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó si entre la inhabilidades consideradas en la iniciativa habría alguna que incluyera la falta de idoneidad económica del postulante.

La señora Jeannette Tapia, asesora del Ministerio de Vivienda, hizo presente que no era posible considerar una causa de inhabilidad que no surja de una resolución de los tribunales. Pero sí se considera en su artículo 6º normas que regulan los eventuales conflictos de interés que puedan comprometer a los revisores.

- El artículo, se aprobó en los mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Sabag.

En seguida, el artículo 6º establece prohibiciones a los revisores independientes en casos de conflictos de interés y detalla algunos casos, entre los que menciona proyectos u obras que estén emplazados en predios que pertenezcan en dominio al revisor o a sus parientes hasta el 4º grado de consanguinidad o 2º de afinidad; o que estén emplazados en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el revisor sea socio o a una persona jurídica en que éste sea socio, director, administrador o con quien tenga un vínculo laboral, o bien, en que el revisor, o alguno de sus parientes hasta el 4º grado de consanguinidad o 2º de afinidad, intervenga como proyectista o constructor.

- Esta disposición fue aprobada, sin enmiendas, con la misma unanimidad antes señalada, por los Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Sabag.

A continuación, el proyecto del Ejecutivo entre sus artículos 7º al 9º incorpora un Título III que establece las infracciones y sanciones.

El artículo 7º establece como infracción leve la emisión de informes sobre expedientes incompletos que impidan la comprensión del proyecto, la que sanciona con una amonestación por escrito.

El artículo 8º señala como infracción grave y sanciona con la suspensión del registro hasta por un año, las siguientes actuaciones del Revisor: 

1.- Reincidir en la comisión de alguna infracción leve dentro de un período de tres años;

2.- Actuar en una categoría superior a aquélla en la que se encuentre inscrito;

3.- No comunicar al Registro cualquier modificación de sus antecedentes personales que incida en el cumplimiento de los requisitos de inscripción o las causales de inhabilidad o incompatibilidad. La comunicación deberá efectuarse dentro de los 30 días siguientes a la fecha de la modificación, y

4.- Emitir un informe en contravención con las  normas legales o reglamentarias sobre construcción o las disposiciones de los instrumentos de planificación territorial aplicables al proyecto, sin comprometer la habitabilidad, la seguridad o la salubridad de las edificaciones.

Finalmente, el artículo 9° prescribe las actuaciones del Revisor que considera gravísimas y para las que establece como sanción la suspensión en el Registro por una plazo de entre uno a tres años o su eliminación del mismo. Considera infracciones gravísimas las siguientes:

1.- Reincidir en la comisión de alguna infracción grave dentro de un período de tres años;

2.- Actuar encontrándose afectado por alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad o habiendo perdido alguno de los requisitos de inscripción en el Registro;

3.- Proporcionar información inexacta relativa al cumplimiento de los requisitos de inscripción u omitir información relativa a este mismo punto;

4.- Ser condenado por sentencia ejecutoriada debido a responsabilidades civiles o penales derivadas de la prestación de los servicios de revisión; 

5.- Emitir un informe en contravención con las normas legales o reglamentarias sobre construcción y/o las disposiciones de los instrumentos de planificación territorial aplicables al proyecto, comprometiendo la habitabilidad, la seguridad o la salubridad de las edificaciones, y

6.- Alterar un certificado de inscripción en el Registro.

​- Estas disposiciones fueron aprobadas, sin enmiendas, en forma unánime, por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Sabag.

La iniciativa legal en estudio contempla un Título IV “Del Procedimiento Sancionatorio”, entre sus artículos 10 al  15.

El artículo 10 entrega la competencia para conocer del procedimiento sancionatorio a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región en que se cometió la infracción. Dicho procedimiento se iniciará de oficio por este órgano o mediante denuncia escrita ante el mismo. La denuncia debe ser formulada y suscrita por la persona interesada y, asimismo, debe ser fundada conteniendo la descripción de los hechos que se estiman constitutivos de infracción.

Su articulo 11 prescribe que mediante resolución de la Secretaría Regional se dará inicio al procedimiento, dejándose constancia de los cargos precisos que se formulan contra el presunto infractor, los que se notificarán al presunto infractor por carta certificada.

Agrega que la formulación de cargos debe contener la foorma en que se inició el procedimiento, la descripción de los hechos que  se estiman constitutivos de infracción, la norma infringida y la que establece la eventual sanción. El acusado tendrá un plazo de 30 días para formular sus descargos.

Por su parte, el artículo 12, sanciona el procedimiento que seguirá la Secretaría Regional, pudiendo ordenar pericias e inspecciones que estime necesarias como la recepción de los demás medios probatorios. Los hechos investigados y las responsabilidades pueden acreditarse por cualquier medio de prueba admisible y serán apreciados en conciencia.

El artículo 13 prescribe que la resolución que pone fin al procedimiento debe ser fundada, resolver todas las cuestiones planteadas y declarar la sanción que se impone al infractor o su absolución. La resolución debe dictarse en el plazo de 30 días desde que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.

La norma del artículo 14 señala que no le son aplicables a los actos administrativos que se originen en el procedimiento, los recursos que contempla la Ley de Bases de los Procedimientos Administrativos.

Sin embargo, contra la resolución que pone fin al procedimiento, se podrá recurrir de apelación ante la Comisión de Apelaciones del Registro; el plazo para ello es de 30 días desde la notificación de la resolución. El recurso de apelación no tendrá efectos suspensivos, a menos que así lo resuelva la Comisión.

El artículo 15 establece la integración de la Comisión, a saber: dos funcionarios del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, uno de los cuales la presidirá; un representante del Colegio de Arquitectos de Chile A.G.; un representante del Colegio de Ingenieros A.G., y un representante del Colegio de Constructores Civiles de Chile A.G.

Los miembros titulares de la Comisión  y sus suplentes serán designados por los respectivos organismos. 

La constitución de esta Comisión se formalizará mediante una resolución del Subsecretario de Vivienda y Urbanismo.

- Los artículos antes descritos fueron aprobados en forma unánime, y sin enmiendas, por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Sabag.

La iniciativa, finalmente, considera un título final con dos artículos, a saber:

El artículo 16, que establece un plazo de prescripción de dos años para perseguir las infracciones que contempla la iniciativa y que se cuenta desde la fecha en que se cometió la infracción, y

Un artículo transitorio, que busca resolver la situación de los Revisores Independientes que se encontraban inscritos en el Registro existente en virtud del Decreto Supremo N° 177, de Vivienda y Urbanismo, de 1996, que regulaba esta materia.

Este precepto señala que, en el plazo de sesenta días, contado desde la entrada en vigencia del Registro que crea esta iniciativa, las personas naturales que reúnan los requisitos establecidos en las letras a) y c) del artículo 3° de la presente ley y que, por sí o a través de una persona jurídica, contaban con  una inscripción vigente, al 27 de mayo de 2005, en el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Construcción contemplado en el Decreto Supremo Nº 177, de Vivienda y Urbanismo, de 1996, ya derogado, podrán solicitar su incorporación, sin más trámite, al Registro que crea esta ley, con el reconocimiento de la categoría, antigüedad y experiencia que tenían anteriormente.

- Ambas disposiciones se aprobaron , en los mismos términos, y con la misma unanimidad, por los Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Sabag.

- - - - 

En mérito de las consideraciones y acuerdos previos, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo os propone que aprobéis en general el siguiente

Proyecto de ley:

“TITULO I
Disposiciones generales

Artículo 1º.- Créase el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación de conformidad con el artículo 116 Bis del Decreto con Fuerza de Ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Artículo 2°.- La Dirección del Registro dependerá  del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien lo administrará desconcentradamente a través de las Secretarías Regionales del mismo Ministerio.

El registro regirá para todo el territorio nacional y tendrá carácter público y permanente.
TITULO II
De los requisitos de inscripción, las inhabilidades y las incompatibilidades.

Artículo 3°.- Sólo podrán inscribirse en el Registro y permanecer inscritas en él las personas naturales que:

a) Acrediten estar en posesión del título profesional de Arquitecto, Ingeniero Civil, Ingeniero Constructor o Constructor Civil;

b) Cuenten con la experiencia y calificación exigida para la categoría en que pretendan inscribirse y

c) No estén afectas a alguna inhabilidad

Los actos administrativos que se originen en el rechazo de una solicitud de inscripción podrán reclamarse mediante los recursos establecidos en la Ley N° 19.880, de Bases de los Procedimientos Administrativos.

Artículo 4°.- El registro se dividirá en las siguientes categorías, según la mayor o menor experiencia y calificación de los revisores:

a) Tercera Categoría: Podrán inscribirse en ella quienes acrediten alguno de los siguientes requisitos:

1. Participación como profesional competente, en al menos, 10 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 10.000 m2, o

2. Dos años de desempeño como funcionario en la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo o en alguna Unidad de Desarrollo Urbano e Infraestructura de una Secretaría Regional del mismo Ministerio, realizando, en cualquiera de los dos casos, labores de supervigilancia en el cumplimiento, por parte de las Direcciones de Obras Municipales, de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y toda otra norma legal o reglamentaria referida a la misma materia, o

3. Dos años de desempeño como revisor de proyectos de obras de edificación en Direcciones de Obras Municipales o en alguna institución fiscal, o como inspector de obras de edificación en estas últimas, con tal que en dicho periodo hayan informado, revisado, o inspeccionado, al menos, 10 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 10.000 m2.

Los inscritos en esta categoría sólo podrán revisar proyectos y obras cuya superficie total construida no supere los 2.500 m2.

b) Segunda Categoría. Podrán inscribirse en ella quienes acrediten alguno de los siguientes requisitos:

1. Dos años de desempeño como revisor independiente, con tal que en dicho periodo haya informado, al menos, 30 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 30.000 m2; o

2. 5 años de ejercicio profesional, con participación como profesional competente en al menos 30 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 30.000 m2;

3. Cuatro años de desempeño como funcionario en los organismos y bajo las condiciones señaladas en el Nº2 de la letra a) precedente; o

4. Cuatro años de desempeño en los organismos y bajo las condiciones señaladas en el Nº3 de la letra a) precedente, con tal que en dicho periodo hayan informado, revisado o inspeccionado al menos 30 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 30.000 m2.

Los inscritos en esta categoría sólo podrán revisar proyectos y obras cuya superficie total construida no supere los 5.000 m2.

c) Primera Categoría. Podrán inscribirse en ella quienes acrediten alguno de los siguientes requisitos:

1. Dos años de desempeño como revisor independiente de segunda categoría, con tal que acumulando su desempeño en esta categoría y la tercera haya informado, al menos, 50 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 50.000 m2; o

2. 10 años de ejercicio profesional, con participación como profesional responsable en, al menos, 50 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 50.000 m2; u

3. Ocho años de desempeño como funcionario en los organismos y bajo las condiciones señaladas en el Nº2 de la letra a) precedente; u

4. Ocho años de desempeño en los organismos y bajo las condiciones señaladas en el Nº3 de la letra a) precedente, con tal que en dicho periodo hayan informado, revisado o inspeccionado al menos 50 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 50.000 m2; o

5. Haber ejercido como Director de Obras Municipales durante dos años en municipalidades con más de 40.000 habitantes o durante cuatro en comunas con una población inferior, con tal que hayan revisado, al menos, 50 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 50.000 m2.

Los inscritos en esta categoría podrán revisar todo tipo de proyectos y obras.

Artículo 5°.- Las inhabilidades para inscribirse y permanecer en el Registro serán las siguientes:

a) Ser funcionario en una Municipalidad, en el Ministerio de Vivienda y Urbanismo o en una Secretaría Regional de este último;

b) Estar ya inscrito en alguna categoría del Registro;

c) Haber sido condenado por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva, y

d) Haber sido sancionado con la eliminación o tener la inscripción suspendida en éste u otro Registro del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

Las inhabilidades derivadas de una condena penal o administrativa quedarán sin efecto transcurridos 5 años desde el término del cumplimiento de la pena o sanción. Sin embargo, cumplida la mitad de este plazo, el Subsecretario de Vivienda y Urbanismo, con consulta al Director del Registro, podrá levantar esta inhabilidad mediante resolución fundada.

Artículo 6º.- Los revisores independientes no podrán revisar proyectos u obras en que tengan conflictos de interés. Se entenderá que existen tales conflictos tratándose, por ejemplo, de proyectos u obras:

a) Emplazados en predios que pertenezcan en dominio al revisor o a sus parientes hasta el 4º grado de consanguinidad o 2º de afinidad;

b) Emplazados en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el revisor sea socio o a una persona jurídica en que éste sea socio, director, administrador o con quien tenga un vínculo laboral, y

c) En que el revisor, o alguno de sus parientes hasta el 4º grado de consanguinidad o 2º de afinidad, intervenga como proyectista o constructor.

TITULO III

De las infracciones y sus sanciones.

Artículo 7°.- Se considerará como infracción leve y se sancionará con amonestación por escrito la emisión de informes sobre expedientes incompletos, cuyas omisiones impidan la comprensión del proyecto.

Artículo 8°.- Las siguientes actuaciones del Revisor serán constitutivas de infracciones graves y se sancionarán con la suspensión del Registro, hasta por el plazo de un año:

a) Reincidir en la comisión de alguna infracción leve dentro de un periodo de tres años;

b) Actuar en una categoría superior a aquélla en la que se encuentre inscrito;

c) No comunicar al Registro cualquier modificación de sus antecedentes personales que incida en el cumplimiento de los requisitos de inscripción o las causales de inhabilidad o incompatibilidad. La comunicación deberá efectuarse dentro de los 30 días siguientes a la fecha de la modificación, y

d) Emitir un informe en contravención con las  normas legales o reglamentarias sobre construcción o las disposiciones de los instrumentos de planificación territorial aplicables al proyecto, sin comprometer la habitabilidad, la seguridad o la salubridad de las edificaciones.

Artículo 9°.- Las siguientes actuaciones del Revisor serán constitutivas de infracciones gravísimas y se sancionarán con suspensión de entre uno y tres años, o con la eliminación del Registro:

a) Reincidir en la comisión de alguna infracción grave dentro de un periodo de tres años;

b) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad o habiendo perdido alguno de los requisitos de inscripción en el Registro;

c) Proporcionar información inexacta relativa al cumplimiento de los requisitos de inscripción u omitir información relativa a este mismo punto;

d) Ser condenado por sentencia ejecutoriada debido a responsabilidades civiles o penales derivadas de la prestación de los servicios de revisión; 

e) Emitir un informe en contravención con las normas legales o reglamentarias sobre construcción y/o las disposiciones de los instrumentos de planificación territorial aplicables al proyecto, comprometiendo la habitabilidad, la seguridad o la salubridad de las edificaciones, y

e) Alterar un certificado de inscripción en el Registro.

TITULO IV

Del Procedimiento Sancionatorio.

Artículo 10.- Será competente para conocer de las infracciones a la presente ley y aplicar las sanciones que en ésta se establecen la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región en que se cometió la infracción.

El procedimiento sancionatorio deberá iniciarse de oficio cuando la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente tome conocimiento de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna de las infracciones a que se refiere esta Ley.

El procedimiento también podrá iniciarse mediante denuncia escrita, ante la Secretaría Regional competente, formulada y suscrita por una persona interesada. Las denuncias deberán ser fundadas y contendrán una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, debiendo acompañar copia de los antecedentes en que se funda. De no cumplirse estos requisitos la denuncia no será admitida a trámite.

Artículo 11.- El procedimiento sancionatorio se iniciará mediante una resolución de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente en la que deberán constar los cargos precisos formulados contra el presunto infractor, la que se le notificará por carta certificada enviada al domicilio que tenga registrado adjuntando los antecedentes en que se funda.

La formulación de cargos deberá señalar la forma en que se ha iniciado el procedimiento, una descripción de los hechos que se estiman constitutivos de infracción, la norma eventualmente infringida y la disposición que establece la sanción asignada a la infracción. El presunto infractor tendrá un plazo de 30 días para formular descargos, contados desde la notificación.

Artículo 12.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo establecido para ello, la Secretaría Regional examinará el mérito de los antecedentes y, en caso de ser necesario, ordenará la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan. Los nuevos antecedentes serán remitidos al presunto infractor, quien podrá formular observaciones acerca de ellos dentro del plazo de 30 días contados desde la notificación.

Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, apreciándose en conciencia.

Artículo 13.- La resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del imputado, debiendo declarar la sanción que impone al infractor o su absolución.

La resolución final deberá dictarse dentro de los 30 días siguientes a aquel en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.

Artículo 14.- Los actos administrativos que se originen en este procedimiento no podrán reclamarse mediante los recursos que contempla la Ley N° 19.880, de Bases de los Procedimientos Administrativos.

Con todo, contra la resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio procederá el recurso de apelación ante la Comisión  de Apelaciones del Registro, en adelante la Comisión, debiendo interponerse dentro de los 30 días siguientes a su notificación. Dicho recurso de apelación no tendrá efectos suspensivos a menos que así lo resuelva expresamente la Comisión, a petición fundada del interesado.

Las resoluciones de la Comisión serán inapelables, sin perjuicio de las  demás acciones y recursos que procedan.

Artículo 15.- La Comisión estará integrada por:

a) Dos funcionarios del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, uno de los cuales la presidirá. 

b) Un representante del Colegio de Arquitectos de Chile A.G.

c) Un representante del Colegio de Ingenieros A.G.

d) Un representante del Colegio de Constructores Civiles de Chile A.G.

Los miembros titulares de la Comisión  y sus suplentes serán designados por los respectivos organismos. 

La constitución de esta Comisión se formalizará mediante una resolución del Subsecretario de Vivienda y Urbanismo.

TITULO V

Disposiciones final y transitoria

Artículo 16.- Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere la presente ley prescribirán en el plazo de dos años, contados desde la fecha en que se cometió la infracción.

Artículo transitorio.- Dentro del plazo de 60 días desde la entrada en vigencia del Registro a que se refiere la presente ley, las personas naturales que reúnan los requisitos establecidos en las letras a) y c) del artículo 3° de la presente ley y que, por sí o a través de una persona jurídica, contaban con  una inscripción vigente, al 27 de mayo de 2005, en el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Construcción creado por el D.S. N° 177, de Vivienda y Urbanismo, de 1996, podrán solicitar su incorporación sin más trámite al Registro que establece esta ley, con reconocimiento de la categoría, antigüedad y experiencia que,  tenían en el Registro anterior.”.


Acordado en sesión celebrada el día 30 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosaín Sabag Castillo (Presidente), Jaime Naranjo Ortiz (José Antonio Viera-Gallo Quesney) y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 5 de septiembre de 2005.

(Fdo.):CÉSAR BERGUÑO BENAVENTE,

Secretario de la Comisión de

Vivienda y Urbanismo
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR MORENO, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, A MONSEÑOR RICARDO EZATTI ANDRELLO

(3948-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros, en primer trámite constitucional el proyecto de ley de la referencia, que otorga, por especial gracia, la nacionalidad chilena a Monseñor Riccardo Ezzati Andrello.


La iniciativa tuvo su origen en una Moción del Honorable Senador señor Rafael Moreno.


Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado en sesión del 10 de agosto de 2005, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - - - -


Vuestra Comisión, teniendo presente que la iniciativa consta de un artículo único, así como lo prescrito por el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó efectuar y proponer su discusión en general y en particular a la vez.

- - - - - 

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Jurídicos.  Cabe señalar, que la adquisición de la nacionalidad chilena por especial gracia, se encuentra contemplada en el artículo 10 Nº 5 de la Constitución Política de la República, al señalar que son chilenos, entre otros, “los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley”.


2.- La Moción que da origen al proyecto en informe efectúa una relación de la vida y obra de Monseñor Ezzati.  Explica que la nacionalidad por gracia que se propone conceder al religioso italiano es el reconocimiento a la fructífera y valiosa labor que durante más de treinta años ha desarrollado en beneficio de los desposeídos, particularmente, en actividades académicas, públicas y privadas, contribuyendo al progreso de la educación y al desarrollo y formación de los más necesitados.


Informa que Monseñor Ezzati, hijo de don Mario Ezzati y de doña Asunción Andrello, nació en Italia el 7 de enero de 1941, llegó a Chile el 7 de noviembre de 1959.


Añade que entre los años 1966 y 1971, fue enviado a Italia, a estudiar en la Facultad de Teología de la Pontificia Universidad Salesiana de Roma, obteniendo el grado de Licenciatura en Teología, para luego ingresar a la Universidad Pontificia y Estatal de Estraburgo (Francia), becado por el gobierno francés, donde obtuvo un Master en Ciencias Religiosas y Pastoral.


De regreso a nuestro país, en 1974, se tituló de Profesor de Estado en la Universidad Católica de Valparaíso.


Resalta que por más de treinta años ha demostrado su constante preocupación y esfuerzo a la promoción de los valores, particularmente, en el área educacional, en la cual destaca su permanente apoyo y el trabajo constante en beneficio de los sectores más modestos.


Indica, como muestras concretas de la fecunda obra del religioso, que entre los años 1973 y 1977, en su cargo de Rector del Liceo Domingo Savio y de la Escuela Industrial “San José”, de Concepción, persevera en su atención preferencial al área educacional, al implementar un novedoso programa de educación al trabajo y escuela para todos, además, de reestructurar los talleres de enseñanza de la Escuela. 


Agrega que formó el Departamento de Teología en la Sede Talcahuano, de la Pontificia Universidad Católica de Chile e inició los cursos de perfeccionamiento para los profesores de Religión.


Nombrado, además, Miembro del Consejo Provincial de los Salesianos.


Señala, que como demostración a su constante preocupación, inició la construcción del artístico templo de María Auxiliadora de Concepción, asumiendo, por breves períodos, la responsabilidad de las parroquias de Lota Alto (1973), y del Barrio Norte (1994-1995).


En noviembre de 1977 fue nombrado Pro Vicario Provincial, cargo que desempeñó hasta marzo de 1978.


Continuó con su labor, y, entre 1978 y 1983, ejerce como Rector del Seminario Salesiano de Lo Cañas, Santiago y Consejero Provincial, responsable de formación de los jóvenes salesianos.


Profesor de Pastoral Fundamental en la Facultad de Teología de la Pontificia Universidad Católica de Chile


Director del Centro de Estudios y Experiencias Catequísticas CEEC.  Publica dos textos de Religión: “Ven y verás”, para la Enseñanza Media y “Testigos y Apóstoles”, para la Confirmación.  Dirige y colabora en la Revista “Noticia”.


En 1984, participó en la Vigésimo Tercera Asamblea General de la Congregación Salesiana, en Roma.


En ese mismo año, fue nombrado Inspector Provincial de los Salesianos de Chile, permaneciendo en el cargo hasta el 31 de enero de 1991.


Destaca, además, las diversas actividades realizadas en beneficio del desarrollo y la formación de los más desposeídos, durante el transcurso de estos años:

- Estructura las comunidades formativas, especialmente el prenoviciado y la comunidad de estudiantes de Teología.

-  Crea el Centro Salesiano de Espiritualidad de Lo Cañas.

- Promueve la renovación de la calidad educativa, especialmente para los sectores más postergados.  Da impulso a la enseñanza técnica y agrícola a favor de las clases populares.

- Reconstruye la Escuela Agrícola de Catemu, destruida por el terremoto de 1985, gracias a una importante cooperación del Gobierno de Bélgica.

- Realiza un proyecto de desarrollo para la Escuela Agrícola de Linares y para 400 familias necesitadas del Valle del Achibueno de Linares, financiado por el Gobierno Italiano.

- Renueva los talleres mecánicos, eléctricos y electrónicos de los Colegios Técnicos Salesianos de las ciudades de Talca, La Serena y Valparaíso, con la ayuda del Gobierno Alemán.

- Impulsa la construcción de varias obras religiosas y sociales:  la Iglesia Parroquial y el Colegio Santa Ana de Talca; Iglesia y Centro de Desarrollo Juvenil de Lo Cañas (1989); el Centro de Espiritualidad de La Florida (1987), y Casa Provincial en la calle República (1990).

- Abre el nuevo Centro Educativo y Pastoral Salesiano de Puerto Montt.


En 1990, participó en la Vigésimo Cuarta Asamblea General de la Congregación Salesiana en Roma.


En 1991, deja el cargo de Inspector y organiza el Centro Juvenil de Lo Cañas, destinado a atender a niños y jóvenes de la calle de Peñalolén, Macul y La Florida.


El 29 de junio de 1996 es nombrado Obispo de Valdivia.

Informa la Moción, que a partir de 1998, su labor en Valdivia se concentró en:

- Reorganizar la Diócesis en sus ámbitos pastorales y estructurales.

- Crear tres nuevas parroquias en la ciudad:  Santa Inés, Cristo Rey y Santos Juan y Pedro.

- Incorporar el trabajo pastoral de la Diócesis a cinco Comunidades Religiosas Femeninas.

- Llevar a término la construcción de la Catedral de Valdivia y celebra su dedicación con la presencia del Cardenal Sodano, del Secretario de Estado del Vaticano, de S.E. el Presidente de la República y la totalidad de los Obispos de Chile.

- Levantar los Templos de los Santos Juan y Pedro y Santísima Trinidad, en Valdivia.

- Construir el Centro Comunitario San Juan Bosco;  la Casa para los niños del Cian;  el Centro de Formación para los Ministros y Diáconos;  el Centro Comunitario de Collico, de La Unión, Río Bueno, Futrono y de Corral.

- Obtener las ayudas necesarias para la construcción de salas de clases para los “Huertos Orgánicos” destinados a las familias de extrema pobreza en Valdivia.

- Crear y organizar el Centro de Especialización agrícola para jóvenes campesinos de la comuna de Futrono, además, de conseguir los recursos para el nuevo Internado del Colegio San Conrado y  para la calefacción del mismo.

En 1997, es elegido por la Conferencia Episcopal de Chile CECH, miembro de la Comisión Pastoral del Episcopado COP, y Presidente del Área de Educación de la CECH; Presidente de la Comisión Episcopal para los Seminarios y miembro de la Comisión Mixta de Obispos-Superiores Mayores.

En ese mismo año, participa en la Asamblea Extraordinaria del Sínodo de los Obispos de América.

En 1999, es nombrado miembro del Departamento de Vida Consagrada DEVIC, del Consejo Episcopal Latinoamericano, CELAM. Y participa en varios seminarios internacionales de estudios sobre educación.

El de 10 de julio de 2001, es nombrado Obispo Auxiliar de Santiago, Titular de la Nueva Imperial y Administrador Apostólico de Valdivia.

El 8 de diciembre entrega el gobierno de la Diócesis de Valdivia y se traslada a Santiago.


Informa que en reconocimiento a su entrega y profunda colaboración, en el 2003, la Conferencia Interamericana de Educación Católica le otorga el reconocimiento “Jesús Maestro”, por los servicios prestados a la Educación en América.

Expresa, finalmente que como reconocimiento a su destacada y meritoria entrega en el ámbito educacional de nuestro país, sobre todo por los más necesitados, constituye un orgullo nacional y mérito suficiente como para otorgarle, la nacionalidad del país al que ha honrado y servido durante toda su vida.

DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR


Al iniciar el debate de la iniciativa en informe, el Honorable Senador señor Moreno, autor de la Moción, expresó que conocía personalmente a Monseñor Ezzati,  por lo que podía dar testimonio del encomiable trabajo que ha efectuado en las áreas en que se ha desempeñado, en particular, en materia de educacional.  Destacó que desde que llegó a Chile, a la edad de 19 años, se ha consagrado en forma fiel y abnegada a atender las necesidades de nuestro país, como queda de manifiesto en los hechos enunciados en la Moción.

Hizo presente su fuerte compromiso social que lo ha llevado a promover distintas iniciativas en beneficio de los desamparados como, asimismo, a ocupar importantes cargos en instituciones sociales, educacionales y eclesiásticas, actualmente, Obispo Auxiliar de Santiago y Vicario General.


Reiteró, finalmente, que una persona de la calidad intelectual del Padre Ezzati, de la que dan cuenta sus estudios, sus títulos y su contribución a la educación, merece que se le conceda la nacionalidad por gracia.


Por otra parte, los señores Senadores tuvieron presente las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia,  que se mencionan a continuación:


1.- La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.


2.- Para otorgar esta distinción especialísima deberá  considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.


3.- Asimismo, será necesario que la actividad  ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado a la República.


4.- Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad.  Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.


5.- A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país.  Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.


6.- Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo.  De esta forma se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.


Luego de analizar detenidamente la iniciativa legal en estudio, vuestra Comisión en forma unánime, estimó que los antecedentes personales del religioso señor Riccardo Ezzati, justifican plenamente que se le conceda la nacionalidad por gracia.


En atención a lo expuesto vuestra Comisión de Derechos Humanos Nacionalidad y Ciudadanía -luego de someter el asunto a votación secreta de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 31 y 159 del Reglamento de la Corporación- tiene el honor de proponeros por la unanimidad de sus miembros, la aprobación del siguiente


“PROYECTO DE LEY

Artículo único.-  Otórgase, por especial gracia, la nacionalidad chilena a  Monseñor Riccardo Ezzati Andrello”.

                                Acordado en sesión celebrada el 31 de agosto de 2005, con asistencia de sus miembros HH. Senadores señores Enrique Silva Cimma (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, Rafael Moreno Rojas (Gabriel Valdés Subercaseaux), Jaime Naranjo Ortiz y Enrique Zurita Camps. 

     Sala de la Comisión, a 1 de septiembre de 2005.

         (Fdo.):XIMENA BELMAR STEGMANN,

         Secretario de la Comisión

11

INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE DEROGA LA LEY Nº 19.325 Y ESTABLECE NORMAS SOBRE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR

(2318-18)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta constituida en conformidad con el artículo 68 de la Constitución Política, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto de ley de la suma.

- - - - - -


El Senado nombró como integrantes de la Comisión Mixta a los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, los Honorables Senadores señores Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín.


La Cámara de Diputados comunicó haber designado al efecto a las Honorables Diputadas señoras María Angélica Cristi Marfil, María Eugenia Mella Gajardo y María Antonieta Saa Díaz, y los Honorables Diputados señores Maximiano Errázuriz Eguiguren y Juan Pablo Letelier Morel.


Posteriormente, ambas cámaras reemplazaron a algunos de los integrantes designados, en conformidad a las respectivas disposiciones reglamentarias. Así, el Honorable Senador señor Sergio Fernández Fernández sustituyó al Honorable Senador señor Marcos Aburto Ochoa y el Honorable Senador señor Rafael Moreno Rojas reemplazó al Honorable Senador señor Andrés Zaldívar Larraín. Del mismo modo, la Honorable Diputada señora Isabel Allende Bussi se incorporó en el lugar del Honorable Diputado señor Juan Pablo Letelier Morel, en tanto que la Honorable Diputada señora Adriana Muñoz D´Albora reemplazó a la Honorable Diputada señora María Antonieta Saa Díaz y el Honorable Diputado señor Carlos Ignacio Kuschel Silva reemplazó al Honorable Diputado señor Maximiano Errázuriz Eguiguren.


La Comisión se constituyó el 19 de julio de 2005, eligiendo por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor Alberto Espina Otero. Hecho lo anterior, se abocó al cumplimiento de su cometido.



A las sesiones en que la Comisión trató este proyecto asistieron, en representación del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), la Ministra, señora Cecilia Pérez, la Jefa del Departamento Situación Jurídica de la Mujer, señora Patricia Silva y el asesor señor Marco Rendón. 


En representación del Ministerio de Justicia, asistió el Jefe de la División Jurídica, señor Francisco Maldonado, en tanto que, en representación del Ministerio Público, concurrieron la abogada señora María Eugenia Manaud y el abogado señor Iván Fuenzalida.


Asimismo, la Comisión contó con la presencia y colaboración del profesor de derecho penal señor Juan Domingo Acosta y recibió colaboraciones por escrito de diversas organizaciones y personas vinculadas con los temas de género y de familia, que se agregan a este informe como anexo, en ejemplar único.

- - - - - -

Antecedentes Legales


a.- La Constitución Política de la República, especialmente sus artículos 1º y 19 Nos 1º, 2º y 3º.


b.- Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación en contra de la Mujer, de 1979, promulgada por decreto Nº 789, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1989. 


c.- Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención Belém do Pará, de 1994, promulgada por decreto Nº 1.640, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1998. 


d.- Ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativos a los actos de violencia intrafamiliar.


e.- Ley Nº 19.968, que crea los Tribunales de Familia.


f.- Ley Nº 18.216, que establece las medidas que indica como alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad y deroga disposiciones que señala.


g.- Ley Nº 16.618, de Menores.


h.- Ley Nº 19.324, que introduce modificaciones a la ley Nº 16.618, en materia de maltrato de menores.


i.- Código Penal: artículos 11, Nº 4º, 390 y 400.


j.- Leyes Nº 7.613 y Nº 18.703, sobre adopción.

- - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe señalar que los artículos 9º, 10, 15, 17, 18, las letras b) y c) del artículo 22 y el artículo 23 contenidos en el acuerdo que se propone al final tienen el carácter de norma orgánica constitucional, de acuerdo con los artículos 74 y 63 de la Carta Fundamental, porque se refieren a atribuciones de tribunales. De modo que para ser aprobados requieren un quórum de cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio.

- - - - - -


Cabe señalar que el Senado, por oficio Nº L/61/05, de 16 de mayo de 2005, remitió a la Corte Suprema esta iniciativa de ley, con el fin de recabar su parecer respecto de diversas disposiciones del proyecto que atañen a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.


El Máximo Tribunal, mediante oficio Nº 84, de fecha 24 de junio de 2005, informó favorablemente el proyecto, haciendo presente  algunas consideraciones que fueron tenidas a la vista en el curso de la discusión.

- - - - - -

DESCRIPCIÓN DE LOS ARTÍCULOS DEL PROYECTO APROBADOS EN EL PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, CUYA MODIFICACIÓN EN EL SEGUNDO TRÁMITE FUE RECHAZADA POR LA CÁMARA DE ORIGEN EN EL TERCERO.

La controversia suscitada entre ambas ramas legislativas deriva del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de las siguientes enmiendas acordadas por el Senado, en el segundo trámite: incorporación de los artículos 4º, nuevo; 9º, nuevo; 16, nuevo; y 19, nuevo; sustitución de los artículos 2º (5º del Senado); 3º (7º del Senado); 8º (12 del Senado); 9º (13 del Senado); 11 (15 del Senado); 15 (17 del Senado); y 17 letra a) (18 del Senado); modificación del artículo 7º (11 del Senado), y supresión de los artículos 12, 13, 14 y 16.


A continuación se describe sintéticamente el contenido de los preceptos materia de la divergencia. Además, se incluyen los aspectos centrales de la discusión generada en la Comisión Mixta, así como los acuerdos que ésta adoptó para resolver las discrepancias.

- - - - - - 

Artículo 4º nuevo


El Senado, durante el segundo trámite constitucional, intercaló el siguiente artículo 4º, nuevo:


“Artículo 4º.- Corresponderá al Servicio Nacional de la Mujer proponer al Presidente de la República las políticas públicas para el cumplimiento de los objetivos de esta ley.


Para estos efectos, en coordinación y colaboración con los organismos públicos y privados pertinentes, tendrá las siguientes funciones:


a) Impulsar, coordinar y evaluar las políticas gubernamentales en contra de la violencia intrafamiliar;


b) Recomendar la adopción de medidas legales, reglamentarias o de otra naturaleza para prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar; 


c) Prestar asistencia técnica a los organismos que intervengan en la aplicación de esta ley y que así lo requieran, y


d) Promover la contribución de los medios de comunicación para erradicar la violencia contra la mujer y realzar el respeto a su dignidad.”.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó la incorporación de esta norma.


La Ministra del SERNAM, señora Cecilia Pérez, señaló que la entidad que encabeza ha elaborado y presentado a la Comisión Mixta un texto alternativo del proyecto en estudio, el cual recoge diversos planteamientos surgidos durante la discusión parlamentaria.


Al tenor de dicha propuesta, y respecto del artículo 4º, nuevo, que se analiza, precisó que sería conveniente reponer en esta norma la referencia a un Plan Nacional de Acción, cuya proposición anual al Presidente de la República corresponda al SERNAM.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo indicó que, en lugar de “plan nacional de acción”, sería más apropiada la expresión “políticas públicas” por cuanto importa un concepto más amplio y que, por ejemplo, puede comprender varios planes a la vez.


La Honorable Diputada señora Mella advirtió que la ventaja del plan nacional de acción es su especificidad, ya que significa la adopción de medidas y la ejecución de acciones concretas. Además, las acciones de un plan se pueden incorporar en un ítem presupuestario, cosa que no sucede con las políticas públicas. Asimismo, un plan permite evaluar su ejecución.


La Honorable Diputada señora Saa coincidió en que un “plan nacional” involucra presupuesto, es decir, los recursos para su ejecución, lo que genera una obligación más concreta para el Gobierno en esta materia, mucho más claramente que bajo el concepto genérico de “políticas públicas”. 


Insistió en que lo importante aquí es que los gobiernos asuman y ejecuten acciones claras y concretas frente a este tema, y que estén obligados a ello. 


La Honorable Diputada señora Allende agregó que, además del tema presupuestario, la idea de un plan nacional de acción importa una obligación concreta para el SERNAM y, en ese sentido, fortalece su labor institucional. Asimismo, continuó, la obligación de elaborar un plan de acción anual implica que el SERNAM periódicamente tendrá que ser evaluado en su gestión y, por lo tanto, se podrán ir perfeccionando y haciendo más transparentes las acciones claras y precisas que contenga el plan.


No se trata sólo de trazar los lineamientos generales de una política pública, sino de elaborar y ejecutar un conjunto de actividades específicas, al cabo de las cuales se pueda revisar su cumplimiento. Es decir, concluyó, la diferencia está en la posibilidad de que sean programas sujetos a evaluación y control. 


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, advirtió que el problema planteado es de tipo semántico y que, por tanto, no se relaciona con la ley de presupuestos. En efecto, explicó, el tema consiste en determinar el real alcance de ambos conceptos -plan de acción y políticas públicas-, y sugirió entonces que, para que la norma sea omnicomprensiva, podrían incluirse ambas expresiones. Añadió que no por tratarse de un plan de acción va a incluir presupuesto, ya que tanto un plan nacional como los programas derivados de políticas públicas pueden ser incorporados en la ley de presupuestos por el Presidente de la República.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo agregó que las políticas tienen un carácter permanente, en tanto que los planes son anuales. Por consiguiente, para que la norma sea completa, coincidió con la propuesta de establecer que la elaboración y formulación de ambos esté a cargo del SERNAM.


De la misma opinión fue el Honorable Senador señor Chadwick, quien propuso que, para mayor claridad, se incluya en la norma tanto la formulación de políticas públicas sobre la materia, como la elaboración de un plan anual nacional de acción, ambos a instancias del SERNAM. Los restantes miembros de la Comisión estuvieron contestes con dicha sugerencia.


- Puesto en votación el artículo 4º nuevo, con la enmienda relativa al plan anual, fue aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, los Honorables Diputados señoras Allende, Cristi, Mella y Saa y señor Errázuriz.
- - - - - -

Artículo 2º


La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó en esta norma la definición de violencia intrafamiliar.


El inciso primero señala que será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato, que no constituya crimen o simple delito, que afecte la integridad física o psíquica de quien tenga respecto del ofensor la calidad de pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el cuarto grado inclusive, adoptante, adoptado o cónyuge, sea que viva o no bajo la misma morada y cualquiera que sea la edad o condición del afectado.


El inciso segundo agrega que también habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente se ejecute en contra de la persona con la que se mantiene una relación de convivencia; sobre los parientes por consanguinidad de ésta en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive; respecto de quien tenga una relación patrimonial derivada de una convivencia; entre los padres de un hijo común, aun cuando no medie convivencia ni matrimonio, o cuando recaiga en personas menores de edad o con discapacidad que se encuentren bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.


El inciso tercero dispone que cuando los hechos constitutivos de actos de violencia intrafamiliar importen la comisión de alguna de las faltas contempladas en los números 4°, 5°, 14, 15 y 16 del artículo 494 del Código Penal
, se les aplicarán las sanciones contempladas en esta ley.


El inciso cuarto, finalmente, establece que cuando los hechos denunciados sean constitutivos de delito, el juez remitirá los antecedentes al Ministerio Público.


En el Senado, durante el segundo trámite constitucional, este artículo 2º pasó a ser artículo 5º. En su inciso primero se establece que será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido respecto del ofensor la calidad de cónyuge o una relación de convivencia; o que sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, respecto del adoptante o adoptado que viva bajo la misma morada y cualquiera que sea la edad o condición del afectado.


También habrá violencia intrafamiliar, agrega el inciso segundo, cuando la conducta referida en el inciso precedente recaiga en personas menores de edad o con discapacidad que se encuentren bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite, rechazó esta modificación.


En la propuesta del SERNAM respecto de este artículo se sugiere: 


1) En primer término, agregar, en el inciso primero, la vida como bien jurídico protegido, además de la integridad física o psíquica.


Los integrantes de la Comisión estuvieron de acuerdo con dicha proposición.


2) En otro orden de ideas, el SERNAM propuso ampliar los sujetos destinatarios de la norma, incluyendo a los padres de un hijo común y a los parientes del conviviente que tengan la misma calidad descrita respecto de los parientes del cónyuge. 


La Honorable Diputada señora Mella explicó que la Cámara de Diputados rechazó la norma redactada por el Senado, porque en ella se excluyó a algunas personas como posibles sujetos de violencia intrafamiliar, entre ellos, los parientes del conviviente o los progenitores de un hijo común. 


El Honorable Senador señor Viera-Gallo precisó que la norma del Senado, en su inciso segundo, es sin duda aplicable a los niños y que, incluso, es más amplia porque protege a cualquier menor de edad que viva en el hogar común, con independencia del vínculo familiar.


El Honorable Senador señor Espina advirtió que debe haber un límite que defina el ámbito de aplicación de esta ley.


La abogada del SERNAM, señora Patricia Silva, explicó que la idea de incorporar a los parientes del conviviente obedece a la necesidad de no hacer diferencias entre un tipo de familia y otra, es decir, entre la familia matrimonial y la que deriva de la convivencia. Señaló que el inciso primero de este artículo reconoce la violencia intrafamiliar entre parientes por consanguinidad y afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el tercer grado inclusive, respecto de la familia matrimonial, en cambio en relación con la no matrimonial sólo incluye al conviviente y excluye a los parientes de éste. En consecuencia, la incorporación de estos sujetos a la disposición responde a la idea de evitar diferencias entre ambos tipos  familiares.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo indicó que la familia matrimonial tiene un cierto grado de estabilidad, en tanto que la convivencia puede ser más bien transitoria, de ahí entonces que sería aconsejable considerar en esta norma las convivencias que tengan a lo menos cierto tiempo de duración o permanencia.


El Honorable Senador señor Fernández propuso, para conciliar ambas posiciones, incluir a los parientes del actual conviviente.


El Honorable Senador señor Espina señaló que hay que tener especial cuidado con no extender la ley a situaciones que no correspondan verdaderamente a relaciones de familia. Ello podría significar, a la postre, hacer una ley que no se aplique en la práctica.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo indicó que el concepto de familia patriarcal -en la que se comprendía a todos los que vivían bajo un mismo techo, incluyendo los empleados o criados- hoy en día no se da. Se mostró partidario de incorporar a los parientes del actual conviviente, pero no así a los parientes de quienes convivieron en el pasado, porque eso sería extender demasiado la disposición legal.


Los miembros de la Comisión Mixta estuvieron contestes en incluir en el artículo en análisis a los parientes del actual conviviente,  en términos equivalentes a los establecidos respecto de los parientes del cónyuge.


Además, en sesión posterior, se omitió la oración alusiva a adoptantes y adoptados, en correspondencia con la incorporación de un artículo nuevo, que asimila a esas personas, para efectos de esta ley, a los ascendientes o descendientes, según corresponda. A este nuevo artículo le correspondió el número 24.


- Puesto en votación el artículo 5º del proyecto del Senado, con las señaladas enmiendas, fue aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés y las Honorables Diputadas señoras Allende, Cristi, Mella y Muñoz, doña Adriana.


- El artículo 24 resultó aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señoras Allende, Mella y Saa y el señor Errázuriz.

- - - - - -

Artículo 3º


La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó como artículo 3º una  norma que establece que cuando exista una situación de riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, que pueda afectar directamente alguno de los bienes jurídicos señalados en el artículo anterior (que define la violencia intrafamiliar), aun cuando éste no se haya llevado a cabo, el tribunal, con el mérito de la denuncia, deberá adoptar las medidas de protección o cautelares que correspondan.

En el inciso segundo de la norma se establece la presunción de existir una situación de riesgo inminente como la descrita en el inciso anterior cuando, habiendo precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor, concurran además, respecto de éste, circunstancias o antecedentes tales como: drogadicción, alcoholismo, una o más denuncias por violencia intrafamiliar, condena previa por violencia intrafamiliar, procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5° y 6° del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal
, o antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta.


Finalmente, este artículo establece que el tribunal, además, cautelará especialmente los casos en que la víctima esté embarazada, se trate de una persona con discapacidad u otra condición que la haga vulnerable.


El Senado, en el segundo trámite constitucional, introdujo diversas modificaciones a esta norma. 


En primer lugar, pasó a ser artículo 7º. 


Además, en el inciso primero, intercaló las palabras “de familia”, a continuación de los términos “el tribunal” y enmendó la redacción del inciso segundo.


Por último, agregó el siguiente inciso final, nuevo:


“En caso de incumplimiento de las medidas decretadas de conformidad con lo que dispone el inciso primero, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil
, sin perjuicio de imponer al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.”.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó las señaladas enmiendas.


El SERNAM propuso las siguientes rectificaciones a la norma aprobada por el Senado:


1) En el inciso primero eliminar la expresión “de familia” a continuación de la palabra “tribunal”. 


El Honorable Senador señor Viera-Gallo consultó la razón de esta modificación.


La Honorable Diputada señora Mella explicó que lo anterior responde a la idea de que ésta sea una norma común para ambos tipos de tribunales, esto es, de familia y de lo penal.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo indicó que ello no es necesario, por cuanto, si el tribunal de familia estima que los antecedentes revelan la existencia de un hecho con caracteres de delito, lo remitirá al Ministerio Público.


La Honorable Diputada señora Allende manifestó que para eso tienen que haberse producido a lo menos lesiones corporales, es decir, hay que esperar que el daño sea muy evidente para que el caso llegue a la justicia penal. Sin embargo, añadió, existe toda una gama de violencia que no se materializa en lesiones corporales y que por tanto quedaría al margen.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo insistió en que frente a ese tipo de problemas debe recurrirse ante el juez de familia, y no al juez de garantía, ya que es aquél el órgano jurisdiccional especializado en estas materias.


El Honorable Senador señor Espina opinó que, tratándose de una situación de riesgo, lo más conveniente es que la persona pueda dirigirse ante cualquier tribunal para pedir protección. En ese entendido, sugirió mantener en la norma sólo la referencia al tribunal y dejar constancia en este informe de que dicha expresión está referida a ambos juzgados, de familia y penal.


La representante del Ministerio Público, abogada señora María Eugenia Manaud, indicó que esta disposición no tendría más finalidad que dejar claramente precisado que las situaciones en ella descritas presentan un riesgo inminente para la víctima. Agregó que, aún sin esta norma, la facultad de decretar medidas cautelares corresponde tanto a los juzgados de familia como a los juzgados en lo penal.


La Honorable Diputada señora Muñoz advirtió que existen varias disposiciones en el proyecto que deben ser aplicadas en cualquiera de las judicaturas competentes en esta materia, como, por ejemplo, las relativas a la definición de violencia intrafamiliar, el quebrantamiento de medidas de protección y las situaciones de riesgo que ahora se analizan. Por consiguiente, añadió, sería conveniente establecer un párrafo específico en la ley que agrupe estas normas comunes, y resolver así esta recurrente tensión entre la competencia de familia y la penal.


El asesor del SERNAM, abogado señor Marco Rendón, puntualizó que en esa línea apunta la propuesta del Ejecutivo, en el contexto de una reorganización de las disposiciones del proyecto, en que se incorpore un párrafo de disposiciones comunes, que incluya todas estas normas cuya aplicación corresponde tanto los tribunales de familia como los del ámbito penal.


Finalmente, la Comisión Mixta acordó eliminar del inciso primero la expresión “de familia” y mantener solamente la referencia al tribunal, sin otra mención, a fin que en dicho concepto se comprenda tanto la judicatura de familia como la penal.


2) En segundo lugar, el SERNAM propuso agregar, en el inciso primero, el término “sólo” antes de la palabra “mérito”.


La Honorable Diputada señora Allende señaló que si se establece que con el “sólo mérito” de la denuncia se pueden adoptar medidas ante una situación de riesgo, simplemente se está dando mayor énfasis a las facultades que se otorgan al tribunal para tales efectos. Precisó que se trata de que el juez actúe con prontitud.


El Honorable Senador señor Fernández manifestó que éste sería un procedimiento parecido al establecido en materia civil para la concesión de las medidas precautorias, las que pueden ser otorgadas sin previa notificación del demandado. Agregó que, siendo esta materia de mayor gravedad, se justifica aplicar el mismo criterio procesal. Indicó que esto no significa que el tribunal no esté obligado a apreciar los antecedentes, sino que precisamente lo contrario, pues deberá revisar el fundamento o “merito” de la denuncia y, sobre la base de ello, resolverá sobre las medidas, sin perjuicio de que después pueda modificarlas. 


Los miembros de la Comisión Mixta compartieron la proposición y aprobaron la enmienda señalada.


3) Asimismo, el SERNAM propuso incorporar en el inciso segundo, entre los antecedentes a considerar para presumir la existencia de una situación de riesgo, la infracción a la ley Nº 17.798, sobre control de armas.


La Comisión Mixta, en forma unánime, acogió dicha sugerencia, por estimarla atinente, sobre todo a la luz de la nueva normativa en materia de control de armas.


- Puesto en votación el artículo 7º del proyecto del Senado, fue aprobado, con las modificaciones indicadas, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés y las Honorables Diputadas señoras Allende, Cristi, Mella y Muñoz, doña Adriana.

En una sesión posterior, el Honorable Senador señor Viera-Gallo manifestó que no resulta clara la referencia que el artículo 7º hace a “los bienes jurídicos señalados en el artículo 5º”. Expresó que el contenido de esa frase es confuso y vago, por lo que sugirió su eliminación. 


La Comisión Mixta, advirtiendo que la referida eliminación no incide en la redacción, ni en el sentido y alcance del artículo en análisis, acordó unánimemente reabrir el debate y suprimir la oración: “que pueda afectar directamente alguno de los bienes jurídicos señalados en el artículo 5º”.


- Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señoras Allende, Mella y Saa y señor Errázuriz.


4) Por último, el SERNAM sugirió formular el inciso final del artículo en estudio, relativo a las consecuencias del incumplimiento de las medidas decretadas ante una situación de riesgo, como artículo aparte.


A tal efecto, se tuvo a la vista la observación de la Corte Suprema respecto del inciso final de este artículo. El máximo tribunal advirtió que, tal como acontece con otras disposiciones del proyecto -como son los artículos 13 y 14-, este inciso del artículo 7º contendría una doble sanción para el denunciado, lo que contraría el principio de que no se puede sancionar más de una vez por un mismo hecho.


El Honorable Senador señor Fernández aclaró que el apremio no es una sanción. Por la vía del apremio no se castiga el incumplimiento, sino que se compele al individuo, en ejercicio de la facultad de imperio, para que cumpla una medida decretada. En consecuencia, no se presenta la dificultad que observa la Corte Suprema.


Los restantes miembros de la Comisión Mixta coincidieron con lo apuntado por el Honorable Senador señor Fernández y acordaron dejar expresa constancia en el presente informe de que el apremio contemplado en la norma en estudio no constituye una sanción, sino el medio para obtener del infractor el cumplimiento de lo ordenado y, en consecuencia, no vulnera el principio “non bis in idem”.


La Comisión Mixta aceptó la sugerencia de incluir las disposiciones de este inciso como un artículo separado, al que correspondió el número 10 en el acuerdo que figura al final.


- Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señoras Allende, Mella y Saa y el señor Errázuriz.
- - - - - -

Artículo 9º nuevo


El Senado, en el segundo trámite constitucional, intercaló un artículo 9º, nuevo, sobre medidas accesorias.


Dicha norma, en su inciso primero, establece que, además de lo dispuesto en el artículo precedente -relativo a la sanción de multa con que se castiga, en sede de familia, el maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar-, el juez podrá aplicar en la sentencia una o más de las siguientes medidas accesorias:


a) Obligación de abandonar el ofensor el hogar que comparte con la víctima.


b) Prohibición de visitar el domicilio, lugar de trabajo o establecimiento educacional del ofendido. Si ambos trabajan o estudian en el mismo lugar se oficiará al empleador o director del establecimiento para que adopte las medidas de resguardo necesarias.


c) Prohibición de porte y tenencia y, en su caso, el comiso, de armas de fuego. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director de Servicio respectivo, para los fines legales y reglamentarios que corresponda.


d) La asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar. Las instituciones que desarrollen dichos programas darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.


En el inciso segundo agrega que, en caso de quebrantamiento de lo previsto en las letras a), b) y c), se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo precedente, esto es, el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público, conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil
.


En el inciso tercero concluye señalando que, sin perjuicio de lo anterior, el juez, en la sentencia definitiva, fijará los alimentos definitivos, el régimen de cuidado personal y de relación directa y regular de los hijos si los hubiere, y cualquier otra cuestión de familia que sea sometida a su conocimiento por las partes.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó la incorporación de este artículo.


Como se consignara al inicio de este informe, la Corte Suprema observó, respecto de este artículo 9º, que la medida de la letra a) -obligación de abandonar el ofensor el hogar que comparte con la víctima-, ya se contempla en el Nº 1) del artículo 92 de la ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia.


Sobre esta materia, el representante del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, señaló que la Corte Suprema alude a la medida cautelar que se puede adoptar durante el proceso incoado por violencia intrafamiliar, en cambio la disposición que aquí se analiza se refiere a la medida que se aplica en la sentencia, es decir, ya no con un carácter cautelar sino accesorio a la sanción principal impuesta.


En otro ámbito, la Honorable Diputada señora Saa propuso establecer como una obligación del juez aplicar las medidas accesorias que contempla el proyecto, cuando dicte sentencia condenatoria. Para tales efectos sugirió reemplazar, en el inciso primero, la palabra “podrá” por “deberá”.


Al respecto, señaló que la experiencia ha demostrado que, en aquellos casos en que no se han adoptado tales medidas, ha aumentado el peligro que corren las víctimas, terminando la situación en homicidio.

La Honorable Diputada señora Allende manifestó que una de las connotaciones de la violencia doméstica es que no ocurre solamente una vez, sino que se trata de conductas que se repiten, en una escalada de violencia. En ese sentido, agregó, es importante lo que propone la Diputada Saa a fin de que no quede al criterio del tribunal el ordenar o no este tipo de medidas, sino que el juez tenga la obligación de buscar cómo proteger a la víctima. Indicó que si las medidas de protección se cumplieran efectivamente, muchos femicidios se habrían evitado. Añadió ser partidaria de dar una señal potente en esta materia, y dicha señal podría ser que el juez deberá -y no “podrá”- aplicar alguna de estas medidas en su fallo.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo indicó que el artículo 8º del proyecto sanciona el maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar con una multa, atendida su gravedad. Añadió que resulta razonable que, además de la multa, se aplique alguna de estas medidas del artículo 9º y que, en lugar de consignarlo como una facultad, ello sea obligatorio para el juez.


El Honorable Senador señor Espina señaló que ya existe un precedente al respecto en nuestra legislación. Precisó que, por ejemplo, el artículo 27 del Código Penal, dispone que las penas de presidio, reclusión y relegación perpetuos llevan consigo penas accesorias tales como la de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la de sujeción a la vigilancia de la autoridad. Añadió que la expresión “llevan consigo” importa que no es facultativo para el juez imponer tales penas accesorias, sino que imperativo. De esta manera, no habría inconveniente en establecer, también con carácter imperativo, las medidas accesorias de que trata la norma del proyecto en análisis.


Por su parte, el SERNAM, propuso a la Comisión Mixta completar la medida de prohibición para el agresor de visitar el domicilio, lugar de trabajo o establecimiento educacional del ofendido, con la interdicción de acercarse a la víctima.


Los miembros de la Comisión Mixta estuvieron de acuerdo con la sugerencia, ya que esta medida pasa así a ser más amplia y cubre situaciones y riesgos que surgen, por ejemplo, en el trayecto entre el hogar de la víctima y su lugar de trabajo o estudios.


Como se verá más adelante, en el artículo 22 comprendido en el acuerdo que propone la Comisión Mixta se incluye una enmienda al artículo 92 de la ley Nº 19.968, para hacerlo concordante con el artículo 9º de este proyecto de ley. 


Asimismo, el SERNAM propuso agregar como inciso segundo el siguiente:


“El juez fijará prudencialmente el plazo de esas medidas, que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a un año, atendidas las circunstancias que las justifiquen. Dichas medidas podrán ser prorrogadas, a petición de la víctima, si se mantienen los hechos que las justificaron. En el caso de la letra d), la duración de la medida será fijada, y podrá prorrogarse, tomando en consideración los antecedentes proporcionados por la institución respectiva.”.


El Director Jurídico del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, explicó que esta norma es la misma que la del artículo 14 del proyecto, y que sólo por razones de orden se propone trasladarla como inciso segundo de este artículo 9º.


El SERNAM sugirió también suprimir el inciso segundo del artículo 9º nuevo -referido a las consecuencias del incumplimiento de las medidas-, para regular la misma materia en un precepto independiente.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que, conforme a este inciso, en caso de quebrantamiento de las medidas comprendidas en las letras a), b) y c) de este artículo, el infractor enfrenta la pena por desacato, la que, de acuerdo al artículo 240, inciso segundo, del Código de Procedimiento Civil, consiste en reclusión menor en su grado medio a máximo, es decir, de 541 días a 5 años. De ahí la importancia de esta norma.


Los miembros de la Comisión Mixta acogieron la sugerencia de regular esta materia en una disposición aparte.


A continuación, la Honorable Diputada señora Saa indicó que, si bien está de acuerdo con imponer la pena del desacato ante el incumplimiento de estas medidas, también debería incorporarse una norma que faculte expresamente a la policía para detener a una persona cuando sea sorprendida quebrantándolas.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo recordó que el proyecto de ley que introduce ajustes a la reforma procesal penal, actualmente en tramitación en el Senado, contempla una disposición que consagra dicha facultad policial.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, puntualizó que, efectivamente, en el citado proyecto de ley se contempla dar a la policía facultades de allanar e ingresar a un domicilio sin autorización judicial previa, en determinados casos, entre los cuales tiene cabida el del infractor flagrante de alguna de las medidas en comento.


El Honorable Senador señor Espina indicó que, no obstante contemplarse en el proyecto citado, sobre ajustes a la reforma, esta facultad de la policía para detener a quien sorprenda en quebrantamiento flagrante de las medidas accesorias, sería conveniente dejarlo también expresamente establecido en esta ley. Advirtió que, en todo caso, tal norma debe explicitar que tal facultad procederá tanto ante el quebrantamiento de la pena principal como el de las medidas accesorias. De lo contrario, añadió, la norma podría verse burlada.


Al respecto el representante del Ministerio de Justicia indicó que lo que se requiere es una intervención policial directa y, al efecto, recordó que la facultad que se analiza está recogida en la propuesta del SERNAM, la que, en el inciso final de un artículo específico sobre el quebrantamiento de medidas cautelares o accesorias, establece que el incumplimiento flagrante de dichas medidas permitirá la detención conforme a las reglas generales. 


El Honorable Senador señor Fernández consultó cómo la policía tomará conocimiento de que se trata de una flagrancia.


La Honorable Diputada señora Saa respondió que las víctimas suelen disponer de una copia de la sentencia, pero que su sola exhibición a Carabineros no habilita a éstos para detener al infractor de una medida cautelar, sin previa orden judicial previa. De ahí, entonces, la importancia de otorgar la facultad en referencia.


A consecuencia de lo debatido, la Comisión Mixta acordó que, en el mismo artículo en que se haga aplicable la pena por desacato con motivo del incumplimiento de las medidas cautelares o accesorias, se agregue, como inciso segundo, una norma que establezca la facultad de la policía para detener a quien sea sorprendido en quebrantamiento flagrante de dichas medidas.


Finalmente, los miembros de la Comisión Mixta estuvieron contestes, para efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, en dejar expresa constancia de que el “régimen de visitas” equivale a la expresión “relación directa y regular de los hijos”, que contempla el artículo 9º en su inciso final.


- Se aprobó el nuevo artículo 9º, con las modificaciones reseñadas, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés y las Honorables Diputadas señoras Allende, Cristi, Mella y Saa y el señor Errázuriz.

- Con la votación unánime de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández y Viera-Gallo, y los Honorables Diputados señoras Allende, Mella, Saa y señor Errázuriz, se acordó insertar en el proyecto un artículo 10, nuevo, que regula los efectos del quebrantamiento de las medidas cautelares o accesorias decretadas durante el proceso o en la sentencia, así como la detención obligatoria del infractor flagrante.

- - - - - -

Artículo 7º


La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó este artículo, el que, con el título de “Registro de sanciones”, establece que el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá llevar un Registro Especial de las personas que hayan sido condenadas, por sentencia ejecutoriada, como autoras de violencia intrafamiliar, así como de las resoluciones que la ley ordene inscribir.


Para tales efectos, la norma dispone, en su inciso segundo, que el tribunal, ejecutoriada que sea la sentencia, deberá oficiar al Registro Civil, individualizando al condenado y la sanción aplicada por el hecho de violencia intrafamiliar. Este Registro Especial será puesto en conocimiento del tribunal, a solicitud de éste, en los casos regulados en la ley.


El Senado, en el segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes modificaciones al artículo 7º.


Pasó a ser artículo 11, integrando el Párrafo Segundo del proyecto, relativo a la violencia intrafamiliar de conocimiento de los juzgados de familia.


Asimismo, en el inciso segundo de la norma, intercaló, a continuación de la expresión “violencia intrafamiliar”, la frase “circunstancias que el mencionado Servicio hará constar, además, en su respectivo certificado de antecedentes”.


Durante el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó estas modificaciones.


El SERNAM propuso las siguientes enmiendas a la norma aprobada por el Senado en segundo trámite:


1) Titular el artículo “Registro de sanciones y medidas accesorias”, en lugar de “Registro de sanciones”.


2) Establecer, en el inciso segundo, que el tribunal comunicará al Servicio de Registro Civil e Identificación no sólo la sanción principal aplicada por el hecho de violencia intrafamiliar, sino también las sanciones accesorias que se impongan, con la sola excepción de la medida prevista en la letra d) del artículo 9º, esto es, la asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar.


La Honorable Diputada señora Mella hizo hincapié en que lo más importante entre las modificaciones señaladas, es que en el registro se anoten tanto la sanción principal como las accesorias que se apliquen al agresor.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo advirtió la inconveniencia de excluir del registro la anotación de una medida tan importante como es la asistencia a programas terapéuticos o de orientación familiar. Indicó que quizás sería preferible que en el registro aparezca que el agresor asiste a terapia a fin de demostrar que está siendo sometido a un proceso de rehabilitación.


La Honorable Diputada señora Cristi, consultó el motivo para que estas anotaciones se hagan en el certificado de antecedentes. Explicó que la idea primitiva fue crear un registro especial de violencia intrafamiliar, pero las anotaciones no se harían constar en el certificado de antecedentes. Recordó que, en otros proyectos de ley, ha prevalecido el mismo criterio.


La Honorable Diputada señora Allende señaló al respecto que, tal como ha indicado con anterioridad, lo que se está tratando de hacer aquí es dar una señal importante y fuerte en esta materia, y que si bien puede resultar impactante una anotación de esta naturaleza, precisamente ello concuerda con el mensaje que se quiere entregar a la sociedad. 


Luego del debate, la Comisión estimó pertinente acoger las dos enmiendas propuestas del SERNAM y les dio su aprobación.


- El artículo fue aprobado con el número 12, con las referidas enmiendas, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés y los Honorables Diputados señoras Allende, Cristi, Mella y Saa y señor Errázuriz.
- - - - - - -
Artículo 8º


La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó este artículo, que tipifica el delito de violencia intrafamiliar. En el inciso primero establece que el que habitual, continua o permanentemente ejerza violencia física, psíquica o sexual, sobre una persona que tenga a su respecto alguna de las calidades referidas en el artículo 2º -que pasó a ser 5º-, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años), sin perjuicio de que el hecho revista caracteres de un delito de mayor gravedad.


Seguidamente, la norma establece que, para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderá por violencia sexual cualquier acto de significación sexual no comprendido en los párrafos 5º, 6º y 9º del Título VII, del Libro Segundo, del Código Penal
, que vulnere la integridad física o psíquica de la víctima.


En el Senado, durante el segundo trámite constitucional, este artículo 8º pasó a ser artículo 12, reemplazado por otro, denominado “Normas Especiales”, conforme al cual en las investigaciones y procedimientos penales derivados de violencia intrafamiliar se aplicarán, además, las disposiciones del Párrafo Tercero, relativo a la violencia intrafamiliar constitutiva de delito. 


Tal fórmula llevaba aparejada la opción de no tipificar un delito específico en esta materia y, en cambio, mediante el reemplazo del artículo 400 del Código Penal, se instauraba una circunstancia calificatoria de los delitos de lesiones corporales, en virtud de la cual se elevaba la pena en un grado.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó esta sustitución.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo se refirió a los criterios seguidos por cada una de las cámaras legislativas en el tratamiento de este tema.


Explicó que la Cámara de Diputados configuró un delito especial para el caso del maltrato habitual. Agregó que el Senado, en cambio, hizo la siguiente distinción: todos los actos de violencia intrafamiliar que redunden en lesiones corporales quedan sujetos a las normas sobre delitos comunes, pero se  agrava la penalidad elevándola en un grado. Respecto de los actos de violencia intrafamiliar que no causen una lesión corporal, los mantuvo en sede de familia. 


Expresó que se adoptó dicho criterio en consideración a que podría resultar muy difícil perseguir mediante un proceso penal los actos de violencia psíquica o de lesión física mínima, y que para ello sería más apropiado hacerlo ante los tribunales de familia, que son los órganos especializados en la materia. Ahora bien, si del estudio de los antecedentes resulta que los hechos revisten caracteres de delito, entonces el tribunal de familia remitirá el caso a la justicia penal.


Agregó que, en su opinión, el problema también debe analizarse desde un punto de vista práctico y de lo que acontece con la reforma procesal penal en la realidad. En ese entendido, consultó a la representante del Ministerio Público cuál sería el pronóstico si eventualmente los fiscales debieran asumir esos casos.


La abogada del Ministerio Público, señora María Eugenia Manaud, indicó que el tratamiento que reciban estos casos dependerá de los antecedentes que se aporten en la denuncia. Asimismo, dependerá de si la figura queda establecida como una falta o como un simple delito. También hay que tener en consideración el principio de oportunidad, cuya aplicación es más probable en el caso de las faltas.


La Honorable Diputada señora Allende explicó que en la Cámara de origen se adoptó el criterio de establecer un tipo penal específico, toda vez que la violencia intrafamiliar no es asimilable a ningún delito común, porque tiene una serie de connotaciones que la distinguen del resto de los ilícitos, como, por ejemplo, el vínculo existente entre la víctima y el victimario o la habitualidad de la conducta, entendida ésta como reiterada, no necesariamente inmediata o continua. Esa clase de características, reiteró, ameritan una tipología especial. 


Además, agregó, ello concuerda con el objetivo de dar una señal importante a la sociedad, mediante un instrumento legal que claramente consagre que esta violencia constituye un delito penado por la ley. Insistió en que dicha señal no tendrá la misma fuerza si sólo se agravan las penas asignadas a los delitos comunes.


La Honorable Diputada señora Muñoz señaló que, aunque sea difícil de introducir esta nueva figura entre los conceptos tradicionales del derecho penal, es imperioso hacerlo, toda vez que esta violencia doméstica, permanente, sostenida en el tiempo incuba femicidio y así lo ha demostrado la experiencia de estos últimos años. Recordó que sólo durante el año 2004 se registraron 70 casos de femicidio y, a la fecha, en el 2005 ya se cuentan más de 20. En consecuencia, reiteró la importancia de establecer como delito la violencia intrafamiliar y de asignarle la consiguiente sanción. Indicó que fue un gran logro la promulgación de la primera ley sobre violencia intrafamiliar, ya que permitió que las víctimas se atrevieran a denunciar. Sin embargo, añadió, hoy día existe una nueva institucionalidad que no puede estar al margen de este proceso. El Ministerio Público debe intervenir en estos casos, más allá de los problemas de orden práctico que ello pueda significar, porque, desde el punto de vista social, es absolutamente necesario enfrentar este tema, dada la mala calidad de vida familiar que se está construyendo.


El Honorable Senador señor Fernández se mostró partidario de introducir la violencia intrafamiliar como una figura penal autónoma y distinta. En todo caso, sugirió la revisión de expresiones como “habitual”, así como también la pena que se asignará, la que, según indicó, debe quedar claramente determinada a fin de evitar toda duda interpretativa posterior. Así por ejemplo, se debe establecer la pena con que se sancionará este delito y, si se incurre en un ilícito de mayor gravedad, explicitar que se aplicará la pena asignada al delito de mayor entidad.


La representante del Ministerio Público, abogada señora María Eugenia Manaud, señaló que en el nuevo tipo penal la conducta debe estar específicamente descrita, a fin de responder a las exigencias constitucionales. Coincidió en que es necesario establecer qué se entiende por habitualidad y advirtió que hoy en día las víctimas denuncian esta violencia después de haberla sufrido durante mucho tiempo y que esa situación se va a mantener si el tipo penal exige habitualidad o reiteración en la conducta. Asimismo, concluyó, es preciso definir claramente cuál será la pena a aplicar si la violencia termina en un delito más grave. 


El Honorable Senador señor Viera-Gallo advirtió que concurrir con estos asuntos de violencia doméstica ante los tribunales de familia no es menos eficaz que accionar ante la justicia penal. Más aún, puede ser más beneficioso, si se considera que los juzgados de familia son especializados en esta materia, no así la justicia penal, en donde incluso por el principio de oportunidad los casos podrían no ser tramitados. 


El Honorable Senador señor Espina indicó que el problema se vincula al hecho de que el maltrato psíquico no tiene sanción en tanto que el maltrato físico la tiene en la medida que provoque una lesión corporal, y esto se debe  principalmente a la interpretación que la jurisprudencia ha hecho de las normas del Código Penal relativas a las lesiones.


Señaló ser partidario de que para que estos hechos no queden impunes debe existir una sanción drástica. Asimismo, en su opinión, la obligación de comparecer ante un juez en lo penal puede resultar más impactante para las personas que la de asistir ante un juez de familia, por lo que la tipificación penal podría producir mayor efecto disuasivo. 


El Honorable Senador señor Viera-Gallo hizo presente la dificultad de conceptualizar el maltrato psíquico y de llevarlo a las normas penales.


La Honorable Diputada señora Cristi manifestó su preocupación por el problema en torno a la prueba del daño psicológico.


La Ministra del SERNAM, señora Cecilia Pérez, insistió en que el tema de fondo es el establecimiento de este nuevo tipo penal de maltrato habitual, con una sanción drástica. Recordó que el año 2004 se registraron 70 casos de mujeres muertas a manos de sus parejas,  que en el 85% de esos casos había una historia anterior de violencia y, en un porcentaje similar, habían denuncias previas y medidas de protección concedidas; sin embargo, las muertes se produjeron igual. De ahí, entonces, la necesidad de un instrumento nuevo, inédito, para hacer frente a este problema social. Calificó ésta como una oportunidad histórica para consagrar en la ley un mensaje contundente, una señal social, cultural y política respecto de la violencia intrafamiliar. De no hacerlo, el legislador quedará en deuda con la sociedad, pues no habrá recogido la dramática experiencia vivida por muchas familias en Chile.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, también se mostró de acuerdo con la tipificación de un delito en esta materia, con el objetivo último de entregar una señal a la sociedad. Sin embargo, manifestó su preocupación respecto de la real capacidad del Ministerio Público para enfrentar esta nueva tarea. Destacó que una sobrecarga de trabajo en las fiscalías podría significar el archivo de las causas. Lo mismo ocurrirá por aplicación del principio de oportunidad. Añadió que, tal como se busca dar una señal social, también debe procurarse instalar un principio de eficacia, pues, de lo contrario, no se dará una verdadera solución al problema y todas esas situaciones dramáticas se seguirán multiplicando. En ese entendido, explicó, el Senado estimó que los tribunales de familia eran la instancia más apropiada para recurrir. Finalmente, consultó la opinión del Ministerio Público ante este nuevo desafío.


La abogada del Ministerio Público, señora María Eugenia Manaud, respondió que, lamentablemente, la entidad no cuenta con información que permita evaluar el impacto de esta nueva tarea en la carga de trabajo de las fiscalías. Precisó que no hay antecedentes de cuántas son las causas que al día de hoy se ventilan ante los tribunales civiles y, de ellas, cuántas corresponden a violencia física y cuántas a violencia psicológica. Por lo anterior, no es posible comprometer una estimación de su repercusión en el trabajo de las fiscalías.


La Honorable Diputada señora Cristi indicó que debe considerarse que los tribunales de familia están preparados para atender estos asuntos.

- - - - - - -


La Comisión Mixta consultó la opinión del profesor de derecho penal señor Juan Domingo Acosta Sánchez, quien informó al tenor del documento cuya copia se adjunta a este informe, como anexo. 


En dicho documento, el profesor señor Acosta se refirió a la situación en la legislación chilena y en la legislación comparada hispanoamericana relativa a la violencia intrafamiliar. 

Asimismo, presentó algunas consideraciones en torno a la represión penal de la violencia intrafamiliar: demostró que los hechos más graves constitutivos de violencia intrafamiliar están comprendidos por tipos de la legislación penal común; expuso diversas alternativas para introducir modificaciones en el ámbito penal; formuló alcances sobre la constitucionalidad de normas legales que otorguen a órganos o personas distintos del Ministerio Público la facultad de dirigir la investigación de faltas y, por último, abordó la transferencia de jurisdicción desde los tribunales de familia al Ministerio Público y tribunales con jurisdicción en lo penal. 

Hizo también un análisis de los textos aprobados para este proyecto, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, así como también de las proposiciones del SERNAM. Finalmente, presentó sus conclusiones y sugerencias.

A continuación, los integrantes de la Comisión Mixta formularon al profesor señor Acosta las observaciones y consultas que se reseñan a continuación.

El Honorable Diputado señor Errázuriz, señaló que, entre las propuestas que hace el profesor señor Acosta, aparece la de configurar el delito de maltrato habitual, donde, para apreciar la habitualidad, se atenderá al número de actos de violencia ejecutados, así como a la proximidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre la misma o sobre diferentes víctimas de las comprendidas en la ley.

A la luz de lo anterior, indicó, habría habitualidad si el agresor ha cometido estos actos de violencia con diversas personas al interior del grupo familiar, y si sólo una de ellas lo denuncia, aunque la haya violentado una única vez, el ilícito estará configurado.

El profesor señor Acosta indicó que la familia está concebida como un grupo doméstico, como un núcleo. Por ejemplo, si el padre ataca a la madre y luego a los hijos, se configura la violencia intrafamiliar, pues no es requisito que siempre agreda a una misma persona.

El Honorable Senador señor Viera-Gallo formuló dos consultas. La primera, referida al artículo 150 A del Código Penal, que se refiere al caso del empleado público que aplica a una persona privada de libertad tormentos o apremios ilegítimos, físicos o mentales, u ordena o consiente su aplicación. Enfatizó la utilización de las expresiones “tormentos o apremios ilegítimos, físicos o mentales”. Al respecto, consultó al profesor señor Acosta cuál sería la diferencia entre la violencia psicológica y estos tormentos o apremios mentales. Adelantó que la palabra tormento se acercaría más a la tortura, en tanto que la violencia psicológica podría ser, quizás, algo más leve.

En segundo término, solicitó al profesor señor Acosta precisiones en torno al delito de amenaza. Indicó que en la amenaza se anuncia el propósito de causar un mal, que puede ser físico o psíquico. Ahora bien, si ese mal se realiza, tiene una pena mayor que la aplicable a la violencia psicológica en el delito que se quiere introducir. Entonces, consultó si no sería lógico que, siendo la violencia psíquica intrafamiliar una amenaza realizada, tuvieran ambas, a lo menos, asignada la misma pena.

La Honorable Diputada señora Saa intervino para señalar que lo que se pretendió con este proyecto, desde su origen, fue legislar en torno a una situación permanente y continua de terror que se da al interior de una familia, como resultado de una fuerte y constante violencia psicológica. No se trata, agregó, de una suma de maltratos físicos solamente, sino de una situación persistente de terror en la vida familiar, donde, a mayor abundamiento, el análisis y el pronóstico indican que el ciclo siempre termina en homicidio. 

Recalcó que, si bien resulta muy complejo legislar sobre estas materias, no por ello no se deberá abordar la tarea. Se trata de un fenómeno especial, no comparable con otros delitos violentos y que hay que incorporar en la legislación penal. Recordó que durante mucho tiempo la violencia doméstica no fue siquiera cuestionada y, por lo mismo, se dificulta aún más introducirla como una figura específica en una normativa legal inspirada en conceptos tradicionales. Se trata de innovaciones complejas frente a la historia anterior del derecho penal y, si bien hay que ser prudentes, no es menos cierto que hay que enfrentar el desafío de sancionar estas situaciones, máxime cuando a la luz del derecho moderno esta violencia es atentatoria contra los derechos humanos.

Insistió en que el Estado debe prestar una protección eficaz a la población que enfrenta este problema, la que no es menor, ya que, según las estadísticas más recientes, el 50% de las mujeres ha sufrido algún tipo de violencia doméstica. Citó el caso de España, donde al año se registraban 90 muertes de mujeres a manos de sus parejas, en un universo de 40 millones de habitantes, lo que motivó una modificación legal en la materia. Comparó lo anterior con la situación de Chile, donde al año se registran 80 casos fatales y todavía no hay una reacción legal que permita terminar con esta espiral de violencia.

Enseguida, el profesor señor Acosta procedió a responder las consultas formuladas por el Honorable Senador señor Viera-Gallo.

En cuanto a los conceptos de tormentos o apremios mentales que emplea el artículo 150 A del Código Penal, señaló que pueden coincidir con la violencia psicológica, aunque no totalmente. Explicó que en el caso que regula este artículo, del empleado público y una persona privada de libertad, pueden ocurrir una serie de actos que no sean necesariamente violentos pero que sí sean constitutivos de un apremio mental, como por ejemplo drogar a alguien para obtener una confesión. Ello no sería equiparable a la violencia psíquica como es habitualmente entendida, la violencia que perturba y produce un daño mental. Entonces, concluyó, se trata de conceptos que pueden coincidir en mucho, pero habrá situaciones de hecho que sólo quepan en uno u otro tipo.

El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que su inquietud apunta a si es posible definir el maltrato como un apremio mental, en lugar de usar la expresión violencia mental.

El Honorable Senador señor Espina agregó que lo señalado por el Senador Viera-Gallo le hace sentido especialmente si se considera que una de las permanentes críticas que se hace es que no hay sanciones en la ley para la violencia psicológica, lo que resulta desmentido por el citado artículo 150 A. Se trata de una norma específica que sanciona al empleado público que aplica a una persona privada de libertad tormentos o apremios ilegítimos, físicos o mentales.

El Honorable Senador señor Chadwick apuntó que el concepto de apremio podría ser más restrictivo que el de violencia psicológica, por cuanto el apremio implicaría una presión que se ejerce con el fin de obtener algo, en cambio la situación que acá se ha descrito se refiere a un estado permanente de violencia.

Seguidamente, el profesor señor Acosta pasó a referirse al delito de amenaza. Indicó que cualquier modificación que se haga requiere tener una visión de campo de todos los delitos para guardar la debida proporcionalidad con las penas asignadas a los mismos. Así, por ejemplo, si se va a legislar respecto de la violencia psicológica, ello debe tener cierta relación con las penas del delito de amenaza, y si se trata de sancionar la violencia física se requiere guardar cierta coherencia con el delito de lesiones.

Precisó que el delito de amenaza está construido sobre la base de una intimidación seria de producir un mal, el que, a su vez, puede o no ser otro ilícito. Además, existen ciertas calificantes según si se impusieron o no exigencias o condiciones, y si se ha conseguido o no el propósito del autor. Todo ello incide, explicó, en la determinación de la pena.

El Honorable Senador señor Viera-Gallo insistió en que el problema surge cuando la amenaza consumada resulta con una pena mayor que la violencia consumada, lo que podría ocurrir si a esta última se le asigna una pena muy baja.

El Honorable Senador señor Chadwick indicó que en tal caso efectivamente se va a castigar por la amenaza, a menos que se obligue al juez a sancionar por la violencia asignándole a ésta una pena más alta. Asimismo, señaló que la figura que se instaure en materia de violencia debe ser de carácter residual.

El profesor señor Acosta manifestó que, como principio técnico-legislativo, es lógico que cuando los hechos revisten el carácter de un delito de mayor entidad, debe sancionarse por ese delito. En consecuencia, en su opinión, si se va a construir una figura, debería ser efectivamente con carácter residual, a fin de evitar los problemas interpretativos que surgen de definir si se castiga, por ejemplo, el homicidio o la violencia, las lesiones menos graves o la violencia, etc.

Los Honorables Senadores señores Espina y Viera-Gallo advirtieron que hay que tener especial cuidado en no crear una figura que signifique una rebaja de la pena.

En otro orden de ideas, el profesor señor Acosta señaló que, para enfrentar el problema de la violencia doméstica, entendiendo que se trata de una situación permanente de terror que se vive al interior de la familia, es necesario buscar eficacia, y para eso, en primer término sería aconsejable revisar las atribuciones de los tribunales de familia que son los órganos especializados en la materia. 

En segundo lugar, hizo mención a los denominados “delitos de estado” (en el sentido de situación), y explicó que existen dos formas de sancionarlos: castigando a las personas peligrosas (por ejemplo al agresor, por ser peligroso, por haber generado un estado de terror dentro del grupo familiar), o castigando por actos concretos y específicos, acciones u omisiones. Al primero, expresó, se le denomina derecho penal de autor, en tanto que al segundo, derecho penal de actos. En la actualidad, el derecho penal chileno es un derecho penal de actos, lo que calificó como una conquista de la democracia en los últimos años. 

Asimismo, señaló que la situación de violencia aquí descrita no debe confundirse con el denominado delito permanente, esto es, con aquel en que el autor crea un estado antijurídico por sí mismo y al cual puede poner término en cualquier momento a su voluntad (por ejemplo, privar de libertad a una persona). Es un delito que se consuma permanentemente, se está consumando en tanto no se ponga fin a la situación antijurídica. Insistió en que la violencia doméstica no responde a este esquema.

La Honorable Diputada señora Allende señaló que la dificultad en la aplicación de un delito de violencia intrafamiliar no puede impedir que se efectúe la tipificación del mismo. Añadió que los delitos se establecen en relación con el bien jurídico superior que se pretende proteger y no en razón de la complejidad para aplicarlos. 

De igual modo, la capacidad de las fiscalías o las dificultades económicas para implementar el sistema, es un tema de política criminal que no puede ser óbice para enfrentar este grave problema social. Es de todos conocido, agregó, que este problema existe, que involucra conductas que deben ser sancionadas y que no son comparables a un delito común. La peculiaridad de la situación está en que el maltrato se da entre personas vinculadas por lazos familiares, y ello ha contribuido a la impunidad de estos hechos. 

Es preciso reforzar la normativa existente, dando una señal potente y clara. Muchos de los femicidios cometidos no se habrían consumado si las medidas cautelares impuestas hubiesen sido realmente aplicadas. Se requiere de un instrumento eficaz, que establezca que este maltrato doméstico es un delito. Existe una amplia gama de conductas violentas que tienen un carácter reiterado y que se dirigen sostenidamente contra los diversos integrantes del grupo familiar; todas esas conductas deben también quedar cubiertas por la norma legal, y así no tener que esperar que las personas mueran en manos de sus parejas para dar lugar a la intervención de los tribunales en lo penal.

La Honorable Diputada señora Saa indicó estar de acuerdo con que el derecho penal debe ser de actos y no de autor, en conformidad con las concepciones del derecho moderno. Sin embargo, agregó, la situación de terror que aquí se ha descrito se configura justamente por actos concretos de abuso, de apremio, de amenazas de privar el sustento económico, de privación de libertad. Entonces, no se trata de que se penalice a la persona en sí misma, sino los actos de esa persona, que genera un estado de violencia permanente. Comparó lo anterior con el problema del acoso sexual, sobre el cual también recientemente se ha legislado, y en el que el delito no se materializa en un solo acto, sino que a través de una secuencia de actos sostenidos en el tiempo.

El Honorable Senador señor Espina manifestó que, más allá de un problema de tipificación, un punto clave del debate es determinar qué tribunal conoce y juzga la materia. En efecto, si bien existe consenso en que estas conductas deben ser sancionadas, falta determinar cómo y dónde. Es importante, por ejemplo, esclarecer si es posible que sanciones de carácter penal sean aplicadas directamente por los tribunales de familia, por cuanto uno de los principales problemas que se enfrenta es la capacidad de las fiscalías para asumir estos nuevos procesos, a lo que se sumarán los derivados de la nueva responsabilidad penal juvenil.

El Honorable Senador señor Viera-Gallo puntualizó que el Ministerio Público tendrá que intervenir por mandato constitucional y, en ese entendido, habría que analizar si puede hacerlo ante los juzgados de familia.

El Honorable Senador señor Chadwick opinó que, en principio, no debería haber dificultades constitucionales para encargar estas materias a los tribunales de familia; en cuanto al Ministerio Público, habría que estudiar su participación en tales procesos, al tenor de su estatuto constitucional.

Más adelante se presentó a la Comisión Mixta el resultado de un trabajo conjunto entre el Ministerio de Justicia y el Servicio Nacional de la Mujer, asistidos por el profesor señor Acosta, propuesta que intentaba salvar las diferencias surgidas entre ambas ramas legislativas en torno a este punto del proyecto de ley en análisis.

Dichas proposiciones pueden resumirse en los siguientes términos:


1.- Creación del delito de maltrato habitual, con las siguientes características:


- Se le asigna pena de simple delito, esto es, presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días de privación de libertad).


- El delito sólo puede investigarse por el Ministerio Público si el tribunal de familia le ha remitido los antecedentes, por considerar que los hechos de que ellos dan cuenta pueden configurar dicho ilícito y siempre que ello afecte gravemente la convivencia familiar.


Explicó el señor Acosta que lo anterior no se opone a la función que por mandato constitucional cabe al Ministerio Público, toda vez que actualmente existen en la legislación chilena una serie de delitos en los que la investigación por parte de las fiscalías procede sólo mediando algún tipo de requerimiento particular previo, como son por ejemplo los delitos de acción pública previa instancia particular, de que trata el artículo 54 del Código Procesal Penal.

- En virtud de la remisión, el juzgado de familia queda inhibido de continuar conociendo del proceso. Se produce una suerte de desasimiento de este tribunal y las facultades cautelares de la ley 
Nº 19.968 pasan al juez de garantía.

- La víctima mayor de edad se puede oponer a la remisión, debiendo en tal caso el juez de familia dictar sentencia conforme a las facultades que le confiere la ley.

- Está concebida como una figura subsidiaria o residual, en relación con los tipos penales existentes. Por lo tanto si el hecho constituye un delito de mayor gravedad, absorbe o desplaza al delito de maltrato. No se suman las penas.

- La conducta típica consistiría en ejercer habitualmente violencia física o psíquica respecto de las personas que determina la nueva Ley sobre Violencia Intrafamiliar, entre las cuales existe un vínculo conyugal, parental o de convivencia permanente.

- En el inciso segundo se contemplan los elementos que definirían la habitualidad exigida por el tipo: por un lado, pluralidad de actos y por otro, proximidad en el tiempo. 

- No es necesaria, en cambio, la identidad de la víctima para configurar la habitualidad. Tampoco puede considerarse para tales efectos, la existencia de una sentencia penal, sea absolutoria o condenatoria, a fin de no contrariar el principio de “non bis in idem”.

2.- Modificación del artículo 90 de la ley 
Nº 19.968, que crea los tribunales de familia:

- Acorde con lo señalado en el punto Nº 1 precedente, en esta norma se agrega un inciso segundo, conforme al cual el tribunal de familia remitirá los antecedentes al Ministerio Público si de ellos aparece que se ha ejercido violencia en los términos del delito que se crea y que los hechos hayan afectado gravemente la convivencia familiar, salvo que la víctima mayor de edad se oponga.

3.- Modificación del artículo 400 del Código Penal, en los siguientes términos:

- Se reemplaza la referencia a las personas del artículo 390
 por una remisión a las personas a las que se refiere la nueva Ley sobre Violencia Intrafamiliar. 

Es decir, en este artículo -que establece una circunstancia calificante para todas las formas de lesiones, aumentando la pena en un grado-, no hay una alteración sustancial, sino sólo en cuanto a las personas amparadas por la norma.

- Se agrega que, en el caso de lesiones de mediana gravedad, no puede imponerse la pena de multa.

4.- Modificación del artículo 494 Nº 5º del Código Penal, en materia de lesiones leves:

- Se estima inconveniente agregar el artículo 494 ter -como lo consulta el proyecto del Senado-, ya que implica reconocer que en el caso de violencia intrafamiliar se pueden calificar de leves lesiones que generen enfermedad o incapacidad laboral no superior a 30 días. El criterio correcto para considerar leves las lesiones es valorativo y no clínico. Así lo ha resuelto la Corte Suprema; además, consta en la historia fidedigna del Código Penal y, asimismo, lo señalan los autores. La jurisprudencia de los tribunales inferiores del antiguo sistema penal, equivocadamente, ha aplicado un criterio clínico (enfermedad o incapacidad laboral por menos de 15 días). Este criterio, en forma más restringida, sólo es válido en materia de las leyes del tránsito y de alcoholes, por haber texto expreso. 

- A cambio de ello se propone agregar, a continuación del Nº 5º del artículo 494, una norma que impida calificar de leves –y sancionar como faltas– las lesiones que producen enfermedad o incapacidad laboral que no excedan de 30 días, cuando la víctima sea alguna de las personas mencionadas en la nueva Ley sobre Violencia Intrafamiliar. Por lo tanto, tales lesiones siempre serán menos graves.

El profesor señor Acosta explicó que, como consecuencia de las modificaciones propuestas, se generaría: 

- Un sistema equilibrado de sanciones penales entre el delito de maltrato habitual y las lesiones, en donde éstas conservan una pena mayor que el primero.

- Además de equilibrado, el sistema propuesto establecería una gradualidad en las penas, de menor a mayor, según la entidad del injusto de la conducta y del resultado.

A partir de lo anterior, ilustró cómo resultaría la escala de sanciones en materia de violencia:

- Violencia física o psicológica ocasional: sancionada y corregida como violencia intrafamiliar en la ley respectiva (multa y otras medidas).

- Violencia física o psíquica habitual (sin resultado de lesiones): simple delito con pena de presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días). 

- Lesiones leves: no pueden calificarse de tales si se cometen en contra de las personas a que se refiere la nueva Ley sobre Violencia Intrafamiliar. 

- Lesiones menos graves: simple delito con pena de reclusión menor en su grado medio (541 días a 3 años). Artículos 399 y 400 del Código Penal; la pena se eleva en un grado. No se modifica la situación preexistente, salvo en cuanto a la ampliación de los sujetos activo y pasivo en virtud de la modificación del artículo 400. Lo mismo acontece respecto de las restantes lesiones (simplemente graves, graves gravísimas, mutilación de miembro menos importante, mutilación de miembro importante y castración).

Enseguida, la Ministra del SERNAM, señora Cecilia Pérez, manifestó que la propuesta de modificación descrita recoge adecuadamente los objetivos perseguidos con este proyecto de ley, sobre todo en cuanto a la tipificación del maltrato habitual y al rol calificador que se otorga a los tribunales de familia.

El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, señaló que es innecesaria la última parte del artículo 400 propuesto, conforme al cual, tratándose del delito establecido en el artículo 399 del Código Penal -relativo a las lesiones menos graves-, no podrá imponerse la pena de multa. Lo anterior porque, según explicó, como por efecto del artículo 400 se ha elevado la pena en un grado no podrá aplicarse la de multa.

El profesor señor Acosta precisó que las lesiones menos graves, en general, tienen una pena alternativa, multa o presidio menor en su grado mínimo. Sin embargo, efectivamente, si por efecto del artículo 400 se aumenta la pena en un grado, no podría haber lugar a la multa.

En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, consultó por las lesiones que efectivamente sean leves y que, por efecto de la modificación que se introduce, el juez no podrá calificar de tales.

El Honorable Senador señor Chadwick hizo presente que este tipo de lesiones se califica en razón de la persona que la sufre y así por ejemplo, indicó, nunca será leve una lesión contra un niño. 

El Honorable Senador señor Espina precisó que tales lesiones se califican por la persona afectada y no por el daño físico.

En otro ámbito, la Honorable Diputada señora Saa manifestó su desacuerdo con la posibilidad de que la víctima mayor de edad pueda oponerse a la remisión de los antecedentes al Ministerio Público, una vez que el tribunal de familia ha estimado que los hechos revisten caracteres de delito.

Lo anterior porque, según explicó, si ya un tribunal hizo una calificación de los hechos, ello no puede quedar sin efecto por la sola voluntad de la víctima, la que, además, normalmente no se encuentra en condiciones de prestar un consentimiento verdaderamente libre y espontáneo.

Agregó que en estos delitos que se cometen al interior de la familia está comprometido un interés público prevalente y que, como consecuencia de la consagración constitucional de la protección a la familia, el Estado se encuentra obligado a prestarle amparo.

Señaló que la experiencia ha demostrado que la violencia sigue una dinámica cíclica que culmina en el homicidio, y que muchas mujeres no habrían muerto si, después de haber denunciado, hubiesen recibido una oportuna y eficaz protección.

Dada esas características, insistió, no es aceptable que la víctima pueda oponerse al curso del proceso penal. Ello no es prudente para efectos de la protección que se quiere dar. Además, producto del desistimiento de la víctima, se pierde el efecto disuasivo frente al agresor, quien no se verá intimidado por la eventual sanción. Añadió que, según los estudios de especialistas en la materia, este tipo de agresores demora más de un año sólo en reconocer que han cometido una acción reprobable.

El profesor señor Acosta explicó la intención de la norma propuesta para reemplazar el artículo 90 de la ley Nº 19.968. El inciso primero está referido a los casos de delitos comunes y el inciso segundo a aquellos en que se configura el delito de maltrato habitual. Agregó que el tribunal de familia cumpliría el rol de filtro de los casos, como calificador de una cierta entidad del ilícito. Añadió que los conceptos de violencia física o psíquica admiten una gran variedad de conductas, por lo que es muy difícil establecer un parámetro que indique cuándo los hechos son tan graves como para enviarlos a la sede penal -cosa que, incluso, puede ser más perniciosa para la familia- o si, por el contrario, se enmarcan dentro de cotidianas rencillas familiares. 

Explicó que, a raíz de lo anterior, en el nuevo texto que se sugiere para el inciso segundo del citado artículo 90, se estableció que el tribunal de familia remitirá los antecedentes al Ministerio Público, sólo si de éstos aparece que se ha ejercido un maltrato habitual y que los hechos han afectado gravemente la convivencia familiar, a fin de dar al juez una suerte de indicio en torno a la entidad de la agresión.

En cuanto a la posibilidad de la víctima para oponerse a la remisión de los antecedentes, explicó que en nuestra legislación ya existe un precedente, como es el caso de las lesiones menos graves, las que requieren una actividad positiva de la víctima para iniciar el proceso penal. Precisó que, siendo acorde con el sistema general, lo mismo debería acontecer con la violencia psíquica o la física sin lesiones, las que aparecen como de menor entidad y respecto de las cuales se pensó en esta posibilidad de oposición.

La abogada del SERNAM, señora Patricia Silva, hizo algunas precisiones en torno al principio de oportunidad regulado en el artículo 170 del Código de Procedimiento Penal. Al respecto señaló que, ante la eventual aplicación de este principio, adquiere mayor relevancia la calificación previa de los hechos que debe hacer el tribunal de familia. Asimismo, es importante la expresión de voluntad del ofendido ya que, al tenor de lo dispuesto en el citado artículo 170, una de las excepciones a la aplicación de este principio es precisamente que la víctima manifieste de cualquier modo su interés en el inicio o en la continuación de la persecución penal.

En consecuencia, indicó que si lo que se pretende es garantizar que los procesos en sede penal efectivamente se inicien o continúen su curso, sería pertinente hacer una expresa excepción al principio en comento, en el sentido de que no se podrá aplicar en los casos de violencia doméstica calificados previamente como delito por el juez de familia y en los cuales la víctima haya manifestado su interés en continuar la respectiva tramitación.

El Honorable Senador señor Fernández manifestó que esta opción de la víctima podría generar una gran presión sobre ella para que se desista. Añadió que, si un juez de familia determina que el asunto debe remitirse al Ministerio Público, es porque los antecedentes así lo ameritan y, en tal caso, el proceso debe continuar, sin exponer a la víctima a presiones para que abandone la acción.

El Honorable Senador señor Chadwick indicó estar de acuerdo con que este delito sea de acción pública. Agregó que, sin embargo, se está confundiendo la competencia del tribunal con el ejercicio de la acción. Indicó que lo que corresponde es que la denuncia se haga ante el Ministerio Público y sea éste quien determine si el proceso respectivo debe substanciarse en sede penal o en sede de familia.

El Director Jurídico del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, precisó que el ingreso de las causas por los tribunales de familia obedece al establecimiento de un requisito de procesabilidad que permite la calificación previa de los hechos como delito por parte del órgano jurisdiccional especializado. Hizo presente que, si el ingreso de las causas se verificara directamente por la sede penal, el conocimiento de éstas se radicaría definitivamente en la justicia penal y ya no podría optarse por la judicatura de familia. 

Los Honorables Senadores señores Chadwick y Viera-Gallo coincidieron en señalar que debe precisarse que el inciso primero del artículo 90 corresponde a los casos en que los hechos constituyan un delito común, en tanto que, si se trata del delito de maltrato habitual, se aplicará el inciso segundo.

El Honorable Senador señor Espina hizo presente que la norma del inciso primero de este artículo 90 sería innecesaria, toda vez que, conforme a las reglas generales, cualquier tribunal que tome conocimiento de un hecho que reviste caracteres de delito está en la obligación de denunciarlo dentro de un cierto plazo. 

El profesor señor Acosta precisó que el efecto adicional de dicha norma, es el de traspasar las facultades cautelares que tiene el juez de familia al juez de garantía.

El Honorable Senador señor Espina manifestó que el inciso segundo de este artículo 90, al exigir que, para enviar los antecedentes al Ministerio Público, los hechos deban afectar gravemente la convivencia familiar, agrega un nuevo requisito al tipo penal de maltrato habitual, razón por la cual dicho delito nunca podría configurarse sin mediar esta exigencia adicional.

Por otro lado, agregó, aquí se está creando un delito de acción pública previa instancia particular, porque se está estableciendo como requisito que la víctima quiera accionar penalmente. Calificó de razonable esta exigencia, porque sin la participación de la víctima es muy difícil la persecución penal de este delito. Además, el efecto del desistimiento de la víctima puede ser el mismo que el de la aplicación del principio de oportunidad.

La Honorable Diputada señora Allende estimó pertinente este primer filtro que hará el tribunal de familia, calificando los hechos denunciados y enviando los antecedentes al Ministerio Público cuando haya habitualidad en el maltrato. Sin embargo, se manifestó contraria a la posibilidad de que la víctima se oponga a esta remisión de los antecedentes a la sede penal, por cuanto, según expresó, en estos casos el ofendido actúa siempre motivado por el miedo y la presión. Insistió en que entre las particularidades de este delito está el hecho de que se comete entre personas vinculadas por lazos muy estrechos, lo que posibilita que el victimario influya psicológicamente sobre la víctima.

El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, concordó con que lo dispuesto en el inciso primero del artículo 90 es innecesario, por corresponder a una norma general ya existente; sin embargo, para efectos de precisión, estimó pertinente mantenerlo en esta ley. Respecto del inciso segundo, sugirió eliminar la parte final, relativa a la exigencia de que los hechos afecten gravemente la vida familiar, así como la posibilidad de oposición de la víctima. 

El representante del Ministerio Público, señor Iván Fuenzalida, destacó la importancia de la colaboración de la víctima en la investigación que desarrolla la fiscalía. Señaló que, más allá del principio de oportunidad, si la víctima no coopera la causa terminará sin una condena. Advirtió que la exigencia de que los hechos afecten gravemente la vida familiar es un elemento que se incluye para ayudar a delimitar y definir los casos de violencia doméstica que se enviarán a la judicatura penal.

El asesor del SERNAM, abogado señor Marco Rendón, indicó que, conforme al actual sistema penal, existe una alta probabilidad de que estos casos de violencia sean sometidos al procedimiento simplificado y se aplique finalmente la pena de multa, en lugar de la de prisión. En ese entendido, explicó, parece razonable que la víctima tenga la opción de mantener el asunto en el tribunal de familia y que sea éste quien -tal como podría hacerlo el tribunal en lo penal-, aplique las multas y las medidas de protección, y resuelva, además, los otros asuntos de familia. Ello, añadió, podría responder mejor a las expectativas de la víctima, más que el inicio de una investigación penal que retardara la adopción de medidas.

La Honorable Diputada señora Saa recordó que el objetivo de esta ley es prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y otorgar protección a las víctimas de la misma, según lo declara expresamente el artículo primero. Desde esa perspectiva, expresó, es improcedente la oposición de la víctima al envío de los antecedentes al sistema penal, así como también es improcedente la aplicación del principio de oportunidad. Se trata de un ilícito que compromete gravemente el interés público y así debe quedar establecido. Lo que aquí interesa es garantizar la protección de los afectados. El Estado chileno está obligado a prestar esa protección y, para ello, deben proporcionarse los recursos, tanto financieros como humanos, de manera que la ley pueda ser efectivamente aplicada.

El Honorable Senador señor Viera-Gallo expresó que lo que se está creando es un delito con carácter residual, que tiene asignada una baja penalidad. Agregó que el tema no pasa por incorporar un mayor número de fiscales, sino por aumentar la sanción, a fin de hacer improcedente el principio de oportunidad.

A continuación, el Honorable Senador señor Espina, a partir del debate desarrollado, resumió que las modificaciones al artículo 90 de la ley Nº 19.968 materializarían las siguientes ideas:

- El conocimiento de todo acto que constituya violencia intrafamiliar corresponde a los tribunales de familia, salvo que constituya un delito de mayor entidad, en cuyo caso interviene directamente el Ministerio Público.

- El tribunal de familia calificará los hechos denunciados. Si éstos configuran un delito común de mayor gravedad o el delito de maltrato habitual, el tribunal de familia remitirá los antecedentes al Ministerio Público, sin otra consideración, esto es, con independencia de que los hechos hayan afectado o no gravemente la convivencia familiar y con independencia de la voluntad de la víctima.

El profesor señor Acosta precisó que en ese contexto, si no se va a establecer ningún parámetro valorativo especial al juez, no sería necesaria la modificación del artículo 90, porque, según el texto actual de dicha norma, los antecedentes deben remitirse al Ministerio Público cuando los hechos revisten caracteres de delito, y en esa eventualidad opera la transferencia de facultades cautelares desde el tribunal de familia al juez de garantía. Añadió que bastaría que en el artículo que establezca el delito de maltrato habitual, se disponga expresamente que el Ministerio Público sólo podrá investigar estos casos de violencia doméstica si ha mediado la remisión a que hace referencia el artículo 90.

El Honorable Senador señor Espina indicó que, en este esquema, las personas no podrían concurrir directamente al Ministerio Público sino sólo a los tribunales de familia, como única puerta de entrada para estos casos.

El Honorable Senador señor Chadwick refutó lo anterior, señalando que las dos alternativas deben estar disponibles, es decir, si una persona ha sido víctima de violencia intrafamiliar y estima que se ha cometido un delito, recurrirá ante el Ministerio Público para que dé inicio a la respectiva investigación; de lo contrario, podrá concurrir ante los tribunales de familia, el que calificará los hechos y, si revisten caracteres de delito, sea uno común o el de maltrato habitual, remitirá los antecedentes al Ministerio Público, conforme lo dispone el artículo 90.

El profesor señor Acosta aclaró que lo que se persigue es no dejar, en ningún momento, en desprotección a la víctima, la que debe quedar bajo el resguardo o de la justicia de familia o de la justicia penal. Asimismo, agregó, entre ambas judicaturas, se estimó que el tribunal de familia es el que tendría una competencia natural para tales efectos, no sólo por su especialización en la materia, sino, además, porque cuenta con facultades cautelares.

El Director Jurídico del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, indicó que si el tribunal de familia no tiene la facultad de calificar los hechos denunciados, se transformará en un mero buzón receptor, y eso sólo dilataría en el tiempo la adopción de medidas.

La abogada del SERNAM, señora Patricia Silva, expresó que al llevar estos asuntos a la justicia penal, quedarán sometidos a las reglas de dicho sistema, las que contemplan facultades como el archivo provisional o el principio de oportunidad, y es muy probable que se apliquen a estas causas también. Para que ello no ocurra, no es posible dejar el delito de maltrato habitual en la misma condición que los delitos comunes, sino que es necesario darle un mayor sustento al momento de ser revisado por el Ministerio Público. Ese sustento lo constituye la calificación previa por parte del tribunal de familia y de ahí, entonces, concluyó, la importancia de lo que establece el inciso segundo del artículo 90 en comento.

El profesor señor Acosta agregó que el problema radica en que el Ministerio Público puede estimar que estos casos son de menor entidad y, en consecuencia, aplicar el principio de oportunidad. Ello se evita si el tribunal de familia hace una calificación previa en el sentido de que los hechos son de cierta gravedad.

El Honorable Senador señor Espina insistió en que la calificación previa no puede significar el establecimiento de un requisito adicional, no contemplado en el tipo penal.

El Honorable Senador señor Fernández recordó que, cuando se analizó el delito de maltrato habitual, se prescindió del tema de la gravedad y sólo se consideró como elemento determinante para la configuración del ilícito la habitualidad de la violencia. En ese entendido, es suficiente el texto propuesto para el delito de maltrato habitual y, en cuanto al artículo 90, correspondería modificarlo en los términos arriba señalados, eliminando la parte final del inciso segundo.

El Honorable Senador señor Chadwick sugirió que, para evitar la desprotección de la víctima, se podría establecer que si el Ministerio Público aplica el principio de oportunidad o archiva el caso, deba devolver la causa al tribunal de familia que se lo remitió, a fin que sea éste quien asuma su conocimiento.

El Honorable Senador señor Espina puso en votación las modificaciones propuestas, resultando aprobadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, las siguientes:

- Se establece el delito de maltrato habitual, aprobando el artículo propuesto al efecto, cuyo texto se incluye como artículo 14 en el acuerdo que se consigna más adelante.

- Se sustituye el inciso segundo del artículo 90 de la ley Nº 19.968, consagrando el examen previo de los hechos por el juez de familia, el que traspasará la causa a sede penal cuando haya delito de maltrato habitual,  sin la exigencia de que los hechos afecten gravemente la vida familiar y sin la facultad de la víctima de oponerse a la remisión de los antecedentes al Ministerio Público.

- Se modifica el artículo 400 del Código Penal, para elevar la pena del delito de lesiones corporales en que la víctima tiene con el ofensor alguno de los vínculos que señala el artículo 5º de la Ley sobre Violencia Intrafamiliar. Se eliminó la parte final de la norma propuesta, relativa a la improcedencia del pago de multa, por innecesaria, en vista de la agravación de las penas.

- Se elimina el artículo 494 ter que el proyecto del Senado proponía incorporar al Código Penal.

- Se modifica el artículo 494 Nº 5 del Código Penal, para establecer que en esta materia las lesiones nunca serán leves.


Estas decisiones se plasmaron en los artículos 14, 21 y 22 del acuerdo que se propone más adelante.


- Fueron adoptadas por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y por los Honorables Diputados señoras Allende, Mella y Saa y señor Kuschel.

- - - - - -

Despejados los temas anteriores, se sometió a votación el artículo 12 del texto del Senado, referido a Normas Especiales, el que fue aprobado por unanimidad, con una modificación de redacción menor.


- Aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick y Viera-Gallo y las Honorables Diputadas señoras Allende, Mella y Saa.

- - - - - - - 
Artículo 9º


La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó el artículo 9º, titulado “Sanciones accesorias” y en él se dispone que si el juez aplica alguna sanción en virtud de los artículos 4º u 8º de esta ley, podrá imponer, además, como sanción accesoria, una o más de las siguientes:


1. Obligación de abandonar el hogar que comparte con la víctima.


2. Prohibición de visitar el domicilio, lugar de trabajo o establecimiento educacional del ofendido.


3. Prohibición para portar y/o tener armas de fuego.


4. La asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar.


Agrega que el cumplimiento de las sanciones accesorias señaladas podrá subsistir sin perjuicio de que la sanción principal aplicada al agresor se encuentre cumplida.


Por su parte, el Senado, en el segundo trámite constitucional, sustituyó el referido artículo 9º, por otro, que pasó a ser artículo 13, titulándolo “Medidas cautelares”, y en el cual se establece que en cualquier etapa de la investigación o del procedimiento referidos a delitos vinculados a violencia intrafamiliar, y aún antes de la formalización, el tribunal con competencia en lo penal podrá decretar las medidas cautelares que establece el artículo 92 de la ley Nº 19.968.


El inciso segundo dispone que, en caso de incumplimiento de dichas medidas, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil
, sin perjuicio de imponer al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó la sustitución.


El SERNAM propuso, en consonancia con acuerdos anteriores, suprimir el inciso segundo, relativo a las consecuencias del incumplimiento de las medidas cautelares decretadas, para regular esta materia en un artículo aparte, tal como se propuso respecto de las medidas cautelares y accesorias otorgadas en sede de familia.


Por su parte, la Honorable Diputada señora Saa planteó que en la situación de riesgo que este proyecto contempla, sólo se establecen atribuciones para los tribunales de familia, pero nada se dice respecto de los tribunales en lo penal, los cuales también deben considerar en forma especial las circunstancias que puedan significar peligro para la víctima y ameriten la adopción de medidas de protección. Señaló que la norma debería ser la misma para ambos tipos de judicaturas.


El Honorable Senador señor Espina indicó que, conforme a la actual normativa procesal penal, los tribunales en lo penal tienen esa obligación cautelar. Precisó que el Título V del Libro I del Código Procesal Penal regula expresamente las medidas cautelares personales. Agregó que estas normas procesales son más amplias, pues otorgan a los jueces más atribuciones que las que se contemplan en este proyecto. 


El Honorable Senador señor Chadwick propuso completar este artículo referido a las medidas cautelares que se decretan en sede penal, agregando las que no estén comprendidas en el artículo 92 de la ley Nº 19.968.


El Honorable Senador señor Espina indicó que, para que la norma sea lo más amplia posible, debe establecer que los tribunales en lo penal podrán decretar las medidas cautelares que sean necesarias para proteger de manera eficaz y oportuna a la víctima, entre ellas las establecidas en el artículo 92 de la ley Nº 19.968 y las del artículo 7º de la presente ley, debiendo considerar especialmente la situación de riesgo descrita en este último.


La Comisión Mixta aprobó por unanimidad el artículo 9º del texto del Senado, acogiendo las diversas proposiciones de enmienda que se han colacionado, y resolvió separar en un precepto diferente lo relativo a la sanción en caso de incumplimiento de las medidas cautelares decretadas por el juez de garantía o el tribunal oral en lo penal.


- Acordado por los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick y Viera-Gallo, y las Honorables Diputadas señoras Allende, Mella y Saa.

- - - - - - -

Artículo 11


La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó el artículo 11, el cual establece que, para efectos de lo dispuesto en el artículo 241 del Código Procesal Penal -que regula la procedencia de los denominados acuerdos reparatorios-, se entenderá existir un interés público prevalente en la continuación de la persecución penal, cuando el delito de lesiones menos graves haya sido precedido por actos descritos en el inciso tercero del artículo 2º de esta ley (esto es, por actos de violencia intrafamiliar constitutivos de alguna de las faltas penales que mencionaba dicho inciso).


El Senado, en el segundo trámite constitucional, sustituyó dicha norma por otra, que pasó a ser artículo 15, el cual consagra la denominada calificación del consentimiento. Establece así que, para efectos de lo dispuesto en el artículo 241 del Código Procesal Penal, el juez verificará especialmente que el consentimiento de la víctima no se encuentre determinado por circunstancias que le impidan prestarlo libre e informadamente.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó este reemplazo.


El Honorable Senador señor Espina indicó que, en su opinión, los acuerdos reparatorios son plenamente procedentes en esta materia, por cuanto no se puede impedir la reconciliación de las partes.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que, al tenor de lo dispuesto en el artículo 241 del Código Procesal Penal, los acuerdos reparatorios sólo pueden referirse a hechos investigados que afecten bienes jurídicos disponibles de carácter patrimonial, por lo que no procederían en esta materia, donde el bien jurídico protegido no reviste dicho carácter.


El Honorable Senador señor Chadwick advirtió que, también según lo establecido por el citado artículo 241, los señalados acuerdos reparatorios proceden en el caso de lesiones menos graves. Hizo presente que en el estatuto legal que se está estructurando la clasificación más baja de las lesiones en el ámbito de la violencia intrafamiliar será la de menos graves, por lo tanto, apuntó, para que los acuerdos reparatorios sean improcedentes en esta materia, debe consagrarse una excepción expresa a la aplicación del referido artículo 241.


La Honorable Diputada señora Saa insistió en que aquí no se trata de bienes jurídicos de tipo patrimonial, por tanto, tales acuerdos son impropios. Recordó que la disposición aprobada por la Cámara de Diputados entendía existir un interés público prevalente en la persecución penal, cuando el delito de lesiones menos graves hubiera sido precedido por actos de violencia intrafamiliar constitutivos de ciertas faltas. Enfatizó la importancia de dicha norma y estimó pertinente su reposición en el proyecto. Agregó que es muy difícil que en una situación de violencia al interior de la familia la víctima se encuentre en condiciones de prestar un consentimiento libre y espontáneo para celebrar estos acuerdos.


La Honorable Diputada señora Allende también se mostró contraria a dichos acuerdos. Reiteró que en la violencia doméstica existe una relación de severa desigualdad entre víctima y victimario, lo que da lugar a una presión muy fuerte para abandonar toda acción legal.


- Finalmente, sometida a votación la idea de aceptar o no la procedencia de los acuerdos reparatorios en materia de violencia intrafamiliar, ésta fue rechazada por cinco votos contra uno. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Chadwick y Viera-Gallo y las Honorables Diputadas señoras Allende, Mella y Saa. A favor votó el Honorable Senador señor Espina.


A raíz de lo anterior, se acordó incluir una norma que haga expresa excepción a la aplicación del artículo 241 del Código Procesal Penal en materia de violencia intrafamiliar, a la que correspondió el número 19.


- El artículo 19 fue aprobado por cinco votos a favor, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Viera-Gallo y las Honorables Diputadas señoras Allende, Mella y Saa, y uno en contra, del Honorable Senador señor Espina.

- - - - - -

Artículo 12


La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, mediante este artículo 12 abordó el tema de las condiciones imperativas para la suspensión del procedimiento penal. 


Así, dispuso que tratándose de los delitos contra las personas previstos en el Título VIII
 y de los establecidos en los párrafos 5°, 6° y 9° del Título VII del Libro Segundo del Código Penal
, que hayan sido precedidos por actos descritos en el inciso tercero del artículo 2° de esta ley (esto es, por actos de violencia intrafamiliar constitutivos de alguna de las faltas penales mencionadas en dicho inciso), si el tribunal decreta la suspensión condicional del procedimiento, impondrá conjuntamente las condiciones señaladas en las letras b) y c) del artículo 238 del Código Procesal Penal
, sin perjuicio de las demás que estime pertinentes.

Por su parte, el Senado, en el segundo trámite constitucional, eliminó tal norma.


A su turno, la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó tal supresión.


El SERNAM propuso un nuevo texto para este artículo, del siguiente tenor:


“Artículo …. Condiciones en la suspensión condicional del procedimiento. Las medidas accesorias establecidas en el artículo 9º se impondrán por el tribunal, como condiciones de la suspensión condicional del procedimiento, salvo que por resolución fundada estime que no existe peligro de violencia futura.


Lo dispuesto en el presente artículo también tendrá lugar en caso de concederse la remisión condicional de la pena regulada en la ley 18.216.”.


La Honorable Diputada señora Allende hizo presente que en los casos de violencia doméstica normalmente hay habitualidad y una permanencia en el tiempo de la situación, porque las víctimas tardan mucho tiempo en denunciar. En ese sentido, nunca podría estimarse que no existe peligro de violencia futura, por lo que se manifestó contraria a la última frase del inciso primero del artículo propuesto. Más aún, agregó, no debería haber suspensión condicional del procedimiento en estos casos.


La Honorable Diputada señora Saa advirtió que, en todo caso, al tenor de la norma en estudio, la resolución que se dicte debe ser fundada.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo se manifestó de acuerdo con la norma propuesta por el SERNAM. En cuanto a la facultad del juez para no decretar medidas cuando estime que no existe peligro de violencia futura, opinó que ella cubre la posibilidad de que en los hechos se dé una situación de real arrepentimiento del agresor y de reconciliación en la pareja.


El Honorable Senador señor Moreno expresó que, más allá de las posibilidades de reconciliación, lo más importante es proteger a la víctima y eso se logra eliminando la referida facultad.  


La Honorable Diputada señora Allende preguntó en qué afectaría si se suprime la última frase del inciso primero de la norma en análisis. Asimismo, consultó si el otorgamiento del beneficio de la suspensión condicional del procedimiento afecta o no a la concesión de medidas de protección.


El Honorable Senador señor Espina explicó que la suspensión condicional del procedimiento se dispone bajo la lógica de conceder una oportunidad al agresor, pero con la advertencia de que si reitera su conducta, el beneficio termina. Ahora bien, agregó, ella no incide en las medidas de protección, las cuales siempre deben ser decretadas. No obstante, indicó, sería conveniente aclarar en la norma que, en tal caso, se decretarán algunas de ellas, para que no se entienda equivocadamente que el juez debe imponerlas todas conjuntamente.


La Honorable Diputada señora Saa manifestó su inquietud en dos aspectos. En primer lugar, en cuanto a que debe quedar claramente establecido en la ley que esta norma relativa a la suspensión condicional del procedimiento es sin perjuicio de lo que dispone el Código Procesal Penal sobre esta materia en el artículo 238. Es decir, ambas normas son complementarias y no excluyentes una de la otra.


Los miembros de la Comisión Mixta estuvieron de acuerdo con dicha prevención.


En segundo lugar, indicó que también debe señalarse expresamente que las medidas accesorias se aplicarán aún cuando se otorgue alguno de los beneficios de la ley Nº 18.216.


El Honorable Senador señor Espina aclaró que una cosa es la sanción principal impuesta y las medidas accesorias a ésta y otra cosa distinta son las modalidades de cumplimiento de la pena principal. Agregó que los beneficios que contempla la ley Nº 18.216 constituyen diversas formas alternativas en que pueden cumplirse las penas privativas o restrictivas de libertad, es decir, están referidas solamente a la sanción principal, no así a las medidas accesorias, las que no son afectadas por la concesión de tales beneficios.


Recordó que, en todo caso, este mismo proyecto, en un artículo posterior, incorpora los delitos contra las personas que sean constitutivos de violencia intrafamiliar entre los casos en que se restringe la concesión de cualquiera de los beneficios de la citada ley Nº 18.216. Puntualizó que, para tales efectos, se modifica el artículo 30 de dicho cuerpo legal.


Por último, se añadió una oración final que deja en claro que las medidas del artículo 9º de esta ley no obstan a que el juez decrete las del artículo 238 del Código de Procedimiento Penal.


- El artículo, al que correspondió el número 17, fue aprobado por unanimidad, con correcciones de redacción y la adición recién mencionada, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Moreno y Viera-Gallo y las Honorables Diputadas señoras Allende, Mella y Saa.

- - - - - -

Artículo 13


La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó esta norma, que consagra como circunstancia especial de atenuación calificada de responsabilidad penal, respecto de los ilícitos que afecten la vida o la integridad física o psíquica, la de haber sido el hechor víctima de violencia intrafamiliar por parte de quien figure actualmente como víctima u ofendido.


En el inciso segundo agrega que lo anterior es sin perjuicio de las eximentes o atenuantes generales que procedan conforme a derecho.



Luego, el Senado, en el segundo trámite constitucional, suprimió la norma aprobada en la cámara de origen.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados, rechazó dicha eliminación.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo planteó si son suficientes las atenuantes que contempla actualmente el Código Penal o si, por el contrario, es necesario establecer una atenuante especial en esta materia. Advirtió que hay situaciones que, incluso, podrían configurar la eximente de legítima defensa.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que el Senado, en el segundo trámite constitucional, incorporó al proyecto una norma que modifica el artículo 11 Nº 4º del Código Penal, que consagra la atenuante de haberse ejecutado el hecho en vindicación próxima de una ofensa grave causada al autor o a las demás personas que la misma norma establece. La modificación consiste en incorporar entre esas personas al conviviente, con lo cual la disposición cubre la situación que se desea resolver.


En consecuencia, se manifestó partidario seguir el esquema general del Código Penal en materia de circunstancias atenuantes, con la referida modificación introducida por el Senado, en lugar de establecer una atenuante especial. 


Asimismo, indicó que, para configurar la atenuante descrita, debe existir una cierta relación de causa-efecto entre agresión y daño. En consecuencia, sugirió dejar constancia en este informe que la vindicación próxima de una ofensa grave a que se refiere el artículo 11 Nº 4º del Código Penal, en esta materia apunta también a aquellas situaciones en que existe una violencia de carácter habitual y permanente, que a su vez ha gestado una reacción violenta, producto de una acumulación y saturación extremas.


La Honorable Diputada señora Saa indicó que no siempre es suficiente invocar la legítima defensa en los casos de violencia intrafamiliar. Añadió que la jurisprudencia de nuestros tribunales no ha sido uniforme al resolver y así, por ejemplo, si bien en algunos casos ha aplicado la eximente, en otros derechamente ha dado curso a la acusación por homicidio. De ahí, insistió, la importancia de consagrar una atenuante especial.


El Honorable Senador señor Espina advirtió que es necesario tener cautela ante la posibilidad de incorporar nuevas circunstancias que, a la postre, más que proteger a la víctima que repele violentamente un ataque, pueden ser utilizadas en su favor por el victimario para justificar su propia agresión. Los miembros de la Comisión Mixta coincidieron en este aspecto.


La Comisión Mixta se vio abocada a optar entre dos soluciones alternativas: mantener la regla general de las atenuantes, con la modificación introducida por el Senado al artículo 11 Nº 4º del Código Penal, más la constancia expresa en este informe acerca del alcance de la figura de la vindicación próxima de una ofensa grave, o bien incorporar una atenuante especial en esta materia.


Sometidas a votación, se aprobó por unanimidad la primera de dichas opciones, con los votos de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Zaldívar, don Andrés y Viera-Gallo y las Honorables Diputadas señoras Allende, Mella y Saa.

- - - - - -

Artículo 14


La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó el artículo 14, que consagra como circunstancia agravante especial de responsabilidad penal, tener la víctima alguna de las calidades señaladas en el artículo 2° de esta ley respecto del ofensor, tratándose de delitos contra las personas previstos en el Título VIII
 y de los establecidos en los párrafos 5°, 6° y 9° del Título VII del Libro Segundo del Código Penal
. 


El Senado, en el segundo trámite constitucional, eliminó dicha norma.


Finalmente, la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó la supresión del artículo.


El Honorable Senador señor Espina explicó que el Senado eliminó esta norma porque había adoptado el criterio de calificar los delitos comunes en los que concurriera violencia intrafamiliar. Sin embargo, agregó, ese camino se dejó de lado cuando se optó por tipificar el delito de maltrato habitual. Por lo anterior, lo dispuesto en este artículo 14 pierde todo sentido. 


En consecuencia, propuso mantener el rechazo de esta norma, lo que fue aprobado unánimemente por los restantes miembros de la Comisión.


- Acordado con el voto de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Zaldívar, don Andrés y Viera-Gallo y las Honorables Diputadas señoras Allende, Mella y Saa.

- - - - - -


A continuación, el SERNAM propuso modificar el artículo 390 del Código Penal, para incorporar al conviviente entre las personas contra las cuales se puede cometer el delito de parricidio y para eliminar la distinción que allí se hace, entre parientes legítimos o ilegítimos, que ha quedado obsoleta.


El abogado asesor señor Marco Rendón explicó que esta proposición tiene por finalidad aplicar la misma lógica seguida en el proyecto, en cuanto se agrava la estructura del delito de lesiones corporales, respecto de los delitos contra la vida. La modificación sugerida salva la coherencia interna de la iniciativa y la de su relación con el ordenamiento penal general. 


El Honorable Senador Chadwick indicó que con ello, entonces, matar al conviviente será lo mismo que matar al cónyuge, con lo cual esta norma del parricidio queda acorde con las disposiciones de este proyecto. Agregó que, en todo caso, como la convivencia es una situación de hecho que no está definida legalmente, su existencia y las circunstancias que la califiquen como tal, deberán ser acreditadas ante los tribunales de justicia.


Los miembros de la Comisión Mixta compartieron el fundamento y aceptaron la modificación propuesta para el artículo 390 del Código Penal, la que quedó incluida como artículo 21 en el acuerdo que se propone al final.


- El artículo 21 fue aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Zaldívar, don Andrés y Viera-Gallo y las Honorables Diputadas señoras Allende, Mella y Saa.

- - - - - -

Artículo 16, nuevo


El Senado, en el segundo trámite constitucional, intercaló como artículo 16, nuevo, el siguiente:


“Artículo 16.- Representación judicial de la víctima. La mujer víctima de delitos asociados a violencia intrafamiliar que sea mayor de edad y se constituya personalmente en parte querellante, podrá hacerlo patrocinada y representada por el Servicio Nacional de la Mujer, si ella así lo requiere.”.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó la incorporación de esta norma.


La Ministra del SERNAM, señora Cecilia Pérez, indicó que conforme al texto de la norma incorporada por el Senado, el SERNAM puede representar y patrocinar a la víctima de violencia intrafamiliar, mayor de edad, que se constituya personalmente en querellante y a petición de ésta. Sin embargo, explicó, ello no permite asesorar a las víctimas desde que se solicitan las medidas de protección, lo que siempre sucede mucho antes de entablar la querella. Más aún, agregó, las más de las veces las víctimas se encuentran a tal punto aterrorizadas, que no quieren promover querella alguna, con lo cual dejan completamente inhabilitado al SERNAM para actuar en su nombre.


Por ello propuso facultar al SERNAM para requerir al Ministerio Público la investigación de delitos constitutivos de violencia intrafamiliar, la persecución de las responsabilidades penales y la adopción de medidas para proteger a las víctimas.


El Honorable Senador señor Espina manifestó su inquietud por la utilización de la expresión “requerir” en la propuesta. Explicó que actualmente, conforme a las reglas generales del sistema procesal penal, cualquier persona, sin necesidad de norma especial alguna, puede solicitar la intervención del Ministerio Público para la persecución de un hecho que reviste caracteres de delito y dicho Ministerio se encuentra en la obligación constitucional y legal de hacerlo. En consecuencia, estimó innecesaria la norma en estudio. 


Asimismo, hizo presente que es muy importante no contrariar el principio general en materia de intervinientes en el proceso penal, conforme al cual se ha acotado rigurosamente quiénes pueden participar en él, a fin de evitar la multiplicidad de partes, que hace más compleja la tramitación de las causas.


Recordó que la norma aprobada por el Senado otorgó al SERNAM la facultad de representar y patrocinar a las víctimas, lo que le confiere suficientes atribuciones para intervenir en estos casos. 


El Honorable Senador señor Viera-Gallo fue de la misma opinión, y señaló que lo que se pretende es que el SERNAM tenga un papel activo en la representación de las víctimas de violencia intrafamiliar, lo que se logra si es el patrocinante de la querella. Coincidió también en que para denunciar o para requerir la intervención del Ministerio Público no se necesita ley especial.


La Honorable Diputada señora Saa consultó si el SERNAM se encuentra o no en condiciones de atender estos casos y representar a las víctimas.


La Ministra, señora Cecilia Pérez, indicó que, más allá del tema de los recursos, el principal inconveniente que se presenta es que el SERNAM no se puede convertir en una especie de Corporación de Asistencia Judicial para mujeres víctimas de maltrato, pues ello no responde a la idea original.


Expresó que se trata de incorporar entre las atribuciones de esta institución la facultad de asistir o asesorar a las víctimas en los casos extremos de violencia, en resguardo del interés de aquéllas, que no siempre es convergente con el interés social general que persigue el fiscal. Sin embargo, agregó, muchas veces la intervención del SERNAM ha sido desestimada en tribunales porque la víctima, motivada por el miedo, no presta su voluntad al efecto. De ahí la importancia de la facultad que se pretende consagrar.


El Honorable Senador Viera-Gallo hizo presente que cuando se incorporó al proyecto la norma en estudio, la idea era que el SERNAM pudiera patrocinar las causas emblemáticas. Añadió que ello significa que el SERNAM no se encuentra obligado a patrocinar todas las causas que se le presenten, sino sólo aquellas que, a criterio de dicha entidad, son importantes para generar conciencia ciudadana.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, precisó que corresponde hacer la referida calificación al propio SERNAM y así debe quedar expresamente señalado en la ley.


Posteriormente, el Honorable Diputado señor Errázuriz hizo presente que serán las víctimas de escasos recursos las que más necesiten la asistencia del SERNAM, por lo que debe revisarse este patrocinio facultativo.


La Diputada señora Allende aclaró que, tras lo expuesto, es efectivo que todas las mujeres víctimas de maltrato doméstico requerirán la participación del SERNAM, pero es evidente que éste deberá hacer una selección de los casos porque no contará con la capacidad, ni presupuestaria ni en recursos humanos, para atenderlos a todos.


Más adelante, a fin de salvar cualquier vacío que pudiera darse en lo referente a la oportunidad procesal en que podrá intervenir el SERNAM en ejercicio de esta facultad, se decidió incorporar una alusión al artículo 109 del Código Procesal Penal, que enuncia los derechos de la víctima
.


Además, el SERNAM propuso agregar a este artículo un inciso segundo, que le permita celebrar convenios con instituciones públicas o privadas, para hacer frente a las tareas que surjan del ejercicio de esta facultad.


Los miembros de la Comisión estuvieron contestes con la incorporación del inciso referido.


- Este artículo fue aprobado, con las enmiendas relacionadas y con el número 20, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Zaldívar, don Andrés y Viera-Gallo y las Honorables Diputadas señoras Allende, Mella y Saa.

- - - - - -

Artículo 15


La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó este artículo que señala que, en caso de condena por la comisión del delito previsto en el artículo 8º (que tipificaba el de violencia intrafamiliar), el otorgamiento de cualquiera de los beneficios previstos en la ley N° 18.216 se sujetará a lo dispuesto en el artículo 30 de dicho cuerpo legal
.

El Senado, en el segundo trámite, reemplazó dicha norma por otra que, como artículo 17, en dos literales, introducía otras tantas modificaciones a la ley Nº 18.216.


La letra a) agregaba un artículo nuevo, que estipulaba que la libertad vigilada no procederá en los procesos por delitos constitutivos de actos de violencia intrafamiliar si el imputado ha sido previamente condenado por las faltas a que alude el artículo 494 ter del Código Penal, aún cuando no haya cumplido efectivamente la pena. Como se ha dicho, en definitiva la agregación al Código Penal del mencionado artículo 494 ter no prosperó.


La letra b) contenía una disposición que surtía el mismo efecto que el artículo 15 de la Cámara de origen, formulada como una enmienda al artículo 30 de la ley Nº 18.216.

La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó las referidas modificaciones.


La asesora del SERNAM, señora Patricia Silva, recordó que la letra a) está referida a los casos del artículo 494 ter, que trataba el caso de las lesiones–faltas. Sin embargo, según la definición que ha adoptado este proyecto, las lesiones en esta materia nunca podrán ser calificadas como faltas, por lo que la citada letra a) perdió todo fundamento. 


En cuanto a la letra b) del texto del Senado, que modifica el artículo 30 de la ley Nº 18.216, la Comisión Mixta acordó unánimemente aprobarla, en la forma de un artículo al que correspondió el número 23.


Cabe hacer presente que el referido artículo 30 establece las condiciones que el tribunal podrá imponer para otorgar los beneficios de la ley Nº 18.216, tratándose de los delitos que al efecto menciona. La modificación en comento agrega los delitos contra las personas que sean constitutivos de actos de violencia intrafamiliar.

- La letra a) fue rechazada, y la letra b) aprobada como artículo 23, en ambos casos con los votos de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Zaldívar, don Andrés y Viera-Gallo y las Honorables Diputadas señoras Allende, Mella y Saa.

- - - - - - -
Artículo 16


La Cámara de Diputados, durante el primer trámite constitucional, aprobó como artículo 16 una norma que establece restricciones a la concesión de beneficios de la ley N° 18.216, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad. 

Al efecto dispone que, tratándose de delitos contra las personas previstos en el Título VIII
 y de los establecidos en los párrafos 5°, 6° y 9° del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal
, si el hechor ha cometido previamente en contra de la víctima actos de violencia intrafamiliar constitutivos de faltas penales mencionadas en el inciso tercero del artículo 2º, no tendrá lugar la remisión condicional de la pena ni la libertad vigilada, contempladas en la ley N° 18.216. Agrega que, con todo, cuando el hechor cause lesiones menos graves, el tribunal, por resolución fundada en antecedentes que obren en el proceso, podrá otorgar la libertad vigilada.


Concluye estableciendo que lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1º de la ley 
Nº 18.216
.


El Senado, en el segundo trámite constitucional, suprimió la referida disposición.


Por su parte, la Cámara de Diputados, en el tercer trámite, rechazó tal supresión.


El Honorable Senador señor Espina se manifestó contrario a esta norma, por cuanto estimó improcedente que personas condenadas por delitos de mayor entidad, como el homicidio o la violación, accedan a los beneficios de la ley Nº 18.216 y que no puedan hacerlo quienes resulten condenados con motivo de violencia intrafamiliar. Advirtió que ello podría provocar un efecto perverso, por cuanto un individuo podría optar por matar a su cónyuge, ya que así, en un eventual proceso penal, obtendría beneficios que no conseguiría con el solo maltrato.


- La Comisión Mixta acordó unánimemente mantener el rechazo de la disposición en estudio, con los votos de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Zaldívar, don Andrés y Viera-Gallo y las Honorables Diputadas señoras Allende, Mella y Saa.

- - - - - - -
Artículo 17


La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó como artículo 17 una norma que reemplaza la regla 2ª del inciso cuarto del artículo 369 del Código Penal
, por la siguiente:

“2ª Cualquiera sea la circunstancia bajo la cual se perpetre el delito, a requerimiento del ofendido el juez podrá poner término al procedimiento, en consideración a los antecedentes que obren en el proceso.”.


En el Senado, durante el segundo trámite constitucional, dicha disposición fue reemplazada por otra, que pasó a ser artículo 18, conformado por las letras a), b) y c). En lo que atañe a este informe -esto es, a la letra a) de la norma- la Cámara revisora intercaló en la atenuante 4ª del artículo 11 del Código Penal, haberse ejecutado el hecho en vindicación próxima de una ofensa grave causada al autor, a su cónyuge, a determinados parientes, una referencia al conviviente.


En la Cámara de Diputados, durante el tercer trámite, se rechazó la letra a) del artículo 18.


La Comisión, en forma unánime, aprobó la norma redactada por el Senado. Los fundamentos que dieron lugar a dicha aprobación se expusieron latamente a propósito de la discusión del artículo 13 del proyecto, a la cual nos remitimos íntegramente.


- Adoptaron el acuerdo los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Zaldívar, don Andrés y Viera-Gallo y las Honorables Diputadas señoras Allende, Mella y Saa.

- - - - - -

Artículo 19 nuevo


El Senado, en el segundo trámite constitucional, agregó un artículo 19, nuevo, mediante el cual se reemplaza el artículo 94 de la ley Nº 19.968
, y que es del siguiente tenor:


“Artículo 19.- Sustitúyese el artículo 94 de la ley 
Nº 19.968, por el siguiente:



“Artículo 94.- Incumplimiento de medidas cautelares. En caso de incumplimiento de las medidas cautelares, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil. Sin perjuicio de ello, impondrá al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.”.”.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó la incorporación de este artículo.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo destacó la importancia de una norma como la citada, por cuanto, ante el incumplimiento de medidas cautelares decretadas por el tribunal de familia, hace procedente no sólo el apremio sino que también pone en marcha el proceso por desacato. Lo anterior, además, es acorde con otros preceptos de este proyecto, de similar contenido.


La Honorable Diputada señora Saa explicó que el rechazo de la norma en la Cámara de Diputados obedeció a la idea de reordenar el proyecto y regular esta materia en un párrafo de disposiciones comunes para ambas judicaturas competentes en la materia, es decir, familiar y penal, y no a una razón de fondo. Como esa idea no fructificó, no existe motivo para oponerse a este artículo.


La Comisión Mixta aprobó por unanimidad la norma, integrándola al artículo 22 del acuerdo que se propone al final.


- Acordado por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Zaldívar, don Andrés y Viera-Gallo y las Honorables Diputadas señoras Allende, Mella y Saa.

- - - - - -


Al concluir la revisión de las discrepancias de competencia de la Comisión Mixta, la Honorable Diputada señora Saa sugirió revisar el nombre que se dará a la presente ley, la que no sólo dicta normas de protección sino que también sanciona la violencia intrafamiliar.


El Honorable Senador señor Espina propuso llamarla “Ley sobre Violencia Intrafamiliar”, denominación más simple y que alude de manera amplia a la materia que ella trata.


- Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señoras Allende, Mella y Saa y señor Errázuriz.

- - - - - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En consecuencia, con la finalidad de resolver las discrepancias producidas entre la Cámara de Diputados y el Senado durante la tramitación de la presente iniciativa, la Comisión Mixta propone aprobar, en una sola votación, el siguiente 

ACUERDO:

1. Sustituir el nombre de la ley, por el siguiente:

“LEY SOBRE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR”

2. Incorporar como artículos 4° y 5°, los siguientes:


“Artículo 4º.- Corresponderá al Servicio Nacional de la Mujer proponer al Presidente de la República las políticas públicas para el cumplimiento de los objetivos de esta ley.


En coordinación y colaboración con los organismos públicos y privados pertinentes formulará anualmente un plan nacional de acción.


Para los efectos de los incisos anteriores, el Servicio Nacional de la Mujer tendrá las siguientes funciones:


a) Impulsar, coordinar y evaluar las políticas gubernamentales en contra de la violencia intrafamiliar;


b) Recomendar la adopción de medidas legales, reglamentarias o de otra naturaleza para prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar; 


c) Prestar asistencia técnica a los organismos que intervengan en la aplicación de esta ley que así lo requieran, y


d) Promover la contribución de los medios de comunicación para erradicar la violencia contra la mujer y realzar el respeto a su dignidad.


Artículo 5º.- Violencia intrafamiliar. Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él; o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente.


También habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente ocurra entre los padres de un hijo común, o recaiga sobre persona menor de edad o con discapacidad que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.”.

3. Insertar el siguiente artículo 7°:


“Artículo 7°.- Situación de riesgo. Cuando exista una situación de riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, aun cuando éste no se haya llevado a cabo, el tribunal, con el sólo mérito de la denuncia, deberá adoptar las medidas de protección o cautelares que correspondan.


Se presumirá que existe una situación de riesgo inminente como la descrita en el inciso anterior cuando haya precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor o cuando concurran además, respecto de éste, circunstancias o antecedentes tales como: drogadicción, alcoholismo, una o más denuncias por violencia intrafamiliar, condena previa por violencia intrafamiliar, procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal o por infracción a la ley N° 17.798, o antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta.


Además, el tribunal cautelará especialmente los casos en que la víctima esté embarazada, se trate de una persona con discapacidad o tenga una condición que la haga vulnerable.”.

4. Intercalar los siguientes artículos 9° y 10:


“Artículo 9º.- Medidas accesorias. Además de lo dispuesto en el artículo precedente, el juez deberá aplicar en la sentencia una o más de las siguientes medidas accesorias: 


a) Obligación de abandonar el ofensor el hogar que comparte con la víctima.


b) Prohibición de acercarse a la víctima o a su domicilio, lugar de trabajo o de estudio. Si ambos trabajan o estudian en el mismo lugar se oficiará al empleador o director del establecimiento para que adopte las medidas de resguardo necesarias.


c) Prohibición de porte y tenencia y, en su caso, el comiso, de armas de fuego. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director de Servicio respectivo, para los fines legales y reglamentarios que correspondan.


d) La asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar. Las instituciones que desarrollen dichos programas darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.


El juez fijará prudencialmente el plazo de estas medidas, que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a un año, atendidas las circunstancias que las justifiquen. Ellas podrán ser prorrogadas, a petición de la víctima, si se mantienen los hechos que las justificaron. En el caso de la letra d), la duración de la medida será fijada, y podrá prorrogarse, tomando en consideración los antecedentes proporcionados por la institución respectiva.


Sin perjuicio de lo anterior, el juez, en la sentencia definitiva, fijará los alimentos definitivos, el régimen de cuidado personal y de relación directa y regular de los hijos si los hubiere y cualquier otra cuestión de familia sometida a su conocimiento por las partes.           


Artículo 10.- Sanciones. En caso de incumplimiento de las medidas cautelares o accesorias decretadas, con excepción de aquella prevista en la letra d) del artículo 9°, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de imponer al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.      


La policía deberá detener a quien sea sorprendido en quebrantamiento flagrante de las medidas mencionadas en el inciso precedente.”.

5. Como consecuencia de lo anterior, el artículo 10 pasa a ser 11, sin modificaciones.

6. Incorporar los siguientes artículos 12 a 15:


“Artículo 12.- Registro de sanciones y medidas accesorias. El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá llevar un Registro Especial de las personas que hayan sido condenadas, por sentencia ejecutoriada, como autoras de violencia intrafamiliar, así como de las demás resoluciones que la ley ordene inscribir.


El tribunal, ejecutoriada que sea la sentencia, deberá oficiar al Registro Civil, individualizando al condenado y la sanción principal y las accesorias aplicadas por el hecho de violencia intrafamiliar, con excepción de la prevista en la letra d) del artículo 9°, circunstancias que el mencionado Servicio hará constar, además, en el respectivo certificado de antecedentes. Este Registro Especial será puesto en conocimiento del tribunal a solicitud de éste, en los casos regulados en la ley.


Artículo 13.- Normas Especiales. En las investigaciones y procedimientos penales sobre violencia intrafamiliar se aplicarán, además, las disposiciones del presente Párrafo.


Artículo 14. Delito de maltrato habitual. El ejercicio habitual de violencia física o psíquica respecto de alguna de las personas referidas en el artículo 5º de esta ley se sancionará con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste.


Para apreciar la habitualidad, se atenderá al número de actos ejecutados, así como a la proximidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre la misma o diferente víctima. Para estos efectos, no se considerarán los hechos anteriores respecto de los cuales haya recaído sentencia penal absolutoria o condenatoria.


El Ministerio Público sólo podrá dar inicio a la investigación por el delito tipificado en el inciso primero, si el respectivo Juzgado de Familia le ha remitido los antecedentes, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 de la ley N° 19.968.


Artículo 15.- Medidas cautelares. En cualquier etapa de la investigación o del procedimiento sobre delitos constitutivos de violencia intrafamiliar, y aún antes de la formalización, el tribunal con competencia en lo penal podrá decretar las medidas cautelares que sean necesarias para proteger a la víctima de manera eficaz y oportuna, tales como las que establece el artículo 92 de la ley Nº 19.968 y las aludidas en el artículo 7° de esta ley.”.

7. El artículo 14 del texto del Senado pasa a ser artículo 16, reemplazándose la palabra “juez” por “tribunal”, en el segundo inciso.

8. Incorporar los siguientes artículos 17 a 24:


“Artículo 17.- Condiciones para la suspensión del procedimiento. Para decretar la suspensión del procedimiento, el juez de garantía impondrá como condición una o más de las medidas accesorias establecidas en el artículo 9°, sin perjuicio de las demás que autoriza el artículo 238 del Código Procesal Penal.


Artículo 18.- Sanciones. En caso de incumplimiento de las medidas a que se refieren los artículos 15, 16 y 17, se aplicará lo dispuesto en el artículo 10.


Artículo 19.- Improcedencia de acuerdos reparatorios. En los procesos por delitos constitutivos de violencia intrafamiliar no tendrá aplicación el artículo 241 del Código Procesal Penal.


Artículo 20.- Representación judicial de la víctima. En casos calificados por el Servicio Nacional de la Mujer, éste podrá asumir  el patrocinio y representación de la mujer víctima de delitos constitutivos de violencia intrafamiliar que sea mayor de edad, si ella así lo requiere, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 109 del Código Procesal Penal.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, el Servicio podrá celebrar conveníos con entidades públicas o privadas.


Artículo 21.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


a) Intercálanse, en la circunstancia 4ª del artículo 11, a continuación de la expresión “a su cónyuge,”, las palabras “o su conviviente”, seguidas de una coma (,).


b) En el artículo 390, suprímese la frase “sean legítimos o ilegítimos”, así como la coma (,) que le sigue, y la palabra “legítimos” que sigue al término “descendientes”, e intercálase, a continuación del vocablo “cónyuge”, la expresión “o conviviente”.


c) Sustitúyese el artículo 400, por el siguiente:


"Artículo 400. Si los hechos a que se refieren los artículos anteriores de este párrafo se ejecutan en contra de alguna de las personas que menciona el artículo 5º de la Ley sobre Violencia Intrafamiliar, o con cualquiera de las circunstancias Segunda, Tercera o Cuarta del número 1º del artículo 391 de este Código, las penas se aumentarán en un grado.".


d) Agrégase la siguiente oración al final del N° 5 del artículo 494: “En ningún caso el tribunal podrá calificar como leves las lesiones cometidas en contra de las personas mencionadas en el artículo 5° de la Ley sobre Violencia Intrafamiliar.”


Artículo 22.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.968:


a) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 90, por el siguiente:


“Si de los antecedentes examinados en la audiencia preparatoria o en la del juicio aparece que el denunciado o demandado ha ejercido violencia en los términos establecidos en el artículo 14 de la Ley sobre Violencia Intrafamiliar, el tribunal los remitirá al Ministerio Público.


b) Reemplázase la primera oración del número 1 del artículo 92, por la siguiente: “Prohibir al ofensor acercarse a la víctima y prohibir o restringir la presencia de aquél en el hogar común y en el domicilio, lugar de estudios o de trabajo de ésta.”.


c) Sustitúyese el artículo 94, por el siguiente:


“Artículo 94.- Incumplimiento de medidas cautelares. En caso de incumplimiento de las medidas cautelares, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil. Sin perjuicio de ello, impondrá al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.”.


Artículo 23.- Intercálase en el inciso primero del artículo 30 de la ley N° 18.216, a continuación de la expresión “Código Penal”, la siguiente oración, precedida de una coma (,):  “o de los delitos contra las personas que sean constitutivos de violencia intrafamiliar”.


Artículo 24.- Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley, quienes detenten la calidad de adoptantes o adoptados conforme a lo dispuesto en las leyes N° 7.613 y N° 18.703, se considerarán ascendientes o descendientes, según corresponda.”.

9. Como consecuencia de lo anterior, los artículos 20 y 21 pasan a ser 25 y 26, sin modificaciones.

10. Conservar el orden, ubicación y denominación de los párrafos según el texto aprobado por el Senado.

- - - - - -


De ser aprobado el acuerdo anterior, el proyecto de ley que queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“LEY SOBRE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR
Párrafo 1°  De la violencia intrafamiliar


Artículo 1°.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y otorgar protección a las víctimas de la misma.


Artículo 2º.- Obligación de protección. Es deber del Estado adoptar las medidas conducentes para garantizar la vida, integridad personal y seguridad de los miembros de la familia.


Artículo 3º.- Prevención y Asistencia. El Estado adoptará políticas orientadas a prevenir la violencia intrafamiliar, en especial contra la mujer y los niños, y a prestar asistencia a las víctimas.


Entre otras medidas, implementará las siguientes:


a) Incorporar en los planes y programas de estudio contenidos dirigidos a modificar las conductas que favorecen, estimulan o perpetúan la violencia intrafamiliar;


b) Desarrollar planes de capacitación para los funcionarios públicos que intervengan en la aplicación de esta ley;


c) Desarrollar políticas y programas de seguridad pública para prevenir y erradicar la violencia intrafamiliar;


d) Favorecer iniciativas de la sociedad civil para el logro de los objetivos de esta ley;


e) Adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos del Niño y demás instrumentos internacionales suscritos por el Estado de Chile, y


f) Crear y mantener sistemas de información y registros estadísticos en relación con la violencia intrafamiliar.


Artículo 4º.- Corresponderá al Servicio Nacional de la Mujer proponer al Presidente de la República las políticas públicas para el cumplimiento de los objetivos de esta ley.


En coordinación y colaboración con los organismos públicos y privados pertinentes formulará anualmente un plan nacional de acción.


Para los efectos de los incisos anteriores, el Servicio Nacional de la Mujer tendrá las siguientes funciones:


a) Impulsar, coordinar y evaluar las políticas gubernamentales en contra de la violencia intrafamiliar;


b) Recomendar la adopción de medidas legales, reglamentarias o de otra naturaleza para prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar; 


c) Prestar asistencia técnica a los organismos que intervengan en la aplicación de esta ley que así lo requieran, y


d) Promover la contribución de los medios de comunicación para erradicar la violencia contra la mujer y realzar el respeto a su dignidad.


Artículo 5º.- Violencia intrafamiliar. Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él; o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente.


También habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente ocurra entre los padres de un hijo común, o recaiga sobre persona menor de edad o con discapacidad que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.

Párrafo 2º. De la Violencia Intrafamiliar

de conocimiento de los Juzgados de Familia


Artículo 6º.- Los actos de violencia intrafamiliar que no constituyan delito serán de conocimiento de los juzgados de familia y se sujetarán al procedimiento establecido en la ley Nº 19.968.


Artículo 7°.- Situación de riesgo. Cuando exista una situación de riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, aun cuando éste no se haya llevado a cabo, el tribunal, con el sólo mérito de la denuncia, deberá adoptar las medidas de protección o cautelares que correspondan.


Se presumirá que existe una situación de riesgo inminente como la descrita en el inciso anterior cuando haya precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor o cuando concurran además, respecto de éste, circunstancias o antecedentes tales como: drogadicción, alcoholismo, una o más denuncias por violencia intrafamiliar, condena previa por violencia intrafamiliar, procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal o por infracción a la ley N° 17.798, o antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta.


Además, el tribunal cautelará especialmente los casos en que la víctima esté embarazada, se trate de una persona con discapacidad o tenga una condición que la haga vulnerable.


Artículo 8°.- Sanciones. Se castigará el maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su gravedad, con una multa de media a quince unidades tributarias mensuales a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante, para ser destinada a los centros de atención de víctimas de violencia intrafamiliar existentes en la región respectiva y que sean de financiamiento público o privado. 


El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término, hasta por quince días. 


En caso de incumplimiento el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público, conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 9º.- Medidas accesorias. Además de lo dispuesto en el artículo precedente, el juez deberá aplicar en la sentencia una o más de las siguientes medidas accesorias: 


a) Obligación de abandonar el ofensor el hogar que comparte con la víctima.


b) Prohibición de acercarse a la víctima o a su domicilio, lugar de trabajo o de estudio. Si ambos trabajan o estudian en el mismo lugar se oficiará al empleador o director del establecimiento para que adopte las medidas de resguardo necesarias.


c) Prohibición de porte y tenencia y, en su caso, el comiso, de armas de fuego. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director de Servicio respectivo, para los fines legales y reglamentarios que correspondan.


d) La asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar. Las instituciones que desarrollen dichos programas darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.


El juez fijará prudencialmente el plazo de estas medidas, que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a un año, atendidas las circunstancias que las justifiquen. Ellas podrán ser prorrogadas, a petición de la víctima, si se mantienen los hechos que las justificaron. En el caso de la letra d), la duración de la medida será fijada, y podrá prorrogarse, tomando en consideración los antecedentes proporcionados por la institución respectiva.


Sin perjuicio de lo anterior, el juez, en la sentencia definitiva, fijará los alimentos definitivos, el régimen de cuidado personal y de relación directa y regular de los hijos si los hubiere y cualquier otra cuestión de familia sometida a su conocimiento por las partes.           


Artículo 10.- Sanciones. En caso de incumplimiento de las medidas cautelares o accesorias decretadas, con excepción de aquella prevista en la letra d) del artículo 9°, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de imponer al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.      


La policía deberá detener a quien sea sorprendido en quebrantamiento flagrante de las medidas mencionadas en el inciso precedente.


Artículo 11.- Desembolsos y perjuicios patrimoniales. La sentencia establecerá la obligación del condenado de pagar a la víctima los desembolsos y perjuicios de carácter patrimonial que se hubieren ocasionado con la ejecución del o los actos constitutivos de violencia intrafamiliar objeto del juicio, incluida la reposición en dinero o en especie de bienes dañados, destruidos o perdidos. Estos perjuicios serán determinados prudencialmente por el juez.


Artículo 12.- Registro de sanciones y medidas accesorias. El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá llevar un Registro Especial de las personas que hayan sido condenadas, por sentencia ejecutoriada, como autoras de violencia intrafamiliar, así como de las demás resoluciones que la ley ordene inscribir.


El tribunal, ejecutoriada que sea la sentencia, deberá oficiar al Registro Civil, individualizando al condenado y la sanción principal y las accesorias aplicadas por el hecho de violencia intrafamiliar, con excepción de la prevista en la letra d) del artículo 9°, circunstancias que el mencionado Servicio hará constar, además, en el respectivo certificado de antecedentes. Este Registro Especial será puesto en conocimiento del tribunal a solicitud de éste, en los casos regulados en la ley.

Párrafo 3° De la violencia intrafamiliar constitutiva de delito


Artículo 13.- Normas Especiales. En las investigaciones y procedimientos penales sobre violencia intrafamiliar se aplicarán, además, las disposiciones del presente Párrafo.


Artículo 14. Delito de maltrato habitual. El ejercicio habitual de violencia física o psíquica respecto de alguna de las personas referidas en el artículo 5º de esta ley se sancionará con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste.


Para apreciar la habitualidad, se atenderá al número de actos ejecutados, así como a la proximidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre la misma o diferente víctima. Para estos efectos, no se considerarán los hechos anteriores respecto de los cuales haya recaído sentencia penal absolutoria o condenatoria.


El Ministerio Público sólo podrá dar inicio a la investigación por el delito tipificado en el inciso primero, si el respectivo Juzgado de Familia le ha remitido los antecedentes, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 de la ley N° 19.968.


Artículo 15.- Medidas cautelares. En cualquier etapa de la investigación o del procedimiento sobre delitos constitutivos de violencia intrafamiliar, y aún antes de la formalización, el tribunal con competencia en lo penal podrá decretar las medidas cautelares que sean necesarias para proteger a la víctima de manera eficaz y oportuna, tales como las que establece el artículo 92 de la ley Nº 19.968 y las aludidas en el artículo 7° de esta ley.

Artículo 16.- Medidas accesorias. Las medidas accesorias que establece el artículo 9º  serán aplicadas por los tribunales con competencia en lo penal, sin perjuicio de las sanciones principales y accesorias que correspondan al delito de que se trate.


El tribunal fijará prudencialmente el plazo de esas medidas, que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a un año, atendidas las circunstancias que las justifiquen. Dichas medidas podrán ser prorrogadas, a petición de la víctima, si se mantienen los hechos que las justificaron. En el caso de la letra d) del artículo 9º, la duración de la medida será fijada, y podrá prorrogarse, tomando en consideración los antecedentes proporcionados por la institución respectiva.     


Artículo 17.- Condiciones para la suspensión del procedimiento. Para decretar la suspensión del procedimiento, el juez de garantía impondrá como condición una o más de las medidas accesorias establecidas en el artículo 9°, sin perjuicio de las demás que autoriza el artículo 238 del Código Procesal Penal.


Artículo 18.- Sanciones. En caso de incumplimiento de las medidas a que se refieren los artículos 15, 16 y 17, se aplicará lo dispuesto en el artículo 10.


Artículo 19.- Improcedencia de acuerdos reparatorios. En los procesos por delitos constitutivos de violencia intrafamiliar no tendrá aplicación el artículo 241 del Código Procesal Penal.


Artículo 20.- Representación judicial de la víctima. En casos calificados por el Servicio Nacional de la Mujer, éste podrá asumir  el patrocinio y representación de la mujer víctima de delitos constitutivos de violencia intrafamiliar que sea mayor de edad, si ella así lo requiere, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 109 del Código Procesal Penal.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, el Servicio podrá celebrar conveníos con entidades públicas o privadas.

Párrafo 4°. Otras disposiciones


Artículo 21.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


a) Intercálanse, en la circunstancia 4ª del artículo 11, a continuación de la expresión “a su cónyuge,”, las palabras “o su conviviente”, seguidas de una coma (,).


b) En el artículo 390, suprímese la frase “sean legítimos o ilegítimos”, así como la coma (,) que le sigue, y la palabra “legítimos” que sigue al término “descendientes”, e intercálase, a continuación del vocablo “cónyuge”, la expresión “o conviviente”.


c) Sustitúyese el artículo 400, por el siguiente:


"Artículo 400. Si los hechos a que se refieren los artículos anteriores de este párrafo se ejecutan en contra de alguna de las personas que menciona el artículo 5º de la Ley sobre Violencia Intrafamiliar, o con cualquiera de las circunstancias Segunda, Tercera o Cuarta del número 1º del artículo 391 de este Código, las penas se aumentarán en un grado.".


d) Agrégase la siguiente oración al final del N° 5 del artículo 494: “En ningún caso el tribunal podrá calificar como leves las lesiones cometidas en contra de las personas mencionadas en el artículo 5° de la Ley sobre Violencia Intrafamiliar.”


Artículo 22.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.968:


a) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 90, por el siguiente:


“Si de los antecedentes examinados en la audiencia preparatoria o en la del juicio aparece que el denunciado o demandado ha ejercido violencia en los términos establecidos en el artículo 14 de la Ley sobre Violencia Intrafamiliar, el tribunal los remitirá al Ministerio Público.


b) Reemplázase la primera oración del número 1 del artículo 92, por la siguiente: “Prohibir al ofensor acercarse a la víctima y prohibir o restringir la presencia de aquél en el hogar común y en el domicilio, lugar de estudios o de trabajo de ésta.”.


c) Sustitúyese el artículo 94, por el siguiente:


“Artículo 94.- Incumplimiento de medidas cautelares. En caso de incumplimiento de las medidas cautelares, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil. Sin perjuicio de ello, impondrá al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.”.


Artículo 23.- Intercálase en el inciso primero del artículo 30 de la ley N° 18.216, a continuación de la expresión “Código Penal”, la siguiente oración, precedida de una coma (,):  “o de los delitos contra las personas que sean constitutivos de violencia intrafamiliar”.


Artículo 24.- Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley, quienes detenten la calidad de adoptantes o adoptados conforme a lo dispuesto en las leyes N° 7.613 y N° 18.703, se considerarán ascendientes o descendientes, según corresponda.


Artículo 25.- Vigencia. La presente ley comenzará a regir el 1 de octubre de 2005.


Artículo 26.- Derogación. Derógase la ley 
Nº 19.325, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo segundo transitorio de la ley Nº 19.968. Toda referencia legal o reglamentaria a la ley Nº 19.325, debe entenderse hecha a la presente ley.”.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 19 de julio, 2, 3, 9, 16, 17, 30 y 31 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín (Rafael Moreno Rojas) y de las Honorables Diputadas señoras Isabel Allende Bussi, María Angélica Cristi Marfil, María Eugenia Mella Gajardo, María Antonieta Saa Díaz (Adriana Muñoz D’Albora) y el Honorable Diputado señor Maximiano Errázuriz Eguiguren (Carlos Ignacio Kuschel Silva).


Sala de la Comisión, a 4 de septiembre de 2005.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS

Secretario
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� El artículo 494 del Código Penal, contempla entre las faltas: Nº 4, amenaza con arma blanca o de fuego; Nº 5 lesiones leves; Nº 14, no socorrer o auxiliar a una persona que se encuentre en despoblado herida, maltratada o en peligro de perecer; Nº 15, el abandono de los hijos por los padres de familia o los que legalmente hagan sus veces; Nº 16, impedir a otro, con violencia y sin estar legítimamente autorizado, hacer lo que la ley no prohíbe o compelerle a ejecutar lo que no quiera.


� Definen y castigan los delitos de violación, estupro y otros delitos sexuales.


� El artículo 240 del Código de Procedimiento Civil regula el desacato. En el inciso primero establece que, cumplida una resolución, el tribunal tendrá facultad para decretar las medidas tendientes a dejar sin efecto todo lo que se haga en contravención a lo ejecutado. El inciso segundo, por su parte, dispone que el que quebrante lo ordenado cumplir será sancionado con reclusión menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años).


� Ver nota Nº 3. 


� Definen y castigan los delitos de violación, estupro y otros delitos sexuales e incesto.


� El artículo 390 castiga el parricidio y el uxoricidio.


� La ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia, en su artículo 92 dispone que el juez de familia deberá dar protección a la víctima y al grupo familiar. Además, cautelará su subsistencia económica e integridad patrimonial. Para tales efectos, enumera las medidas que podrá adoptar en el ejercicio de su potestad cautelar, sin perjuicio de otras medidas que estime pertinentes.


� Ver nota Nº 3.


� Tipifica y sanciona los crímenes y simples delitos contra las personas.


� Ver nota Nº 5.


� El art. 238 del Código Procesal Penal regula las condiciones por cumplir decretada la suspensión condicional del procedimiento. Establece que el juez de garantía dispondrá, según corresponda, que durante el período de suspensión, el imputado esté sujeto al cumplimiento de una o más de las condiciones que al efecto señala y, entre ellas, la letra b) contempla la de abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas, en tanto que la letra c), la de someterse a un tratamiento médico, psicológico o de otra naturaleza.


� Ver nota Nº 9.


� Ver nota Nº 5.


� Ellos son: solicitar medidas de protección; presentar querella; ejercer acciones civiles; ser �   oída por el fiscal y por el tribunal, e impugnar el sobreseimiento temporal o definitivo o la �   sentencia absolutoria.


� El artículo 30 de la ley Nº 18.216 dispone que tratándose de personas condenadas por delitos de violación, estupro y otros delitos sexuales, el tribunal podrá imponer como condición para el otorgamiento de cualquiera de los beneficios que dicha ley contempla, que el condenado no ingrese ni acceda a las inmediaciones del hogar, el establecimiento educacional o el lugar de trabajo del ofendido. Asimismo, regula las consecuencias del quebrantamiento de esta condición y la facultad de revocarla.


� Ver nota Nº 9.


� Ver nota Nº 5.


� El citado artículo 1º establece los beneficios alternativos que el juez podrá otorgar para suspender la ejecución de penas privativas o restrictivas de libertad: la remisión condicional de la pena, la reclusión nocturna y la libertad vigilada. En su inciso segundo, la norma dispone que no procederá tal facultad tratándose de los delitos previstos en los artículos 362 (violación cometida contra una persona menor de catorce años) y 372 bis (homicidio cometido con ocasión de violación) del Código Penal, siempre que en este último caso la víctima sea menor de doce años. 





� El inciso cuarto del artículo 369 fija reglas para el ejercicio de la acción penal y el sobreseimiento, en caso de que un cónyuge o conviviente cometa, en contra de aquél con quien hace vida en común, alguno de los delitos previstos en los artículos 361 -que se refiere a la violación- y 366 Nº 1.


Cabe hacer presente que la referencia al artículo 366 Nº 1 es incorrecta, porque corresponde al texto fijado por la ley Nº 19.617, de 1999, que fue sustituido por la ley Nº 19.927, de 2004. En la formulación de la primera de las leyes citadas, el precepto sanciona la realización de una acción sexual abusiva, distinta del acceso carnal, con una persona mayor de doce años.





� El artículo 94 de la ley Nº 19.968 dispone, en su inciso primero, que en caso de incumplimiento de las medidas cautelares el juez podrá ordenar, hasta por quince días, el arresto nocturno del denunciado o el arresto substitutivo en caso de quebrantamiento de aquél. En el inciso segundo agrega que, además, el juez pondrá los antecedentes en conocimiento del Ministerio Público para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.
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		PORCENTAJE DE DETENCIONES DE ADOLESCENTES (14 a 18 años) POR CARABINEROS E INGRESOS A SISTEMAS DE DIAGNOSTICO-SENAME, SEGÚN AÑO.

				INSTITUCION				AÑO

						2002		2003		2004

				% detenidos e ingresados a Sist. Diagnóstico SENAME		26.4%		26.7%		29.0%

				Detenciones de Carabineros		51,584		49,981		44,630

				Ingresos a Diagnóstico - SENAME		13,624		13,369		12,964

				FUENTE: Depto. Servicios Policiales-Carabineros de Chile; Depto. Planificacion-SENAME.

				Censo 2002 -Total población nacional 14 a 17 años		1,055,047

				Total Aprehendidos por Carabineros año 2004 14 a 18 años		44,630		4.2%
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		TABLA Nº 1: CASOS INGRESADOS ENTRE 2002 Y 2004

		SEGUN SISTEMA DE ATENCIÓN.

		SISTEMA DE ATENCION (*)				AÑO

				2002		2003		2004

		DIAGNOSTICO Y DERIVACION		13,624		13,369		12,964

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD		1,280		1,394		1,201

		INTERVENCION MEDIO LIBRE		3,708		4,920		5,944

		(*)  Diagnóstico y Derivación: incluye COD, Secciones de Menores de GENCHI y CTD Ambulatorio. Privativo de Libertad: corresponde a CERECO y Secciones de Menores de GENCHI (procesados y condenados). Medio Libre: incluye a PIA y Proyectos de Reparación a la

		SISTEMA DE ATENCION (*)				AÑO

				2002		2003		2004

		DIAGNOSTICO Y DERIVACION		13,624		13,369		12,964

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD		1,280		1,394		1,201

		INTERVENCION MEDIO LIBRE		3,708		4,920		5,944

		SISTEMA DE ATENCION (*)				AÑO

				2002		2003		2004

		Total de Derivados a programas		36.6%		47.2%		55.1%

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD		9.4%		10.4%		9.3%

		INTERVENCION MEDIO LIBRE		27.2%		36.8%		45.9%
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		TABLA Nº 1: CASOS INGRESADOS ENTRE 2002 Y 2004

		SEGUN SISTEMA DE ATENCIÓN.

		SISTEMA DE ATENCION (*)						AÑO

						2002		2003		2004

		DIAGNOSTICO Y DERIVACION				13,624		13,369		12,964

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD				1,280		1,394		1,229

		INTERVENCION MEDIO LIBRE				3,708		4,920		5,944

		TOTAL				18,612		19,683		20,137

		FUENTE: SENAME

		(*)  Diagnóstico y Derivación: incluye COD, Secciones de Menores de GENCHI y CTD Ambulatorio. Privativo de Libertad: corresponde a CERECO y Secciones de Menores de GENCHI (procesados y condenados). Medio Libre: incluye a PIA y Proyectos de Reparación a la

		TABLA Nº 2: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y SEXO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		COD

		Hombres		9,075		10,743		10,073

		Mujeres		1,035		811		999

		Sub-total		10,110		11,554		11,072

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		1,253		406		466

		Mujeres		39		38		28

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio

		Hombres		2,042		1,286		1,310

		Mujeres		180		85		88

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		12,964

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 2.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y SEXO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		COD

		Hombres		89.8%		93.0%		91.0%

		Mujeres		10.2%		7.0%		9.0%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		97.0%		91.4%		94.3%

		Mujeres		3.0%		8.6%		5.7%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		CTD Ambulatorio

		Hombres		91.9%		93.8%		93.7%

		Mujeres		8.1%		6.2%		6.3%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 3: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y SEXO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Hombres		480		600		807

		Mujeres		24		32		26

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		537		641		351

		Mujeres		5		30		17

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		Hombres		188		62		28

		Mujeres		46		29		0

		Sub-total		234		91		28

		PIA

		Hombres		3,218		4,317		4,943

		Mujeres		490		465		512

		Sub-total		3,708		4,782		5,455

		Reparación y Servicios Com.

		Hombres		0		111		398

		Mujeres		0		27		91

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,314		7,173

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 3.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y SEXO, SEGÚN AÑO.

						AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Hombres		95.2%		94.9%		96.9%

		Mujeres		4.8%		5.1%		3.1%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		99.1%		95.5%		95.4%

		Mujeres		0.9%		4.5%		4.6%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		CERECO Privado

		Hombres		80.3%		68.1%		0.0%

		Mujeres		19.7%		31.9%		0.0%

		Sub-total		100.0%		100.0%		0.0%

		PIA

		Hombres		86.8%		90.3%		90.6%

		Mujeres		13.2%		9.7%		9.4%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		Reparación y Servicios Com.

		Hombres				80.4%		81.4%

		Mujeres				19.6%		18.6%

		Sub-total		0.0%		100.0%		100.0%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 4: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		menor de 12 años		19		6		0		3

		12 - 13 años		280		160		1		76

		14 - 15 años		2,573		2,823		24		2,738

		16 - 17 años		6,522		7,890		1,317		6,314

		18 y más años		404		565		283		278

		Sin dato		312		110		10		28

		Sub-total		10,110		11,554		1,635		9,437

		Seccion de Menores GENCHI

				2002		2003		2004

		menor de 12 años		0		0		0

		12 - 13 años		0		0		0

		14 - 15 años		0		0		0

		16 - 17 años		1,257		427		479

		18 y más años		35		17		15

		Sin dato		0		0		0

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio

		menor de 12 años		0		0		0

		12 - 13 años		0		0		0

		14 - 15 años		0		0		0

		16 - 17 años		1,972		1,207		1,186

		18 y más años		250		164		212

		Sin dato		0		0		0

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		3,527		9,437

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 4.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		menor de 12 años		0.2%		0.1%		0%		0%

		12 - 13 años		2.8%		1.4%		0.1%		0.8%

		14 - 15 años		25.5%		24.4%		1.5%		29.0%

		16 - 17 años		64.5%		68.3%		80.6%		66.9%

		18 y más años		4.0%		4.9%		17.3%		2.9%

		Sin dato		3.1%		1.0%		0.6%		0.3%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI		2002		2003		2004

		menor de 12 años		0.0%		0.0%		0.0%

		12 - 13 años		0.0%		0.0%		0.0%

		14 - 15 años		0.0%		0.0%		0.0%

		16 - 17 años		97.3%		96.2%		97.0%

		18 y más años		2.7%		3.8%		3.0%

		Sin dato		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CTD Ambulatorio		2002		2003		2004

		menor de 12 años		0.0%		0.0%		0.0%

		12 - 13 años		0.0%		0.0%		0.0%

		14 - 15 años		0.0%		0.0%		0.0%

		16 - 17 años		88.7%		88.0%		84.8%

		18 y más años		11.3%		12.0%		15.2%

		Sin dato		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 5: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		menor de 12 años		0		95		0

		12 - 13 años		19		394		4

		14 - 15 años		272		5		489

		16 - 17 años		207		7		335

		18 y más años		2		105		4

		Sin dato		4		26		1

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		menor de 12 años		0		217		0

		12 - 13 años		0		337		0

		14 - 15 años		0		27		0

		16 - 17 años		527		37		355

		18 y más años		15		23		13

		Sin dato		0		30		0

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		menor de 12 años		4		5		0

		12 - 13 años		33		37		3

		14 - 15 años		137		0		15

		16 - 17 años		57		1		10

		18 y más años		3		48		0

		Sin dato		0		0		0

		Sub-total		234		91		28

		PIA

		menor de 12 años		12		21		10

		12 - 13 años		260		124		99

		14 - 15 años		1,582		2,156		2,354

		16 - 17 años		1,778		2,373		2,851

		18 y más años		65		78		107

		Sin dato		11		30		34

		Sub-total		3,708		4,782		5,455

		Reparación y Servicios Com.

		menor de 12 años		0		3		2

		12 - 13 años		0		65		4

		14 - 15 años		0		42		271

		16 - 17 años		0		24		191

		18 y más años		0		2		21

		Sin dato		0		2		0

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,314		7,173

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 5.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		menor de 12 años		0.0%		15.0%		0.0%

		12 - 13 años		3.8%		62.3%		0.5%

		14 - 15 años		54.0%		0.8%		58.7%

		16 - 17 años		41.1%		1.1%		40.2%

		18 y más años		0.4%		16.6%		0.5%

		Sin dato		0.8%		4.1%		0.1%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		menor de 12 años		0.0%		32.3%		0.0%

		12 - 13 años		0.0%		50.2%		0.0%

		14 - 15 años		0.0%		4.0%		0.0%

		16 - 17 años		97.2%		5.5%		96.5%

		18 y más años		2.8%		3.4%		3.5%

		Sin dato		0.0%		4.5%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CERECO Privado

		menor de 12 años		1.7%		5.5%		0.0%

		12 - 13 años		14.1%		40.7%		10.7%

		14 - 15 años		58.5%		0.0%		53.6%

		16 - 17 años		24.4%		1.1%		35.7%

		18 y más años		1.3%		52.7%		0.0%

		Sin dato		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		PIA

		menor de 12 años		0.3%		0.4%		0.2%

		12 - 13 años		7.0%		2.6%		1.8%

		14 - 15 años		42.7%		45.1%		43.2%

		16 - 17 años		48.0%		49.6%		52.3%

		18 y más años		1.8%		1.6%		2.0%

		Sin dato		0.3%		0.6%		0.6%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Reparación y Servicios Com.

		menor de 12 años		0.0%		2.2%		0.4%

		12 - 13 años		0.0%		47.1%		0.8%

		14 - 15 años		0.0%		30.4%		55.4%

		16 - 17 años		0.0%		17.4%		39.1%

		18 y más años		0.0%		1.4%		4.3%

		Sin dato		0.0%		1.4%		0.0%

		Sub-total		0%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 6: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		COD						Ambul		Resid

		Infracciones Graves		1,031		1,238		229		889

		Simples delitos		7,489		9,372		1,226		8,009

		Faltas LRPA		164		93		20		19

		Otros Simples Delitos o Faltas		272		166		43		135

		Proteccion		948		496		78		244

		No indica causal ingreso		206		189		39		141

		Sub-total		10,110		11,554		1,635		9,437

		Seccion de Menores GENCHI		2002		2003		2004

		Infracciones Graves		280		83		218

		Simples delitos		899		323		249

		Faltas		8		1		1

		Otros Simples Delitos o Faltas		12		2		4

		Proteccion		17		10		14

		No indica causal ingreso		76		25		8

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio		2002		2003		2004

		Infracciones Graves		243		139		146

		Simples delitos		1,774		1,048		1,108

		Faltas		54		51		14

		Otros Simples Delitos o Faltas		63		60		50

		Proteccion		42		50		33

		No indica causal ingreso		46		23		47

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		3,527		9,437

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 6.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		Infracciones Graves		10.2%		10.7%		14.0%		9.4%

		Simples delitos		74.1%		81.1%		75.0%		84.9%

		Faltas		1.6%		0.8%		1.2%		0.2%

		Otros Simples Delitos o Faltas		2.7%		1.4%		2.6%		1.4%

		Proteccion		9.4%		4.3%		4.8%		2.6%

		No indica causal ingreso		2.0%		1.6%		2.4%		1.5%

		Sub-total		100%		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Infracciones Graves		21.7%		18.7%		44.1%

		Simples delitos		69.6%		72.7%		50.4%

		Faltas		0.6%		0.2%		0.2%

		Otros Simples Delitos o Faltas		0.9%		0.5%		0.8%

		Proteccion		1.3%		2.3%		2.8%

		No indica causal ingreso		5.9%		5.6%		1.6%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CTD Ambulatorio

		Infracciones Graves		10.9%		10.1%		10.4%

		Simples delitos		79.8%		76.4%		79.3%

		Faltas		2.4%		3.7%		1.0%

		Otros Simples Delitos o Faltas		2.8%		4.4%		3.6%

		Proteccion		1.9%		3.6%		2.4%

		No indica causal ingreso		2.1%		1.7%		3.4%

		Sub-total		100%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 7: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Infracciones Graves		54		95		138

		Simples delitos		249		394		533

		Faltas		4		5		2

		Otros Simples Delitos o Faltas		5		7		11

		Proteccion		173		105		106

		No indica causal ingreso		19		26		43

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		Infracciones Graves		181		217		154

		Simples delitos		321		337		174

		Faltas		7		27		2

		Otros Simples Delitos o Faltas		8		37		15

		Proteccion		5		23		11

		No indica causal ingreso		20		30		12

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		Infracciones Graves		15		5		0

		Simples delitos		102		37		14

		Faltas		5		0		0

		Otros Simples Delitos o Faltas		11		1		0

		Proteccion		101		48		14

		No indica causal ingreso		0		0		0

		Sub-total		234		91		28

		PIA

		Infracciones Graves		408		694		836

		Simples delitos		2,417		3,626		4,489

		Faltas		131		52		49

		Otros Simples Delitos o Faltas		398		210		203

		Proteccion		283		128		79

		No indica causal ingreso		71		72		99

		Sub-total		3,708		4,782		5,755

		Reparación y Servicios Com.

		Infracciones Graves		0		3		23

		Simples delitos		0		65		366

		Faltas		0		42		33

		Otros Simples Delitos o Faltas		0		24		47

		Proteccion		0		2		6

		No indica causal ingreso		0		2		14

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,176		6,984

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 7.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Infracciones Graves		10.7%		15.0%		16.6%

		Simples delitos		49.4%		62.3%		64.0%

		Faltas		0.8%		0.8%		0.2%

		Otros Simples Delitos o Faltas		1.0%		1.1%		1.3%

		Proteccion		34.3%		16.6%		12.7%

		No indica causal ingreso		3.8%		4.1%		5.2%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Infracciones Graves		33.4%		32.3%		41.8%

		Simples delitos		59.2%		50.2%		47.3%

		Faltas		1.3%		4.0%		0.5%

		Otros Simples Delitos o Faltas		1.5%		5.5%		4.1%

		Proteccion		0.9%		3.4%		3.0%

		No indica causal ingreso		3.7%		4.5%		3.3%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CERECO Privado

		Infracciones Graves		6.4%		5.5%		0.0%

		Simples delitos		43.6%		40.7%		50.0%

		Faltas		2.1%		0.0%		0.0%

		Otros Simples Delitos o Faltas		4.7%		1.1%		0.0%

		Proteccion		43.2%		52.7%		50.0%

		No indica causal ingreso		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		PIA

		Infracciones Graves		11.0%		14.5%		14.5%

		Simples delitos		65.2%		75.8%		78.0%

		Faltas		3.5%		1.1%		0.9%

		Otros Simples Delitos o Faltas		10.7%		4.4%		3.5%

		Proteccion		7.6%		2.7%		1.4%

		No indica causal ingreso		1.9%		1.5%		1.7%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Reparación y Servicios Com.

		Infracciones Graves		0%		2.2%		4.7%

		Simples delitos		0%		47.1%		74.8%

		Faltas		0%		30.4%		6.7%

		Otros Simples Delitos o Faltas		0%		17.4%		9.6%

		Proteccion		0%		1.4%		1.2%

		No indica causal ingreso		0%		1.4%		2.9%

		Sub-total		0%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 8: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		Primera		708		374		104		308

		Segunda		311		387		306		197

		Tercera		255		247		107		175

		Cuarta		366		353		151		227

		Quinta		138		1,059		165		511

		Sexta		110		315		52		210

		Séptima		283		334		129		324

		Octava		849		890		189		219

		Novena		0		0		0		0

		Décima		765		913		195		361

		Undécima		0		0		0		0

		Duodécima		0		0		0		0

		Metropolitana		6,325		6,682		237		6,905

		Sub-total		10,110		11,554		1,635		9,437

		Seccion de Menores GENCHI		2002		2003		2004

		Primera		92		8		29

		Segunda		35		20		63

		Tercera		5		0		1

		Cuarta		9		12		56

		Quinta		205		47		59

		Sexta		119		0		19

		Séptima		13		11		38

		Octava		327		204		81

		Novena		76		29		100

		Décima		283		96		42

		Undécima		26		5		1

		Duodécima		30		1		5

		Metropolitana		72		11		0

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio		2002		2003		2004

		Primera		142		53		33

		Segunda		0		43		60

		Tercera		23		90		106

		Cuarta		14		53		95

		Quinta		738		283		167

		Sexta		236		37		124

		Séptima		268		203		319

		Octava		330		232		134

		Novena		50		107		96

		Décima		264		171		175

		Undécima		58		68		81

		Duodécima		25		26		0

		Metropolitana		74		5		8

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		3,527		9,437

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 8.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		Primera		7.0%		3.2%		6.4%		3.3%

		Segunda		3.1%		3.3%		18.7%		2.1%

		Tercera		2.5%		2.1%		6.5%		1.9%

		Cuarta		3.6%		3.1%		9.2%		2.4%

		Quinta		1.4%		9.2%		10.1%		5.4%

		Sexta		1.1%		2.7%		3.2%		2.2%

		Séptima		2.8%		2.9%		7.9%		3.4%

		Octava		8.4%		7.7%		11.6%		2.3%

		Novena		0.0%		0.0%		0.0%		0.0%

		Décima		7.6%		7.9%		11.9%		3.8%

		Undécima		0.0%		0.0%		0.0%		0.0%

		Duodécima		0.0%		0.0%		0.0%		0.0%

		Metropolitana		62.6%		57.8%		14.5%		73.2%

		Sub-total		100%		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Primera		7.1%		1.8%		5.9%

		Segunda		2.7%		4.5%		12.8%

		Tercera		0.4%		0.0%		0.2%

		Cuarta		0.7%		2.7%		11.3%

		Quinta		15.9%		10.6%		11.9%

		Sexta		9.2%		0.0%		3.8%

		Séptima		1.0%		2.5%		7.7%

		Octava		25.3%		45.9%		16.4%

		Novena		5.9%		6.5%		20.2%

		Décima		21.9%		21.6%		8.5%

		Undécima		2.0%		1.1%		0.2%

		Duodécima		2.3%		0.2%		1.0%

		Metropolitana		5.6%		2.5%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CTD Ambulatorio

		Primera		6.4%		3.9%		2.4%

		Segunda		0.0%		3.1%		4.3%

		Tercera		1.0%		6.6%		7.6%

		Cuarta		0.6%		3.9%		6.8%

		Quinta		33.2%		20.6%		11.9%

		Sexta		10.6%		2.7%		8.9%

		Séptima		12.1%		14.8%		22.8%

		Octava		14.9%		16.9%		9.6%

		Novena		2.3%		7.8%		6.9%

		Décima		11.9%		12.5%		12.5%

		Undécima		2.6%		5.0%		5.8%

		Duodécima		1.1%		1.9%		0.0%

		Metropolitana		3.3%		0.4%		0.6%

		Sub-total		100%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 9: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Primera		130		78		83

		Segunda		25		43		23

		Tercera		24		12		15

		Cuarta		21		22		21

		Quinta		26		80		83

		Sexta		18		50		75

		Séptima		52		21		37

		Octava		28		33		26

		Novena		0		0		0

		Décima		25		84		80

		Undécima		0		0		0

		Duodécima		0		0		0

		Metropolitana		155		209		390

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		Primera		17		11		19

		Segunda		11		6		2

		Tercera		2		2		3

		Cuarta		0		1		1

		Quinta		12		15		8

		Sexta		49		89		38

		Séptima		9		3		7

		Octava		166		242		111

		Novena		38		8		7

		Décima		56		166		58

		Undécima		33		18		5

		Duodécima		1		0		1

		Metropolitana		148		110		108

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		Primera		0		0		0

		Segunda		0		0		0

		Tercera		0		0		0

		Cuarta		0		0		0

		Quinta		90		36		0

		Sexta		0		0		0

		Séptima		0		0		0

		Octava		74		44		19

		Novena		0		0		0

		Décima		55		0		0

		Undécima		0		0		0

		Duodécima		8		10		3

		Metropolitana		7		1		6

		Sub-total		234		91		28

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		PIA

		Primera		184		156		198

		Segunda		153		220		254

		Tercera		90		168		189

		Cuarta		217		227		265

		Quinta		458		583		724

		Sexta		137		160		164

		Séptima		277		313		394

		Octava		566		705		729

		Novena		143		250		259

		Décima		298		433		525

		Undécima		79		43		68

		Duodécima		44		50		36

		Metropolitana		1,062		1,474		1,650

		Sub-total		3,708		4,782		5,455

		Reparación y Servicios Com.

		Primera		0		0		16

		Segunda		0		28		44

		Tercera		0		0		43

		Cuarta		0		46		71

		Quinta		0		0		59

		Sexta		0		0		21

		Séptima		0		28		95

		Octava		0		0		18

		Novena		0		31		85

		Décima		0		0		0

		Undécima		0		0		1

		Duodécima		0		5		36

		Metropolitana		0		0		0

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,314		7,173

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 9.1: PORCENTAJE  DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Primera		25.8%		12.3%		10.0%

		Segunda		5.0%		6.8%		2.8%

		Tercera		4.8%		1.9%		1.8%

		Cuarta		4.2%		3.5%		2.5%

		Quinta		5.2%		12.7%		10.0%

		Sexta		3.6%		7.9%		9.0%

		Séptima		10.3%		3.3%		4.4%

		Octava		5.6%		5.2%		3.1%

		Novena		0.0%		0.0%		0.0%

		Décima		5.0%		13.3%		9.6%

		Undécima		0.0%		0.0%		0.0%

		Duodécima		0.0%		0.0%		0.0%

		Metropolitana		30.8%		33.1%		46.8%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Primera		3.1%		1.6%		5.2%

		Segunda		2.0%		0.9%		0.5%

		Tercera		0.4%		0.3%		0.8%

		Cuarta		0.0%		0.1%		0.3%

		Quinta		2.2%		2.2%		2.2%

		Sexta		9.0%		13.3%		10.3%

		Séptima		1.7%		0.4%		1.9%

		Octava		30.6%		36.1%		30.2%

		Novena		7.0%		1.2%		1.9%

		Décima		10.3%		24.7%		15.8%

		Undécima		6.1%		2.7%		1.4%

		Duodécima		0.2%		0.0%		0.3%

		Metropolitana		27.3%		16.4%		29.3%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CERECO Privado

		Primera		0.0%		0.0%		0.0%

		Segunda		0.0%		0.0%		0.0%

		Tercera		0.0%		0.0%		0.0%

		Cuarta		0.0%		0.0%		0.0%

		Quinta		38.5%		39.6%		0.0%

		Sexta		0.0%		0.0%		0.0%

		Séptima		0.0%		0.0%		0.0%

		Octava		31.6%		48.4%		67.9%

		Novena		0.0%		0.0%		0.0%

		Décima		23.5%		0.0%		0.0%

		Undécima		0.0%		0.0%		0.0%

		Duodécima		3.4%		11.0%		10.7%

		Metropolitana		3.0%		1.1%		21.4%

		Sub-total		100%		100%		100%

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		PIA

		Primera		5.0%		3.3%		3.6%

		Segunda		4.1%		4.6%		4.7%

		Tercera		2.4%		3.5%		3.5%

		Cuarta		5.9%		4.7%		4.9%

		Quinta		12.4%		12.2%		13.3%

		Sexta		3.7%		3.3%		3.0%

		Séptima		7.5%		6.5%		7.2%

		Octava		15.3%		14.7%		13.4%

		Novena		3.9%		5.2%		4.7%

		Décima		8.0%		9.1%		9.6%

		Undécima		2.1%		0.9%		1.2%

		Duodécima		1.2%		1.0%		0.7%

		Metropolitana		28.6%		30.8%		30.2%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Reparación y Servicios Com.

		Primera		0%		0.0%		3.3%

		Segunda		0%		20.3%		9.0%

		Tercera		0%		0.0%		8.8%

		Cuarta		0%		33.3%		14.5%

		Quinta		0%		0.0%		12.1%

		Sexta		0%		0.0%		4.3%

		Séptima		0%		20.3%		19.4%

		Octava		0%		0.0%		3.7%

		Novena		0%		22.5%		17.4%

		Décima		0%		0.0%		0.0%

		Undécima		0%		0.0%		0.2%

		Duodécima		0%		3.6%		7.4%

		Metropolitana		0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		0%		100%		100%

		FUENTE: SENAME
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				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN CAUSAL DE INGRESO

				Vigentes al 31 dic 2001								Vigentes al 31 dic 2002								Vigentes al 31 dic 2003								Vigentes al 31 dic 2004								Vigentes al 31 mar 2005

				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes

				Infracción de Ley		69%		4,620				Infracción de Ley		76%		4,154				Infracción de Ley		89%		4,666				Infracción de Ley		91%		4,573				Infracción de Ley		91%		4,900

				Protección		31%		2,088				Protección		24%		1,283				Protección		11%		552				Protección		9%		472				Protección		9%		477

				Total		100%		6,708				Total		100%		5,437				Total		100%		5,218				Total		100%		5,045				Total		100%		5,377

				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN EDAD

				Vigentes al 31 dic 2001								Vigentes al 31 dic 2002								Vigentes al 31 dic 2003								Vigentes al 31 dic 2004								Vigentes al 31 mar 2005

				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes

				14 - 18 años		90%		6,012				14 - 18 años		96%		5,204				14 - 18 años		98%		5,121				14 - 18 años		99%		4,972				14 - 18 años		99%		5,318

				Otro		10%		696				Otro		4%		233				Otro		2%		97				Otro		1%		73				Otro		1%		59

				Total		100%		6,708				Total		100%		5,437				Total		100%		5,218				Total		100%		5,045				Total		100%		5,377
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				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN CAUSAL DE INGRESO

				Causal		2001		2002		2003		2004

				Infracción de Ley		3637		4154		4666		4573

				Otros S.Del o Faltas no consid en Ley		983		461		221		219

				Protección		2088		822		331		253

				Total		6708		5437		5218		5045

				Causal		2001		2002		2003		2004

				Infracción de Ley		54%		76%		89%		91%

				Otros S.Del o Faltas no consid en Ley		15%		8%		4%		4%

				Protección		31%		15%		6%		5%

				Total		100%		100%		100%		100%

				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN EDAD

				Causal		2001		2002		2003		2004

				14 - 18 años		5392		4854		4752		4589

				< 14 años		644		211		88		50		Incluye sin dato

				> 18 años		672		372		378		406		Incluye sin dato

				Total		6708		5437		5218		5045

				Causal		2001		2002		2003		2004

				14 - 18 años		80.4%		89.3%		91.1%		91.0%

				< 14 años		9.6%		3.9%		1.7%		1.0%

				> 18 años		10.0%		6.8%		7.2%		8.0%

				Total		100%		100%		100%		100%

				REGIMEN		2001		2002		2003		2004				Adolescentes Vigentes al 31 de marzo 2005		COD RESID		COD AMB		CERECO		Secc Menores		PIA		Reparac

				Privados de libertad		1758		1326		1091		621				Hombres		413		43		164		279		3766		167

				Medio libre		4950		4111		4127		4424				Mujeres		29		9		4		13		443		47

				Total		6708		5437		5218		5045				Total		442		52		168		292		4209		214		5377

				REGIMEN		2001		2002		2003		2004				REGIMEN		Mar-05		Mar-05

				Privados de libertad		26%		24%		21%		12%				Privados de libertad		902		83%

				Medio libre		74%		76%		79%		88%				Medio libre		4,475		17%

				Total		100%		100%		100%		100%				Total		5,377		100%

				REGIMEN		2001				REGIMEN		Mar-05				REGIMEN		2004				REGIMEN		Mar-05

				Privados de libertad		1758				Privados de libertad		902				Privados de libertad		621				Privados de libertad		902

				Medio libre		4950				Medio libre		4475				Medio libre		4424				Medio libre		4,475

				Total		6708				Total		5377				Total		5045				Total		5,377

				REGIMEN		2001				REGIMEN		Mar-05				REGIMEN		2004				REGIMEN		2004

				Privados de libertad		26%				Privados de libertad		17%				Privados de libertad		12%				Privados de libertad		17%

				Medio libre		74%				Medio libre		83%				Medio libre		88%				Medio libre		83%

				Total		100%				Total		100%				Total		100%				Total		100%

				Dec-02

				Vigentes programa causal		Cod		Cereco		Secc Men		PIA		Cereco Privado

				Infracciones Graves		45		23		182		419		15

				Simples delitos		311		99		219		2510		106

				Faltas LRPA		3		1		1		191		29

				Otros Simples Delitos o Faltas		10		2		3		424		22

				Proteccion		39		42		3		481		124

				No indica causal ingreso		12		8		27		86		0

				Total Vigentes		420		175		435		4111		296		5437

				Mar-02

				Vigentes programa causal		Cod		Cereco		Secc Men		CD		Cereco resid		LV

				Infracciones Graves		99		23		136		208		27		102

				Simples delitos		345		50		177		1309		204		587

				Faltas LRPA		30		11		6		914		133		202

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		0		0		0		0		0

				Proteccion		199		64		2		906		193		359						1458		26%

				No indica causal ingreso		9		6		43		210		27		150						5531

				Total Vigentes		682		154		364		3547		584		1400		6731

				Privados de libertad según causal marz 02		Nº		%

				Infracciones Graves		258		21.5%

				Simples delitos		572		47.7%

				Faltas LRPA		47		3.9%

				Proteccion		265		22.1%

				No indica causal ingreso		58		4.8%

				Total Vigentes		1200		100%

				Privados de libertad según causal dic 02		Nº		%

				Infracciones Graves		250		24.3%

				Simples delitos		629		61.1%

				Faltas LRPA		5		0.5%

				Otros Simples Delitos o Faltas		15		1.5%

				Proteccion		84		8.2%

				No indica causal ingreso		47		4.6%

				Total Vigentes		1030		100%

				Dec-04		Cod

						Amb		Res		Cereco		Secc Men		PIA		Repar

				Infracciones Graves		11		91		41		168		584		8

				Simples delitos		36		323		95		108		3230		160

				Faltas LRPA		0		1		0		0		29		15

				Otros Simples Delitos o Faltas		1		6		3		0		174		16

				Proteccion		3		15		25		6		86		3

				No indica causal ingreso		1		6		4		10		106		12

				Total Vigentes		52		442		168		292		4209		214

				Privados de libertad según causal marz 05		Nº		%

				Infracciones Graves		300		33.3%

				Simples delitos		526		58.3%

				Faltas LRPA		1		0.1%

				Otros Simples Delitos o Faltas		9		1.0%

				Proteccion		46		5.1%

				No indica causal ingreso		20		2.2%

				Total Vigentes		902		100%

				DISTRIBUCION DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN SEXO

				Sexo		2001		2002		2003		2004

				Hombres		5189		4693		4697		4699

				Mujeres		1519		744		521		513

				Total		6708		5437		5218		5212

				Sexo		2001		2002		2003		2004

				Hombres		77%		86%		90%		90%

				Mujeres		23%		14%		10%		10%

				Total		100%		100%		100%		100%

				DISTRIBUCION DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN SEXO

				Tipo de Administración		2001		2002		2003		2004

				Privados		5506		4407		4188		4421

				Públicos		1202		1030		1030		624

				Total		6708		5437		5218		5045

				Tipo de Administración		2001		2002		2003		2004

				Privados		82%		81%		80%		88%

				Públicos		18%		19%		20%		12%

				Total		100%		100%		100%		100%

				INGRESOS SEGÚN DISPONIBILIDAD DE ORDEN DE TRIBUNAL

						Año 2001		Año 2004

				Con Orden		1641		3848

				Sin Orden		554		16

				Total		2195		3864

						Año 2001		Año 2004

				Con Orden		74.8%		99.6%

				Sin Orden		25.2%		0.4%

				Total		100%		100%

						Año 2004

				Con Orden		99.6%

				Sin Orden		0.4%

				Total		100%
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				VIGENTES DIC 2004

				ANEXO 1: PROGRAMA DE REPARACIÓN A LA VICTIMA Y SERVICIOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 anos		0		0		0		0.0%

				12 - 13 anos		0		0		0		0.0%

				14 - 15 anos		30		80		110		47.2%						41		192

				16 - 17 anos		9		95		104		44.6%						424		3759

				> 18 anos		2		17		19		8.2%						6		169

				Sin dato edad		0		0		0		0.0%						28		326

				TOTAL		41		192		233		100.0%						14		253

				FUENTE: SENAME														513		4699

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		0		8		8		3.4%

				Simples delitos		29		137		166		71.2%

				Faltas LRPA		8		10		18		7.7%

				Otros Simples Delitos o Faltas		4		27		31		13.3%

				Proteccion		0		5		5		2.1%

				No indica causal ingreso		0		5		5		2.1%

				TOTAL		41		192		233		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA DE INTERVENCION AMBULATORIA - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años		1		5		6		0.1%

				12 - 13 años		4		33		37		0.9%

				14 - 15 años		174		1222		1,396		33.4%

				16 - 17 años		209		2171		2,380		56.9%

				> 18 años		34		306		340		8.1%

				Sin dato edad		2		22		24		0.6%

				TOTAL		424		3,759		4,183		100.0%

				FUENTE: SENAME

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		47		545		592		14.2%

				Simples delitos		332		2865		3,197		76.4%

				Faltas		1		30		31		0.7%

				Otros Simples Delitos o Faltas		16		165		181		4.3%

				Proteccion		17		70		87		2.1%

				No indica causal ingreso		11		84		95		2.3%

				TOTAL		424		3759		4,183		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA CERECO SENAME - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años						0		0.0%

				12 - 13 años (*)				1		1		0.6%

				14 - 15 años		1		88		89		50.9%

				16 - 17 años		5		79		84		48.0%

				> 18 años				1		1		0.6%

				Sin dato edad						0		0.0%

				TOTAL		6		169		175		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a un caso en el en la X Región.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves				35		35		20.0%

				Simples delitos		5		109		114		65.1%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		1		1		0.6%

				Proteccion		1		22		23		13.1%

				No indica causal ingreso				2		2		1.1%

				TOTAL		6		169		175		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: COD - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años						0		0.0%

				12 - 13 años (*)		1		1		2		0.6%

				14 - 15 años		13		75		88		24.9%

				16 - 17 años		13		228		241		68.1%

				> 18 años		1		20		21		5.9%

				Sin dato edad				2		2		0.6%

				TOTAL		28		326		354		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a un caso en COD de la X Región, y a un caso en la Región Metropolitana.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		4		42		46		13.0%

				Simples delitos		19		254		273		77.1%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		6		6		1.7%

				Proteccion		2		12		14		4.0%

				No indica causal ingreso		3		12		15		4.2%

				TOTAL		28		326		354		100.0%

				FUENTE: SENAME

		ANEXO 1: SECCIONES DE MENORES - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años (*)				3		3		1.1%

				12 - 13 años (**)				1		1		0.4%

				14 - 15 años						0		0.0%

				16 - 17 años		14		243		257		96.3%

				> 18 años				5		5		1.9%

				Sin dato edad				1		1		0.4%

				TOTAL		14		253		267		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a casos en la II, IV y VII Región.

				(**) Corresponde a un caso en la V Región.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		5		145		150		56.2%

				Simples delitos		7		97		104		39.0%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		0		0		0.0%

				Proteccion		0		3		3		1.1%

				No indica causal ingreso		2		8		10		3.7%

				TOTAL		14		253		267		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: COD - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES EN COD POR EDAD, SEGÚN TIPO DE ATENCIÓN Y SEXO.

				EDAD		TIPO ATENCION / SEXO								TOTAL

						ambulatoria				privación de libertad

						mujeres		hombres		mujeres		hombres		Nº		%

				12 - 13 anos (*)						2		2		4		0.8%

				14 - 15 anos						14		97		111		22.5%

				16 - 17 anos		9		35		12		298		354		71.7%

				> 18 anos				8		1		15		24		4.9%

				Sin dato								1		1		0.2%

				TOTAL		9		43		29		413		494		100.0%

				FUENTE: DPCG - SENAME

				(*) Estos/as adolescentes permanecián en COD de las Regiones X y Metropolitana.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES EN COD POR TIPO DE DELITO, SEGÚN TIPO DE ATENCIÓN Y

				SEXO.

				TIPO DELITO		TIPO ATENCION / SEXO								TOTAL

						ambulatoria				privación de libertad

						mujeres		hombres		mujeres		hombres		Nº		%

				Infracciones Graves		3		8		5		86		102		20.6%

				Simples delitos		4		32		20		303		359		72.7%

				Faltas						0		1		1		0.2%

				Otros Simples Delitos o Faltas		1				0		6		7		1.4%

				Proteccion		1		2		4		11		18		3.6%

				Sin dato				1		0		6		7		1.4%

				TOTAL		9		43		29		413		494		100.0%

				FUENTE: DPCG - SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA CERECO SENAME - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años						0		0.0%

				12 - 13 años (*)				1		1		0.6%

				14 - 15 años		1		72		73		43.5%

				16 - 17 años		3		90		93		55.4%

				> 18 años				1		1		0.6%

				Sin dato edad						0		0.0%

				TOTAL		4		164		168		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a un caso en el en la V Región.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves				41		41		24.4%

				Simples delitos		3		92		95		56.5%

				Faltas		0		0		0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas				3		3		1.8%

				Proteccion		1		24		25		14.9%

				No indica causal ingreso				4		4		2.4%

				TOTAL		4		164		168		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: SECCIONES DE MENORES - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

						SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

						EDAD		Nº		Nº		Nº		%

						<12 años (*)				1		1		0.3%

						12 - 13 años (**)				1		1		0.3%

						14 - 15 años (***)				2		2		0.7%

						16 - 17 años		12		268		280		95.9%

						> 18 años		1		7		8		2.7%

						Sin dato edad						0		0.0%

						TOTAL		13		279		292		100.0%

						FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME

						(*) Corresponde a casos en la II Región.

						(**) Corresponde a un caso en la V Región.

						(***) Corresponde a un caso en la IV Región y Región Metropolitana.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		8		160		168		57.5%

				Simples delitos		3		105		108		37.0%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas						0		0.0%

				Proteccion				6		6		2.1%

				No indica causal ingreso		2		8		10		3.4%

				TOTAL		13		279		292		100.0%

				FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA DE INTERVENCION AMBULATORIA - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES EN PIA POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años				3		3		0.1%

				12 - 13 años		3		20		23		0.5%

				14 - 15 años		189		1,203		1,392		33.1%

				16 - 17 años		209		2,180		2,389		56.8%

				> 18 años		39		340		379		9.0%

				Sin dato edad		3		20		23		0.5%

				TOTAL		443		3,766		4,209		100.0%

				FUENTE: DPCG-SENAME

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES EN PIA POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		50		534		584		13.9%

				Simples delitos		345		2885		3,230		76.7%

				Faltas		3		26		29		0.7%

				Otros Simples Delitos o Faltas		18		156		174		4.1%

				Proteccion		16		70		86		2.0%

				No indica causal ingreso		11		95		106		2.5%

				TOTAL		443		3766		4,209		100.0%

				FUENTE: DPCG-SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA DE REPARACIÓN A LA VICTIMA Y SERVICIOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 anos		0		0		0		0.0%

				12 - 13 anos		1		0		1		0.5%

				14 - 15 anos		27		76		103		48.1%

				16 - 17 anos		16		72		88		41.1%

				> 18 anos		3		18		21		9.8%

				Sin dato edad		0		1		1		0.5%

				TOTAL		47		167		214		100.0%

				FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		2		6		8		3.7%

				Simples delitos		31		129		160		74.8%

				Faltas LRPA		8		7		15		7.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		3		13		16		7.5%

				Proteccion				3		3		1.4%

				No indica causal ingreso		3		9		12		5.6%

				TOTAL		47		167		214		100.0%

				FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME
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				Menores de 14 años año 2001 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		24

				Simples Delitos		190

				Faltas		76

				Otros S.Del o Faltas		47		337		52%

				Protección		306

				No indica		1

						644

				Menores de 14 años año 2002 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		11

				Simples Delitos		82

				Faltas		10

				Otros S.Del o Faltas		12		115		55%

				Protección		80

				No indica		16

						211

				Menores de 14 años año 2003 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		7

				Simples Delitos		53

				Faltas		4

				Otros S.Del o Faltas		1		65		74%

				Protección		21

				No indica		2

						88

				Menores de 14 años año 2004 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		11

				Simples Delitos		32

				Faltas		0

				Otros S.Del o Faltas		0		43		86%

				Protección		3

				No indica		4

						50





proyplaz

				Año 2001

				INGRESOS		Sexo

				Causal		Femenino		%		Masculino		%

				Delitos Graves (*)		203		9%		2295		14%		2498

				Simples Delitos		833		37%		9961		63%		10794

				Faltas		153		7%		416		3%		569

				Otros S.Del o Faltas		262		12%		1032		7%		1294

				Protección		747		33%		1504		9%		2251

				No indica		55		2%		656		4%		711

						2253				15864				18117

				vigentes mujeres rc privado

		v		laura vicuña		27

		v		hogar génesis		18

		vii		hogar madre sacramento		31

		viii		hogar baena		15

		x		intern femen pto montt		24

						115		22%

				total rc privados		524





		

				ADOLESCENTES INCULPADOS DE DELITO VIGENTES AL 31/12/2001, POR CAUSAL DE INGRESO SEGÚN EDAD

				CAUSAL		EDAD												TOTAL		%

						< 12		12 - 13		14 - 15		16 - 17		> 18		sin dato

				Delitos Graves (*)		1		23		98		199		24		2		347		5.2%

				Simples Delitos		5		185		792		1,533		192		36		2,743		40.9%

				Faltas		10		66		214		226		29		2		547		8.2%

				Otros S.Del o Faltas		2		45		259		537		138		2		983		14.7%

				Protección		36		217		691		832		237		63		2,076		30.9%

				No indica		0		1		4		7		0		0		12		0.2%

				TOTAL		54		537		2,058		3,334		620		105		6,708		100.0%

				(*)  DELITOS GRAVES:  HOMICIDIO,  VIOLACION,  SECUESTRO,  SUSTRACCION DE MENORES,  MUTILACION,  LESIONES GRAVES,  ROBO CON VIOLENCIA EN LAS

				PERSONAS, ROBO CON INTIMIDACION, ROBO CON FUERZA EN LUGAR HABITADO CON PORTE DE ARMA DE FUEGO.

				8.8%		591		menos 14 a		53				644		10%		menos 14 a

				9.2%		620		más 18 a		52				672		10%		más 18 a

						5,392		14 a 18 a						5,392		80%		14 a 18 a

						6,603								6,708

				Menores de 14 años por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		24

				Simples Delitos		190

				Faltas		76

				Otros S.Del o Faltas		47

						337





		

				VIGENTES DICIEMBRE 2001

				ADMINISTRACION PRIVADA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				GENDARMERIA		11		354		365

				CERECO RESIDENCIAL		139		357		496

				REHABILIT. CONDUC. DIURNA		890		2,536		3,426

				LIBERTAD VIGILADA		322		1,078		1,400

				PROYECTO REHABILITACION		3		53		56

				DROGAS		17		51		68

				SUB-TOTAL		1,382		4,429		5,811

				ADMINISTRACION DIRECTA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				COD		27		365		392

				CTD		100		191		291

				CERECO INTERNADO		10		144		154

				CERECO RESIDENCIAL				60		60

				SUB-TOTAL		137		760		897

				TOTAL		1,519		5,189		6,708

				VIGENTES DICIEMBRE 2004

				ADMINISTRACION PRIVADA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				GENDARMERIA						0

				CERECO RESIDENCIAL						0

				PROG INTERVENCION AMBULATORIA						0

				PROG MEDIDAS REPARATORIAS						0

				SUB-TOTAL		0		0		0

				ADMINISTRACION DIRECTA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				COD						0

				CERECO INTERNADO						0

				CERECO RESIDENCIAL						0

				SUB-TOTAL		0		0		0

				TOTAL		0		0		0





		

				VIGENTES AL 31 DE MARZO 2005

				EDAD		Nº		%

				< 12 años		4		0.1%

				12 a 13 años		30		0.6%

				14 a 15 años		1681		31.3%

				16 a 17 años		3204		59.6%

				> 18 años		433		8.1%

				Sin dato edad		25		0.5%

				Total		5377		100%

				CAUSAL		Nº		%

				Infracciones graves		903		16.8%

				Simples delitos		3952		73.5%

				Faltas LRPA		45		0.8%

				Otros simples delitos o faltas		200		3.7%

				Protección		138		2.6%

				No indica causal		139		2.6%

				Total		5377		100%

				REGIMEN		Nº		%

				Privados de libertad		902		16.8%

				Medio libre		4475		83.2%

				Total		5377		100%

				Adolescentes Vigentes al 31 de marzo 2005		COD RESID		COD AMB		CERECO		Secc Menores		PIA		Reparac

				Hombres		413		43		164		279		3766		167

				Mujeres		29		9		4		13		443		47

				Total		442		52		168		292		4209		214		5377





		

				PROGRAMAS DFL 1.385 (Año 2001)

				Sistema de Atención		Nº de Proyectos/Establecimientos		Nº de Plazas

				Secciones de Menores		43		550																		CENTROS DE ADMINISTRACION DIRECTA (Año 2001)

				Libertad Vigilada		10		1417																		Sistema de Atención		Nº Centros		Capacidad en Plazas

				Conductual Diurno		74		3490																		Centros de Observación y Diagnóstico		12		1,083

				Rehabilitación Conductual Residencial		12		529																		Centros de Rehabilitación Conductual Internado		9

				Total		139		5986																		Centros de Rehabilitación Conductual Residencial		1

				PROGRAMAS DFL 1.385 (Año 2005)																						CENTROS DE ADMINISTRACION DIRECTA (Año 2005)

				Programas de Responsabilización y Reinserción Social		Nº de Proyectos/Establecimientos		Nº de Plazas				Datos Carlos														Sistema de Atención		Nº Centros		Capacidad en Plazas

				Secciones de Menores		44		539				539														Centros de Observación y Diagnóstico		16		1,582

				Programas de Intervención Ambulatoria		52		4213				4,213														Centros de Rehabilitación Conductual Internado		14

				Programa de Medidas Reparatorias		16		486				486														Centros de Rehab. Cond. Residencial (Semi cerrado)		1

				Rehabilitación Conductual Residencial		1		5				5														En Cod y Cereco se incluyen la IX y XI regiones

				Sub total Prog. Responsab. y Reinserción Social		113		5243				5,243

				Programas de Apoyo Especializado		Nº de Proyectos		Nº de Plazas/ Atenciones

				Programa de tratamiento del consumo de drogas		6		400				400

				Prog. Apoyo a la Reinserc.Social de adolesc.en Sec. de Men.		9		2264

				Sub total Prog. Apoyo Especializado		15		2664				Obs. Carlos:

				Programa de Medidas Reparatorias incluye 2 proyectos en la RM								(1) A partir del mes de agosto se rebaja 20 plazas (RM), quedando en 519.

												(2) A partir del mes de agosto se incrementa en 30 plzas (V, VIII) y en Sept.en 30 plazas (RM)

												Quedando en 460

												(3) Se refiere a cobertura anual y no plazas.





		

				Administraciones Directas 2001

				Qhalltani		Plazas				Total Cod				Total Cereco Internado				Total Cereco Rsidencial

				Cod		25				Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas

				Cereco		40				12		723		9		295		1		65

				Arco Iris		Plazas				1083

				Cod		45

				Cereco		50

				Surgam		Plazas

				Cod		15

				Cereco		40

				Crisol		Plazas

				Cod		16

				Cereco		24

				Talay		Plazas

				Cod		16

				Cereco		32

				Peullas		Plazas

				Cod		30

				Cereco		16

				Talita Kum		Plazas

				Cod		46

				Cereco		48

				Tpo. de Crecer		Plazas

				Cod		80

				Santiago		Plazas

				Cod		120

				Cereco		15

				San Miguel		Plazas

				Cod		120

				San Joaquín		Plazas

				Cod		120

				Tpo. Joven		Plazas

				Cod		90

				Cereco		30

				Sta. Ines		Plazas

				Cereco		65

				Administraciones Directas 2002

				Qhalltani		Plazas				Total Cod				Total Cereco Internado				Total Cereco Rsidencial

				Cod		25				Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas

				Cereco		40				15		817		12		345		1		65

				Arco Iris		Plazas

				Cod		45				* Incluye 12 plazas Cod y 33 plazas Ctd

				Cereco		50

				Surgam		Plazas

				Cod		15

				Cereco		40

				Crisol		Plazas

				Cod		28

				Cereco		24

				Talay		Plazas

				Cod		16

				Cereco		32

				Lihuen		Plazas

				Cod		40

				Cereco		20

				Antuhue		Plazas

				Cod		40

				Cereco		20

				Peullas		Plazas

				Cod		30

				Cereco		36

				Talita Kum		Plazas

				Cod		46

				Cereco		48

				Cau Cau		Plazas

				Cod		40

				Cereco		20

				Tpo. Crecer		Plazas

				Cod		45

				Cereco		15

				Santiago		Plazas

				Cod		87				* Incluye 72 plazas Cod y 15 plazas Cereco

				Cereco		0

				San Miguel		Plazas

				Cod		120

				San Joaquín		Plazas

				Cod		120

				Tpo. Joven		Plazas

				Cod		120				* Incluye 90 plazas Cod y 30 plazas Cereco

				Sta. Ines		Plazas

				Cereco		65



Están sumadas 72 plazas Cod con 15 plazas Cereco, pendiente resolución en Jurídico

En este se suman las 90 plazas Cod y 30 Cereco, está pendiente resolución en Jurídico



		

				SUPERVISIÖN

				Año		% Supervisiones

				2002		66%

				2003		91%

				2004		100%

				2002		2003		2004

				66%		91%		100%

				CALIDAD DE LA INFORMACION

				2002		2003		2004

				19.9%		11.8%		6.6%





		0

		0

		0



% de Supervisones realizadas

0

0

0



		0

		0

		0



% de errores en la información

0

0

0



		

				RESUMEN DE PERSONAS CAPACITADAS

				AÑO		DESTINATARIOS DE LA CAPACITACIÓN

						Educadores de Trato Directo Adm. Directa		Directores/as de Centros Adm. Directa		Duplas Psicosociales y Jefes Técnicos Adm. Directa		Supervisores Regionales		Integrados (*)		Profesionales de Organismos Acreditados		Total

				2001		141		0		0		0		0		0		141

				2002		110		0		74		0		0		230		414

				2003		88		0		28		32		0		255		403

				2004		25		18		0		57		130		199		429

				*2005								30		160		190		380

				* Proyección de lo que se realizará el segundo semestre

				(*) Participan los distintos estamentos de Centros de Administración Directa





				PROGRAMA DE INTERVENCIÓN AMBULATORIA

				Región		Plazas 2005		Plazas 2005 Estud Minjus		Plazas 2006

				I		130

				II		180

				III		124

				IV		163

				V		465

				VI		140

				VII		313

				VIII		595

				IX		190

				X		440

				XI		56

				XII		45

				RM		1285

				Total		4126

				$

				SECCIONES DE MENORES

						Plazas 2005		Vigentes 0305

				I		28

				II		40

				III		11

				IV		22

				V		27

				VI		31

				VII		36

				VIII		132

				IX		55

				X		79

				XI		12

				XII		10

				RM		76

				Total		559

				$

				PROYECCION DE PLAZAS

				SENAME																		MINJUS SIN 20%

						2005		2006		2007		2009		2010								2005		2006		2007		2008		2009		2010

				PIA		4213												Libertad Asistida		Hombres		2,702		2,836		2,970		3,103		3,237		3,371

				REPAR		486														Mujeres		406		430		454		478		503		527

																						3,108		3,266		3,424		3,581		3,740		3,898

				GENCHI		539

																						MINJUS CON 20%

																						2005		2006		2007		2008		2009		2010

																		Libertad Asistida		Hombres		3,242		3,404		3,562		3,725		3,882		4,045

																				Mujeres		488		516		544		572		605		632

																						3,730		3,920		4,106		4,297		4,487		4,677

																		Hombres		Arica		51		54		56		59		61		64

																				Iquique		63		66		69		71		74		77

																				Antof		130		136		142		148		153		159

																				Copiap		70		73		76		80		83		87

																				La Seren		110		116		123		129		135		142

																				Valpo		350		370		390		411		431		451

																				San Mig		479		504		528		553		578		602

																				Stgo		821		859		896		934		971		1009

																				Rcgua		97		100		103		106		110		113

																				Talca		165		173		181		189		197		205

																				Chillán		43		44		45		46		47		49

																				Conc		445		470		496		522		547		573

																				Temuco		152		159		165		172		178		184

																				Valdi		123		129		135		141		146		152

																				Pto Montt		78		82		85		88		91		95

																				Cohia		25		27		28		29		31		32

																				Pta Aren		40		42		44		47		49		51

																						3242		3404		3562		3725		3882		4045

																		Mujeres		Arica		4		4		4		5		5		5

																				Iquique		6		7		7		7		8		8

																				Antof		23		24		26		27		29		30

																				Copiap		7		8		8		9		9		9

																				La Seren		17		18		19		21		22		23

																				Valpo		49		52		55		58		62		65

																				San Mig		69		73		77		82		86		91

																				Stgo		145		153		161		169		178		186

																				Rcgua		12		12		13		13		14		14

																				Talca		23		24		26		27		29		30

																				Chillán		4		4		4		4		4		4

																				Conc		61		65		68		72		76		80

																				Temuco		23		25		26		27		28		29

																				Valdi		23		25		26		27		29		30

																				Pto Montt		14		14		15		15		16		17

																				Cohia		2		2		2		2		2		3

																				Pta Aren		6		6		7		7		8		8

																						488		516		544		572		605		632

																		Nacion				3730		3920		4106		4297		4487		4677

				sin 20% + genchi

				Región		Capacidad 2005		Capacidad  Proyectada 2006 - 2007		Cobertura proyectada Año 1 ejecución de Ley

				I		144		144		73

				II		38		97		76

				III		70		70		45

				IV		60		105		81

				V		102		218		177

				VI		112		112		71

				VII		92		92		81

				VIII		166		268		278

				IX		112		125		99

				X		156		156		106

				XI		34		34		11

				XII		42		42		12

				RM		454		921		792

				Totales		1582		2384		1902

								con 20%

				Región		Capacidad Máxima SENAME 2005		Capacidad  Máxima Proyectada SENAME		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2006

				I		144		144		73

				II		38		97		66

				III		70		70		48

				IV		60		105		69

				V		102		218		183

				VI		112		112		41

				VII		92		92		66

				VIII		166		268		285

				IX		112		125		83

				X		156		156		107

				XI		34		34		9

				XII		42		42		12

				RM		454		921		895

				Totales		1582		2384		1937

						PLAZAS LIBERTAD ASISTIDA

						2005				2006		2010

				REGION		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002

				I		103		124		109		128		154

				II		127		153		133		158		189

				III		64		77		67		80		96

				IV		106		127		112		137		165

				V		333		399		352		430		516

				VI		91		109		93		106		127

				VII		157		188		164		195		235

				VIII		460		553		486		588		706

				IX		146		175		152		178		213

				X		198		238		209		245		294

				XI		23		27		24		29		35

				XII		38		46		40		50		59

				RM		1261		1514		1324		1573		1888

				TOTALES		3107		3730		3265		3897		4677

						PLAZAS PRIVATIVOS DE LIBERTAD

						2005				2006		2010

				REGION		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002

				I		39		48		0		90		108

				II		38		44		0		79		96

				III		26		31		0		60		72

				IV		38		46		0		87		105

				V		102		122		0		228		275

				VI		22		27		0		48		57

				VII		36		45		0		79		95

				VIII		159		191		0		353		425

				IX		46		55		0		100		122

				X		58		70		0		127		153

				XI		5		6		0		10		12

				XII		6		8		0		14		16

				RM		507		607		0		1111		1332

				TOTALES		1082		1300		0		2386		2868

						2005										2010

				REGION		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO

				I		17		13		9		25		16		23		45		22

				II		17		12		9		23		15		21		38		20

				III		12		9		5		17		11		15		30		15

				IV		17		13		8		24		14		23		44		20

				V		46		34		22		63		40		61		111		56

				VI		9		8		5		14		11		10		24		14

				VII		15		12		9		23		16		19		38		22

				VIII		72		54		33		100		60		94		175		84

				IX		20		16		10		31		19		24		51		25

				X		24		21		13		39		24		29		66		32

				XI		2		2		1		3		2		2		5		3

				XII		2		2		2		4		3		3		7		4

				RM		244		165		98		307		179		319		540		252

						497		361		224		673		410		643		1174		569

										1082				0						2386

						2005										2010

				REGION		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO

				I		21		16		11		32		18		27		54		27

				II		20		14		10		27		18		25		46		25

				III		14		11		6		21		12		19		36		17

				IV		20		16		10		30		17		27		53		25

				V		55		40		27		76		48		73		134		68

				VI		11		10		6		18		12		12		29		16

				VII		19		15		11		27		19		23		46		26

				VIII		87		64		40		121		72		113		210		102

				IX		24		19		12		36		22		30		61		31

				X		28		25		17		48		29		34		80		39

				XI		2		2		2		4		3		2		6		4

				XII		3		3		2		5		4		3		8		5

				RM		292		197		118		369		215		384		646		302

						596		432		272		814		489		772		1409		687

										1300				0						2868

				Libertad Asistida

				sin 20%

				Región		Plazas Subvencionadas SENAME 2005 - 2006		Cobertura Plazas proyectadas Estudio MINJUS 2006		Plazas Subvencionadas SENAME 2010

				I

				II

				III

				IV

				V

				VI

				VII

				VIII

				IX

				X

				XI

				XII

				RM

				Totales		0		0		0

								con 20%

				Región		Capacidad Máxima SENAME 2005		Capacidad  Máxima Proyectada SENAME		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2006

				I

				II

				III

				IV

				V

				VI

				VII

				VIII

				IX

				X

				XI

				XII

				RM

				Totales		0		0		0

						Proyección plazas Libertad Asistida SIN 20%

						Plazas Subvencionadas 2006		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 1 ejecuc de ley		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 5 ejecuc de ley

				Nº Plazas		4,760		3,266		7,598

				Monto Anual en M$		4,432,058

						Proyección plazas Libertad Asistida CON 20%

						Plazas Subvencionadas SENAME 2006		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 1 ejecuc de ley		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 5 ejecuc de ley

				Nº Plazas		4,760		3,266		7,598

				Monto Anual en M$		4,432,058

						Plazas Subvencionadas 2006		Cobertura Plazas proyectadas(*)        AÑO 1 Ejecución de la ley

				Nº Plazas		4,760		3,266

				Monto Anual en M$		4,432,058

						Plazas Subvencionadas 2006		Cobertura Plazas proyectadas        AÑO 1 Ejecución de la ley

				Nº Plazas		754		754

				Monto Anual en M$		753,744
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		PORCENTAJE DE DETENCIONES DE ADOLESCENTES (14 a 18 años) POR CARABINEROS E INGRESOS A SISTEMAS DE DIAGNOSTICO-SENAME, SEGÚN AÑO.

				INSTITUCION				AÑO

						2002		2003		2004

				% detenidos e ingresados a Sist. Diagnóstico SENAME		26.4%		26.7%		29.0%

				Detenciones de Carabineros		51,584		49,981		44,630

				Ingresos a Diagnóstico - SENAME		13,624		13,369		12,964

				FUENTE: Depto. Servicios Policiales-Carabineros de Chile; Depto. Planificacion-SENAME.

				Censo 2002 -Total población nacional 14 a 17 años		1,055,047

				Total Aprehendidos por Carabineros año 2004 14 a 18 años		44,630		4.2%





Hoja1

		0		0

		0		0

		0		0



Detenciones de Carabineros

Ingresos a Diagnóstico - SENAME

0

0

0

0

0

0
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		TABLA Nº 1: CASOS INGRESADOS ENTRE 2002 Y 2004

		SEGUN SISTEMA DE ATENCIÓN.

		SISTEMA DE ATENCION (*)				AÑO

				2002		2003		2004

		DIAGNOSTICO Y DERIVACION		13,624		13,369		12,964

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD		1,280		1,394		1,201

		INTERVENCION MEDIO LIBRE		3,708		4,920		5,944

		(*)  Diagnóstico y Derivación: incluye COD, Secciones de Menores de GENCHI y CTD Ambulatorio. Privativo de Libertad: corresponde a CERECO y Secciones de Menores de GENCHI (procesados y condenados). Medio Libre: incluye a PIA y Proyectos de Reparación a la

		SISTEMA DE ATENCION (*)				AÑO

				2002		2003		2004

		DIAGNOSTICO Y DERIVACION		13,624		13,369		12,964

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD		1,280		1,394		1,201

		INTERVENCION MEDIO LIBRE		3,708		4,920		5,944

		SISTEMA DE ATENCION (*)				AÑO

				2002		2003		2004

		Total de Derivados a programas		36.6%		47.2%		55.1%

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD		9.4%		10.4%		9.3%

		INTERVENCION MEDIO LIBRE		27.2%		36.8%		45.9%





Hoja4

		0		0		0

		0		0		0

		0		0		0



DIAGNOSTICO Y DERIVACION

INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD

INTERVENCION MEDIO LIBRE

0

0

0

0

0

0

0

0

0
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		TABLA Nº 1: CASOS INGRESADOS ENTRE 2002 Y 2004

		SEGUN SISTEMA DE ATENCIÓN.

		SISTEMA DE ATENCION (*)						AÑO

						2002		2003		2004

		DIAGNOSTICO Y DERIVACION				13,624		13,369		12,964

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD				1,280		1,394		1,229

		INTERVENCION MEDIO LIBRE				3,708		4,920		5,944

		TOTAL				18,612		19,683		20,137

		FUENTE: SENAME

		(*)  Diagnóstico y Derivación: incluye COD, Secciones de Menores de GENCHI y CTD Ambulatorio. Privativo de Libertad: corresponde a CERECO y Secciones de Menores de GENCHI (procesados y condenados). Medio Libre: incluye a PIA y Proyectos de Reparación a la

		TABLA Nº 2: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y SEXO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		COD

		Hombres		9,075		10,743		10,073

		Mujeres		1,035		811		999

		Sub-total		10,110		11,554		11,072

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		1,253		406		466

		Mujeres		39		38		28

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio

		Hombres		2,042		1,286		1,310

		Mujeres		180		85		88

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		12,964

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 2.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y SEXO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		COD

		Hombres		89.8%		93.0%		91.0%

		Mujeres		10.2%		7.0%		9.0%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		97.0%		91.4%		94.3%

		Mujeres		3.0%		8.6%		5.7%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		CTD Ambulatorio

		Hombres		91.9%		93.8%		93.7%

		Mujeres		8.1%		6.2%		6.3%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 3: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y SEXO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Hombres		480		600		807

		Mujeres		24		32		26

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		537		641		351

		Mujeres		5		30		17

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		Hombres		188		62		28

		Mujeres		46		29		0

		Sub-total		234		91		28

		PIA

		Hombres		3,218		4,317		4,943

		Mujeres		490		465		512

		Sub-total		3,708		4,782		5,455

		Reparación y Servicios Com.

		Hombres		0		111		398

		Mujeres		0		27		91

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,314		7,173

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 3.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y SEXO, SEGÚN AÑO.

						AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Hombres		95.2%		94.9%		96.9%

		Mujeres		4.8%		5.1%		3.1%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		99.1%		95.5%		95.4%

		Mujeres		0.9%		4.5%		4.6%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		CERECO Privado

		Hombres		80.3%		68.1%		0.0%

		Mujeres		19.7%		31.9%		0.0%

		Sub-total		100.0%		100.0%		0.0%

		PIA

		Hombres		86.8%		90.3%		90.6%

		Mujeres		13.2%		9.7%		9.4%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		Reparación y Servicios Com.

		Hombres				80.4%		81.4%

		Mujeres				19.6%		18.6%

		Sub-total		0.0%		100.0%		100.0%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 4: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		menor de 12 años		19		6		0		3

		12 - 13 años		280		160		1		76

		14 - 15 años		2,573		2,823		24		2,738

		16 - 17 años		6,522		7,890		1,317		6,314

		18 y más años		404		565		283		278

		Sin dato		312		110		10		28

		Sub-total		10,110		11,554		1,635		9,437

		Seccion de Menores GENCHI

				2002		2003		2004

		menor de 12 años		0		0		0

		12 - 13 años		0		0		0

		14 - 15 años		0		0		0

		16 - 17 años		1,257		427		479

		18 y más años		35		17		15

		Sin dato		0		0		0

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio

		menor de 12 años		0		0		0

		12 - 13 años		0		0		0

		14 - 15 años		0		0		0

		16 - 17 años		1,972		1,207		1,186

		18 y más años		250		164		212

		Sin dato		0		0		0

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		3,527		9,437

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 4.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		menor de 12 años		0.2%		0.1%		0%		0%

		12 - 13 años		2.8%		1.4%		0.1%		0.8%

		14 - 15 años		25.5%		24.4%		1.5%		29.0%

		16 - 17 años		64.5%		68.3%		80.6%		66.9%

		18 y más años		4.0%		4.9%		17.3%		2.9%

		Sin dato		3.1%		1.0%		0.6%		0.3%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI		2002		2003		2004

		menor de 12 años		0.0%		0.0%		0.0%

		12 - 13 años		0.0%		0.0%		0.0%

		14 - 15 años		0.0%		0.0%		0.0%

		16 - 17 años		97.3%		96.2%		97.0%

		18 y más años		2.7%		3.8%		3.0%

		Sin dato		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CTD Ambulatorio		2002		2003		2004

		menor de 12 años		0.0%		0.0%		0.0%

		12 - 13 años		0.0%		0.0%		0.0%

		14 - 15 años		0.0%		0.0%		0.0%

		16 - 17 años		88.7%		88.0%		84.8%

		18 y más años		11.3%		12.0%		15.2%

		Sin dato		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 5: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		menor de 12 años		0		95		0

		12 - 13 años		19		394		4

		14 - 15 años		272		5		489

		16 - 17 años		207		7		335

		18 y más años		2		105		4

		Sin dato		4		26		1

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		menor de 12 años		0		217		0

		12 - 13 años		0		337		0

		14 - 15 años		0		27		0

		16 - 17 años		527		37		355

		18 y más años		15		23		13

		Sin dato		0		30		0

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		menor de 12 años		4		5		0

		12 - 13 años		33		37		3

		14 - 15 años		137		0		15

		16 - 17 años		57		1		10

		18 y más años		3		48		0

		Sin dato		0		0		0

		Sub-total		234		91		28

		PIA

		menor de 12 años		12		21		10

		12 - 13 años		260		124		99

		14 - 15 años		1,582		2,156		2,354

		16 - 17 años		1,778		2,373		2,851

		18 y más años		65		78		107

		Sin dato		11		30		34

		Sub-total		3,708		4,782		5,455

		Reparación y Servicios Com.

		menor de 12 años		0		3		2

		12 - 13 años		0		65		4

		14 - 15 años		0		42		271

		16 - 17 años		0		24		191

		18 y más años		0		2		21

		Sin dato		0		2		0

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,314		7,173

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 5.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		menor de 12 años		0.0%		15.0%		0.0%

		12 - 13 años		3.8%		62.3%		0.5%

		14 - 15 años		54.0%		0.8%		58.7%

		16 - 17 años		41.1%		1.1%		40.2%

		18 y más años		0.4%		16.6%		0.5%

		Sin dato		0.8%		4.1%		0.1%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		menor de 12 años		0.0%		32.3%		0.0%

		12 - 13 años		0.0%		50.2%		0.0%

		14 - 15 años		0.0%		4.0%		0.0%

		16 - 17 años		97.2%		5.5%		96.5%

		18 y más años		2.8%		3.4%		3.5%

		Sin dato		0.0%		4.5%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CERECO Privado

		menor de 12 años		1.7%		5.5%		0.0%

		12 - 13 años		14.1%		40.7%		10.7%

		14 - 15 años		58.5%		0.0%		53.6%

		16 - 17 años		24.4%		1.1%		35.7%

		18 y más años		1.3%		52.7%		0.0%

		Sin dato		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		PIA

		menor de 12 años		0.3%		0.4%		0.2%

		12 - 13 años		7.0%		2.6%		1.8%

		14 - 15 años		42.7%		45.1%		43.2%

		16 - 17 años		48.0%		49.6%		52.3%

		18 y más años		1.8%		1.6%		2.0%

		Sin dato		0.3%		0.6%		0.6%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Reparación y Servicios Com.

		menor de 12 años		0.0%		2.2%		0.4%

		12 - 13 años		0.0%		47.1%		0.8%

		14 - 15 años		0.0%		30.4%		55.4%

		16 - 17 años		0.0%		17.4%		39.1%

		18 y más años		0.0%		1.4%		4.3%

		Sin dato		0.0%		1.4%		0.0%

		Sub-total		0%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 6: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		COD						Ambul		Resid

		Infracciones Graves		1,031		1,238		229		889

		Simples delitos		7,489		9,372		1,226		8,009

		Faltas LRPA		164		93		20		19

		Otros Simples Delitos o Faltas		272		166		43		135

		Proteccion		948		496		78		244

		No indica causal ingreso		206		189		39		141

		Sub-total		10,110		11,554		1,635		9,437

		Seccion de Menores GENCHI		2002		2003		2004

		Infracciones Graves		280		83		218

		Simples delitos		899		323		249

		Faltas		8		1		1

		Otros Simples Delitos o Faltas		12		2		4

		Proteccion		17		10		14

		No indica causal ingreso		76		25		8

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio		2002		2003		2004

		Infracciones Graves		243		139		146

		Simples delitos		1,774		1,048		1,108

		Faltas		54		51		14

		Otros Simples Delitos o Faltas		63		60		50

		Proteccion		42		50		33

		No indica causal ingreso		46		23		47

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		3,527		9,437

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 6.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		Infracciones Graves		10.2%		10.7%		14.0%		9.4%

		Simples delitos		74.1%		81.1%		75.0%		84.9%

		Faltas		1.6%		0.8%		1.2%		0.2%

		Otros Simples Delitos o Faltas		2.7%		1.4%		2.6%		1.4%

		Proteccion		9.4%		4.3%		4.8%		2.6%

		No indica causal ingreso		2.0%		1.6%		2.4%		1.5%

		Sub-total		100%		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Infracciones Graves		21.7%		18.7%		44.1%

		Simples delitos		69.6%		72.7%		50.4%

		Faltas		0.6%		0.2%		0.2%

		Otros Simples Delitos o Faltas		0.9%		0.5%		0.8%

		Proteccion		1.3%		2.3%		2.8%

		No indica causal ingreso		5.9%		5.6%		1.6%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CTD Ambulatorio

		Infracciones Graves		10.9%		10.1%		10.4%

		Simples delitos		79.8%		76.4%		79.3%

		Faltas		2.4%		3.7%		1.0%

		Otros Simples Delitos o Faltas		2.8%		4.4%		3.6%

		Proteccion		1.9%		3.6%		2.4%

		No indica causal ingreso		2.1%		1.7%		3.4%

		Sub-total		100%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 7: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Infracciones Graves		54		95		138

		Simples delitos		249		394		533

		Faltas		4		5		2

		Otros Simples Delitos o Faltas		5		7		11

		Proteccion		173		105		106

		No indica causal ingreso		19		26		43

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		Infracciones Graves		181		217		154

		Simples delitos		321		337		174

		Faltas		7		27		2

		Otros Simples Delitos o Faltas		8		37		15

		Proteccion		5		23		11

		No indica causal ingreso		20		30		12

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		Infracciones Graves		15		5		0

		Simples delitos		102		37		14

		Faltas		5		0		0

		Otros Simples Delitos o Faltas		11		1		0

		Proteccion		101		48		14

		No indica causal ingreso		0		0		0

		Sub-total		234		91		28

		PIA

		Infracciones Graves		408		694		836

		Simples delitos		2,417		3,626		4,489

		Faltas		131		52		49

		Otros Simples Delitos o Faltas		398		210		203

		Proteccion		283		128		79

		No indica causal ingreso		71		72		99

		Sub-total		3,708		4,782		5,755

		Reparación y Servicios Com.

		Infracciones Graves		0		3		23

		Simples delitos		0		65		366

		Faltas		0		42		33

		Otros Simples Delitos o Faltas		0		24		47

		Proteccion		0		2		6

		No indica causal ingreso		0		2		14

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,176		6,984

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 7.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Infracciones Graves		10.7%		15.0%		16.6%

		Simples delitos		49.4%		62.3%		64.0%

		Faltas		0.8%		0.8%		0.2%

		Otros Simples Delitos o Faltas		1.0%		1.1%		1.3%

		Proteccion		34.3%		16.6%		12.7%

		No indica causal ingreso		3.8%		4.1%		5.2%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Infracciones Graves		33.4%		32.3%		41.8%

		Simples delitos		59.2%		50.2%		47.3%

		Faltas		1.3%		4.0%		0.5%

		Otros Simples Delitos o Faltas		1.5%		5.5%		4.1%

		Proteccion		0.9%		3.4%		3.0%

		No indica causal ingreso		3.7%		4.5%		3.3%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CERECO Privado

		Infracciones Graves		6.4%		5.5%		0.0%

		Simples delitos		43.6%		40.7%		50.0%

		Faltas		2.1%		0.0%		0.0%

		Otros Simples Delitos o Faltas		4.7%		1.1%		0.0%

		Proteccion		43.2%		52.7%		50.0%

		No indica causal ingreso		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		PIA

		Infracciones Graves		11.0%		14.5%		14.5%

		Simples delitos		65.2%		75.8%		78.0%

		Faltas		3.5%		1.1%		0.9%

		Otros Simples Delitos o Faltas		10.7%		4.4%		3.5%

		Proteccion		7.6%		2.7%		1.4%

		No indica causal ingreso		1.9%		1.5%		1.7%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Reparación y Servicios Com.

		Infracciones Graves		0%		2.2%		4.7%

		Simples delitos		0%		47.1%		74.8%

		Faltas		0%		30.4%		6.7%

		Otros Simples Delitos o Faltas		0%		17.4%		9.6%

		Proteccion		0%		1.4%		1.2%

		No indica causal ingreso		0%		1.4%		2.9%

		Sub-total		0%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 8: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		Primera		708		374		104		308

		Segunda		311		387		306		197

		Tercera		255		247		107		175

		Cuarta		366		353		151		227

		Quinta		138		1,059		165		511

		Sexta		110		315		52		210

		Séptima		283		334		129		324

		Octava		849		890		189		219

		Novena		0		0		0		0

		Décima		765		913		195		361

		Undécima		0		0		0		0

		Duodécima		0		0		0		0

		Metropolitana		6,325		6,682		237		6,905

		Sub-total		10,110		11,554		1,635		9,437

		Seccion de Menores GENCHI		2002		2003		2004

		Primera		92		8		29

		Segunda		35		20		63

		Tercera		5		0		1

		Cuarta		9		12		56

		Quinta		205		47		59

		Sexta		119		0		19

		Séptima		13		11		38

		Octava		327		204		81

		Novena		76		29		100

		Décima		283		96		42

		Undécima		26		5		1

		Duodécima		30		1		5

		Metropolitana		72		11		0

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio		2002		2003		2004

		Primera		142		53		33

		Segunda		0		43		60

		Tercera		23		90		106

		Cuarta		14		53		95

		Quinta		738		283		167

		Sexta		236		37		124

		Séptima		268		203		319

		Octava		330		232		134

		Novena		50		107		96

		Décima		264		171		175

		Undécima		58		68		81

		Duodécima		25		26		0

		Metropolitana		74		5		8

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		3,527		9,437

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 8.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		Primera		7.0%		3.2%		6.4%		3.3%

		Segunda		3.1%		3.3%		18.7%		2.1%

		Tercera		2.5%		2.1%		6.5%		1.9%

		Cuarta		3.6%		3.1%		9.2%		2.4%

		Quinta		1.4%		9.2%		10.1%		5.4%

		Sexta		1.1%		2.7%		3.2%		2.2%

		Séptima		2.8%		2.9%		7.9%		3.4%

		Octava		8.4%		7.7%		11.6%		2.3%

		Novena		0.0%		0.0%		0.0%		0.0%

		Décima		7.6%		7.9%		11.9%		3.8%

		Undécima		0.0%		0.0%		0.0%		0.0%

		Duodécima		0.0%		0.0%		0.0%		0.0%

		Metropolitana		62.6%		57.8%		14.5%		73.2%

		Sub-total		100%		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Primera		7.1%		1.8%		5.9%

		Segunda		2.7%		4.5%		12.8%

		Tercera		0.4%		0.0%		0.2%

		Cuarta		0.7%		2.7%		11.3%

		Quinta		15.9%		10.6%		11.9%

		Sexta		9.2%		0.0%		3.8%

		Séptima		1.0%		2.5%		7.7%

		Octava		25.3%		45.9%		16.4%

		Novena		5.9%		6.5%		20.2%

		Décima		21.9%		21.6%		8.5%

		Undécima		2.0%		1.1%		0.2%

		Duodécima		2.3%		0.2%		1.0%

		Metropolitana		5.6%		2.5%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CTD Ambulatorio

		Primera		6.4%		3.9%		2.4%

		Segunda		0.0%		3.1%		4.3%

		Tercera		1.0%		6.6%		7.6%

		Cuarta		0.6%		3.9%		6.8%

		Quinta		33.2%		20.6%		11.9%

		Sexta		10.6%		2.7%		8.9%

		Séptima		12.1%		14.8%		22.8%

		Octava		14.9%		16.9%		9.6%

		Novena		2.3%		7.8%		6.9%

		Décima		11.9%		12.5%		12.5%

		Undécima		2.6%		5.0%		5.8%

		Duodécima		1.1%		1.9%		0.0%

		Metropolitana		3.3%		0.4%		0.6%

		Sub-total		100%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 9: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Primera		130		78		83

		Segunda		25		43		23

		Tercera		24		12		15

		Cuarta		21		22		21

		Quinta		26		80		83

		Sexta		18		50		75

		Séptima		52		21		37

		Octava		28		33		26

		Novena		0		0		0

		Décima		25		84		80

		Undécima		0		0		0

		Duodécima		0		0		0

		Metropolitana		155		209		390

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		Primera		17		11		19

		Segunda		11		6		2

		Tercera		2		2		3

		Cuarta		0		1		1

		Quinta		12		15		8

		Sexta		49		89		38

		Séptima		9		3		7

		Octava		166		242		111

		Novena		38		8		7

		Décima		56		166		58

		Undécima		33		18		5

		Duodécima		1		0		1

		Metropolitana		148		110		108

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		Primera		0		0		0

		Segunda		0		0		0

		Tercera		0		0		0

		Cuarta		0		0		0

		Quinta		90		36		0

		Sexta		0		0		0

		Séptima		0		0		0

		Octava		74		44		19

		Novena		0		0		0

		Décima		55		0		0

		Undécima		0		0		0

		Duodécima		8		10		3

		Metropolitana		7		1		6

		Sub-total		234		91		28

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		PIA

		Primera		184		156		198

		Segunda		153		220		254

		Tercera		90		168		189

		Cuarta		217		227		265

		Quinta		458		583		724

		Sexta		137		160		164

		Séptima		277		313		394

		Octava		566		705		729

		Novena		143		250		259

		Décima		298		433		525

		Undécima		79		43		68

		Duodécima		44		50		36

		Metropolitana		1,062		1,474		1,650

		Sub-total		3,708		4,782		5,455

		Reparación y Servicios Com.

		Primera		0		0		16

		Segunda		0		28		44

		Tercera		0		0		43

		Cuarta		0		46		71

		Quinta		0		0		59

		Sexta		0		0		21

		Séptima		0		28		95

		Octava		0		0		18

		Novena		0		31		85

		Décima		0		0		0

		Undécima		0		0		1

		Duodécima		0		5		36

		Metropolitana		0		0		0

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,314		7,173

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 9.1: PORCENTAJE  DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Primera		25.8%		12.3%		10.0%

		Segunda		5.0%		6.8%		2.8%

		Tercera		4.8%		1.9%		1.8%

		Cuarta		4.2%		3.5%		2.5%

		Quinta		5.2%		12.7%		10.0%

		Sexta		3.6%		7.9%		9.0%

		Séptima		10.3%		3.3%		4.4%

		Octava		5.6%		5.2%		3.1%

		Novena		0.0%		0.0%		0.0%

		Décima		5.0%		13.3%		9.6%

		Undécima		0.0%		0.0%		0.0%

		Duodécima		0.0%		0.0%		0.0%

		Metropolitana		30.8%		33.1%		46.8%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Primera		3.1%		1.6%		5.2%

		Segunda		2.0%		0.9%		0.5%

		Tercera		0.4%		0.3%		0.8%

		Cuarta		0.0%		0.1%		0.3%

		Quinta		2.2%		2.2%		2.2%

		Sexta		9.0%		13.3%		10.3%

		Séptima		1.7%		0.4%		1.9%

		Octava		30.6%		36.1%		30.2%

		Novena		7.0%		1.2%		1.9%

		Décima		10.3%		24.7%		15.8%

		Undécima		6.1%		2.7%		1.4%

		Duodécima		0.2%		0.0%		0.3%

		Metropolitana		27.3%		16.4%		29.3%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CERECO Privado

		Primera		0.0%		0.0%		0.0%

		Segunda		0.0%		0.0%		0.0%

		Tercera		0.0%		0.0%		0.0%

		Cuarta		0.0%		0.0%		0.0%

		Quinta		38.5%		39.6%		0.0%

		Sexta		0.0%		0.0%		0.0%

		Séptima		0.0%		0.0%		0.0%

		Octava		31.6%		48.4%		67.9%

		Novena		0.0%		0.0%		0.0%

		Décima		23.5%		0.0%		0.0%

		Undécima		0.0%		0.0%		0.0%

		Duodécima		3.4%		11.0%		10.7%

		Metropolitana		3.0%		1.1%		21.4%

		Sub-total		100%		100%		100%

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		PIA

		Primera		5.0%		3.3%		3.6%

		Segunda		4.1%		4.6%		4.7%

		Tercera		2.4%		3.5%		3.5%

		Cuarta		5.9%		4.7%		4.9%

		Quinta		12.4%		12.2%		13.3%

		Sexta		3.7%		3.3%		3.0%

		Séptima		7.5%		6.5%		7.2%

		Octava		15.3%		14.7%		13.4%

		Novena		3.9%		5.2%		4.7%

		Décima		8.0%		9.1%		9.6%

		Undécima		2.1%		0.9%		1.2%

		Duodécima		1.2%		1.0%		0.7%

		Metropolitana		28.6%		30.8%		30.2%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Reparación y Servicios Com.

		Primera		0%		0.0%		3.3%

		Segunda		0%		20.3%		9.0%

		Tercera		0%		0.0%		8.8%

		Cuarta		0%		33.3%		14.5%

		Quinta		0%		0.0%		12.1%

		Sexta		0%		0.0%		4.3%

		Séptima		0%		20.3%		19.4%

		Octava		0%		0.0%		3.7%

		Novena		0%		22.5%		17.4%

		Décima		0%		0.0%		0.0%

		Undécima		0%		0.0%		0.2%

		Duodécima		0%		3.6%		7.4%

		Metropolitana		0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		0%		100%		100%

		FUENTE: SENAME
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				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN CAUSAL DE INGRESO

				Vigentes al 31 dic 2001								Vigentes al 31 dic 2002								Vigentes al 31 dic 2003								Vigentes al 31 dic 2004								Vigentes al 31 mar 2005

				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes

				Infracción de Ley		69%		4,620				Infracción de Ley		76%		4,154				Infracción de Ley		89%		4,666				Infracción de Ley		91%		4,573				Infracción de Ley		91%		4,900

				Protección		31%		2,088				Protección		24%		1,283				Protección		11%		552				Protección		9%		472				Protección		9%		477

				Total		100%		6,708				Total		100%		5,437				Total		100%		5,218				Total		100%		5,045				Total		100%		5,377

				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN EDAD

				Vigentes al 31 dic 2001								Vigentes al 31 dic 2002								Vigentes al 31 dic 2003								Vigentes al 31 dic 2004								Vigentes al 31 mar 2005

				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes

				14 - 18 años		90%		6,012				14 - 18 años		96%		5,204				14 - 18 años		98%		5,121				14 - 18 años		99%		4,972				14 - 18 años		99%		5,318

				Otro		10%		696				Otro		4%		233				Otro		2%		97				Otro		1%		73				Otro		1%		59

				Total		100%		6,708				Total		100%		5,437				Total		100%		5,218				Total		100%		5,045				Total		100%		5,377
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				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN CAUSAL DE INGRESO

				Causal		2001		2002		2003		2004

				Infracción de Ley		3637		4154		4666		4573

				Otros S.Del o Faltas no consid en Ley		983		461		221		219

				Protección		2088		822		331		253

				Total		6708		5437		5218		5045

				Causal		2001		2002		2003		2004

				Infracción de Ley		54%		76%		89%		91%

				Otros S.Del o Faltas no consid en Ley		15%		8%		4%		4%

				Protección		31%		15%		6%		5%

				Total		100%		100%		100%		100%

				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN EDAD

				Causal		2001		2002		2003		2004

				14 - 18 años		5392		4854		4752		4589

				< 14 años		644		211		88		50		Incluye sin dato

				> 18 años		672		372		378		406		Incluye sin dato

				Total		6708		5437		5218		5045

				Causal		2001		2002		2003		2004

				14 - 18 años		80.4%		89.3%		91.1%		91.0%

				< 14 años		9.6%		3.9%		1.7%		1.0%

				> 18 años		10.0%		6.8%		7.2%		8.0%

				Total		100%		100%		100%		100%

				REGIMEN		2001		2002		2003		2004				Adolescentes Vigentes al 31 de marzo 2005		COD RESID		COD AMB		CERECO		Secc Menores		PIA		Reparac

				Privados de libertad		1758		1326		1091		621				Hombres		413		43		164		279		3766		167

				Medio libre		4950		4111		4127		4424				Mujeres		29		9		4		13		443		47

				Total		6708		5437		5218		5045				Total		442		52		168		292		4209		214		5377

				REGIMEN		2001		2002		2003		2004				REGIMEN		Mar-05		Mar-05

				Privados de libertad		26%		24%		21%		12%				Privados de libertad		902		83%

				Medio libre		74%		76%		79%		88%				Medio libre		4,475		17%

				Total		100%		100%		100%		100%				Total		5,377		100%

				REGIMEN		2001				REGIMEN		Mar-05				REGIMEN		2004				REGIMEN		Mar-05

				Privados de libertad		1758				Privados de libertad		902				Privados de libertad		621				Privados de libertad		902

				Medio libre		4950				Medio libre		4475				Medio libre		4424				Medio libre		4,475

				Total		6708				Total		5377				Total		5045				Total		5,377

				REGIMEN		2001				REGIMEN		Mar-05				REGIMEN		2004				REGIMEN		2004

				Privados de libertad		26%				Privados de libertad		17%				Privados de libertad		12%				Privados de libertad		17%

				Medio libre		74%				Medio libre		83%				Medio libre		88%				Medio libre		83%

				Total		100%				Total		100%				Total		100%				Total		100%

				Dec-02

				Vigentes programa causal		Cod		Cereco		Secc Men		PIA		Cereco Privado

				Infracciones Graves		45		23		182		419		15

				Simples delitos		311		99		219		2510		106

				Faltas LRPA		3		1		1		191		29

				Otros Simples Delitos o Faltas		10		2		3		424		22

				Proteccion		39		42		3		481		124

				No indica causal ingreso		12		8		27		86		0

				Total Vigentes		420		175		435		4111		296		5437

				Mar-02

				Vigentes programa causal		Cod		Cereco		Secc Men		CD		Cereco resid		LV

				Infracciones Graves		99		23		136		208		27		102

				Simples delitos		345		50		177		1309		204		587

				Faltas LRPA		30		11		6		914		133		202

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		0		0		0		0		0

				Proteccion		199		64		2		906		193		359						1458		26%

				No indica causal ingreso		9		6		43		210		27		150						5531

				Total Vigentes		682		154		364		3547		584		1400		6731

				Privados de libertad según causal marz 02		Nº		%

				Infracciones Graves		258		21.5%

				Simples delitos		572		47.7%

				Faltas LRPA		47		3.9%

				Proteccion		265		22.1%

				No indica causal ingreso		58		4.8%

				Total Vigentes		1200		100%

				Privados de libertad según causal dic 02		Nº		%

				Infracciones Graves		250		24.3%

				Simples delitos		629		61.1%

				Faltas LRPA		5		0.5%

				Otros Simples Delitos o Faltas		15		1.5%

				Proteccion		84		8.2%

				No indica causal ingreso		47		4.6%

				Total Vigentes		1030		100%

				Dec-04		Cod

						Amb		Res		Cereco		Secc Men		PIA		Repar

				Infracciones Graves		11		91		41		168		584		8

				Simples delitos		36		323		95		108		3230		160

				Faltas LRPA		0		1		0		0		29		15

				Otros Simples Delitos o Faltas		1		6		3		0		174		16

				Proteccion		3		15		25		6		86		3

				No indica causal ingreso		1		6		4		10		106		12

				Total Vigentes		52		442		168		292		4209		214

				Privados de libertad según causal marz 05		Nº		%

				Infracciones Graves		300		33.3%

				Simples delitos		526		58.3%

				Faltas LRPA		1		0.1%

				Otros Simples Delitos o Faltas		9		1.0%

				Proteccion		46		5.1%

				No indica causal ingreso		20		2.2%

				Total Vigentes		902		100%

				DISTRIBUCION DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN SEXO

				Sexo		2001		2002		2003		2004

				Hombres		5189		4693		4697		4699

				Mujeres		1519		744		521		513

				Total		6708		5437		5218		5212

				Sexo		2001		2002		2003		2004

				Hombres		77%		86%		90%		90%

				Mujeres		23%		14%		10%		10%

				Total		100%		100%		100%		100%

				DISTRIBUCION DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN SEXO

				Tipo de Administración		2001		2002		2003		2004

				Privados		5506		4407		4188		4421

				Públicos		1202		1030		1030		624

				Total		6708		5437		5218		5045

				Tipo de Administración		2001		2002		2003		2004

				Privados		82%		81%		80%		88%

				Públicos		18%		19%		20%		12%

				Total		100%		100%		100%		100%

				INGRESOS SEGÚN DISPONIBILIDAD DE ORDEN DE TRIBUNAL

						Año 2001		Año 2004

				Con Orden		1641		3848

				Sin Orden		554		16

				Total		2195		3864

						Año 2001		Año 2004

				Con Orden		74.8%		99.6%

				Sin Orden		25.2%		0.4%

				Total		100%		100%

						Año 2004

				Con Orden		99.6%

				Sin Orden		0.4%

				Total		100%
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				VIGENTES DIC 2004

				ANEXO 1: PROGRAMA DE REPARACIÓN A LA VICTIMA Y SERVICIOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 anos		0		0		0		0.0%

				12 - 13 anos		0		0		0		0.0%

				14 - 15 anos		30		80		110		47.2%						41		192

				16 - 17 anos		9		95		104		44.6%						424		3759

				> 18 anos		2		17		19		8.2%						6		169

				Sin dato edad		0		0		0		0.0%						28		326

				TOTAL		41		192		233		100.0%						14		253

				FUENTE: SENAME														513		4699

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		0		8		8		3.4%

				Simples delitos		29		137		166		71.2%

				Faltas LRPA		8		10		18		7.7%

				Otros Simples Delitos o Faltas		4		27		31		13.3%

				Proteccion		0		5		5		2.1%

				No indica causal ingreso		0		5		5		2.1%

				TOTAL		41		192		233		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA DE INTERVENCION AMBULATORIA - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años		1		5		6		0.1%

				12 - 13 años		4		33		37		0.9%

				14 - 15 años		174		1222		1,396		33.4%

				16 - 17 años		209		2171		2,380		56.9%

				> 18 años		34		306		340		8.1%

				Sin dato edad		2		22		24		0.6%

				TOTAL		424		3,759		4,183		100.0%

				FUENTE: SENAME

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		47		545		592		14.2%

				Simples delitos		332		2865		3,197		76.4%

				Faltas		1		30		31		0.7%

				Otros Simples Delitos o Faltas		16		165		181		4.3%

				Proteccion		17		70		87		2.1%

				No indica causal ingreso		11		84		95		2.3%

				TOTAL		424		3759		4,183		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA CERECO SENAME - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años						0		0.0%

				12 - 13 años (*)				1		1		0.6%

				14 - 15 años		1		88		89		50.9%

				16 - 17 años		5		79		84		48.0%

				> 18 años				1		1		0.6%

				Sin dato edad						0		0.0%

				TOTAL		6		169		175		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a un caso en el en la X Región.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves				35		35		20.0%

				Simples delitos		5		109		114		65.1%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		1		1		0.6%

				Proteccion		1		22		23		13.1%

				No indica causal ingreso				2		2		1.1%

				TOTAL		6		169		175		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: COD - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años						0		0.0%

				12 - 13 años (*)		1		1		2		0.6%

				14 - 15 años		13		75		88		24.9%

				16 - 17 años		13		228		241		68.1%

				> 18 años		1		20		21		5.9%

				Sin dato edad				2		2		0.6%

				TOTAL		28		326		354		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a un caso en COD de la X Región, y a un caso en la Región Metropolitana.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		4		42		46		13.0%

				Simples delitos		19		254		273		77.1%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		6		6		1.7%

				Proteccion		2		12		14		4.0%

				No indica causal ingreso		3		12		15		4.2%

				TOTAL		28		326		354		100.0%

				FUENTE: SENAME

		ANEXO 1: SECCIONES DE MENORES - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años (*)				3		3		1.1%

				12 - 13 años (**)				1		1		0.4%

				14 - 15 años						0		0.0%

				16 - 17 años		14		243		257		96.3%

				> 18 años				5		5		1.9%

				Sin dato edad				1		1		0.4%

				TOTAL		14		253		267		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a casos en la II, IV y VII Región.

				(**) Corresponde a un caso en la V Región.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		5		145		150		56.2%

				Simples delitos		7		97		104		39.0%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		0		0		0.0%

				Proteccion		0		3		3		1.1%

				No indica causal ingreso		2		8		10		3.7%

				TOTAL		14		253		267		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: COD - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES EN COD POR EDAD, SEGÚN TIPO DE ATENCIÓN Y SEXO.

				EDAD		TIPO ATENCION / SEXO								TOTAL

						ambulatoria				privación de libertad

						mujeres		hombres		mujeres		hombres		Nº		%

				12 - 13 anos (*)						2		2		4		0.8%

				14 - 15 anos						14		97		111		22.5%

				16 - 17 anos		9		35		12		298		354		71.7%

				> 18 anos				8		1		15		24		4.9%

				Sin dato								1		1		0.2%

				TOTAL		9		43		29		413		494		100.0%

				FUENTE: DPCG - SENAME

				(*) Estos/as adolescentes permanecián en COD de las Regiones X y Metropolitana.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES EN COD POR TIPO DE DELITO, SEGÚN TIPO DE ATENCIÓN Y

				SEXO.

				TIPO DELITO		TIPO ATENCION / SEXO								TOTAL

						ambulatoria				privación de libertad

						mujeres		hombres		mujeres		hombres		Nº		%

				Infracciones Graves		3		8		5		86		102		20.6%

				Simples delitos		4		32		20		303		359		72.7%

				Faltas						0		1		1		0.2%

				Otros Simples Delitos o Faltas		1				0		6		7		1.4%

				Proteccion		1		2		4		11		18		3.6%

				Sin dato				1		0		6		7		1.4%

				TOTAL		9		43		29		413		494		100.0%

				FUENTE: DPCG - SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA CERECO SENAME - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años						0		0.0%

				12 - 13 años (*)				1		1		0.6%

				14 - 15 años		1		72		73		43.5%

				16 - 17 años		3		90		93		55.4%

				> 18 años				1		1		0.6%

				Sin dato edad						0		0.0%

				TOTAL		4		164		168		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a un caso en el en la V Región.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves				41		41		24.4%

				Simples delitos		3		92		95		56.5%

				Faltas		0		0		0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas				3		3		1.8%

				Proteccion		1		24		25		14.9%

				No indica causal ingreso				4		4		2.4%

				TOTAL		4		164		168		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: SECCIONES DE MENORES - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

						SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

						EDAD		Nº		Nº		Nº		%

						<12 años (*)				1		1		0.3%

						12 - 13 años (**)				1		1		0.3%

						14 - 15 años (***)				2		2		0.7%

						16 - 17 años		12		268		280		95.9%

						> 18 años		1		7		8		2.7%

						Sin dato edad						0		0.0%

						TOTAL		13		279		292		100.0%

						FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME

						(*) Corresponde a casos en la II Región.

						(**) Corresponde a un caso en la V Región.

						(***) Corresponde a un caso en la IV Región y Región Metropolitana.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		8		160		168		57.5%

				Simples delitos		3		105		108		37.0%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas						0		0.0%

				Proteccion				6		6		2.1%

				No indica causal ingreso		2		8		10		3.4%

				TOTAL		13		279		292		100.0%

				FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA DE INTERVENCION AMBULATORIA - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES EN PIA POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años				3		3		0.1%

				12 - 13 años		3		20		23		0.5%

				14 - 15 años		189		1,203		1,392		33.1%

				16 - 17 años		209		2,180		2,389		56.8%

				> 18 años		39		340		379		9.0%

				Sin dato edad		3		20		23		0.5%

				TOTAL		443		3,766		4,209		100.0%

				FUENTE: DPCG-SENAME

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES EN PIA POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		50		534		584		13.9%

				Simples delitos		345		2885		3,230		76.7%

				Faltas		3		26		29		0.7%

				Otros Simples Delitos o Faltas		18		156		174		4.1%

				Proteccion		16		70		86		2.0%

				No indica causal ingreso		11		95		106		2.5%

				TOTAL		443		3766		4,209		100.0%

				FUENTE: DPCG-SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA DE REPARACIÓN A LA VICTIMA Y SERVICIOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 anos		0		0		0		0.0%

				12 - 13 anos		1		0		1		0.5%

				14 - 15 anos		27		76		103		48.1%

				16 - 17 anos		16		72		88		41.1%

				> 18 anos		3		18		21		9.8%

				Sin dato edad		0		1		1		0.5%

				TOTAL		47		167		214		100.0%

				FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		2		6		8		3.7%

				Simples delitos		31		129		160		74.8%

				Faltas LRPA		8		7		15		7.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		3		13		16		7.5%

				Proteccion				3		3		1.4%

				No indica causal ingreso		3		9		12		5.6%

				TOTAL		47		167		214		100.0%

				FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME





Hoja2

		

				Menores de 14 años año 2001 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		24

				Simples Delitos		190

				Faltas		76

				Otros S.Del o Faltas		47		337		52%

				Protección		306

				No indica		1

						644

				Menores de 14 años año 2002 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		11

				Simples Delitos		82

				Faltas		10

				Otros S.Del o Faltas		12		115		55%

				Protección		80

				No indica		16

						211

				Menores de 14 años año 2003 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		7

				Simples Delitos		53

				Faltas		4

				Otros S.Del o Faltas		1		65		74%

				Protección		21

				No indica		2

						88

				Menores de 14 años año 2004 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		11

				Simples Delitos		32

				Faltas		0

				Otros S.Del o Faltas		0		43		86%

				Protección		3

				No indica		4

						50





proyplaz

				Año 2001

				INGRESOS		Sexo

				Causal		Femenino		%		Masculino		%

				Delitos Graves (*)		203		9%		2295		14%		2498

				Simples Delitos		833		37%		9961		63%		10794

				Faltas		153		7%		416		3%		569

				Otros S.Del o Faltas		262		12%		1032		7%		1294

				Protección		747		33%		1504		9%		2251

				No indica		55		2%		656		4%		711

						2253				15864				18117

				vigentes mujeres rc privado

		v		laura vicuña		27

		v		hogar génesis		18

		vii		hogar madre sacramento		31

		viii		hogar baena		15

		x		intern femen pto montt		24

						115		22%

				total rc privados		524





		

				ADOLESCENTES INCULPADOS DE DELITO VIGENTES AL 31/12/2001, POR CAUSAL DE INGRESO SEGÚN EDAD

				CAUSAL		EDAD												TOTAL		%

						< 12		12 - 13		14 - 15		16 - 17		> 18		sin dato

				Delitos Graves (*)		1		23		98		199		24		2		347		5.2%

				Simples Delitos		5		185		792		1,533		192		36		2,743		40.9%

				Faltas		10		66		214		226		29		2		547		8.2%

				Otros S.Del o Faltas		2		45		259		537		138		2		983		14.7%

				Protección		36		217		691		832		237		63		2,076		30.9%

				No indica		0		1		4		7		0		0		12		0.2%

				TOTAL		54		537		2,058		3,334		620		105		6,708		100.0%

				(*)  DELITOS GRAVES:  HOMICIDIO,  VIOLACION,  SECUESTRO,  SUSTRACCION DE MENORES,  MUTILACION,  LESIONES GRAVES,  ROBO CON VIOLENCIA EN LAS

				PERSONAS, ROBO CON INTIMIDACION, ROBO CON FUERZA EN LUGAR HABITADO CON PORTE DE ARMA DE FUEGO.

				8.8%		591		menos 14 a		53				644		10%		menos 14 a

				9.2%		620		más 18 a		52				672		10%		más 18 a

						5,392		14 a 18 a						5,392		80%		14 a 18 a

						6,603								6,708

				Menores de 14 años por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		24

				Simples Delitos		190

				Faltas		76

				Otros S.Del o Faltas		47

						337





		

				VIGENTES DICIEMBRE 2001

				ADMINISTRACION PRIVADA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				GENDARMERIA		11		354		365

				CERECO RESIDENCIAL		139		357		496

				REHABILIT. CONDUC. DIURNA		890		2,536		3,426

				LIBERTAD VIGILADA		322		1,078		1,400

				PROYECTO REHABILITACION		3		53		56

				DROGAS		17		51		68

				SUB-TOTAL		1,382		4,429		5,811

				ADMINISTRACION DIRECTA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				COD		27		365		392

				CTD		100		191		291

				CERECO INTERNADO		10		144		154

				CERECO RESIDENCIAL				60		60

				SUB-TOTAL		137		760		897

				TOTAL		1,519		5,189		6,708

				VIGENTES DICIEMBRE 2004

				ADMINISTRACION PRIVADA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				GENDARMERIA						0

				CERECO RESIDENCIAL						0

				PROG INTERVENCION AMBULATORIA						0

				PROG MEDIDAS REPARATORIAS						0

				SUB-TOTAL		0		0		0

				ADMINISTRACION DIRECTA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				COD						0

				CERECO INTERNADO						0

				CERECO RESIDENCIAL						0

				SUB-TOTAL		0		0		0

				TOTAL		0		0		0





		

				VIGENTES AL 31 DE MARZO 2005

				EDAD		Nº		%

				< 12 años		4		0.1%

				12 a 13 años		30		0.6%

				14 a 15 años		1681		31.3%

				16 a 17 años		3204		59.6%

				> 18 años		433		8.1%

				Sin dato edad		25		0.5%

				Total		5377		100%

				CAUSAL		Nº		%

				Infracciones graves		903		16.8%

				Simples delitos		3952		73.5%

				Faltas LRPA		45		0.8%

				Otros simples delitos o faltas		200		3.7%

				Protección		138		2.6%

				No indica causal		139		2.6%

				Total		5377		100%

				REGIMEN		Nº		%

				Privados de libertad		902		16.8%

				Medio libre		4475		83.2%

				Total		5377		100%

				Adolescentes Vigentes al 31 de marzo 2005		COD RESID		COD AMB		CERECO		Secc Menores		PIA		Reparac

				Hombres		413		43		164		279		3766		167

				Mujeres		29		9		4		13		443		47

				Total		442		52		168		292		4209		214		5377





		

				PROGRAMAS DFL 1.385 (Año 2001)

				Sistema de Atención		Nº de Proyectos/Establecimientos		Nº de Plazas

				Secciones de Menores		43		550																		CENTROS DE ADMINISTRACION DIRECTA (Año 2001)

				Libertad Vigilada		10		1417																		Sistema de Atención		Nº Centros		Capacidad en Plazas

				Conductual Diurno		74		3490																		Centros de Observación y Diagnóstico		12		1,083

				Rehabilitación Conductual Residencial		12		529																		Centros de Rehabilitación Conductual Internado		9

				Total		139		5986																		Centros de Rehabilitación Conductual Residencial		1

				PROGRAMAS DFL 1.385 (Año 2005)																						CENTROS DE ADMINISTRACION DIRECTA (Año 2005)

				Programas de Responsabilización y Reinserción Social		Nº de Proyectos/Establecimientos		Nº de Plazas				Datos Carlos														Sistema de Atención		Nº Centros		Capacidad en Plazas

				Secciones de Menores		44		539				539														Centros de Observación y Diagnóstico		16		1,582

				Programas de Intervención Ambulatoria		52		4213				4,213														Centros de Rehabilitación Conductual Internado		14

				Programa de Medidas Reparatorias		16		486				486														Centros de Rehab. Cond. Residencial (Semi cerrado)		1

				Rehabilitación Conductual Residencial		1		5				5														En Cod y Cereco se incluyen la IX y XI regiones

				Sub total Prog. Responsab. y Reinserción Social		113		5243				5,243

				Programas de Apoyo Especializado		Nº de Proyectos		Nº de Plazas/ Atenciones

				Programa de tratamiento del consumo de drogas		6		400				400

				Prog. Apoyo a la Reinserc.Social de adolesc.en Sec. de Men.		9		2264

				Sub total Prog. Apoyo Especializado		15		2664				Obs. Carlos:

				Programa de Medidas Reparatorias incluye 2 proyectos en la RM								(1) A partir del mes de agosto se rebaja 20 plazas (RM), quedando en 519.

												(2) A partir del mes de agosto se incrementa en 30 plzas (V, VIII) y en Sept.en 30 plazas (RM)

												Quedando en 460

												(3) Se refiere a cobertura anual y no plazas.





		

				Administraciones Directas 2001

				Qhalltani		Plazas				Total Cod				Total Cereco Internado				Total Cereco Rsidencial

				Cod		25				Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas

				Cereco		40				12		723		9		295		1		65

				Arco Iris		Plazas				1083

				Cod		45

				Cereco		50

				Surgam		Plazas

				Cod		15

				Cereco		40

				Crisol		Plazas

				Cod		16

				Cereco		24

				Talay		Plazas

				Cod		16

				Cereco		32

				Peullas		Plazas

				Cod		30

				Cereco		16

				Talita Kum		Plazas

				Cod		46

				Cereco		48

				Tpo. de Crecer		Plazas

				Cod		80

				Santiago		Plazas

				Cod		120

				Cereco		15

				San Miguel		Plazas

				Cod		120

				San Joaquín		Plazas

				Cod		120

				Tpo. Joven		Plazas

				Cod		90

				Cereco		30

				Sta. Ines		Plazas

				Cereco		65

				Administraciones Directas 2002

				Qhalltani		Plazas				Total Cod				Total Cereco Internado				Total Cereco Rsidencial

				Cod		25				Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas

				Cereco		40				15		817		12		345		1		65

				Arco Iris		Plazas

				Cod		45				* Incluye 12 plazas Cod y 33 plazas Ctd

				Cereco		50

				Surgam		Plazas

				Cod		15

				Cereco		40

				Crisol		Plazas

				Cod		28

				Cereco		24

				Talay		Plazas

				Cod		16

				Cereco		32

				Lihuen		Plazas

				Cod		40

				Cereco		20

				Antuhue		Plazas

				Cod		40

				Cereco		20

				Peullas		Plazas

				Cod		30

				Cereco		36

				Talita Kum		Plazas

				Cod		46

				Cereco		48

				Cau Cau		Plazas

				Cod		40

				Cereco		20

				Tpo. Crecer		Plazas

				Cod		45

				Cereco		15

				Santiago		Plazas

				Cod		87				* Incluye 72 plazas Cod y 15 plazas Cereco

				Cereco		0

				San Miguel		Plazas

				Cod		120

				San Joaquín		Plazas

				Cod		120

				Tpo. Joven		Plazas

				Cod		120				* Incluye 90 plazas Cod y 30 plazas Cereco

				Sta. Ines		Plazas

				Cereco		65



Están sumadas 72 plazas Cod con 15 plazas Cereco, pendiente resolución en Jurídico

En este se suman las 90 plazas Cod y 30 Cereco, está pendiente resolución en Jurídico



		

				SUPERVISIÖN

				Año		% Supervisiones

				2002		66%

				2003		91%

				2004		100%

				2002		2003		2004

				66%		91%		100%

				CALIDAD DE LA INFORMACION

				2002		2003		2004

				19.9%		11.8%		6.6%





		0

		0

		0



% de Supervisones realizadas

0

0

0



		0

		0

		0



% de errores en la información

0

0

0



		

				RESUMEN DE PERSONAS CAPACITADAS

				AÑO		DESTINATARIOS DE LA CAPACITACIÓN

						Educadores de Trato Directo Adm. Directa		Directores/as de Centros Adm. Directa		Duplas Psicosociales y Jefes Técnicos Adm. Directa		Supervisores Regionales		Integrados (*)		Profesionales de Organismos Acreditados		Total

				2001		141		0		0		0		0		0		141

				2002		110		0		74		0		0		230		414

				2003		88		0		28		32		0		255		403

				2004		25		18		0		57		130		199		429

				*2005								30		160		190		380

				* Proyección de lo que se realizará el segundo semestre

				(*) Participan los distintos estamentos de Centros de Administración Directa





				PROGRAMA DE INTERVENCIÓN AMBULATORIA

				Región		Plazas 2005		Plazas 2005 Estud Minjus		Plazas 2006		Plazas 2006 Estud Minjus

				I		130

				II		180

				III		124

				IV		163

				V		465

				VI		140

				VII		313

				VIII		595

				IX		190

				X		440

				XI		56

				XII		45

				RM		1285

				Total		4126

				$

				SECCIONES DE MENORES

						Plazas 2005		Vigentes 0305

				I		28

				II		40

				III		11

				IV		22

				V		27

				VI		31

				VII		36

				VIII		132

				IX		55

				X		79

				XI		12

				XII		10

				RM		76

				Total		559

				$

				PROYECCION DE PLAZAS

				SENAME																				MINJUS SIN 20%

						2005		2006		2007		2008		2009		2010								2005		2006		2007		2008		2009		2010

				PIA		4213														Libertad Asistida		Hombres		2,702		2,836		2,970		3,103		3,237		3,371

				REPAR		486																Mujeres		406		430		454		478		503		527

																								3,108		3,266		3,424		3,581		3,740		3,898

				GENCHI		539

																								MINJUS CON 20%

																								2005		2006		2007		2008		2009		2010

																				Libertad Asistida		Hombres		3,242		3,404		3,562		3,725		3,882		4,045

																						Mujeres		488		516		544		572		605		632

																								3,730		3,920		4,106		4,297		4,487		4,677

																				Hombres		Arica		51		54		56		59		61		64

																						Iquique		63		66		69		71		74		77

																						Antof		130		136		142		148		153		159

																						Copiap		70		73		76		80		83		87

																						La Seren		110		116		123		129		135		142

																						Valpo		350		370		390		411		431		451

																						San Mig		479		504		528		553		578		602

																						Stgo		821		859		896		934		971		1009

																						Rcgua		97		100		103		106		110		113

																						Talca		165		173		181		189		197		205

																						Chillán		43		44		45		46		47		49

																						Conc		445		470		496		522		547		573

																						Temuco		152		159		165		172		178		184

																						Valdi		123		129		135		141		146		152

																						Pto Montt		78		82		85		88		91		95

																						Cohia		25		27		28		29		31		32

																						Pta Aren		40		42		44		47		49		51

																								3242		3404		3562		3725		3882		4045

																				Mujeres		Arica		4		4		4		5		5		5

																						Iquique		6		7		7		7		8		8

																						Antof		23		24		26		27		29		30

																						Copiap		7		8		8		9		9		9

																						La Seren		17		18		19		21		22		23

																						Valpo		49		52		55		58		62		65

																						San Mig		69		73		77		82		86		91

																						Stgo		145		153		161		169		178		186

																						Rcgua		12		12		13		13		14		14

																						Talca		23		24		26		27		29		30

																						Chillán		4		4		4		4		4		4

																						Conc		61		65		68		72		76		80

																						Temuco		23		25		26		27		28		29

																						Valdi		23		25		26		27		29		30

																						Pto Montt		14		14		15		15		16		17

																						Cohia		2		2		2		2		2		3

																						Pta Aren		6		6		7		7		8		8

																								488		516		544		572		605		632

																				Nacion				3730		3920		4106		4297		4487		4677

				sin 20% + genchi

				Región		Capacidad 2005		Capacidad  Proyectada 2006 - 2007		Cobertura proyectada Año 1 ejecución de Ley		Cobertura proyectada Año 5 ejecución de Ley

				I		144		144		73		90

				II		38		97		76		79

				III		70		70		45		60

				IV		60		105		81		87

				V		102		218		177		228

				VI		112		112		71		48

				VII		92		92		81		79

				VIII		166		268		278		353

				IX		112		125		99		100

				X		156		156		106		127

				XI		34		34		11		10

				XII		42		42		12		14

				RM		454		921		792		1111

				Totales		1582		2384		1902		2386

								con 20%

				Región		Capacidad Máxima SENAME 2005		Capacidad  Máxima Proyectada SENAME		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2006		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2010

				I		144		144		73		108

				II		38		97		66		96

				III		70		70		48		72

				IV		60		105		69		105

				V		102		218		183		275

				VI		112		112		41		57

				VII		92		92		66		95

				VIII		166		268		285		425

				IX		112		125		83		122

				X		156		156		107		153

				XI		34		34		9		12

				XII		42		42		12		16

				RM		454		921		895		1332

				Totales		1582		2384		1937		2868

						PLAZAS LIBERTAD ASISTIDA

						2005				2006				2010

				REGION		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002

				I		103		124		109		131		128		154

				II		127		153		133		160		158		189

				III		64		77		67		81		80		96

				IV		106		127		112		134		137		165

				V		333		399		352		422		430		516

				VI		91		109		93		112		106		127

				VII		157		188		164		197		195		235

				VIII		460		553		486		583		588		706

				IX		146		175		152		184		178		213

				X		198		238		209		250		245		294

				XI		23		27		24		29		29		35

				XII		38		46		40		48		50		59

				RM		1261		1514		1324		1589		1573		1888

				TOTALES		3107		3730		3265		3920		3897		4677

						PLAZAS PRIVATIVOS DE LIBERTAD

						2005				2006				2010

				REGION		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002

				I		39		48		60		73		90		108

				II		38		44		56		66		79		96

				III		26		31		40		48		60		72

				IV		38		46		56		69		87		105

				V		102		122		152		183		228		275

				VI		22		27		34		41		48		57

				VII		36		45		55		66		79		95

				VIII		159		191		236		285		353		425

				IX		46		55		71		83		100		122

				X		58		70		88		107		127		153

				XI		5		6		7		9		10		12

				XII		6		8		9		12		14		16

				RM		507		607		746		895		1111		1332

				TOTALES		1082		1300		1610		1937		2386		2868

						2005						2006						2010

				REGION		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO

				I		17		13		9		19		25		16		23		45		22

				II		17		12		9		18		23		15		21		38		20

				III		12		9		5		12		17		11		15		30		15

				IV		17		13		8		18		24		14		23		44		20

				V		46		34		22		49		63		40		61		111		56

				VI		9		8		5		9		14		11		10		24		14

				VII		15		12		9		16		23		16		19		38		22

				VIII		72		54		33		76		100		60		94		175		84

				IX		20		16		10		21		31		19		24		51		25

				X		24		21		13		25		39		24		29		66		32

				XI		2		2		1		2		3		2		2		5		3

				XII		2		2		2		2		4		3		3		7		4

				RM		244		165		98		260		307		179		319		540		252

						497		361		224		527		673		410		643		1174		569

										1082						1610						2386

						2005						2006						2010

				REGION		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO

				I		21		16		11		23		32		18		27		54		27

				II		20		14		10		21		27		18		25		46		25

				III		14		11		6		15		21		12		19		36		17

				IV		20		16		10		22		30		17		27		53		25

				V		55		40		27		59		76		48		73		134		68

				VI		11		10		6		11		18		12		12		29		16

				VII		19		15		11		20		27		19		23		46		26

				VIII		87		64		40		92		121		72		113		210		102

				IX		24		19		12		25		36		22		30		61		31

				X		28		25		17		30		48		29		34		80		39

				XI		2		2		2		2		4		3		2		6		4

				XII		3		3		2		3		5		4		3		8		5

				RM		292		197		118		311		369		215		384		646		302

						596		432		272		634		814		489		772		1409		687

										1300						1937						2868

				Libertad Asistida

				sin 20%

				Región		Plazas Subvencionadas SENAME 2005 - 2006		Cobertura Plazas proyectadas Estudio MINJUS 2006		Plazas Subvencionadas SENAME 2010		Cobertura Plazas proyectadas Estudio MINJUS 2010

				I

				II

				III

				IV

				V

				VI

				VII

				VIII

				IX

				X

				XI

				XII

				RM

				Totales		0		0		0		0

								con 20%

				Región		Capacidad Máxima SENAME 2005		Capacidad  Máxima Proyectada SENAME		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2006		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2010

				I

				II

				III

				IV

				V

				VI

				VII

				VIII

				IX

				X

				XI

				XII

				RM

				Totales		0		0		0		0

						Proyección plazas Libertad Asistida SIN 20%

						Plazas Subvencionadas 2006		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 1 ejecuc de ley		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 5 ejecuc de ley

				Nº Plazas		4,760		3,266		7,598

				Monto Anual en M$		4,432,058

						Proyección plazas Libertad Asistida sin 20%

						Plazas Subvencionadas SENAME 2006		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 1 ejecuc de ley		Cobertura Plazas proyectadas Año 5 ejecuc de ley

				Nº Plazas		4,760		3,266		7,598

				Monto Anual en M$		4,432,058

						Plazas Subvencionadas 2006		Cobertura Plazas proyectadas        AÑO 1 Ejecución de la ley				ESTUDIO DEMANDA DIVID POR CUATRO

				Nº Plazas		754		754

				Monto Anual en M$		753,744

						Proyección plazas Medidas Reparatorias sin 20%

						Plazas Subvencionadas SENAME 2006		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 1 ejecuc de ley		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 5 ejecuc de ley

				Nº Plazas		754		754		908

				Monto Anual en M$		753,744

				La utilizaciónde rotación 3 veces en el año
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		PORCENTAJE DE DETENCIONES DE ADOLESCENTES (14 a 18 años) POR CARABINEROS E INGRESOS A SISTEMAS DE DIAGNOSTICO-SENAME, SEGÚN AÑO.

				INSTITUCION				AÑO

						2002		2003		2004

				% detenidos e ingresados a Sist. Diagnóstico SENAME		26.4%		26.7%		29.0%

				Detenciones de Carabineros		51,584		49,981		44,630

				Ingresos a Diagnóstico - SENAME		13,624		13,369		12,964

				FUENTE: Depto. Servicios Policiales-Carabineros de Chile; Depto. Planificacion-SENAME.

				Censo 2002 -Total población nacional 14 a 17 años		1,055,047

				Total Aprehendidos por Carabineros año 2004 14 a 18 años		44,630		4.2%
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		TABLA Nº 1: CASOS INGRESADOS ENTRE 2002 Y 2004

		SEGUN SISTEMA DE ATENCIÓN.

		SISTEMA DE ATENCION (*)				AÑO

				2002		2003		2004

		DIAGNOSTICO Y DERIVACION		13,624		13,369		12,964

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD		1,280		1,394		1,201

		INTERVENCION MEDIO LIBRE		3,708		4,920		5,944

		(*)  Diagnóstico y Derivación: incluye COD, Secciones de Menores de GENCHI y CTD Ambulatorio. Privativo de Libertad: corresponde a CERECO y Secciones de Menores de GENCHI (procesados y condenados). Medio Libre: incluye a PIA y Proyectos de Reparación a la

		SISTEMA DE ATENCION (*)				AÑO

				2002		2003		2004

		DIAGNOSTICO Y DERIVACION		13,624		13,369		12,964

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD		1,280		1,394		1,201

		INTERVENCION MEDIO LIBRE		3,708		4,920		5,944

		SISTEMA DE ATENCION (*)				AÑO

				2002		2003		2004

		Total de Derivados a programas		36.6%		47.2%		55.1%

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD		9.4%		10.4%		9.3%

		INTERVENCION MEDIO LIBRE		27.2%		36.8%		45.9%
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		TABLA Nº 1: CASOS INGRESADOS ENTRE 2002 Y 2004

		SEGUN SISTEMA DE ATENCIÓN.

		SISTEMA DE ATENCION (*)						AÑO

						2002		2003		2004

		DIAGNOSTICO Y DERIVACION				13,624		13,369		12,964

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD				1,280		1,394		1,229

		INTERVENCION MEDIO LIBRE				3,708		4,920		5,944

		TOTAL				18,612		19,683		20,137

		FUENTE: SENAME

		(*)  Diagnóstico y Derivación: incluye COD, Secciones de Menores de GENCHI y CTD Ambulatorio. Privativo de Libertad: corresponde a CERECO y Secciones de Menores de GENCHI (procesados y condenados). Medio Libre: incluye a PIA y Proyectos de Reparación a la

		TABLA Nº 2: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y SEXO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		COD

		Hombres		9,075		10,743		10,073

		Mujeres		1,035		811		999

		Sub-total		10,110		11,554		11,072

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		1,253		406		466

		Mujeres		39		38		28

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio

		Hombres		2,042		1,286		1,310

		Mujeres		180		85		88

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		12,964

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 2.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y SEXO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		COD

		Hombres		89.8%		93.0%		91.0%

		Mujeres		10.2%		7.0%		9.0%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		97.0%		91.4%		94.3%

		Mujeres		3.0%		8.6%		5.7%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		CTD Ambulatorio

		Hombres		91.9%		93.8%		93.7%

		Mujeres		8.1%		6.2%		6.3%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 3: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y SEXO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Hombres		480		600		807

		Mujeres		24		32		26

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		537		641		351

		Mujeres		5		30		17

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		Hombres		188		62		28

		Mujeres		46		29		0

		Sub-total		234		91		28

		PIA

		Hombres		3,218		4,317		4,943

		Mujeres		490		465		512

		Sub-total		3,708		4,782		5,455

		Reparación y Servicios Com.

		Hombres		0		111		398

		Mujeres		0		27		91

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,314		7,173

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 3.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y SEXO, SEGÚN AÑO.

						AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Hombres		95.2%		94.9%		96.9%

		Mujeres		4.8%		5.1%		3.1%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		99.1%		95.5%		95.4%

		Mujeres		0.9%		4.5%		4.6%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		CERECO Privado

		Hombres		80.3%		68.1%		0.0%

		Mujeres		19.7%		31.9%		0.0%

		Sub-total		100.0%		100.0%		0.0%

		PIA

		Hombres		86.8%		90.3%		90.6%

		Mujeres		13.2%		9.7%		9.4%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		Reparación y Servicios Com.

		Hombres				80.4%		81.4%

		Mujeres				19.6%		18.6%

		Sub-total		0.0%		100.0%		100.0%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 4: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		menor de 12 años		19		6		0		3

		12 - 13 años		280		160		1		76

		14 - 15 años		2,573		2,823		24		2,738

		16 - 17 años		6,522		7,890		1,317		6,314

		18 y más años		404		565		283		278

		Sin dato		312		110		10		28

		Sub-total		10,110		11,554		1,635		9,437

		Seccion de Menores GENCHI

				2002		2003		2004

		menor de 12 años		0		0		0

		12 - 13 años		0		0		0

		14 - 15 años		0		0		0

		16 - 17 años		1,257		427		479

		18 y más años		35		17		15

		Sin dato		0		0		0

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio

		menor de 12 años		0		0		0

		12 - 13 años		0		0		0

		14 - 15 años		0		0		0

		16 - 17 años		1,972		1,207		1,186

		18 y más años		250		164		212

		Sin dato		0		0		0

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		3,527		9,437

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 4.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		menor de 12 años		0.2%		0.1%		0%		0%

		12 - 13 años		2.8%		1.4%		0.1%		0.8%

		14 - 15 años		25.5%		24.4%		1.5%		29.0%

		16 - 17 años		64.5%		68.3%		80.6%		66.9%

		18 y más años		4.0%		4.9%		17.3%		2.9%

		Sin dato		3.1%		1.0%		0.6%		0.3%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI		2002		2003		2004

		menor de 12 años		0.0%		0.0%		0.0%

		12 - 13 años		0.0%		0.0%		0.0%

		14 - 15 años		0.0%		0.0%		0.0%

		16 - 17 años		97.3%		96.2%		97.0%

		18 y más años		2.7%		3.8%		3.0%

		Sin dato		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CTD Ambulatorio		2002		2003		2004

		menor de 12 años		0.0%		0.0%		0.0%

		12 - 13 años		0.0%		0.0%		0.0%

		14 - 15 años		0.0%		0.0%		0.0%

		16 - 17 años		88.7%		88.0%		84.8%

		18 y más años		11.3%		12.0%		15.2%

		Sin dato		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 5: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		menor de 12 años		0		95		0

		12 - 13 años		19		394		4

		14 - 15 años		272		5		489

		16 - 17 años		207		7		335

		18 y más años		2		105		4

		Sin dato		4		26		1

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		menor de 12 años		0		217		0

		12 - 13 años		0		337		0

		14 - 15 años		0		27		0

		16 - 17 años		527		37		355

		18 y más años		15		23		13

		Sin dato		0		30		0

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		menor de 12 años		4		5		0

		12 - 13 años		33		37		3

		14 - 15 años		137		0		15

		16 - 17 años		57		1		10

		18 y más años		3		48		0

		Sin dato		0		0		0

		Sub-total		234		91		28

		PIA

		menor de 12 años		12		21		10

		12 - 13 años		260		124		99

		14 - 15 años		1,582		2,156		2,354

		16 - 17 años		1,778		2,373		2,851

		18 y más años		65		78		107

		Sin dato		11		30		34

		Sub-total		3,708		4,782		5,455

		Reparación y Servicios Com.

		menor de 12 años		0		3		2

		12 - 13 años		0		65		4

		14 - 15 años		0		42		271

		16 - 17 años		0		24		191

		18 y más años		0		2		21

		Sin dato		0		2		0

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,314		7,173

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 5.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		menor de 12 años		0.0%		15.0%		0.0%

		12 - 13 años		3.8%		62.3%		0.5%

		14 - 15 años		54.0%		0.8%		58.7%

		16 - 17 años		41.1%		1.1%		40.2%

		18 y más años		0.4%		16.6%		0.5%

		Sin dato		0.8%		4.1%		0.1%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		menor de 12 años		0.0%		32.3%		0.0%

		12 - 13 años		0.0%		50.2%		0.0%

		14 - 15 años		0.0%		4.0%		0.0%

		16 - 17 años		97.2%		5.5%		96.5%

		18 y más años		2.8%		3.4%		3.5%

		Sin dato		0.0%		4.5%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CERECO Privado

		menor de 12 años		1.7%		5.5%		0.0%

		12 - 13 años		14.1%		40.7%		10.7%

		14 - 15 años		58.5%		0.0%		53.6%

		16 - 17 años		24.4%		1.1%		35.7%

		18 y más años		1.3%		52.7%		0.0%

		Sin dato		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		PIA

		menor de 12 años		0.3%		0.4%		0.2%

		12 - 13 años		7.0%		2.6%		1.8%

		14 - 15 años		42.7%		45.1%		43.2%

		16 - 17 años		48.0%		49.6%		52.3%

		18 y más años		1.8%		1.6%		2.0%

		Sin dato		0.3%		0.6%		0.6%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Reparación y Servicios Com.

		menor de 12 años		0.0%		2.2%		0.4%

		12 - 13 años		0.0%		47.1%		0.8%

		14 - 15 años		0.0%		30.4%		55.4%

		16 - 17 años		0.0%		17.4%		39.1%

		18 y más años		0.0%		1.4%		4.3%

		Sin dato		0.0%		1.4%		0.0%

		Sub-total		0%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 6: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		COD						Ambul		Resid

		Infracciones Graves		1,031		1,238		229		889

		Simples delitos		7,489		9,372		1,226		8,009

		Faltas LRPA		164		93		20		19

		Otros Simples Delitos o Faltas		272		166		43		135

		Proteccion		948		496		78		244

		No indica causal ingreso		206		189		39		141

		Sub-total		10,110		11,554		1,635		9,437

		Seccion de Menores GENCHI		2002		2003		2004

		Infracciones Graves		280		83		218

		Simples delitos		899		323		249

		Faltas		8		1		1

		Otros Simples Delitos o Faltas		12		2		4

		Proteccion		17		10		14

		No indica causal ingreso		76		25		8

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio		2002		2003		2004

		Infracciones Graves		243		139		146

		Simples delitos		1,774		1,048		1,108

		Faltas		54		51		14

		Otros Simples Delitos o Faltas		63		60		50

		Proteccion		42		50		33

		No indica causal ingreso		46		23		47

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		3,527		9,437

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 6.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		Infracciones Graves		10.2%		10.7%		14.0%		9.4%

		Simples delitos		74.1%		81.1%		75.0%		84.9%

		Faltas		1.6%		0.8%		1.2%		0.2%

		Otros Simples Delitos o Faltas		2.7%		1.4%		2.6%		1.4%

		Proteccion		9.4%		4.3%		4.8%		2.6%

		No indica causal ingreso		2.0%		1.6%		2.4%		1.5%

		Sub-total		100%		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Infracciones Graves		21.7%		18.7%		44.1%

		Simples delitos		69.6%		72.7%		50.4%

		Faltas		0.6%		0.2%		0.2%

		Otros Simples Delitos o Faltas		0.9%		0.5%		0.8%

		Proteccion		1.3%		2.3%		2.8%

		No indica causal ingreso		5.9%		5.6%		1.6%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CTD Ambulatorio

		Infracciones Graves		10.9%		10.1%		10.4%

		Simples delitos		79.8%		76.4%		79.3%

		Faltas		2.4%		3.7%		1.0%

		Otros Simples Delitos o Faltas		2.8%		4.4%		3.6%

		Proteccion		1.9%		3.6%		2.4%

		No indica causal ingreso		2.1%		1.7%		3.4%

		Sub-total		100%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 7: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Infracciones Graves		54		95		138

		Simples delitos		249		394		533

		Faltas		4		5		2

		Otros Simples Delitos o Faltas		5		7		11

		Proteccion		173		105		106

		No indica causal ingreso		19		26		43

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		Infracciones Graves		181		217		154

		Simples delitos		321		337		174

		Faltas		7		27		2

		Otros Simples Delitos o Faltas		8		37		15

		Proteccion		5		23		11

		No indica causal ingreso		20		30		12

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		Infracciones Graves		15		5		0

		Simples delitos		102		37		14

		Faltas		5		0		0

		Otros Simples Delitos o Faltas		11		1		0

		Proteccion		101		48		14

		No indica causal ingreso		0		0		0

		Sub-total		234		91		28

		PIA

		Infracciones Graves		408		694		836

		Simples delitos		2,417		3,626		4,489

		Faltas		131		52		49

		Otros Simples Delitos o Faltas		398		210		203

		Proteccion		283		128		79

		No indica causal ingreso		71		72		99

		Sub-total		3,708		4,782		5,755

		Reparación y Servicios Com.

		Infracciones Graves		0		3		23

		Simples delitos		0		65		366

		Faltas		0		42		33

		Otros Simples Delitos o Faltas		0		24		47

		Proteccion		0		2		6

		No indica causal ingreso		0		2		14

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,176		6,984

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 7.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Infracciones Graves		10.7%		15.0%		16.6%

		Simples delitos		49.4%		62.3%		64.0%

		Faltas		0.8%		0.8%		0.2%

		Otros Simples Delitos o Faltas		1.0%		1.1%		1.3%

		Proteccion		34.3%		16.6%		12.7%

		No indica causal ingreso		3.8%		4.1%		5.2%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Infracciones Graves		33.4%		32.3%		41.8%

		Simples delitos		59.2%		50.2%		47.3%

		Faltas		1.3%		4.0%		0.5%

		Otros Simples Delitos o Faltas		1.5%		5.5%		4.1%

		Proteccion		0.9%		3.4%		3.0%

		No indica causal ingreso		3.7%		4.5%		3.3%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CERECO Privado

		Infracciones Graves		6.4%		5.5%		0.0%

		Simples delitos		43.6%		40.7%		50.0%

		Faltas		2.1%		0.0%		0.0%

		Otros Simples Delitos o Faltas		4.7%		1.1%		0.0%

		Proteccion		43.2%		52.7%		50.0%

		No indica causal ingreso		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		PIA

		Infracciones Graves		11.0%		14.5%		14.5%

		Simples delitos		65.2%		75.8%		78.0%

		Faltas		3.5%		1.1%		0.9%

		Otros Simples Delitos o Faltas		10.7%		4.4%		3.5%

		Proteccion		7.6%		2.7%		1.4%

		No indica causal ingreso		1.9%		1.5%		1.7%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Reparación y Servicios Com.

		Infracciones Graves		0%		2.2%		4.7%

		Simples delitos		0%		47.1%		74.8%

		Faltas		0%		30.4%		6.7%

		Otros Simples Delitos o Faltas		0%		17.4%		9.6%

		Proteccion		0%		1.4%		1.2%

		No indica causal ingreso		0%		1.4%		2.9%

		Sub-total		0%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 8: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		Primera		708		374		104		308

		Segunda		311		387		306		197

		Tercera		255		247		107		175

		Cuarta		366		353		151		227

		Quinta		138		1,059		165		511

		Sexta		110		315		52		210

		Séptima		283		334		129		324

		Octava		849		890		189		219

		Novena		0		0		0		0

		Décima		765		913		195		361

		Undécima		0		0		0		0

		Duodécima		0		0		0		0

		Metropolitana		6,325		6,682		237		6,905

		Sub-total		10,110		11,554		1,635		9,437

		Seccion de Menores GENCHI		2002		2003		2004

		Primera		92		8		29

		Segunda		35		20		63

		Tercera		5		0		1

		Cuarta		9		12		56

		Quinta		205		47		59

		Sexta		119		0		19

		Séptima		13		11		38

		Octava		327		204		81

		Novena		76		29		100

		Décima		283		96		42

		Undécima		26		5		1

		Duodécima		30		1		5

		Metropolitana		72		11		0

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio		2002		2003		2004

		Primera		142		53		33

		Segunda		0		43		60

		Tercera		23		90		106

		Cuarta		14		53		95

		Quinta		738		283		167

		Sexta		236		37		124

		Séptima		268		203		319

		Octava		330		232		134

		Novena		50		107		96

		Décima		264		171		175

		Undécima		58		68		81

		Duodécima		25		26		0

		Metropolitana		74		5		8

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		3,527		9,437

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 8.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		Primera		7.0%		3.2%		6.4%		3.3%

		Segunda		3.1%		3.3%		18.7%		2.1%

		Tercera		2.5%		2.1%		6.5%		1.9%

		Cuarta		3.6%		3.1%		9.2%		2.4%

		Quinta		1.4%		9.2%		10.1%		5.4%

		Sexta		1.1%		2.7%		3.2%		2.2%

		Séptima		2.8%		2.9%		7.9%		3.4%

		Octava		8.4%		7.7%		11.6%		2.3%

		Novena		0.0%		0.0%		0.0%		0.0%

		Décima		7.6%		7.9%		11.9%		3.8%

		Undécima		0.0%		0.0%		0.0%		0.0%

		Duodécima		0.0%		0.0%		0.0%		0.0%

		Metropolitana		62.6%		57.8%		14.5%		73.2%

		Sub-total		100%		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Primera		7.1%		1.8%		5.9%

		Segunda		2.7%		4.5%		12.8%

		Tercera		0.4%		0.0%		0.2%

		Cuarta		0.7%		2.7%		11.3%

		Quinta		15.9%		10.6%		11.9%

		Sexta		9.2%		0.0%		3.8%

		Séptima		1.0%		2.5%		7.7%

		Octava		25.3%		45.9%		16.4%

		Novena		5.9%		6.5%		20.2%

		Décima		21.9%		21.6%		8.5%

		Undécima		2.0%		1.1%		0.2%

		Duodécima		2.3%		0.2%		1.0%

		Metropolitana		5.6%		2.5%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CTD Ambulatorio

		Primera		6.4%		3.9%		2.4%

		Segunda		0.0%		3.1%		4.3%

		Tercera		1.0%		6.6%		7.6%

		Cuarta		0.6%		3.9%		6.8%

		Quinta		33.2%		20.6%		11.9%

		Sexta		10.6%		2.7%		8.9%

		Séptima		12.1%		14.8%		22.8%

		Octava		14.9%		16.9%		9.6%

		Novena		2.3%		7.8%		6.9%

		Décima		11.9%		12.5%		12.5%

		Undécima		2.6%		5.0%		5.8%

		Duodécima		1.1%		1.9%		0.0%

		Metropolitana		3.3%		0.4%		0.6%

		Sub-total		100%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 9: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Primera		130		78		83

		Segunda		25		43		23

		Tercera		24		12		15

		Cuarta		21		22		21

		Quinta		26		80		83

		Sexta		18		50		75

		Séptima		52		21		37

		Octava		28		33		26

		Novena		0		0		0

		Décima		25		84		80

		Undécima		0		0		0

		Duodécima		0		0		0

		Metropolitana		155		209		390

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		Primera		17		11		19

		Segunda		11		6		2

		Tercera		2		2		3

		Cuarta		0		1		1

		Quinta		12		15		8

		Sexta		49		89		38

		Séptima		9		3		7

		Octava		166		242		111

		Novena		38		8		7

		Décima		56		166		58

		Undécima		33		18		5

		Duodécima		1		0		1

		Metropolitana		148		110		108

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		Primera		0		0		0

		Segunda		0		0		0

		Tercera		0		0		0

		Cuarta		0		0		0

		Quinta		90		36		0

		Sexta		0		0		0

		Séptima		0		0		0

		Octava		74		44		19

		Novena		0		0		0

		Décima		55		0		0

		Undécima		0		0		0

		Duodécima		8		10		3

		Metropolitana		7		1		6

		Sub-total		234		91		28

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		PIA

		Primera		184		156		198

		Segunda		153		220		254

		Tercera		90		168		189

		Cuarta		217		227		265

		Quinta		458		583		724

		Sexta		137		160		164

		Séptima		277		313		394

		Octava		566		705		729

		Novena		143		250		259

		Décima		298		433		525

		Undécima		79		43		68

		Duodécima		44		50		36

		Metropolitana		1,062		1,474		1,650

		Sub-total		3,708		4,782		5,455

		Reparación y Servicios Com.

		Primera		0		0		16

		Segunda		0		28		44

		Tercera		0		0		43

		Cuarta		0		46		71

		Quinta		0		0		59

		Sexta		0		0		21

		Séptima		0		28		95

		Octava		0		0		18

		Novena		0		31		85

		Décima		0		0		0

		Undécima		0		0		1

		Duodécima		0		5		36

		Metropolitana		0		0		0

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,314		7,173

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 9.1: PORCENTAJE  DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Primera		25.8%		12.3%		10.0%

		Segunda		5.0%		6.8%		2.8%

		Tercera		4.8%		1.9%		1.8%

		Cuarta		4.2%		3.5%		2.5%

		Quinta		5.2%		12.7%		10.0%

		Sexta		3.6%		7.9%		9.0%

		Séptima		10.3%		3.3%		4.4%

		Octava		5.6%		5.2%		3.1%

		Novena		0.0%		0.0%		0.0%

		Décima		5.0%		13.3%		9.6%

		Undécima		0.0%		0.0%		0.0%

		Duodécima		0.0%		0.0%		0.0%

		Metropolitana		30.8%		33.1%		46.8%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Primera		3.1%		1.6%		5.2%

		Segunda		2.0%		0.9%		0.5%

		Tercera		0.4%		0.3%		0.8%

		Cuarta		0.0%		0.1%		0.3%

		Quinta		2.2%		2.2%		2.2%

		Sexta		9.0%		13.3%		10.3%

		Séptima		1.7%		0.4%		1.9%

		Octava		30.6%		36.1%		30.2%

		Novena		7.0%		1.2%		1.9%

		Décima		10.3%		24.7%		15.8%

		Undécima		6.1%		2.7%		1.4%

		Duodécima		0.2%		0.0%		0.3%

		Metropolitana		27.3%		16.4%		29.3%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CERECO Privado

		Primera		0.0%		0.0%		0.0%

		Segunda		0.0%		0.0%		0.0%

		Tercera		0.0%		0.0%		0.0%

		Cuarta		0.0%		0.0%		0.0%

		Quinta		38.5%		39.6%		0.0%

		Sexta		0.0%		0.0%		0.0%

		Séptima		0.0%		0.0%		0.0%

		Octava		31.6%		48.4%		67.9%

		Novena		0.0%		0.0%		0.0%

		Décima		23.5%		0.0%		0.0%

		Undécima		0.0%		0.0%		0.0%

		Duodécima		3.4%		11.0%		10.7%

		Metropolitana		3.0%		1.1%		21.4%

		Sub-total		100%		100%		100%

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		PIA

		Primera		5.0%		3.3%		3.6%

		Segunda		4.1%		4.6%		4.7%

		Tercera		2.4%		3.5%		3.5%

		Cuarta		5.9%		4.7%		4.9%

		Quinta		12.4%		12.2%		13.3%

		Sexta		3.7%		3.3%		3.0%

		Séptima		7.5%		6.5%		7.2%

		Octava		15.3%		14.7%		13.4%

		Novena		3.9%		5.2%		4.7%

		Décima		8.0%		9.1%		9.6%

		Undécima		2.1%		0.9%		1.2%

		Duodécima		1.2%		1.0%		0.7%

		Metropolitana		28.6%		30.8%		30.2%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Reparación y Servicios Com.

		Primera		0%		0.0%		3.3%

		Segunda		0%		20.3%		9.0%

		Tercera		0%		0.0%		8.8%

		Cuarta		0%		33.3%		14.5%

		Quinta		0%		0.0%		12.1%

		Sexta		0%		0.0%		4.3%

		Séptima		0%		20.3%		19.4%

		Octava		0%		0.0%		3.7%

		Novena		0%		22.5%		17.4%

		Décima		0%		0.0%		0.0%

		Undécima		0%		0.0%		0.2%

		Duodécima		0%		3.6%		7.4%

		Metropolitana		0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		0%		100%		100%

		FUENTE: SENAME
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				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN CAUSAL DE INGRESO

				Vigentes al 31 dic 2001								Vigentes al 31 dic 2002								Vigentes al 31 dic 2003								Vigentes al 31 dic 2004								Vigentes al 31 mar 2005

				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes

				Infracción de Ley		69%		4,620				Infracción de Ley		76%		4,154				Infracción de Ley		89%		4,666				Infracción de Ley		91%		4,573				Infracción de Ley		91%		4,900

				Protección		31%		2,088				Protección		24%		1,283				Protección		11%		552				Protección		9%		472				Protección		9%		477

				Total		100%		6,708				Total		100%		5,437				Total		100%		5,218				Total		100%		5,045				Total		100%		5,377

				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN EDAD

				Vigentes al 31 dic 2001								Vigentes al 31 dic 2002								Vigentes al 31 dic 2003								Vigentes al 31 dic 2004								Vigentes al 31 mar 2005

				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes

				14 - 18 años		90%		6,012				14 - 18 años		96%		5,204				14 - 18 años		98%		5,121				14 - 18 años		99%		4,972				14 - 18 años		99%		5,318

				Otro		10%		696				Otro		4%		233				Otro		2%		97				Otro		1%		73				Otro		1%		59

				Total		100%		6,708				Total		100%		5,437				Total		100%		5,218				Total		100%		5,045				Total		100%		5,377
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				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN CAUSAL DE INGRESO

				Causal		2001		2002		2003		2004

				Infracción de Ley		3637		4154		4666		4573

				Otros S.Del o Faltas no consid en Ley		983		461		221		219

				Protección		2088		822		331		253

				Total		6708		5437		5218		5045

				Causal		2001		2002		2003		2004

				Infracción de Ley		54%		76%		89%		91%

				Otros S.Del o Faltas no consid en Ley		15%		8%		4%		4%

				Protección		31%		15%		6%		5%

				Total		100%		100%		100%		100%

				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN EDAD

				Causal		2001		2002		2003		2004

				14 - 18 años		5392		4854		4752		4589

				< 14 años		644		211		88		50		Incluye sin dato

				> 18 años		672		372		378		406		Incluye sin dato

				Total		6708		5437		5218		5045

				Causal		2001		2002		2003		2004

				14 - 18 años		80.4%		89.3%		91.1%		91.0%

				< 14 años		9.6%		3.9%		1.7%		1.0%

				> 18 años		10.0%		6.8%		7.2%		8.0%

				Total		100%		100%		100%		100%

				REGIMEN		2001		2002		2003		2004				Adolescentes Vigentes al 31 de marzo 2005		COD RESID		COD AMB		CERECO		Secc Menores		PIA		Reparac

				Privados de libertad		1758		1326		1091		621				Hombres		413		43		164		279		3766		167

				Medio libre		4950		4111		4127		4424				Mujeres		29		9		4		13		443		47

				Total		6708		5437		5218		5045				Total		442		52		168		292		4209		214		5377

				REGIMEN		2001		2002		2003		2004				REGIMEN		Mar-05		Mar-05

				Privados de libertad		26%		24%		21%		12%				Privados de libertad		902		83%

				Medio libre		74%		76%		79%		88%				Medio libre		4,475		17%

				Total		100%		100%		100%		100%				Total		5,377		100%

				REGIMEN		2001				REGIMEN		Mar-05				REGIMEN		2004				REGIMEN		Mar-05

				Privados de libertad		1758				Privados de libertad		902				Privados de libertad		621				Privados de libertad		902

				Medio libre		4950				Medio libre		4475				Medio libre		4424				Medio libre		4,475

				Total		6708				Total		5377				Total		5045				Total		5,377

				REGIMEN		2001				REGIMEN		Mar-05				REGIMEN		2004				REGIMEN		2004

				Privados de libertad		26%				Privados de libertad		17%				Privados de libertad		12%				Privados de libertad		17%

				Medio libre		74%				Medio libre		83%				Medio libre		88%				Medio libre		83%

				Total		100%				Total		100%				Total		100%				Total		100%

				Dec-02

				Vigentes programa causal		Cod		Cereco		Secc Men		PIA		Cereco Privado

				Infracciones Graves		45		23		182		419		15

				Simples delitos		311		99		219		2510		106

				Faltas LRPA		3		1		1		191		29

				Otros Simples Delitos o Faltas		10		2		3		424		22

				Proteccion		39		42		3		481		124

				No indica causal ingreso		12		8		27		86		0

				Total Vigentes		420		175		435		4111		296		5437

				Mar-02

				Vigentes programa causal		Cod		Cereco		Secc Men		CD		Cereco resid		LV

				Infracciones Graves		99		23		136		208		27		102

				Simples delitos		345		50		177		1309		204		587

				Faltas LRPA		30		11		6		914		133		202

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		0		0		0		0		0

				Proteccion		199		64		2		906		193		359						1458		26%

				No indica causal ingreso		9		6		43		210		27		150						5531

				Total Vigentes		682		154		364		3547		584		1400		6731

				Privados de libertad según causal marz 02		Nº		%

				Infracciones Graves		258		21.5%

				Simples delitos		572		47.7%

				Faltas LRPA		47		3.9%

				Proteccion		265		22.1%

				No indica causal ingreso		58		4.8%

				Total Vigentes		1200		100%

				Privados de libertad según causal dic 02		Nº		%

				Infracciones Graves		250		24.3%

				Simples delitos		629		61.1%

				Faltas LRPA		5		0.5%

				Otros Simples Delitos o Faltas		15		1.5%

				Proteccion		84		8.2%

				No indica causal ingreso		47		4.6%

				Total Vigentes		1030		100%

				Dec-04		Cod

						Amb		Res		Cereco		Secc Men		PIA		Repar

				Infracciones Graves		11		91		41		168		584		8

				Simples delitos		36		323		95		108		3230		160

				Faltas LRPA		0		1		0		0		29		15

				Otros Simples Delitos o Faltas		1		6		3		0		174		16

				Proteccion		3		15		25		6		86		3

				No indica causal ingreso		1		6		4		10		106		12

				Total Vigentes		52		442		168		292		4209		214

				Privados de libertad según causal marz 05		Nº		%

				Infracciones Graves		300		33.3%

				Simples delitos		526		58.3%

				Faltas LRPA		1		0.1%

				Otros Simples Delitos o Faltas		9		1.0%

				Proteccion		46		5.1%

				No indica causal ingreso		20		2.2%

				Total Vigentes		902		100%

				DISTRIBUCION DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN SEXO

				Sexo		2001		2002		2003		2004

				Hombres		5189		4693		4697		4699

				Mujeres		1519		744		521		513

				Total		6708		5437		5218		5212

				Sexo		2001		2002		2003		2004

				Hombres		77%		86%		90%		90%

				Mujeres		23%		14%		10%		10%

				Total		100%		100%		100%		100%

				DISTRIBUCION DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN SEXO

				Tipo de Administración		2001		2002		2003		2004

				Privados		5506		4407		4188		4421

				Públicos		1202		1030		1030		624

				Total		6708		5437		5218		5045

				Tipo de Administración		2001		2002		2003		2004

				Privados		82%		81%		80%		88%

				Públicos		18%		19%		20%		12%

				Total		100%		100%		100%		100%

				INGRESOS SEGÚN DISPONIBILIDAD DE ORDEN DE TRIBUNAL

						Año 2001		Año 2004

				Con Orden		1641		3848

				Sin Orden		554		16

				Total		2195		3864

						Año 2001		Año 2004

				Con Orden		74.8%		99.6%

				Sin Orden		25.2%		0.4%

				Total		100%		100%

						Año 2004

				Con Orden		99.6%

				Sin Orden		0.4%

				Total		100%
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				VIGENTES DIC 2004

				ANEXO 1: PROGRAMA DE REPARACIÓN A LA VICTIMA Y SERVICIOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 anos		0		0		0		0.0%

				12 - 13 anos		0		0		0		0.0%

				14 - 15 anos		30		80		110		47.2%						41		192

				16 - 17 anos		9		95		104		44.6%						424		3759

				> 18 anos		2		17		19		8.2%						6		169

				Sin dato edad		0		0		0		0.0%						28		326

				TOTAL		41		192		233		100.0%						14		253

				FUENTE: SENAME														513		4699

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		0		8		8		3.4%

				Simples delitos		29		137		166		71.2%

				Faltas LRPA		8		10		18		7.7%

				Otros Simples Delitos o Faltas		4		27		31		13.3%

				Proteccion		0		5		5		2.1%

				No indica causal ingreso		0		5		5		2.1%

				TOTAL		41		192		233		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA DE INTERVENCION AMBULATORIA - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años		1		5		6		0.1%

				12 - 13 años		4		33		37		0.9%

				14 - 15 años		174		1222		1,396		33.4%

				16 - 17 años		209		2171		2,380		56.9%

				> 18 años		34		306		340		8.1%

				Sin dato edad		2		22		24		0.6%

				TOTAL		424		3,759		4,183		100.0%

				FUENTE: SENAME

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		47		545		592		14.2%

				Simples delitos		332		2865		3,197		76.4%

				Faltas		1		30		31		0.7%

				Otros Simples Delitos o Faltas		16		165		181		4.3%

				Proteccion		17		70		87		2.1%

				No indica causal ingreso		11		84		95		2.3%

				TOTAL		424		3759		4,183		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA CERECO SENAME - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años						0		0.0%

				12 - 13 años (*)				1		1		0.6%

				14 - 15 años		1		88		89		50.9%

				16 - 17 años		5		79		84		48.0%

				> 18 años				1		1		0.6%

				Sin dato edad						0		0.0%

				TOTAL		6		169		175		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a un caso en el en la X Región.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves				35		35		20.0%

				Simples delitos		5		109		114		65.1%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		1		1		0.6%

				Proteccion		1		22		23		13.1%

				No indica causal ingreso				2		2		1.1%

				TOTAL		6		169		175		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: COD - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años						0		0.0%

				12 - 13 años (*)		1		1		2		0.6%

				14 - 15 años		13		75		88		24.9%

				16 - 17 años		13		228		241		68.1%

				> 18 años		1		20		21		5.9%

				Sin dato edad				2		2		0.6%

				TOTAL		28		326		354		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a un caso en COD de la X Región, y a un caso en la Región Metropolitana.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		4		42		46		13.0%

				Simples delitos		19		254		273		77.1%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		6		6		1.7%

				Proteccion		2		12		14		4.0%

				No indica causal ingreso		3		12		15		4.2%

				TOTAL		28		326		354		100.0%

				FUENTE: SENAME

		ANEXO 1: SECCIONES DE MENORES - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años (*)				3		3		1.1%

				12 - 13 años (**)				1		1		0.4%

				14 - 15 años						0		0.0%

				16 - 17 años		14		243		257		96.3%

				> 18 años				5		5		1.9%

				Sin dato edad				1		1		0.4%

				TOTAL		14		253		267		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a casos en la II, IV y VII Región.

				(**) Corresponde a un caso en la V Región.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		5		145		150		56.2%

				Simples delitos		7		97		104		39.0%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		0		0		0.0%

				Proteccion		0		3		3		1.1%

				No indica causal ingreso		2		8		10		3.7%

				TOTAL		14		253		267		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: COD - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES EN COD POR EDAD, SEGÚN TIPO DE ATENCIÓN Y SEXO.

				EDAD		TIPO ATENCION / SEXO								TOTAL

						ambulatoria				privación de libertad

						mujeres		hombres		mujeres		hombres		Nº		%

				12 - 13 anos (*)						2		2		4		0.8%

				14 - 15 anos						14		97		111		22.5%

				16 - 17 anos		9		35		12		298		354		71.7%

				> 18 anos				8		1		15		24		4.9%

				Sin dato								1		1		0.2%

				TOTAL		9		43		29		413		494		100.0%

				FUENTE: DPCG - SENAME

				(*) Estos/as adolescentes permanecián en COD de las Regiones X y Metropolitana.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES EN COD POR TIPO DE DELITO, SEGÚN TIPO DE ATENCIÓN Y

				SEXO.

				TIPO DELITO		TIPO ATENCION / SEXO								TOTAL

						ambulatoria				privación de libertad

						mujeres		hombres		mujeres		hombres		Nº		%

				Infracciones Graves		3		8		5		86		102		20.6%

				Simples delitos		4		32		20		303		359		72.7%

				Faltas						0		1		1		0.2%

				Otros Simples Delitos o Faltas		1				0		6		7		1.4%

				Proteccion		1		2		4		11		18		3.6%

				Sin dato				1		0		6		7		1.4%

				TOTAL		9		43		29		413		494		100.0%

				FUENTE: DPCG - SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA CERECO SENAME - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años						0		0.0%

				12 - 13 años (*)				1		1		0.6%

				14 - 15 años		1		72		73		43.5%

				16 - 17 años		3		90		93		55.4%

				> 18 años				1		1		0.6%

				Sin dato edad						0		0.0%

				TOTAL		4		164		168		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a un caso en el en la V Región.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves				41		41		24.4%

				Simples delitos		3		92		95		56.5%

				Faltas		0		0		0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas				3		3		1.8%

				Proteccion		1		24		25		14.9%

				No indica causal ingreso				4		4		2.4%

				TOTAL		4		164		168		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: SECCIONES DE MENORES - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

						SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

						EDAD		Nº		Nº		Nº		%

						<12 años (*)				1		1		0.3%

						12 - 13 años (**)				1		1		0.3%

						14 - 15 años (***)				2		2		0.7%

						16 - 17 años		12		268		280		95.9%

						> 18 años		1		7		8		2.7%

						Sin dato edad						0		0.0%

						TOTAL		13		279		292		100.0%

						FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME

						(*) Corresponde a casos en la II Región.

						(**) Corresponde a un caso en la V Región.

						(***) Corresponde a un caso en la IV Región y Región Metropolitana.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		8		160		168		57.5%

				Simples delitos		3		105		108		37.0%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas						0		0.0%

				Proteccion				6		6		2.1%

				No indica causal ingreso		2		8		10		3.4%

				TOTAL		13		279		292		100.0%

				FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA DE INTERVENCION AMBULATORIA - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES EN PIA POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años				3		3		0.1%

				12 - 13 años		3		20		23		0.5%

				14 - 15 años		189		1,203		1,392		33.1%

				16 - 17 años		209		2,180		2,389		56.8%

				> 18 años		39		340		379		9.0%

				Sin dato edad		3		20		23		0.5%

				TOTAL		443		3,766		4,209		100.0%

				FUENTE: DPCG-SENAME

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES EN PIA POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		50		534		584		13.9%

				Simples delitos		345		2885		3,230		76.7%

				Faltas		3		26		29		0.7%

				Otros Simples Delitos o Faltas		18		156		174		4.1%

				Proteccion		16		70		86		2.0%

				No indica causal ingreso		11		95		106		2.5%

				TOTAL		443		3766		4,209		100.0%

				FUENTE: DPCG-SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA DE REPARACIÓN A LA VICTIMA Y SERVICIOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 anos		0		0		0		0.0%

				12 - 13 anos		1		0		1		0.5%

				14 - 15 anos		27		76		103		48.1%

				16 - 17 anos		16		72		88		41.1%

				> 18 anos		3		18		21		9.8%

				Sin dato edad		0		1		1		0.5%

				TOTAL		47		167		214		100.0%

				FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		2		6		8		3.7%

				Simples delitos		31		129		160		74.8%

				Faltas LRPA		8		7		15		7.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		3		13		16		7.5%

				Proteccion				3		3		1.4%

				No indica causal ingreso		3		9		12		5.6%

				TOTAL		47		167		214		100.0%

				FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME
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				Menores de 14 años año 2001 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		24

				Simples Delitos		190

				Faltas		76

				Otros S.Del o Faltas		47		337		52%

				Protección		306

				No indica		1

						644

				Menores de 14 años año 2002 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		11

				Simples Delitos		82

				Faltas		10

				Otros S.Del o Faltas		12		115		55%

				Protección		80

				No indica		16

						211

				Menores de 14 años año 2003 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		7

				Simples Delitos		53

				Faltas		4

				Otros S.Del o Faltas		1		65		74%

				Protección		21

				No indica		2

						88

				Menores de 14 años año 2004 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		11

				Simples Delitos		32

				Faltas		0

				Otros S.Del o Faltas		0		43		86%

				Protección		3

				No indica		4

						50





proyplaz

				Año 2001

				INGRESOS		Sexo

				Causal		Femenino		%		Masculino		%

				Delitos Graves (*)		203		9%		2295		14%		2498

				Simples Delitos		833		37%		9961		63%		10794

				Faltas		153		7%		416		3%		569

				Otros S.Del o Faltas		262		12%		1032		7%		1294

				Protección		747		33%		1504		9%		2251

				No indica		55		2%		656		4%		711

						2253				15864				18117

				vigentes mujeres rc privado

		v		laura vicuña		27

		v		hogar génesis		18

		vii		hogar madre sacramento		31

		viii		hogar baena		15

		x		intern femen pto montt		24

						115		22%

				total rc privados		524





		

				ADOLESCENTES INCULPADOS DE DELITO VIGENTES AL 31/12/2001, POR CAUSAL DE INGRESO SEGÚN EDAD

				CAUSAL		EDAD												TOTAL		%

						< 12		12 - 13		14 - 15		16 - 17		> 18		sin dato

				Delitos Graves (*)		1		23		98		199		24		2		347		5.2%

				Simples Delitos		5		185		792		1,533		192		36		2,743		40.9%

				Faltas		10		66		214		226		29		2		547		8.2%

				Otros S.Del o Faltas		2		45		259		537		138		2		983		14.7%

				Protección		36		217		691		832		237		63		2,076		30.9%

				No indica		0		1		4		7		0		0		12		0.2%

				TOTAL		54		537		2,058		3,334		620		105		6,708		100.0%

				(*)  DELITOS GRAVES:  HOMICIDIO,  VIOLACION,  SECUESTRO,  SUSTRACCION DE MENORES,  MUTILACION,  LESIONES GRAVES,  ROBO CON VIOLENCIA EN LAS

				PERSONAS, ROBO CON INTIMIDACION, ROBO CON FUERZA EN LUGAR HABITADO CON PORTE DE ARMA DE FUEGO.

				8.8%		591		menos 14 a		53				644		10%		menos 14 a

				9.2%		620		más 18 a		52				672		10%		más 18 a

						5,392		14 a 18 a						5,392		80%		14 a 18 a

						6,603								6,708

				Menores de 14 años por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		24

				Simples Delitos		190

				Faltas		76

				Otros S.Del o Faltas		47

						337





		

				VIGENTES DICIEMBRE 2001

				ADMINISTRACION PRIVADA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				GENDARMERIA		11		354		365

				CERECO RESIDENCIAL		139		357		496

				REHABILIT. CONDUC. DIURNA		890		2,536		3,426

				LIBERTAD VIGILADA		322		1,078		1,400

				PROYECTO REHABILITACION		3		53		56

				DROGAS		17		51		68

				SUB-TOTAL		1,382		4,429		5,811

				ADMINISTRACION DIRECTA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				COD		27		365		392

				CTD		100		191		291

				CERECO INTERNADO		10		144		154

				CERECO RESIDENCIAL				60		60

				SUB-TOTAL		137		760		897

				TOTAL		1,519		5,189		6,708

				VIGENTES DICIEMBRE 2004

				ADMINISTRACION PRIVADA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				GENDARMERIA						0

				CERECO RESIDENCIAL						0

				PROG INTERVENCION AMBULATORIA						0

				PROG MEDIDAS REPARATORIAS						0

				SUB-TOTAL		0		0		0

				ADMINISTRACION DIRECTA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				COD						0

				CERECO INTERNADO						0

				CERECO RESIDENCIAL						0

				SUB-TOTAL		0		0		0

				TOTAL		0		0		0





		

				VIGENTES AL 31 DE MARZO 2005

				EDAD		Nº		%

				< 12 años		4		0.1%

				12 a 13 años		30		0.6%

				14 a 15 años		1681		31.3%

				16 a 17 años		3204		59.6%

				> 18 años		433		8.1%

				Sin dato edad		25		0.5%

				Total		5377		100%

				CAUSAL		Nº		%

				Infracciones graves		903		16.8%

				Simples delitos		3952		73.5%

				Faltas LRPA		45		0.8%

				Otros simples delitos o faltas		200		3.7%

				Protección		138		2.6%

				No indica causal		139		2.6%

				Total		5377		100%

				REGIMEN		Nº		%

				Privados de libertad		902		16.8%

				Medio libre		4475		83.2%

				Total		5377		100%

				Adolescentes Vigentes al 31 de marzo 2005		COD RESID		COD AMB		CERECO		Secc Menores		PIA		Reparac

				Hombres		413		43		164		279		3766		167

				Mujeres		29		9		4		13		443		47

				Total		442		52		168		292		4209		214		5377





		

				PROGRAMAS DFL 1.385 (Año 2001)

				Sistema de Atención		Nº de Proyectos/Establecimientos		Nº de Plazas

				Secciones de Menores		43		550																		CENTROS DE ADMINISTRACION DIRECTA (Año 2001)

				Libertad Vigilada		10		1417																		Sistema de Atención		Nº Centros		Capacidad en Plazas

				Conductual Diurno		74		3490																		Centros de Observación y Diagnóstico		12		1,083

				Rehabilitación Conductual Residencial		12		529																		Centros de Rehabilitación Conductual Internado		9

				Total		139		5986																		Centros de Rehabilitación Conductual Residencial		1

				PROGRAMAS DFL 1.385 (Año 2005)																						CENTROS DE ADMINISTRACION DIRECTA (Año 2005)

				Programas de Responsabilización y Reinserción Social		Nº de Proyectos/Establecimientos		Nº de Plazas				Datos Carlos														Sistema de Atención		Nº Centros		Capacidad en Plazas

				Secciones de Menores		44		539				539														Centros de Observación y Diagnóstico		16		1,582

				Programas de Intervención Ambulatoria		52		4213				4,213														Centros de Rehabilitación Conductual Internado		14

				Programa de Medidas Reparatorias		16		486				486														Centros de Rehab. Cond. Residencial (Semi cerrado)		1

				Rehabilitación Conductual Residencial		1		5				5														En Cod y Cereco se incluyen la IX y XI regiones

				Sub total Prog. Responsab. y Reinserción Social		113		5243				5,243

				Programas de Apoyo Especializado		Nº de Proyectos		Nº de Plazas/ Atenciones

				Programa de tratamiento del consumo de drogas		6		400				400

				Prog. Apoyo a la Reinserc.Social de adolesc.en Sec. de Men.		9		2264

				Sub total Prog. Apoyo Especializado		15		2664				Obs. Carlos:

				Programa de Medidas Reparatorias incluye 2 proyectos en la RM								(1) A partir del mes de agosto se rebaja 20 plazas (RM), quedando en 519.

												(2) A partir del mes de agosto se incrementa en 30 plzas (V, VIII) y en Sept.en 30 plazas (RM)

												Quedando en 460

												(3) Se refiere a cobertura anual y no plazas.





		

				Administraciones Directas 2001

				Qhalltani		Plazas				Total Cod				Total Cereco Internado				Total Cereco Rsidencial

				Cod		25				Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas

				Cereco		40				12		723		9		295		1		65

				Arco Iris		Plazas				1083

				Cod		45

				Cereco		50

				Surgam		Plazas

				Cod		15

				Cereco		40

				Crisol		Plazas

				Cod		16

				Cereco		24

				Talay		Plazas

				Cod		16

				Cereco		32

				Peullas		Plazas

				Cod		30

				Cereco		16

				Talita Kum		Plazas

				Cod		46

				Cereco		48

				Tpo. de Crecer		Plazas

				Cod		80

				Santiago		Plazas

				Cod		120

				Cereco		15

				San Miguel		Plazas

				Cod		120

				San Joaquín		Plazas

				Cod		120

				Tpo. Joven		Plazas

				Cod		90

				Cereco		30

				Sta. Ines		Plazas

				Cereco		65

				Administraciones Directas 2002

				Qhalltani		Plazas				Total Cod				Total Cereco Internado				Total Cereco Rsidencial

				Cod		25				Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas

				Cereco		40				15		817		12		345		1		65

				Arco Iris		Plazas

				Cod		45				* Incluye 12 plazas Cod y 33 plazas Ctd

				Cereco		50

				Surgam		Plazas

				Cod		15

				Cereco		40

				Crisol		Plazas

				Cod		28

				Cereco		24

				Talay		Plazas

				Cod		16

				Cereco		32

				Lihuen		Plazas

				Cod		40

				Cereco		20

				Antuhue		Plazas

				Cod		40

				Cereco		20

				Peullas		Plazas

				Cod		30

				Cereco		36

				Talita Kum		Plazas

				Cod		46

				Cereco		48

				Cau Cau		Plazas

				Cod		40

				Cereco		20

				Tpo. Crecer		Plazas

				Cod		45

				Cereco		15

				Santiago		Plazas

				Cod		87				* Incluye 72 plazas Cod y 15 plazas Cereco

				Cereco		0

				San Miguel		Plazas

				Cod		120

				San Joaquín		Plazas

				Cod		120

				Tpo. Joven		Plazas

				Cod		120				* Incluye 90 plazas Cod y 30 plazas Cereco

				Sta. Ines		Plazas

				Cereco		65



Están sumadas 72 plazas Cod con 15 plazas Cereco, pendiente resolución en Jurídico

En este se suman las 90 plazas Cod y 30 Cereco, está pendiente resolución en Jurídico



		

				SUPERVISIÖN

				Año		% Supervisiones

				2002		66%

				2003		91%

				2004		100%

				2002		2003		2004

				66%		91%		100%

				CALIDAD DE LA INFORMACION

				2002		2003		2004

				19.9%		11.8%		6.6%





		0

		0

		0



% de Supervisones realizadas

0

0

0



		0

		0

		0



% de errores en la información

0

0

0



		

				RESUMEN DE PERSONAS CAPACITADAS

				AÑO		DESTINATARIOS DE LA CAPACITACIÓN

						Educadores de Trato Directo Adm. Directa		Directores/as de Centros Adm. Directa		Duplas Psicosociales y Jefes Técnicos Adm. Directa		Supervisores Regionales		Integrados (*)		Profesionales de Organismos Acreditados		Total

				2001		141		0		0		0		0		0		141

				2002		110		0		74		0		0		230		414

				2003		88		0		28		32		0		255		403

				2004		25		18		0		57		130		199		429

				*2005								30		160		190		380

				* Proyección de lo que se realizará el segundo semestre

				(*) Participan los distintos estamentos de Centros de Administración Directa





				PROGRAMA DE INTERVENCIÓN AMBULATORIA

				Región		Plazas 2005		Plazas 2005 Estud Minjus		Plazas 2006		Plazas 2006 Estud Minjus

				I		130

				II		180

				III		124

				IV		163

				V		465

				VI		140

				VII		313

				VIII		595

				IX		190

				X		440

				XI		56

				XII		45

				RM		1285

				Total		4126

				$

				SECCIONES DE MENORES

						Plazas 2005		Vigentes 0305

				I		28

				II		40

				III		11

				IV		22

				V		27

				VI		31

				VII		36

				VIII		132

				IX		55

				X		79

				XI		12

				XII		10

				RM		76

				Total		559

				$

				PROYECCION DE PLAZAS

				SENAME																				MINJUS SIN 20%

						2005		2006		2007		2008		2009		2010								2005		2006		2007		2008		2009		2010

				PIA		4213														Libertad Asistida		Hombres		2,702		2,836		2,970		3,103		3,237		3,371

				REPAR		486																Mujeres		406		430		454		478		503		527

																								3,108		3,266		3,424		3,581		3,740		3,898

				GENCHI		539

																								MINJUS CON 20%

																								2005		2006		2007		2008		2009		2010

																				Libertad Asistida		Hombres		3,242		3,404		3,562		3,725		3,882		4,045

																						Mujeres		488		516		544		572		605		632

																								3,730		3,920		4,106		4,297		4,487		4,677

																				Hombres		Arica		51		54		56		59		61		64

																						Iquique		63		66		69		71		74		77

																						Antof		130		136		142		148		153		159

																						Copiap		70		73		76		80		83		87

																						La Seren		110		116		123		129		135		142

																						Valpo		350		370		390		411		431		451

																						San Mig		479		504		528		553		578		602

																						Stgo		821		859		896		934		971		1009

																						Rcgua		97		100		103		106		110		113

																						Talca		165		173		181		189		197		205

																						Chillán		43		44		45		46		47		49

																						Conc		445		470		496		522		547		573

																						Temuco		152		159		165		172		178		184

																						Valdi		123		129		135		141		146		152

																						Pto Montt		78		82		85		88		91		95

																						Cohia		25		27		28		29		31		32

																						Pta Aren		40		42		44		47		49		51

																								3242		3404		3562		3725		3882		4045

																				Mujeres		Arica		4		4		4		5		5		5

																						Iquique		6		7		7		7		8		8

																						Antof		23		24		26		27		29		30

																						Copiap		7		8		8		9		9		9

																						La Seren		17		18		19		21		22		23

																						Valpo		49		52		55		58		62		65

																						San Mig		69		73		77		82		86		91

																						Stgo		145		153		161		169		178		186

																						Rcgua		12		12		13		13		14		14

																						Talca		23		24		26		27		29		30

																						Chillán		4		4		4		4		4		4

																						Conc		61		65		68		72		76		80

																						Temuco		23		25		26		27		28		29

																						Valdi		23		25		26		27		29		30

																						Pto Montt		14		14		15		15		16		17

																						Cohia		2		2		2		2		2		3

																						Pta Aren		6		6		7		7		8		8

																								488		516		544		572		605		632

																				Nacion				3730		3920		4106		4297		4487		4677

				sin 20% + genchi

				Región		Capacidad 2005		Capacidad  Proyectada 2006 - 2007		Cobertura proyectada Año 1 ejecución de Ley		Cobertura proyectada Año 5 ejecución de Ley

				I		144		144		73		90

				II		38		97		76		79

				III		70		70		45		60

				IV		60		105		81		87

				V		102		218		177		228

				VI		112		112		71		48

				VII		92		92		81		79

				VIII		166		268		278		353

				IX		112		125		99		100

				X		156		156		106		127

				XI		34		34		11		10

				XII		42		42		12		14

				RM		454		921		792		1111

				Totales		1582		2384		1902		2386

								con 20%

				Región		Capacidad Máxima SENAME 2005		Capacidad  Máxima Proyectada SENAME		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2006		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2010

				I		144		144		73		108

				II		38		97		66		96

				III		70		70		48		72

				IV		60		105		69		105

				V		102		218		183		275

				VI		112		112		41		57

				VII		92		92		66		95

				VIII		166		268		285		425

				IX		112		125		83		122

				X		156		156		107		153

				XI		34		34		9		12

				XII		42		42		12		16

				RM		454		921		895		1332

				Totales		1582		2384		1937		2868

						PLAZAS LIBERTAD ASISTIDA

						2005				2006				2010

				REGION		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002

				I		103		124		109		131		128		154

				II		127		153		133		160		158		189

				III		64		77		67		81		80		96

				IV		106		127		112		134		137		165

				V		333		399		352		422		430		516

				VI		91		109		93		112		106		127

				VII		157		188		164		197		195		235

				VIII		460		553		486		583		588		706

				IX		146		175		152		184		178		213

				X		198		238		209		250		245		294

				XI		23		27		24		29		29		35

				XII		38		46		40		48		50		59

				RM		1261		1514		1324		1589		1573		1888

				TOTALES		3107		3730		3265		3920		3897		4677

						PLAZAS PRIVATIVOS DE LIBERTAD

						2005				2006				2010

				REGION		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002

				I		39		48		60		73		90		108

				II		38		44		56		66		79		96

				III		26		31		40		48		60		72

				IV		38		46		56		69		87		105

				V		102		122		152		183		228		275

				VI		22		27		34		41		48		57

				VII		36		45		55		66		79		95

				VIII		159		191		236		285		353		425

				IX		46		55		71		83		100		122

				X		58		70		88		107		127		153

				XI		5		6		7		9		10		12

				XII		6		8		9		12		14		16

				RM		507		607		746		895		1111		1332

				TOTALES		1082		1300		1610		1937		2386		2868

						2005						2006						2010

				REGION		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO

				I		17		13		9		19		25		16		23		45		22

				II		17		12		9		18		23		15		21		38		20

				III		12		9		5		12		17		11		15		30		15

				IV		17		13		8		18		24		14		23		44		20

				V		46		34		22		49		63		40		61		111		56

				VI		9		8		5		9		14		11		10		24		14

				VII		15		12		9		16		23		16		19		38		22

				VIII		72		54		33		76		100		60		94		175		84

				IX		20		16		10		21		31		19		24		51		25

				X		24		21		13		25		39		24		29		66		32

				XI		2		2		1		2		3		2		2		5		3

				XII		2		2		2		2		4		3		3		7		4

				RM		244		165		98		260		307		179		319		540		252

						497		361		224		527		673		410		643		1174		569

										1082						1610						2386

						2005						2006						2010

				REGION		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO

				I		21		16		11		23		32		18		27		54		27

				II		20		14		10		21		27		18		25		46		25

				III		14		11		6		15		21		12		19		36		17

				IV		20		16		10		22		30		17		27		53		25

				V		55		40		27		59		76		48		73		134		68

				VI		11		10		6		11		18		12		12		29		16

				VII		19		15		11		20		27		19		23		46		26

				VIII		87		64		40		92		121		72		113		210		102

				IX		24		19		12		25		36		22		30		61		31

				X		28		25		17		30		48		29		34		80		39

				XI		2		2		2		2		4		3		2		6		4

				XII		3		3		2		3		5		4		3		8		5

				RM		292		197		118		311		369		215		384		646		302

						596		432		272		634		814		489		772		1409		687

										1300						1937						2868

				Libertad Asistida

				sin 20%

				Región		Plazas Subvencionadas SENAME 2005 - 2006		Cobertura Plazas proyectadas Estudio MINJUS 2006		Plazas Subvencionadas SENAME 2010		Cobertura Plazas proyectadas Estudio MINJUS 2010

				I

				II

				III

				IV

				V

				VI

				VII

				VIII

				IX

				X

				XI

				XII

				RM

				Totales		0		0		0		0

								con 20%

				Región		Capacidad Máxima SENAME 2005		Capacidad  Máxima Proyectada SENAME		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2006		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2010

				I

				II

				III

				IV

				V

				VI

				VII

				VIII

				IX

				X

				XI

				XII

				RM

				Totales		0		0		0		0

						Proyección plazas Libertad Asistida SIN 20%

						Plazas Subvencionadas 2006		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 1 ejecuc de ley		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 5 ejecuc de ley

				Nº Plazas		4,760		3,266		7,598

				Monto Anual en M$		4,432,058

						Proyección plazas Libertad Asistida sin 20%

						Plazas Subvencionadas SENAME 2006		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 1 ejecuc de ley		Cobertura Plazas proyectadas Año 5 ejecuc de ley

				Nº Plazas		4,760		3,266		7,598

				Monto Anual en M$		4,432,058

						Plazas Subvencionadas 2006		Cobertura Plazas proyectadas        AÑO 1 Ejecución de la ley				ESTUDIO DEMANDA DIVID POR CUATRO

				Nº Plazas		754		754

				Monto Anual en M$		753,744

						Proyección plazas Medidas Reparatorias sin 20%

						Plazas Subvencionadas SENAME 2006		Cobertura Plazas proyectadas Año 1 ejecuc de ley		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 5 ejecuc de ley

				Nº Plazas		460		460		*

				Monto Anual en M$		460,000

				La utilizaciónde rotación 3 veces en el año
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		PORCENTAJE DE DETENCIONES DE ADOLESCENTES (14 a 18 años) POR CARABINEROS E INGRESOS A SISTEMAS DE DIAGNOSTICO-SENAME, SEGÚN AÑO.

				INSTITUCION				AÑO

						2002		2003		2004

				% detenidos e ingresados a Sist. Diagnóstico SENAME		26.4%		26.7%		29.0%

				Detenciones de Carabineros		51,584		49,981		44,630

				Ingresos a Diagnóstico - SENAME		13,624		13,369		12,964

				FUENTE: Depto. Servicios Policiales-Carabineros de Chile; Depto. Planificacion-SENAME.

				Censo 2002 -Total población nacional 14 a 17 años		1,055,047

				Total Aprehendidos por Carabineros año 2004 14 a 18 años		44,630		4.2%
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		TABLA Nº 1: CASOS INGRESADOS ENTRE 2002 Y 2004

		SEGUN SISTEMA DE ATENCIÓN.

		SISTEMA DE ATENCION (*)				AÑO

				2002		2003		2004

		DIAGNOSTICO Y DERIVACION		13,624		13,369		12,964

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD		1,280		1,394		1,201

		INTERVENCION MEDIO LIBRE		3,708		4,920		5,944

		(*)  Diagnóstico y Derivación: incluye COD, Secciones de Menores de GENCHI y CTD Ambulatorio. Privativo de Libertad: corresponde a CERECO y Secciones de Menores de GENCHI (procesados y condenados). Medio Libre: incluye a PIA y Proyectos de Reparación a la

		SISTEMA DE ATENCION (*)				AÑO

				2002		2003		2004

		DIAGNOSTICO Y DERIVACION		13,624		13,369		12,964

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD		1,280		1,394		1,201

		INTERVENCION MEDIO LIBRE		3,708		4,920		5,944

		SISTEMA DE ATENCION (*)				AÑO

				2002		2003		2004

		Total de Derivados a programas		36.6%		47.2%		55.1%

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD		9.4%		10.4%		9.3%

		INTERVENCION MEDIO LIBRE		27.2%		36.8%		45.9%





Hoja4

		0		0		0

		0		0		0

		0		0		0



DIAGNOSTICO Y DERIVACION

INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD

INTERVENCION MEDIO LIBRE

0

0

0

0

0

0

0

0

0



ingsenam

		TABLA Nº 1: CASOS INGRESADOS ENTRE 2002 Y 2004

		SEGUN SISTEMA DE ATENCIÓN.

		SISTEMA DE ATENCION (*)						AÑO

						2002		2003		2004

		DIAGNOSTICO Y DERIVACION				13,624		13,369		12,964

		INTERVENCION PRIVATIVO DE LIBERTAD				1,280		1,394		1,229

		INTERVENCION MEDIO LIBRE				3,708		4,920		5,944

		TOTAL				18,612		19,683		20,137

		FUENTE: SENAME

		(*)  Diagnóstico y Derivación: incluye COD, Secciones de Menores de GENCHI y CTD Ambulatorio. Privativo de Libertad: corresponde a CERECO y Secciones de Menores de GENCHI (procesados y condenados). Medio Libre: incluye a PIA y Proyectos de Reparación a la

		TABLA Nº 2: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y SEXO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		COD

		Hombres		9,075		10,743		10,073

		Mujeres		1,035		811		999

		Sub-total		10,110		11,554		11,072

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		1,253		406		466

		Mujeres		39		38		28

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio

		Hombres		2,042		1,286		1,310

		Mujeres		180		85		88

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		12,964

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 2.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y SEXO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		COD

		Hombres		89.8%		93.0%		91.0%

		Mujeres		10.2%		7.0%		9.0%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		97.0%		91.4%		94.3%

		Mujeres		3.0%		8.6%		5.7%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		CTD Ambulatorio

		Hombres		91.9%		93.8%		93.7%

		Mujeres		8.1%		6.2%		6.3%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 3: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y SEXO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Hombres		480		600		807

		Mujeres		24		32		26

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		537		641		351

		Mujeres		5		30		17

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		Hombres		188		62		28

		Mujeres		46		29		0

		Sub-total		234		91		28

		PIA

		Hombres		3,218		4,317		4,943

		Mujeres		490		465		512

		Sub-total		3,708		4,782		5,455

		Reparación y Servicios Com.

		Hombres		0		111		398

		Mujeres		0		27		91

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,314		7,173

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 3.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y SEXO, SEGÚN AÑO.

						AÑO

		MODALIDAD / SEXO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Hombres		95.2%		94.9%		96.9%

		Mujeres		4.8%		5.1%		3.1%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		Seccion de Menores GENCHI

		Hombres		99.1%		95.5%		95.4%

		Mujeres		0.9%		4.5%		4.6%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		CERECO Privado

		Hombres		80.3%		68.1%		0.0%

		Mujeres		19.7%		31.9%		0.0%

		Sub-total		100.0%		100.0%		0.0%

		PIA

		Hombres		86.8%		90.3%		90.6%

		Mujeres		13.2%		9.7%		9.4%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100.0%

		Reparación y Servicios Com.

		Hombres				80.4%		81.4%

		Mujeres				19.6%		18.6%

		Sub-total		0.0%		100.0%		100.0%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 4: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		menor de 12 años		19		6		0		3

		12 - 13 años		280		160		1		76

		14 - 15 años		2,573		2,823		24		2,738

		16 - 17 años		6,522		7,890		1,317		6,314

		18 y más años		404		565		283		278

		Sin dato		312		110		10		28

		Sub-total		10,110		11,554		1,635		9,437

		Seccion de Menores GENCHI

				2002		2003		2004

		menor de 12 años		0		0		0

		12 - 13 años		0		0		0

		14 - 15 años		0		0		0

		16 - 17 años		1,257		427		479

		18 y más años		35		17		15

		Sin dato		0		0		0

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio

		menor de 12 años		0		0		0

		12 - 13 años		0		0		0

		14 - 15 años		0		0		0

		16 - 17 años		1,972		1,207		1,186

		18 y más años		250		164		212

		Sin dato		0		0		0

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		3,527		9,437

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 4.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		menor de 12 años		0.2%		0.1%		0%		0%

		12 - 13 años		2.8%		1.4%		0.1%		0.8%

		14 - 15 años		25.5%		24.4%		1.5%		29.0%

		16 - 17 años		64.5%		68.3%		80.6%		66.9%

		18 y más años		4.0%		4.9%		17.3%		2.9%

		Sin dato		3.1%		1.0%		0.6%		0.3%

		Sub-total		100.0%		100.0%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI		2002		2003		2004

		menor de 12 años		0.0%		0.0%		0.0%

		12 - 13 años		0.0%		0.0%		0.0%

		14 - 15 años		0.0%		0.0%		0.0%

		16 - 17 años		97.3%		96.2%		97.0%

		18 y más años		2.7%		3.8%		3.0%

		Sin dato		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CTD Ambulatorio		2002		2003		2004

		menor de 12 años		0.0%		0.0%		0.0%

		12 - 13 años		0.0%		0.0%		0.0%

		14 - 15 años		0.0%		0.0%		0.0%

		16 - 17 años		88.7%		88.0%		84.8%

		18 y más años		11.3%		12.0%		15.2%

		Sin dato		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 5: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		menor de 12 años		0		95		0

		12 - 13 años		19		394		4

		14 - 15 años		272		5		489

		16 - 17 años		207		7		335

		18 y más años		2		105		4

		Sin dato		4		26		1

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		menor de 12 años		0		217		0

		12 - 13 años		0		337		0

		14 - 15 años		0		27		0

		16 - 17 años		527		37		355

		18 y más años		15		23		13

		Sin dato		0		30		0

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		menor de 12 años		4		5		0

		12 - 13 años		33		37		3

		14 - 15 años		137		0		15

		16 - 17 años		57		1		10

		18 y más años		3		48		0

		Sin dato		0		0		0

		Sub-total		234		91		28

		PIA

		menor de 12 años		12		21		10

		12 - 13 años		260		124		99

		14 - 15 años		1,582		2,156		2,354

		16 - 17 años		1,778		2,373		2,851

		18 y más años		65		78		107

		Sin dato		11		30		34

		Sub-total		3,708		4,782		5,455

		Reparación y Servicios Com.

		menor de 12 años		0		3		2

		12 - 13 años		0		65		4

		14 - 15 años		0		42		271

		16 - 17 años		0		24		191

		18 y más años		0		2		21

		Sin dato		0		2		0

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,314		7,173

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 5.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y EDAD, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / EDAD		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		menor de 12 años		0.0%		15.0%		0.0%

		12 - 13 años		3.8%		62.3%		0.5%

		14 - 15 años		54.0%		0.8%		58.7%

		16 - 17 años		41.1%		1.1%		40.2%

		18 y más años		0.4%		16.6%		0.5%

		Sin dato		0.8%		4.1%		0.1%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		menor de 12 años		0.0%		32.3%		0.0%

		12 - 13 años		0.0%		50.2%		0.0%

		14 - 15 años		0.0%		4.0%		0.0%

		16 - 17 años		97.2%		5.5%		96.5%

		18 y más años		2.8%		3.4%		3.5%

		Sin dato		0.0%		4.5%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CERECO Privado

		menor de 12 años		1.7%		5.5%		0.0%

		12 - 13 años		14.1%		40.7%		10.7%

		14 - 15 años		58.5%		0.0%		53.6%

		16 - 17 años		24.4%		1.1%		35.7%

		18 y más años		1.3%		52.7%		0.0%

		Sin dato		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		PIA

		menor de 12 años		0.3%		0.4%		0.2%

		12 - 13 años		7.0%		2.6%		1.8%

		14 - 15 años		42.7%		45.1%		43.2%

		16 - 17 años		48.0%		49.6%		52.3%

		18 y más años		1.8%		1.6%		2.0%

		Sin dato		0.3%		0.6%		0.6%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Reparación y Servicios Com.

		menor de 12 años		0.0%		2.2%		0.4%

		12 - 13 años		0.0%		47.1%		0.8%

		14 - 15 años		0.0%		30.4%		55.4%

		16 - 17 años		0.0%		17.4%		39.1%

		18 y más años		0.0%		1.4%		4.3%

		Sin dato		0.0%		1.4%		0.0%

		Sub-total		0%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 6: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		COD						Ambul		Resid

		Infracciones Graves		1,031		1,238		229		889

		Simples delitos		7,489		9,372		1,226		8,009

		Faltas LRPA		164		93		20		19

		Otros Simples Delitos o Faltas		272		166		43		135

		Proteccion		948		496		78		244

		No indica causal ingreso		206		189		39		141

		Sub-total		10,110		11,554		1,635		9,437

		Seccion de Menores GENCHI		2002		2003		2004

		Infracciones Graves		280		83		218

		Simples delitos		899		323		249

		Faltas		8		1		1

		Otros Simples Delitos o Faltas		12		2		4

		Proteccion		17		10		14

		No indica causal ingreso		76		25		8

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio		2002		2003		2004

		Infracciones Graves		243		139		146

		Simples delitos		1,774		1,048		1,108

		Faltas		54		51		14

		Otros Simples Delitos o Faltas		63		60		50

		Proteccion		42		50		33

		No indica causal ingreso		46		23		47

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		3,527		9,437

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 6.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		Infracciones Graves		10.2%		10.7%		14.0%		9.4%

		Simples delitos		74.1%		81.1%		75.0%		84.9%

		Faltas		1.6%		0.8%		1.2%		0.2%

		Otros Simples Delitos o Faltas		2.7%		1.4%		2.6%		1.4%

		Proteccion		9.4%		4.3%		4.8%		2.6%

		No indica causal ingreso		2.0%		1.6%		2.4%		1.5%

		Sub-total		100%		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Infracciones Graves		21.7%		18.7%		44.1%

		Simples delitos		69.6%		72.7%		50.4%

		Faltas		0.6%		0.2%		0.2%

		Otros Simples Delitos o Faltas		0.9%		0.5%		0.8%

		Proteccion		1.3%		2.3%		2.8%

		No indica causal ingreso		5.9%		5.6%		1.6%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CTD Ambulatorio

		Infracciones Graves		10.9%		10.1%		10.4%

		Simples delitos		79.8%		76.4%		79.3%

		Faltas		2.4%		3.7%		1.0%

		Otros Simples Delitos o Faltas		2.8%		4.4%		3.6%

		Proteccion		1.9%		3.6%		2.4%

		No indica causal ingreso		2.1%		1.7%		3.4%

		Sub-total		100%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 7: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Infracciones Graves		54		95		138

		Simples delitos		249		394		533

		Faltas		4		5		2

		Otros Simples Delitos o Faltas		5		7		11

		Proteccion		173		105		106

		No indica causal ingreso		19		26		43

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		Infracciones Graves		181		217		154

		Simples delitos		321		337		174

		Faltas		7		27		2

		Otros Simples Delitos o Faltas		8		37		15

		Proteccion		5		23		11

		No indica causal ingreso		20		30		12

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		Infracciones Graves		15		5		0

		Simples delitos		102		37		14

		Faltas		5		0		0

		Otros Simples Delitos o Faltas		11		1		0

		Proteccion		101		48		14

		No indica causal ingreso		0		0		0

		Sub-total		234		91		28

		PIA

		Infracciones Graves		408		694		836

		Simples delitos		2,417		3,626		4,489

		Faltas		131		52		49

		Otros Simples Delitos o Faltas		398		210		203

		Proteccion		283		128		79

		No indica causal ingreso		71		72		99

		Sub-total		3,708		4,782		5,755

		Reparación y Servicios Com.

		Infracciones Graves		0		3		23

		Simples delitos		0		65		366

		Faltas		0		42		33

		Otros Simples Delitos o Faltas		0		24		47

		Proteccion		0		2		6

		No indica causal ingreso		0		2		14

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,176		6,984

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 7.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y TIPO DE DELITO, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / TIPO DE DELITO		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Infracciones Graves		10.7%		15.0%		16.6%

		Simples delitos		49.4%		62.3%		64.0%

		Faltas		0.8%		0.8%		0.2%

		Otros Simples Delitos o Faltas		1.0%		1.1%		1.3%

		Proteccion		34.3%		16.6%		12.7%

		No indica causal ingreso		3.8%		4.1%		5.2%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Infracciones Graves		33.4%		32.3%		41.8%

		Simples delitos		59.2%		50.2%		47.3%

		Faltas		1.3%		4.0%		0.5%

		Otros Simples Delitos o Faltas		1.5%		5.5%		4.1%

		Proteccion		0.9%		3.4%		3.0%

		No indica causal ingreso		3.7%		4.5%		3.3%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CERECO Privado

		Infracciones Graves		6.4%		5.5%		0.0%

		Simples delitos		43.6%		40.7%		50.0%

		Faltas		2.1%		0.0%		0.0%

		Otros Simples Delitos o Faltas		4.7%		1.1%		0.0%

		Proteccion		43.2%		52.7%		50.0%

		No indica causal ingreso		0.0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		PIA

		Infracciones Graves		11.0%		14.5%		14.5%

		Simples delitos		65.2%		75.8%		78.0%

		Faltas		3.5%		1.1%		0.9%

		Otros Simples Delitos o Faltas		10.7%		4.4%		3.5%

		Proteccion		7.6%		2.7%		1.4%

		No indica causal ingreso		1.9%		1.5%		1.7%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Reparación y Servicios Com.

		Infracciones Graves		0%		2.2%		4.7%

		Simples delitos		0%		47.1%		74.8%

		Faltas		0%		30.4%		6.7%

		Otros Simples Delitos o Faltas		0%		17.4%		9.6%

		Proteccion		0%		1.4%		1.2%

		No indica causal ingreso		0%		1.4%		2.9%

		Sub-total		0%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 8: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		Primera		708		374		104		308

		Segunda		311		387		306		197

		Tercera		255		247		107		175

		Cuarta		366		353		151		227

		Quinta		138		1,059		165		511

		Sexta		110		315		52		210

		Séptima		283		334		129		324

		Octava		849		890		189		219

		Novena		0		0		0		0

		Décima		765		913		195		361

		Undécima		0		0		0		0

		Duodécima		0		0		0		0

		Metropolitana		6,325		6,682		237		6,905

		Sub-total		10,110		11,554		1,635		9,437

		Seccion de Menores GENCHI		2002		2003		2004

		Primera		92		8		29

		Segunda		35		20		63

		Tercera		5		0		1

		Cuarta		9		12		56

		Quinta		205		47		59

		Sexta		119		0		19

		Séptima		13		11		38

		Octava		327		204		81

		Novena		76		29		100

		Décima		283		96		42

		Undécima		26		5		1

		Duodécima		30		1		5

		Metropolitana		72		11		0

		Sub-total		1,292		444		494

		CTD Ambulatorio		2002		2003		2004

		Primera		142		53		33

		Segunda		0		43		60

		Tercera		23		90		106

		Cuarta		14		53		95

		Quinta		738		283		167

		Sexta		236		37		124

		Séptima		268		203		319

		Octava		330		232		134

		Novena		50		107		96

		Décima		264		171		175

		Undécima		58		68		81

		Duodécima		25		26		0

		Metropolitana		74		5		8

		Sub-total		2,222		1,371		1,398

		TOTAL		13,624		13,369		3,527		9,437

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 8.1: PORCENTAJE DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		DIAGNOSTICO Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		COD						Ambulat		Residencial

		Primera		7.0%		3.2%		6.4%		3.3%

		Segunda		3.1%		3.3%		18.7%		2.1%

		Tercera		2.5%		2.1%		6.5%		1.9%

		Cuarta		3.6%		3.1%		9.2%		2.4%

		Quinta		1.4%		9.2%		10.1%		5.4%

		Sexta		1.1%		2.7%		3.2%		2.2%

		Séptima		2.8%		2.9%		7.9%		3.4%

		Octava		8.4%		7.7%		11.6%		2.3%

		Novena		0.0%		0.0%		0.0%		0.0%

		Décima		7.6%		7.9%		11.9%		3.8%

		Undécima		0.0%		0.0%		0.0%		0.0%

		Duodécima		0.0%		0.0%		0.0%		0.0%

		Metropolitana		62.6%		57.8%		14.5%		73.2%

		Sub-total		100%		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Primera		7.1%		1.8%		5.9%

		Segunda		2.7%		4.5%		12.8%

		Tercera		0.4%		0.0%		0.2%

		Cuarta		0.7%		2.7%		11.3%

		Quinta		15.9%		10.6%		11.9%

		Sexta		9.2%		0.0%		3.8%

		Séptima		1.0%		2.5%		7.7%

		Octava		25.3%		45.9%		16.4%

		Novena		5.9%		6.5%		20.2%

		Décima		21.9%		21.6%		8.5%

		Undécima		2.0%		1.1%		0.2%

		Duodécima		2.3%		0.2%		1.0%

		Metropolitana		5.6%		2.5%		0.0%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CTD Ambulatorio

		Primera		6.4%		3.9%		2.4%

		Segunda		0.0%		3.1%		4.3%

		Tercera		1.0%		6.6%		7.6%

		Cuarta		0.6%		3.9%		6.8%

		Quinta		33.2%		20.6%		11.9%

		Sexta		10.6%		2.7%		8.9%

		Séptima		12.1%		14.8%		22.8%

		Octava		14.9%		16.9%		9.6%

		Novena		2.3%		7.8%		6.9%

		Décima		11.9%		12.5%		12.5%

		Undécima		2.6%		5.0%		5.8%

		Duodécima		1.1%		1.9%		0.0%

		Metropolitana		3.3%		0.4%		0.6%

		Sub-total		100%		100%		100%

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 9: NUMERO DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Primera		130		78		83

		Segunda		25		43		23

		Tercera		24		12		15

		Cuarta		21		22		21

		Quinta		26		80		83

		Sexta		18		50		75

		Séptima		52		21		37

		Octava		28		33		26

		Novena		0		0		0

		Décima		25		84		80

		Undécima		0		0		0

		Duodécima		0		0		0

		Metropolitana		155		209		390

		Sub-total		504		632		833

		Seccion de Menores GENCHI

		Primera		17		11		19

		Segunda		11		6		2

		Tercera		2		2		3

		Cuarta		0		1		1

		Quinta		12		15		8

		Sexta		49		89		38

		Séptima		9		3		7

		Octava		166		242		111

		Novena		38		8		7

		Décima		56		166		58

		Undécima		33		18		5

		Duodécima		1		0		1

		Metropolitana		148		110		108

		Sub-total		542		671		368

		CERECO Privado

		Primera		0		0		0

		Segunda		0		0		0

		Tercera		0		0		0

		Cuarta		0		0		0

		Quinta		90		36		0

		Sexta		0		0		0

		Séptima		0		0		0

		Octava		74		44		19

		Novena		0		0		0

		Décima		55		0		0

		Undécima		0		0		0

		Duodécima		8		10		3

		Metropolitana		7		1		6

		Sub-total		234		91		28

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		PIA

		Primera		184		156		198

		Segunda		153		220		254

		Tercera		90		168		189

		Cuarta		217		227		265

		Quinta		458		583		724

		Sexta		137		160		164

		Séptima		277		313		394

		Octava		566		705		729

		Novena		143		250		259

		Décima		298		433		525

		Undécima		79		43		68

		Duodécima		44		50		36

		Metropolitana		1,062		1,474		1,650

		Sub-total		3,708		4,782		5,455

		Reparación y Servicios Com.

		Primera		0		0		16

		Segunda		0		28		44

		Tercera		0		0		43

		Cuarta		0		46		71

		Quinta		0		0		59

		Sexta		0		0		21

		Séptima		0		28		95

		Octava		0		0		18

		Novena		0		31		85

		Décima		0		0		0

		Undécima		0		0		1

		Duodécima		0		5		36

		Metropolitana		0		0		0

		Sub-total		0		138		489

		TOTAL		4,988		6,314		7,173

		FUENTE: SENAME

		TABLA Nº 9.1: PORCENTAJE  DE CASOS INGRESADOS POR MODALIDADES DE

		INTERVENCION Y REGION, SEGÚN AÑO.

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		CERECO SENAME

		Primera		25.8%		12.3%		10.0%

		Segunda		5.0%		6.8%		2.8%

		Tercera		4.8%		1.9%		1.8%

		Cuarta		4.2%		3.5%		2.5%

		Quinta		5.2%		12.7%		10.0%

		Sexta		3.6%		7.9%		9.0%

		Séptima		10.3%		3.3%		4.4%

		Octava		5.6%		5.2%		3.1%

		Novena		0.0%		0.0%		0.0%

		Décima		5.0%		13.3%		9.6%

		Undécima		0.0%		0.0%		0.0%

		Duodécima		0.0%		0.0%		0.0%

		Metropolitana		30.8%		33.1%		46.8%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Seccion de Menores GENCHI

		Primera		3.1%		1.6%		5.2%

		Segunda		2.0%		0.9%		0.5%

		Tercera		0.4%		0.3%		0.8%

		Cuarta		0.0%		0.1%		0.3%

		Quinta		2.2%		2.2%		2.2%

		Sexta		9.0%		13.3%		10.3%

		Séptima		1.7%		0.4%		1.9%

		Octava		30.6%		36.1%		30.2%

		Novena		7.0%		1.2%		1.9%

		Décima		10.3%		24.7%		15.8%

		Undécima		6.1%		2.7%		1.4%

		Duodécima		0.2%		0.0%		0.3%

		Metropolitana		27.3%		16.4%		29.3%

		Sub-total		100%		100%		100%

		CERECO Privado

		Primera		0.0%		0.0%		0.0%

		Segunda		0.0%		0.0%		0.0%

		Tercera		0.0%		0.0%		0.0%

		Cuarta		0.0%		0.0%		0.0%

		Quinta		38.5%		39.6%		0.0%

		Sexta		0.0%		0.0%		0.0%

		Séptima		0.0%		0.0%		0.0%

		Octava		31.6%		48.4%		67.9%

		Novena		0.0%		0.0%		0.0%

		Décima		23.5%		0.0%		0.0%

		Undécima		0.0%		0.0%		0.0%

		Duodécima		3.4%		11.0%		10.7%

		Metropolitana		3.0%		1.1%		21.4%

		Sub-total		100%		100%		100%

				AÑO

		MODALIDAD / REGIÓN		2002		2003		2004

		PIA

		Primera		5.0%		3.3%		3.6%

		Segunda		4.1%		4.6%		4.7%

		Tercera		2.4%		3.5%		3.5%

		Cuarta		5.9%		4.7%		4.9%

		Quinta		12.4%		12.2%		13.3%

		Sexta		3.7%		3.3%		3.0%

		Séptima		7.5%		6.5%		7.2%

		Octava		15.3%		14.7%		13.4%

		Novena		3.9%		5.2%		4.7%

		Décima		8.0%		9.1%		9.6%

		Undécima		2.1%		0.9%		1.2%

		Duodécima		1.2%		1.0%		0.7%

		Metropolitana		28.6%		30.8%		30.2%

		Sub-total		100%		100%		100%

		Reparación y Servicios Com.

		Primera		0%		0.0%		3.3%

		Segunda		0%		20.3%		9.0%

		Tercera		0%		0.0%		8.8%

		Cuarta		0%		33.3%		14.5%

		Quinta		0%		0.0%		12.1%

		Sexta		0%		0.0%		4.3%

		Séptima		0%		20.3%		19.4%

		Octava		0%		0.0%		3.7%

		Novena		0%		22.5%		17.4%

		Décima		0%		0.0%		0.0%

		Undécima		0%		0.0%		0.2%

		Duodécima		0%		3.6%		7.4%

		Metropolitana		0%		0.0%		0.0%

		Sub-total		0%		100%		100%

		FUENTE: SENAME
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				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN CAUSAL DE INGRESO

				Vigentes al 31 dic 2001								Vigentes al 31 dic 2002								Vigentes al 31 dic 2003								Vigentes al 31 dic 2004								Vigentes al 31 mar 2005

				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes

				Infracción de Ley		69%		4,620				Infracción de Ley		76%		4,154				Infracción de Ley		89%		4,666				Infracción de Ley		91%		4,573				Infracción de Ley		91%		4,900

				Protección		31%		2,088				Protección		24%		1,283				Protección		11%		552				Protección		9%		472				Protección		9%		477

				Total		100%		6,708				Total		100%		5,437				Total		100%		5,218				Total		100%		5,045				Total		100%		5,377

				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN EDAD

				Vigentes al 31 dic 2001								Vigentes al 31 dic 2002								Vigentes al 31 dic 2003								Vigentes al 31 dic 2004								Vigentes al 31 mar 2005

				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes				Causal		%		Nº Vigentes

				14 - 18 años		90%		6,012				14 - 18 años		96%		5,204				14 - 18 años		98%		5,121				14 - 18 años		99%		4,972				14 - 18 años		99%		5,318

				Otro		10%		696				Otro		4%		233				Otro		2%		97				Otro		1%		73				Otro		1%		59

				Total		100%		6,708				Total		100%		5,437				Total		100%		5,218				Total		100%		5,045				Total		100%		5,377





focal2

		

				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN CAUSAL DE INGRESO

				Causal		2001		2002		2003		2004

				Infracción de Ley		3637		4154		4666		4573

				Otros S.Del o Faltas no consid en Ley		983		461		221		219

				Protección		2088		822		331		253

				Total		6708		5437		5218		5045

				Causal		2001		2002		2003		2004

				Infracción de Ley		54%		76%		89%		91%

				Otros S.Del o Faltas no consid en Ley		15%		8%		4%		4%

				Protección		31%		15%		6%		5%

				Total		100%		100%		100%		100%

				FOCALIZACIÓN DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN EDAD

				Causal		2001		2002		2003		2004

				14 - 18 años		5392		4854		4752		4589

				< 14 años		644		211		88		50		Incluye sin dato

				> 18 años		672		372		378		406		Incluye sin dato

				Total		6708		5437		5218		5045

				Causal		2001		2002		2003		2004

				14 - 18 años		80.4%		89.3%		91.1%		91.0%

				< 14 años		9.6%		3.9%		1.7%		1.0%

				> 18 años		10.0%		6.8%		7.2%		8.0%

				Total		100%		100%		100%		100%

				REGIMEN		2001		2002		2003		2004				Adolescentes Vigentes al 31 de marzo 2005		COD RESID		COD AMB		CERECO		Secc Menores		PIA		Reparac

				Privados de libertad		1758		1326		1091		621				Hombres		413		43		164		279		3766		167

				Medio libre		4950		4111		4127		4424				Mujeres		29		9		4		13		443		47

				Total		6708		5437		5218		5045				Total		442		52		168		292		4209		214		5377

				REGIMEN		2001		2002		2003		2004				REGIMEN		Mar-05		Mar-05

				Privados de libertad		26%		24%		21%		12%				Privados de libertad		902		83%

				Medio libre		74%		76%		79%		88%				Medio libre		4,475		17%

				Total		100%		100%		100%		100%				Total		5,377		100%

				REGIMEN		2001				REGIMEN		Mar-05				REGIMEN		2004				REGIMEN		Mar-05

				Privados de libertad		1758				Privados de libertad		902				Privados de libertad		621				Privados de libertad		902

				Medio libre		4950				Medio libre		4475				Medio libre		4424				Medio libre		4,475

				Total		6708				Total		5377				Total		5045				Total		5,377

				REGIMEN		2001				REGIMEN		Mar-05				REGIMEN		2004				REGIMEN		2004

				Privados de libertad		26%				Privados de libertad		17%				Privados de libertad		12%				Privados de libertad		17%

				Medio libre		74%				Medio libre		83%				Medio libre		88%				Medio libre		83%

				Total		100%				Total		100%				Total		100%				Total		100%

				Dec-02

				Vigentes programa causal		Cod		Cereco		Secc Men		PIA		Cereco Privado

				Infracciones Graves		45		23		182		419		15

				Simples delitos		311		99		219		2510		106

				Faltas LRPA		3		1		1		191		29

				Otros Simples Delitos o Faltas		10		2		3		424		22

				Proteccion		39		42		3		481		124

				No indica causal ingreso		12		8		27		86		0

				Total Vigentes		420		175		435		4111		296		5437

				Mar-02

				Vigentes programa causal		Cod		Cereco		Secc Men		CD		Cereco resid		LV

				Infracciones Graves		99		23		136		208		27		102

				Simples delitos		345		50		177		1309		204		587

				Faltas LRPA		30		11		6		914		133		202

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		0		0		0		0		0

				Proteccion		199		64		2		906		193		359						1458		26%

				No indica causal ingreso		9		6		43		210		27		150						5531

				Total Vigentes		682		154		364		3547		584		1400		6731

				Privados de libertad según causal marz 02		Nº		%

				Infracciones Graves		258		21.5%

				Simples delitos		572		47.7%

				Faltas LRPA		47		3.9%

				Proteccion		265		22.1%

				No indica causal ingreso		58		4.8%

				Total Vigentes		1200		100%

				Privados de libertad según causal dic 02		Nº		%

				Infracciones Graves		250		24.3%

				Simples delitos		629		61.1%

				Faltas LRPA		5		0.5%

				Otros Simples Delitos o Faltas		15		1.5%

				Proteccion		84		8.2%

				No indica causal ingreso		47		4.6%

				Total Vigentes		1030		100%

				Dec-04		Cod

						Amb		Res		Cereco		Secc Men		PIA		Repar

				Infracciones Graves		11		91		41		168		584		8

				Simples delitos		36		323		95		108		3230		160

				Faltas LRPA		0		1		0		0		29		15

				Otros Simples Delitos o Faltas		1		6		3		0		174		16

				Proteccion		3		15		25		6		86		3

				No indica causal ingreso		1		6		4		10		106		12

				Total Vigentes		52		442		168		292		4209		214

				Privados de libertad según causal marz 05		Nº		%

				Infracciones Graves		300		33.3%

				Simples delitos		526		58.3%

				Faltas LRPA		1		0.1%

				Otros Simples Delitos o Faltas		9		1.0%

				Proteccion		46		5.1%

				No indica causal ingreso		20		2.2%

				Total Vigentes		902		100%

				DISTRIBUCION DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN SEXO

				Sexo		2001		2002		2003		2004

				Hombres		5189		4693		4697		4699

				Mujeres		1519		744		521		513

				Total		6708		5437		5218		5212

				Sexo		2001		2002		2003		2004

				Hombres		77%		86%		90%		90%

				Mujeres		23%		14%		10%		10%

				Total		100%		100%		100%		100%

				DISTRIBUCION DE ADOLESCENTES VIGENTES, SEGÚN SEXO

				Tipo de Administración		2001		2002		2003		2004

				Privados		5506		4407		4188		4421

				Públicos		1202		1030		1030		624

				Total		6708		5437		5218		5045

				Tipo de Administración		2001		2002		2003		2004

				Privados		82%		81%		80%		88%

				Públicos		18%		19%		20%		12%

				Total		100%		100%		100%		100%

				INGRESOS SEGÚN DISPONIBILIDAD DE ORDEN DE TRIBUNAL

						Año 2001		Año 2004

				Con Orden		1641		3848

				Sin Orden		554		16

				Total		2195		3864

						Año 2001		Año 2004

				Con Orden		74.8%		99.6%

				Sin Orden		25.2%		0.4%

				Total		100%		100%

						Año 2004

				Con Orden		99.6%

				Sin Orden		0.4%

				Total		100%
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				VIGENTES DIC 2004

				ANEXO 1: PROGRAMA DE REPARACIÓN A LA VICTIMA Y SERVICIOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 anos		0		0		0		0.0%

				12 - 13 anos		0		0		0		0.0%

				14 - 15 anos		30		80		110		47.2%						41		192

				16 - 17 anos		9		95		104		44.6%						424		3759

				> 18 anos		2		17		19		8.2%						6		169

				Sin dato edad		0		0		0		0.0%						28		326

				TOTAL		41		192		233		100.0%						14		253

				FUENTE: SENAME														513		4699

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		0		8		8		3.4%

				Simples delitos		29		137		166		71.2%

				Faltas LRPA		8		10		18		7.7%

				Otros Simples Delitos o Faltas		4		27		31		13.3%

				Proteccion		0		5		5		2.1%

				No indica causal ingreso		0		5		5		2.1%

				TOTAL		41		192		233		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA DE INTERVENCION AMBULATORIA - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años		1		5		6		0.1%

				12 - 13 años		4		33		37		0.9%

				14 - 15 años		174		1222		1,396		33.4%

				16 - 17 años		209		2171		2,380		56.9%

				> 18 años		34		306		340		8.1%

				Sin dato edad		2		22		24		0.6%

				TOTAL		424		3,759		4,183		100.0%

				FUENTE: SENAME

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		47		545		592		14.2%

				Simples delitos		332		2865		3,197		76.4%

				Faltas		1		30		31		0.7%

				Otros Simples Delitos o Faltas		16		165		181		4.3%

				Proteccion		17		70		87		2.1%

				No indica causal ingreso		11		84		95		2.3%

				TOTAL		424		3759		4,183		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA CERECO SENAME - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años						0		0.0%

				12 - 13 años (*)				1		1		0.6%

				14 - 15 años		1		88		89		50.9%

				16 - 17 años		5		79		84		48.0%

				> 18 años				1		1		0.6%

				Sin dato edad						0		0.0%

				TOTAL		6		169		175		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a un caso en el en la X Región.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves				35		35		20.0%

				Simples delitos		5		109		114		65.1%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		1		1		0.6%

				Proteccion		1		22		23		13.1%

				No indica causal ingreso				2		2		1.1%

				TOTAL		6		169		175		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: COD - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años						0		0.0%

				12 - 13 años (*)		1		1		2		0.6%

				14 - 15 años		13		75		88		24.9%

				16 - 17 años		13		228		241		68.1%

				> 18 años		1		20		21		5.9%

				Sin dato edad				2		2		0.6%

				TOTAL		28		326		354		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a un caso en COD de la X Región, y a un caso en la Región Metropolitana.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		4		42		46		13.0%

				Simples delitos		19		254		273		77.1%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		6		6		1.7%

				Proteccion		2		12		14		4.0%

				No indica causal ingreso		3		12		15		4.2%

				TOTAL		28		326		354		100.0%

				FUENTE: SENAME

		ANEXO 1: SECCIONES DE MENORES - VIGENTES AL 31 DE DICIEMBRE DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años (*)				3		3		1.1%

				12 - 13 años (**)				1		1		0.4%

				14 - 15 años						0		0.0%

				16 - 17 años		14		243		257		96.3%

				> 18 años				5		5		1.9%

				Sin dato edad				1		1		0.4%

				TOTAL		14		253		267		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a casos en la II, IV y VII Región.

				(**) Corresponde a un caso en la V Región.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		5		145		150		56.2%

				Simples delitos		7		97		104		39.0%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		0		0		0		0.0%

				Proteccion		0		3		3		1.1%

				No indica causal ingreso		2		8		10		3.7%

				TOTAL		14		253		267		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: COD - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES EN COD POR EDAD, SEGÚN TIPO DE ATENCIÓN Y SEXO.

				EDAD		TIPO ATENCION / SEXO								TOTAL

						ambulatoria				privación de libertad

						mujeres		hombres		mujeres		hombres		Nº		%

				12 - 13 anos (*)						2		2		4		0.8%

				14 - 15 anos						14		97		111		22.5%

				16 - 17 anos		9		35		12		298		354		71.7%

				> 18 anos				8		1		15		24		4.9%

				Sin dato								1		1		0.2%

				TOTAL		9		43		29		413		494		100.0%

				FUENTE: DPCG - SENAME

				(*) Estos/as adolescentes permanecián en COD de las Regiones X y Metropolitana.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES EN COD POR TIPO DE DELITO, SEGÚN TIPO DE ATENCIÓN Y

				SEXO.

				TIPO DELITO		TIPO ATENCION / SEXO								TOTAL

						ambulatoria				privación de libertad

						mujeres		hombres		mujeres		hombres		Nº		%

				Infracciones Graves		3		8		5		86		102		20.6%

				Simples delitos		4		32		20		303		359		72.7%

				Faltas						0		1		1		0.2%

				Otros Simples Delitos o Faltas		1				0		6		7		1.4%

				Proteccion		1		2		4		11		18		3.6%

				Sin dato				1		0		6		7		1.4%

				TOTAL		9		43		29		413		494		100.0%

				FUENTE: DPCG - SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA CERECO SENAME - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años						0		0.0%

				12 - 13 años (*)				1		1		0.6%

				14 - 15 años		1		72		73		43.5%

				16 - 17 años		3		90		93		55.4%

				> 18 años				1		1		0.6%

				Sin dato edad						0		0.0%

				TOTAL		4		164		168		100.0%

				FUENTE: SENAME

				(*) Corresponde a un caso en el en la V Región.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves				41		41		24.4%

				Simples delitos		3		92		95		56.5%

				Faltas		0		0		0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas				3		3		1.8%

				Proteccion		1		24		25		14.9%

				No indica causal ingreso				4		4		2.4%

				TOTAL		4		164		168		100.0%

				FUENTE: SENAME

				ANEXO 1: SECCIONES DE MENORES - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2004

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

						SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

						EDAD		Nº		Nº		Nº		%

						<12 años (*)				1		1		0.3%

						12 - 13 años (**)				1		1		0.3%

						14 - 15 años (***)				2		2		0.7%

						16 - 17 años		12		268		280		95.9%

						> 18 años		1		7		8		2.7%

						Sin dato edad						0		0.0%

						TOTAL		13		279		292		100.0%

						FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME

						(*) Corresponde a casos en la II Región.

						(**) Corresponde a un caso en la V Región.

						(***) Corresponde a un caso en la IV Región y Región Metropolitana.

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		8		160		168		57.5%

				Simples delitos		3		105		108		37.0%

				Faltas						0		0.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas						0		0.0%

				Proteccion				6		6		2.1%

				No indica causal ingreso		2		8		10		3.4%

				TOTAL		13		279		292		100.0%

				FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA DE INTERVENCION AMBULATORIA - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES EN PIA POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 años				3		3		0.1%

				12 - 13 años		3		20		23		0.5%

				14 - 15 años		189		1,203		1,392		33.1%

				16 - 17 años		209		2,180		2,389		56.8%

				> 18 años		39		340		379		9.0%

				Sin dato edad		3		20		23		0.5%

				TOTAL		443		3,766		4,209		100.0%

				FUENTE: DPCG-SENAME

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES EN PIA POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		50		534		584		13.9%

				Simples delitos		345		2885		3,230		76.7%

				Faltas		3		26		29		0.7%

				Otros Simples Delitos o Faltas		18		156		174		4.1%

				Proteccion		16		70		86		2.0%

				No indica causal ingreso		11		95		106		2.5%

				TOTAL		443		3766		4,209		100.0%

				FUENTE: DPCG-SENAME

				ANEXO 1: PROGRAMA DE REPARACIÓN A LA VICTIMA Y SERVICIOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD - VIGENTES AL 31 DE MARZO DE 2005

				TABLA Nº 1: ADOLESCENTES VIGENTES POR EDAD, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				EDAD		Nº		Nº		Nº		%

				<12 anos		0		0		0		0.0%

				12 - 13 anos		1		0		1		0.5%

				14 - 15 anos		27		76		103		48.1%

				16 - 17 anos		16		72		88		41.1%

				> 18 anos		3		18		21		9.8%

				Sin dato edad		0		1		1		0.5%

				TOTAL		47		167		214		100.0%

				FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME

				TABLA Nº 2: ADOLESCENTES VIGENTES POR TIPO DE DELITO, SEGÚN SEXO.

				SEXO		Mujeres		Hombres		TOTAL

				TIPO de DELITO		Nº		Nº		Nº		%

				Infracciones Graves		2		6		8		3.7%

				Simples delitos		31		129		160		74.8%

				Faltas LRPA		8		7		15		7.0%

				Otros Simples Delitos o Faltas		3		13		16		7.5%

				Proteccion				3		3		1.4%

				No indica causal ingreso		3		9		12		5.6%

				TOTAL		47		167		214		100.0%

				FUENTE: Depto. Planificación y Control de Gestión-SENAME





Hoja2

		

				Menores de 14 años año 2001 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		24

				Simples Delitos		190

				Faltas		76

				Otros S.Del o Faltas		47		337		52%

				Protección		306

				No indica		1

						644

				Menores de 14 años año 2002 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		11

				Simples Delitos		82

				Faltas		10

				Otros S.Del o Faltas		12		115		55%

				Protección		80

				No indica		16

						211

				Menores de 14 años año 2003 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		7

				Simples Delitos		53

				Faltas		4

				Otros S.Del o Faltas		1		65		74%

				Protección		21

				No indica		2

						88

				Menores de 14 años año 2004 por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		11

				Simples Delitos		32

				Faltas		0

				Otros S.Del o Faltas		0		43		86%

				Protección		3

				No indica		4

						50





proyplaz

				Año 2001

				INGRESOS		Sexo

				Causal		Femenino		%		Masculino		%

				Delitos Graves (*)		203		9%		2295		14%		2498

				Simples Delitos		833		37%		9961		63%		10794

				Faltas		153		7%		416		3%		569

				Otros S.Del o Faltas		262		12%		1032		7%		1294

				Protección		747		33%		1504		9%		2251

				No indica		55		2%		656		4%		711

						2253				15864				18117

				vigentes mujeres rc privado

		v		laura vicuña		27

		v		hogar génesis		18

		vii		hogar madre sacramento		31

		viii		hogar baena		15

		x		intern femen pto montt		24

						115		22%

				total rc privados		524





		

				ADOLESCENTES INCULPADOS DE DELITO VIGENTES AL 31/12/2001, POR CAUSAL DE INGRESO SEGÚN EDAD

				CAUSAL		EDAD												TOTAL		%

						< 12		12 - 13		14 - 15		16 - 17		> 18		sin dato

				Delitos Graves (*)		1		23		98		199		24		2		347		5.2%

				Simples Delitos		5		185		792		1,533		192		36		2,743		40.9%

				Faltas		10		66		214		226		29		2		547		8.2%

				Otros S.Del o Faltas		2		45		259		537		138		2		983		14.7%

				Protección		36		217		691		832		237		63		2,076		30.9%

				No indica		0		1		4		7		0		0		12		0.2%

				TOTAL		54		537		2,058		3,334		620		105		6,708		100.0%

				(*)  DELITOS GRAVES:  HOMICIDIO,  VIOLACION,  SECUESTRO,  SUSTRACCION DE MENORES,  MUTILACION,  LESIONES GRAVES,  ROBO CON VIOLENCIA EN LAS

				PERSONAS, ROBO CON INTIMIDACION, ROBO CON FUERZA EN LUGAR HABITADO CON PORTE DE ARMA DE FUEGO.

				8.8%		591		menos 14 a		53				644		10%		menos 14 a

				9.2%		620		más 18 a		52				672		10%		más 18 a

						5,392		14 a 18 a						5,392		80%		14 a 18 a

						6,603								6,708

				Menores de 14 años por infracción de ley

				Delitos Graves (*)		24

				Simples Delitos		190

				Faltas		76

				Otros S.Del o Faltas		47

						337





		

				VIGENTES DICIEMBRE 2001

				ADMINISTRACION PRIVADA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				GENDARMERIA		11		354		365

				CERECO RESIDENCIAL		139		357		496

				REHABILIT. CONDUC. DIURNA		890		2,536		3,426

				LIBERTAD VIGILADA		322		1,078		1,400

				PROYECTO REHABILITACION		3		53		56

				DROGAS		17		51		68

				SUB-TOTAL		1,382		4,429		5,811

				ADMINISTRACION DIRECTA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				COD		27		365		392

				CTD		100		191		291

				CERECO INTERNADO		10		144		154

				CERECO RESIDENCIAL				60		60

				SUB-TOTAL		137		760		897

				TOTAL		1,519		5,189		6,708

				VIGENTES DICIEMBRE 2004

				ADMINISTRACION PRIVADA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				GENDARMERIA						0

				CERECO RESIDENCIAL						0

				PROG INTERVENCION AMBULATORIA						0

				PROG MEDIDAS REPARATORIAS						0

				SUB-TOTAL		0		0		0

				ADMINISTRACION DIRECTA		FEMENINO		MASCULINO		TOTAL

				COD						0

				CERECO INTERNADO						0

				CERECO RESIDENCIAL						0

				SUB-TOTAL		0		0		0

				TOTAL		0		0		0





		

				VIGENTES AL 31 DE MARZO 2005

				EDAD		Nº		%

				< 12 años		4		0.1%

				12 a 13 años		30		0.6%

				14 a 15 años		1681		31.3%

				16 a 17 años		3204		59.6%

				> 18 años		433		8.1%

				Sin dato edad		25		0.5%

				Total		5377		100%

				CAUSAL		Nº		%

				Infracciones graves		903		16.8%

				Simples delitos		3952		73.5%

				Faltas LRPA		45		0.8%

				Otros simples delitos o faltas		200		3.7%

				Protección		138		2.6%

				No indica causal		139		2.6%

				Total		5377		100%

				REGIMEN		Nº		%

				Privados de libertad		902		16.8%

				Medio libre		4475		83.2%

				Total		5377		100%

				Adolescentes Vigentes al 31 de marzo 2005		COD RESID		COD AMB		CERECO		Secc Menores		PIA		Reparac

				Hombres		413		43		164		279		3766		167

				Mujeres		29		9		4		13		443		47

				Total		442		52		168		292		4209		214		5377





		

				PROGRAMAS DFL 1.385 (Año 2001)

				Sistema de Atención		Nº de Proyectos/Establecimientos		Nº de Plazas

				Secciones de Menores		43		550																		CENTROS DE ADMINISTRACION DIRECTA (Año 2001)

				Libertad Vigilada		10		1417																		Sistema de Atención		Nº Centros		Capacidad en Plazas

				Conductual Diurno		74		3490																		Centros de Observación y Diagnóstico		12		1,083

				Rehabilitación Conductual Residencial		12		529																		Centros de Rehabilitación Conductual Internado		9

				Total		139		5986																		Centros de Rehabilitación Conductual Residencial		1

				PROGRAMAS DFL 1.385 (Año 2005)																						CENTROS DE ADMINISTRACION DIRECTA (Año 2005)

				Programas de Responsabilización y Reinserción Social		Nº de Proyectos/Establecimientos		Nº de Plazas				Datos Carlos														Sistema de Atención		Nº Centros		Capacidad en Plazas

				Secciones de Menores		44		539				539														Centros de Observación y Diagnóstico		16		1,582

				Programas de Intervención Ambulatoria		52		4213				4,213														Centros de Rehabilitación Conductual Internado		14

				Programa de Medidas Reparatorias		16		486				486														Centros de Rehab. Cond. Residencial (Semi cerrado)		1

				Rehabilitación Conductual Residencial		1		5				5														En Cod y Cereco se incluyen la IX y XI regiones

				Sub total Prog. Responsab. y Reinserción Social		113		5243				5,243

				Programas de Apoyo Especializado		Nº de Proyectos		Nº de Plazas/ Atenciones

				Programa de tratamiento del consumo de drogas		6		400				400

				Prog. Apoyo a la Reinserc.Social de adolesc.en Sec. de Men.		9		2264

				Sub total Prog. Apoyo Especializado		15		2664				Obs. Carlos:

				Programa de Medidas Reparatorias incluye 2 proyectos en la RM								(1) A partir del mes de agosto se rebaja 20 plazas (RM), quedando en 519.

												(2) A partir del mes de agosto se incrementa en 30 plzas (V, VIII) y en Sept.en 30 plazas (RM)

												Quedando en 460

												(3) Se refiere a cobertura anual y no plazas.





		

				Administraciones Directas 2001

				Qhalltani		Plazas				Total Cod				Total Cereco Internado				Total Cereco Rsidencial

				Cod		25				Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas

				Cereco		40				12		723		9		295		1		65

				Arco Iris		Plazas				1083

				Cod		45

				Cereco		50

				Surgam		Plazas

				Cod		15

				Cereco		40

				Crisol		Plazas

				Cod		16

				Cereco		24

				Talay		Plazas

				Cod		16

				Cereco		32

				Peullas		Plazas

				Cod		30

				Cereco		16

				Talita Kum		Plazas

				Cod		46

				Cereco		48

				Tpo. de Crecer		Plazas

				Cod		80

				Santiago		Plazas

				Cod		120

				Cereco		15

				San Miguel		Plazas

				Cod		120

				San Joaquín		Plazas

				Cod		120

				Tpo. Joven		Plazas

				Cod		90

				Cereco		30

				Sta. Ines		Plazas

				Cereco		65

				Administraciones Directas 2002

				Qhalltani		Plazas				Total Cod				Total Cereco Internado				Total Cereco Rsidencial

				Cod		25				Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas		Nº Centros		Nº Plazas

				Cereco		40				15		817		12		345		1		65

				Arco Iris		Plazas

				Cod		45				* Incluye 12 plazas Cod y 33 plazas Ctd

				Cereco		50

				Surgam		Plazas

				Cod		15

				Cereco		40

				Crisol		Plazas

				Cod		28

				Cereco		24

				Talay		Plazas

				Cod		16

				Cereco		32

				Lihuen		Plazas

				Cod		40

				Cereco		20

				Antuhue		Plazas

				Cod		40

				Cereco		20

				Peullas		Plazas

				Cod		30

				Cereco		36

				Talita Kum		Plazas

				Cod		46

				Cereco		48

				Cau Cau		Plazas

				Cod		40

				Cereco		20

				Tpo. Crecer		Plazas

				Cod		45

				Cereco		15

				Santiago		Plazas

				Cod		87				* Incluye 72 plazas Cod y 15 plazas Cereco

				Cereco		0

				San Miguel		Plazas

				Cod		120

				San Joaquín		Plazas

				Cod		120

				Tpo. Joven		Plazas

				Cod		120				* Incluye 90 plazas Cod y 30 plazas Cereco

				Sta. Ines		Plazas

				Cereco		65



Están sumadas 72 plazas Cod con 15 plazas Cereco, pendiente resolución en Jurídico

En este se suman las 90 plazas Cod y 30 Cereco, está pendiente resolución en Jurídico



		

				SUPERVISIÖN

				Año		% Supervisiones

				2002		66%

				2003		91%

				2004		100%

				2002		2003		2004

				66%		91%		100%

				CALIDAD DE LA INFORMACION

				2002		2003		2004

				19.9%		11.8%		6.6%





		0

		0

		0



% de Supervisones realizadas

0

0

0



		0

		0

		0



% de errores en la información

0

0

0



		

				RESUMEN DE PERSONAS CAPACITADAS

				AÑO		DESTINATARIOS DE LA CAPACITACIÓN

						Educadores de Trato Directo Adm. Directa		Directores/as de Centros Adm. Directa		Duplas Psicosociales y Jefes Técnicos Adm. Directa		Supervisores Regionales		Integrados (*)		Profesionales de Organismos Acreditados		Total

				2001		141		0		0		0		0		0		141

				2002		110		0		74		0		0		230		414

				2003		88		0		28		32		0		255		403

				2004		25		18		0		57		130		199		429

				*2005								30		160		190		380

				* Proyección de lo que se realizará el segundo semestre

				(*) Participan los distintos estamentos de Centros de Administración Directa





				PROGRAMA DE INTERVENCIÓN AMBULATORIA

				Región		Plazas 2005		Plazas 2005 Estud Minjus		Plazas 2006		Plazas 2006 Estud Minjus

				I		130

				II		180

				III		124

				IV		163

				V		465

				VI		140

				VII		313

				VIII		595

				IX		190

				X		440

				XI		56

				XII		45

				RM		1285

				Total		4126

				$

				SECCIONES DE MENORES

						Plazas 2005		Vigentes 0305

				I		28

				II		40

				III		11

				IV		22

				V		27

				VI		31

				VII		36

				VIII		132

				IX		55

				X		79

				XI		12

				XII		10

				RM		76

				Total		559

				$

				PROYECCION DE PLAZAS

				SENAME																				MINJUS SIN 20%

						2005		2006		2007		2008		2009		2010								2005		2006		2007		2008		2009		2010

				PIA		4213														Libertad Asistida		Hombres		2,702		2,836		2,970		3,103		3,237		3,371

				REPAR		486																Mujeres		406		430		454		478		503		527

																								3,108		3,266		3,424		3,581		3,740		3,898

				GENCHI		539

																								MINJUS CON 20%

																								2005		2006		2007		2008		2009		2010

																				Libertad Asistida		Hombres		3,242		3,404		3,562		3,725		3,882		4,045

																						Mujeres		488		516		544		572		605		632

																								3,730		3,920		4,106		4,297		4,487		4,677

																				Hombres		Arica		51		54		56		59		61		64

																						Iquique		63		66		69		71		74		77

																						Antof		130		136		142		148		153		159

																						Copiap		70		73		76		80		83		87

																						La Seren		110		116		123		129		135		142

																						Valpo		350		370		390		411		431		451

																						San Mig		479		504		528		553		578		602

																						Stgo		821		859		896		934		971		1009

																						Rcgua		97		100		103		106		110		113

																						Talca		165		173		181		189		197		205

																						Chillán		43		44		45		46		47		49

																						Conc		445		470		496		522		547		573

																						Temuco		152		159		165		172		178		184

																						Valdi		123		129		135		141		146		152

																						Pto Montt		78		82		85		88		91		95

																						Cohia		25		27		28		29		31		32

																						Pta Aren		40		42		44		47		49		51

																								3242		3404		3562		3725		3882		4045

																				Mujeres		Arica		4		4		4		5		5		5

																						Iquique		6		7		7		7		8		8

																						Antof		23		24		26		27		29		30

																						Copiap		7		8		8		9		9		9

																						La Seren		17		18		19		21		22		23

																						Valpo		49		52		55		58		62		65

																						San Mig		69		73		77		82		86		91

																						Stgo		145		153		161		169		178		186

																						Rcgua		12		12		13		13		14		14

																						Talca		23		24		26		27		29		30

																						Chillán		4		4		4		4		4		4

																						Conc		61		65		68		72		76		80

																						Temuco		23		25		26		27		28		29

																						Valdi		23		25		26		27		29		30

																						Pto Montt		14		14		15		15		16		17

																						Cohia		2		2		2		2		2		3

																						Pta Aren		6		6		7		7		8		8

																								488		516		544		572		605		632

																				Nacion				3730		3920		4106		4297		4487		4677

				sin 20%

				Región		Capacidad Máxima SENAME 2005		Capacidad  Máxima Proyectada SENAME		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2006		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2010

				I		144		144		60		90

				II		38		97		56		79

				III		70		70		40		60

				IV		60		105		56		87

				V		102		218		152		228

				VI		112		112		34		48

				VII		92		92		55		79

				VIII		166		268		236		353

				IX		112		125		71		100

				X		156		156		88		127

				XI		34		34		7		10

				XII		42		42		9		14

				RM		454		921		746		1111

				Totales		1582		2384		1610		2386

								con 20%

				Región		Capacidad Máxima SENAME 2005		Capacidad  Máxima Proyectada SENAME		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2006		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2010

				I		144		144		73		108

				II		38		97		66		96

				III		70		70		48		72

				IV		60		105		69		105

				V		102		218		183		275

				VI		112		112		41		57

				VII		92		92		66		95

				VIII		166		268		285		425

				IX		112		125		83		122

				X		156		156		107		153

				XI		34		34		9		12

				XII		42		42		12		16

				RM		454		921		895		1332

				Totales		1582		2384		1937		2868

						PLAZAS LIBERTAD ASISTIDA

						2005				2006				2010

				REGION		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002

				I		103		124		109		131		128		154

				II		127		153		133		160		158		189

				III		64		77		67		81		80		96

				IV		106		127		112		134		137		165

				V		333		399		352		422		430		516

				VI		91		109		93		112		106		127

				VII		157		188		164		197		195		235

				VIII		460		553		486		583		588		706

				IX		146		175		152		184		178		213

				X		198		238		209		250		245		294

				XI		23		27		24		29		29		35

				XII		38		46		40		48		50		59

				RM		1261		1514		1324		1589		1573		1888

				TOTALES		3107		3730		3265		3920		3897		4677

						PLAZAS PRIVATIVOS DE LIBERTAD

						2005				2006				2010

				REGION		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002		ESTUDIO 2001		ESTUDIO 2002

				I		39		48		60		73		90		108

				II		38		44		56		66		79		96

				III		26		31		40		48		60		72

				IV		38		46		56		69		87		105

				V		102		122		152		183		228		275

				VI		22		27		34		41		48		57

				VII		36		45		55		66		79		95

				VIII		159		191		236		285		353		425

				IX		46		55		71		83		100		122

				X		58		70		88		107		127		153

				XI		5		6		7		9		10		12

				XII		6		8		9		12		14		16

				RM		507		607		746		895		1111		1332

				TOTALES		1082		1300		1610		1937		2386		2868

						2005						2006						2010

				REGION		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO

				I		17		13		9		19		25		16		23		45		22

				II		17		12		9		18		23		15		21		38		20

				III		12		9		5		12		17		11		15		30		15

				IV		17		13		8		18		24		14		23		44		20

				V		46		34		22		49		63		40		61		111		56

				VI		9		8		5		9		14		11		10		24		14

				VII		15		12		9		16		23		16		19		38		22

				VIII		72		54		33		76		100		60		94		175		84

				IX		20		16		10		21		31		19		24		51		25

				X		24		21		13		25		39		24		29		66		32

				XI		2		2		1		2		3		2		2		5		3

				XII		2		2		2		2		4		3		3		7		4

				RM		244		165		98		260		307		179		319		540		252

						497		361		224		527		673		410		643		1174		569

										1082						1610						2386

						2005						2006						2010

				REGION		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO		CAUTELAR		SANCION CERRADO		SANCION SEMICERRADO

				I		21		16		11		23		32		18		27		54		27

				II		20		14		10		21		27		18		25		46		25

				III		14		11		6		15		21		12		19		36		17

				IV		20		16		10		22		30		17		27		53		25

				V		55		40		27		59		76		48		73		134		68

				VI		11		10		6		11		18		12		12		29		16

				VII		19		15		11		20		27		19		23		46		26

				VIII		87		64		40		92		121		72		113		210		102

				IX		24		19		12		25		36		22		30		61		31

				X		28		25		17		30		48		29		34		80		39

				XI		2		2		2		2		4		3		2		6		4

				XII		3		3		2		3		5		4		3		8		5

				RM		292		197		118		311		369		215		384		646		302

						596		432		272		634		814		489		772		1409		687

										1300						1937						2868

				Libertad Asistida

				sin 20%

				Región		Plazas Subvencionadas SENAME 2005 - 2006		Cobertura Plazas proyectadas Estudio MINJUS 2006		Plazas Subvencionadas SENAME 2010		Cobertura Plazas proyectadas Estudio MINJUS 2010

				I

				II

				III

				IV

				V

				VI

				VII

				VIII

				IX

				X

				XI

				XII

				RM

				Totales		0		0		0		0

								con 20%

				Región		Capacidad Máxima SENAME 2005		Capacidad  Máxima Proyectada SENAME		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2006		Cobertura proyectada Estudio MINJUS 2010

				I

				II

				III

				IV

				V

				VI

				VII

				VIII

				IX

				X

				XI

				XII

				RM

				Totales		0		0		0		0

						Proyección plazas Libertad Asistida SIN 20%

						Plazas Subvencionadas 2006		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 1 ejecuc de ley		Cobertura Plazas proyectadas Año 5 ejecuc de ley

				Nº Plazas		4,760		3,266		7,598

				Monto Anual en M$		4,432,058

						Proyección plazas Libertad Asistida CON 20%

						Plazas Subvencionadas SENAME 2006		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 1 ejecuc de ley		Cobertura Plazas proyectadas (*) Año 5 ejecuc de ley

				Nº Plazas		4,760		3,266		7,598

				Monto Anual en M$		4,432,058

						Plazas Subvencionadas 2006		Cobertura Plazas proyectadas(*)        AÑO 1 Ejecución de la ley

				Nº Plazas		4,760		3,266

				Monto Anual en M$		4,432,058

						Plazas Subvencionadas 2006		Cobertura Plazas proyectadas(*)        AÑO 1 Ejecución de la ley				ESTUDIO DEMANDA DIVID POR CUATRO

				Nº Plazas		754		754

				Monto Anual en M$		753,744
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